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CONSTITUCIÓN 


•     •  •  • 
•  •  • 


DE    LOS 


ESTADOS  UNIDOS  DE  COLOMBIA 


Ixi  Convención  Nacional,  en  nombre  i  por  autorización 
del  pueblo  i  de  los  Estados  Unidos  Colombianos  que  re- 
presenta^ ha  venido  en  decretar  la  siguiente 

CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 

CAPITULO  1 

LA     NACIÓN 


• 

Art.  i.""  Los  estados  de  Antioquía,  Boyacá,  Cauca,  Gundinainarca, 
Magdalena,  Panamá,  Santander  i  Tolíma,  creados  rispeclivaineiite 
por  los  actos  de  27  de  febrero  de  1855,  H  de  junio  de  1856,  13  de 
mayo  de  1857,  15  d*^  junio  del  itiismo  año,  12  de  abril  de  1861,  i 
5  de  setiembre  del  mismo  año,  se  unen  ó  confederan  á  perpetuidad, 
consultando  su  seguridad  esterior  i  reciproco  ansilio,  i  forfnan  una 
nación  libre,  soberana  é  independiente,  con  el  nombre  de  «  Estados 
Unidos  de  Colombia.  » 

Art.  2.*  Los  dichos  estados  se  obligan  á  ausiliarse  i  defenderse 
inntuaraenfe  contra  toda  violenria  que  dañe  la  soberanía  de  la  Union 
ó  la  de  los  estados. 

T.  If.  #  1 


■     • 

r.  • '  • 
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Art.  3.^  LotflibiUes  del  territorio  de  los  Estados  Unidos  de  Colom- 
bia son  IosIqUítios  que  en  el  año  de  1810  dividian  el  territorio  del 
vireiiiato  de  Nueva  Granada  del  de  las  capitanías  jenerales  de  Yene- 
zmSiü  rCuatemala,  i  del  de  las  posesiones  portuguesas  del  Brasil : 
.«.po^.ki' parte  meridional  son,  provisionalmente,  los  designados  en 
•    '*;'e^(rataao  celebrado  con  el  gobierno  del  Ecuador  en  9  de  julio  de 
;!*•  'i856,  i  los  demás  que  la  separan  hoi  de  aquella  república  i  de  la 
del  Perú. 

Art.  4.^  Harán  también  parte  de  la  misma  nacionalidad  los  esta- 
dos soberanos  en  que  se  dividan  alguno  ó  algunos  de  los  existentes, 
conforme  al  articulo  que  sigue,  i  los  que,  siendo  del  todo  indepen- 
dientes, quieran  agregarse  á  'la  unión  por  tratados  debidamente 
concluidos. 

Art.  5.®  La  lei  federal  puede  decretar  la  creación  de  nuevos 
estados,  desmenbrando  la  población  i  el  territorio  de  los  existentes, 
cuando  esto  sea  solicitado  por  la  leji^ilatura  ó  las  lejislaturas  del 
estado  ó  de  los  estados  de  cuya  población  i  de  cuyo  territorio  deba 
formarse  el  nuevo  estado,  con  tal  que  cada  uno  de  los  estados  de 
nueva  creación  tenga  cien  mil  habitantes,  por  lo  menos,  i  aquéllos 
de  los  que  fueren  segregados  no  queden  con  menos  de  ciento  cin- 
cuenta mil  habitantes  cada  uno. 

8  Los  limites  de  los  estados  reconocidos  en  el  art.  1 .®  no 
podran  alterarse  ni  variarse,  sino  de  acuerdo  i  por  consentimiento 
de  los  estados  interesados  en  ello,  i  con  aprobación  del  gobierno 
jeneral. 


CAPITULO  n 

BASES  DE  LA  UNION 

SECCIÓN  IV 

X>«rttolK»  1  áábtmm  de  los  astados. 


Art.  6."  I^s  estados  convienen  en  consignar  en  sus  constituciones 
i  en  su  lejislacion  civil  el  principio  de  incapacidad  de  las  comuni- 
dades, corporaciones,  asociaciones  i  entidades  relijiosas,  para  ad- 
quirir bienes  raices,  i  en  consagrar,  por  punto  jeneral,  que  la  pro- 
piedad rail  no  puede  adquirirse  con  otro  carácter  ^uc  el  de  enaje- 
nable i  divisible  á  voluntad  esclusiva  del  propietario,  i  de  trasmi- 
sible  á  los  herederos  conforme  al  derecho  común. 

Art.  7.®  Igualmente  convienen  los  dichos  estados  en  prohibirá 


neruDucA  de  colohbia  5 

^eluidail  lus  fundaciones,  mandas,  legados,  liilt^icomisos  1  toda 
dase  de  establodmjen tos  semf  jantes  con  que  se  pretenda  ^acar  una 
finra  raíz  de  la  lilire  circulación. 

g  Anmistno  convienen  i  declaran,  que  en  lo  sucesivo  ¡lo  se  po- 
drán imponer  censos  h  perpetuidad,  de  otro  modo  qno  sobre  el 
tesoro  público,  í  de  uiiisuna  manera  sobre  (incas  raices. 

Art.  8."  tn  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marclia  aa- 
pedita  de  la  Cniotí  i  de  las  relaciones  pacificas  entre  los  estados, 
í'stos  se  comprometen ; 

i ."  A  organizarse  conForme  A  los  principios  del  gobierno  po- 
pular, electivo,  representativo,  alternniivo  i  respotibableí 
2."  A  no  enajenar  A  poloncia  estranjera  parte  alguna  de  suter- 

^^H  S.°  A  no  reslrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  nave- 
^^^pion  de  tus  rios  i  demás  aguas  niiiegables  que  no  bayan  eii- 
^^Ht  eanaliíacian  arliricial; 

^^■^  A.' k  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al 
^^Ksumo,  los  producios  que  sean  ya  materia  de  impuestos  nació- 
^^Bf9,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  lus  derechos  de 
^^nporticion :  ni  los  productos  destinados  a  I3  esportacioniCuya 

libertad  mantendrá  el  gobierno  jeneral ; 

á. "  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos    que 

Innsiti'n  por  el  estado  sin  destinurse  á  su  propio  consumo  ; 

B6.°  A  no  imponer  deberes  á  les  empleados  nacionales,  sino 
Eu  calidad  de  miembros  del  estado,  i  en  cuanto  esos  deberes 
sean  incompatibles  con  el  servicio  público  nacional. 
7.°  A  no  gravar  con  impuestos  los  productos  ni  las  propieda- 
des de  la  Cnion  Colombiana; 

S."  A  deferir  i  someterse  á   la  decisión  del  gobierno  jeueral 
en  todas  las  controversias  que  se  susciten  entre  dos  ó  más  esla- 
'   I,  cuando  no  puedan  avenirse  pacíficamenle,  sin  que  en  nmguu 
o  ni  porningun  motivo,  pueda  un  estado  declarar  ni  hacer  la 
ura  a  otro  estado ;  i 

9.*  A  guardar  estricta  neutralidad  en  las  contiendas  qiU! 
toen  á  suscitarse  cutre  ios  habitantes  i  el  gobierno  en  otro 
|ído. 

9.'  Las  auloridadrs  de  cada  uno  de  los  estados  tienen  el 

r  de  cumplir  i  hacer  que  se  cumplan  i  ejecuten  la  constitu- 

II  i  las  leyes  de  la  Union,  los  decretos  i  órdenes  del    presideotf, 

(ella,  i  ios  mandamientos  de  los  tribunales  i  juzgados   nacio- 

I  En  cada  uno  de  l»s  estados  si'  daiá   entera  fe   i  crMílu  á 
I  rqistros,   actos,  sentencias   i  procinlimicntos  judiciales  de  los 
s  estados. 

rl-  10.  Ks  obligatorio  para  las  autoridades  de  cada  estado  CD- 
á  las  autoridades   de  aqui^l   en  qut!  se  haya  cometidu  tiu 
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(lelilü  (*,omun  la  persona  que  se  reclame,  i  conlra  la  cual  se  haya 
librado  orden  de  prisión  no  violaloria  de  los  derechos  individuales 
enumerados  en  el  arl.  15  de  esta  constitución ;  lo  que  se  com- 
probará con  los  necesarios  documentos  adjuntos  á  la  orden  de 
prisión. 

Art.  11.  Los  gobiernos  de  los  estados  en  cuyo  terrilorio  se  asi- 
len individuos  responsables  de  hechos  punibles  ejecutados  contra 
el  gobierno  de  algún  estado  limitrofe,  tienen,  si  éste  lo  solicita,  el 
deber  de  internarlos  i  mantenerlos  á  utia  distancia  de  la  frontera 
que  no  les  permita  continuar  hostilizándolo.  • 

Art.  12.  No  habrá  esclavos  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia. 

Ai*t.  13.  No  se  permitirá  en  ninguno  de  los  estados  de  la  Union 
enganches  ó  levas  que  tengan  ó  puedan  tener  por  objeto  atacar  la 
libertad  é  independencia  ó  perturbar  el  orden  público  de  otro  es- 
tado ó  de  otra  nación. 

Art.  14.  Los  actos  iejislativos  de  las  asambleas  de  los  estados, 
que  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  se 
hallan  sujetos  á  suspensión  i  anulación,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  esta  constitución ;  pero  nunca  traerán  al  estado  responsabilidad 
de  ningún  jcnero,  cuando  no  se  hayan  ejecutado  i  surtido  sus  natu- 
rales efectos. 


SECCIÓN  II 

Oarantia  de  dareohoB  indlTldualae. 


Art.  15.  Es  base  esencial  é  invariable  de  la  unión  entre  lo  esta- 
dos el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  gobierno  ieneral 
1  de  los  gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  estados,  de  los  de- 
rechos indi\iduales  que  pertenecen  á  los  habitantes  i  transeúntes 
en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  á  saber  : 

1  ^  La  inviolabilidad  de  la  vida  humana;  en  virtud  de  lo  cual 
el  gobierno  jeneral  i  el  de  los  estados  se  comprometan  á  no  decre- 
tar en  sus  leyes  la  peí. a  de  muerte  ; 

2.°  No  ser  condenados  á  pena  corporal  por  más  de  diez  años  ; 

5  °  La  libertad  individual,  que  no  tiene  más  límites  que  la  li- 
bertad de  otro  individuo  ;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  ú  omitir 
todo  aquello  de  cuya  ejecurion  ú  omisión  no  resulte  daño  á  otro  in- 
dividuo 6  á  la  comunidad  ; 

4."  La  se^'uridad  peisonal;  de  manera  que  no  sea  atacada  im- 
punemente por  otro  individuo  ó  por  la  autoridad  pública;  ni  ser 
presos  ó  detenidos,  sino  por  motivo  criminal  o  por  pena  correc- 
cional ;  ni  juzgados  por  comisiones  ó  tribunales  estraordinarios  ; 
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IprnudDK  »iii  SI.-V  K-iioa  i  vencidos  en  juicb  ;  i  loiln  e.bUi  en  vii'luil 
f  leyes  preciislcntcs; 

a."  La  propicdail :  no  puilít-nilo  t«r  prívalos  iK'  rila, sino  por 
KIS  ú  cntitñbunoii  jentral,  ci  ii  urrcglo  á  las  leyes,  ó  cuando  asi 
xija  un  gvave  motivo  de  iii-<'i;siilad  [>úblic8,  Judicial mnite  drcla- 
0  i  preiia  indemnización. 

lín  cuso  de  guerra,  la  indemnización  puiule  no  ser  previn,  i  la 
i^'sidad  de  la  ispropiaciun  puede  ser  di-clarada  por  auloFÍdadcs 
■un  di'l  orden  jndiciíil. 
dispui-sti>  en  c.-lc  it  ciao  nii  nulorua  pora  imponep  pena  de 
tnGscQCiün  i-n  ningún  cnso  ; 

,"  U  libertaifabsiduta  di'  imprenta  I  dedrculacíondelnsim- 
,  asi  nacionalrs  como  cstranji-ros; 

."  La  libtrlad  de  (•suieiar  sus  peiiíainenlos  fíe  palaljra  (>  por 
irilo,  sin  limitación  alj^una. 

' ,"  La  libtrrlad  de  viajar  en  el  ten  ilorio  de  los  Estados  Unidos  i 
h  Sílir  de  él,  sin  necesidad  de  pasaporle  ni  permiso  de  ninguna 
autoridad  en  tiemjio  de  paz  siempre  que  la  autoridad  judicial 
no  )ia\a  decretado  el  anai^'O  del  individuo. 

g  En  tiempo  de  guerra  eí  gobierno  podrá  exijir  pasapoi  le  íi  ios 
jdÍTidiiiisquc  viajen  por  los  lugares  que  i-van  lealro  de  opcrai: iones 
pilílari's; 

9."  La  liberlad  de  ejercer  toda  indiislrin  i  de  trabajar  sin  usur- 
¡•r  la  indusiría  de  otro;  cuya  propiedad  hayan  garantizado  tcm- 
puralmenle  tas  leyes  á  los  autores  de  invenios  útiles,  ni  las  que  se 
n-siTveii  la  Union  6  los  estados  como  arbitrios  rentísticos;  i  sin 
embarazar  las  vias  de  comunicación,  ni  atacar  la  seguridad  ni 
^^a  salubridad ; 

^^K  10.  La  i^aldad;  i  en  consecuencia,  no  es  licito  conceder  pri- 
^^Búiiisú  distinciones  legabis  que  cedan  en  puro  favor  ó  beneficio 
^^Bfos  agraciados  :  ni  imj  ouer  obligaciones  especiales  que  liagun 
^^Hm  individuos  A  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los  demás; 
^^B  H.  La  libertad  de  dar  ü  recibir  la  inslrurcíon  que  á  bien 
^^Bijran,  en  los  establecimínlos  que  no  sean  eoslendns  con  fondus 
^^^mlicos; 

^^V  )S.  El  derecho  de  obtener  pronta  re^olnnon  en  las  peticiones 
^^Br  por  escrito  dirijan  A  lus  corporacioti<  s  autoridades  i)  funcio- 
^^■rios    ptjblicos,    sobre    cuHli|uier   asunto    de    interés  jrnerul  It 

IS.  La  inviolabilidad  del  domicilio  i  de  los  escritos  priva- 
ik»,  de  manera  que  aquél  ni)  pudra  ser  allanado,  ui  lus  escritos 
inlorceptados  ó  rejislrados.  sino  por  la  autoridad  competente  para 
t  efecloa  i  con  las  formulidailes  que  deierniiue  la  lei ; 
.  La  libertad  de  asociarse  sin  ai-mis  ; 
l.V  La  libertad  du  tener  armas  i  municiones,  i  de  hacer  < ) 
!rrio  de  ellas  en  tiempo  de  paz  ;  i 
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i  6.  La  profesión  libre,  pública  i  privada,  de  cualquiera  reli- 
¡ion,  con  tal  que  no  se  ejeculen  hechos  incompatibles  con  la  so- 
oerania  nacional,  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública. 


SECCIÓN  ni 

Delegación  de  fouoionee. 


Art.  i6.  Todos  los  asuntos  de  gobierno,  cuyo  ejercicio  no  dele- 
guen los  estados  espresa,  especial  i  claramente  al  gobierno  jeneral, 
son  de  la  esclusiva  competencia  de  los  mismos  estados. 

Art.  17.  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  convienen  en  esta- 
blecer un  gobierno  jeneral,  que  será  popular,  electivo,  representa- 
tivo, alternativo  1  responsable,  á  cuya  autoridad  se  sonieten  en  los 
negocios  que  pasan  á  espresarse  :  ' 

1."*  Las  relaciones  esteriores,  la  defensa  esterior  i  el  derecho 
de  declarar  i  dirijir  la  guerra,  i  hacer  la  paz; 

2.°  La  organización  i  el  sostenimiento  de  la  fuerza  pública 
al  servicio  del  gobierno  jeneral ; 

3.°  El  establecimiento,  la  organización  i  administración  del 
crédito  público  i  de  las  rentas  nacionales ; 

4."*  La  fíjacion  del  pié  de  fuerza  en  paz  i  en  guerra,  i  la  deter- 
minación de  los  gastos  públicos  á  car^o  del  tesoro  de  la  Union ; 

5.<^  El  réjimen  i  la  administración  del  comercio  esterior, 
de  cabotaje  i  costanero ;  de  las  fortalezas ,  puertos  maritimos> 
fluviales  i  secos  en  las  fronteras;  arsenales,  diques  i  demás  esta- 
blecimientos públicos  i  bienes  pertenecientes  á  la  Union  ; 

6.^  El  arreglo  de  las  vias  interoceánicas  que  existen  ó  que 
se  abran,  en  el  territorio  de  la  Union,  i  la  navegación  de  los 
rios  que  bañan  el  territorio  de  más  de  un  estado,  ó  que  pasen  al 
de  una  nación  limítrofe ; 

7.^  La  formación  del  censo  jeneral ; 

S.*"  El  deslinde  i  la  demarcación  territorial  de  primer  orden 
con  las  naciones  limítrofes; 

9.*^  La  di  temiinacioü  del  pabellón  i  escudo  de  armas  na- 
cionales ; 

10.  Todo  lo  concerniente  á  naturalización  de  eslranjeros; 

11.  El  derecho  de  decidir  las  cuestiones  i  diferencias  que 
ocurran  entre  los  estados,  con  audiencia  de  los  interesados ; 

12.  La  acuñación  de  moneda,  determinando  su  lei,  peso, 
*  ipo,  formas  i  denominación ; 

13.  El  arreglo  de  los  uesos,  pesas  i  medidas  oficiales ; 

14.  La  lejislacion  i  el  procedimiento  judicial  en  los  casos  de 
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esas,  represas,  pinlerias  ú  otros  crimi^nes,  i  en  jeneral,  da  lus 
clios  ocurridos  en  alia  maj',  cuya  jurisdicción  corrdsponda  k  la 
eion  conforme  al  derecho  intornucional ; 

15,  Ia   lejislacion   judicial  i  penal  en  los  casos  de  violación 
]  derecho  inlernacional;  i 

lü.  Lu  facultad  de  espedir  liyes,  decretos  i  resoluciones  civi- 
les i  penales,  respecto  de  los  negocios  ó  malerias  ijue,  conforme  á 
este  arli culo  i  al  siguiente,  son  de  compelencia  del  gobierno  je- 
neral. 

ÍArt.   18.  Son  de  la  cnmpencia,  aunque  no  esclusiva,  del  go* 
riKi  jeneral  las  materias  siguientes  : 
I.'  VA  fomento  de  la  insli'uccion  pública  : 
,    2.'  El  servicio   de  correos  ; 
3.*  La  estadislica  i  la  caria  ó  cartas  jeográfícas   de  los  pue- 
W  i  lerritorios  de  los  Estados  Unidos ;  i 
,    4."  La  civilización  de  los  indljenas. 
Ai 


SECCIÓN  IV 
CoadlolonM  leneralM 


Arl.  i9.  El  gobierno  de  las  Estados  Unidos  no  podrá  declarar  ni 
hacer  la  guerra  á  loa  estados,  sin  espresa  autorización  del  con- 
deso, i  sin  liaüer  agolado  Antes  todos  los  medios  de  conciliación 
qne  la  paz  nacional  i  la  conveniencia  pública  exijan. 

Arl.  20.  Con  escepcion  del  congreso  nacional,  corle  suprema 
federal  i  poder  ejecuiivo  de  la  nación,  no  habrá  en  ningún  estado 
empleados  federales  que  lengan  jurisdicción  ordinaria  ú  autoridad 
ea  tiempo  de  paz. 

gl.°Los  sjcntes  del  gobierno  de  la  Union,  en  materia  de 
hacienda,  militar  ó  cualquiera  otra,  ejercenin  ordinariamente  sus 
funcioiiL's  bajo  lu  inspección  de  las  autoridades  propias  da  Ioe 
estados,  según  su  categoría. 

g  i."  Dichas  autoridades  tu  son  también  del  orden  federal  en 
todo  lo  qge  requiera  mando  6  jurisdicción ;  i  deben,  por  tanto, 
impiír.  bajo  estricta  responsabilidad,  que  les  eiijirán  los  altos 
ideres  federales  conforme  á  i'sla  constitución  i  las  leyes  de  la 
ileria,  los  deberes  que  aquéllos  les  impongan  según  sus 
ultades, 

Arl.  31.  El  poder  judicial  de  los  eí<iados  es  independiente.  Las 
iiuas  en  ellos  iniciadas  conforme  6  su  lejislacion  especial  i  en 
asunto  de  su  esclusíva  competencia,  terminarán  en  los  miamos  oa- 
ladoe,  sin  sujeción  al  eiámen  de  ninguna  autoridad  estraña. 
g  Usiiiaemnizsciones  que  tenga  que  acordar  la  UnionporaclOB 
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violatorios  de  las  garantías  individuales  reconocidas  en  el  art.  15, 
ejecutados  por  luiiciünai  ios  de  los  estados,  se  imputarán  al  estado 
respcf  tivo,  el  que  será  lespousüble  al  tesoro  federal  por  el  im- 
porte pecun'ario  de  la  in  temnizncion  acordada. 

Art.  2t2.  Los  miembros  de  las  lejislaturas  de  los  estados  son  in- 
munes por  el  tiempo  que  su  respectiva  constitución  determine,  i 
no  serán  jamas  responsables  por  los  votos  ni  por  las  opiniones  que 
emitan  en  desempeño  de  sus  (unciones. 

Art.  25.  Para  sostener  la  soberania  nacional,  i  mantener  la  se- 
guridad tranquilidad  públicas,  el  Kolúerno  nacional,  i  los  de  los 
estados  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección 
sobre  los  cultos  relijiosos  según  lo  determine  la  lei. 

g  Para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  ó  que  se  establez- 
can en  los  Gstados  Unidos,  no  podrá  imfionerse  contribuciones. 
Todo  culto  se  sostendrá  con  lo  que  los  respectivos  relijionanos  su- 
ministren voluntariamente. 

Alt.  24.  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo 
en  el  gobierno  jinerai  ni  en  el  de  los  estados  ;  escepto  en  materia 
penal,  cuando  Li  lei  posterior  imponga  menor  p^na. 

Art.  25.  Todo  acto  del  congreso  nacional,  ó  del  poder  ejecutivo  de 
los  Estados  Unidos,  que  viole  los  derechos  garantizados  en  el  articu- 
lo l5,  ó  ataque  la  soberania  de  los  estados,  es  anulable  por  el  voto 
de  éstos,  (spresado  por  la  mayoría  de  sus  respectivas  lejislaturas. 

Alt.  26,  La  fuerza  pública  de  los  Estados  Unidos  se  divide  en- 
naval  i  terrestre  á  cargo  de  la  Union,  í  se  compondrá  también  de 
la  milicia  nacional  que  organicen  los  estados  según  sus  leyes. 

g  i.°  La  fuerza  á  cargo  de  la  Union  se  formará  con  indivi- 
duos voluntarios,  ó  por  un  continjente  proporcional,  que  dará  cada 
estado  llamando  al  servicio  á  los  ciudadanos  que  deban  prestarlo 
conforme  á  las  leyes  del  estado. 

g  2.*»  En  caso  de  gu»rra  se  podrá  aumentar  el  continjente  con 
los  cuerpos  de  la  milicia  nncional,  hasta  el  número  de  hombres 
necesario  para  llenar  el  continjente  que  pida  «I  gobierno  jener.d. 

Art.  27.  El  gobierno  jeneral  no  podrá  variar  los  jefes  de  los 
cuerpos  de  la  fuerza  pública  que  sunnnistrcp  los  Estados,  sino  en 
los  casos  i  con  las  formalidades  que  la  lei  determine. 


CAPITULO  UI 

BIENES  I  CARGAS  DE  LA  UNION 


Art.  28.  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  reconocen  como  deuda 
propia  las  deudas  interior  i  esterior  reconocidas  por  los  gobiernos 
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'  d«  ifi  Min}¡uiil:i  nonrederadon  liratiRilina  i  ríe  los  Kstudos  Unidos  de 
NtiCVH  Griiiiuda,  en  la  pro|)ürcioii  que,  í-pguil  U  polrbcloii  ¡  t-l(|ueia, 
corrcKpniídn  A  l"S  PAt^idoa  que  se  itiisii  i-[i  lu  suo'gívd.  Los  esUdus 
coiii[ironieti>ii  tirilcninfincnle  bu  \e  \>ü\i]uü  para  la  amortizan  ron  de 
dicliHS  deiidiis  i  el  pa^ü  de  sus  inlereses. 

\it.39.  Igiiatmi-nte  n'ronoreii  los  Estados  Unidos  de  Colombia 
lo^  rrítlifos  proveiiienlcs  de  em|iríslítos,  suminí>tras.  sueldos,  |ien- 
sioiit's  É  iiidi-mniz.'ici unes  en  el  iiilerior,  i  loa  gastos  i|Ui-  el  sosleni- 
mieiil»  Af.  e<ta  conatílucinn  eiija.  La  Te  )ii'ibll<'a  de  los  estados  que- 

il: if  <  fi^id;)  pjra  la  cancelación  de  diclios  civdilus. 

\n    "(1.  Lda  binnes,  derechus  i  aRciüne».  las  rentas  i  contribu- 

I  .,']ir  s  (¡ue  ixTtem-dei on  por  cualquier  titulo  al  ^oliíi'rno  de  lii 

fxtii  i.'riLd.'i  t.unlcd  ración  GMiiadnia,  í  ñltimameitte  al  dü  los  V.s- 

n  Unidos  do  Nueva  Granada,  corresponden  al  gobierno  de  los 

g  Unidr-s  dn  llolomlia,  con  las  altiracioics  ludias  6  que  fe 

[an  por  adCiB  Ii-ji-lalivos  ei-ppiiales. 

g  Las  tierr-is  baldias  déla  nación,  hipotecadas  pnra  el  pago 

Ha  deuda  pilblica,  no  podrán  aplicarsi'  sino  á  i-ste  objeto,  6  ce- 

^e  A  nuevos  pobladores,  íi  darse  como  compensación  i  aiisilio 

■  empresas  para  la  apertura  de  nuevas  vías  de  coniunicacioii. 


CU'ITI  LU  IV 
COLOMBIANOS  I   ESTRANJEPOS 


M.  !^on  colombianos  : 
!.•  Twlas  las  personas  nacidas  ó  que  nazcan  en  el  ternlorio  de 
^Estados  tiiidos  de  Colouibía,  aunque  sea  de  pudres  eslranjeros 
tetnint^s  sí  vinieren  á  domíciliui'se  en  el  país ; 
'  2.'  Los  hijos  de  padre  ó  madi  e colombianos,  hayan  i'i  no  nacido 
\/l\  lürrítorio  lie  los  Kslados  Unidos  de  Colombia,  si  en  el  úllimo 
k  vjnien>n  AMomiciliarse  en  ésle ; 

I  3.*  Los  estrnujems  que  Imyan  obirnido  carta  de  naturaleza ; 
[  4.'  Los  nacidos   en  cualquiera  de  las  repiiblicas  liispatto- 
"ficanas.  siempre^  que  hayan  fijado  su  residencia  eii  u)  territorio 
■  Union,  t  declarauo  ante  la  autoridad  competenre  (\w.  quieren 
i  colombianos. 

■rt.  32.  Pierden  el  taríicter  de  colombianos  los  que  fijen  su  do 
^'iu  i  adquieran  nacionalidad  en  país  eslranjero. 
^.  55.  Sun  olejiblesparn  los  puestos  públicos  del  gobiomo  je- 
iwnl  de  los  oslados  Lnidoa,  los  colombianos  varones  mayores  de 
veintiuiiañus,  A  quesean  ó  hayan  sido  casados;  con  escepcíou  de  los 
ministros  de  cualquiera  relijion. 
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Art.  34.  Todos  los  colombianos  tienen  el  deber  de  servir  á  la 
nación  conforme  lo  disponen  las  leyes,  haciendo  el  sacrificio  de  sii 
vida  si  fuere  necesario  para  defenHer  la  independencia  nacional. 
Hallándose  en  el  territorio  de  cualquier  eslado,  tendrán  en  él  los 
mismos  deberes  i  derechos  aue  los  domiciliados. 

Art.  35.  Una  lei  especial  definirá  la  condición  de  los  estranjeros 
domiciliados,  i  determinará  los  derechos  i  deberes  anexos  á  dicbíi 
condición. 


CAPITULO  V 

GOBIERNO  JENERAL 


Art.  36.  El  gobierno  jeneral  de  los  Estados  Unidos  de  Co- 
lombia será,  por  la  naturaleza  de  sus  principios  constitutivos,  repu- 
blicano, federal,  electivo,  alternativo  i  responsable ;  dividiéndose 
para  su  ejercicio  en  poder  lejislativo,  poder  ejecutivo  i  poder  ju- 
dicial. * 


CAPITULO  VI 

PODER  LEJISLATIVO 


SECCIÓN  I 
DtopotietoBÉ»  f«B«ral4 


Art.  37.  El  poder  lejislativo  residirá  en  dos  cámaras  con  el 
nombre  de  t  Cámara  de  representantes  i  la  una  i  m  Senado  de  ple- 
nipotenciarios f  la  otra. 

Art.  38.  La  cámara  de  representantes  representará  el  pueblo 
colombiano,  i  la  compondrán  los  representantes  que  correspondan 
á  cada  estado,  en  razón  de  uno  por  cada  cincuenta  ipil  almas,  i 
uno  más  por  un  residuo  que  no  b^je  de  veinte  mil. 

Art.  39.  El  senado  de  plenipotenciarios  representará  los  estados 
como  entidades  políticas  de  la  Union,  i  se  compondrá  de  tres  sena- 
dores plenipotenciarios  por  cada  estado. 

Art.  40.  Corresponde  á  los  estados  determinar  la  manera  de 
hacer  el  nombramiento  de]^sus  senadores  i  representantes. 


REPUBLIU  DB  COLOHBIA 


Art.  41.  El  congreso  se  reunirá  ordínari  ámenle,  sin  necesidad 
de  convocatoria,  cada  año  el  dia  1-°  de  felirero  en  la  capital  de  la 
Union. 

g  I.'  Podrá  reunirse  también  en  otro  lugar,  ó  trasladar  A  él 
teroporatmente  sus  sesiones,  i  prorogar  éslas.  cuando  por  algún 
^rave  motivo  asi  lo  disponga  el  mismo  congreso. 

g  3."  Se  necesita  el  consentimiento  mutuo  de  las  dos  cámaras 
para  trasladar  temporalmente  sus  sesiones  á  otro  lugar  i  para  sus- 
penderlas por  más  de  dos  días. 

I S  "    Las  sesiones  ordinarias  durarán  hasta  noventa  dias. 
Art.  42.  El   congreso    se  reunirá  estraordiuariamenle,    por 
aruerJo  de  ¿mbas  cámaras,   i^  por  convocatoria   del  poder  eje- 
inilivo. 

Art.  45.  Para  que  el  contrreso  pueda  abrir  i  continuar  sus  sesio- 
nes, se  necesita  en  cada  cámara  la  concurrencia  de  ta  mayoria  ab- 
soluta de  los  miembros  <]ue  le  correspondan.  Una  de  las  cámaras 
no  podrá  abrir  sus  sesiones  en  distinto  día  que  la  otra,  ni  conti- 
nuarlas estando  la  otra  en  receso. 

Art-  44.  Los  senadores  i  representantes  gozan  de  Inmunidad  en 
8US  personas  i  propiedades,  desde  que  principien  ú  deban  princi- 
piar las  sesiones,  durante  el  tiempo  de  é^tas,  i  mientras  van  i  ellas 
1  vuelven  A  sus  casas. 

g  La  lei  Ajará  el  tiempo  que  se  supone  empleado  en  tales  via- 
jes, para  los  eteclos  de  este  artículo. 
■Art-  45-  los  senadores  i  representantes  son  irresponsables  por 
I  votos  i  por  las  opiniones  que  emitan, 
g  Ninguna  autoridad  puede,  en  ningún  tiempo,  hacerles  cargo 
¡uno  por  dichos  votos  i  opiniones,  con  nmgun  motivo  ni  pre- 
testa. 

Art.  4(i.  Los  senadores  i  representantes  no  pueden  aceptar  em- 
pleo de  libre  nombramiento  del  presídetjle  de  la  Union  Colombiana, 
escepuion  de  los  de  secretarios  de   estado,  ajentes  diplomáli- 
'  jefes  militares  cu  tiempo  de  guerra. 

g  La  admisión  de  estos  empleos  deja  vacante  el  puesto  en  la 
ítÍTa  cámara. 

.  47.  los  senadores  i  representantes  no  pueden,  mientras 
irven  el  carácter  de  talos,  hacer  por  si  6  por  interpuesta  per- 
ninguna  clase  de  contratos  con  el  gobierno  jeneral. 
^Tampoco  podrán  admitir  de  nin|,'un  gobierno,  compañía  ó 
,  ividuu,  poder  para  jestionar  negocios  que  tengan  relación  con 
igobicmo  de  la  Union  Colombiana. 
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SECCIÓN  II 

Ckmgreso. 


ArU  48.  La  cámara  de  represenlanfes  i  el  senado  de  plenipoten- 
ciarios totnarán  colectivamente  el  nombre  de  « Congreso  de  ios  Es- 
tados Unidos  de  Colombia.  » 

Art.  49.  Son  atribuciones  esclusivas  del  congreso  : 

i.>  Apropiar  anualmente  las  cantidades  que  del  tesoro  de  la 
Union  bayan  deestrat^rse  para  los  gastos  nacionales; 

2. 'Decretar  la  enajenación  de  los  bienes  de  la  Union, i  su  apli- 
cación á  usos  públicos ; 

5.<^  Fijar  anualmente  la  fuerza  pública  de  mar  i  tierra  pata  el 
servicio  de  la  Union ; 

4.*  Permitir  el  tránsito  de  tropas  estranjeras  por  el  territoiio 
de  la  Union ; 

5.*  Autorizar  al  presidente  de  la  Union  para  declarar  la  guerra 
á  otra  Nación ; 

6.*  Autorizar  al  poder  ejecutivo  para  permitir  la  estación  de 
buques  de  guerra  estranjeros  en  puertos  de  la  república ; 

?.•  Conceder  amnistías  é  indultos  jenerales  ó  particulares,  por 
grave  motivo  de  conveniencia  nacional ; 

8.*  Conceder  privilejios  i  ausilios  para  la  navegación  por  vapor, 
en  aquellos  rios  i  agua  que  sirvan  de  canal  para  el  comercio  de 
más  de  un  estado,  ó  que  pasen  al  territorio  de  nación  limitrofe; 

9."  Designar  la  capital  de  la  Union  Colombiana  ; 

10.  Hacer,  en  cámaras  reunidas,  el  escrutinio  de  votos  en  las 
elecciones  de  presidente  de  los  Estados  Unidos  i  majistrados  de  la 
corte  suprema  federal,  declarar  i  comunicar  la  elección  ; 

H.  Nombrar  anualmente,  por  mayoría  absoluta  de  votos  i  en 
cámaras  reunidas,  tres  designados  para  ejercer  el  poder  ejecutivo 
dti  la  Union,  i  cinco  suplentes  de  los  majistrados  de  la  corte  su- 
prema federal,  determinando  el  orden  <  n  que  deben  reemplazar  á 
los  principales,  por  falta  absoluta  ó  temporal ; 

i 2.  Resolver  sobre  los  tratados  i  convenios  públicos  que  el 
presidente  de  la  Union  celebre  con  las  otras  naciones,  i  sobre  los 
contratos  que  baga  con  los  <  stados  i  con  los  particulares,  bien  sean 
nacionales  ó  estranjeros,  que  deha  someter  á  su  consideración; 

15.  Crear  los  empleos  que  demanda  el  servicio  público  nacio- 
nal, i  establecer  las  reglas  sobre  su  provisión,  salario  i  des- 
empeño ; 

14.  Pedir  al  pod«T  ejecutivo  cuenta  He  todas  sus  operaciones, 
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aleouiera  informes  escrilos  ú  verbules  que  necesite  para  la  me- 
espraiüion  do  sus  trabajos ; 
15.  Designar  de  enli'e  los  jenernles  de  la  república,  hasla  odio 
ifonibteig,  i  de  ellos  nombrará  el  poder  ejecutivo  el  jeneral  en 
'e  del  ejército  con  arreglo  á  la  leí ,  pudiendo  removerlo  la  cú- 
nra  de  representantes  cU'Uldo  lo  íslÍKie  conveniente;  i 

Ifl.  Lejifilar  sobre  las  inaierias  que  son  de  competencia  del 
_  ibiemo  jenerHl. 

í  Arl.  50.  Ni  el  congreso  ni  las  cámaras  lejislalivas  por  separado 
irán  delegar  ninguna  de  sus  aliibucjuiiu^. 


51.  Son  atribuciones  del  senado  : 

.*  Aprobar  el  Dombru miento  de  secretarios  de  estado,  liedio 
poder  ejeculi>o,  el  de  los  empleados  superiores  en  los  ilifu- 
ri-ntea  ilejiailami^nlos  administrativos,  el  de  los  ajenies  diplomáticos 
i  el  úe  lo^  jetes  mililarcs: 

%.*  Aprobiir  lasiiislrucciones  del  poder  ejecutivo  á  los  ajenies 
diploma! icos,  para  cekbjiir  Initailos  piílilii.os-, 

ó*  Decretar  In  suspensión  del  presidente  de  los  Kslndos  unidos 
de  los  secretarios  de  estado,  i  ponerlos  á  disposición  de  la  corte 
irems  federal,  á  virtud  de  acusiicion  de  la  cámara  de  represen- 
i'i  del  procurador  jeneral,  cuando  bubiere  lugar  á  formación 
lusa  contra  aquellos  funcionarios  pordelilos  comunes; 
4.'  Conocer  de  las  rausas  de  responsaliilidad  contra  el  presi- 
iite  de  liis  Estados  Unidos,  los  secretarios  de  e>tado,  los  majis- 
Irados  de  la  coilc  suprema  federal  i  el  procurador  jeneral  de  la 
na<-ion,  i  virtud  de  aiuisacion  de  la  cámiira  de  ri-presentantes,  por 
deliltts  cometidos  en  el  desempeño  de  sos  funciones  ;  i 

5.*  [tecidir  deliniíitamenle  sobre  la  nulidiid  ó  validez  de  los 
l'jislalivos  de  las  asambleas  de  los  estados,  que  se  denuncien 
C'-ntranos  á  la '  onslituciin  de  la'república. 

rt.  5:!.  Kn  receso  del  senadn,  i  exiji^iidolu  el  bncu  seriício  pú- 

Mico,  se  periiiile  al  podi'r  ejecutivo  nombrar  secretarios  de  estado, 
aj>'nles  diplomálicos  i  implciidos  superiores  en  los  departamentos 
administrativos,  debiendo  sometí  r  estos  norabr^mienlor  á  laapro- 
;i  -n  del  senudo  en  su  pnUima  reunión. 
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SECCIÓN  IV 

CMonaim  de  repreMntantas. 


Ar.  53.  Son  atribuciones  de  la  cámara  de  representantes : 

i.*  Examinar  i  fenecer  definitivamente  la  cuenta  jeneral  del 
tesoro  nacional; 

2.*  Acusar  ante  el  senado  al  presidente  de  los  Estados  Unidos, 
á  los  secretarios  de  estado,  á  los  majistrados  de  la  corte  suprema 
federal  i  al  procurador  jeneral  de  la  nación,  en  los  casos  i  para  los 
efectos  de  los  incisos  5.*"  i  4/  del  art.  51  ; 

3/  Cuidar  de  que  los  funcionarios  i  empleados  públicos  al  ser- 
vicio de  los  Estados  Unidos  desempeñen  cumplidamente  sus  deberes, 
i  requerir  al  ájente  respectivo  del  ministerio  público  para  que  in- 
tente la  acusación  del  caso  contra  los  que  incurrieren  en  responsa-  ' 
bilidnd;  i 

4.*  Nombrar  anualmente,  i  por  mayoría  absoluta  de  votos,  el 
procurador  jeneral  i  dos  suplentes. 


SECCIÓN  V 

Formación  de  Ibm  lejat. 


Art.  54.  En  las  cámaras  del  senado  i  de  representantes  pueden 
tener  orijen  todos  los  proyectos  de  leí  que  propongan  sus  miem* 
bros,  ó  los  que  por  medio  de  comisiones  de  las  mismas  cámaras  se 
presenten  á  la  discusión,  escepto  los  que  establezcan  contribucio- 
nes ú  organicen  el  ministerio  público,  los  cuales  tendrán  orijen  en 
la  cámara  de  representantes. 

Art.  55.  Ningún  proyecto  será  lei  sin  haber  tenido  en  cada  cáma- 
ra tres  debates  en  distintos  dias,  i  sin  haber  sido  aprobado  por 
la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  presentes  en  las  respectivas 
sesiones. 

Art.  56.  Todo  proyecto  lej  isla  ti  vo  necesita,  además  de  la  aproba- 
ción de  las  cámaras,  la  sanción  del  presidente  de  la  Union,  quien 
tiene  el  derecho  de  devolver  el  proyecto  á  ia  cámara  de  su  orijen 
para  que  sea  reconsiderado,  acompañando  las  observaciones  que 
motiven  la  devolución. 

Art.  57.  Si  el  proyecto  se  devuelve  por  inconstitucional  ó  por  in- 
conveniente en  su  totalidad,  i  una  de  las  cámaras  declara  fundadas 
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observaciones  hechas  por  el  presidente  déla  Union,  se  arclii- 
♦trt  i  no  podrá  tomarse  on  consideración  otra  vez  en  las  mismas 
sesiones. 

^  Si  émbas  t'úmai'as  declaran  ¡nfundadas  las  observaciones,  se 
deíorverú  el  proyecto  al  presidente  da  la  l'nion,  quien  en  tal  caso 
no  podrá  negarle  su  suncion. 

Arl.  58,  Si  las  observaciones  del  presidente  do  la  Liiion  se  con- 

Iravn  solamente  á  alguna  6  algnnas  de  las  disposiciones  del  proyecto, 

'  Ambas  i-Araaras  las  declaran  fundadas  en  todo  i*  en  parle,  se  recon- 

'^'ernré  el   proyecto,    i   se  harán  las  modilicaciones    necesarias 

la  parle  6  las  partes  á  que  se  hayan  contraído  aquellas  oUserva- 


g  1.°  Si  las  modificaciones  adoptadas  son  conformes  á  lo  pro- 
puesto por  el  presidente  de  la  Union,  Éste  no  podní  negar  su  sanción 
al  proyecto ;  pero  si  no  lo  son,  6  se  introducen  disposicionei  nue- 
«as,  6  se  suprime  alguna  que  no  haya  sido  objetada,  el  presidente 
M  P*drá  hacer  nuevas  observaciones  al  proyecto, 
k*        i  3.'  Si  una  de  las  cámaras  declara  infundadas  las  observacio- 
^Bm  lia  otra  Tundadas,  se  archivará  el  proyecto. 
^^       2  3".  En  todo  caso  en  nue  ambas  cámaras  declaren  infundadas 
las  ooaorvacioncs,  el  pr^ütaentc  de  la  Union  tiene  el  deber  de  san- 
cionare! proyecto. 

i  i."  Cuando  se  introduzcan  disposiciones  nuevas,  al  considerar 
bs  observaciones  del  poder  ejecutivo,  sufrirán  dos  debates  i  en 
dialinlos  dias,  en  cada  cámara. 

Art.  5!).  El  presidente  de  la  Union  tiene  el  término  de  seis  días 
para  devolver  lodo  proyecto  con  observaciones,  cuando  éste  no 
cniísle  de  más  de  cincuenta  artículos ;  si  pasa  de  este  número,  el 
(¿rmino  si'i-á  de  diez  días. 

g  Todo  proyecto  no  devuelto  dentro  del  tírmioo  señalado,  debe 
ser  sancionado ;  pero  ai  el  congreso  se  pusiere  en  receso  durante  el 
lArmíiio  concediao  al  presidente  para  devolver  el  proyecto,  tendrá 
Me  la  precisa  obligación  de  sancionarlo  ú  objetarlo  dentro  de  los 
diei  dias  siguientes  al  en  que  el  congreso  se  haya  puesto  en  receso, 
i  además,  la  de  publicar  por  la  imprenta  el  resultado. 

Art.  60.  Todo  proyecto  lejislativo  que,  al  ponerse  en  receso  las 
cámaras,  quede  pendiente,  se  tendrá  como  pfoyeclo  nuevo  cuando 
it  discuta  en  las  sesiones  inmediatas. 

Art.  61.  En  las  leyes  i  los  decretos  lejislativoi  se  usará  de  esta 
^nula: 

1  congreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  decreta; 
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SECCIÓN  VI 
DispoBÍciones  comone^  A  las  dos  cámarae. 


Árt.  6t¡.  Cada  cámara  tiene  la  facultad  privativa  de  crear  los  em- 
pleados i  darse  los  reglamentos  que  juzgue  necesarios  para  la  direc- 
ción i  el  desempeño  de  sus  trabajos  i  para  la  policía  inteiiordel  edi- 
ficio de  sus  sesiones.  En  estos  leglamentos  pueden  establecerse  las 
penas  correcci(males  con  que  deba  castigar  á  sus  propios  miem- 
bros por  las  faltas  en  que  incurran,  i  ú  cualesquiera  mdividuos  por 
los  atentados  que  cometan  contra  la  inmunidad  de  sus  miembros. 

Art.  63.  Cada  cámara  os  competente  para  decidir  las  cuestiones  que 
se  susciten  sobre  calificación  de  sus  propios  miembros,  cuando  por 
algim  estado  se  presente  un  número  de  representantes  ó  de  sena- 
dores mayor  que  el  que  le  corresponde,  i  todos  exhiban  credenciales 
en  debida  íorina. 


CAPITULO  Vil 

PODER     EJECUTIVO 


Art.  64.  £1  poder  ejecutivo  de  la  Union  se  ejerce  por  un  majis- 
trado,  que  se  denominará  Presidente  de  los  Estidos  Unidos  de  Co- 
lombia, i  que  empezará  á  funcionar  el  dia  i.""  de  abril  próximo  al 
de  su  elección. 

Art.  65.  En  caso  de  falta  absoluta  ó  temporal  del  préndente  de 
la  Union,  asumirá  este  titulo  i  ejercerá  el  poder  ejecutivo  uno  de 
los  tres  designados  que,  por  mayoría  absoluta,  elija  cada  año  el 
congreso  determinando  el  orden  de  sustitución. 

§1.°  Pero  si  por  cualquier  mo'tivo  el  congreso  no  hubiere  eleji- 
do  desi^nndos.  ó  si  ninguno  de  ellos  se  hallare  en  la  capital  de  la 
Union,  ó  no  pudiere,  por  otra  circunstancia,  encargarse  del  poder 
ejecutivo,  quedará  éste  accidentalmente  á  cargo  del  procurador  je- 
neral,  i  en  su  defecto, délos  presidentes,  gobernadores  ó  jefes  su- 
periores de  los  estados,  clejidos  populannente,  en  el  orden  de  sus- 
titución que  cada  año  determine  el  congreso. 

g  2.**  La  lei  determinará  cuándo  deba  piocederse  á  nueva  elec- 
cionde  piesidente  en  caso  de  falta  absoluta  de  éste. 

§5.°  Kl  período  de  duración  do  los  designados  para  ejercer  el 
poder  ejecutivo  será  un  año,  contado  desde  el  i  .*  de  abril  siguiente 
a  su  elección. 
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^     •  Si  In  reunió»  del  congreso  no  piidiers  Inner  credo  eti  la 

„  a  que  lo  cslüi  acflnlaila,  ú  eti  el  catyo  ili3  i\íip  se  haya  ümilido  la 

«ecciondc  toa  designados,  el  periodo  de  duración  de  ¿^t»s  contiiiua- 

•ii  liasli  que  la  reunión  tetina  lugar  i  se  luga  nueva  designación. 

Art  fifi.  Son  atribuciones  del  jiresidente  de  b  Union  : 

1.*  Dar  las  disposiciones  convenientes  para  la  cumplida  ejecu- 
n  de  las  leyes ; 
"  *  Cuidar  de  la  eiacla  i  fiel  recaudación  de  las  rentos  nacio- 

S.'  Negociar  i  concluir  los  tratados  i  convenios  públicos  con 
eseslranjeras.  ratiricarlos  i  canjearlos,  previa  Is  aproba- 
n  del  congreso,  i  cuidar  de  su  puntual  observancia; 

■  Celcurar  cualesf[uiera  convenios  ú  cnnlralos  relativos  i  los 
^  os  que  son  de  la  competencia  del  gobierno  de  la  Union,  sn- 
Bi6ndolos  d  la  aprobación  del  congreso  para  llevarlos  t  ereclo; 
pvo  que  las  estipulaciones  en  ellos  contenidas  se  hayan  prefijado 
\  uRt  leí ; 

5.*  Declarar  laguerr.i  ciiundo  la  huya  decretado  el  congreso,  i 
fcjir  la  defensa  del  pais  en  caso  de  invasión  estranjera  ;  pudiendo 
Inur  al  servicio  activo,  si  fuere  necesario,  la  milicia  de  los 
Htdo*' 

6.*  Dirijir  las  opcrnciones  de  la  guerra  como  jefe  superior  de 
k  ejircitos  i  de  la  marina  de  la  Union ; 

7.*  Nombrar  para  todos  los  emp'eos  públicos  de  la  Union  las 
Jtírsonns  que  debi<n  servirlos,  cuando  la  constilucion  ó  las  leyes  no 
atribuyan  el  nombramiento  á  olra  autoridad ; 

fi,*  Remover  de  sus  desiinos  ú  tos  empleados  que  sean  de  su 
nombramiento; 

0.'  Presentar  á  la  cámara  de  rppnscnlantcs,  en  el  primer  dia 
Ae  sus  seMones  anuales,  el  presupuesto  de  rentas  i  gastos  de  la 
Union  i  la  cuenta  jeiteral  del  presupuesto  i  del  tesoro ; 

ÍO.  Cuidar  de  que  la  justicia  se  administre  pronta  i  cumplida- 
mente, promoviendo,  per  medio  de  tos  que  ejercen  el  ministerio  pú- 
blico, el  juzgamiento  de  los  delincuenlis.i  el  despacho  de  los  negó- 
cios  civiles  que  íb  ventilen  en  los  tribunales  i  juzgados  de  la  nación ; 
II,  Impedir  cualquiera  agiesion  armada  de  un  estado  de  la 
Union  contra  otro  de  la  misma,  ó  contra  una  nación  estranjera; 

13,  Cuidar  de  que  el  congreso  se  reúna  el  dia  señalado  por  la 
constitución,  dando  con  oportunidad  las  disposiciones  necesarias 
para  que  los  senadores  ¡  representantes  reciban  los  ausilios  que 
para  su  marcha  haya  seflalailo  la  lei ; 

13.  Conceder  patentes  garantizando  por  determinado  tiempo 
la  propiedad  de  Ua  producciones  liierarias,  de  las  invenciones  úliU-s 
aplicubles  A  nuevas  operaciones  industriales  ú  á  la  perfección  de  las 
existentes: 

1-1.  Nombrar,  con  aprobación  d  I  senado,  los  secrelaríos  de 
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estado,  los  empicados  superiores  de  los  diferentes  departamentos 
administrativos,  los  ajenies  diplomáticos,  i  los  jefes  militares  cuyo 
nombramiento  le  corresponde ; 

15.  Conceder  cartas  de  naturalización  con  arreglo  ¿  la  lei; 

16.  Espedir  patentes  de  corso  i  de  navegación; 

47.  Presentar  al  congreso,  en  los  primeros  dias  de  sus  sesiones 
ordinarias,  un  informe  escrito  acerca  del  curso  que  hayan  tenido 
durante  el  último  periodo  los  negocios  de  la  Union,  i  sobre  la  situa- 
ción actual  de  ellos,  acompañando  las  memorias  que  son  de  cargo 
de  los  secretarios  de  estado ; 

18.  Dar  á  las  cámaras  lejislativas  los  informes  especiales  que 
soliciten,  siempre  que  no  versen  sobre  negociaciones  diplomáticas 
que  á  su  juicio  requieran  reserva; 

19.  Velar  por  la  conservación  del  orden  jeneral ;  i 

20.  Desempeñar  las  demás  funciones  que  le  estén  atribuidas 
por  la  constitución  i  las  leyes. 

Árt.  67.  Cuando  el  presidente  dirija  personalmente  las  operacio-  . 
nes  militares  fuera  de  la  capital  de  la  Union,  el  respectivo  desig- 
nado quedará  encargado  del  poder  ejecutivo  en  los  demás  ramos 
de  la  aministracion. 

Árt.  68.  Para  el  despacho  de  los  negocios  de  la  competencia  del 
poder  ejecutivo  de  la  Union,  tendrá  el  presidente  los  secretarios  de 
estado  que  determine  la  lei.  Todos  los  actos  del  presidente,  con  es- 
cepcion  de  los  decretos  de  nombramiento  ó  remoción  de  los  secre- 
tarios de  estado,  serán  autorizados  por  uno  de  éstos,  sin  lo  cual  no 
deberán  ser  obedecidos. 


CAPITULO  VIII 

PODER      JUDICIAL 


Arl.  69.  El  poder  judicial  se  ejerce  por  el  senado,  por  una  corle 
suprema  federal,  por  los  tribunales  i  juzgados  de  los  estados,  i 
por  los  que  se  cstaolezcan  en  los  territorios  que  deban  rejirse  por 
lejislacion  especial. 

§  Los  juicios  por  delitos  i  fallas  militares  de  las  fuerzas  de  la 
Union,  son  de  competencia  dol  poder  judicial  nacional. 

Art.  70.  La  corte  suprema  federal  se  compondrá  de  cinco  majis- 
trados,  no  pudiendo  haber  en  ella,  á  un  mismo  tiempo,  más  de 
un  majistrado  que  sea  ciudadano,  natural  ó  vecino  de  un  mismo 
estado. 

Arl.  71.  Son  atribuciones  de  la  corte  suprema  federal  : 

!.■  Conocer  de  las  causas  por  delitos  comunes  contra  el  presi- 
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hte  de  la  Union  i  los  secretarios  ilo  estado,  previn  In  suspensión 
nanida  por  el  senado,  cuando  decida  <|iie  hai  lugar  á  formación 
Musa  i 
i.'  Conocer  de  bs  cnusas  por  delitos  comunes  contra  el  procu- 

I'i'neral  de  la  Union,  los  majislrados  de  la  misma  corte  supre- 
os  ministros  piililicot  de  la  nación  in  el  pstr.injero  ; 
K.'  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  coulra  los  em- 
picados diplomáticos  i  consulares  de  la  Union,  por  mal  desempeño 
ei)  «1  ejercicio  de  sus  funciones  \ 

14.*  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  contra  los  gober- 
ore»,  (iresidcntes,  jefes  superiores  i  majistrndos  de  los  tribu- 
es  superiores  de  los  estados,  por  inrmccion  de  la  constitución  i 
is  de  la  Union ; 
&.•  Conocj;r  de  las  causas  de  responsabilidad  contra  los  jenera- 
t  comandantes  en  jefe  de  las  fuerzas  nacionales,  i  contra  los 
s  superiores  de  las  oficinas  principales  de  hacienda  de  la  Union; 
ti.*  Decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  los  estados  ¿ 
enlre  uno  ú  algunos  ealados  i  el  gobierno  jetieral  de  la  Union,  sobre 
competencia  de  facultades,  propiedades,  limites  i  demás  objetos* 
contenciosos ; 

7."  Conocer  de  los  negocios  contenciosos  sobre  presas  mariti- 
I,  contravención  por  buques  nacionales  ó  estranjeros  á  lasdts- 
Ictonn  legales  relativas  al  comercio  eslerior,  de  cabotaje  i 
'inero.ú  á  las  formalidades  que  deben  observarse  en  los  puertos 
inHies,  i  sobre  las  disposiciones  relativas  &  la  nav^'acion  mari- 
^  I  i  de  los  rios  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  estado,  'fi  que 
|en  al  de  una  nación  limítrofe ; 

•  Conocer  de  las  controversias  que  se  susciten  sobre  los  con- 
ratOB  i  convenios  que  et  gobierno  de  h  Union  celebre  con  los 
estados  ó  con  los  particulares,  i  en  última  instancia,  en  toda 
cuestionen  que  deban  aplicarse  las  estipulaciones  de  los  tratados 
'jblicos ; 

■  Conocer  de  las  controversias  que  se  siiscilen  relativas  á  las 
aciones  interoceúnicas  por  el  territorio  de  la  Union,  i  á  la 
d  del  trfiítsila  por  ellas ; 
I.  Conocer  de  todos  los  negocios  (Contenciosos  que  se  relíeraii 
a  i  rentas  de  la  Uniun  : 

.  Dirimir  las  competencias  que  se  susciten  entre  los  tribu- 
i  jugados  de  diferentes  estados,  entre  los  tribunales  i  juz- 
de  uno  ü  mVs  estados  i  tos  tribunales  de  la  Union,  ó  entre 
b  m&A  de  estos  últimos  ; 

13.  Nombrar  los  empleados  subalternos  de  la  misma  corte,  i 
loverlo»  libremente ; 

u  Dar  lodos  los  informes  quo  las  cámaras  lejislatívas,  el  pre- 
de  la  Union  i  el  procurador  jeueral  le  pidan  respecto  du  loa 
a  de  que  conoce ; 
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14.  Declarar  cuáles  son  los  actos  del  congreso  nacional  ó  del 

Soder  ejecutivo  de  la  Union   aue  han  sido  anulados  por  la  mayoría 
e  las  lejislaturas  de  los  estados  ;  i 

15.  Ejercer  las  demás  funciones  que  la  lei  determine  respecto 
de  los  negocios  de  la  competencia  del  gobierno  jeneral. 

Art.  7f.  Corresponde  á  la  corte  suprema  suspender,  por  unani- 
midad de  votos,  á  pedimento  del  procurador  jenerai  ó  de  cualquier 
ciudadano,  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las  asambleas  de 
los  estados,  en  cuanto  sean  contrarios  á  la  constitución  ó  á  las  leyes 
de  la  Union,  dando  en  todo  caso  cuenta  al  senado  para  que  éste 
decida  defínitivamente  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  dichos  actos. 


CAPITULO  IX 

MINISTERIO   PUBLICO 


Art.  73.  El  ministerio  público  se  ejerce  por  la  cámara  de  repre- 
sentantes, por  un  funcionario  denominado  a  Procurador  jeneral  de 
la  nación,  »  i  por  los  demás  funcionarios  que  determine  la  lei. 
Art.  74.  Son  atribuciones  del  ministerio  público  : 

1.*  Cuidar  de  que  todos  los  funcionarios  públicos  al  servicio 
de  la  Union  desempeñen  cumplidumente  sus  deberes ; 

2.*  Acusar  ante  el  senado  ó  la  corte  suprema  federal  á  los 
funcionarios  justiciables  por  estas  corporaciones ;  i 

3.*  Desempeñar  las  demás  funciones  que  la  lei  le  atribuya. 


CAPITULO  X 

ELECCIONES 


Art.  75.  La  elección  del  presidente  de  la  Union  se  hará  por  el  voto 
de  los  estados,  teniendo  cada  estado  un  voto,  que  será  el  de  la  ma- 
yoría relativa  de  sus  respectivos  electores,  según  su  lejislacion.  El 
congreso  declarará  elejido  presidente  al  ciudadano  que  obíenga  la 
mayoria  absoluta  de  los  votos  de  los  estados,  En  caso  de  que  nin- 
guno tenga  dicha  mayoría,  el  congreso  elejirá  entre  los  que  reúnan 
mayor  número  de  votos. 

§  El  ciudadano  que  hubiere  ejercido  la  presidencia  no  podrá 
ser  reelejido  para  el  próximo  periodo. 
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Art.  76.  La  elección  úe  msjistraclos  de  la  lOrle  suprema  ft^ilGral 
%(•  hará  de  la  manera  siguiente  : 

La  Icjislalurs  de  rada  estado  presentará  al  congreso  una  lista  de 
individuos  en  número  Í|:ual  al  de  las  plazas  que  deban  proveerle,  1 
i'l  coDfcri'ao  declarará  elejidús  los  cinco  que  reúnan  más  votos  i 
íalisrajtan  la  condición  pueslu  en  el  ai1.  70.  Todo  empale  se 
decidirá  porfa  suerte. 


QPITULO  XI 

DISPOSICIONES    VARIAS 


Íitrl.  77.  Los  altos  poderes  federales  residirán  en  el  lugar  6  en 
[lugsres  que  designe  la  lei. 
Irt.  78.  Serán  rejidos  por  una  lei  especial  las  temiónos  poco 
liados,  ú  ocupados  por  tribus  de  iudíienas,  que  el  estado  ú  estu- 
I  &  (¡ue  pertenezcan  consientan  en  ceder  al  gobierno  jeneral,  con 
■Aiein  Ue  romciUar  colonizaciones  i  realizir  mejoras  materiales. 
i  Desde  que  un  territorio  cuente  población  civilizada  que 
pase  de  ti'es  mil  haLilantes,  mandará  á  la  cámara  de  representantes 
un  comisario,  que  tendrá  voz  i  voto  en  la  discusión  de  las  leyes 
concernientes  álos  territorios,  i  voz,  pero  no  lolo.  en  las  leyes  de 
interés  jeneral.  Di'sde  que  la  población  civilizada  llegue  á  veinti- 
cinco mil  habitantes,  el  lerrilorio  mandará,  en  vez  de  comisario, 
un  diputado  con  voz  i  voto  en  toda  discusión;  i  de  cincuenta  mil 
baliilanles  arriba,  mandará  los  diputados  que  le  correspondan  cnn- 
a  al  art.  38  de  esta  constitución. 

.  79.  El  periodo  de  duración  del   presidente  de  los  Estados 
los  i  de  los  senadores  i  representantes  será  de  dos  años. 
rt.  80.  El  periodo  de  durarion  de  los  majistrados  de  la  coi  le 
rwma  federal,  será  de  cuatro  años  ;  i  el  del  procurador  jeneral 
JTU  nación  será  de  dos  años. 

f  Art.  81,  üo  podrán  ser  clejidos  senadores  ni  representantes  el 
^Svaidente  de  la  Union,  sus  secretarios  de  estado,  el  procurador 
"jeneral  i  lus  majistrados  do  la  corte  suprema  Meral. 

.Art.  82,  Los  empleados  amovibles  por  el  presidenle  de  la  Union 
resan  en  sus  destinos  si  admiten  el  cargo  de  senador  ó  represen- 
_  tinte. 

Art.  85.  Cesan  ¡(^ualmentc  en  sus  deslinos  los  empleados  amo- 
W  por  el  presidente  de  la  Union,  dos  meses  después  de  posesio- 
0  el  elejido  conforme  ú  csla  conslilucion. 
'   "*.  Ninguna  renla,  contribución  ú  impuesto  nacional  s 
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exijible  sin  que  se  haya  incluido  nominalmente  en  el  presupuesto 
que  el  congreso  deba  espedir  cada  año. 

Art.  85.  iNo  se  hará  del  tesoro  nacional  ningún  gasto  para  el  cual 
no  haya  sido  aplicada  esprcsamente  una  suma  por  el  congreso,  ni 
en  mayor  cantidad  que  la  aplicada. 

Art.  86.  Los  sueldos  del  presidente  de  la  Union,  de  los  senadores 
i  representantes,  del  procurador  ieneral  de  la  nación  i  de  los  ma- 
jistrados  de  la  corte  suprema  federal,  no  podrán  aumentarse  ni 
disminuirse  durante  el  período  para  el  cual  hayan  sido  electos  los 
que  desempeñen  dichos  destinos  en  la  época  en  que  se  haga  el 
aumento  ó  la  diminución. 

Art.  87.  Los  majistrados  de  la  corte  suprema  federal  i  los  jueces 
de  los  demás  tribunales  i  juzgados  nacionales,  no  pueden  ser  sus- 
pensos sino  por  acusación  l^galmente  intentada  i  admitida,  ni  de- 
puestos sino  á  virtud  de  sentencia  judicial  conforme  á  las  leyes. 

Art.  88.  Es  prohibido  á  los  colombianos  admitir  empleos,  conde- 
coraciones, títulos  6  rentas  de  gobiernos estranjeros  sin  permiso  del 
congreso  :  el  que  contra  esta  disposición  lo  hiciere,  perderá  la 
calidad  de  colombiano. 

Art.  89.  Hls  prohibido  á  todo  funcionnrio  ó  corporación  pública  el 
ejercicio  de  cualquiera  función  ó  autoridad  que  claramente  no  se 
le  haya  conferido. 

Art.  90.  El  poder  ejecutivo  iniciará  negociaciones  con  los  gobier- 
nos de  Venezuela  i  Ecuador  para  la  unión  voluntaría  de  las  tres 
secciones  de  la  antigua  Colombia  en  nacionalidad  común  bajo  una 
forma  republicana,  democrática  i  federal,  análoga  á  la  establecida 
en  la  presente  constitución,  i  especificada,  llegado  el  caso,  por  una 
convención  jeneral  constituyente. 

Art.  91.  El  derecho  de  jentes  hace  parte  déla  lejislacion nacio- 
nal. Sus  disposiciones  rejirán  especialmente  en  los  casos  de  guerra 
civil.  En  consecuencia,  puede  ponerse  término  á  é^ta  por  medio  de 
tratados  entre  los  belijerantes,  quienes  deberán  respetar  las  prác- 
ticas humanitarias  de  las  naciones  cristianas  i  civilizadas. 


CAPITULO  XII 

REFORIVIA 


Art.  92.  Esta  constitución  podrá  ser  reformada  total  ó  parcial- 
mente con  las  formalidades  siguientes  : 

!.■  Que  la  reforma  sea  solicitada  por  la  mayoría  de  las  lejis- 
1  aturas  de  los  estados ; 

2.-  Que  la  reforma  sea  discutida  i  aprobada  en  ambas  cámaras 
conforme  á  lo  establecido  para  la  espedicion  de  las  leyes ;  i 
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3.*  Que  la  reforma  sea  ratificada  por  el  voto  unánime  del  se- 
nado de  plenipotenciariús,  teniendo  un  voto  cada  estado. 

También  puede  ser  reformada  por  una  convención  convocada  al 
efecto  por  el  congreso,  á  solicitua  de  la  totalidad  de  las  lejislaturas 
de  los  estados,  i  compuesta  de  igual  número  de  diputados  por  cada 
estado. 


CAPITULO  XIII 

RÉJIMEN 


Art.  95.  La  presente  constitución  rejirá  desde  su  publicación  ofi: 
cial,  siempre  que  obtenga  la  ratifica  clon  unánime  de  las  diputacio- 
nes de  los  estados  reunidos  en  esta  convención,  como  representan- 
tes de  la  soberania  de  los  estados.  Si  la  diputación  de  algún  estado 
negare  su  ratifícacion,  la  constitución  no  será  obligatoria  para  el 
estado  que  aquélla  representa,  el  cual  manifestará  en  definitiva  su 
Toluntad  por  medio  de  su  asamblea  lojislativa. 

§  Si  dicha  asamblea  no  resolviere  nada  en  su  más  próxima 
reunión,  ó  si  no  se  reúne  dentro  de  tres  meses  después  de  recibida 
en  la  capital  del  estado  la  presente  constitución,  se  tendrá  por  acep- 
tada como  lo  hayan  hecho  los  otros  estados 

Dada  en  Rionegro,  á  8  de  mayo  de  1865. 


COMPLEMENTOS 


I 

Aoto  reformatorio  de  la  constitución. 


El  congreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  vistas  las  soli- 
citudes de  las  asambleas  lejislativas  de  los  estados  soberanos  de 
Antioquía,  Bolívar,  Boyacá,  Cundinamarca,  Panamá  i  Santander, 
en  que  piden  se  reforme  la  constitución,  en  el  sentido  de  que  se 
determine  que  la  elección  de  presidente  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia  tenga  lugar  en  un  solo  dia  en  todos  los  estados, 


Decreta  : 

Articulo  único.  La  votación  para  elejir  presidente  de  la  Union  i 
la  declaratoria  del  voto  en  cada  estado,  se  verificará  en  todos 
ellos,  respectivamente,  en  unos  mismos  dias,  los  cuales  serán  se- 
ñalados por  una  lei  nacional. 

Dado  en  Bogotá,  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  setenta  i 
seis. 

Ratificación.  —  Estados  Unidos  de  Colombia.  Senado  de  pleni- 
potenciarios. 

Los  infrascritos  senadores  plenipotenciarios  por  todos  los  esta- 
dos de  la  Union,  aprobamos  i  ratificamos  en  todas  sus  parles,  des- 
pués de  haber  sido  debidamente  discutido  i  aprobado  separamente 
por  las  dos  cámaras  del  congreso,  el  « Acto  reformatorio  de  la 
constitución,  »  adoptado  por  el  senado  de  plenipotenciarios,  en 
tercer  debate,  el  dia  veinte  del  corriente  mes,  i  por  la  cámara  de 
representantes  el  dia  veintinueve. 

Bogotá,  mayo  treinta  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis. 
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u 

Lei    77  de  1876  (24  de  Junio),    sobre    ejecución  del  acto 

(reformatorio  de  la  constitución. 

El  congreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 

Decreta  : 

Art.  i.^  En  todo  caso  en  que,  conforme  á  la  constitución  i  á  las 
leyes  nacionales,  deba  hacerse  la  elección  popular  de  presidente 
de  la  Union,  el  acto  de  velación,  para  este  efecto,  se  verificará  en 
todos  los  estados  el  primer  domingo  del  mes  de  setiembre  de) 
año  en  que  deba  hacerse  la  elección. 

Art.  2.®  Los  escrutinios  de  dicha  elección  deberán  ser  hechos  en 
todos  los  estados,  por  las  respectivas  corporaciones,  de  modo  que 
el  dia  20  de  octubre  siguiente  al  mes  de  la  votación  se  haga 
precisamente  la  declaratoria  del  voto  de  cada  estado. 

Art.  5.<»  El  congreso,  al  hacer  el  escrutinio  de  los  votos  de  los 
estados ,  reputará  como  nulo  cualquier  voto  que  no  haya  sido 
emitido  i  declarado  en  las  fechas  determinadas  en  los  dos  articulos 
anteriores. 

Art.  4.^  Si  al  hacer  el  congreso  el  escrutinio  definitivo  faltare 
el  voto  de  algún  estado,  sea  por  falta  de  votación  popular,  ó  por- 
que no  hubiere  sido  dado  i  declarado  en  las  fechas  prescrilas  en  los 
articulos  1.^  i  2.®,  se  prescindirá  de  contar  el  voto  ó  votos  que 
faltaren,  i  el  cómputo  de  la  mayoría  absoluta  se  hará  conforme  al 
número  de  votos  válidos  emitidos  por  los  estados. 

Art.  5.»  (Transitorio). 

Dada  en  Bogotá  á  23  de  junio  de  1876.  Mandada  ejecutar  el  24. 


CONSTITUCIÓN 


DE  LOS 


ESTADOS  UNIDOS  DE   COLOMBIA 


ANTECECENTES 

Como  lo  observa  un  escritor  nacional  (1),  «el  inmenso  terri- 
torio que  lleva  hoi  el  nombre  de  Estados  Unidos  de  Colombia  no 
formaba  antes  ni  al  tiempo  del  descubrimiento  un  solo  pais,  esto 
es,  una  rejion  determinada,  sometida  á  un  mismo  gobierno.  Habia 
en  él  tantos  países  como  tribus  indfjenas,  i  tantos  pueblos  como 
tiibus,  las  cuales  vivian  aisladas  unas  de  otras,  ó  manteniendo 
cuando  más  mui  lijeras  relaciones  de  comercio.  » 

Entre  éstas  las  más  civilizadas  eran  las  que  formaban  el  im- 
perio chibcha  sobre  las  altiplanicies  deTunja  i  Bogotá,  ó  sean,  las 
de  tundamas  i  muiscas  con  otras  de  menor  importancia.  I  tam- 
bién fueron,  como  en  el  Perú  i  el  Ecuador,  las  que  menos  resis- 
tencia presentaron  á  los  conquistadores.  Los  principales  combates 
que  éstos  tuvieron  que  sostener  se  lidiaron  con  los  darienes  del 
istmo  de  Panamá,  los  macanas  i  los  turbacos  deCalamari  (Carta- 
jena),  los  muzos  de  Yélez,  los  panches  de  Cundinamarca,  los 
paeces  i  pijaos  del  Tolima,  i  otros  semisalvajes  de  los  climas 
ardientes. 


(1)  El  señor  Felipe  Pérez,  Jeografía  jeneral  de  los  Estados  Unidos  de  Colom- 
bia, pij.  80. 
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üo  menos  varifldo  que  Ins  tribus  hnlli'ise  i^t  terrílorio  que  oou- 
iban  :  aili  se  dieron  costas  marítimas  sobre  dos  océanos,  valles, 
fontana!),  grandes  ríos,  llanuras,  nevados  i  arenales  ardientes, 
m  todos  los  climas  i  todos  los  productos  naturales  ó  propios  de 
a  rejion.  Tal  fué  el  paJs  que  al  fin  llamó  Quesada,  por  la  se- 
íjanza  que  encontró  en  cierto  lugar  de  ta  altiplanicie  bogotana 
su  pafs  natal,  Nueva  Granada,  i  que  después  de  gobernado 
¡gularmcnte  por  autoridades  situad.is  en  los  principales  cen- 
trua  depobUcion.  —  Pauamá,  Sanlamarta  i  Popayan,  —  se  eríjió 
en  presidencia .  separada  del  vireinato  del  Perú  en  el  año  de  1 565. 
Elevóse  en  1 71 9  á  la  categoría  de  vireinato,  que  solo  duró  hasta 
mayo  de  1724',  jiues  por  informes  desfavorables  de  Villalonga, 
prímer  virei,  se  restableció  la  presidencia,  Pero  en  24  de  abril 
de  1 740  se  creó  de  nuevo  i  definitivamente  el  vii-einoto,  que  sub- 
sistió hasta  1810.  en  que  virtualnientc  quedó  suprimido  por  los 
Iotíiq lentos  separatistas  de  aquel  año  célebre  en  los  fastos  anie- 
UIDOS. 
Dos  hechos  notables  por  su  tendencia  revolucionaría  aconle- 
tron  en  Nueva  Gran.ida  en  el  último  quinto  del  siglo  xviir. 
Fué  el  primero  la  sublevación  llamada  de  los  comuneros,  que 
empellí  en  el  Socorro  en  marzo  de  I7ííi.  ¡se  estendio  primero  á 
ni8  provincias  del  norte,  cundiendo  después  por  algunas  del 
.  Ocasionólo  la  exasperación  producida  por  la  imposición  de 
meroaos  tributos,  con  que  el  rejenle  i  visitador  fiscal,  Piñérex, 
ítiso  aumentar  las  rentas  para  subvenir  á  tos  gastos  de  la  guerra 
!  con  los  ingleses  tenia  España.  Después  de  haber  tomado 
mdes  proporciones,  se  apaciguó  por  el  ansobispo  (luego  ví- 
B)  Góngora,  quien  logró  que  se  diese  una  amnistía,  la  cual  no 
T  cumplió  sino  en  parte ;  pues  fueron  sacrificados,  entre  otros 
el  famoso  Galán,  a  quien  se  descuartizó  según  la 
itnxa  española  (I). 


p)    Como  en  17u0  i  don  loti  Harta  EapiSa,  cuyo  suplí 

o  «I  JAmi  J.  t'ílii  BitMs,  después  Inclilo  jcni-rnl  tmeíolino,  i 
HlU  tuw  auMle  unálOK*. 
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Ei  otro  hecho  notable  ocurrió  en  1794,  i  fué  la  grande  escita- 
cion  producida  por  una  traducción  de  los  Derechos  del  hombre^ 
que  publicó  D.  Antonio  Nariño,  i  le  causó  un  proceso  de  que  re- 
sultó, aunque  no  inmediatamente,  su  condena  á  larga  prisión  en 
España,  de  donde  se  fugó.  Eran  los  destellos  de  la  revolución 
francesa,  que  llegaban  hasta  la  América  española,  no  obstante 
la  vijilancia  de  los  peninsulares,  i  preparaban  el  sacudimiento 
de  1810. 

En  la  revolución  de  Nueva  Granada  por  la  independencia  hubo 
menos  unidad  que  en  la  de  las  demás  secciones  hispano-ameri- 
canas.  Las  provincias  procedieron  desde  el  principio  con  inde- 
pencia  de  la  capital,  cuyos  movimientos  ni  aguardaban  para  em- 
prender los  suyos,  ni  seguian  luego  ciegamente.  Desde  22  de  mayo 
de  1810  empieza  á  ajitarse  Cartajena,  i  en  14  de  junio  ponen 
preso  los  patriotas  al  gobernador  Montes,  porque  reconocia  la 
Junta  Central  de  España.  En  4  del  mismo  da  principio  la  revolu- 
ción en  Pamplona,  el  10  de  julio,  en  el  Socorro,  i  el  20  en  Bo- 
gotá ó  Santafé  por  la  aclamación  que  hace  el  cabildo  de  una  junta 
de  gobierno,  á  semejanza  de  las  de  España,  para  gobernar  n 
nombre  de  Fernando  Vil  durante  su  cautividad.  Lo  mismo  hacen 
á  su  turno  las  demás  provincias  que  no  estaban  supeditadas  por 
fuertes  guarniciones. 

Venciendo  la  oposición  del  virei  Amar,  i  después  de  una  tumul- 
tuosa discusión  durante  la  noche  del  20,  instálase  la  junta  de 
Santafé  al  amanecer  del  21  de  julio,  compuesta  del  ayunta- 
miento i  de  24  diputados  del  pueblo. 

Nombróse  de  presidente  al  mismo  virei  Amar  i  de  vicepresidente 
al  doctor  J.  Miguel  Peig,  pero  el  pueblo  hizo  prender  al  primero 
el  25,  desconoció  el  26  el  consejo  de  rejencia,  éhizo  salir  á  Amar 
con  su  familia  el  15  de  agosto  para  Cartajena,  de  donde  siguió 
á  España. 

Con  fecha  29  de  julio  dirijió  la  junta  de  Santafé  una  modesta 
invitación  á  las  demás  provincias,  para  que  enviasen  represen- 
tantes á  la  capital  del  reino  á  razón  de  uno  por  cada  provincia,  á 
fin  de  formar  un  gobierno  provisorio  jeneraU  i  de  convocar  á  una 
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pniblivi  (jiic  tuese  como  las  curies  del  reino.  Pero  en  19  dü  ec- 
nltre  la  junln  de  Cartajcna,  en  un  estenso  i  bien  fundadn  iiia- 
Beüto,  [iro{)uso  á  la  consideración  dc  liis  provincias  que  la  e]<?c- 
^D  de  los  di(iuüidos  se  hicícsi;  ea  proporción  á  la  población;  que 
ellos  compusieran  desde  luego  el  congreso  delinilivo,  imililmcnle  ' 
diferido  por  la  junta  de  Santafé,  i  que  su  reunión  tuviese  lugar 
en  la  ciudad  de  Antioquia  ú  la  villa  de  Medellin.  Al  mismo 
^■■inpo  ae  pronunciaba  por  el  sistama  federativo,  que  en  su  con- 
^Mlo  [ledian  ludas  las  provincias,  ¡  era  en  efecto  mui  popular  en- 
^A  la  majoría  dc  los  hombres  notables.  Ni  una  ni  otra  reunión 
^B|gó  á  efectuarse  por  entonces,  debido  en  gran  parte  á  esta  do- 
^Bb  acción  de  las  juntas  de  Santafc  i  Cartajena,  aunque  ambas  se 
^■brusaban  en  los  tcrmínos  más  comedidos  i  conciliatoños,  rc- 
^Hpiciando  á  toda  pretensión  de  imponer  sus  opiniones. 
^ftEiitre  tanto,  las  provincias  se  gobernaban  por  sí,  tomaban  gusto 
^Hléjímen  propio,  ¡  no  se  afanaban  por  organizar  un  gobierao 
^^peral,  cuya  necesidad  no  sentían  al  parecer.  Por  fin.  en  '22  do 
^HEÍcmbrc  logróse  una  reunión  en  Santafé  de  diputados  enviados 
^H^  laa  provincias  dc  la  cipital.  Mariquita,  Neiva,  Socorro,  Pam- 
^Bna  i  Nóvita,  reunión  que  presidió  el  Dr.  Manuel  Bernardo  Alva- 
^Ht,  i  de  que  fué  secretario  don  Antonio  Nariño,  ambos  de  Santdfé, 
^HdverBeriosdel  sistema  federativo.  Tomó  el  nombre  de  congreso, 
^Bdeclaró  dcpositaria  de  In  soberanía  nacional,  con  el  título  de  AU 
^Ba  Serenísima,  í  bajo  la  influencia  de  Alvarez  i  ?{ar¡no  trató  de 
^Hntralizsr  el  gobierno.  Opúsose  á  ello  la  junta  de  la  capital,  que 
^Blit  la  fuerza,  i  triunfó  del  llamado  congreso.  Para  lograr  sus 
^Htfl»,  Nsiiño  hizo  admitir  en  el  seno  de  la  corporación  diputados 
^H  |irafiiicias  recién  creadas,  lo  que  ocasionó  la  separación  de 
^Hlvs  Riiemhros,  i  reducido  mucliu  ei  número,  aquélla  suspendió 
^Ks  sesiones,  con  gran  desprestijio ,  á  los  dos  meses  de  haberlas 
^nnenzado. 

^H  •  La  junta  de  la  Antioquia,  viendo  que  era  urjenie  la  formación 
^^M  congreso,  i  que  no  tenia  cierto  la  reunión  en  Medellin,  había 
^uvilado  á  la  de  Cartajena  pan  que  enviara  sus  diputados  ¡í 
^Butafr.  St<  realizó  en  efecto,  i  cuando  llegaron  A  la  capital,  se 
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hallaron,  con  una  novedad  que  tuvo  mucho  influjo  en  la  roToIu- 
cion.  La  junta  de  Sanlafé,  observando  que  todas  las  provincias 
habian  concentrado  su  administración  interior,  i  que  la  opinión 
pública  se  habia  pronunciado  por  el  sistema  federativo,  trató  de 
dar  á  su  provincia  una  constitución  »  (1)-  I  efectivamente  se  san- 
cionó, en  marzo  de  1811,  por  un  colejio  constituyente^  com- 
puesto de  muchos  de  los  hombres  más  notables  de  la  época,  i  dio 
á  la  nueva  entidad  política  el  nombre  de  Estado  de  Cundinamar 
ca,  <c  Las  sesiones  públicas  del  colejio  constituyente  deCundina- 
marca,  á  las  que  asistía  un  pueblo  numeroso;  el  decoro,  orden  i 
regularidad  que  hubo  en  ellas;  el  entusiasmo,  en  fin,  que  escitó 
en  los  ánimos  el  nuevo  orden  de  cosas ;  todo  contribuyó  infinito 
á  difundir  las  luces  politicas  en  la  Nueva  Granada,  i  á  introducir 
el  arreglo  en  sus  gobiernos  provinciales  (2).  » 

Fué  elejido  presidente  de  Cundinamarca  don  Jorje  Tadeo  Lo- 
zano, i  entró  á  desempeñar  su  puesto  cuando  se  iniciaba  por 
Venezuela  aquel  proyecto  de  unión  ó  liga  que  Mandariaga  llegó 
reducir  á  tratado,  según  se  ha  dicho  en  otra  parte.  Lozano  favo- 
recia  la  idea,  i  para  preparar  la  confederación  pretendía  que  se 
hiciese  una  reforma  en  la  división  territorial  por  departamentos, 
lo  que  propuso  á  las  provincias.  Casi  al  mismo  tiempo  que  esa 
propuesta,  llegó  á  las  provincias  la  constitución  de  Cundinamarca. 
«  Los  pueblos  comenzaron  á  clamar  por  las  reformas  de  sus  gobier- 
nos, porque  las  juntas  ejcrcian  todos  los  poderes,  i  éstas  no  se 
negaron  á  tan  saludable  medida  ;  de  suerte  que  á  escepcion  del 
Chocó  i  Casanare,  en  que  era  imposible  arreglar  un  gobierno  por 
falta  de  hombres  i  de  luces,  las  demás  provincias  se  dieron  cons- 
tituciones provisionales,  i  trataron  de  reunir  colejios  ó  conven- 
ciones para  constituirse  permanentemente  »  (5)  como  lo  hicieron 
en  efecto  más  larde  en  1812. 

Nariño,  cuya  ambición  le  hacia  poco  respetuoso  de  los  medios, 
habia  llegado  á  crearse   cierto  partido,  é  intrigaba  para  hacer 

(1)  Restrcpo,  Hisloria  de  Colombia.  1.*  ed.  1.*  II.  páj.  23*2. 

(2)  Obra  i  tomo  citados,  páj.  25G. 

(3)  Obra  i  tomo  citndos,  páj. .254. 
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wunriar  ñ  Lozano  con  el  objelo  tic  sucederle.  Logró  efccliva- 
^icnle,  por  una  asonada,  tanto  la  reimncin  de  Lozano  como  su 
projiia  oieccioM  |iara  la  piesidoncia  de  Cundinamnrca.  Si  el  pi¡- 
mcro  hübia  entoipecido  de  un  modo  indirecto  la  reunión  formal 
del  congreso,  el  segundo  la  babria  estorbado  decididamente  si 
bubtcrii  podido,  i  si  hubiera  estado  seguro  de  que  no  adoptarla 
sus  ideas.  Nariño  pretendía  ta  formación  de  un  grande  estado 
unitnrio,  cuya  capÍLil  fuese  Sanlafé  i  cuyo  jefe  fuese  el  mismo 
Nariño;  i  ya  que  no  lograse  componerlo  de  todo  el  territorio 
granadino,  quería  aislar  i  engrandecer  á  Cundinamarca  por  me- 
dio de  usurpaciones  tciriloriales  sobre  las  provincias  vecinas,  lo 
que  no  tardó  en  bacer  con  frivolos  preteslos, 

A  pesar  de  todo,  los  diputados  de  las  provincias  que  se  halla- 

bftn  en  Santafé    continuaron    reuniéndose  desde  su  llegada,  í 

después  de  caülicar  sus  poderes,  se  decidieron  por  el  sistema  fc- 

deral,  i  adoptaron  un  aita,  en  forma  de  tratado,  semejante  á 

I  Artículos  de  Confederación  que  los  Estados  Unidos  sancio- 

^ronen  1776,  la  cual  redactó  don  í^imilo  Turres,  ii-e  Iirmócn27 

B  noviembre  de  18il.  Constaba  de  setenta  i  ocho  artículos,  i 

I  suscribió  por  lus  diputados  de  Aiilioquia,    Cartajena,  Neiva, 

EDplona  i  Tunja.   Rehusaron    hacerlo  Alvarez,  diputado  por 

Euadinamarca,  i  Uerrera  por  el  Chocó,  ambos  parientes  de  Na- 

io,  esponiendo  el  primero  que  leuia  órdenes  espresas  de  éslc 

o  aceptar  el  sistema  federativo,  i  el  segundo  que  tal  sistema 

I  parecía  inconveniente  i  prematuro. 

I  Era  el  acta  íideral  un  documento  bien  redactado  i  notable 
Nra  su  ¿poca  ;  tuvo  principal  empeño  en  deslindar  los  asuntos 
de  coa)|iotencia  provincial  i  los  que  corrcspondian  al  gobierno 
de  U  nación ;  aunque  sólo  era  un  instrumcnlo  provisorio,  según 
I  cual  se  reuniría  más  üirde  una  gran  convención,  que  consti- 
byese  dcfmitivanicnte  á  la  repi'dilica,  la  cual  se  llamó  Provin- 
■  Unida»  de  la  yueva  Granada.  Los  poderes  federales  esta- 
ton  mal  ni^anizados,  i  en  rcaliflad  se  hallaban  todos  en  manos 
li  congreso  (arl.  59);  aini(]uc  éste  po  ba  desprenderse  del  judi- 
lasi  del  lejislalivo  i  e|ecuti>o. 
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Entre  tanto,  i  á  virtud  de  una  revolución  popular  en  Cartajena, 
esta  provincia  declaró  su  independencia  absoluta  de  España,  en 
11  de  noviembre  de  1811,  por  medio  de  un  acta  muí  bien  con- 
cebida, que  adoptó  su  junta  de  gobierno.  Igual  declaratoria  hi- 
cieron en  1815  las  provincias  de  Cundinamarca  ál6dejuKo, 
Antioquia  á  11  de  agosto,  i  parte  de  la  de  Popayan,  ó  sea  ios 
pueblos  del  valle  del  Cauca  al  norte  de  Quilichao,  en  8  de  di- 
ciembre. Nunca  la  hubo  especial  del  congreso,  quizás  porcrecrla 
innecesaria,  sobre  todo  después  de  la  acción  de  Palacé,  en  marzo 
de  1811.  Pero  el  ánimo  resuelto  de  sostener  la  independencia  á 
todo  trance  (lo  que  vale  más  que  simples  declaratorias),  se  ma- 
nifestó mui  terminantemente  en  documentos  oficiales,  entre 
otros,  el  oficio  del  presidente  Torres,  fecho  á  9  de  julio  de  1814, 
i  dirijido  al  presidente  de  Quito,  don  Toribio  Montes,  en  respuesta 
al  suyo  que  invitaba  á  la  obediencia  después  de  restituido  Fer- 
nando Vil «  al  trono  de  sus  mayores. » 

Aunque  el  acta  federal  fué  aceptada  por  un  colejio  represen- 
tativo de  Cundinamarca  en  mayo  de  1812,  esta  provincia  no  se 
incorporó  jamas  voluntariamente  ala  Union.  Nariño,  que  la  pre- 
sidia, unas  veces  constilucionalmente  i  otras  como  dictador,  fué 
enemigo  constante  del  sistema  federativo  i  del  congreso  federal.^ 
Hostilizó  cuanto  pudo  á  éste,  que  no  pudo  instalarse,  después  de 
réjimen  constitucional  establecido  por  el  acta  de  1811,  sino  á  4 
de  octubre  de  1812  en  la  villa  de  Leiva,  provincia  de  Tunja,  que 
le  dio  abrigo  contra  las  vejaciones  inferidas  enSantafé,  de  donde 
tuvo  que  salir. 

El  congreso  (que  no  dejó  de  cometer  más  Uirde  algunas  graves 
imprudencias,  mui  poco  calculadas  para  lograr  la  armonía)  pro- 
curó por  muchos  medios  atraer  á  la  Union  á  la  provincia  de  Cun- 
dinamarca, i  para  ello  condescendió  á  menudo  con  cuanto  preten- 
día Nariño,  que  era  ostensiblemente  conservar  la  casa  de  moneda 
como  renta  provincial,  i  afirmar  las  adquisiciones  territoriales 
hechas  en  menoscabo  de  las  provincias  de  Mariquita,  Socorro  i 
Tunja.  Después  de  muchas  negociaciones  inútiles,  i  de  tres  guerras 
entre  Cundinamarca  i  las  provincias  representadas  por  el  congreso, 


^ 


\  ino  á  obtenerse  la  incorporación  por  la  fuerza,  en  diciembre  de 
1814,  cerno  resultado  de  la  campaña  do  Bolívar,  jencra!  de  la 
Unioi),  sobre  Saiitafé.  que  capituló.  Yajiarajcse  liempo  los  espa- 
iíoles  amagali.in  mni  seriamente  porcl  norte  i  gI  sur,  i  la  unidad 
de  acción  en  los  patriotas  granadinos  se  liaría  indispensable. 
Demás  de  eso,  Alvarex,  que  liabia  sucedidojá  Narino  en  el  gobierno 
de  Cunitinamarca  desde  setiembre  áe  1815,  v.n  ijuc  aquel  marchó 
a  Popayan  contra  las  fuerzas  españolas,  se  liubia  hecho  un  dés- 
pota insufrible  para  los  patriotas  i  un  prolector  de  los  enemigos 
tía  independencia.  Rcfujijidos  ústos  en  Suntafé,  soplaban  la  tea 
la  discordia,  propendiendo  á  mantener  la  separación  de  Cun- 
«marra,  como  medio  de  divertir  la  atención  i  do  producir  la 
lilidad  de  los  patriotas.    Incorporar  a   Cundínamarca  era  por 
ito  obtener  una  victoria  en  favorde  la  independencia,  i  mejorar 
lattlemenle  ta  causa  de  la  revolución.  Por  consecuencia  de  la 
mcorporacion  de  CundinamarL-a,  el  congreso,  que  residía  eu  la 
ciudad  de  Tunja,  se  trasIadA  á  Sanlal'6  en  23  de  enero  de  1815. 
I'nni  niejonir  el  gobierno,  ¡-e  adopLiron  también  por  el  con- 
10  algunas  medidas  importantes  durante  el  espacio  de  tres 
aunque  las  ñllimas  i  principales  fueion  un  poco  tardías. 
lassonporsu  orden:  1.'  el  decreto  ile  28  de  octubre  de  181 2, 
que  wparú  el  poder  ejecutito  del  congreso,  i  lo  encomendó  n 
jiresídcnte  del  mismo,  á  la  saxon  don  Camilo  Torres,  exaltado 
^^^Ücralista  ;  2.'  la  reforma  del  acia  federal,  que  se  realizó  en  :25 
^^H  setiembre  de  i8I4.  i  centralizó  los  romos  de  guerra  i  ha- 
^^Htnda,  conlirió  el  poder  ejecutivo  á  un  triunvirato  (lo  que  cntor- 
^^^cia  su  ocí'iou),  i  declaró  en  suspenso  las  facultades  lejislativas 
•te  los  gobirrnos  provinciales;  S.'lacreacionde  un  ejcculívo  uni 
personal  en  15  de  noviembre  de  1815,  ii  cargo  de  un  pnsidentü 

Ídfldero  dictador  por  seí»  meses.  Sirvieron  como  tales,  sucO' 
tmente,  don  Camilo  Torres  hasta  el  desastre  de  Cachiri,  e! 
,  José  Fernandez  M.-idrÍd  hasta  poco  antes  del  de  la  Cuchilla  del 
mbu,  i  Liborio  Mejia  como  vicepreAidenlc,  en  ausencia  de 
rda  Huma,  hasta  después  del  de  la  ríala,  oséalos  últimos 
is  de  la  primera  época  republicana. 
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Por  largo  tiempo,  desde  1810,  se  creyó  eu  la  Nueva  Granada 
que  España  estaba  en  impotencia  de  hostilizarla,  i  eso  influyó 
mui  poderosamente  en  que  no  se  organizasen  fuerzas  bastantes 
para  la  lucha  que  habria  de  venir.  De  ahí  también  que  los  espí- 
ritus se  diesen  más  á  la  política  que  á  la  guerra,  lo  que  tuvo  sus 
naturales  efectos.  Pero  ya  en  1814  viéronse  peligros  serios  por 
el  sur,  á  donde  se  habia  dirijido  desde  el  año  anterior  una  divi- 
sión mandada  por  Nariño,  la  que  después  de  algunas  acciones 
brillantes,  se  perdió,  cayendo  prisionero  el  jefe  en  el  ejido  de 
Pasto. 

Asimismo,  en  el  bajo  Magdalena,  las  antiguas  rencillas  entre  el 
coronel  Manuel  Castillo  i  cl  brigadier  Bolívar  ocasionaron  la 
pérdida  total  de  las  respetables  fuerzas  que  éste  mandaba,  la 
disminución  de  las  de  Carlajena,  los  progresos  del  enemigo  común 
por  el  rio,  la  llegada  de  Morillo  á  Santamaría  con  seis  ó  siete  mil 
hombres,  i  la  toma  de  Cartajena,  después  de  la  más  heroica 
defensa  por  los  patriotas  i  su  abandono  de  la  plaza,  en  6  de 
diciembre  de  1815. 

Por  el  oriente  cl  jeneral  Ricaurte,  descuidándose  después  de 
una  gran  ventaja  obtenida  sobre  Calzada  en  Chire,  provincia  de 
Casanarc,  le  deja  correrse  al  norte,  recibir  refuerzos  de  Vene- 
zuela, i  derrotar  á  García  Rovira  en  Cachiri  el  22  de  febrero  de 
1816.  En  Antioquia  cl  coronel  español  Warleta,  con  fuerzas 
inferiores  en  número,  pero  superiores  en  calidad,  destroza  al 
coronel  patriota  Linares  en  la  Ceja  á  22  de  marzo  del  mismo  año. 
Por  último,  Liborío  Mejia,  quemando  su  último  cartucho,  se 
cubre  de  gloria,  aunque  derrotado,  en  la  Cuchilla  del  Tambo  á 
23  de  junio  i  en  el  rio  de  la  Plata  á  10  de  julio  siguiente,  contra 
Sámano  en  la  primera  jornada,  contra  Tolrá  en  la  segunda. 

A  mediados  del  año.  Morillo  se  habia  trasladado  á  Santafé,  en 
donde  permaneció  seis  meses  representando  el  ominoso  papel  de 
pantera  vestida  de  jeneral.  Ciento  veinticinco  patriotas,  la  mayor 
parte  hombres  notables,  fueron  sacrificados  por  el  pacificador^ 
i  entre  ellos  se  contaban  los  doctores  Camilo  Torres,  Joaquín 
Camacho,  José  Gregorio  i  Frutos  Gutiérrez,  Crisanto  Valenzuela, 
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Miguel  Ponibo.  Jorje  T.  Lozano,  Francisco  Antonio  ülloa  i  Ma- 
nuel Turíccs,  i  los  mililarcs  jencral  Custodio  Gnrcfa  Rovira, 
coronel  de  injcnieros.Franuisco  José  Cildas,  i  teniente  coroDel 
presidente  Lihorio  Mcjin.  Sámano.  sucesor  de  Morillo,  como  gO' 
beraador  mílilur  primero,  i  de  Montalvo  como  vi'ei  después,  no 
(]iiedci  en  zaga  aljeneralespedicinnario  en  punto  :i  refinada  cruel- 
dad ;  dígalo,  entre  muchas  otras  victimas,  la  inrortunuda  i  he- 
roica joven  Policarpa  Salav.irrieta.  inmolada  en  1817. 

Pero  todas  estas  exajeraciones  debian  proJucir  contrario  efecto 
del  que  sus  autores  se  prometian.  En  aijucl  año  comenzó  la 
reacción  republicami  ¡ndcpemlicrite.  en  la  provincia  de  Casanarc, 
par  la  osadía  de  un  oücial  Galea.  Hobustecidas  aquellas  fucruis 
por  Santander,  (|Ue  vino  de  Guayana,  enviado  por  Bolívar,  i  ausi- 
liadoa  loa  patriotas  por  la  opinión  jcneral  que  los  cadalsos  i  las 
vejaciones  habian  levantado,  se  formó  la  vanguardia  del  ejército 
libertador,  que  echó  en  Boyacá  los  fundamentos  de  la  indcpen- 
deora  de  Nueva  Granada,  á  7  de  agosto  de  ]8 1 0,  b:ijn  los  jene- 
Ciles  BoHvar,  SanUinder  i  Anzoátegui. 

I  Otros  triunfos  redujeron  el  poder  espaiiul  ¡i  la  cosía  del  Atlán- 
sl  sur  del  antiguo  vireinalo.  Un  gobierno  patrio,  encomen- 
por  Uolivar  ú  Santander,  fué  el  centro  de  unión  de  los 
endicules,  i  por  último,  en  1821,  con  el  sometimiento  de 
iqena  i  la  proclamación  del  it^mo  de  Panamá,  cesó  para 
mpre  la  inUnencia  peninsular  en  el  territorio  granadino,  lleclia 
t  unión  á  la  que  fue  capitanía  jeneral  de  Venezuela,  se  produjo 
E.Colombia,  cuya  marcha  gubernativa  conocemos  ya. 
tSiitndo  diputado  al  congreso  constituyente  de  I85U  el  presi- 
e  del  consejo,  jcneral  Rafael  Urdimeta,  fué  nombrado  para 
mpUzarlo  el  jcneral  Domingo  Caicedo,  i  en  sus  manos  puso 
la-inamente  el  mando  llolivar  el  2  de  marzo.  Persuedido  Cai- 
D  de  que  la  constitución  que  el  congreso  discutía  no  seria 
Eeplada  por  Venezuela,  ni  acaso  jior  las  otras  dos  secciones  en 
e  probablemente  se  dividirla  el  resto  de  Colombia  (I),  mani- 
do la  dirííion  eu  tres  república.^  k  liabia  insiniudo  aim  un  Ib  cor- 
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festó  francamente  á  aquél  la  conveniencia  de  no  perder  el  tiempo, 
i  aconsejaba  en  15  de  abril  que  se  organizase  proTisionalmentc 
el  gobierno,  se  clijiese  á  los  altos  empleados,  i  se  les  autorizase 
para  convocar  á  una  asamblea  constituyente  de  la  Nueya  Gra- 
nada. 

Persistiendo  en  su  empeño  el  congreso,  dio  la  constitución 
del  29  de  abril,  que  aunque  espedida  para  Colombia,  sólo  se 
juró  en  Nueva  Granada;  bien  que  apenas  puede  decirse  que 
hubiese  sido  planteada  en  realidad.  Destinada  para  una  entidad 
caduca,  nadie  la  creyó  aplicable  á  las  nuevas  entidades  que 
surjian. 

Incansables  los  bolivianos  en  sus  planes  politices,  lograron 
por  medio  de  un  motin  militar,  de  jefes  en  su  mayor  parte  vene- 
zolanos, destituir  en  21  de  agosto  al  presidenteMosquera,  nom- 
brado por  el  congreso ;  i  en  su  lugar  colocaron  al  jeneral  Urda- 
neta,  quien  gobernaría  á  nombre  de  Bolívar,  mientras  éste  se 
restituía  á  la  ciudad  de  Bogotá.  Pronto  cundieron  los  pronuncia- 
mientos en  favor  de  un  gobierno  militar  dictatorio,  mientras  que 
se  organizaba  también  la  reacción  popular  en  favor  del  gobierno 
lejilimOy  ó  sea,  el  creado  por  el  congreso,  que  á  lo  menos, 
tenia  mejores  títulos  que  el  nuevo  i  revolucionario,  llamado 
intruso  por  los  sostenedores  del  que  representaban  Mosquera  i 
Caicedo.  Tuvo  el  Libertador  la  debilidad  de  aceptar  esta  nueva 
proclamación  de  su  nombre  (para  gobernar  un  país  cuya  mayoría 
le  rechazaba),  como  se  ve  por  su  alocución  de  18  de  setiembre ; 
pero  no  era  ya  su  espíritu  desfallecido  sino  el  de  sus  servidores^ 
quien  le  hacia  hablar.  Gravemente  enfermo,  sólo  pudo  encami- 
narse al  sitio  de  campo  donde  espiró  en  el  mes  de  diciembre. 

Este  suceso,  junto  con  la  derrota  sufrida  por  los  intrusos  en 
Palmira,  Abejorral  i  Cerinza  en  1831,  dieron  Gn  con  los  planes 
bolivianos,  i  permitieron  realizar  la  idea  de  Caicedo,  que  tocó  á 
él  mismo  llevar  á  cabo  por  ausencia  del  presidente  Mosquera, 
convocando  á  una  convención  de  las  provincias  granadinas  que 
demoraban  al  norte  del  nuevo  estado  ecuatoriano. 

Reunida  en  el  mismo  año  1831,  dio  á  21  de  noviembre  una 
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leí  fundamenlal,  i  sancionó  en  29  de  fcbrent  de  1852  una  cons- 
-Utucion  calcada  sobre  los|inncip¡osdel  partido  liberal  Iriunfantc, 
I  los  mismos  que  se  consultaron  en  la  conslitucion  venezo- 
kna  de  1850.  Siendo  mui  seiticjnutes  los  dos  instrumentos,  i 
ílatiiendo  de  dar  una  idea  del  segundo  en  el  Uijiar  respectivo, 
insinuaremos  aquí  sólo  aquellos  puntos  en  que  principnlmentese 
apartaba  de  él  la  constitución  i^ianadina,  posLcrior  en  el  orden 
cronolójico.  Helos  aqui :  I  ."no  admite  ésta  en  el  congreso  a  ningún 
empleado  que  sea  de  libre  nombramiento  del  ejecutivo,  ni  per- 
mite que  los  senadores  ó  representantes  reciban  empleo  ó  gracia 
*)el  encargado  de  dicbo  poder;  2.°  hace  elejir  li  las  provincias,  no 
un  número  igual  de  senadores  por  cada  una,  sino  el  correspon- 

I diente  á  cierta  base  da  población  mui  superior  a  la  que  pide  para 
nprcsentsntes ;  Z.°  consta  el  consejo  de  estado,  en  su  totalidad, 
k  miembros  que,  en  número  de  siete,  elijeel  congreso  por  el  tér- 
mino de  cuatro  años;  4."  igual  duración  tienen  los  majistrados  de 
■  corte  suprema  i  de  los  tribunales  superiores  de  distrito,  aunque 
BR  inamovibles.  miénlr.is  no  espire  su  término,  sino  es  por  juicio 
neatcnciu;  5."  da  intervención  en  el  nombramiento  de  tales  ma- 
lmirados a  las  cámaras  provinciales,  equivalentes  á  las  diputa- 
ciones en  Venezuela ;  í  6."  sobre  bases  que  sienta,  deja  á  la  lei  la 
completa  orgimixacion  del  poder  municipal,  especÜicando.  como 
6C  bíio  en  1854.  las  atribuciones  de  ai|uellas  asambleas  i  el  moda 
de  ejercerlas,  todo  mui  de  acuerdo  con  lo  estatuido  por  la  cons- 
titución venezolana. 

Elijió  la  convención  de  presidente  provisorio  al  jeneral  San- 
^^tander,  quien  obtuvo  también  la  elección  popularpara  unperiodo 
^Bie  cuatro  años,  que  acababa  en  el  de  1857.  Rodeado  de  sus 
^^BjQtiguoH  amigos  políticos,  que  como  él  habían  todos  sufrido  más 
^^B  menos  las  persecuciones  de  la  dictadura  boliviana,  inauguróse 
^^Hu  poiKica  vindicativa  é  intolerante  hacia  los  enemigos  caídos, 
^^Bnando  el  principio  de  «gobernar  con  su  partido  d  hasta  el  cs- 
^^Tremo  odioso  de  no  dar  cabida  á  los  contrarios  ni  aun  en  los 
íntimos em|>[cos.  Vejadosi  escarnecidos  porlaprensaiuinislerial, 
lu5  BDtiguos  bolivianos,  en  su  düi^pectio,  fraguaron  una  conspira- 
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cien,  que  aunque  no  ejecutó  nin^nin  acto  trascendental,  fuémui 
seyeramcnle  castigada  por  los  tribunales  de  la  época.  Semejante 
política  engrosó  las  filas  de  la  oposición  hasta  darle  el  triunfo 
electoral  en  la  próxima  designación  de  presidente,  que  recayó  en 
el  doctor  José  Ignacio  de  Márquez,  en  competencia  con  el  jeneral 
J.  M.  Obando,  faYorecido  por  la  administración. 

Era  Márquez  entonces  vicepresidente,  i  los  liberales  sostenían 
que  la  constitución  (art.  94)  rechazaba  su  elección  para  la  presi- 
dencia. Tomaron  de  aq'ui  pié  para  una  violenta  oposición,  que 
exaltada  más  i  más  con  la  resistencia  del  poder,  estalló  en  formal 
revolución  en  184U,  aprovechando  primero  una  revuelta  relijiosa, 
iniciada  en  Pasto  en  el  año  anterior,  i  después  un  juicio  seguido 
al  jeneral  Obando  por  suponérsele  asesino  de  Sucre  en  1830.  Lle- 
góse, es  verdad,  á  proclamar  el  sistema  federativo,  i  los  corifeos 
se  denominaron  jefes  supremos  de  estados  federales  en  que  se 
convirtieron  varias  provincias;  pero  en  el  fondo  no  habia  prin- 
cipalmente sino  reacción  vindicativa  contra  la  tirantez  del  par- 
tido que  dominaba.  Conmovida  toda  la  república,  i  hallándose 
entonces,  como  lo  han  estado  siempre  después,  casi  equilibradas 
las  fuerzas  de  los  dos  partidos  contendientes,  libráronse  numero- 
sos combates  en  una  prolongada  guerra,  que  no  terminó  sino  á 
fines  de  1841  por  el  triunfo  del  gobierno,  ó  sea  del  partido  que 
ya  se  conocía  con  el  nombre  de  conservador. 

Vino  con  ese  triunfo  la  pujanza  del  partido  ministerial,  i  la 
reacción  consiguiente  de  los  principios  conservadores.  Desde 
luego  la  elección  presidencial  para  1841  recayó  en  el  jeneral 
Pedro  A.  Herran,  que  los  profesaba  desde  1828  como  amigo  i 
partidario  del  Libertador,  bien  que  el  tiempo  i  las  asociaciones 
con  hombres  de  otra  escuela  habian  modificado  un  tanto  sus 
ideas.  Atribuyendo  á  las  instituciones  lo  que  no  era  sino  efecto 
de  la  pasión  politica  sobreescitada  de  años  atrás,  creyó  el  partido 
conservador  que  ascguraria  la  paz  pública  i  su  permanencia  en 
el  poder  poruña  reforma  constitucional,  iniciada  en  1842,  i  con- 
sumada en  el  siguiente  año  por  un  nuevo  código  polilíco. 

Tuvo  por  mira  principal  la  constitución  de  20  de  abril  de  1845 
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llu<;nUr  la  araon  del  poder  ejcculívu.  lo  que  no  es  practicable 
liao  á  espensas  de  los  otros.  Díó  para  ello  entrada  en  el  congreso 
i  \m  empicados  de  librt;  nombramiento  i  remoción  del  ejecutivo, 
i  permitió  que  los  senadores  i  representantes  recibiesen  empleos 
íi  gracias  de  aquél.  Ka  credo,  el  arl.  65  solo  declara  incompati- 
bles con  el  cargo  de  senador  I)  representante  los  de  presidente, 
vicepresidente,  secretario  de  estado  i  majistrado  de  las  cortes 
ii|>rema  i  superiores.  Ni  el  66  prohibe  que  se  elija  para  las 
iriiarB!'  sitio  ¡i  los  funcionarios  «¡uc  tienen  autoridad,  maudu  ó 
ju<  isdiccion  en  la  provincia  al  tiempo  da  h  elección.  Limila  el  \  05 
la  responsabilidad  del  enc<irgadii  del  ejecutivo  á  seis  casos,  que 
i^spresa,  aunfjue  es  bastante  lato  ya  el  6."  que  la  estiende  a  toda 
infracción  de  Ici  en  que  se  insiste  después  de  reclamada.  Supri- 
me el  consejo  de  estado,  i  lo  subroga  enteramente  con  el  de 
■;obicrno  qne  consta  del  vicepresidente  i  los  secretarios;  en  lo  que 
nos  pareen  haber  proecdidii  con  acierto.  Atribuye  al  ejccutivu  el 
nombramento  de  los  majistrados  de  ios  tribunales  de  distrito,  á 
propuesta  en  lerna  de  la  corte  suprema,  i  prohibe  que  tanto  los 
de  ésta  como  los  de  aquéllas  duren  en  sus  destinos  menos  de  seis 
años.  Da  al  mismo  la  facultad  de  nombrar  libremente  -It  los 
gobernadores  ó  jefes  provinciales;  i  mencionando  solo  las  cámaras 
prorincia,  deja  por  entero  su  organización  á  la  leí,  asi  como 
lo  lo  relativo  al  réjimen  municipal.  En  fin,  habla  mui  poco  de 
dnrchos  individuales,  i  aun  asi  deja  su  garantía  encomendada  á 
la  Ic-i. 

Sucedió  al  presidente  Herran  en  1843  su  suegro  el  jencral 
Tomás  C.  de  Mosquera,  conservador  más  por  tradición  i  alinidades 
que  por  sistema.  Esencialmente  veleidoso,  tuvo  sus  arranques  de 
liberalismo,  i  aunque  no  prescindió  completamente  de  las  elec- 
ciones, tampoco  hizo  gran  empeño  en  sacar  triunfantes  sus  can- 
didatura* oficiales.  Esta  conducta  i  la  acción  natural  del  tiempo 
al  partido  liberal  abatido,  i  le  dieron  fuerzas  para 
ibatir  en  el  campo  eleccionario.  Fué  la  victoria  el  premio  de 
esfuerzos,  i  llevó  al  podernijeneralJ.  Hilario  López,  hombr« 
iboi  de  ideas  civiles,  que  realizó  no  pocas  reformas  importantes 
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durante  su  administración)  inaugurada  en  1849.  Entre  ellas 
merecen  espresarse  la  léi  que  en  1850  descentralizó  las  rentas  í 
los  gastos  públicos,  la  que  en  1851  estableció  absoluta  libertad 
de  imprenta,  i  las  que  en  el  mismo  año  abolieron  el  fuero  ecle- 
siástico i  la  esclavitud.  Una  reacción  conservadora  brotó  en  el 
mismo  año  de  1851,  i  llevó  su  despecho  hasta  ponerse  en  armas. 
Fué  sofocada  fácilmente  la  rebelión;  pero  sus  efectos  vinieron  á 
ser  con  el  tiempo  de  gran  trascendencia,  aumentando  el  odio 
entre  los  partidos.  Reputado  corifeo  del  movimiento  el  Dr.  Ma- 
riano Ospina,  se  le  aprisionó  i  sometió  á  juicio,  aunque  no  pudo 
probarse  suficientemente  el  cargo  que  se  le  hiciera. 

Tres  años  después  de  elejido  López,  el  partido  liberal,  como 
todo  partido  en  el  poder,  se  dividió  profundamente.  Una  pequeña 
parle,  que  daba  entonces  nacimiento  al  radicalismo^  instaba  por 
la  reforma  constitucional,  é  increpaba  á  los  ministeriales  estu- 
diado relardo  en  la  derogatoria  de  un  instrumento  de  opresión, 
cuol  el  código  de  1843,  que  ahora  aprovechaban  contra  el  con- 
so^atismo  rendido.  También  los  acusaban  de  propender  al 
retroceso  en  materia  de  penas  á  los  delitos  políticos  atenuados 
desde  1848;  por  lo  cual  se  les  llamó  draconianos.  Finalmente, 
después  de  acalorados  i  tempestuosos  debates,  radicales  i  con- 
servadores unidos  un  momento  en  la  votación,  lograron  sancio- 
nar el  famoso  código  de  1853,  monumento  de  nobleza  i  honra- 
dez política,  en  que  el  partido  radical  consignó  su  credo  para 
enseñanza  de  su  rival  i  para  redención  de  sus  adversarios. 

Ninguna  constitución  en  Ilispano-Améríca  habia  ido  tan  lejos 
en  punto  á  democracia  i  libertad;  ninguna  tampoco,  escepto  las 
netamente  federales,  habia  avanzado  tanto  en  la  descentraliza- 
ción del  gobierno.  Desde  luego  separó  la  Iglesia  del  Estado,  i 
secularizó  todos  los  actos  de  la  vida  civil.  Estableció  el  sufrajio 
universal  directo  i  secreto  (que  no  tiene  nuestra  aprobación). 
Definió  bien,  i  estendió  considerablemente  en  su  art.  5.®  los 
derechos  individuales,  cuya  garantía  funda  la  libertad  civil;  i  allí 
vemos  eliminada  la  prisión  por  deuda,  franqueada  en  h  absoluto 
la  publicidad  por  la  imprenta,  i  redimidas  de  inútiles  trabas  la 
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IjíDseñaiiza  i  la  ¡mliistria.  Eliminó  todo  leiiuisito para  los  empleos 
túbliüos,  fsceplo  el  de  presidente  i  vicepresidente.  Independizó 
leí  ejecutivo  los  poderes  lejislativo  i  judicial,  sin  quitar  nada  al 
Rimero  de  su  independencia  propia.  Mandó  reunir  en  un  cuerpo 
ns  dos  enmaras  lujislutivns  en  ciertos  casos  de  disidencia  (como 
en  el  Brasil),  lo  que  menoscababa  la  importancia  de  la  dualidad 
lejislatívfl,  i  era  un  tributo  pagado  á  las  ideas  de  los  unicama- 
rittas.  Hizo  electivos  lodos  loa  funcionarios  judiciales  i  ejecutivos 
(contra  nuoslro  parecer  respecto  de  los  primeros).  I  en  fm,  reservó 
alas  proviiiciiis  (arl.  10)  el  poder  municipal  en  toda  sw  plenitud, 

te^ecificantlo  lo  que  corresponde  al  nacional,  ¡  dejando  a  aque- 
Bas  (art.  48)  toda  la  libertad  necesaria  para  constituirse.  De  modo 
^e  en  vez  de  conrerir  atribuciones  al  poder  seccional,  le  aban- 
áoD¿  todo  lo  que  no  quedaba  reservado  al  gobierno  de  la  repú- 
blica, que  es  propiamente  el  principio  federativo;  bien  que  la 
iniporlancia  del  prijnero  depende  sualancialmenle  de  las  Tacul- 
tdes  que  el  otro  no  conserva. 
No  sabemos  hasta  qué  punto  habría  sido  practicable  esta  cons- 
icioD,  cuyos  principios  no  estaban  abonados  por  la  práctica 
e  ningún  pais.   Muchas  cuestiones  surjieron  sobre  rennion  en 
ü  solo  cuerfio  de  las  cámaras  lejislaüvas,   i  sobre   la  estension 
i  tas  atribuciones  en  el  gobierno  provincinl.  Las  ordenanzas  de 
s  lejislaturas  podían  ser  anuladas  por  la  corte  suprema,  i  sien- 
g  este  tribunal  inclinado  á  robustecer  el  gobierno  de  la  nación, 
ibo  no  pocas  quejas  contra  sus  resoluciones. 
Entre  tanto,  habia  sido  elejido  de  presidente  el  jeneral  J.  Ma- 
I  Obando,   con   los  votos  del  partido  ministerial,  i  se  pose- 
pon¿  en  1."  de  abril,  cincuenta  días  antes  de  sancionarse  la 
ira  constitución,  que  evidentemente  recibió  con  disgusto,  por 
tanto  escatimaliii    las   faCulUides  del  -ejecutivo,  i  era  reputada 
por  Obando  como  uu  acto  de  bo^tilídad  fraguado  contra  el  por 
radicales  i  conservadores.  Un  motin  militar,  encabezado  por  el 
1  J.  H.  Meló,  jefe  que  mandaba  h»  fuerzas  de  la  capital, 
rrocó  la  constitución  en  17  de  abril  de  1854.  I  como  el  presi- 
nte  no  hubiera  hecliu  cosa  alguna  para  impedirlo  ni  sofocarlo, 
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aunque  pudo,  fué  sindicado  de  fautor,  í  juzgado  i  depuesto  por 
el  senado  en  1855,  después  de  unn  guerra  de  siete  meses,  que 
debeló  la  insurrección  i  estableció  el  gobierno  constitucional. 

Por  la  deposición  del  presidente  Obando  entró  á  ejercer  el 
poder  ejercutiyo  el  señor  José  deObaldia,  quien  formó  un  minis- 
terio misto  de  los  dos  partidos  triunfantes  contra  la  dictadura;  i  á 
poco  le  sucedió  el  señor  Manuel  M.MallarinO)  también  como  yíce- 
presidente,  á  quien  correspondió  terminar  el  período  de  Obando. 
Su  administración  de  dos  años  fué  pacífica,  moderada,  tolerante 
i  progresista;  Mallarino  era  conservador  pero  no  exajerado. 

Desde  1852  se  habia  propuesto  á  las  cámaras  un  proyecto  de 
acto  reformatorio  de  la  constitución,  que  tenia  por  objeto  eríjir 
el  territorio  del  istmo  de  Panamá  en  un  estado  federal,  soberano 
para  sus  asuntos  propios,  i  sólo  dependiente  de  la  Nueva  Granada 
en  ciertos  puntos  que  son  esenciales  á  la  nacionalidad.  Surtidos 
sus  trámites,  se  aprobó  definitiva  i  unánimemente  en  el  congreso 
de  1855:  después  de  lo  cual,  i  en  el  mismo  año  se  organizó  por 
cutero  el  nuevo  estado,  cuya  marcha  prometia  paz,  orden  i  ade- 
lanto de  todo  linaje.  Esta  perspectiva  sedujo  á  las  demás  provin« 
cias  de  la  república ,  i  aprovechando  un  artículo  ( 1 2)  del  mismo  acto 
citado,  que  permitia  la  erección  de  otros  estados  Tederales  por 
medio  de  una  simple  lei  propúsose  i  fué  sancionado  otro  proyec- 
to análogo  en  1856,  que  creó  el  estado  de  Antioquia  (11  de  ju- 
nio). Siguiendo  la  imitación,  se  sancionaron  en  1857  dos  leyes 
más,  que  dieron  por  resultado  la  división  de  todo  el  país  en 
estados  federales,  á  saber;  la  de  15  de  mayo,  queerijió  el  estado 
de  Santander,  i  la  de  15  de  junio,  que  creó  los  estados  de  Roliva, 
Cauca,  Cundinamarca  i  Magdalena.  Restaba  entonces  dar  una 
constitución  jeneral  para  el  gobierno  común  de  estos  estados, 
que  marcharon  espeditamente  por  un  año  entero  sin  otro  gobier- 
no que  el  ya  inadecuado  de  la  constitución  de  1855. 

Dividido  el  partido  liberal  por  la  revolución  de  54,  vino  el 
poder  nacional  á  manos  del  partido  conservador.  Para  la  admi- 
nistración que  debía  inaugurarse  en  1857  fué  elejído  presidente 
el  señor  Ospina,  el  mismo  á  quien  los  liberales  habían  aherrojado 
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ea  lina  cárcel  pública  seis  añns  ánfe«.  Era  Ospina  homhre  de 
Uilcnt»  sofistico,  i  de  ilustración  esouiásticn.  Su  parlo  moral  más 
íobix'íalicnte  estaba  indicada  por  un  gran  desarrollo  cerebral  en  la 
parle  superior  posterior  del  cráneo,  que  anunciaba  la  lirmGza, 
h  estimación  de  si  mismo  i  la  perseverancia  exajeladas  i  perver- 
is.  Como  senador  habia  apoyado  decididamente  los  actos  que 
ijian  estados  federales,  i  babia  sido  el  principal  autor  de  un 
provecto  de  constitución  jeneral  para  dichos  estados,  que  se  ini- 
i'ii'i  m  el  mismo  año  de  1}<57,  i  fué  sancionado  en  el  si^'uiente. 
I'i-ro  de  antemano  jamas  habia  sido  partidario  del  sistonu  fede- 
rativo, lo  que  hace  presumir  que  en  la  presente  ocasión  le  movia 
el  deseo,  ya  de  rendir  homenaje  á  la  idea  predominante,  ü  ya  de 
asegurarse  un  estado  (el  de  Antioquia)  donde refujiarse  i  plant«ar 
au^  principios,  si  alguno  de  sus  compctitores  (Murillo  6  Mosque- 
ra) resultaba  elejido  presidente. 

Apenas  lomó  posesión  de  su  deslino,  empezó  á  mostrar  la  poca 

iridad  con  que  liabia  patrocinado  la  reforma  federal.  Su  mi- 

terio  se  compuso  de  hombres  conocidamente  adversos  al  sisle- 

,  i  en  el  mismo  año  propuso  al  congreso  un  proyecto  desti* 

i  formar  parte  de  la  constitución,  según  el  cual  la  corte 

ircnia  nacional  tendría  una  injerencia  desmedida  en  d  gobierno 

irior  de  los  estados.  Negóse  sin  discusión,  i  reproducida  en  c) 

¡6d  siguiente  tuvo  un  éxito  análogo.  Vino  la  constitución  de  ^2 

mayo  de  1858  á  fijar  las  condiciones  del  sistema  cslablecido, 

misando  el  gobierno  de  la  entidad  nacional,  que  denomino 

\federacion  Granadina.  Todos  los  partidos  parecían  satisfe- 

aunijue  á  nadie  se  ocultaba  que  el  rt-jimen  federativo  no 

tenia  la  misina  significación  ni  el  mismo  grado  de  simpatía  para 

los  liberales  que  para  los  conservadores.  Estos  lo  admitian  sólo 

como  d<'fensa  contra  sus  adversarios,  i  como  medio  de  realizar 

los  eMtadüs  sus  ideas  represivas;  aquellos  lo  miraban  como  el 

ileniento  de  la  república  democrálica,  ¡  broquel  de  losesta- 

contra  la  opresión  del  gobierno  jeneral.   Siempre  aparece  la 

lie  reipodiva  de  los  dos  partidos  :  dominación  en  uno :  resis- 

:¡a  ea  otro. 
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En  cuanto  á  la  nueva  constitución,  era  ella  mui  semejante  en 
el  fondo  aunque  no  en  la  forma,  ala  constitución  norte-americaDa 
de  1787,  cuyo  principio  cardinal,  establecidoen  elart.  10  de  sa 
primer  acto  reformatorio,  se  hallaba  consignado  en  el  8.*  de  la 
granadina,  i  reseryaba  á  los  estados  toda  atribución  que  no  se 
diese  espresamente  á  los  poderes  nacionales.  Pero  se  apartaba  de 
ella  en  un  punto  sustancialisimo,  cual  es  la  facultad  que  da  la  de 
los  Estados  Unidos,  i  ñola  otra,  al  gobierno  jeneral,  para  intene- 
nir  en  los  estados,  caso  de  disturbios,  por  llamamiento  del  ejecu- 
ti?o  si  la  lejislatura  no  se  halla  reunida  (sección  4.*,  arL  4.*) 
Daba  á  la  corte  suprema  dos  iinportantes  atribuciones,  una  la 
de  suspender  los  actos  de  las  lejislaturas  de  estado  por  conside- 
rarlos opuestos  á  la  constitución  ó  á  las  leyes  nacionales,  some- 
tiéndolos al  senado  para  laulterior  resolución;  i  otra  (7.*,  art.  49) 
la  de  decidir  las  cuestiones  entre  la  confederación  i  uno  ó  más 
estados,  ya  fuese  sobre  propiedades,  sobre  competencia  de  facul- 
tades políticas,  ó  sobre  cualquier  otro  objeto.  Esta  atribución, 
que  era  un  correctivo  de  la  que  tenia  el  gobierno  jeneral  para 
organizarse  á  si  mismo,  hubiera  salvado  de  toda  contienda 
armada,  si  las  pasiones  no  rehusaran  adrede  todo  remedio  pre- 
ventivo, cuando  se  hallan  poseidas  del  vértigo  que  las  arrastra, 
como  por  una  vorájine,  al  combate  i  á  la  muerte. 

En  su  mensaje  al  congreso  de  1859  el  presidente  Ospina  in« 
formó  que  las  nuevas  instituciones  se  planteaban  con  regularidad, 
que  el  paisse  mostraba  contento  i  que  nada  hacia  presumir  que  se 
alterase  su  tranquilidad.  Desgraciadamente  tuvo  la  inspiración 
de  discurrir  un  sistema  eleccionario  que,  poniendo  en  manos  de 
los  altos  poderes  nacionales  el  escrutinio  de  los  sufrajios  para  el 
congreso  i  para  la  presidencia,  propendia  á  monopolizar  el 
gobierno  perpetuándolo  en  un  partido.  Sobre  esta  base  propuso 
un  proyecto  de  lei,  obra  suya,  que  fué  desde  el  principio  mui  mal 
recibido  i  enérjicameiite  rechazado  por  el  partido  liberal,  oposi- 
cionista entonces,  que  se  hallaba  condenado  á  la  esclusion.  Lejos 
de  cejar  en  este  fatídico  pensamiento,  Ospina  i  sus  amigos  insis- 
tieron, i  no  sólo  hicieron  sancionar  la   lei  electoral,  sino  otras 
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(]iifl  (ircpoRilian  á  la  administracioD  para  someter  por  la  ruerna  ít 
lus  oslados  que  intentasen  resistir  díclia  leí.  Versaban  sobre  pre- 
supuestos i  conlribiiciones,  ejército  nacional,  inspección  de  la 
rucrzn  pública  de  los  estado?,  ajenies  del  gobierno  de  la  confede- 
lacion,  i  oíros  objetos  dcsiinailos  todos  á  fortalecerlo  i  aprestar- 
la al  cómbale.  IlijOrasc  (jueel  presidente  deseaba  la  lucha  «para 
<  ^tunuinar  l<I  partidu  opuesto,»  como  se  aseguró  entonces  i  lo 
indicaban  las  apariencias. 

Apenas  Tucron  conocidas  estas  leyes,  se  loa  atacó  fuerteincnlc 
por  la  premia  liberal.  Seis  lejislaturas  de  las  ocliu  que  habia  en 
lus  estados  pidieron  luego  su  derogatoria,  i  cinco  las  calificaron  de 
inconstitucionales.  Entre  lanío,  i  durante  el  año  de  185!)  el  prc- 
sidenle  fomentaba  rebeliones  conservadoras  en  el  estado  de  San- 
tander, que  eran  sofocadas  con  gran  sacrilicio  por  aquel  heroico 
pueblo.  También  sostenía  con  acritud  polémicas  i]Ul'  le  promo- 
vía el  gobcnindor  del  Cauca,  primero  sobre  puntos  Je  etiqueta,  i 
riiiis  larde  sobre  las  leyes  llamadas  inconstitucionales.  Al  empezar 
el  año  de  1800  se  esteiidieron  al  Cauca  las  rebeliones  que  el  pre- 
sidente fomentaba,  i  que  sus  mismos  ajenies  oficiales  encabeza- 
ba» con  descaro;  pero  no  tuvieron  mejor  éxito,  aun<]ue  duraron 

¡I  aSo  i  fueron  mui  costosas  para  aquel  valeroso  estado. 
LBBifábanse  en  estremo  escitadas  las  pasiones  ciiandu  se  reunió 
■'coogresu  de  18GÜ.  Obra  él  mismo  de  la  lamosa  leí  electoral 
p  8  de  abril  de  185!),  resultó  ser  ultra- conservador,  i  desestimó 
I  iolicitudcs  sobre  derogiiturin  de  las  leyes  reclamadas,  asi 
no  una  acusación  liecha  por  el  jeneral  Mosquera  contra  el 
ndenteOspina  por  su  paiticipaciou  en  los  desórdenes  délos 
idoD.  Después  de  grandes  esfuerzos  empleados  por  lus  honibres 
r^icificoa,  el  congceso  espidió  en  10  de  mayo  una  incompleta 
reforma  de  la  W\  electoral,  que  por  desgracia  vino  ya  también 
demasiado  tarde. 

Ut  inspirado  aquel  congrego,  en  que  predominaba  el  esplritii 

MrUdo,  dio  una  leí  llamada  de  orden  público,  que  en  último 

iüUdo  ponía  al  gobierno  jeneral  en  aptitud  de  aprehender  i 

hiar  ü  los  (¡oliprnadore.'i  ó  jefes  de  loHCsLidos:  i  ni>  sin  razón 
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comprendieron  los  de  Santander,  Bolívar,  Magdalena  i  Cauca, 
que  era  una  máquina  de  guerra  preparada  contra  ellos.  Discu- 
tíase aún  el  proyecto,  cuando  el  gobernador  Mosquera,  en  18  de 
abril,  se  dirijia  al  presidente  Ospina  por  la  última  vez^  protes- 
tando contra  la  lei,  aconsejando  moderación,  i  anunciando  que 
si  se  sancionaba  aquélla,  baria  uso  de  cierta  lautorizacion  que 
babia  recibido  de  la  lejislatura  para  separar  temporalmente  el 
estado  del  Cauca  del  resto  de  la  confederación,  mientras  se  reor- 
ganizaba ésta  de  un  modo  más  conforme  á  la  constitución  yijente. 
Sancionada  la  lei,  incitados  los  pueblos  á  la  rebelión  por  impru- 
dentes publicaciones  de  la  prensa  liberal,  i  enviada  al  mismo 
intento  por  miembros  caracterizados  del  partido  una  misión  espe- 
cial al  jencral  Mosquera,  cuya  natural  ambición  no  necesitaba 
de  tanto,  espidió  este  caudillo  su  famoso  decreto  de  8  de  mayo 
de  1860  en  el  sentido  de  su  amenaza  hecha  al  presidente  Ospina. 
Las  lejislaturas  i  los  gobernadores  de  Bolívar  i  el  Magdalena 
procedieron  en  mayo  i  junio  de  un  modo  análogo  al  Cauca,  i  en 
estos  actos  vio  el  gobierno  jeneral  el  casus  belli^  que  le  auto- 
rizaba para  ponerse  en  campaña. 

x\si  lo  anunció  el  presidente  en  una  proclama  á  la  nación, 
fecha  25  de  junio,  á  que  siguió  su  salida  para  Santander  con  un 
ejército  de  cuatro  ó  cinco  mil  hombres.  A  medida  que  avanzaba 
favorecía  el  establecimiento  de  autoridades  revolucionarias  con- 
servadoras, por  el  abandono  que  del  territorio  le  hacia  la  pequeña 
fuerza  del  estado.  En  mal  hora  el  gobierno  de  éste  resistió  la 
invasión,  i  después  de  algunas  ventajas  parciales,  sufrió  en  el 
Oratorio  el  18  de  julio  una  derrota,  cuya  gloria  fué  toda  para 
los  sanlandereanos,  i  la  ignominia  para  los  invasores. 

A  principios  de  agosto  se  movía  del  Cauca  el  jeneral  Mosquera 
sobre  el  estado  de  Antioquia,  que  era  su  más  inmediato  i  uno 
de  los  más  temibles  enemigos.  El  jeneral  Obando,  ligado  enton- 
ces con  Mosquera,  habia  quedado  haciendo  frente  á  los  conser- 
vadores rebelados  en  el  Cauca.  Después  de  algunos  encuentros 
insignificantes,  las  fuerzas  enviadas  contra  Mosquera,  á  órdenes 
del  jeneral  Joaquín  Posnda  G.,  trabaron  con  las  de  aquél  un 
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lido  ctunliate  en  Manizúles,  el  2K  ile  agosto.  Nn  iué  lit^cisivo,  i 
)un!an»e  á  renovarlo  e]  29,  cuando  ¡i  propuesta  de  Mosquera 
ijaslú  un  convenio,  llamado  esponsión,  que  C[|ü¡vnl¡n  á  una 
Itulacion  para  terminar  la  guerra.  Naja  peJiu  Mosquera 
amaistía  i  olvido,  desarme  i  paz;  poro  olicucado  Ospina  en 
lea  de  a  aprehender  al  reo  i  someterlo  ajuicio,  u  negó  lácí- 
itc  KU  aprobación  á  aquel  acto  redentor,  que  (unto  honró  ü 
ida.  Siguió  la  guerra,  que  no  tardó  en  hacerse  jeneral,  i  que 
de  numerosos  i  sangrientos  combates,  dio  en  tierra  cou 
l^ubiernu  de  la  Cunrederacion.  Mosquera  entró  á  la  capital 
8  de  julio  de  1861,  auxiliado  eficazmente  por  los  jenera- 
Gutierrez.  Acn^ta,  López,  Mendoza,  Reyes  i  muchos  otros, 
ivia,  á  Bnes  de  18fí'2.  sedaba  el  reñido  combate  de  Santa 
ira,  en  que  venció  el  espresado  jeneral  Gutiérrez  las  tucr- 
del  estado  de  Aittioquia,  poniendo  asi  fin  á  la  ruestion 
litar. 

Miénti-js  el  jeneral  Mosijueni  se  ponia  en  campaña  á  mediados 
de  1800,  enviaba  o  Cnrtajena  un  plenipotenciario,  que  en  ll)  de 
^^mbre  ajustó  un  convenio  con  otro  plenipotenciario  del  estado 
BolWar,  sohrc  bases  para  una  nueva  organización  federal  de 
llfucva  Granuda.  Partiendo  del  principio  de  la  soberanía  de  los 
Cütados,  que  Ospina  nunca  quiso  reconocer,  senió  algunas  cláu- 
sulas que  se  apartaban  mucho  de  la  constitución  vijente,  desti- 
nada á  observ.ircva  cu  todos  los  demás,  pero  igue  en  realirlud  fuó 
letra  muerta  depile  que  empezaron  las  hostilidades.  En  ese  con- 
venio, á  que  se  adhirieron  los  otros  estados  sometidos  a  las  armas 
liberales,  «e  encargaba  el  poder  ejecutivo  al  jeneral  Mosquei'a, 
nombrado  tarobicn  poco  después  supremo  director  de  la  guerra. 
por  lo  tüal  se  halló  naturalmente  á  la  cabeza  del  gobierno  cuando 
aquóUu  tenninú.  Cumprendiendo  sin  duda  que  los  principios 
del  nuevo  convenio  iban  demasiado  lijos,  invitó  Mosquera  á  su 
ratifirucion,  que  no  fué  sino  la  reforma,  hedía  en  otro  con- 
venio que  ajustaron  en  llogatá,  á  W  de  setiembre  de  1861, 
los  plcnipolcnciarios  de  l!olivar,  Cauui,  Cundinamarca,  Magda- 
lena, Santander  i  Tolima,  nuevo  estado  erijído  durante  la  guer- 
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ra  (1).  Fué  casi  una  constitución,  que  denominó  ia  entidad 
nacional  Estados  Unidos  de  Colombia,  i  qtie  dio  facultades  omni- 
modas  al  jcneral  Mosquera,  dictador  ánies  i  después  de  dicho 
convenio.  En  esa  unión  entraron  después,  por  la  fuerza  de  las 
circunstancias,  los  estados  de  Antioquia  i  Panamá. 

Convocada  una  convención,  como  lo  habia  estatuido  el  pacto 
de  Cartajcna,  se  reunió  al  fín  en  la  ciudad  de  Rionegro  á  4  de 
febrero  de  1 863 ;  i  entre  tanto  el  dictador  Mosquera  espidió  mu- 
chos actos  lejislativos  de  trascendencia.  Entre  ellos  son  notables 
el  que  trasladó  al  tesoro  nacional  los  capitales  de  los  bienes 
poseídos  por  manos  muertas,  el  que  eliminó  los  conventos,  el  que 
dio  bases  para  una  nueva  organización  del  crédito  nacional,  i  el 
que  desgraciadamente  persiguió  al  clero  católico  bajo  el  principio 
mal  aplicado  de  tuición.  Después  de  reunida,  la  convención  orga 
nizó  provisoriamente  un  gobierno  jeneral,  encargándolo  á  cinco 
ministros  que  manejaron  otros  tantos  ramos  de  la  administración. 

Muí  difícil  era  la  tarea  del  cuerpo  constituyente,  en  cuyo  seno 
tomaron  asiento  el  mismo  jeneral  Mosquera  i  muchos  otros  jene- 
rales  victoriosos,  que  por  lo  demás  no  ligaban  mucho  con  él. 
Pretendió  Mosquera  hacer  prevalecer  el  pacto  de  Bogotá  sobre  los 
poderes  de  la  convención  ;  mientras  que  los  otros  miembros  sos- 
tenían la  supremacía  de  los  diputados  llamados  á  constituir  defi- 
nitivamente la  Union.  Fundábanse  :  1."^  en  que  el  pacto  de 
Bogotá  no  habia  sido  sino  transitorio,  i  como  tal  lo  habían  acep- 
tado Boyacá,  Cundínamarca  i  Santander;  2.^  en  que  no  habia 
sido  la  obra  de  los  pueblos,  sino  de  los  gobiernos  creados  durante 
la  guerra;  i  3."^  en  que  los  diputados  á  la  convención  eran  los 
verdaderos  plenipotenciarios  clcjidos  ad  hoc  por  los  mismos 
pueblos  para  pactar  en  la  constitución  los  términos  en  que  habrían 
de  confederarse.  Para  conciliario  todo,  hubo  que  fmjir  por  un 
acuerdo,  que  el  consabido  pacto  se  reputaría  incluso  en  la  nueva 


(1)  Por  decreto  dictatorio  de  12  de  abril  de  1801,  que  segregó  al  intento  la 
parte  occidental  de  Cundínamarca,  separada  por  el  Magdalena  i  por  la  cordillera 
central. 
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||)»tilurÍon ;  pcrü  h  verdad  cu  que  no  se  hiz»  ningún  caso  de  él. 
I  Lachando  coa  muchas  dtfiru I tadcs,  vencidas  todas  con  paciente 
Rrme&i,  la  coiivi^ndon  dio  en  8  de  mayo  la  nueva  constitución 
rvdt^nil  para  loa  Estados  Unidos  de  Coloiuliia,  i  un  neto  tran'sito- 
rio  separado,  cuyo  articulo  ñnal  abrogaba  el  célebre  p;icto  de 
Üogotii,  que  tantos  embarazos  habiu  causado. — La  revolución, 
empero,  iiu  Uabia  tenido  (in ;  i  la  dictaduní  del  29  de  abril  de 

Ii7  tú  acredita,  como  prueba  L'imbieii  que  los  tres  partidos  dibu- 
os  en  1852  no  babian  cambiado  sustanciabnente. 
i'ronto  dc^puca  lu  subdiví&ion  del  partido  liberal  desapareció 
tñ  revivir  pasajeramente  en  1S75.con  motivo  de  la  elección 
nidencial.  manzana  de  discordia  eu  todas  las  repúblicas  ame- 
mas.  Trece  anos  de  práctica  de  la  constitución  espedida  en 
Ilianegru  i  Ioh  muchos  desórdenes  que  durante  esa  época  lian 
demosti'Hdd  sus  gravísimos  defectos,  no  lian  sido  parte  para  dis- 

Éinuir  la  admiración  que  ba  inspirado  á  la  gran  mayoría  del 
itidoqiie  la  fabricó.  Aun.  reformas  parciales  se  han  rehusado 
IMuntemunte;  i  no  es  sino  en  i816  cuando  ba  venido  á  acur- 
Tse  una,  ba&tantc  leve  en  apariencia,  aunque  no  carece  de  ira- 
¡xirtsncia,  qu«  dejamos  rejislrada  á  continuación  del  instrumento 
jiríncipsl.  Ya  veremos  la  necesidad  que  de  algo  más  serie  se 
esperimenta,  si  ha  de  ensayarse  cuanto  eliminar  pueda  los  ele- 
mentos de  instiibilidad  que  se  opondrán  constantemente  á  todo 
■olido  progreso. 
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No  faltaba  raion  ai  jeoeral  Bolívar  cuando,  en  la  carta  escrila 
en  Jamaica  á  un  amigo  suyo  en  1815,  le  decii«:  n,  Es  muí  posible 
que  la  Nueva  Grat:ada  no  convenga  en  ei  reconocimiento  de  un 
gobierno  central,  porque  es  en  estremo  ailicti  á  la  federación;  i 
entóneos  formará  por  sí  solí  un  estado  que,  si  subsiste,  podrá  ser 
mui  dichoso  por  sus  grandes  recursos  de  todo  jénero.  »  En  efecto, 
desde  los  primeros  movimientos  revo!ucionai ios  perla  indepen- 
dencia la  idea  federativa  asomó  á  los  espirílus  que  daban  direc- 
ción á  los  negocios,  i  no  fué  en  realidad  la  provincia  de  Carta- 
jena  quien  enunciase  el  pensamiento  por  la  \ez  primera,  como 
parece  insinuarlo  i  deplorarlo  el  historiador  Restrepo ;  pues  él 
mismo  nos  dice  que  en  la  reunión  del  20  de  julio  de  1810  en 
SantaTé,  se  propuso  por  don  José  Aceveilo  i  otros.  También  hemos 
visto  que  pretendiendo  Nariáo  i  Alvarez  centralizar  el  gobierno, 
al  comenzar  las  reunioms  del  cungr  so  en  1811,  la  junta  de 
Santafc  se  opuso  en  nombre  del  principio  fid.  ral. 

Cieito  es  que  la  junta  de  Cartajt^na  fué  quien  primero  reco- 
mendó l.t  adopción  del  histcina,  en  un  documento  oficial  debida- 
mente redactado,  aunque  no  lo  fuera  con  o>e  solo  objeto.  Mas 
aun  allí  se  refiere  á  la  opinión  de  las  provincias,  como  sí  fuese 
unánime  sobre  ese  punto.  «  Tal  ha  sido  (dice)  (I),  nuestra  con- 
ducta en  la  crítica  época  en  que  vivimos,  i  en  la  crítica  posición 
de  ésta  (provincia)  en  el  actual  estado  del  reino,  que  si  tratamos 


(1)    Haniücsto  inserto  en  el  t.  YUI  de  la  Historia  de  Colombia  ánte«!  citada, 
paj.  124. 
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lesplauar,  será  mus  pnresplicar  algunos  pormeporis  i  satisfa- 
cer á  lijerasobji'ciones,  (|ue  para  hacer  la  apolojín  de  una  forma 
de  gubierno  que  aclaman  tos  pueblos,  como  dictada  por  todos 
8U!t  intereses.  »  ConliniLi  esponiendo  las  razones  que  favorecían 
en  su  concepto  ta  idea  emitida,  i  culre  otras  observaciones  nota- 
bles SB  lee  ésta  :  u  El  sistema  federativo  es  el  úuico  que  puede 
r  adaptable  en  un  reino  de  población  tan  dispersa  i  de  una 
lensign  mucho  mayor  que  toda  España,  n 

o  luce  la  menor  alusión  ;'i  los  Estados  Unidos  como  pnitba 
Lia  bondad  del  sistema,  ni  lo  defiende  cuii  ningún  argumento 
>autoiídad;  lo  que  hace  ver  que  no  se  procedía  por  pura  imita- 
:.  Ni  omite  manífcttcir  (paj.  197,  inciso  12.  |  la  necesidad  de 
i  orKunízaeion  nacional  que  diese  al  gobierno  de  tmlas  lan 
provincias  etiracia  en  lo-;  asutilos  comunes.  Por  muñera  que  lodo 
car^o  becho  á  la  junta  de  Cartnjcna,  de  haber  causado  el  deseoa- 
ríerto  ó  falta  de  organización  nacional  eÜcaz  Jurante  los  prime- 
ros oDOs  do  la  república,  es  á  niicvtro  juicio  enteramente  injusto, 

£1  mismo  señor  Uestrepo,  que  ha  formulado  este  cargo,  nos 

esira  en  varias  partes  de  su  obra  quién  contribuyi  princípaU 

i'slorbar  el  eslablecimiontu  oportuno,  sosegado  i  eficaz 

bierno  nacional  granadino.  Ilablando  de  la  mala  suerte 

I  eupo  al  jefe  de.  la  espcdieion  enviada  al  sur  en  1814,  dice 

^el   1.  IV,  pájs.  •■2Í2  i  Higuicntes :    o  La  prisión  •(el  jeneral 

tño  fué  sinceramente  sentida  en  Santafé,  en  donde  se  hibia 

itio  amar  i  tenia  un  grande  intlujo.  En  las  provincias  acaso  era 

■  odiad»  qncquo-ridn,  A  causado,  su  sistema  poliiiro,  que  tanto 

mia  conlrnriado  la  voluntad  jeneral.  En  efecto,  si  como  Nariñc 

I  empeña  di-sde  el  principio  de  h  revolución  en  csLiblecor  un 

biemn  central,  ;i  posar  de  que  lo  repugnaba  la  opinión  de  los 

^lea  decidida  |ior  el  federalismo,  sigue  el  curso  de  la  misma 

kníon,  probablemente  la  Nueva  Granada  se  hubiera  organizado 

i  tnlentof  é  indujo  de  Nariño  habrian  conducido  mui  pronto 

I  gobierno  jeneral  á  establecer  el  centralismo  en  guerra,  en 

ciencia  i  en  otros  ramos  importantes.  Entóneos  la  campaña  de] 

ibriii  hiohii  Clin  otros  medios,  Í  la  libertad  acaso  no 
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liiii*i*'ni  perecido.  Mas  porque  no  se  adoptaba  el  sistema  que 
únicameDle  creia  {Topiu  pora  conservarla  independencia, separó 
á  CunJiDamarca  de  las  demás  provincias,  i  iuTO  una  parte  niui 
activa  en  poner  los  jérm .  nes  de  las  guerras  civiles  escandalosas  i 
de  las  funestas  divisiones  que  impidieron  que  la  república  tuviera 
un  verJadt-ro  centro  de  unión,  i  que  usara  de  los  recursos  que 
puJitran salvarh.  Por  estos  nativos  la  pérdida  de  Naríno  no  fué 
sell^ii»le  i\  la  mayor  parle  de  los  federali>tas,  que  creia  que  Cun- 
dinanuiica  ahandonaria  en  lin  sus  antiguas  pretensiones,  unico- 
düse  á  las  demás  provincias  ^u^  hermanas. » 

Consagra  el  liistoiiador  el  cap.  XV  de  su  obra  (t.  Vil,  pa- 
jina 5^)),  á  examinar  las  causas  que  influyeron  en  la  pérdida  de 
la  'Sueva  Granada,  ó  sea  el  triunfo  de  las  armas  españolas  en  1815 
i  i  8 10;  i  presenta  como  la  primera  i  principal  «  el  que  las  pro- 
vincias se  hubieran  decidido  desde  iSlUporel  sistema  federativo.» 
Pero  hasta  ver  las  otras  causas  que  allí  mismo  espresa  i  las  que 
espone  en  otros  lugares  de  la  misma  obra,  para  persuadirse  que 
aun  cuando  se  huhiese  establecido  otra  clase  de  gobierno,  la 
catástrofe  se  huhiera  realizado  subsistiendo  las  demás  causas  que 
menciona.  Prescindiendo  del  carácter  peisonal  de  los  gobernan- 
tes, poco  adecuado  para  conducir  los  negocios  en  una  época  revo- 
lucionaria ;  prescindiendo  de  la  confianza  que  reinó  durante  los 
primeros  años,  de  no  ser  hostilizados  por  España,  i  el  consiguiente 
abandono  de  medios  de  defensa ;  prescindiendo  de  los  obstáculos 
echados  en  el  camino  de  la  organización  por  los  ambiciosos  á 
((u iones  ya  conocemos,  que  «  querian  que  el  gobierno  supremo 
fuera  central,  i  que  residiera  en  la  capital  del  vireinato,  para  que 
sus  hijos  obtuvieran  los  destinos  más  elevados ;  »  (1)  basta  com- 
templar  el  curso  de  las  operaciones  militares  dirijidas  en  1815 
i  18IG,  para  convencerse  de  que  nada  tuvo  que  ver  con  el  sistema 
de  gobierno  el  éxito  desastroso  de  aquellas  campañas. 

Federativo  también  era  el  de  las  colonias  inglesas,  i  no  mejor 
organizado  que  el  nuestro,  cuando  conquistaron  su  independen- 

(I)    Ucíilrepü.  t.  III,  paj.  tíil. 
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t  de  li)  iiiu(lr<'  patria.  I*ore1  cuntrurio,  bailábase  iiiiií  Cfalinli- 
i  cl  deCIiiU.  Alio  Punj  i  Onito.  iinndo  los  patriólas  fueron 
bietidi's  por  los  stidcs  i<S))añolL>s  en  U>s  años  di-  1812  á  1814. 
I  nettarvniuü,  6m  eniborifo,  que  el  sistema  unitario  de  gnbienio 
Epresta  más  á  la  celeridad  i  armonía  que  requieren  tas  operu- 
WD"»  militares,  i  coiisi  leramos  una  deshacía  que  el  gobierno 
ranitdiuo  de  la  primera  ^poca  no  hubiere  adoptado  desde  el 
principio  modilicariones  que  la  esperietii-iíi  le  siijirió  en  1815, 
con  iiiHs  (.'!  nombramiento  de  los  fjoberiiadoreg  ¡iroiini'íales.  que 
lyirió  im'itilmeiiteel  señor  Madrid  <-n  su:^  cartas  poli  ticas  firmadas 
mp^odes.  Pei-o  \as  hechos  haliian  venido  produciéndose  de 
u  que  las  pruTincias  no  se  prestaban  á  renunciar  á  su  auto- 
mia;  i  las  pa^ione!)  políticas  son  como  la»  iud  i  viduales,  bás- 
tate ciegas  para  no  ver  el  .><:icrÍÍ¡cio  que  sueiL-  se^'uir  :'i  su  inseti- 
a  gratilicacioQ. 

¿  (jtiierc  decir  que  habremos  de  condenar  las  unas  ó  las  otras  ? 
De  ningún  modo  :  debemos  ilustrarlas.  En  una  guerra  deses- 
perada, cual  fué  la  de  la  independencia,  es  necesario  el  establc- 
ciniionto  de  una  dictadura,  i  las  provincias  han  debido,  por  su 
propia  seguridad,  renunciar  temporalmente  á  la  didre  satisfae- 
cion  de  IlaInar^e  soberanas.  E-to  por  punto  jeneral,  Í  como  pri- 
ttio  correctivo  de  las  justas  asjiÍrac¡oues-á  un  gobierno  propio. 
I  Ua  provincias  de  «  un  reino  de  población  tan  dispersa  i  de 
B  estensiou  mucho  mayor  que  toda  España ;  »  pues  por  lo  de- 
k,  ya  bcnios  visto  que  no  puede  impnlnrse  con  seguridad  á  la 
icíon  de  Nueva  Granada  la  mala  s>uerte  que  corrieron  sus 
g  en  la  primera  lucha  contra  los  españoles. 
1.  Por  otra  parle,  la  dictadura  (ó  el  centrijlismo  qnc  es  de  su  pa- 
tela) es  un  remedio  heroico,  que,  como  todos  los  semejantes, 
bbalU  acompañado  de  grandes  peligros.  Rueños  son  ellos  para 
Kguerra,  pero  aciagos  también  ]iara  la  paz.  Asi  se  vio  en  la  se- 
inda  época  do  la  Nueva  Granada,  cuando  renaciendo  la  causa 
iiidependentista,  i  conducidas  por  fiolivar  íius  huestes,  quedó 
triuniuiite  en  los  camposdo  Boyacá.  Todo  conspiró  desde  enliSnces 
_coulra  el  federali:>ma:  la    infiuencia  del   Libertador,    que  era 
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adverso  al  sistema,  como  lo  son  en  el  fondo  los  grandes  domina- 
dores; el  desprestijio  en  que  se  hizo  caer  aquella  forma  política 
imputándole  la  reconquista  española  ;  i  el  ejemplo  de  las  otras 
secciones  sud-americanas,  pues  aun  en  Buenos  Aires  la  época  de 
1820  en  adelante  fué  de  reaixion  unitaria. 

Organizóse,  pues,  Colombia  bajo  una  constitución  rigorosamente 
central,  i  la  guerra  que  como  ausiliar  llevó  al  Peni,  juntii  con  las 
otras  causas  deque  hemos  hablado  en  su  lugar,  fueron  labrando 
la  dictadura  boliviana,  i  el  centralismo  inseparable  de  un  gobier- 
no casi  enteramente  militar,  cual  fué  el  que  subsistió  en  la  na- 
ción creada  por  la  unión  de  Nueva  Granada,  Venezuela  i  Quito, 
ha^ta  su  final  disohicion  en  1830.  Posteriormente  se  mantuvo 
algo  la  tradición  anlifederaiista  ;  i  es  justo  manifestar  que  aun- 
que et  partido  liberal  le  era  menos  hostil,  tampoco  habia  enton- 
ces proclamado  como  artículo  de  bU  credo  {>olitico  el  estableci- 
miento del  sistema  federativo.  Eso  se  esplica  por  las  leyes  polí- 
ticas natinales.  Santander,  que  no  carecia  de  ambición  ó  espíritu 
dominador,  habia  sido  el  jefe  de  aquel  partido ;  i  cuantió  vino  al 
poder  vn  1852,  procedente  de  Europa,  olvidó  un  poco  los  de- 
bates de  la  convención  de  Ocaña,  i  sur  amigos  Azuero,  Soto,  Gó- 
mez i  demás  federalistas  de  marras,  creyeron  más  prudente  aso- 
ciarse á  su  gobierno,  tal  como  lo  habia  organizado  la  convención 
granadina,  sin  promover  por  entonces  ninguna  cuestión  política 
trascendental. 

Dos  vias  c  nducen  al  establecimiento  del  sistema  fedi'rativo, 
que  aunque  opuestas  en  apariencia,  quizás  no  lo  son  en  realidad. 
Es  la  primera  la  unión  de  estatios  que  gozaban  de  independencia 
anterior,  i  que  pactan  constituir  una  sola  nación  con  dos  gobier- 
nos, el  jcneral  para  objetos  de  común  interés,  i  el  particular  de 
los  estados  ó  partes  componentes,  para  su  réjimen  propio.  Con- 
siste la  segunda  en  separar  de  un  grande  estado  unitario  las  prin- 
cipales divisiones  territoriales  administrativas,  i  |)revia  una  eman- 
cipación verdadera  ó  ficticia  que  las  eleve  al  rango  de  otros  tantos 
estados,  formar  luego  entre  éstos  el  lazo  de  unión  como  si  bu-, 
biesen  sido  antes  independientes.  Ejemplos  del  primer  caso  teñe- 
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miK  t'n  h  Union  Dorte-iiiiiorirana.  en  Suiza  i  Aleiíinnin  ;  del  sq- 
^iinilu  los  vemos  en  la  Rcpiíblicti  Arjcntinn,  Cülombía,  Vcnezueln 
i  Míji.n. 

En  t»da  fi-ileracion  liai  Inclín  de  nmbicioncs  nncíntiüles  ron 
rinibicinnes  seci  ioniíloa  en  fninia  do  rc-istencía  al  jioder  CfuLral, 
i^'ino  ia  concentración  del  |iO(ler  eii  ei  despotisnin,  todo  lo  que 
lioiide  li  a<¡uélla  favorece  á  éste.  He  ahí  os  que  los  gobiernos  soc- 
cioiíali^  son,  hajo  di.-  cieilo  res|>eclo,  un  coiilrajirso  del  gobierno 
nacional,  i  una  garantía  conlrn  la  opret^ion  que  de  alli  venga; 

(im  bí  la  opresión  si'ccloital  no  tiene  taml'ien  su  contrapeso  en 
Hobitrno  de  la  nnciun,  la  übertad  no  se  lialln  premuiiid.i  sino 
narte,  i  es  posible  que  linyendo  de  un  deüpotismo  jeneral,  se 
■a  cnido  en  muchos  despoti^mo9  parciales.  Pudiera  ruestio- 
ne  si  ésloí  son  ménoTí  adversos  a  la  libertad  que  el  pi  ímcro : 
■B  no  liai  necesidad  de  semejiinte  discusión,  porqne  ellos  deben 
uslmcnle  contrapesa r^'e,  limitsrío  hasta  donde  sea  posible;  i 
aunque  el  gobierno  seccional  tiene  su  natural  correctivo  en  la 
opinión  de  los  riudadanos.  pnt-de  suceder  que  la  condición  del 
t'ntado  ó  njieinbro  de  la  federación  se  preste  a  ln  arbilratiedad 
del  poder,  en  cuyo  cago  no  puede  venir  la  garantía  !«ino  del  go- 
bierno jenernl. 

!al  ex  la  propensión  liumana  á  resistir  la  dominación  sentida 
Kejorcerla  sobre  los  qnc  la  sufren,  (|ue  lan  luego  como  se  de- 
I  el  poder  central,  las  inlluencias  seccionales,  siempre  nu- 
,  se  ponen  á  la  obro,  i  en  la  mii^ma  proporción  que  sa- 
1  la  duniinucion  «ifjimor  tratan  de  crear  la  dominación  m- 
ir.  En  otios  términos,  a^í  como  la  monarquía  es  el  producto 
insno  de  causas  dominadurascn  jne  el  libre  consentimiento 
■lofl  hiIhIíIos  tiene  poca  ó  ninguna  parte ;  asimismo  la  concen- 
poa  del  gubicnio,  ó  Bca,  el  sistema  unitario,  ae  impone  más 
n  que  se  establece  con  el  acuerdo  de  los  ciudadanos.  La  federa- 
%  ticTopre  popular,  i  aparece  tan  pronto  como  pu  de  sacu- 
dir el  centralismo,  porque  ella  [  one  el  gobierno  en  mayor  nú- 
loeiEi  de  m.mos.  i  salia  aro  por  lo  mismo  n<ás  lacilmeute  la  doble 
tendencia  a  rosislír  i  h  ejercer  la  dominación. 
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En  las  opiniones  por  ó  contra  el  gobierno  federativo  tiene  po- 
quísima cabida  la  reflexión,  i  antes  bien  no  impera  sino  el  carác- 
ter do  las  personas.  Según  h  tendencia  á  resistir  ó  dominar,  según 
la  esfera  á  que  se  siente  atraida  la  dominación  i  la  resistencia,  i 
aun  según  la  disposición  actual  del  ánimo  con  relación  á  esos 
sentimientos  i  á  esa  esfera,  se  producen  las  opiniones  federalistas 
ó  unitarias.  Pero  asi  como  la  democracia,  no  obstante  sus  nu- 
merosos i  formidables  enemigos,  i  no  obstante  la  depresión  que 
aún  sufre  en  el  mayor  número  de  los  estados  europeos,  es  la  po- 
tencia del  porvenir  aun  en  la  conciencia  de  sus  mismos  adversa- 
rios ;  así  también,  i  por  idéntica  razón,  el  sistema  federativo  pre- 
ponderará donde  quiera  que  el  suelo  le  sea  propicio  i  tan  pronto 
como  se  debiliten  las  influencias  centralízadoras. 

Tal  es  su  bistoria  en  Nueva  Granada.  Una  vez  constituida  esta 
república,  el  poder  civil  fue  ganando  i  el  militar  perdiendo 
terreno.  Los  grandesejércitos,  sosten  de  la  concentración  del  po- 
der, se  convirtieron  en  escasas  i  débiles  guarniciones.  La  educa- 
ción política  llevó  á  las  secciones  territoriales  hombres  celosos 
del  poder  municipal,  que  con  sus  esfuerzos  tomó  gran  desarrollo. 
Las  discusiones  en  la  tribuna  i  en  la  prensa  despertaron  más  i 
más  el  espíritu  de  libertad,  que  no  se  sati.^face  sino  por  la  des- 
trucción del  poder  gravoso^  i  suele  olvidar  en  su  delirio  la  crea- 
ción del  poder  tutelar.  De  este  modo  preparados  los  ánimos,  i 
habiendo  adelantado  ya  considerablemente  la  descentralización 
del  gobierno,  sobre  todo  desde  1855,  bastó  la  creación  detestado 
de  Panamá  en  1 855,  aunque  á  virtud  de  circunstancias  peculiares, 
para  comunicar  toda  su  fuerza  á  las  disposiciones  federalistas,  i 
por  dos  ó  tres  pasos  más  erijir  todos  los  miembros  de  la  Confe- 
deración Granadina, 

Vimos,  con  toilo,  en  la  parle  historial  del  presente  estudio, 
que  el  concierto  de  los  partidos  al  sancionar  la  constitución  del 
22  de  mayo  de  18^8  fué  nms  aparente  que  real.  Las  disposicio- 
nes dominadoras  i  resistentes  se  asechaban,  i  cuando  parecian 
pactar  un  sistema  político  diferian  en  la  intelijencia  que  le  daban, 
i  más  que  la  paz  jencral  buscaba  cada  uno  seguridad  para  si  pro- 
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O  contri!  I.ns  lioslilidadesdclailversaito.  ¿Qué  otra  casa  sino  la 
ierra  debía  resultar  da  semcjiíiite  situación  de  los  ánimoii,  (la- 
tiaa  ijiie  fiiesGii  las  circunslaiicias  esrajiriunales  i  trarisílurías  de 
B  [lartiJos?  Sabemos  que  no  se  liizo  (.'sperar,  i  que  la  preparó 
e)  partido  conBervador,  de  cuya  conversión  al  federalismo  habia 
^il■mpl'u  ilc^confiHiIo  el  partida  liberal.  La  tregua  estaba  rota,  i 
la&  hdslilidfldes  recuiuenzaron  más  crudas,  más  impetuosas,  más 

t tratables  ijiir  nuiíca. 
Portanlu,  la  guerra  del  centralismo  i  la  federación,  de  la  oli- 
rquia  i  la  democracia,  de  la  represión  i  la  libertad,  no  se  lidió 
1  Naeva  Granada  sino  al  plaatearso  la  constitución  de  185!^, 
lando  losespirítus  parecían  converjcr  Iiácla  un  sola  punto  enob- 
Bvqiiio  de  la  paz.  cuando  el  presidente  del  senado  (jeneral  Mos- 
quera) desconociendo  <<  los  signos  del  tiempo,  »  se  espresaba  a$i 
«II  una  peijueña  alocurion  h  ¡i  lus  granadinos,  n  dirijída  ton  la 
misma  fecha  :  u  iloj  termina  la  revolución  iniciada  el  20  de  julio 
de  ISin,  i  han  tt  imitado  por  fin  vuestras  virtudes  cívicas:  la  fe- 
deración cstii  constituida.  » 
^L,  N'o,  la  revolución  de  1 8 1 Ü  no  babia  lerininado,  ni  la  federación 
^Hhtabu constituida.  Tres  anos  después,  Í  durante  la  lueha  iniciada 
^^or  la  famosa  lei  electoral  de  1859,  el  partido  oQcial,  cDn>erv3dor 
i  centralista,  que  tiabia  proclamado  candidato  pai'a  la  presidencia 
al  jeneral  Uerran,  destinado  ú  suo  der  al  l)r.  Uspina,  le  retiró  la 
candidatura,  i  la  ofreció  al  señor  Julio  Arboleda,  i  fraguó  rejistros 
que  le  biciescn  aparecer  electo,  aunque  ya  era  demasiado  tarde ; 
por4ue  (Ierran  babia  manifestado  su  intención  de  sostener  la  cons- 
^■litucion  fedenl,  i  Arboleda  prometin  retroceder  al  centralismo. 
^Hblo  probana,  si  necesario  fuese,  que  el  partido  conscrvadur  no 
^Bfeteptó  la  federación  sino  en  tanto  que  él  no  se  hallase  enelpoder, 
)  como  instrumento  de  resistencia;   |>ero  que  una  vez  en  él,  i 
esperanzado  de  conservarle,  conspiró  contra  las  instituciones, 
iiaU)  para  estendersu  dominación, conforme  á  su  credo  político, 

inU)  como  medio  de  retenerla  iodelinidumente. 
►  Con  razón  se  ha  dicho  que  el  principio  i  no  el  fin  de  las  re- 
ftlncioncs  i>uede  conocert^e  de  antemano.  La  de  1861)  en  Nueva 


(irnnad;!  fiió.  como  todas,  imiclio  más  lejos  de  lo  qiie  se  proponía. 
Kra  el  ohjelo  ooiiiiiii  de  la  coníienda  la  constitución  federal  de 
1858,  para  los  coiiservadore::  como  ocasión  de  desacreditarla  i 
sostiliiirle  otra  unitaria  ;  para  los  líl>era1es  cbmo  medio  de  hacer 
efectivos  los  principios  que  allí  estaban  consignados.  El  triunfo 
tie  los  primems  no  habría  sido  el  de  la  constitución  federal  que 
aparentaban  sostener,  sino  el  del  réjimen  central,  articulo  de  su 
creilo.  VA  triunfo  de  los  segundos  debiera  haber  sido  la  misma 
constitución,  que  había  desenvuelto  sulicientemente  el  réjimen 
federativo,  i  que  defendida,  aumpie  rellis  nollis  por  el  |Nirlido 
conservador,  no  habría  [Hedido  ser  rechazada  por  él  mismo  sin 
suicidarse. 

Mantenida  dentro  de  estos  limites  la  victoria  liberal,  habría 
dado  por  úllimo  ofe\*to  una  transacción,  una  «  arca  de  la 
alian/a,  »  que  píxdMblemenlo  habría  consolidado  la  paz  ipianteado 
oonjeneral  aceptación  las  instituciones  escriias  como  de  burla 
en  IS«t8.  IVut  no  lo  quiso  asi  la  implacable  lei  de  la  acción  revo- 
hu'iou.ina.  Tiwvu^MvIo  el  p.utiJo  venceilor  con  las  ideas  que  le 
hab).m  an';«tt-.ulo  a  h  luch.i.  i  iiueriendo  fbroqut^larlas  contra 
l'ulunN  .^xtvh.tuí.K,  oUi  o  vjue  r.-fí^una  constitución  está  exenta 
de  diul,*>  soi»iv  h  uilclijciK'ia  de  >;i  U*\lo.  en  esf^ecial  cuando  su 
ejtvu^uMi  iK»  e>ti  o.niti.t.ij  .«  h  bu-.v.j  fe.  Ir.ao.  i-or consiguiente, 
do  ivv»l\er  .1  nu  nv'.i.»  ;  v.-.  i<  l.i>  vM:-:..^'.!r*>  :ue  habia  suscítalo  el 
»xsl  <\»  vio  tS>S  ,  I  r.\.\  iK*  ;  ítc:»: »  v\v!  :^>.^  i  rvtendio  dar  al  sis- 
lo.vi,<  l\v.orjU\v*  UU1  *  -í.  i'.j;  :\\  :-lis  ;í  ii.  ^ue  ni  la  ciencia,  ni 
lox  ,»tiUvA*o.í5o'^  íM,;.»íuU">.  :•  A  t-j-tv  .•  Je  pueblos  más  ia- 
\vM\\i,Sv».x  jMiA  ,i^»x,'.:xoS,"  í-'\,^     •>:  :.v.  ur?*  ;^:ilioal»a  lo  bas- 

\  '.ui,»  0.0  **v«x  ío:'.v!ív  «<.  •*.  ?  >^  ,'• '  ^»>  :.  r  ^i  o\HiiKite  i  la  vic- 
io*..t  *',:v  l.í  .wixi-.v  .,v.  ,ii,w  ,..'  .-I  .■,-vv:'-;  j  >  .í^e  r^avo  de  1863, 

■ 

o  •  •;■''•*'  ^'-  A*  i  0  0  x  «  ,*  i  •. ■  V.;  r..;.  — j..:tfi  jusl.!  uu  e<lnímo 
.;.o  v»,  o  o  ox;  \  ,v. '^^  .•  •  f..  .>  -.'•;:;.rjr--*üte  nuevt^s, 
, o  ,  o  .,o  o.xo  ••  ;  «s.v  ■,■  ,-^  ;*.  ,,  ,,i-c.  .^  iif-vcho«*  ci%iles 
.  \\'«   't^-.Ax    '  V  o.v  .  i     o.v.  V   .   .  >,í      ..o-.-   ••.•■';.<k  kY>  medios 
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It  en  realidad  ningiin»  garantía.  Al  il<.-rin¡r  Ior  |io(lei'es  seccio- 
nales se  |iro|tíisó  a  aulorijiitr  l>i  sedición  jierpelua,  i  los  medios  de 
;iitienfl/nr  consta iilemenlt  los  lindos  nnos  ñ  otros,  i  lodos  ó  alguno 
de  ellos  al  gobierno  ¡erieral.  Orgnniznndo  los  poderes  iiacionnles, 
coruu  H¡  fuesen  unos  simples  hu<^3|iL>dGs  tolciados  en  la  mansión 
eunsliluciünal,  fpiiti'tles  su  índole  i  su  fuerza  propiíis,  al  paso 

Ie  los  hizo  inúlilos  para  la  Uniun  i  chsí  inrompatítilcs  entre  sf. 
rúltimo,  semliró  sin  plan  doctrinas  tun  brlllantea  por  bu  nove- 
1  como  pelíi^rosas  por  su  alcance,  í  m;is  que  todo,  por   la 
^ña  intetíjejicia  que  hnn  recibido, 
ETaI  «s  el  cikli^o  de  18G3,  cuyo  menor  delecto  acaso  no  es  el 
haberse  sancionado  por  un  partido,  sin  el  concurso  de  repre- 
•enüintes  del  partido  opuesto,  i  que  aunque  pudiera  mejorarse 
mucho  por  leyes  coni|>lenieutáriaa  i  esplicaliviis,  tendía  siempre 
contra  si  la  mala  vohintad,  niiis  i)  menos  encubierta,  del  adver- 
^^■íjú.cuyi)  vencimiento  ledif'i  la  vida.  Iloi  que  la  historia  ha  de- 
^^^■o  enseñar  á  los  dos  contendientes,  seria  oportuna  la  reunión 
^HS  un  cuerpo  constituyente,  en  que  se  transijiesen  las  mutuas 
demandas,  i  se  estableciese  con  solidez  nna  federación,  garante 
de  la  libertad  í  del  orden. 

,.£scrÍlo  desde  I8tl8  el  párrafo  precedente,  ha  recibido  plena 
ifirmacioQ  en  187Q.  L'na  formidable  rebelión  conservadora,  que 
I  sñu  e»talló,  >  no  fué  vencida  sino  á  trueque  degrandes 
IriBcios,  prueba  que  ní  uqnel  paitidu  habia  ac-plado  sincera- 
nte  la  situación  creada  en  18ü3,  ui  la  conetilucion  estaba  caU 
hda  paru  preienir  estos  U'rribies  sacudimientos,  que  sc[iullan 
moral.  ri<|uezn  i  crédito.  PnucÍpÍó  aquélla  en  Palmira 
|Dca)  en  el  mes  de  julio,  ¡  no  terminó  sino  en  junio  de  1  ^77, 
Ipuee  d«  enca^li^Bdi^imos  i  dciia4rOBos  combates  en  Los  Cbnn- 
't  Garrapata,  Cuchilla  del  Tambo,  Donjuana.  Mutlzcua,  Mani- 


lo P9  que  si  juzgásemos  la  rebelión  por  sns  declaraciones, 
a  en  cauKn  l.i  constitución  :  antes  bím  se  aparentó  sosle- 
v)i.  |>(ir  el  partido  que  al  priucijiio  la  detestaba,   contra  ale- 
'  s  violaciones  del  partido  que  la  enjetidró  Í  ha  llegado  it 
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vertirla  en  ídolo  su%o.  Pero  sin  entrar  aquí  en  -1  examen  de  esas 
violaciones  que«  en  todo  caso,  no  hubieran  afectado  principal- 
niinte  al  partido  conservador,  fácil  era  ver  que  no  se  invocaban 
las  verdaderas  razones,  para  evitar  la  soldadura  del  partido 
opuesto,  fraccionado  en  el  año  anterior ;  i  hubiera  bastado  ver  la 
prontitud  con  que  los  sublevados  pusieron  en  campana  el  más 
numeroso  ejériito  faccioso  que  se  hubiera  visto  en  el  país,  para 
comprender  que  se  habian  raui  despacio  i  mui  suficientemente 
preparado  á  debelar  á  sus  antiguos  adversarios,  atacando  ostensi- 
blemente una  parte  i  halagando  un  poco  tarde  á  la  otra.  No  cor- 
respondió el  ardid,  i  reconciliadas  las  fracciones  liberales  com- 
batieron juntas  para  vencer  una  vez  más. 

Pero  estos  triunfos  pirricos  no  pueden  satisfacer  sino  al  más 
insensato  espíritu  de  partido.  En  política,  como  en  medicina, 
prei*avor  el  mal  es  el  gran  problema :  atacarlo,  produciendo  otros 
no  menos  graves,  es  puro  empirismo,  que  ni  ^quiera  tiene  el  mé- 
rito de  lograr  siempre  su  objeto,  ¿Habrán  pasado  en  vano  las 
calamidades  que  han  aflijido  al  país  últimamente?  ¿Nada  habrá 
aprendido  con  ellas  la  clara  intelijencia  de  los  estadistas  colom- 
bianos? Algo  i  mucho  podemos  espt  rar  de  la  administración  que 
se  inaugura  el  l.*de  abril  del  presente  año  (1878).  La  figura 
más  notable  entre  los  caudillos  que  han  restablecido  el  orden,  el 
jeneral  Julián  Tnijillo,  ha  sido  elevado  á  la  presidencia  como 
justo  galanlon  de  sus  servicios,  por  unanimidad  de  votos  de  los 
e>tadiv>;  esto  es,  de  los  sufrajii^  en  ellos  emitidos,  que,  como 
bien  se  comprende,  no  habrán  tenido  que  luchar  en  el  campo 
eleccionario  con  ti  enemigo  vencido  en  el  campo  de  batalla.  Pero 
el  tuievo  pivsidente  no  es  s<.»lo  un  distin¿:u¡do  jeneral,  sino  un 
hombn^  de  estado,  como  noso;ros  quisiéramos  que  fuesen  todos  : 
sensatez  i  n'S|H*tuosos  del  der^*ho  ajeno,  más  que  brillantes 
oradores  ó  pn»gresi>tas  f:uitásiii\>s  i  revolucionarios. 

Entre  tanlo  ¿.)ue  habrá  aprendido  |H»r  su  lado  el  partido  con- 
servador? En  jeneral  háse  acusado  a  ese  partido  de  que,  como 
los  l^irbones,  «  nada  aprende  ni  n,ida  olvida.  »  Nosotros  desea- 
mos sinceramente  que  ahora  re>ulte  falsa  la  apreciación,  A  menos 
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que  haya  perdido  completamenle  sus  pensadores,  puede  muí 
bien  rellcxionar,  i  concluir  que  necesita  de  un  nuevo  programo, 
de  programa  político,  si  no  quiere  confundirse  con  las  chusmas 
fanáticas,  á  quienes  puede  tenerse  conmiseración  pero  no  estima! 
Ni  necesita  sino  de  un  programa  corto,  pero  comprensivo,  para 
recobrar,  ayudado  del  tiempo,  una  grande  im|)ortancia  :  1/ Ab- 
soluta neutralidad  rolijiosa  en  el  campo  de  la  política,  á  lo  cual 
se  prestan  admirablemente  los  principios  legales  admitidos; 
2.^  Orden  i  legalidad  á  todo  trance,  esperando  las  reformas  de  la 
discubioni  el  convencimiento;  3.®  Instituciones  evolucionarías j 
practicables,  esperimentadas  en  otros  países  i  adecuadas  á  la 
condición  del  que  las  adopta;  4/ Estricta  justicia  i  moralidad  en 
la  aplicación  de  la  lei,  así  como  en  el  ejercicio  de  la  parte  discre- 
cional del  mando.  Allí  atrincherado,  el  partido  conservador 
obligaría  á  su  adversario  ú  lanzarse  más  i  más  en  las  divagaciones, 
las  fantasías  i  la  violación  de  sus  propios  principios  para  mante- 
nerse en  el  poder.  Le  condenaría  á  perderse,  si  también  no  se 
reconcentrara,  reflexionase  i  se  purificara;  lo  cual  situaría  los 
partidos  en  el  terreno  de  donde  nunca  han  debido  salir. 
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Aunque  se  tomaron  como  base  de  discusión  proyectos  prepa- 
rados por  comisiones  especiales,  la  constitución  de  Rionegro  fué 
redactada  casi  en  su  totalidad  durante  el  debate,  por  tod(»8  los 
diputados  que  en  él  quisieron  |)ai't¡cípar.  Carece  [K>r  lo  mismo 
del  lüétodo  (|ue  resulta  de  un  plan  preconcebido,  i  que  tienen 
las  constituciones,  cuyos  autores  piiiiiitivos  han  gozado  de  cierta 
deferencia  otorgada  por  sus  colegas.  I  aún  seria  más  notable  ese 
defecto,  si  la  comisión  de  revisión  no  hubiese,  con  habilidad, 
usado  ampliamente  de  sus  facultades.  En  el  fondo,  ya  hemosob- 
servado  que  se  preocupó  muchí^imo  de  resolver  las  cuestiones 
promovidas  por  la  revolución,  cual  si  quisiesen  de  ese  modo 
aplacar  su  conciencia  los  que  así  se  couNertian  de  vencedores  en 
jueces.  Ya  veremos  de  ello  numerosos  ejemplos. 

Soberanía  de  los  estados.  Fué  negada  por  los  conservadores 
en  el  poder,  i  sostenida  por  los  liberales  como  principio  esencial 
de  la  federación  i  base  de  sus  demás  pretensiones.  Quedó  recono- 
cida en  la  constitución  desde  la  primera  línea  del  art.  1.®,  que 
admite  también  la  soberanía  de  la  nación  formada  por  la  unión 
de  los  estados  bajo  el  nombre  de  a  Estados  Unidos  de  Colombia.  » 

De  este  modo  cada  entidad  es  soberana  dentro  de  su  propia  es- 
fera de  acción,  sin  preeminencia  ni  superioridad  que  no  haya  sido 
espresamente  reconocida  en  el  instrumento  ó  pacto  constitu- 
cional. 

Semejante  cuestión  no  ha  sido  nueva  ni  peculiar  ala  federación 
colombiana.  Desde  la  primera  época  independiente  en  Nueva 
Granada  se  suscitó,  al  mismo  ticmpoqucla  de  forma  de  gobierno, 
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tel  seta  federal  de  I8l  t  la  resol  vio  claramente,  asi  ene)  preám- 
MIo  como  en  el  aii.  6.".  Según  aquél,  s  se  remitían  á  la  tota- 
lad  del  gobierno  jeneral  las  facultades  pi'0|>ias  í  privativas  de 
B  st'ilo  cuerpo  de  nación,  reservando  pnra  cada  una  de  las  pro* 
ínciiis  su  libertad,  su  soberanía  i  su  independencia  en  lo  quo 
II  iea  del  interés  común,  n  El  arliculo  citado  merece  rcprodu- 
e  íntegramente,  i  dice  asi  :  n  Las  provincias  unidas  de  la 
nueva  Granada  se  reconocen  miiluamenle cuino  iguales,  indepen- 
dientes i  soberanas,  garnntiz^indose  la  integridad  de  sus  territo- 
rio», BU  administración  interior  i  una  forma  de  gubierno  repu- 
Se  prometen  reciprocamente  la  más  firme  aini^Uid  i 
Pttiui,  *>:  juran  mía  fü  inviolable,  i  se  ligan  con  un  pacto 
srnu,  cuniilu  |icrmite  la  miserable  condición  humana,  d 
Fundándose  en  a  la  soberanía  de  los  e^tados,  u  proclamaron 
su  índe})«iideuciii  cu  ISCO  i  1861  unce  de  los  que  formaban  la 

Íion  norte  americana  ;  pero  como  los  demás  no  aceptaban  esa 
k'lHaion,  negaron  el  principio,  i  susluvlernii  qua  al  constituirse 
1787  babiati  todos  renunciado  en  favor  de  la  Union  la  sobera- 
de  qn<'  hablan  disl'nilado  basla  entonces,  por  lo  cual  no  se 
habla  de  ella  en  la  cou«tilucion  del  año  cil<idu.  Varios  escritores 
notables  liabian  eíipucsto  en  épocas  anieriores.  cuando  la  cues- 

B:  no  tenia  el  mismo  alcance,  opiniones  distintas  de  las  que 
n  «Mteniau  los  esladug  selenlrionales  de  la  l'níon ;  pcru  éstos 
cron  Analmente  en  su  fusor  el  más  poderoso  de  todos  los  ar- 
gumentos, In  victoria  en  los  campo<  de  batalla,  i  con  ella  quedó 
consagrado  el  principia  de  la  soberanía  nacional,  como  1^  i'niíca 
en  toda  el  ámliitu  de  la  Union  norte-americana.  Encaminada  Je 
eso  modo  la  raccion,  lian  surjido  actos  Icjislalivos  nacionales, 
dictados  por  el  partido  preponderante,  igue  han  monosrnbado 
pidumcale  <il  principio  feílerativo,  i  acercado  en  la  misma 
n  la  máquina  po'ilica  al  sistema  unitario  de  gobierno. 
a  méno»  raxun  que  Colombia  ó  que  la  n  Confederación  Gra- 
la, »  han  sostenido  la  soberanía  de  sus  provincias  ó  eí«Lidos 
titinus,  los  venezolanos  Í  los  mejicanos ;  de  tal  suerte  i|Ue, 
Kpcíon  de  loa  radicales  norlesmierícanus,  cuantos  partidarios 
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ha  tenido  el  sislema  federativo  han  proclamado  la  soberanía  sec- 
cional dentro  de  sus  límites  constitucionales.  Ni  faltan  funda- 
mentos para  esa  pretensión,  si  atendemos  á  las  funciones  propias 
de  la  soberanía,  (|ue  consisten  en  lejislar  sobre  asuntos  civiles 
criminales,  |)ercil)ir  contribuciones  i  administrar  justicia,  todo  lo 
cual  es  potestativo  de  los  estados  de  una  federación  ordinaria, 
como  la  de  Colombia  ó  la  de  los  Estados  Unidos  del  Norte.  Así  es 
que,  si  no  damos  á  la  palabra  una  acepción  mui  lata,  al  mismo 
tiempo  que  debe  reconocerse  en  los  estados  colombianos  lo  qoe 
llaman  los  escritores  de  derecho  internacional  soberanía  inmü' 
nenie ,  puede  negarse  á  aquellas  secciones  que  cai*ecen  de  igual 
potestad  lejislativa  i  judicial. 

Por  lo  demás,  esta  cuestión  no  es  en  el  fondo  sino  de  palabras. 
La  sobei'anía  de  los  estados  es  el  residuo  de  poder  que  queda, 
después  que  se  han  definido  las  autorizaciones  del  gobierno  jene- 
ral,  i  por  lo  mismo,  no  tiene  ningún  sentido  propio  bien  estable- 
cido. De  ahí  es  que  no  pueda,  sin  referencia  á  una  constitución 
determinada,  fijarse  la  que  se  halle  dentro  ó  fuera  de  su  órbita 
especial.  Cierto  es  que,  atendidos  los  objetos  naturales  del  go- 
bierno jcncral,  puede  aproximadamente  indicarse  lo  que  debe 
atribuirse  á  la  una  i  á  la  otra  de  las  dos  entidades  que  se  dividen 
el  poder  público  en  una  federación.  V^vo  esto  mismo  es  suscep- 
tible de  más  i  de  menos,  según  los  intereses  peculiares  de  un  país, 
los  hábitos  adquiridos  i  aun  las  preocupaciones  reinantes.  La 
ciencia  no  ha  pronunciado  sobre  este  ni  sobre  otros  muchos  pun- 
tos su  última  palabra,  i  la  mejor  combinación  en  cada  país  es 
aquella  que  da  los  mejores  resultados :  paz,  orden,  seguridad, 
libertad  i  progreso  en  todo  sentido. 

Duración  i  fines  de  la  Union.  Los  estados,  cuya  soberanía 
reconoce  el  art.  1  .**,  se  unen  i  confederan  á  perpetuidad^  consul- 
tando su  seguridad  eslerior  i  recíproco  ausilío,  i  éste  se  estiende 
hasta  defenderse  mutuamente  contra  toda  violencia  que  dañe  la 
soberanía  de  la  nación  ó  la  de  los  estados  (  arls.  1.**  i  S.**) 

Poco  ó  nada  significa  la  condición  de  [lorpcluidad  fijada  á  la 
Union  de  los  estados,  i  ni  la  constitución  norte-americana,  ni  la 


ItEfL'UUa  DE  CULUUBIA  115 

mjealinu.  hacen  pspresa  menciun  de  ella  :  la  venezolana  establece 
de  un  modo  indirecto  ua  principio  análogo,  cuando  declara  en 
t;l  inciso  lU  del  art.  13,  que  los  estarlos  quedan  comprometidos 
n  ii  no  iigregarse  ó  aliarse  A  otra  nación,  ni  separarse  menosca- 
iiaiido  In  nacionalidnd  de  Venezuela  i  su  territorio,  u 

Twla  unión  que  no  tiene  un  objeto  temporal,  es  esencial  i 
tficilainenle  indefinida  ;  pero  súlo  la  violencia  puede  hacerla  per- 
jictua,  cuando  una  de  las  parles  cesa  de  hallar  en  ella  algún  dia 
kis  ventajas  que  al  principio  sepronietiera.  Ni  cabe  espontaneidad 
cu  la  promesa  do  una  perpetua  unión,  ó  si  hai  aquélla,  falta  el 
crilerii)  i¡u<!  muestra  los  peligros  de  ésta.  Así  es  que,  por  punto 
joneml,  loda  lei  ó  principio  que  consagra  situaciones  perpetuas 
creadas  por  voluntades  naturalmente  variables,  es  lei  ó  principio 
tiránico,  i  lo  que  es  más,  de  muí  dudosa  eficacia,  pues  acaban 
por  ser  derrocados  ú  eludidos. 

Tratándose  de  compromisos,  no  ya  personales,  sino  oblígatu- 
riní  [tara  individuos  ó  entidades  que  no  los  lian  conlraido,  sube 
de  punto  lu  injusticia,  i  crece  la  ineficacia.  Porque  entonces  la 
ition  es  pura  i  simplemente  de  interés  i  de  fuerza,  i  el  prece* 
ite  de  un  contrato,  voluntario  ó  no  en  aquellos  que  lo  celebra- 
,  nada  prueba  ni  nada  significa.  Tal  es  el  caso  de  una  federa- 
ción ó  pacto  político  entre  estados,  soberanos  por  el  hecho  mismo 
de  tratar,  í  que  no  mantendrán  volunlaríamünte  la  unión,  sino 
itiiéniras  les  convenga,  sean  cuales  Tuercn  las  declaratorias  hechas 
I  ir  ciertos  hombres  en  épocas  anteriores,  asumiendo  el  peregrino 
ii  rt-chode  ligar  djeneraciones  futuras.  I  es  lo  cierto,  que  el  espí- 
ritu de  dommacion  de  unos  estados  sobre  otros  propenderá  siem- 
pre á  sujetar  los  disidentes,  si  los  hubiere.  ¡  si  ellos  no  fueren 
maH  ptiderosos  que  los  otros.  Uomínacion  i  fuerza  :  hé  ahí  los 
únicos  elementos  de  las  uniones  políticas,  ya  se  trate  de  pactos 
que  se  suponen  voluntarios,  ja  de  simples  dependencias  autori- 
zadas súlo  por  el  hecho  mismo  de  la  dominación  obedecida.  No 
hai  un  sólo  colombiano  que  no  admita  la  certidumbre  de  la  rup- 
tura entre  los  estidos  de  la  Union  el  dia  en  que  consideraciones 
iuiatiintcs  para  ello  muevan  á  dos  6  tres  de  loa  más  fuertes  á 
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constildirsc  por  separado.  I  si  es  así,  ¿á  qué  conduce  la  cláusula 
de  perpetuidad  de  la  Union?  Conduce  sólo  á  amenazar  á  los  dé- 
biles. 

En  cuanto  al  ausiiio  que  los  estados  colombianos  pueden  pres- 
tarse conforme  al  art.  2.°,  i  que  se  estiende  á  la  defensa  contn 
toda  violencia  que  dañe  su  propia  soberanía,  fácil  es  percibir  su 
peligroso  alcance,  desde  que  ellos  pueden  encontrar  oportuno  i 
constitucional  ligarse  contra  el  gobierno  jeneral  de  la  Union.  I 
aún  esto  no  seria  de  gran  trascendencia  si  la  liga  fuese  universal, 
de  iodos  los  estados;  pues  entonces  quedaria  vencido  por  el 
mismo  hecho  el  gobierno  jeneral.  Viene  el  peligro  de  la  posibi- 
lidad de  aliarse  unos  cuantos,  al  mismo  tiempo  que  otros  sosten- 
gan al  gobierno  amenazado ;  pues  ello  significa  la  guerra  civil, 
autorizada  cspresamente  por  la  constitución.  El  articulo  que  nos 
ocupa  fué  tomado  del  pacto  de  20  de  setiembre  de  1861,  fabri- 
cado en  Bogotá  bajo  muí  malos  auspicios,  i  se  aprobó  con  muchi 
repugnancia  por  la  convención  de  Rionegro.  Estaba  destinado  i 
justiiicar  d  posleriori  la  liga  que  contra  la  administración  neo- 
granadina  se  inició  en  Cartajena  el  10  de  setiembre  de  1860* 
como  base  de  un  derecho  escrito  para  la  guerra,  comenzada  ya  de 
hecho  por  el  decreto  de  8  de  mayo  que  dictó  el  gobernador  del 
Cauca. 

División  de  los  estados.  Es  uno  de  los  medios  de  crear  nue- 
vas  entidades,  según  el  art,  4.^;  pero  el  modo  de  efectuar  la 
división  establecida  por  el  5.®  la  hace  casi  imposible.  No  es  pro- 
bable que  un  estado  consienta  en  su  división,  ni  por  tanto,  que  su 
lejislatura  la  solicite ;  pues  en  su  territorio  i  población  encon- 
trará una  fuerza  de  que  será  muí  celoso,  principalmente  bajo  un 
sistema  político  que,  como  el  de  la  constitución  colombiana,  con- 
sagra la  mayor  independencia  i  la  más  completa  autonomía  de  los 
estados.  Pero  como  la  división  puede  ser  necesaria  precisamente 
cuando  la  ostensión  i  preponderancia  de  un  estado  le  den  una 
exajerada  influencia  en  la  Union,  creemos  que  ella  debiera  de- 
cretarse, aun  contra  la  aquiescencia  del  miembro  interesado, 
cuando  tenga  una  ostensión  i  una  población  dos  ó  tres  veces  ma* 
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yortjue  la  de  it>*  ei^Uilos  medios.  Si  el  del  Caucí,  |ior  ejemplo, 
iiiyi)  iL-rriloriu  «.«cede  al  de  todos  los  demás  estados  reunidos, 
|[i¡ilii'as<?  »ii  po))lacioa,  rixno  es  raui  posible,  ú  tiempo  que  los 
<  "luiías  hubiesen  avanzado  poco  «n  el  mismo  sonltdo,  ¿r|UÍéii  no 
<|uc  dnriii  piir  sí  solo  la  leí  á  la  Union  Colombiana?  1  si  su 
jlslatiira  rehusase  solicitar  la  división,  aunque  la  desease  una 
l'.irle  ronMÍderable  del  cslada,  ;.poi'  qué  no  ac  decretaría?  ApOnas 
íe  concibe  por  qué  la  soberanía  de  la  parle  deseosa  de  Tonnar  un 
nuevo  estado,  í  con  elementos  para  ello,  mereciese  menos  reüpelo 
que  til  de  estados  preexistenUis,  quizás  ini'eriures  en  medios  de 
exiílencia. 

Fuet'ia  de  los  esiadm.  Al  discutirse  el  art.  S.",  sobre  debe- 
M-  de  loa  estados  como  garantía  de  la  paz  i  prosperidad  de  la 
I  Ilion,  »c  discurrió  largamente  sobre  la  conveniencia  de  ¡lermitir 
"  rehusar  á  sus  miembros  la  facultad  de  mantener  fuerza  militar 
&  ejércitos,  sin  limitación  alguna.  Prevaleció  la  opinión  de  au 
injir  ese  derecbo.  opinión  que  comliatímos  entonces  i  que 
o  tenemos  boi  motivos  de  confirmar. 
I  Como  el  gobierno  jeneral  no  iatervieni?  eti  las  luchas  domésti- 
■  (le  los  estados,  cada  gobierno  procura  sostenerse  por  medio 
ñf  fuerzas  propias,  ya  cuiilra  las  nseclianzas  de  los  especuladoreí 
I)  reniettüs,  ya  contra  los  representantes  del  mismo  gobierno 
> un^titucíutial  del  csüido,  que  acaso  ha  aÍ<lo  viitrmn  de  una  rcvo- 

Kion  {{).  En  proporción  á  los  recursos  i  li  las  necesidades  se 
ptiencs  verdaderos  ejércitos,  sicm])re  dispuestos  al  combate 
r  amor  ú  la  prorcsion  i  como  oportunidad  de  medros.  Quedan 
lo6  estados  federales  en  el  mi>mo  caso  que  las  naciones  inde- 
idienles  sujetas  al  funesto  sistt?nja  de  la  /m;  armada,  que  no 
■ÍDo  la  guerra  en  perspectiva.  ¿  I  no  es  justamente  la  seguridad 
de  la  paz  lo  que  se  busui  en  la  federación?  ¿Ko  es  la  falta  de  un 
juez  en  sus  diferencias  to  que  obliga  ú  las  naciones  á  recelarKe 
_   uoas  de  otras,  á  nrmarse  i  á  mantenerse  en  actitud  amenazante, 
HtoHllra  sus  rai'is  claros  intereses  i  acaso  contra  su  voluntad?  Man- 
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tener  ejércitos  los  estados  federales  es,  pues,  renunciar  á  uno  de 
los  nitís  preciosos  beneficios  que  se  buscan  en  la  Union,  i  en  el 
establecimiento  de  un  gobierno  jeneral  i  fuerte,  que  dé  garantías 
de  orden  i  permita  á  los  estados  consagrarse  al  desarrollo  de  sus 
elementos  industriales  i  civilizadores. 

A  semejante  principio,  que  llamaríamos  desorganizador,  i  qoe 
los  Estados  Unidos  del  Norte  se  guardaron  bien  de  admitir  (1),  se 
debe  que  los  estados  se  miren  con  desconfianza,  i  que  promuevan 
incesantes  cuestiones,  ya  entre  si  ó  ya  al  gobierno  jeneral.  Este, 
por  su  parte,  mira  de  reojo  á  los  que,  hallándose  bajo  la  domi- 
nación de  partidos  opuestos  al  preponderante  en  la  administra- 
ción nacional,  tienen  fuerza  militar  bastante  para  imponerle  res- 
peto; i  entre  tanto,  la  paz  es  una  ilusión,  la  zozobra  es  el  estado 
permanente,  i  la  riqueza  sufre  el  golpe  indirecto  que  amengoi 
la  industria,  como  el  directo  que  le  estrae  las  incesantes  confrí- 
buciones  exijidas  para  costear  semejante  situación. 

No  incurrieron  en  semejante  error,  á  pesar  de  su  inesperíen- 
cin,  los  patriotas  granadinos  que  acordaron  el  acta  federal  de  1811, 
cuyo  art.  18,  enteramente  de  acuerdo  en  su  esencia  con  los  prin- 
cipios reinantes  en  la  Union  norte-americana,  merece  los  hono- 
res de  la  trascricion,  i  es  como  sigue :  «  El  congreso  tendrá  facul* 
tad  para  hacer  las  ordenanzas  i  reglamentos  jenerales  i  particu- 
lares que  convengan  para  la  dirección  i  gobierno  de  las  fuerzas 
marítimas  i  terrestres,  mientras  subsistan;  i  podrá  asimismo 
hacerlo  para  las  milicias  de  todas  las  provincias,  dejando  al  cui- 
dado de  éstas  instruirlas  i  disciplinarlas  conforme  á  ellos,  para 
que  en  todo  evento  se  cuente  con  un  sistema  uniforme  en  los 
ejércitos  de  la  Union.  Pero  cuando  cesen  los  motivos  de  la  actitud 
guerrera  en  (jue  hoi  nos  ponen  las  circunstancias,  ninguna  pro- 
vincia podrá  mantener  tropa  reglada  ni  buques  de  guerra,  sino 
lo  que  sea  puramente  preciso  de  uno  i  oiro  para  la  guarnición  de 


(I)  Prohil)e  su  constitución  en  el  inciso  i.%  sección  10,  art.  l.«,  que  los 
estados  mantengan  tropas  ó  bu(iues  de  guerra,  en  tiempo  de  par,  sin  permiso 
del  congreso. 
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plaziiri  i  fronteras;  i  para  la  protección  del  cnmercío,  i  esto  á 


dis- 


posición i  bajo  la  auloridad  del  congre 

í1ei,ac[o>es  EriTHE  LOS  KSTADOS.  1 ."  Exliortos.  Según  el  g  del  ar- 
ticulo 9.°,  «  cu  cada  uno  de  los  estados  se  d.-irá  entera  fe  i  cré- 
dito á  los  rejistros,  actos,  sentencias  i  procedimientos  judiciales 
de  los  otros  estados;  »  lo  que  se  refiere  á  la  autenticidad  de  los 
documentos  ó  dilijencias,  pero  no  a  su  fuerza  obligatoria,  que  en 
ninguna  parle  se  halla  declarada.  Un  mandamiento  cualquiera 
de  los  tribunales  de  un  estado  debe  ser  nxcifuible  i  prontamente 
obedecido  en  los  demás;  pues  si  las  naciones  independientes 
acatan  entre  si  las  providencias  Judiciales  estranjcras,  con  mayor 
razón  deben  hacerlo  estados  federales,  que  se  han  unido  para 
protejerse  mutuamente,  i  establecer  la  justicia,  según  se  espresa 
el  preámbulo  de  la  constitución  norte-americana. 

Para  mejor  determinar  la  cücacia  de  todos  los  actos  civiles  de 
un  estado  en  otro,  se  requiere  una  lei  {fundada  en  un  artículo 
constitucional  ]  que  comprenda  todos  los  casos  á  que  se  estiende 
el  ramo  de  derecho  internacional  conocido  en  estos  últimos  tiem- 
pos bajo  el  nombre  de  derecho  de  jentcs  privado.  Allí  se  estable- 
ccria  el  fuero  ó  lugar  en  donde  es  exijible  el  cumplimiento  de 
una  obligación,  i  el  alcance  de  ésta  cu  otro  territorio,  el  valor  de 
las  sentencias  i  su  modo  de  ejecución,  la  distribución  de  los 
bienes  de  un  fallido,  según  su  ubicación  i  la  residencia  de  los 
ncneiiorcs,  la  lei  que  ba  de  rejir  las  formalidades  i  las  cláusulas 
de  los  testamentos,  i  en  suma  la  solución  de  muchas  otras  cues. 
tiones  que  seria  largo  mencionar.  Hasta  ahora  no  se  lia  hecho  la 
menor  tentativa  en  eSa  dirección,  ni  á  nadie  ba  ocurrido  la  uece- 
sidad  de  un  arto  tcjíslativo  que  sustituya  reglas  i  derechos  á  de- 
cisiones caprichosas.  Paro  el  sistema  federal  lo  demanda,  puesto 
que  significa  la  independencia  judicial  absoluta. 

2.°  Eslradicion  i  asilo.  Concédese  la  primera  por  delitos  co- 
munes en  el  art.  10,  siempre  que  no  se  violen  las  garantías  del 
articulólo;  i  otórgase  el  segundo  por  el  11  para  los  delitos  polí- 
ticos, pero  con  derecho  á  pedirse  el  alejamiento  de  los  asilados 
de  la  frontera  en  donde  puedan  hostilizar. 
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Lu  cstradicion  os  nugatoria,  sí  la  autoridad  que  ha  de  cumplirla 
queda  autorizada  para  juzgar  sobre  la  conformidad  del  auto  de 
prisión  con  las  garantías  espresadas  enelari.  15.  Semejante  jnicio 
no  corresponde  sino  d  la  autoridad  que  decreta  la  prisión,  i  elli 
será  responsable  si  comete  un  atentado.  De  otro  modo  la  justídt 
será  burlada,  por  poco  (|ue  se  quiera  favorecer  al  prófugo  en  el 
estado  á  que  se  refujie. 

No  vemos  razón  para  el  asilo  por  delitos  políticos,  que  subsis- 
ten ante  la  constitución  nacional,  i  que  deben,  por  consiguiente, 
rec(moccrsc  en  los  estados.  Concebímos  que  en  una  situación  fa- 
vorable de  moralidad  política  se  miren  esos  actos  como  simples 
eri*oros,  i  se  procure  disminuir  la  ocasión  de  venganzas  por  parte 
do  los  gobiernos  ofendidos.  Pero  en  la  actual  condición  de  la 
Union  Colombiana,  cuya  inmoralidad  política  ha  traspasado  todo 
lindcns  otorgar  el  asilo  á  los  revolvedores,  para  quienes  la  aspi- 
ración al  poder  se  ha  convertido  en  idea  fija  i  frenética,  es  alen- 
tar sus  desvarios  i  propender  eficazmente  á  la  perpetuación  de  la 
guerra  civil. 

3."*  Enganches  i  levas,  l^roliíbense  en  unos  estados  para  inva- 
ilir  á  otiosó  á  una  nación  estranjera  (art.  lo);  pero  nada  los 
facilita  tanto  como  el  asilo  de  que  acabamos  de  hablar.  Son  los 
asilados  quienes,  burlando  unas  veces  la  vijilancia  del  gobierno 
que  los  acojo,  ó  apoyados  otras  por  el  mismo  gobierno,  forman 
principalmonto  esas  falanjos  que  invaden  los  estados  vecinos,  i 
niautionon  el  estado  crónico  de  perturbación  en  quehemascaido. 

Siendo  muchas  voces  los  estados  impotentes  para  evitar  esas 
irrupciones,  base  suscitado  la  cuestión  de  si  alcanza  ó  no  al  go- 
bierno joneral  ol  deber  impuesto  por  el  citado  art.  13.  Para  nos- 
otros es  indudable  que  le  comprende,  i  lo  persuade  el  final  del 
artículo,  que  nadie  negara  obliga  al  gobierno  jeneral,  como  el 
mas  inmedhitanuMite  llamado  á  ini|)edír  las  hostilidades  contra 
naciones  ostra njeras.  IVr\)  el  delvr  se  halla  espresamente  im- 
puesto ii  dicho  g\4úerno  on  el  iiicisi>  1 1  del  art.  66.  que  le  ordena 
«  im|HHlir  mci/f/NiVni  agix'sion  armada  de  un  estado  de  la  Union 
contra  otiv  de  la  misma  ó  contra  una  uacion  estranjera.  a  Los 
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áús  textos  se  coiresptindeii.  sin  que  pucdn  objetarse  que  en  el  se- 
giiiido  sólo  £0  traln  de  agresiones  ilinjidüs  por  las  auton lindes 
del  «stado  que  l«s  hace ;  pues  la  mniiera  de  espresarse  no  Favo- 
Kce  es»  inlerpret ación,  i  cuando  ol  gobierno  del  estado  agresor 
no  puede  ó  no  quiere  impeilir  las  hostilidades  (quo  acaso  favo- 
i-cce),  nadie  sino  el  goliiciiio  jeiieral  se  Italia  en  aptitud  do  llenar 
aquel  importante  deber. 

(¡arantla  de  derechos  indiriduaUs.  lüslos  se  espresaii  en  díex 
i  seis  incisos  del. ai't.  ih,   cuya  primera  parle  sienta  como  base 
esencial  é  invariable  de  la  Liiiion  entre  los  estados  el  reconocí' 
luietitu  i  )a  garantía,  {>orpartc  del  gobierno  jeueral  i  del  de  cada 
estado,  de  loa  derechos  que  menciona.  Pero  los  medios  consUtu- 
cionale»  de  hacer  efectivos  esos  derechos  que  se  pretende  garantir 
son  tnui  delicienles.  Lu  garantía  directa  corresponde  á  los  esta- 
dos por  medio  de  su  lejislacíon  civil  i  penal,  i  si  la  omiten,  no 
liai  medio  de  suplir  Á  semejnnte  falta.  Sólo  en  el  caso  de  que  los 
estados,  por  sus  leyes,  vulneren  los  derechos  que  deben  garantir, 
liai  el  remedio  constitucional  previsto  en  el  art.  72,  i  en  el  in- 
^MÍK  5."  del  5! ,  según  los  cuales  pueden  suspenderse  i  anularse 
^^^Ues  leyes  como  contrarias  á  la  constitución.  Pero  sí  los  fnncio- 
^^BuioB  de  los  estados  conculcan  los  derechos  que  ofrece  garantir 
^^B  arL  15  de  la  constitución,  i  si  su  responsabilidad  queda  iluso- 
^^^pl  ente  los  tribunales  del  estado  respectivo,  ningún  recurso  línal 
j^^lftdejj  Á  los  individuos  ofendidos,  que  debieran  entonces  hallar 
"i     proleccioD  en  alguna  corte  nacional. 

£n  cuanto  al  gobierno  de  la  Union,  sólo  responde  de  sus  pro- 
íos  actos,  que  son  anulables  por  la  mayoriji  de  Ins  lejislaturas 
B  los  estados,  conforme  al  art.  25,  I  siempre  que  vulneren  los 

:hos  individuales  ó  la  soberanía  de  los  estados. 
I  DeruiíaoN  de  los  derechos.  Aunque  bastante  completa  la  tabla 
•  derechos  indÍTÍdiduales  ea|iresados  en  el  art.  15,  hallamos 
vyor  precísiüM  en  la  correspondiente  de  la  constitución  vene- 
lalana  (art.  1 1),  que  hasta  ahora  nos  parece  superior  á  todas  las 
las  en  esta  malcría.  Ejemplos : 
t.*  Ini'iolabilidad  de  la  vida  humana.  Según  se  halla  conce- 
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bido  el  primer  inciso  del  art.  15  en  la  colombiana,  parece  que 
toda  la  garantía  consiste  en  no  decretar  en  las  leyes  la  pena  capi- 
tal, lo  que  consideramos  un  doble  error;  pues  además  de  que  la 
vida  se  halla  amenazada  por  los  individuos  no  menos  que  por  el 
gobierno,  las  ejecuciones  capitales  que  no  se  fundan  en  sentencia 
legal,  i  que  tan  comunes  son  en  todas  las  guerras  civiles  del 
mundo,  quedan  fuera  de  la  prescripción  constitucional.  No  hai 
duda  en  que  el  espíritu  del  inciso  es  proscribir  enteramente  el 
cadalso,  i  que  tácitamente  erije  en  delito  los  ataques  desautori- 
zados contra  la  existencia  de  las  personas ;  así  es  que  nuestra  ob- 
servación solo  se  dirije  á  la  manera  como  ha  sido  redactado  d 
toxto,  tan  honroso  por  lo  demás^para  los  constituyentes  de  Rio* 
negro. 

IWsde  1S5C  espidieron  las  cámaras  neogranadinas  un  proyecto 
de  lei  ain^iendo  la  pena  capital;  pero  objetado  por  el  ejecutivo»  i 
nunlíante  el  cambio  de  concepto  en  un  senador  cuyo  Toto  ajos- 
taba  la  mavoría  favorable,  fracasó  entonces  la  idea  como  institu- 
ciou  uacioiiaL  Varios  estados  granadinos  la  adoplaron  de  1857 
cu  adf^lante,  comenzando  por  el  de  Santander :  pero  no  vino  á 
sancionarse  )Kin  la  Tnioii  sino  en  Rionegro  i  por  el  inciso  que 
uon  \vu|vi.  Sin  previo  acuerdo  ni  discusión  alguna,  resultó  apro- 
l^do  cu  vv^acion  s^^rrvta  i  por  unanimidad,  debida  acaso  á  la 
au$ciwia  a\vidciitaK  en  aquclKv^  momentl.\^«  del  mismo  diputado 
que  lubia  cu  ISrH^  a^^rplido  Us  ol'jccionc^  c>Mitra  el  proyecto  de 
at)ucl  AiV^. 

:í/  liStritMd  ¿fütcVrsiiiba'.  LssumdiitMnte  n¿a  la  definición  que 
de clU  ve  vU  ctt  el  uwií<^  rv\  (  jk  [v&r  de  vTfcpi  env-uea  ^  1  k  Decir 
^uc  U  hlxHl^d  ¿c  utto  t,v«c  íí.^.^  p*.Y  IlolíKs  la  libertad  de  otro, 
es  ^víttíit  uíu  vwvji  |\Nr  U  vvt«  :::s?ttii.  i  ie^aRNl^  a  oscuras,  la 
liU>cvVs  e^  U  <jk:\)k»:uA  viW  ¿cíwcv.  i  ¿e  es^MS^  hKta  donde 

para 
dede- 


e>4e  >A^  »^we  s-^s  ci  ,¿>*.'  ,;<  Xv^  :f^wix*ts  j  ^\'a»¿vM»¿:^  {>ri>piars 
Cx  ^>»*;x\v'v  >5C  í^»,^!^--  4.>  ;jt!kt¿  vj».W^  c^'íko;  auib^r  c>j«]|lcU>  d 
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rechos,  i  entonces  prevalecerá  el  más  ímportanto.  Ni  es  mejor  la 
M'^unilu  delínicioQ  del  inciso  5."  (\ue  ta  primera.  En  uso  de 
mientra  libcriadú  de  nueslru  derecho,  podemos  ejecutar  actos  que 
■  .lusen  daño  á  otro  individuo  ó  á  la  comunidad ;  pero  daño  im- 
l»Tcepliblc  si  se  compara  con  lu  f^scclencía  del  derecho  prererído. 
(guando  prohibimos  el  paso  por  nuestra  heredad,  i  obligamos  á 
ilnr  un  gran  rodeo  á  los  caminantes  entre  dos  poblaciones  cerca- 
nas, ciertamente  causamos  un  daño,  usando  de  nuestro  derecho, 
pera  este  prevalece,  porque  es  superior. 

5-°  Seguridad  personal.  Mui  deíiciente  nos  parece  el  inciso  4." 
^e  la  Consagra.  El  14  de  la  constitución  venezolana  es  mucho 
'uñ»  detallado  ¡  comprensivo,  i  no  vacilamos  en  preferirlo.  Pero 
la  idea  cuya  omisión  nos  parece  mas  notable  es  la  de  que  no 
pueda  deteneriie  á  nadie,  ni  aun  por  delito,  ú  no  precede  prueba 
completa  del  hecho  i  vehementes  presunciones  cuando  menos  del 
iiulor.  También  debiera  consagrarse  el  principio  de  que  nunca 
tcn^a  lu^'iir  la  prisión,  si  se  otorga  Gaiiza  proporcionada  ú  los 
mtereses  amenazados  por  la  fuga.  Esta  será,  en  el  mayor  número 
de  los  casos,  una  verdadera  pena  que,  agravada  con  el  importe 
de  la  fianza,  retraeía  al  presunto  reo  de  eludir  la  acción  de  la 
justicia. 

4.°  Propiedad.  Aunque  garantida  por  el  inciso  5,",  que  solo 
admite  las  escepcíones  acostumbradas  i  plausibles,  ha  quedado 
ti  dewubierlo  en  punto  á  etipropiacion  por  causa  de  utilidad  pú- 
decrelnda  en  tiempo  de  guerra,  pues  entonces  permite  que 

indeninixacion  no  sea  previa.  Es  la  única  constitución  en 
que  hemos  visto  dar  entrada  ñ  semejante  ¡dea,  verdaderamente 
cspoliatoria,  i  tanto  más  estraña  cuanto  es  innecesaria.  Por 
punto  jeuural,  In  expropiación  no  es  admitida  sin»  de  bienes  rai- 
para  obras  de  utilidad  pública,  cuando  los  propií'tariosre- 
vender  ñ  un  precio  razonable;  de  manera  que,  en  vez  de 
■piucion,  no  debería  llamarse  sino  venta  obligada.  Cuando 
se  aplica  á  objetos  muebles  que  no  se  pagan,  no  es  sino  un  em- 
présÜlu  forznsn,  que  la  constitución  colombiana  ha  pretendido 
ta  ana  forma,  dqindolo  subgJBtir  en  otra.  Para  poder 
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tomar,  en  tiempo  de  guerra,  todo  lo  que  sirva  á  ejecutarla,  se  ha 
dejado  en  la  tabla  de  garantías  constitucionales  el  feisimo  lunar 
que  atacamos,  i  que  quisiéramos  ver  borrado  sin  dilación  para 
honra  del  país.  Nunca,  en  ningún  caso,  debe  tomarse  la  propie- 
dad ajena  sino  cuando  ellüy  el  objeto  determinado  que  la  consti- 
tuye, es  necesario  para  una  obra  pública,  i  nunca,  en  ningún  caso, 
debe  hacerse  sin  previa  indemnización.  Toda  medida  en  contra- 
rio es  espoliatoria,  désele  el  nombre  que  se  quiera  i  el  disfirax 
que  parezca  más  injenioso. 

b."^  Libertad  de  la  palabra.  Mucho  se  ha  combatido  la  esten- 
sion  de  esta  libertad,  que  el  inciso  7."  consagra  en  cuanto  sirve 
de  espresion  del  pensamiento.  Pero  no  entendemos  que  ella  se 
refiera  á  toda  clase  de  espresion,  i  antes  bien  opinamos  que  no 
se  pretende  allí  autorizar  el  empleo  de  ciertas  palabras,  con  las 
cuales  el  digno  objeto  del  inciso  nada  tiene  que  ver.  Si  en  varios 
países  ha  querido  consultarse  la  decencia  pública  prohibiendo 
fumar  en  las  calles  i  lugares  de  reunión,  ¿  por  qué  no  se  prohi- 
birán las  espresiones  obscenas,  los  gritos  descompasados,  que 
mortifican  los  oidos  de  las  personas  pudorosas  i  turban  el  sosiego 
de  los  concurrentes  ?  Tampoco  es  admisible  la  libertad  absoluta 
en  el  uso  de  la  palabra,  cuando  ésta  se  dirijo  á  los  funcionarios 
públicos  en  las  relaciones  oficiales  que  con  ellos  se  tienen.  Las 
espresiones  descomedidas  ó  irrespetuosas  son  propias  para  atraer 
el  menosprecio  de  la  autoridad,  cuya  misión  se  compromete  en 
grado  superlativo,  si  no  se  le  rodea  del  acatamiento  que  es  com- 
patible con  el  uso  Icjítimo  i  necesario  del  derecho  cuya  protec- 
ción les  está  encomendada.  Pero  una  i  otra  escepcion  se  refieren 
á  los  reglamentos  de  policía  más  que  á  la  lejislacíon  penal,  cuyo 
alcance  no  debe  pasar  de  las  acciones  como  único  material  délos 
delitos. 

Intervención  en  ¡os  estados.  Para  los  casos  de  conmoción  in- 
^rior  de  un  estado,  sin  traspasar  sus  limites,  i  con  miras  pura- 
mente domésticas,  la  conslitucion  no  da  cspresamente  al  gobierno 
la  facultad  de  intervenir  apoyando  el  orden  constitucional  del 
estado  :  facultad  cuyo  lugar  seria  el  art.  i  7,  en  donde  se  espe- 
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EÍficiiii  lus  oliji'tus  que  se  encar^'nn  al  gobierna  jencral.  Peni  Uní- 
í  *e  ha  consignado proiiiliicion  de  intervenir,  i  por  lanío,  no 
míos  im|>C(lini^nto  para  que  la  lei  confiera  aquella  potestad  »i 
I  eitlímare  necesaria. 

'  Por  lomónos  es  eierto  que  no  Iiui  en  la  constitución  L'oloni- 
bianfl  un  articulo  equivalente  ni  101  de  la  venezolana,  que  dice : 
k  Ni  el  ejecutivo  naciunal  ni  los  de  los  estados  pueden  Icner  in- 
tervención ariuadü  en  las  contiendas  duiuéíticas  de  un  estada  : 
bAio  iüB  c*  permitido  ofrecer  sus  buenos  oficios  para  dar  á  iique- 
t  una  solución  pacifica,  u  I  por  tnnto,  pudiera  ta  lei  sancionar 
Q  principio  análogo  al  de  In  eonstilucion  de  ios  Estados  [Iiiidbs  en 
:  Hocciun  4.'  del  art.   4.",  i  que  es  coma  signe:   «    Lus  esta- 
s  llDÍdnii  garantizan  á  cada  uno  de  Ioh  estados  de  la  Union  una 
ma  republicana  de  gobierno,  Í  los  protejerán  contra  cualquiera 
I,  i  á  ilicitud  de  la  lejialatura,  ó  del  ejecutivo  cunndo  la 
ülaluru  no  pueda  ser  convocada,  contra  lo3di?turbio!>  domes- 


Lejos  de  eso,  una  lei  de  1<>  de  abril  de  181)7,  llamada  de  r!rr/en 
público,  interpretó  virtunlinente  la  constitución  sobre  lan  grave 
maletia,  consignando  en  dna  artículos  estas  disposiciones ; 
c  1.*  Cuando  en  algún  estado  f^e  levante  una  porción  cualquiera 

t O  ciudadanos  con  c!  objeto  de  derrocar  el  gobierno  esi«tcnle  i 
rganiíar  otro,  el  gobierno  de  la  llnion  deborii  observar  la  niiSs 
slricta  neulralidadentre  los  bandos  belijeraules.  2.*  Mientras  dure 
I  guerra  civil  en  un  estado,  el  gobierno  de  la  Union  mantendrá 
lis  relaciones  con  el  gobierno  constitucional,  hasta  que  de  hecho 
flys  sido  desconocida  su  autoridad  en  todo  el  lerritorio;  i  reco- 
ocerá  al  nuevo  gobierno  luego  que  se  baya  organizado  conforme 
1  inciso  1  .*,  art.  8."  de  la  constitución.  »  Varias  tentativas  hechas 
Cn  los  congresos  1868,  1871  i  otros,  para  obtener  declaraciones 
lejíllativas  en  el  sentido  de  la  intervención,  fracasaron  ;  i  el  prin- 
apto  de  la  neutralidad  quedó  en  pié,  tal  como  lo  babia  definido 
a  lei  que  dejamos  copiada. 

Abrogóse  al  fin  en  1 876  ,  pero  nada  se  lo  soslituyó ;  porque 
■  majnrla  obtenida  para  suprimirla,  insulíciente  para  establecer 
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un  principio  opuesto,  constaba  en  parte  de  los  diputados  que, 
abogando  por  la  neutralidad,  negaban  al  congreso  la  facultad 
de  lejislar  en  la  materia.  Pasaba  esto  al  comenzar ,  por  una  re- 
vuelta local  en  el  estado  del  Cauca,  la  rebelión  conservadora  de 
que  hemos  hablado  al  fin  del  capitulo  anterior ;  i  se  quería  pro- 
bablemente, á  lo  menos  por  muchos  de  los  que  contribuyeron  á 
abrogar  la  lei  de  1867,  que  el  ejecutivo  tradujese  aquel  acto  por 
una  implícita  autorización  para  intervenir  en  la  contienda  que 
amagaba  tomar  grandes  proporciones.  Una  i  otra  cosa  sucedieron. 
El  ejecutivo,  pensando  como  nosotros  que  la  constitución  no  lo 
prohibe,  i  que  es  de  suma  importancia  apoyar  el  gobierno  de  un 
estado,  objeto  de  una  sublevación,  dio  pasos  que  implicaban  su 
intención  de  sostener  el  gobierno  del  Cauca.  Pero  esto  mismo 
precipitó  la  revolución  jeneral  conservadora,  que  no  aguardaba 
probablemente  sino  ocasión  i  protesto  para  manifestarse. 

No  cabe  duda  en  que  el  silencio  de  la  constitución  de  Rione- 
gro,  igual  en  esto  á  la  de  la  Confederación  Granadina,  se  ha 
estimado  equivalente  á  una  prohibición  absoluta  de  intervenir, 
lo  que  impediría  lejislar  en  un  opuesto  sentido.  Mas  sea  de  ello 
lo  que  fuere,  la  esperiencia  del  modo  como  se  aplicó  el  principio, 
desde  la  primera  revuelta  en  el  estado  del  Magdalena  á  fines  de 
1857,  prueba  que  él  da  siempre  ansa  á  la  arbitrariedad  del  go- 
bierno nacional,  que  ha  apoyado  casi  siempre,  de  una  manera 
encubierta  ó  franca,  i  con  diversos  protestos,  ya  á  los  gobiernos 
ó  ya  á  los  rebeldes  en  los  estados.  La  obligación  impuesta  de  sos- 
tener invariablemente  al  gobierno  constitucional  de  los  estados 
contra  toda  tentativa  revolucionaria,  al  paso  que  quitaria  al  de 
la  Union  toda  ocasión  de  parcialidad,  reduciría  al  mínimo  po- 
sible lasprobalidades  de  esas  tentativas ;  pues  los  revolucionarios 
verían  muí  poca  esperanza  de  buen  éxito,  teniendo  contra 
sí  todas  las  fuerzas  nacionales  en  manos  del  gobierno  de  la 
Union. 

Para  muchos  será  una  enormidad  este  nuestro  concepto,  que 
se  opone  á  la  absoluta  soberanía  de  los  estados ;  pero  vimos  antes 
que  esa  soberanía  es  susceptible  de  más  i  de  menos,  i  que  en- 
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incntra  su  It milc  allí  donde  cesn  du  corres|)undcr  a  los  objetos  pro- 
E  la  lederacioti.  Tiene  ésta  una  doble  mira,  cual  es  ron- 
sutLir  el  dpsari'olln  de  los  intereses  peeuliai'cs  ;i  los  estados 
[toniéiidotos  en  las  manos  que  mejor  pueden  conocerlos,  i  d.irse 

(b  fuerza  necesaria  para  la  seguridad  esterior  i  la  paz  doméstica, 
kjar  que  en  los  eaUíiIos  se  eternice  el  desorden  por  incapacidad 
¡lo  sus  gobiernos  para  conjuraiio,  es  caminar  en  un  sendero  dia- 
metraimenttí  opuesto  al  que  se  pn)poiie  la  federación ;  i  por  eso 
iieda  vemos  mas  contrario  al  sistema  mismo  que  se  quiso  desar- 
rollar en  la  constitución  de  Itiooegro,  que  el  principio  de  no 
intervención  en  los  estados  durante  sus  interminables  revueltas, 
fomentadas  considerablemente  en  virtud  de  aquel  oiro  prin- 
cipio que  los  autoriza  para  mantener  fuerza  pública  en  número 
idefiaido. 

Ni  se  aviene  con  oti-os  principios  constitucionales  el  que  veni- 
«  combatiendo.  En  efocto,'  sí  los  estados  deben  organizarse 
informe  á  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  repre- 
nlalivo,  alternativo  i  responsable  (inciso  I .".  art.  8."),  no  res- 
I  mucbo  esa  aspiración  un  principio  que  abandona  ásu  pro- 
■  suerte  laadnrinistracion  de  un  estado,  presa  de  la  guerra  civil, 
adonde  la  misma  guerra  obliga  al  despotismo,  electo  también 
)  ¡necesario  del  triunfo  <le  la  rebelión,  por  un  tiempo  conside- 
ible.  ¿  Hasta  cuándo  debe  prudencial  ¡  constitucionalmentc  es- 
rel  gobierno  de  la  Union  á  que  se  organice  conforme  al  inci- 
so 1.*  del  art.  8."  un  estado  á  quien  la  revolución  armada,  i 
sólo  ella,  ba  quitudo  su  organización  republicana  entregándolo 
^_^Í  ilespolismo  vencedor  en  temeraria  lid  ? 
Hb  Otn  observación  no  menos  jnsla  se  presenta  en  vista  del  in- 
^HboS.'nrt.  20  de  la  constitución,  según  el  cual  <■  las  autoridades 
^Te  loe  estados  lo  son  también  del  orden  federal  en  lodo  lo  que 
reijuiera  mundo  ú  jurisdicción;  i  deben  por  tanto  cumplir,  bajo 
I     estricta  responsabilidad,  que  les  cxíjírán  los  altos  poderes  fcde- 
Ues,  confurmc  á  esta  constitución  i  las  leyes  de  la  materia,  los 
^eres  que  aquéllos  les  impongan  según  sus  facultades.  »  Si  es 
I  desventaja  para  la  administración  nacional  tener  por 
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ajenies  autoridades  que  le  son  enteramente  eslraáM,  sube  de 
punto  cuando  esos  ajentes  han  sido  creados  por  la  revuelta  ar- 
mada victoriosa.  Ni  se  diga  que  el  gobierno  nacional  aguarda  á 
que  se  legalice  la  situación  revolucionaria  para  enteaderse  eoo 
sus  nuevas  autoridades:  1.*^,  porque  esa  situación  puede  prolon- 
garse, i  entre  tanto  carece  de  ajentes  en  el  estado  el  gobieroo  de 
la  Union ;  i  2/,  porque  no  hai  partido  ni  corifeos  que  teniendo 
fuerza  para  derrocar  un  gobierno  i  establecer  otro,  carezcan  del 
personal  indispensable  é  ignoren  las  fórmulas  precisas  para 
redactar  una  constitución^  que  en  nada  mejora  sus  títulos  al 
poder. 

No  nos  parece  inoportuno  citar,  con  este  motivo,  el  art.  46 
del  acta  federal  de  1811,  que,  aunque  con  rodeos,  atribuye  al 
congreso  la  decisión  de  las  cuestiones  entre  los  bandos  que  se 
disputen  el  poder  en  una  provincia.  Hé  aquí  su  contexto,  a  Los 
pueblos  disidentes  de  una  provincia  deben  sujetarse  al  voto  de 
la  pluralidad  del  cuerpo  político  de  quien  son  parte ;  pero  si  se 
suscitaren  diferencias  entre  dos  partidos  igualmente  poderosos 
que  no  pueden  conciliarse  amistosamente  entre  si,  i  que  exijan 
una  decisión  formal  de  tercero  imparcial,  no  habiéndose  convenido 
áutes  en  bases  ó  leyes  fundamentales  que  decidan  la  cuestión,  i  en 
cuyo  caso  se  estará  precisamente  á  ellas,  se  someterán,  antes  que 
venir  al  peligroso  i  siempre  funesto  recurso  de  las  armas,  á  la  re- 
solución del  congreso ;  que  sin  injerirse  en  lo  que  no  sea  de  su 
particular  inspección,  arreglará  tan  imparcial  como  amistosa- 
mente sus  disputas,  sujiriendo  todos  los  medios  de  conciliación, 
i  prescribiendo  últimamente  las  reglas  que  deberán  observar.  » 
Razonando  con  todo  rigor,  no  podrá  defenderse  la  neutralidad 
del  gobierno  nacional  cu  las  luchas  domésticas  de  los  estados, 
sino  dando  por  sentado  que  la  intervención  ahogaría  la  opinión 
pública  de  un  estado  oprimido,  i  sostendría  al  gobierno  opresor, 
espuesto  de  otro  modo  á  los  efectos  saludables  de  la  revolución. 
Por  este  medio  quiere  colocarse  al  gobierno  de  los  estados  fede- 
rales en  el  mismo  predicamento  que  el  de  las  naciones,  cuya  per- 
sonalidad estci  admitida  en  la  familia  humana.  Pero  estD  posición 
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s  tadones  ó  entidades  íitdpjiendíenti^s  no  es  un  beneficio, 
>  ana  dtistentaja  que  tu  federación  Iruta  de  sulisanar.  Jcneral- 
nlfi  bablaiido.  la  revuelta  es  un  mal,  i  cuando  hni  yn  la  garan- 
]  yoliiyrno  fiopulnr,  electivo,  represenlativo,  alternativo 
jesponüable,  dada  por  el  gobierno  de  la  Union,  según  el  inciso 
nslitucioiiiil  lintes  citado,  ¿  qué  objeto  biudable  pudiera  tener 
í  revolución  armada  ?  No  se  cite  el  caso  de  un  partido  que, 
•poyado  en  leyes  electoi-ales  viciosas,  escluya  á  sus  contrarios  de 
ia  participación  en  eJ  [loder.  El  estado  que  sufriese  una  situación 
■emejsnte  no  estaría  organizado  conforme  á  los  principios  del 
Btbierno  popular  representativo,  alternallvo  i  responsable;  sus 
¡cious  leyes  deberían  anularse  conforme  ú  la  constitución,  i  el 
a  de  los  poderes  nacionales,  al  resolver  esas  cuestiones, 
ña  siempre  mas  respetable  que  el  del  partido  aspirante  que  Isa 

U)*Íesc. 
iBwqaeinos  en  el  orden  constitucional,  i  sólo  allí,  la  solución 
i  todos  las  cuestiones  ardientes,  qne  con  tanta  facilidad  seiso- 
Uten  hoí  a  la  decisión  de  las  armas.  Sin  uu  propósito  firme  de 
B  hombres  inlluenles  en  la  política  colombiana,  la  guerra,  con- 
vertida en  situación  normal,  i  á  que  ya  se  debe  burla  ruina  i 
II  bario  descrédito,  acabará  por  barbarizarnos.  Nada  ¡mas  triste  que 
I^H  circulo  vícioíto  en  que  jiran  los  aspirantes  al  poder,  ompeiia- 
^^■H  eu  subiíiglir,  por  la  guerra,  de  un  tesoro  público  que  la 
H^Berra  mantiene  exhausto.  Empiece  la  paz,  la  paz  á  todo  trance, 
''I  i  levantar  la  industria,  á  minorar  los  gastos,  .''i  organizar  la  ha- 
cienda, á  crear  el  crédito,  á  formar  el  tesoro ;  i  con  estos  elemen- 
«  administren  b  cosa  pública  los  llamados  por  sus  aptitudes, 
n  la  coniititucion  i  las  leyes.  Fuera  de  estas  nociones,  triviales. 
^vranUd,  pero  olvidadas  ó  desestimadas  en  Colombia,  no  tar- 
i  en  tocar  la  sima  ú  donde  lleva  con  rapidez  el  ominoso 
0)0  inclinado  que  recorremos  (1). 


I  (l|    Cunto  wnuilor  por  Pmtini.  tutu  oíasiun  el  aulor  de  (jlscurrir  mis  Inr- 
MiMoto  tobru  Fsli  iiinieria  en  un  infonue  fepliudo  á  tS  de  ibril  de  1871,  j  pii' 
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Independencia  judicial  de  los  estados.  En  la  constitución  de 
1858  se  dio  á  la  corte  suprema  federal,  por  el  inciso  9/  del  ar- 
ticulo 49,  la  atribución  de  revisar,  en  un  recurso  posterior  á  todas 
las  instancias  surtidas  en  los  tribunales  de  los  estados,  las  senten- 
cias pronunciadas  en  negocios  que  afectasen  á  estranjeros  ó  á 
ciudadanos  de  diversos  estados.  Esta  atribución,  que  según  el 
texto  constitucional  parecia  versar  únicamente  sobre  las  senten- 
cias defmitivas  pronunciadas  en  negocios  civiles,  se  estendió  por 
una  intepretacion  legal  á  los  asuntos  criminales  i  á  toda  suerte 
de  providencias.  Quedó,  portante,  la  administración  de  justicia, 
en  los  estados,  aun  más  restrinjida  que  bajo  el  réjimen  provin- 
cial, siempre  que  se  trataba  de  asuntos  en  que  una  parte  era 
ciudadano  estranjero,  ó  las  dos  pertenecian  á  distintos  estados 
de  la  Confederación. 

No  carecia  de  buenos  fundamentos  el  texto  de  la  constitución 
neogranadina,  imitación  del  inciso  1.°,  sección  2.',  art.  3.*^  de 
la  constitución  norte-americana ;  pero  la  estension  que  se  le  ha- 
bia  dado  posteriormente  habia  hecho  mui  gravosa,  para  los  esta- 
dos lejanos  de  la  capital,  la  intervención  acordada  á  la  corte  su- 
prema. I  como  las  razones  en  que  ésta  se  apoyaba  no  eran  con- 
cluyentes,  prevaleció  en  Rionegro  la  opinión  contraria,  como 
se  ve  por  el  art.  21  de  la  constitución  allí  sancionada.  Cúponos 
una  gran  parte  en  la  reforma,  que  sostuvimos,  entre  otras,  con 
las  siguientes  observaciones  consignadas  en  un  escrito  de  aquélla 
época : 

«  Para  fundar  el  principio  que  combatimos  (el  de  la  interven- 
ción judicial)  se  ha  alegado  por  sus  sostenedores  el  peligro  de  que 
los  tribunales  de  los  estados  envuelvan  al  gobierno  nacional  en 
reclamaciones  odiosas,  si  con  sus  sentencias  niucsín  injustamente 
los  intereses  de  subditos  estranjeros ;  i  la  posibilidad  de  que,  por 
pura  antipatía,  ofendan  los  intereses  de  ciudadanos  pertenecien- 
tes á  otros  estados.  Conrcsamos  que  nunca  hemos  podido  com- 
prender la  fuerza  de  estas  observaciones. 

x>  ¿  Quiere  significarse  que  la  corte  suprema  nacional  da  mayo- 
res garantías  de  justicia  i  acierto  que  los  tribunales  de  los  esta- 
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dos,  ¡luii  tos  (le  primera  categüHa?  Esa  aserción,  aun  cuando  no 
e^luvicsc  coiitradicba  por  los  hechos  (que  en  tod,-ig  las  épocas  de 
nuestra  corta  historia  nos  han  dado  á  conocer  resoluciones  de  la 
corte  suprema  que  no  honr,irian  á  un  juzgado  parroquial),  esa 
aserción,  decimos,  heriria  de  muerte  la  federación  misma.  ¡Cómo! 
Se  entrega  i  confia  á  los  Iribunales  de  los  estados  cuanto  hai  de 
precioso  para  el  ciudadano  (vida,  honor,  propiedad,  familia),  con 
tal  que  sea  del  mismo  estado  en  donde  ha  de  someter  á  juicio  to- 
dos esos  bienes;  i  no  puede  confiarse  de  igual  modo  lo  que  atañe 
al  extrajere  ó  al  ciudadano  de  otro  estado  granadino,  aun  cuando 
solo  se  trate  de  una  demanda  por  veinte  pesos,  ó  de  una  causa 
por  leves  injurias!  Aquí,  como  otras  veces,  después  de  sentado 
un  gran  principio,  el  de  la  soberanía  (1 )  de  los  estados  federales, 
se  le  anula  por  escepcioncs  sucesivas,  que  prueban  la  poca  con- 
fianza que  en  el  principio  se  tiene,  ú  el  imperfecto  conocimiento 
de  lo  que  le  constituye  Í  pertenece. 

»  ¿Quiere  decirse  que  la  corte  suprema  nacional  tend^  mayor 
interés  i  mayor  cuidado  en  evitar  los  casos  de  reclamaciones  ex- 
tranjeras, fundadas  en  sentencias  de  los  tribunales,  que  el  res- 
pectivo gobierno  reclamante  considere  injustas?  No  hai  sino  un 
medio  de  conjurar  semejante  peligro,  i  es  sentenciar  siempre  en 
favor  del  extranjero  cuando  litiga  con  el  nacional.  Absurda  como 
es  la  medida,  será  naturalmente  la  que  se  ofrezca  al  ánimo  de 
los  majistrados  jueces,  si  ellos  se  penetran  del  objeto  de  la  atri- 
bución que  ejercen.  Soltre  todo,  es  cierto  que  la  emplearán  en  los 
casos  de  duda,  i  la  duda  se  presentará  sin  advertirlo  cuando  los 
grandes  intereses  del  país,  su  dignidad  i  su  tesoro,  se  ballaa 
comprometidos. 

»  Pai'a  evitar  el  peligro  de  injustas  reclamaciones  eslranjeraa 
{porque  las  justas  no  deben  evitarse),  basta  sentar  en  la  consti- 
tución, en  vez  de  contraprincipios  c  inconsecuencias,  un  prin- 
cipio trivial  i  esencial  á  la  organización  de  lodo  gobierno,  á  saber. 
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que  lio  ha  lugar  á  reclamaciones  contra  sentencias  definiÜTas 
pronunciadas  por  jueces  competentes,  i  observando  todas  las  lejes 
procedimentales.  De  esta  suerte,  el  extranjero,  como  el  nacional, 
sabrán  que  su  derecho  se  limita  á  perseguir  los  procedimientos 
arbitrarios,  Ibs  ataques  desautorizados  á  las  garantías  indÍYidua- 
les,  i  que  no]  se  estiende  á  desvirtuar  la  proverbial  i  universal 
eGcacia  de  un  fallo  definitivo  arreglado  á  las  leyes.  » 

Como  correctivo  del  principio  admitido  en  el  art.  12,  la  cons- 
titución colombiana  obliga  allí  mismo  á  los  estados,  cuyos  fun- 
cionarios violen  las  garantías  individuales,  á  responder  por  las 
reclamaciones  á  que  los  actos  violatorios  dieren  lugar,  i  esto  es 
ya  un  encaminamiento  por  la  buena  senda ;  pues  bien  se  deduce 
que  no  hai  disposición  á  atender  otro  linaje  de  reclamaciones,  aun 
cuando  procedan  de  sentencias  de  los  tribunales  de  los  estados. 

Independencia  relijiosa.  Fué  decretada  desde  1853  la  disolu- 
ción de  aquel  pacto,  espreso  ó  tácito,  en  virtud  del  cual  la  iglesia 
i  el  estado  se  protcjian  mutuamente.  No  teniendo  el  clero  nada 
que  esperar  del  gobierno,  i  poco  que  temer  abroquelado  con  el 
sentimiento  relijioso  de  las  masas,  fué  poco  escrupuloso  en  su 
acatamiento  á  la  autoridad  del  gobierno,  especialmente  después 
de  entronizado  por  la  revolución  el  partido  liberal.  Varios  actos 
del  nuevo  gobierno  fueron  resistidos,  alegando  derechos  de  la 
Iglesia,  aun  en  asuntos  temporales,  que  se  hallaban  en  oposi- 
ción con  las  providencias  censuradas. 

Tal  es  el  orfjen  del  art.  23  de  la  constitución,  según  el  cual 
deben  inspeccionarse  los  cultos  en  obsequio  de  la  sebera, 
nía  nacional  i  de  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  pero  en  la 
forma  que  determine  la  lei.  Dióse  una  en  1864,  que  sometia  el 
clero  á  cierto  juramento  de  obediencia  á  las  leyes  ;  pero  hallán- 
dose probablemente  que  aquel  acto,  por  ser  especial,  era  veja- 
torio i  que  ninguna  seguridad  podia  ofrecer ,  hallándose  igual- 
mente que  muchos  prelados  rehusaban  prestar  el  juramento,  i 
por  la  leí  teman  que  abandonar  el  país  con  gran  turbación  de 
las  conciencias  i  peligro  para  el  orden  público,  la  lei  fué  derogada 
tres  años  después,  i  ninguna  otra  se  le  ha  sostituido. 
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ttericiitcs  nrlús  Je  proU-sta  contra  leyes  naciunnlo^  |ioi'  s 
mienibi-os  del  clero  superior,  han  ¡nfundído  la  idea  de  reproducir 
di«{>os¡cionc3  nnálogas  a  tas  (jue  existieron  ¡  fueron  eliminadas  ; 
pero  en  verdad,  nunca  hemos  creído  que  haya  necesidad  alguna 
de  lejislar  especinlnientc  pnra  reprimir  cualquier  lentaliva  sedi- 
ciosa del  clero.  Las  leyes  penales  ordinarias  son  mui  suficicnles, 
«'  '  lo  más  requieren  adaptarse  rigorosamente  al  nuevo  sistema 
[tico  del  pata.  Toda  medida  preventiva  i  escepcional  tomadií 
itra  el  clero,  es  odiosa  i  ocasionada  a  disturbios  que  vale  la 
in  de  evitar.  Al  cabo  no  hai  sino  dos  soluciones  posibles  para 
la  cuestión  relijiosa :  una,  es  la  adopción  de  una  iglesia  nacional, 
patrocinada  eficazmente  por  el  gobierno,  dependiente  de  él  c  ins- 
pirada por  él  mismo;  otra,  es  la  absoluta  libertad  de  todas  las 
sectas,  i  la  igualación  de  sus  ministms  con  todos  los  ciudadanos 
en  el  tratamiento  que  hayan  de  recibir.  Cuando  no  se  cree  con- 
veniente ú  oportuno  el  primer  arbitrio,  hai  que  entregarse  coit- 
fiadamentc  al  segundo.  Cierto  es  que  el  clero  tiene  desmesurada 
influencia  sobre  el  pueblo,  i  que  de  ella  suele  abusar  en  daño  del 
respeto  que  se  debe  á  los  actos  del  gobierno  civil;  pero  eso  no 
hace  necesaria  una  lejÍslacÍon  especial  provocadora,  ^ino  el  esla- 
icimientu  de  penas  adecuadas  á  la  gravedad  de  las  faltas  una 
m  cometidas. 

íara  mejor  apreciar  la  situación  del  gobiei-no  colombiano  res- 
9  del  clero,  conviene  observar  que  las  pi-oteslas  i  resistencias 
I  último  han  versado  principal,  si  no  únicamente,  sobre  las 
B  de  redención  de  censos  i  desamortización  de  bienes  dcsti- 
9  al  culto,  ¿  De  dónde  procede  eso  ?  la  razón  aparente  que- 
filado  el  clero  es  la  falta  de  derecho  en  el  gobierno  para  san- 
ur  esas  leyes;  pero  sin  negar  que  el  clero  deQcnde  con  lena- 
lad  todos  los  privilcjios  de  que  ha  estado  en  posesión,  i  que 
Hínocicndo  el  espíritu  del  siglo  se  aferra  al  pasudo  con  cegué- 
incomprensible,  tenemos  la  convicción  de  que  su  acti- 
tud habría  sido  muí  distinta  si  el  crédito  del  gobierno  le  hubiese 
inspirado  una  conüanza  que  desgraciadamente  nadie  puede  abrí- 
nr.  Teniendo  como  licne  la  persuasión  de  que  sus  capitales  n 
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le  traerán  ya  el  rédito  en  que  fincaba  la  subsistencia^  no  puede 
esperai*se  que  contemple  las  medidas  que  los  traspasan  al  tesoix) 
nacional,  sino  con  el  mismo  sobresalto  que  sentiría  un  deposi- 
tante en  un  banco  á  la  noticia  de  suspensión  de  pagos.  Pedir  al 
clero  que  se  haga  indiferente  á  los  riesgos  que  serian  alarmantes 
para  cualquiera  otro  sor  humano,  es  suponerle  un  desprendimiento 
que  nunca  ha  tenido  i  que  no  debe  esperarse. 

Actos  inconslUucionales.  Aquéllos  que  procedan  del  congreso 
ó  del  poder  ejecutivo  nacional,  i  que  sean  viólatenos  de  los  de- 
rechos garantizados  en  el  art.  15,  ó  de  la  soberanía  de  los  esta- 
dos ,  c<  pueden  anulai^e  por  el  voto  de  éstos  espresado  por 
la  mayoría  de  sus  respectivas  lejislaturas  »  (art.  25).  Re- 
nunciamos á  exponer  i  contestar  algunas  interpretaciones  ar- 
bitrarías de  que  este  artículo  ha  sido  objeto.  Ese  procedi- 
miento seria  infinito,  al  comentar  un  instrumento  nacido  en 
medio  de  la  exaltación  política,  que  aún  no  amaina,  i  expuesto  al 
capricho  de  la  polémica,  que  tanto  sobresale  en  el  carácter  colom- 
biano. Entrando  por  lo  mismo  al  fondo  del  asunto,  es  claro  que 
por  la  atribución  que  nos  ocupa  ha  querido  convertirse  en  prin- 
cipio constitucional  la  opinión  sostenida  por  el  partido  oposicio- 
nista en  1859,  con  ocasión  de  algunas  leyes  de  aquel  año,  califi- 
cadas de  inconstitucionales  por  cinco  lejislaturas  de  otros  tantos 
estados.  Pero  así  como  creemos  que  el  congreso  tuvo  entonces 
obligación  moral  de  revocar  i  alterar  esas  leyes,  contra  las  cuales 
habia  tan  respetables  votos,  dudamos  que  las  lejislaturas  de  los 
estados  sean  el  poder  más  propio  para  dar  un  fallo,  en  el  que  pue- 
den hallai*se  directamente  interesadas.  La  función  qne  se  les 
confiere  es  de  naturaleza  judicial,  i  estaria  mejor  en  la  corte  su- 
prema, que  realmente  la  tiene,  á  lo  menos  en  parte,  por  el  in- 
ciso C.°  del  art.  71.  Él  le  atribuye  la  facultad  de  decidir  las  cues- 
tiones que  se  susciten  entre  los  estados  de  la  Union  i  el  gobierno 
jeneral  sobre  competencia  de  facultades,  i  no  es  otra  la  cuestión 
promovida  cuando  se  alega  que  un  acto  del  congreso  ó  del  poder 
ejecutivo  nacional  es  contrario  á  la  soberanía  de  los  estados.  Pero 
esta  atribución,  como  la  equivalente  en  la  constitución  de  58, 


FtKI'l'FlUCi  DE  cnioHim  »:. 

lonido  In  m.iln  suerte  de  pnsar  ¡napcrcibidn ,  como  unn 
planta  medicinal  (¡iie  esluvicsQ  oculUi  en  el  coiMzon  de  un 
bosque. 

Nada  se  ha  csUluido  püm  invnlídnr  los  actoi^  lejislativos  ó  eje- 
■tivos  nacionales  que  se  opongnn  í  la  constitución,  fuern  de  los 
Jsos  esprosadoa  cu  eJ  nrt.  25.  En  los  Estados  Unidos  del  Norte 
■  corte  suprema  su  cree  autorizada  por  el  tenor  del  inciso  í.°, 
2.',  art.    3.",  i  del  inciso  ^,°,   ort.  íi.',  pora  declarar 
bplicable   una   te¡  del  congrego  que  repule  inconstitucional; 
1  BÓlo  cuando  ocurra  un  caso  práctico  de  naturaleza  judicial 
B  quelalei  liayíi  de  aplicarle.  En  todos  ios  dem.Í9  casos  ella  prcs- 
mdc,  i  se  declara  íncomjwtente,  como  sucedió  con  motivo  de 
II  reclamo  de  los  estados  de  Hississippi  i  (¡corjia,  que  prcten- 
dinn  invalidar  la  lei  llamada  de  reconslrucciotí,  según  la  cual 
los  estados  que  se  rebelai-on  en  186Ü  eran  mantenidos  fuera  de 
la  ünion  i  gobernados mililarraente.  La  corle  declaró,  que  seme- 
jante cuestión,  i  todas  tan  análogas,  son  simples  cuestiones  potí- 
ticjis.  en  que  ella  nada  tiene  que  hacer,  cuando  se  presentan  de 
una  manera  abstracta,  i  sin  referencia  á  ninguna   controversia 
personal  6  vnl,  sometida  en  la  forma  ordinaria  á  los  Iribunales, 
XcCn  que  la  rorte  puede  por  apelación  tomar  conocimiento  del 
poto. 

Tal  ha  sido,  en  cfeclo,  la  práctica  constante  de  aquel  alto  tri- 
lal,  i  la  manera  como- se  ha  entendido  siempre  su  atribución, 
bien  tácita  que  espresa,  de  invalidarlas  leyes  declarándolas 
institucionales ;  pero  no  venios  clamnjenle  por  qué  no  linbria 
tener  la  corte  suprema  de  unu  federación  la  facultad  espresa 
de  hacer  aquella  declaratoria,  aun  cuando  no  se  presente  nin- 
guna controversia  particular  en  que  la  lei  haya  de  aplicarse.  La 
¡dad  puede  ser  grande  i  urjente,  como  se  ve  en  el  <^aso  nns- 
inles  citado,  de  una  lei  enteramente  opuesta  ájas  mslituciü 
fundamenUiles  de  los  Estados  Unidos,  que  en  nadie  reconocen 
d  poder,  aun  en  el  supuesto  de  rebelión,  para  convertir  diez  es- 
tados en  tierra  de  conquista,  suprimiendo  sus  gobiernos  civiles  i 
inictÍ¿ndolos  a  una  dictadura  militar,  mientras  no  consagren  en 
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sus  constituciones  determinados  principios,  que  hasta  ahora  no 
se  han  reputado  obligatorios.  Otro  tanto  pudiera  decirse  de  la  Ici 
«  sobre  destinos  públicos,  »  que  fuerza  ai  presidente  á  despachar 
con  secretarios  que  no  tienen  su  confianza,  i  que  difiere  esencial- 
mente de  otras  espedidas  en  el  siglo  pasado,  cuando  la  índole 
de  la  constitución  dcbia  ser  mejor  conocida,  cuando  el  patriotis- 
mo no  ora  todavía  en  la  patria  de  Washington,  JefTerson,  Adams 
i  Franklin  una  palabra  sin  sentido,  i  cuando  los  partidos  políti- 
cos no  habian  hecho  propósito  de  sacrificarlo  todo  á  sus  miras 
ambiciosas,  poniendo  en  tela  de  juicio  la  bondad  i  la  duración 
de  unas  instituciones  que  parecian  haber  resuelto  los  principales 
problemas  inherentes  al  gobierno  de  los  pueblos. 

Va\  un  sistema  federativo  la  atribución  que  examinamos  es 
tanto  más  necesaria,  cuanto  la  infracción  constitucional  puede 
venir  tle  muchas  partos,  á  saber,  los  poderes  nacionales  i  los 
piHloros  do  los  estados ;  pero  si  bien  se  mira,  no  debe  faltar  al 
\ribunal  supremo  en  ningún  país  rejido  constitucionalmente, 
pues  do  otro  modo,  el  principio  (|ue  hace  déla  constitución  la  lei 
tío  las  loYos  nada  significa.  KI  queda  reducido  á  una  pura  abs- 
tracción on  manos  dol  poder  lejislativo  ordinario,  que  hace  i 
doshaco  loYos  á  su  arbitrio,  sin  consideración  á  la  pauta  que  re- 
gula todos  los  poderos  sociales. 

I\hlcr  ItjisJativo.  Ks  impropia  la  denominación  de  senadores 
¡^cui¡HUi*uciarios  que  da  á  los  m¡ond»ros  de  una  de  las  cámaras 
ol  art.  37.  l.os  siMiadoros.  como  los  representantes,  votan  indivi- 
duahnonlo  i  ivsuolvon  |H^r  mayoría  absoluta,  á  diferencia  de  los 
plonipotonoiarit^s  on  oongivsos  diplomáticos,  que,  aun  cuando 
soan  \ arios  por  cada  |H^tonoia.  s^'do  tienen  un  voto  mancomuna- 
do, i  loman  susaouonKs  |vr  unanimidad. 

Tor  ol  arl .  tO  so  dispuso  lo  que  la  o|H>sicion  de  59  habia  creido 
hallar  ou  la  oonsiiiuoion  dol  año  anterior,  á  saber,  «  que  corres- 
|H>ndo  a  los  otados  dotorminnr  la  manera  de  hacor  el  nombra- 
nuoulo  do  sus  sonadoiYs  i  n*pro<<^nt;*»nti»5.  »  IVeténdese  que  esta 
hborlad  os  inhortMUo  al  sistema  foiloralivo  :  poro  no  lo  es  cierta- 
monto  al  quo  «vnoibio  i  pUnl«v  U  «vnsliluoioD  de  los  Estados 
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lidoü,  i  yn  sabemos  que  no  hai  fórmula  invariable  i  definitivo 

I  una  federación  polilicn,  en  que  los  estndos   ¡lierden  su 

lÍTÍdtialÍdad  bajo  algunos  respectos  para   refundirla  en  la 

Irion.  En  las  secciones  2.'  i  3.'  delart.  1.",  aquella  constitución 

li|ó  las  rondiccioncs  i  el  modo  do  elección  de  los  representantes 

i  senadurías  al  congreso  norte-americano.  ¿  Por  qué  Í  para  qué 

apartarse  de  este  precedente? 

Los  miembros  de  la  lejlslatura  nacional  no  son  empleados  del 
retado,  como  lo  tiernos  dicho  antes,  i  $e  prueba  por  la  naturalcia 
io  sus  funciones.  No  es,  por  tanto,  ajeno  de  la  constitución  na- 
ÍBlial  estatuir  sobre  sus  requisitos  í  elección,  dejando  cierta  lati- 
s  estados  para  el  desarrollo  de  los  procedimientos,  á  fin 
jt  lio  dar  pretexto  i'i  ocasión  á  los  abusos  que.  como  el  de  la  lei 
Wgraaadina  de  1839,  son  posibles  i  deben  evitarse.  De  este 
ido,  se  prevendrían  algunos  otros  que.  en  sentido  inverso,  han 
)  resultado  del  art.  40  que  comentamos.  Las  lejislaturas  de 
I  eítados  no  lian  tenido  freno  al  disponer  de  las  platas  de  sena- 
representantes,  que  ban  juzgado  propiedad  suya;  i  ^cse^ 
~ándose  A  veces  su  provisión,  las  han  distribuido  por  entero  entre 
los  miembros  do  la  misma  corporación  electora.  Ya  que  la  mora- 
lidad i  la  decencia  no  ban  tenido  entrada  en  esas  lejislaturas,  el 
ncepto  constitucional  debe  tenerla  i  cegar  esta  fuente  de  cor- 


L/V>rfír  ejecutivo.  Está  á  cargo  de  un  presidente,  elejido  por 
pesiados,  teniendo  cada  uno  un  voto  (arl.  75),  i  con  1.1  dura- 
■n  de  don  años  (art.  70).  La  preocupación  de  los  convcncionis- 
m,  empeñados  en  consultar  siempre  la  soberanía  de  los  estados, 
e  anteponían  á  todo,  loe  condujo  á  ese  modo  de  elección,  que 
c  tener  mui  serios  inconvenientes  en  el  opuesto  sentido  del 
leligro  que  pretendían  evitar.  I  en  efecto,  si  se  toma  el  voto  de 
cada  estado  por  mayoría  relativa,  í  la  votación  de  los  estados  por 
mayoría  absoluta,  puede  resultar  una  elección  becba  por  la  mi- 
Mha  de  votos  de  los  ciudadanos,  contra  la  opinión  de  hi  mayo- 
I  pronunciada  por  otro  candidato.  Asi  sucedería  si  la  elección 
1  tiicÍDse  por  el  voló  de  cinco  estados,  cuya  población  fuese 
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mucho  menor  que  la  de  los  mntro  restantes,  i  éslos  hubiesen  su- 
fragado con  gran  mayoría  por  el  cnndidado  opuesto. 

Otro  resullado,  tan  deploralile  como  imprevisto,  lia  venido 
á  desacreditar  el  medio  de  eleccioa  estaldecido  por  el  aiticu- 
to  75  que  comentamos.  Da  intcrt;s  á  los  partidos  en  apoderarse 
del  gobierno  de  los  estados;  i  prevalidos  de  la  neutralidad  del 
de  la  Union,  impuesta  por  la  leí  de  IG  de  abril  de  18G7,  hicie- 
ron interminables  las  revueltas  ¡ocales  mientras  dicha  lei  sub- 
sistió. Después  de  abrogada,  i  para  conservar  la  importante /i- 
berlad  de  insurreceíon.  no  Faltaran  pretestos  i  aun  levantamientos 
contra  el  gobierno  nacional,  como  ya  ha  sucedido,  cuando  este 
se  proponga  reprimir  semejante  libertad,  sillo  propia  de  pueblos 
salvajes. 

Pero  si  se  atribuye  la  elección  presidencial  á  los  ciudadanos, 
puede  suceder  que  unos  pocos  estados  de  gran  población  la  veri- 
liquen  por  si  solos,  desestimando  la  opinión  de  una  mayoría  de 
estados,  que  bien  merece  consultarse.  De  ahí  que  en  la  Union 
americana  la  elección  que  nos  ocupa  tiaya  sido  regulada  según 
principios  especiales,  respetuosos  de  la  categoría  política  de  los 
estados,  que  no  se  habrían  establecido  si  aquella  república  do 
hubiese  adoptado  la  forma  de  gobierno  federativo. 

Todo  se  conciliaria  dando  al  congreso  la  atribución  de  elejir 
al  presidente,  dando  un  voto  A  citda  diputación,  para  evitar  qoe 
la  elección  se  haga  sólo  por  unos  pocos  estados  populosos.  Nada 
más  conforme  al  sistema  que  prevalece  en  la  constitución  colom* 
bíana,  según  la  cual  el  poder  ejecutivo  no  es  sino  mero  ajenie 
del  lejislativo.  Asi  lo  persuaden  varias  de  sus  disposiciones,  como 
son  las  del  inciso  14,  art.  49,  que  da  al  congreso  la  facultad  de 
pedir  cuenta  al  poder  ejecutivo  de  todas  sus  operaciones,  i  Us 
de  la  sección  5.',  cap.  VI,  sobre  formación  de  tas  leyes,  en 
que  el  ejecutivo  no  las  propone  ni  las  discute,  i  sólo  puede  obje- 
tarlas, como  por  via  de  ilustración,  pues  que  para  la  insistencia 
basta  la  mayoría  absoluta. 

Según  la  indolede  una  sociedad,  tiene  que  prevalecer  el  podar 
lejislativo  o  el  ejecutivo,  quedando  el  otro  en  cierta  dependencia. 
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I  jgii.-ildnil  (le  poder  quo  naea  de  prerogativas  conslitucionnlcs 
i  áa  til  m.inera  de  elección,  nnnduce  a  esos  conllíctos  que  se  han 
(irescnciadu  en  Colomhia  i  en  lus  Estiidus  Unidos  del  Norte.  Parn 
terminarlos  se  ocurro  á  un  medio  ineidioso,  pero  único,  que 
Ih  constitución  orrecc,  cual  es  üI  Juicio  i  In  destitución  del  presi- 
dente, que  nu  han  tenido,  por  cierta,  semejante  objeto,  í  que 
ponen  en  toda  su  triste  desnudez  la  audacia  Í  la  perversión  de 
las  pasiones  polilicns.  Cuánto  mejor  no  es  organizar  los  dos  po- 
deres activos  del  gottierno  de  tal  modo,  que  marchen  necesaria- 
mente de  acuerdo  sin  colisiones  ni  luchas.  Para  ello  basta,  en  una 
wciedad  democrática,  dar  al  congreso  la  atribución  de  elpjir  al 
presidente,  fijar  á  éftte  un  periodo  que  coincida  con  el  de  los 
miembros  de  la  lejislatura,  í  Facultar  al  congreso  para  separarlo 
del  destino  por  causas  nm¡  graves  comprobadas. 

Corto  ha  parecido  á  muchos  publici^^tn^  americanos  el  período 
que  al  presidente  de  Colombia  señala  el  artículo  constitucional 
antes  citado;  i  lo  seria  en  efecto  si  la  parte  principal  del  poder 
público  residiese  en  aquel  funcionario,  como  en  Chile,  Perú,  Soli- 
via i  el  Ecuador.  Cuando  tal  sucede,  el  presidente  tiene  6  debe 
tener  su  política,  sus  planes  de  gobierno,  que  pideu  tiempo  para 
desarrollarse  i  someterse  a  la  lejislatura,  siguiendo  la  ritualidad 
constitucional.  Pero  todo  pasa  de  otro  modo  en  una  república  de- 
mucnitica,  donde  el  poder  público  reside  principalmente  en  el 
congreso,  i  el  presidente  e>  mero  ájente  suyo.  Nada  más  contrario 
á  .'iemejnnte  sistema  que  la  pretensión,  en  el  ejecutivo,  de  iniciar 
la  política  del  gobierno ,  nada  más  fuera  de  propósito,  en  el  pre- 
f^identc,  que  propender 'Í  ensancbír  un  periodo,  calculado  por  su 
misma  corta  eslension  pira  sati-fa^er  :í  poca  costa  un  gran  nú- 
lOBru  de  ambiciones,  i  mantener  la  armonía  en  el  poder  supremo, 

■■mediata  i  verdadero  repreaentuntc  del  pueblo  soberano. 
Ina  combinarion  que  nos  hasujerido  la  práctica,  no  la  letra, 
bi  constitución  suiza,  minorarla  cualquiera  desventaja  proce- 
dente de  la  limitación  del  periodo  presidencial,  dando  al  propio 
tiempo  estabilidad  á  la  institución,  orden  i  sosiego  á  la  renovación 
a  tnn  poderoso  función.'! rio,  i  coiilitmiiliid  ó  ilación  ñ  ht  mnrch.i 
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administrativa,  que  iaalternabilidad  desfavorece.  Consiste  en  de- 
signar un  vicepresidente,  que  sin  perjuicio  de  otras  funciones 
mientras  no  sostituyese  al  presidente,  le  sucediera  por  necesidad, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  fuese  presidente  electo  con  dos  años  de 
anticipación  al  dia  en  que  hubiera  de  asumir  ese  carácter.  Aiín 
el  calor  turbulento  de  la  elección  amainaría,  tratándose  de  un 
funcionario  que  en  realidad  no  lo  seria  sino  pasado  algún  tiempo, 
ó  que  acaso  no  llegaria  á  serlo,  vista  la  inccrtidumbre  orijinada 
por  la  demora. 

No  cabe  duda  en  que  tal  como  se  halla  organizado  el  poder 
ejecutivo  en  las  repúblicas  americanas,  la  presidencia  es  un 
puesto  que  atrae  con  fuerza  irresistible  las  ambiciones  de  mando, 
i  éstas  en  su  fascinación  vertijinosa  escrupulizan  poco  los  medios 
de  alcanzarlo.  Cualquier  plan  que  tendiese  á  aplacar  ó  á  satisfacer 
sin  estruendo  esas  ambiciones,  moderaría  los  peligros  de  tras- 
torno que  de  ordinario  las  acompaña.  Movida  por  ese  propósito, 
una  comisión  de  miembros  de  todos  los  estados  propuso  á  la  con- 
vención de  Rionegro  un  proyecto  de  constitución,  que  encargaba 
el  poder  ejecutivo  á  un  ministerio,  por  el  estilo  de  la  constitución 
suiza,  i  que  por  consiguiente,  eliminaba  ó  reducia  á  mínimas 
proporciones,  la  entidad  presidencial. 

Era  quizás  prematura  la  sujestíon,  i  fracasó.  Luchábamos 
todavía  en  Colombia  con  alguna  gran  personalidad,  de  ésas  que  se 
imponen  en  Hispano-América,  i  que  en  ciertas  ocasiones  parecen 
llamadas  al  gobierno  con  una  fuerza  de  gravitación  que  nada 
puede  contrarestar.  Para  templar,  sin  embargo,  esa  fuerza,  ocur- 
rióse al  medio  de  acortar  el  período  c  inhibirla  reelección,  espe- 
rando satisfacer  tranquilamente  las  ambiciones  nacidas  i  por 
nacer.  Pero  como  el  poder  presidencial  no  minorase,  las  nuevas 
ambiciones  fueron  tan  exijentes  i  frenéticas  como  las  antiguas,  i 
éstas,  aunque  acatadas  de  preferencia,  no  habiendo  al  parecer 
saciado  del  todo  su  sed  de  mando,  buscaron  en  reelecciones, 
á  su  tiempo,  el  medio  de  integrar  los  plazos  recortados. 

Iloi  que  casi  han  desaparecido  las  antiguas  prominencias,  seria 
bueno  acometer  la  reforma  presidencial,  reduciéndola  institución 
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legoría  de  iiu  primer  ministro  en  Ins  mnnnrquins  modcradns; 
i  es  tíiiito  n);is  urjcute  hncerlu,  oiiaiilo  lii  guerra,  nuestra  hubi- 
lital  enfermedad,  os  ocaaion  de  levantar  nuevos  candidatos  obli- 
trados.  hien  que  no  tengan  á  las  veces  sino  la  Irislo  recomen* 
ibciun  de  liabcrsc  distinguido  en  luchas  Iratricidas. 

Cierto  is  i¡ue  la  rerorma  constitucional  de  50  de  mayo  de  1876 
disminuye  lus  inconvenientes  de  la  elección  popular  del  primer 
linicionario  en  la  república ;  pero  aún  los  que  se  propuso  coiTcjir 
súln  pierden  su  cxajeracion,  no  desaparecen.  Micnli'as  se  hicieron 
l;is  votaciones  i  lo»  escrutinios  en  diversos  días,  los  partidos ví- 
¡ilabnii  ansiosamente  cl  progreso  de  la  elección  para  acomodarse 
i  las  circunstancias,  ya  dando  un  voto  improvisado  para  decidir 
la  contienda,  ya  trabajando  por  destruir  aun  por  vias  de  lieclio 
los  votos  adversos  emitidos.  Tales  manejos  revelaban  una  mórbida 
condición  moral,  cjue  el  medio  terapéutico  empleado  no  podía  ni 
destinado  a  curar  atacando  la  causa,  sino  á  aliviar  sola- 
ite  obrando  sobre  los  síntomas  esteríores. 

s  de  todos  lus  embarazos,  las  ajitaciones  i  losescán- 
linios  de  la  elección  popular,  queda  aún  lo  que  llamaríamos  la 
última  instancia  si  de  una  litis  se  tratase :  el  escrutinio  i  las  de- 
ilaraciones  consiguientes  del  congreso. 

No  siempre  la  mayoría  del  cuerpo  escrutador  corresponde  con 
la  de  los  suTragantea,  i  cuando  no  coincide,  es  lucra  de  duda  que 
il  escrutinio  traducirá  la  votai-ion,  según  el  es|iír¡lu  predomi- 
i;uitc  en  dícbo  cuerpo.  Ni  podría  esperarse  otra  cosa,  sino  de  un 
'  -l.ido  moral  mui  diverso  del  que  liemos  antes  reconocido.  Segna 
I  *o,  ¿qué  objeto  tiene  la  elección  pojiular  ?  Si  en  deGnilivn  es  el 
cungresu  quien  bace  la  elección,  no  es  más  sincero,  más  sencillo, 
iu<''nos  embarazoso  i  turbulento  que  se  le  atribuya  por  la  consti- 
lucion?  Nu  desconocemos  que  también  habria  allí  ajilaciou.  pero 
III)  seria  niayur  que  I»  del  escrutinio,  i  á  lo  menos  se  evitaría  el 
'ergonzo.to  ospecbiculo  de  un  cuerpo,  representante  de  la  nación, 

'audandu  la  voluntad  de  ésta,  manifestada  en  las  urnas  elec- 
iloB.  Si  coincidieren  Lis  dos  mayorías,  la  primera  votación  es 

leramcnlesuperílua. 
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Poder  judicial.  Colocamos  aquí  como  en  lugar  adecuado,  las 
observaciones  que  nos  sujiere  el  inciso  4.°,  art.  51 ,  sobre  juicio 
político,  que  nos  parece  enteramente  desfigurado.  Ya  en  su  dis- 
cusión ante  la  convención  de  Ríonegro,  manifestamos  que  la 
atribución  para  juzgar  al  presidente  i  sus  ministros  por  delitos 
oficiales  i  conforme  á  las  leyes,  es  propia  de  los  tribunales  ordi- 
narios, i  no  de  una  corporación  como  el  senado,  que  carece  de 
todos  los  requisitos  propios  de  un  tribunal  de  derecho. 

La  esperiencia  no  ha  tardado  en  poner  de  manifiesto  que  el 
senado  no  puede  juzgar,  propiamente  hablando  :  i.%  porque  es 
irresponsable,  i  la  irresponsabilidad  no  es  admisible  sino  en  las 
cuestiones  de  hecho,  no  en  las  de  derecho;  2.^,  porque  no  es  im- 
parcial, puesto  que  las  cuestiones  que  juzga  se  relacionan  inti- 
mamente con  la  política  jeneral,  de  que  el  congreso  es  el  alma ; 
3.°,  porque  es  mui  numeroso,  lo  que  si  le  hace  apto  para  las 
discusiones  lejislativas,  le  inutiliza  para  las  judiciales,  donde  se 
requiere  calma  i  ausencia  de  pssion,  nunca  posibles  en  grandes 
asambleas;  i  4.^, porque  según  su  natural  organización,  no  está 
llamado  á  conocer  el  derecho,  sino  á  lo  sumo  es  apto  para  fallar, 
como  jurado  sobre  los  hechos,  dejando  á  otros  tribunales  la  apli- 
cación de  la  lei  penal. 

Tales  inconvenientes  se  hnn  visto  patentizados  en  el  juicio  se- 
guido al  presidente  Mosquera  en  octubre  de  1867,  por  numero- 
sos cargos,  entre  ellos  el  de  haber  ordenado  la  clausura  del  con- 
greso i  algún  otro  que  envolvía  también  ofensa  ó  menosprecio 
del  primer  cuerpo  representativo  del  país.  Los  acusadores  i  los 
jueces,  unidos  la  víspera  no  más  al  acusado,  cuyo  estandarte 
siguieron  en  prolongada  lucha  contra  el  partido  conservador,  no 
tenían  otra  mira  que  quitar  el  poder  á  su  antiguo  caudillo, 
hombre  de  guerra  i  de  dictadura  más  que  de  paz  i  de  consti- 
tución. Si  hubieran  de  haberle  aplicado  lodos  los  castigos  que  el 
código  penal  señala  para  los  delitos  que  se  le  imputaban,  se  habría 
ido  más  lejos  de  lo  que  la  dignidad  del  partido  aconsejaba,  en 
presencia  del  enemigo  común,  el  partido  conservador,  deleitado 
con  la  división  i  el  escándalo  producidos  en  las  filas  liberales. 


B  es3d  i  mnyores  diricultadcs  la  irresponsabilidad  ea un  podc- 
)  aiisiltnr,  i  el  íenatlu,  sin  esperar  rnzon  alguna  en  su  scnten- 
ciü.  llevado  3Úlo  del  ¡lensamíeiito  do  oblcncr  lus  resultados  pre- 
cíaos que  se  buscaban,  bizo  su  condena  por  Ircs  ó  cunlro  cnrgos 
leves,  cuya  pena  sirviese  para  d  electo  üc  dcsliluir,aunr[ue indi- 
rectamente, al  acusado.  Semejantes  farsas  traen  el  descrédito  de 
las  insliluctones ;  i  nu  serán  las  últimas  si  se  insiste  en  dar  al 
senado  un  carácter  de  tribunal  ordinario,  mucho  más  propio  nn 
la  corte  suprema,  Ir^tiuidosc  de  verdaderos  delitos  a  f|ue  la  leí 
señala  di' terminadas  penas.  Sólo  para  los  cargos  por  liecbos 
indefinidos  que  merezcan  destitución,  halíamus  oportuno  i  natu- 
ral el  juicio  político,  que  no  se  opone  al  ordinario  ante  los  tribu- 
jiales  propiamente  dichos  para  la  imposición  de  castigos  ordinarios 
al>Íen. 

Vaiuchaiils.  t."  Perdida  de  ciudadanía.  En  dos  caaos pierdea 
^  cúlombinnos  la  calidad  de  tales,  ó  sea  la  ciudadanía  interna- 
nal,  á  saber  :  por  fijar  su  domicilio  i  adquirir  nacionalidad  en 
llft  cslranjero  (ait.  52),  i  por  admitir  empleos,  condecoraciones, 
iftulosó  reuliisde  gobiernos  extranjerossin  permiso  del  congreso 
larliculo  88).  Ambos  nos  parecen  estraños  en  uu  pafs  que,  bajo 
muchos  respetos,  lia  blasonado  eou  razón  de  poseer  instituciones 
más  liberales  que  ningún  otro. 

Opuesto  al  arl.  52  es  el  7."  de  la  constitución  venezolana,  que 
no  vacilamos  c[i  [ireferir,  i  dice;  «  No  pierden  el  carácter  de  ve- 
nezolanos los  que  fijen  su  domicilio  i  adquieran  nacionalidad  en 
país  extranjero.  »  A  lo  méno.s  dfbcria  adoptarse,  sicnqire  que  se 
tratase  de  naturalización  en  otra  república  hermana.  I  mejor 
que  ludo  seria  que  la  nacionalidad  bispano-americnna  fuese  nn.i 
sola,  de  tal  modo,  que  los  nacidos  en  cualquiera  parte  de  su  ter- 

Íario  disfrutasen  en  toda  otra  rejion  del  mismo  los  derechos, 
I  civiles  como  políticos,  que  correspondan  á  los  naturales, 
incipiüs  semejantes  constituyen  la  verdadera  liga  americana, 
ga  i  fantástica,  si  se  hace  consistir  en  confederación  &  pacto 
puliticu  de  cualquiera  clase. 

Nu  nos  eaplícamos,  sino  por  la  fuerza  de  la  rutina,  la  adopción 
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del  art.  88  en  la  constitución  de  Ilionegro.  Orijinario  de  la  del 
Brasil,  se  copió  en  la  de  Chile  i  otras,  i  se  ha  deslizado  en  algunas 
de  las  neogranadinas.  A  nada  conduce  imponer  á  un  colombiano 
la  obligación  de  solicitar  el  permiso  del  congreso  para  una  con- 
cesión, que  si  es  inocente  no  lo  necesita,  i  si  no  lo  es,  debe  aparejar 
al  agraciado  la  correspondiente  responsabilidad.  Esta  debe  pro- 
ceder sólo  de  la  concesión  misma,  no  de  que  se  acepte  sin  per- 
miso. I  en  muchos  casos,  se  preferirá  la  admisión,  aun  con  pérdida 
de  la  nacionalidad,  por  no  solicitar  un  permiso  que  vendría  tarde  ó 
que  no  se  facilita  al  interesado.  En  ese  caso  se  hallan  todos  los 
colombianos  de  cierta  esfera,  que  esparcidos  por  las  demás  repú- 
blicas del  continente,  obtienen  desthios  subalternos  en  la  poli- 
cía, en  el  ejército  ó  en  la  marina,  de  los  cuales  subsisten. 

Comprendemos,  hasta  cierto  punto,  el  objeto  que  habría  en 
prohibir  del  todo  la  admisión  de  títulos  ú  honores  extranjeros, 
como  traló  de  hacerlo  el  art.  13  de  la  primera  reforma  hecha 
á  la  constitución  norte-americana;  articulo  que  por  no  haber 
obtenido  la  a|.robacion  de  un  número  suficiente  de  estados,  no 
llegó  á  ser  exequible.  También  comprendemos  el  elevado  objeto 
del  art.  115  de  la  constitución  venezolana,  que  prohibe  á  los 
empleados  nacionales  admitir  dádivas,  cargas,  honores  ó  recom- 
pensas de  naciones  estranjeras,  sin  el  permiso  de  la  lejislatura 
nacional.  Pero  exijir  permiso  á  los  simples  ciudadanos,  bajo  pena 
de  perder  la  nacionalidad,  es  inconducente  en  todos  los  casos, 
gravoso  con  frecuencia,  i  ocasionado  á  menudo  á  disminuir  el  nú- 
mero de  los  nacionales. 

2.°  Capitalidad  de  la  Union.  «Los  altos  poderes  federales 
residirán  en  el  lugar  ó  en  los  lugares  que  designe  la  lei »  (dice  el 
articulo  77)  ;  i  ese  lugar,  ó  sea  la  capital  de  la  Union,  se  designa 
por  el  congreso  (inciso  9.°  del  art.  49).  Parece  escluidala  idea  de 
un  distrito  federal,  que  en  la  constitución  venezolana  se  decretó 
espresamenle  por  el  inciso  2.°  del  art.  45,  i  sobre  la  cual  no  pudo  , 
haber  acuerdo  en  la  convención  de  Rionegro.  Ella,  sin  embargo, 
debe  admitirse  como  elemento  esencial,  en  nuestro  concepto,  al 
sistema  de  gobierno  adoptado  en    Colombia.   De   otro  modo, 
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los  alto» poderes  nncionales  ocupaníii,  como  siicctle  liu¡,  una  po- 

^  Itlaciun  jiurlcnecieDte  á  uno  ilc  los  estados,  i  acaso  la  misma, 

^■Mnu  también  sucede,  en  donde  residen  lus  primeros  futiciona- 

WmBt  del  estado  C!i|)ital.  ¿Que  resulta  deahf?  Si  ambos  gobiernos 

■  pertenecen  á  un  mismo  partido,  el  del  estado  queda  oscurecido, 

i,  permitiéndonos  uua  espresion  familiar  «arrinconado  en  su 

projiia   casa,  u  Si   pertenecen  n  diverso  pnrlido,  como  succdiú 

en  18G8,  la;^  colibioncs  no  se  lineen  esperar,  caJa  uno  descontia 

del  otro,  tienen  de  armarse  i  vijllarsc  como  dos  cneinifjos,  i  no 

mposiblc   ijue  el  uno  derroque  al  otro,  por  un  golpe  de 

,  para  prevenir  á  su  rival. 

,  Vd  distrito  federal  aislado,  cu  conveniente  localidad,  no  lójos 

1  las  ci&tas,  que  íon  la  puerta  del  mundo  civilizado,  sin  gran 

población  influente,  ni  perniciosas  tradiciones  centrales,  llenarla 

cumplidamente  el  objeto  que  ha  de  buscarse  en  el  asiento  de  los 

(oé  podercH  en  una  república  federativa.  Pero  al  tratarse  de 
08  Cambios  sucede  lo  que  con  el  pensamiento  de  suprimir  el 
rcilo:  si  íu  mala  ¡niluencia  exíje  la  eliminación,  súmala  ía- 
encia  la  di6culta. 
5.'  Cesación  de  empleados.  Todos  los  dei  lírdeu  ejecutivo 
minan,  por  ministerio  de  la  constitución  (art.  85),  dos  meses 
de.tpues  de  posesionado  el  nuevo  presidente  cada  bienio.  I  el  ob- 
jeta i|ua  con  tal  disposición  se  consulta,  es  dejar  al  presidente 
que  ingrcía  en  libertad  moral  de  elejir  sus  ajentes,  sin  necesidad 
de  dictar  remociones  espresas  de  los  empleados  anteriores.  Diji- 
mos libertad  moral ;  porque  teniendo  el  presidente  por  el  articu- 
lo (iO,  atribución  8.',  la  facultad  de  remover  á  los  empleados  que 
son  de  su  nombramiento,  no  necesitaba  de  más  para  cambiar  todo 
el  tren  si  era  su  beneplácito.  I'ero  como  el  ejercicio  de  esta  atri- 
^bucioD  atrae  cierta  odiosidad,  especialmente  por  la  manera,  no 
^■ftinnioiicnpricliosa.  sino  egoísta  ó  personal  como  suele  desem- 
BlflJiiirso,  quísose  conciliar  la   libertad  absoluta  del  majíslrado 
Cóú  la  buüon  voluntad  do  sus  victimas.  Pero  éstas  pudieran  mui 
bien  parodiar  las  célebres  palabras  de  los  sacrificados  en  el  circo : 
Mayiianimus  Cetar,  moñturi  le  ealulant. 
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En  efecto,  la  conciliación  ha  sido  niui  poco  feliz.  Un  empleado 
que  ha  servido  satisfactoriamente  su  destino,  i  que  espera  como 
natural  recompensa  la  renomiuacion,  si  en  vez  de  obtenerla,  se 
ve  reemplazado  en  una  mera  declaración  de  que  el  gobierno 
aprecia  debidamente  sus  servicios,  ha  sido  pai*a  todos  los  efectos, 
inclusos  los  del  sonrojo,  tan  removido  como  si  al  separársele  se 
hubiese  pronunciado  la  palabra  propia.  Ya  se  sabe  que  en  uno 
i  otro  caso  (cuando  no  hai  razones  tomadas  del  servicio  público, 
que  es  nuestra  suposición),  la  cuestión  es  de  agraciar  un  favorito, 
que  acaso  ha  contribuido  de  un  modo  eficaz  á  la  elección  del 
nuevo  presidente,  ó  le  ha  obligado  con  servicios  de  otro  orden, 
ó  en  fin,  tiene  sus  simpatías  en  mayor  grado  que  el  titular  des- 
pedido. 

En  uno  i  otro  caso  también  puede  concebirse  lo  que  gana  el 
servicio  público  privándose  de  un  servidor  esperimentado,  que 
ha  hecho  ya  su  aprendizaje,  para  sostituirlc  otro  que  vaya  á  co- 
menzarlo. Reconocemos  que  la  perpetuidad  en  los  empleos  tiene 
igualmente  graves  objeciones  ;  mas  no  es  esa  la  alternativa.  La 
facultad  de  remover,  espresando  causa,  permite  precaverse  de 
todo  inconveniente  en  la  ocupación  indefinida  de  un  empleo  ad- 
ministrativo ;  i  á  su  turno  esa  ocupación  forma  especialidades, 
crea  una  carrera  pública,  que  asegura  el  bu(5n  sei*vicio  al  mismo 
tiempo  que  la  suerte  de  las  familias.  Pero  en  Colombia  se  tienen 
ideas  algo  estrañas  sobre  la  alternabilidad.  Sea  como  honor,  sea 
como  provecho,  quiérese  que  el  mayor  número  posible  de  ciuda- 
danos ocupen  los  empleos  públicos,  aunque  no  lleguen  jamas  á 
aprender  todo  lo  que  cada  servicio  demanda.  Reputamos  como 
causa  principal  de  tan  singular  costumbre  la  falta  de  industria, 
i  el  consiguiente  deseo  de  vivir  de  un  erario  público,  pobre 
igualmente,  i  por  la  misma  causa. 

4.**  Derecho  internacional.  La  doctrina  del  art.  91  fué  intro- 
ducida en  la  convención  por  dos  diputados  de  opuestas  miras,  con 
la  más  sana  intención  según  todas  las  apariencias  ;  pero  á  virtud 
de  una  siniestra  interpretación,  ha  venido  á  convertirse  en  un 
instrumento  peligroso.  Era  su  objeto  ostensible  el  contenido  de 
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I  lillima  finrte,  i-omo  r(.>|irochc  at  gobierno  de  la  Conrederncion 
Granadina,  que  negó  constantemente  m  facultad  legal  de  hacer 
arreglos  con  los  corifeos  revolucionarios,  nunca  á  sus  ojos  sino 
rebeldes,  Kujetos  á  severo  castigo  i  con  quienes  no  era  posible 
tratar. 

Para  llegar  á  la  conclusión  del  articulo,  se  asentaron  los  prin- 
cipios que  en  él  se  ven  establecidos;  pero  ni  principios  ni  con- 
clusión tienen  nada  de  nuevo.  El  derecho  de  jeotes  obliga  como 
B  Icjes  nacionales;  mas  no  teniendo  la  misma  precisión,  queda 
ipuesto  al  capricho  de  los  expositores.  Aplicase  á  la  guerra  civil, 
pie  por  lo  mismo  puede  terminarse  por  transacciones:  pero 
%qaé  ee  guerra  civil?  Esta  es  i  ha  sido  siempre  la  cuestión  entre 
ttis gobiernos  i  sus  oponentes  armados.  Para  éstos  lo  es  cualquier 
movimiento  revolucionario  ;  para  aquéllos  todo  es  rebelión,  todo 
traición,  lodo  delito  imperdojiable. 

k^ra,  pUQs,  ol  art.  91.  cuando  menos  inúlil,  porque  nada  resol- 
I  que  no  estuviese  ya  de  antemano  resuelto.  Pera  hé  aqui  que 
ias  administraciones  se  han  creído  facultadas  para  declarar  la 
Cnion  en  estado  de  guerra  civil,  i  lo  que  es  peor,  para  aplicar 
todo  principio  verdadero  ó  supuesto  de  derecho  de  jeiites,  entre 
ellos  la  suspensión  de  las  gar.nntias  individuales  detalladas  en  el 
articulo  15,  que  la  constitución  no  autoriza.  Largamente  se  dis- 
cutió en  la  convención  la  oportunidad  i  conveniencia  de  suspen- 
der en  determinadas  ocasiones  las  mencionadas  garantías;  pero 
lodo  lo  más  que  prevaleció,  en  cuanto  á  escepciondeaquellos 
principios,  se  halla  espresado  en  los  incisos  5.°,  8."  i  15  del 
misma  articulo,  ien  el  inciso  2. "del  art.  26.  Ellos  consienten  sola- 
padamente en  los  empréstitos  forzosos  (1 ),  en  la  prohibición  de 
viajar,  en  la  reslriccion  del  comercio  de  armas  i  municiones,  i  en 
'fji  reclutamiento  llegado  que  í^ea  el  caso  de  guerra;  mas  en  nin- 
B  parte  se  ha  dicho  quién  debe  declararla,  ni  se  ha  estendijo 
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la  escepeion  á  ningún  otro  dórocho  que  los  de  propiedad,  luco- 
moción,  tráflco  i  seguridad  personal,  en  los  términos  que  acr.La 
de  indicarse. 

Ninguna  constitución  de  Colombia  autorizó  jamas  la  suspcn- 
bion  de  todas  las  garantías  individuales;  i  la  de  Rionegro,  esprc- 
sion  del  credo  liberal  en  toda  su  exnjeracion,  menos  que  otra 
alguna  pedia  haberlo  intentado.  Fué  siempre  doctrina  coiisenra- 
dora  la  suspensión  de  derlas  garantías  en  tiempos  alborotados. 
La  de  todas  ellas,  que  es  la  dictaduia,  no  fué  principio  sostenido 
por  partido  alguno  en  aquel  país  antes  de  1666 ;  i  cuando  la  se- 
gunda administración  Mosquera  interpretó  el  art.  91  de  la  cons- 
titución como  si  permitiera  prescindir  de  toda  clase  de  garantías 
en  épocas  de  guerra  civil,  una  fracción  numerosa  del  partido  li- 
beral combatió  vigorosamente  aquella  novedad  alarmante.  Mas 
tarde,  en  1875  i  1876  dos  administraciones  encabezadas  por 
hombres  de  aquella  misma  fracción  reprodujeron  la  doctrina, 
que  les  daba  medios  poderosos  de  reprimir  alteraciones  del  orden 
público. 

Examinar  más  despacio  hasta  qué  punto  seria  scstenible,  nos 
parece  ocioso :  de  reserva  quedaría  siempre  la  gran  lei  del  salus 
populió  la  suprema  necesidad,  que  invocada  ó  no,  es  la  norma 
de  los  gobiernos  contraías  facciones  que  los  amenazan.  ¿  Ilállanse 
justificados  en  esa  conducta,  aun  cuando  para  sostenei^e  hubieran 
menester  emplear  las  más  violentas  medidas  ? 

Es  otra  cuestión  inútil ;  porque  ellos  la  resolverán  siempre 
por  la  afirmativa,  mientras  tengan  esperanza  de  salvarse.  Pero 
hé  aquí  dos  proposiciones,  que  aunque  de  opuestas  tendencias  al 
parecer,  son  á  nu  estros  juicio  exactas  i  conciliables.  1.*  La  na* 
tural  disposición  de  un  gobierno  á  sostenerse  á  todo  trance  es  de 
necesidad  rigorosa,  como  la  que  tienen  á  defender  su  existencia 
ios  seres  vivientes  en  jeneral.  2.'  Todo  gobierno  que  se  crea 
obligado  á  emplear  para  sostenerse  medidas  ilegales,  manifiesta 
por  el  mismo  hecho  algo  de  reprochable,  ya  en  su  oríjen  ya  en 
su  conducta. 

Para  obtener  la  combinación,  que  es  el  gran  desiderátum  po^ 
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liticn,  la  liliei'Ud  en  el  orden,  éste  tiene  que  |>recedei'  eii  el  des- 
arrollo nntural  de  los  iicciios ,  puesto  que  es  índejiendiente  de  la 
libertad,  mientras  que  la  lilierbd  tioes  independíenle  del  orden. 
I  cútnii  no  hai  orden  sin  gobierno,  la  si'ijida  ¡  tranquila  existencia 
de  i'sle  viene  A  ser  condición  necesaria  para  la  libertad  misma. 
A  su  TUi,  nunca  se  requiere  para  suprimir  una  insurrección  em- 
plear medidas  inconstitucionales,  si  aquélla  no  alcanza  grandí- 
MÍmas  proporcitmes ;  i  ñolas   tendrá,  si  el  gobierno  es  estric- 
tamente legal  i  justiciero.   A  no  ser  porque  los  partidos  pierden 
liBsta  la  memoria  de  sus  principios  cuando  su  posiciun  se  invierte, 
no  tendríamos  necesidad  de  reconJar  a<{ui  la  profesión  de  fe  del 
partido   liberal   colombiano   cuando    se  ajilaba  en  la  oposición, 
á  saber,  que  las  revoluciones  son  obra  de  los  gobiernos.  Por  el 
nÜMno  tiempo  los  conservadore.s,  asi  en  Colombia  como  en  Méjico, 
íosteninn  el  singular  ptmsamienlo  de  que  su  partido  inclina  á 
todos  tos  hombres  honrados,  miénlras  en  el  contrarío  ligurabati 
todos  los  hombres  perversos.  Bien  se  comprenderá  que,  trocados 
los  pafieles,  babrán  seguido  las  máüimas,  no  á  los  hombres  sino 
I  á  las  posiciones.  1  aunque  exajeradas  las  máximas,  son  cxaclas 
I  en  el  fondo :  porque  de  un  lado  los  gobiernos  dan  ocasión  á  las 
I  remellas,  i  de  olro  los  partidos  subyugados  se  hallan  más  que  dis* 
pyestofi  á  ocurrir  á  las  armas,  siempre  que  sus  cálculos  les  ofre- 
I  G«n  esperanta  de  triunfo,   ^n  reparar  en  los  quebrantos  de  la 
I  patria  ni  en  el  retroceso  de  su  civilizjcion.  ¿Qué  se  deduce  do 
I  todo  1*  Que  inifstrasdos  proposiciones  se  conciban  perfectamente 
I  co cuatro  palabras:  {gobierno  justilicado,  pueblo  pacifíco. 

e  quisiere,  nodircmosuna  paula,  sino  un  buen  ejemplodo 
I  conduela  razonable  cu  caso  de  goerra  civil,  bastará  observar  la 
[  del  gobierno  de  la  gran  república  durante   la  liicba  Hcpuratista 
1  los  BÚOH  do  1860  i  siguienles.  Sin  que  la  constitución  norte- 
americana autorice  la  suspensión  de  las  garantías  individuales, 
t  ni  coutun^a  articulo  noventa  i  uno,  la  ndminÍEtracion  Lincoln, 
guiada  por  su  admirable  buen  sentido  i  por  el  derecho  de  jenles, 
ite  limitó  á  rcstrínjir  la  prensa  perioilica,ia  locomoción  al  ti  airo 
I  lie  la  guerra,  U  libertad  persona),  lodo  contraído  á  los  rebeldes 
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ó  á  SUS  auxiliadores,  es  decir,  á  los  enemigos.  En  cuanto  á  pro- 
piedad, sólo  atacó  la  que  habia  dado  oríjen  al  conflicto,  ó  sea  la 
esclavitud  que  estinguió,  poniendo  asi  término,  un  poco  brusco 
pero  oportuno,  á  la  abominable  institución.  Nada  de  empréstitos 
forzosos  ó  semi-confiscaciones,  que  caen  sobre  inocentes  i  cul- 
pables ;  nada  de  servicio  militar  forzado,  que  sólo  pesa  sobre  las 
clases  desvalidas.  —  Pero  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  (se 
dirá),  no  necesitó  recurrir  á  esos  medios,  porque  tuvo  amplios 
recursos  aun  para  pagar  soldados  voluntarios  en  número  cual- 
quiera.— ¿  Quién  le  dio  esos  recursos? — Su  crédito,  de  que 
Colombia  carece. —  En  efecto,  i  Colombia  lo  tendría  también,  sí 
sus  directores  adoptasen  la  política  conducente.  El  problema   es 
complejo ;  pero  en  él  se  encuentran  estos  tres  factores  :  probidad, 
orden  ,  riqueza.  Como  ésta  nace  del  orden  i  éste  de  la  probidad, 
llegamos  siempre  á  la  misma  conclusión  :  que  la  honradez,  jene- 
radora  délos  otros  beneficios,  es  una  verdadera  panacea.  Ni  ten- 
dría en  qué  fundarse  sino  lo  fuera;  porque  aún  relijiosamenle 
hablando,  ¿  qué  razón  podría  sostenerla,  si  no  es  que  armoniza 
todos  los  intereses?  Hace  ya  un  siglo  que  el  maestro  Franklin 
dijo  a  el  mejor  espediente  es  la  honradez  »  Todos  repiten  el  afo- 
rismo, nadie  lo  controvierte;  pero  pocos  tienen  la  fe  i  la  fuerza 
necesaria  para  hacerlo  su  regla  única  de  conducta.  ¿Por  qué? 
Porque  la  moralidad  no  es  asunto  de  discursos  ni  de  aforismos, 
sino  de  hábitos,  de  costumbres  elevadas  al  rango  de  segunda 
naturaleza. 

Beforma,  Se  dificulta  sobremanera  por  las  reglas  del  art.  92, 
aunque  no  creemos  que  tal  haya  sido  la  intención.  En  un  sistema 
federativo  no  puede  adoptarse  para  la  reforma  constitucional  el 
mismo  procedimiento  que  en  un  sistema  unitario,  porque  en 
aquél  se  comparte  el  poder  público  entre  dos  entidades,  i  si 
ambas  no  concurren  á  la  reforma  por  medio  de  sus  representantes, 
la  que  tuviese  injerencia  esclusiva  podria  emplearla  en  menos- 
cabo de  la  otra  entidad. 

Pero  esto  mismo  hace  menos  necesarias  largas  i  dilatadas  fór- 
mulas que  garanticen  contra  la  precipitación.  Tan  luego  como 
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conste  la  voluntad  de  la  Union  i  de  los  estados; -^.^ea  del  con- 
greso i  de  las  lejislaturas,  se  han  llenado  los  dos  objetos  do  uni- 
formidad i  de  garantía.  I  para  ello  basta  que,  iniciada  láfefoi-nu 
por  el  representante  de  una  entidad,  se  apruebe  por  el  de  la  otra. . 
Por  lo  mismo,  nosotros  recomendaríamos  e^te  doble  procedí-  ; 
niento  en  reemplazo  de  los  que  trae  el  citado  art.  92 :  iniciada  la 
reforma  por  el  congreso,  seria  exequible  luego  que  la  aprobasen 
dos  tercios  de  las  lejislaturas  de  los  estados ;  ó  bien,  propuesta 
por  los  dos  tercios  de  las  lejislaturas,  quedaría  consumada  por  la 
ulterior  aprobación  del  congreso.  Preferimos  los  dos  tercios  á 
una  simple  mayoría  de  las  lejislaturas,  por  temor  de  que  la  re- 
forma se  haga  en  el  interés  de  un  sólo  partido  político. 

Siendo  el  asunto  de  la  mayor  importancia,  concluiremos  ha- 
ciendo otra  indicación  complementaria,  i  es  que,  sometido  á  la 
consideración  de  las  lejislaturas  un  proyecto  de  reforma  constitu- 
cional adoptado  por  el  congreso,  deberia  reputarse  aceptado  por 
aquellas  que  guardasen  silencio  después  de  conocerlo.  Ese  pro* 
cedimiento  que  parte  del  congreso  hacia  las  lejislaturas,  seria 
siempre  el  más  espeditivo,  tratándose,  sobre  todo,  de  reformas 
algo  estensas,  i  de  ahí  nace  que  proveamos  á  todos  sus  inci- 
dentes. 
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CONSTITUCIÓN  REFORMADA 


DE   LOS 


ESTADOS  UNIDOS    DE   VENEZUELA 


El  congreso  de  les  Estados  Unidos  de  Venezuela ,  bnjo  la  invo- 
cación del  Supremo  Autor  i  Lejislador  del  Universo,  i  por  auto- 
ridad del  pueblo  de  Venezuela  manifestada  en  las  solicitudes  que 
le  han  dirijido  las  lej  isla  turas  de  los  veinte  estados  que  compo- 
nen la  Union  Venezolana,  pidiendo  la  reforma  de  la  constitución 
de  1864,  decretada  por  la  asamblea  constituyente  de  los  estados 
i  de  conformidad  con  su  art.  1 22 ;  —  DECRETA : 


TITULO  PRIMERO 

LA  NACIÓN 


SECCIÓN  PRIMERA 

Del  territorio. 


Art.  i. o  Los  estados  que  la  constitución  de  28  de  marzo  de  1864 
declaró  independientes  i  unidos  para  formar  la  federación  vene- 
zolana, i  que  hoi  se  denominan  :  Apure,  Bolívar,  Barquisimeto, 
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Barcelona,  Carabobo,  Cunianá,  Cojédes,  Falcon,  Guzman  Blanco, 
Guárico,  Guayana,  Guzman,  Maturin,  Nueva  Esparta,  Portuguesa, 
Táchira,  Trnjillo,  Yaracui,  Zamora  i  Zulia,  se  comprometen  á 
continuar  formando  una  sola  nación  independiente  i  soberana, 
bajo  la  denominación  de  Estados  Unidos  de  Venezuela.- 

Art.  2.°  Los  limites  de  cada  estado  serán  los  que  señaló  á  las 
provincias  la  leí  de  28  de  abril  de  1856,  que  fijó  la  última  división 
territorial. 

Art.  5.<»  Los  limites  de  los  Estados  Unidos  que  componen  la  fe- 
deración venezolana,  son  los  mismos  que  en  el  año  de  1810  cor- 
respondian  á  la  antigua  capitanía  jeneral  de  Venezuela. 

Art.  4.®  Las  entidades  políticas  espresadas  en  el  art.  1.%  se  re- 
servan la  facultad  de  nnirse  dos  ó  más  para  formar  un  solo  es- 
tado ;  pero  conservando  siempre  la  libertad  de  recuperar  su  carác- 
ter de  estado.  En  uno  i  otro  caso  se  dará  parte  al  ejecutivo  nacio- 
nal, al  congreso  i  á  los  demás  estados  de  la  Union. 

Art.  5.°  Los  estados  que  bavan  usado  de  la  facultad  del. articulo 
anterior,  conservürán  sus  votos  para  la  presidencia  de  los  Estados 
Unidos,  nombramiento  de  senadores  i  presentación  de  vocales  para 
la  alta  corte  federal. 


SECCIÓN  II 

De  los  ▼eneaolanos. 

Art.  b.**  Son  venezolanos  : 

1.°  Todas  las  personas  que  hayan  nacido  6  nacieren  en  el  ter- 
ritorio de  Venezuela,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  sus 
padres; 

2.<^  Los  hijos  de  madre  6  padre  venezolanos  que  hayan  nacido 
en  otro  territorio,  si  vinieren  á  domiciliarse  en  el  país,  i  espre- 
saren la  voluntad  de  serlo  ; 

5.<^  Los  estranjeros  que  hayan  obtenido  carta  de  nacionali- 
dad; i 

4.<^  Los  nacidos  ó  que  nazcan  en  cualquiera  de  las  repúblicas 
hispano-aniericanas  ó  en  las*  Antillas  españolas  siempre  que  hayan 
fijado  su  residencia  en  el  territorio  de  la  Union  i  quieran  serlo. 

Art.  T.*"  No  pierden  el  carácter  de  venezolanos  los  que  fijen  su 
domicilio  i  adquieran  nacionalidad  en  país  estranjero. 

Arl.  8.«    Son  elcjibles  los  venezolanos  varones  i  mayores  de 

veintiún  años,  con  las  escepciones  contenidas  en  e^ta  constitución. 

Art.  9.^  Todos  los  venezolanos  tienen  el  deber  de  servir  á  la 

nación,  conforme  lo  dispongan  las  leyes,  haciendo  el  sacrificio  de 

sus  bienes  i  de  su  vida,  si  fuere  necesario,  para  defenderla. 
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t  Art    10.  Los  venezolanos  en  el  territorio  de  cualquier  eslado, 
EnürAn  en  él  los  mismos  Hcliens  i  derechos  que  los  doiiiiciliados. 
Ar(.  11.  Lh  leí  dclerminurá  los  deiechos  cjue   corresponden  S 
*  ttidicion  de  eslranjero. 


TITULO  II 
BASES  DE  LA  UNION 


Arl.  13.  Los  estados  que  forman  la  Union  Venezolana  reconocen 

ciprocamente  sus  aulonomias,  se  declamn  iguales  en  enlid;id  po- 

>nserV3n  en  loila  su  plenitud  la  soLerania  no  delegada 

_  reeamenle  en  esta  conslilueíon. 

_     ArU  13.  Los  dichos  estados  se  obligan  á  defenderse  contra  toda 

"TÍoli'ncia  que  dañe  su  independencia  ó  la  integridad  de  la  Union , 

i  se  obligan  á  establecer  las  reglas  Tundamentalcs  de  su  réjinien 

i  gobierno  inti-rior,  í  por  tanto  quedan  comprometidos : 

1."  A  organizarse  conforme  á  los  principios  di>  gobierno  (lopu- 
lir,  electivo,  federal,  representativo,  alternativo  i  responsable.  En 
consecuencia  los  allos  funcionarios  que  establezcan  para  su  go- 
bierno propio  en  el  orden  ejecutivo  i  lejislativo  si'ráu  precisa- 
mente de  elección  popular,  i  no  tendrán  una  duración  que  exceda 
de  dos  años;  ni  podrán  ser  reelejidos  tos  que  ejerzan  el  ejecutivo 
ni  sus  suplentes  en  ejercicio,  para  el  periodo  inmediato,  ni  susti- 
tuidos d  suplidos  unos  i  oíros  con  parieiiles  comprendidos  hasta  el 
BCuario  grado  de  consanguinidad  6  afinidad  civiles; 

3.*  A  no  enajenar  ¿  poti'ncia  eslranjera  parle  de  su  turríto- 
,  ni  á  implorar  su  protección; 
S."  A  ceder  á  la  nación  el  terreno  que  se  necesite  para  el  Uis- 
riUi  fcdcTal; 

4.*  A  noresliinjir  con  impuestos  ni  de  otra  manera,  la  navega-  ■ 
n  de  los  rios  i   demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exijido  ' 
Mmliucion  urtilicial; 

*  A  no  sujetar  á  contribuciones,  antes  de  hiberse  ofrecido 
ll  consumo,  los  productos  que  hayan  sido  gravados  con  impuestos 
Hcionales; 

{  no  imponer  contribuciones  sobre  los  efectos  i  mercan- 
s  de  transito  para  Otro  estado  ; 
7."  A  no  imponer  del>eres  á  los  empleados  nacionales,  sino  en 
I  calidad  de  miembros  del  estado,  i  en  cuanto  esos  deberes  no 
can  incompatibles  con  el  servicio  público  nacional; 

8.*  A  deferir  i  someleise  á  la  decisión  del  congreso,  ejecu- 
>  nacional  ü  alta  corle  federal,  en  todas  las  controversias  que 
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se  susciten  entre  dos  6  más  estados,  cuando  no  puedan  avenirse 

f)aciricamente,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  un  estado  declarar  ó 
lacer  la  guerra  á  otro  ^slado.  Si  por  cualquiera  causa  no  designa- 
ren el  arbitro  á  cuya  autoridad  se  someten,  lo  quedan  de  hecho  á 
la  del  Congreso ; 

9  <^  A  guardar  estricta  neutralidad  en  las  contiendas  que  lle« 
guea  á  suscitarse  en  otros  estados; 

10.  A  no  agregarse  6  aliarse  á  otra  nación,  ni  separarse,  me- 
noscabando la  nacionalidad  de  Venezuela  i  su  territorio; 

11.  A  cumplir  i  hacer  que  se  cumplan  i  ejecuten  la  constitu- 
ción i  leyes  de  la  Union  i  los  decretos  i  órdenes  que  el  ejecutivo 
nacional,  los  tribunales  i  juzgados  de  la  Union  expidieren  en  ufo 
de  sus  atribuciones; 

12.  A  consignar  como  principio  político  en  sus  consliluciones 
particulares  la  estradicion  criminal; 

13.  A  mantener  distante  de  la  frontera  á  los  individuos  que 
por  motivos  políticos  se  asilen  en  un  estado,  siempre  que  el  estado 
mteresado  lo  solicite; 

14.  A  no  establecer  aduanas  para  cobros  de  impuestos,  pues 
sólo  habrá  las  nacionales; 

15.  A  no  permitir  en  los  estados  de  la  Union  enganches  ó  levas 
que  tengan  ó  puedan  tener  por  objeto  atacar  la  libertad  é  inde- 
pendencia ó  perturbar  el  orden  público  de  otros  estados,  ó  de  otra 
nación; 

16.  A  dejar  á  cada  estado  la  libre  administración  de  sus  pro- 
ductos naturales.  En  consecuencia  los  que  tengan  salinas  las  admi- 
nistrarán con  entera  independencia  del  gobierno  jcneral ; 

17.  A  reservar  de  las  rentas  nacionales á  beneficio  de  los  esta- 
dos que  no  tienen  minas  en  explotación,  la  suma  de  diez  i  seis  mil 
venezolanos  que  deberá  fijarse  en  el  presupuesto  anual  de  gastos 
públicos,  i  darse  á  aquéllos  por  trimestres  anticipados; 

18.  A  dar  el  continjcnte  que  les  corresponda  para  componer 
la  fuerza  pública  nacional  el  tiempo  de  paz  ó  de  guerra; 

19.  A  no  prohibir  el  consumo  de  los  productos  de  otros  esta- 
dos ni  gravarlos  con  impuestos  diferenciales; 

20.  A  dejar  al  gobierno  de  la  Union  la  libre  administración 
de  los  territorios  Amazonas  i  la  Goajira,  hasta  que  puedan  optar  á 
la  categoría  de  estados; 

21.  A  respetar  las  propiedades  urbanas,  parques  i  castillos 
que  sean  de  la  nación; 

22.  A  tener  para  todos  ellos  una  misma  lejislacion  sustantiva, 
civil  i  criminal; 

25.  A  establecer  en  las  elecciones  populares  el  sufrajío  di- 
recto, público,  escrito  i  firmado  por  el  sufragante,  ó  por  otro  ciu- 
dadano autorizado  por  él  á  presencia  de  la  junta  que  presida  la 
votación,  i  al  acto  de  efectuarse  ésta;  debiéndose  fijar  para  la  ins- 


TITrLO  III 

garantías  de  los  venezolanos 
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xión  pt  lai>sú  de  treinta  días,  i  para  la  votucíuii  el  dv  odio,  iii- 

idoH  en  loa  iillimos  dos  domiiif¡os; 
24.  A  reconocer  la  competencia  del  congreso  nacional  i  de  ]¡\ 
nlla  corle  feílerat  pura  conocer  de  las  causas  que  por  traición  á  lu 
patria  ú  por  infracción  de  la  constitución  i  leyes  jeneralea  de  la 
república  se  intenten  contra  loa  que  ejerzan  la  autoridad  ejeculi^n 
en  los  estados,  debiendo  consignar  este  precejilo  en  sus  constilu- 
cionea.  En  estos  jnidos  se  seguirán  los  Irámilcs  que  establezcan 
la>  leyes  nacionales. 

^Hpkrt.  14.  Ln  nación  garantiza  A  los  venezolanos : 
^■T^    1."  La  inviolabilidad  de  la  vida,  quedando  abolida  la  p<-na  ca- 
H^iliil,  cualquiera  que  sea  la  lei  que  la  establezca: 
K  3. o  La  (iropiediid  con  lodos  sus  dereclios  :  ésta  sólo  estará  su- 

jeta i  las  contri  nuciónos  decretadas  por  la  autoridad  lejislaliva.  :i 
1.1  decÍMon  judicial,  i  á  ser  tomada  para  obras  públicas,  previa  in- 
ilonntiíacion  i  juicio  contradictorio. 

S."  La  inviolabilidad  i  secreto  de  la  correspondencia  i  demás 
papeles ; 

4."  El  hogar  domestico,  que  no  podrá  ser  allanado  sinopar.n 
impedir  la  perpetración  de  un  delito,  con  arreglo  k  la  lei; 

5.'  La  libertad  personal,  i  por  ella  :  1."  queda  abolido  el  re- 
cltilamienlo  forzoso  para  el  servicio  de  las  armas;  2.°  proscripln 
piíra  siempre  la  esclavitud;  5."  libres  los  esclavos  que  pisen  el  ter- 
riiorio  de  Venezuela ;  i  4."  lodos  con  el  dereclio  de  hacer  ó  ejecu- 
tar lo  que  no  perjudique  <i  otro; 

fi.*  La  libtTtad  cfel  pensamiento,  espresado  de  palabra  í>  por 
tnedio  de  la  prensa;  éslo,  sin  restricción  alguna; 

7."  La  libertad  de  transitar  sin  pasaporte,  mudar  de  domicilio, 
observando  las  rormalidades  ^ue  se  establezcan  en  los  estados,  í 
auienlaree  i  volver  á  la  r-pi'iblica,  llevando  i  trayendo  sus  bienes; 

8.»  La  libertad  de  hiduslria;  i  en  consecuencia  la  propie- 
dad de  loa  descubrimientos  i!i  producciones.  Para  los  propietarios 
l.is  leyes  asignarán  un  privitejio  temporal,  ó  la  manera  de  ser  in- 
demnizadoD.  en  el  caso  de  convenir  el  autor  en  su  publicaiion; 

D."  La  libertad  de  reunión  ¡  asociación  sin  armas,  pública  ó 
livadamcnte.  no  podiendo  las  autoridades  tener  derecho  ¡ilguiio 

lípeccion; 

1(1.   I,n  libertad  do  pelÍcÍon.  i   el  dencbo  de  obtener  pesolii- 
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cion.  Aquélla  podrá  ser  para  ante  cualquier  funcionario*  autoridad 
ó  corporación.  Si  la  petición  fuere  de  varios,  los  cinco  primeros 
responderán  por  la  autenticidad  de  las  firmas*  i  todos  por  la  ver- 
dacl  de  los  hechos; 

ir  La  libertad  de  sufrajio  para  las  elecciones  populares,  sin 
más  restricción  que  la  menor  edad  de  diez  i  ocho  años; 

i2.  La  libertad  de  la  enseñanza,  que  será  proteiida  en  toda  su 
estension.  El  podor  público  queda  obligado  á  establecer  gratuita- 
mente la  educación  primaria  i  de  artes  i  oficios; 

i3.  La  libertad  relijiosa;  pero  solo  la  relijion  católica,  apos- 
tólica romana  podrá  ejercer  culto  público  fuera  de  los  templos; 

i4.  La  seguridad  individual,  i  por  ella  :  \.^  ningún  venezo- 
lano podrá  ser  preso,  ni  arrestado  en  apremio  por  deudas  que  no 
provengan  de  fraude  ó  delito;  2.^  ni  ser  obligado  á  recibir  mili- 
tares en  su  casa  en  clase  de  alojados  ó  acuartelados ;  3  <»  ni  ser 
juzgado  por  tribunales  ó  comisiones  especiales,  sino  por  sus  jueces 
naturales,  i  en  virtud  de  leyes  dictadas  antes  clel  delito  ó  acción 
(|ue  deba  juzgarse ;  4.**  ni  ser  preso  ni  arrestado  sin  que  preceda 
información  sumaria  de  haber  cometido  un  delito  que  merezca  prna 
corporal  i  orden  escrita  del  funcionario  que  decreta  la  prisión,  con 
espresion  del  motivo  que  la  causa,  á  menos  que  sea  cojido  infra- 

fanti;  5.°  ni  ser  incomunicado  por  ninguna  razón  ni  pretesto  ; 
.°  ni  ser  obligado  á  prestar  juramento,  ni  á  sufrir  interrogatorios 
en  causas  criminales,  contra  si  mismo  ó  sus  parientes,  dentro  del 
cuarto  grado  de  consan^ruinidad,  segundo  de  afinidad  ó  el  cónyuge; 
7.^  ni  continuar  en  prisión  si  se  destruyen  los  fundamentos  que  la 
motivaron  ;  S.""  ni  ser  condenado  á  sufrir  ninguna  pena  en  materia 
criminal,  sino  después  que  haya  sido  oido  legalmente;  9.^  ni  ser 
condenado  á  pena  corporal  por  más  de  diez  años;  iO  ni  continuar 
privado  de  su  líbertadf,  por  motivos  políticos,  restablecido  que  sea 
el  orden; 

i 5.  La  igualdad,  en  virtud  de  la  cual  :  i.^  todos  deben  ser 
juzgados  por  unas  mismas  leyes  i  sometidos  á  unos  mismos  debe- 
res, servicios  i  contribuciones;  2.^  no  se  concederán  titulos  de 
nobleza,  honores  i  distinciones  hereditarias,  ni  empleos  ú  oficios, 
cuyos  sueldos  ó  emolumentos  duren  más  tiempo  que  el  servicio; 
5.''  no  se  dará  otro  tratamiento  oficial  á  los  empleados  i  corpora- 
ciones que  el  de  Ciudadano  y  Usted. 

Art.  i  5.  La  presente  enumeración  no  coarta  la  facultad  á  los 
estados  para  acordar  á  sus  habitantes  otras  garantías. 

Art.  i 6.  Las  leyes  en  los  estados  señalarán  penas  á  los  infracto- 
res de  estas  garantías,  i  establecerán  los  tr¿nites  para  hacerlas 
efectivas. 

Art.  i7.  Los  que  esoidieren,  firmaren  ó  ejecutaren,  ó  mandai-cn 
ejecutar  decretos,  órdenes  ó  resoluciones  que  violen  ó  infrinjan 
cualesquiera  de  las  garantías  acordadas  á  los  venezolanos,  son  cuí- 
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■bles,  í  (Iclien  ser  caslígados  conforme  lo  determine  la  lei.  Todo 
tutlatlano  es  hábil  para  acusarlos. 


TITULO  IV 

DE  LA  LEJISLATURA   NACIONAL 


Arl.  18.  La  tejislatura  nacional  se  compondrá  ds  dos  cámaras; 
«-  Mns  de  senadores  i  oira  de  di|iuladufi. 

.\rt.  19.  Loa  Estados  determinaiáii  la  manera  de  hacer  el  nom- 
hramienlo  de  senadores  i  diputados. 

I.Art.  20.  í'ar.i  formar  la  cámara  de  diputados,  cada  oslado  nom- 
nri,  por  elección  popular  conforme  al  inciso  35  del  ait.  13, 
uno  por  cada  veinticinco  mil  habitantes,  i  otro  por  un  csceso  que 
pase  de  doce  mil.  También  elejirán  del  mismo  modo  Igual  iiúme- 
^  ni  de  suplentes. 

Art.  21.  Los  diputados  durarán  en  sus  funciones  dos  años,  i  se 
MOOVBrdn  en  su  totalidad. 
^Arf.  'íi.  Son  alribuciones  de  la  cámara  de  diputados  : 

l-°  Examinar  la  cuenta  anual  que  debe  presentar  el  presidente 
■  s  Estados  Unidos  de  Veneiueij; 

'  liar  volos  de  censura  ¿  los  ministros  del  despacho,  i  por 
k  lioeho  quedarán  vacanlt-s  sus  destinos; 
3.°  Oir  las  acusaciones  conira  el  t-margado  del  ejecutivo  na- 
cion.-il  [lor  traición  á  la  patria,  por  infracción  de  la  constitución  A 
por  di'liiQs  comunes;  contra  los  ministros  i  demás  empleados  na- 
cmnales  por  inrraccJon  de  la  constitución  í  leyes,  i  por  mal  desem- 
peño in  sus  funciones,  conforme  al  art.  Sli  du  esta  constitución; 
1  conira  loa  altos  funcionarios  públicos  de  los  estados,  por  ínfrac- 


SECCION  II 
cAmBTB  ds  dlpntadoa. 


9  DI 
de  esta  constilucion  i  de  las  leyes  jeneraics  de  la  república. 
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lüsla  facultad  es  preventiva,  i  no  disminuye  las  que  tengan  otras 
autoridades  para  juzgar  i  castigar. 

Árt.  23.  Cuando  se  proponga  acusación  por  un  diputado,  ó  por 
alguna  corporación  ó  individuo,  se  observarán  las  reglas  siguientes : 

i  ,^  En  votación  secreta  se  nombrará  una  comisión  de  tres  di- 
putados; 

2.""  La  comisión  emitirá  su  parecer  dentro  de  tercero  dia,  con- 
cluyendo si  ha  ó  no  lugar  á  formación  de  causa. 

3.°  La  cámara  considerará  el  informe  i  decidirá  por  el  voto  de 
la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  presentes ,  absteniéndose  de 
votar  el  diputado  acusador. 

Arr.  24.  La  declaratoria  de  ha  lugar,  suspende  de  hecho  al  acu- 
sado, i  le  inhabilita  para  desempeñar  cualquier  cargo  público  du- 
rante el  juicio. 


SKCCION  111 

De  la  c&mara  del  senado. 


Arl.  25.  Para  formar  esta  cámara  cada  estado  eleiirá  dos  sena- 
dores principales,  i  para  llenar  las  vacantes  dos  suplentes. 

Art.  26.  Para  ser  senador  se  requiere  :  ser  venezolano  por  na- 
cimiento i  tener  treinta  años  de  edfad. 

Art.  27.  Los  senadores  durarán  en  sus  destinos  dos  años. 

Art.  28.  Es  atribución  del  senado,  sustanciar  i  resolver  los  jui 
cios  iniciados  en  la  cámara  de  diputados. 

Art.  29.  Si  no  se  hubiere  concluido  el  juicio,  durante  las  sesio- 
nes, continuará  el  senado  reunido,  solo  con  este  objeto,  liasta  fene- 
cer la  causa.  En  este  caso  los  senadores  no  tendrán  dieta. 


SECCIÓN  IV 

Disposiciones  oomunes  á  las  cámaras  . 

Art.  30.  La  lejislatura  se  reunirá  cada  año  en  la  capital  de  lo> 
Estados  Unidos  el  dia  20  de  febrero  ó  el  más  inmediato  posible* 
sin  esperar  á  convocación;  i  las  sesiones  durarán  setenta  dias, 
prorogables  hasta  noventa. 

Art.  3i.  Las  cámaras  abrirán  sus  sesiones  con  las  dos  terceras 
partes  de  $us  miembros  por  lo  menos ;  i  á  falta  de  este  número, 
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[MicatTt;iiles  sú  I'üuiiíI'í'iii  en  comisión  pivparulun;i  i  diclai.'in 
lii]t  parn  la  concuiTencia  du  los  ausenics. 
..  a.  Abiurlas  las  sesiones  podrán  cotitiniiai'sc  con  los  dos 
rcíofl  de  lus  que  las  liayan  irslalado,  con  tal  que  no  bajen  de  lü 
HJDÍlad  de  la  totalidad  de  los  miembros  nombrados. 

Arl.  S3.  Aunque  las  cámaras  rimcionarán  separadamente,  se 
punirán  en  con<,'reso  cuando  lo  determinen  la  constitución  i  la 
,  ü  cuando  una  de  las  dos  lo  cri'a  necesario.  Si  convitileru  la  in- 
iciada, ¿sla  lijará  el  día  i  la  hora  de  la  reunión. 
k  Art-  34.  Las  sesiones  serán  públicas,  i  secretas  cuando  lo  ocucr- 
■  In  cAmara. 
I  Art.  35.  Las  aimaras  tienen  el  derecho  : 

I.*  be  darse  ios  reclámenlos  que  deban  obsei-karso  en  la^  se- 
milles i  debates; 

2."  De  acordar  la  corrección  para  los  infractoi'es; 
o.*  De  establecer  la  policía  en  la  casa  de  sus  sesiones; 
i."  De  casltgar  ó  corregir  It  los  espectadores  que  falten  al  úr- 
a  establecido; 
5."  üe  remover  los  oljstácuios  que  se  «pongan  al  libre  ejei^ 
o  de  sus  funciones; 

fl."  De  mandar  ejecutar  sus  resoluciones  privativas; 
7.-  De  calilirar  á  sus  siiembros  i  oir  sus  renuncias. 
i  Arl.  56.  Una  de  las  cámaras  no  podrá  suspender  sus  sesiones, 
V  mudar  do  residencia  sin  el  consentimiento  de  la  otra  ;  en  caso 
I  diverjencia,  se  reunirán  i  ¡e  ejecutará   lo  que  resuelva  la  ma- 
Jria. 

f  Arl.  37.  El  ejercicio  de  cualquiei-j  función  publica  es  inconipa- 
s  durante  las  sesiones  con  las  de  senador  ü  diputado  :  ta  lei 
■ignara  las  indemnizaciones  que  ban  de  recibir  por  sus  servi- 
i.  que  no  podrán  ser  aumenludas  on  ct  periodo  constitucional 
le  sefliaren. 

..  38.  Los  senadores  i  diputados  desde  el  veinte  de  enero  de 

)  hasta  treinta  dias  después  de  terminadas  las  sesiones, 

1  de  inmunidad;  i  ¿slu  consiste  cu  la   suspensión  de  lodo 

dimiento,  cualquiera  que  sea  su  ortjen  A  naturaleza.  Cuando 

D  cómela  un  hecho  que  merizca  pena  corporal,  la  averigua- 

.  a  contínuarfi  haí>Ia  el  tónnino  del  sumario,  quedando  en  este 

}adü  mientras  dure  la  inmunidad. 

.  ^{).  El  congreso  será  presidido  por  el  prc.-idcnle  del  sena- 
,  i  el  de  la  cámara  de  diputados  hará  de  vicepresidente. 
Ail.  W.  Los  miembros  de  las  cámaras  no  son  rcsponíablee  [or 
Ibí  opiniones  i>  discursos  que  omitan  en  ellas. 

Art.  ii.   Los  senadores  i  diputados  no  pueden  aceptar  del  eje- 

eulÍTO  nacional  empleos  ü  comisiones,  sino  un  año  después  de  Icr- 

ÍBido  el  periodo  para  que  fueron  nombrados.  Esceplúanse  los 

nibramienlos  de  ministros  del  despacho,  empleos  diplomáticos  ¡ 
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mandos  militares  en  tiempo  de  guerra ;  pero  la  admisión  de  estos 
empleos  deja  vacante  el  aue  ocupaban  en  la  cámara. 

Art.  42.  Tampoco  pueaen  los  senadores  i  diputados  hacer  con- 
tratos con  el  gobierno  jeneral,  ni  jestionar  ante  él  reclamos  de 
otros. 


SECCIÓN  V 

Atrl  oeiones  de  la  lejislatnra. 

Art.  43.  La  lejislatura  nacional  tiene  las  atribuciones  si- 
guientes : 

i.'  Dirimir  las  controversias  que  se  susciten  entre  los  estados; 

2.'  Erijir  i  organizar  el  distrito  federal  en  un  terreno  despo- 
blado que  no  escederá  de  diez  millas  cuadradas  i  en  que  se  edifi- 
cará la  ciudad  capital  de  la  Union.  Este  distrito  será  neutral  i  no 
practicará  otras  elecciones  que  las  que  la  lei  determine  para  su  lo- 
calidad. El  distrito  será  provisionalmente  el  designado  por  la  asam- 
blea constituyente  ó  el  que  designare  la  lejislatura  nacional; 

5.'  Organizar  todo  lo  relativo  á  las  aduanas,  cuyas  rentas  for- 
marán el  tesoro  de  la  Union,  mientras  se  sustituyan  con  otras; 

4.'  Resolver  sobre  todo  lo  relativo  á  la  habilitación  i  seguri- 
dad de  los  puertos  i  costas  marítimas; 

5.'  Crear  i  organizar  las  oficinas  de  correos  nacionales,  i  es- 
tablecer derechos  sobre  el  porte  de  la  correspondencia; 

6.'  Formar  los  códigos  nacionales  con  arreglo  al  inciso  32  del 
articulo  13; 

7.'  Fijar  el  valor,  tipo,  lei,  peso  i  acuñación  de  la  moneda  na- 
cional, i  resolver  sobre  la  admisión  i  circulación  de  la  estranjera; 

8.'  Designar  el  escudo  de  armas  i  la  bandera  nacional,  que 
serán  unos  mismos  para  todos  la  estados; 

9.'  Crear,  suprimir  i  dotar  los  empleados  nacionales; 

10.  Determinar  sobre  todo  lo  relativo  á  la  deuda  nacional; 

11.  Contraer  empréstitos  sobre  el  crédito  de  la  nación;  . 

12.  Dictai*  las  medidas  conducentes  para  la  formación  del 
censo  de  población  i  estadística  nacional; 

i 3.  Kijar  anualmente  la  fuerza  armada  de  mar  i  tierra,  i  dic- 
tar las  ordenanzas  del  ejército; 

14.  Diciar  las  reglas  para  la  formación  i  reemplazo  de  las 
fuerzas  espresadas  en  el  número  anterior; 

15.  Decretar  la  guerra  i  requerir  al  ejecutivo  nacional  para 
que  negocie  la  paz; 

16.  Aprobar  ó  negar  los  tratados  ó  convenios  diplomáticjos. 
Sin  este  requisito  no  podrán  ratificarse  ó  canjearse ; 


Ktl't'llMüi  DE  Vt^tbZULV  li: 

_  17.  Aprobar  ú  negar  los  cunlratos  que  sgbn-  obras  püblicüs 
tctonales  lin^'a  el  presidente  de  la  Union,  síit  cuyo  requisito  no  se 
"   páii  á  efectiii 

trniiir  snualinontu  los  presupuestos  de  gustos  públicos; 
Í9.  Promover  lu  conüuucnle  á  la  prospi^ridad  del  pais,  i  &  su 
Belaiilo  en  los  conocimientos  jenendes  du  las  cíi'ncías  i  de  las 
es; 
30.  Fijar  i  unirorniur  las  pesas  i  nicilídas  nadonales; 

21.  (lonco'der  ainnisliüs; 

22.  Establecer  con  la  denominación  de  lerrilurios,  el  réjímen 
^ifcial  con  <|ue  deben  existir  temporal  mente  rejioiies  despobladas 

Ehabítadas  por  indijems  no  civilizados  :  tales  territorios  depende- 
"i  inineilialamentc  del  ejecutivo  de  la  Union; 

'Jlí.  Establecer  los  üáinites  i  designar  las   penas  que  dclia 
loiier  L'l  .seiiii'lo  en  los  juicios  iniciados  en  la  cámara  de  dipu- 

l<»; 

54.  Aumentar  la  base  de  población  para  nombraiuienlo  de  los 
lutados; 

55.  Permitir  ó  no  la  admisión  de  estrunjeros  al  servicio  pi'i- 

M.  Espedir  la  loi  de  eleccione*  para  presidente  de  la  Uniun  ; 

il.  Dar  \e\Ks  sobre  retiros  i  moutepios  mililares; 

98.  Dictar  la  lei  de  responsabilidad  de  lodos  los  empleados 
Uionalrs  i  de  los  empleados  do  los  estados  por  infracción  de  la 
'Hlitucioni  leves  jciieralcs  de  la  Unionj 

S9.  [K'lerminar  la  manera  de  conceder  giados  6  ascensor  mi- 
ires. 
FArl.  41.  Además  de  la  remuneración  precedente,  la   lejislaLuia 
Kíonal  podrá  espedir  las  leyes  de  carácter  jeneral  que  sean  rn'- 
Barias. 


SECCIO.V  VI 

D»  la  lormBOloa  da  las  ley«. 

IAtI.  45.  Las  leyes  i  decretos  de  la  lejislalura  nacional  pueden 
r  iniciados  por  los  miembros  de  una  ú  otra  cámara,  i  de  la  ma- 
rá que  dispongan  sus  reglamentos. 
■Art.  46.  Luego  (jue  se  haya  presentado  un  proyecto,  se  conai- 
'rará  para  ser  admitido  ;  i  si    lo  fuere,  se  le  darán  tres  díscu- 
loes  con  intervalo  de  un  día  por  lo  menos  de  una  á  otia  ;  obscr- 
^dose  las  i-eglas  que  se  liayan  establecido  para  los  debnt-s. 
>  Árt.  47.  Los  proyectos  aprobados  en  la  cámara  en  que  fueron 
iiiriadus,  »e  pasarán  á  la  oira  para  los  efectos  del  articulo  ante- 
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ríor,  í  sí  no  fueren  negados,  se  deTolTerán  á  bi  cimara  del  oríjei) 
eoa  las  alteraciones  qae  habieren  sofrído. 

Art.  48.  Sí  la  cámara  del  orí  jen  no  admitiere  las  alleaciooes, 
podrá  insistir  i  enviar  sos  razones  escrítas  á  la  otra.  También  po- 
dfán  reunirse  en  congreso  i  resolverse  en  comisión  jeoeral  para 
bascar  la  manera  de  acordarse  ;  pero  si  esto  no  pudiere  conse- 
gaírse,  quedará  sin  efecto  el  proyecto  lu^o  que  la  cámara  ód 
oríjen  decida  separadamente. 

Art.  49.  Al  pasarse  los  proyectos  de  una  á  otra  cámara,  se  espre- 
sarán los  dias  en  que  hayan  sido  discutidos. 
If  Art.  50.  La  lei  que  reforma  otra  se  redactará  int^iramente  i  se 
derogará  la  anteríor  en  todas  sus  partes. 

Art.  oi.  En  las  leyes  se  asará  de  esta  fórmula  :  c  D  eongreso  de 
los  Estados  Unidos  de  Venezuela—decreta.  » 

Art.  52.  Los  proyectos  rechazados  en  una  lejislatnra,  no  podrán 
aer  presentados  nuevamente  sino  en  otra. 

Art.  53.  Los  proyectos  pendientes  en  una  cámara,  al  fin  de  las 
lesiones,  sufrirán  las  mismas  tres  discusiones  en  las  Icjislaturas 
siguientes. 

Art.  54.  Las  leyes  se  derogan  con  las  mismas  formalidades  que 
se  establecen. 

Art.  55.  Cuando  los  ministros  del  despacho  hayan  sostenido  en 
la  cámara  la  inconstilucionalidad  de  un  proyecto*,  i  no  obstante 
quedare  sancionado  como  leí,  puede  el  ejecutivo  de  la  unión  some- 
terlo á  la  nación,  representada  en  las  lejislaturas  de  los  estados. 

Art.  56.  En  el  caso  del  artículo  anterior  cada  estado  represen- 
tará un  voto  espresado  en  la  mayoría  de  miembros  concurrentes  á 
la  Ifjíslatura  i  el  resultado  lo  mviará  á  la  alta  corte  federal,  con 
esta  lorma  :   «  Confirmo  •  ú  «  Objeto. )» 

Art.  57.  Si  la  mayoría  de  los  estados  opinare  como  el  ejecutivo, 
la  corte  mandará  suspender  la  leí  i  dará  cuenta  al  congreso  con 
la  remisión  de  todo  lo  obrado. 

Art.  58.  Las  leyes  no  estarán  en  observancia,  sino  después  de 
publicadas  con  la  solemnidad  que  se  establezca. 

Art.  59.  La  facultad  concedida  para  sancionar  la  lei  no  es  dele- 
gablo. 

Art.  GO.  Ninguna  disposición  lejislatíva  tendrá  efecto  retroac- 
tivo, escepto  en  materia  de  procedimiento  judicial,  i  la  que  im- 
ponga menor  pena. 
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TirULU  V 

DEL  EJECUTIVO  NACIONAL 


SIXCION   I 
Del  tele  de  la  adminlBtraoloa  leneral. 


Art.  ñi.  Todo  lo  relativo  a  I.i  adniintsiracion  jeneral  de  la  nii- 

iD,  que  no  esté  atribuido  ;■  otra  auturiil.id  por  esta  constitución, 
_Inn1  á  cargo  de  un  niiijisli-udo  que  ae  nomlirará  presidente  de 
Fóií  Estados  Unidos  de  Venezuela. 

Art.  63.  Para  ser  presiilenle  se  requiere  ser  venezolano  por  na- 
ciniii-ulo  i  tener  tmnta  años  de  edad. 

Art.  ft3.  La  elección  tli>  presidente  se  hará  por  los  ciudadanos  de 
todos  los  estados  en  votaciun  directa  i  pi'ihlicü  corjforme  al  inciso 
SS  del  art.  13,  de  manera  que  Cixii  estado  ten^a  un  voto,  quesera 
el  di;  la  mayoría  relativa  de  sus  eledorL'S. 

Arí.  64.  El  octavo  diu  de  las  sesiones  del  congreso,  se  reuniríin 
las  cámaras  para  hacer  el  es4'rutÍnio.  Si  para  entonces  no  se  hu- 
bieren recibido  lodos  lo.s  i-ejislros,  se  dictarán  las  medidas  condu- 
c^tnlespaca  obtenerlos,  debiéndose  diferir  el  acto  hasta  por  cua- 

lU  días  si  fuere  necesario.  Vencido  este  término,  podrá  efec- 
con  los  rcjiatros  que  se  hayan  recibido,  con  tal  que  no  bu- 
de  las  dos  terceras  parles. 
^Art.  65.  Llegado  el  caso  de  efectuar  la  elección  se^'iin  el  ai- 
llo anterior,  se  declarará  elejidu  presidente  A  que  tenga  la  ma- 
yoría absoluta  de  votos.  Si  ninguno  la  tuviere,  e^cojerá  el  congreso 
'<nlre  los  dos  que  hubieren  obtenido  mayor  número.  En  este  caso, 
Im  TOtiK)  serán  tomados,  teniendo  cada  oblado  un  voto,  i  sin  la 
cuncum-iicia  de  las  dos  tercer^is  parles  de  los  estados  no  se  verifi- 
cará rsta  eli-ecion  El  voto  de  cada  fslado  lo  conslilriye  el  de  ta 
mayoría  absoluta  de  sus  representantes  i  senadores;  i  en  caso  de 
empHie  decidirá  la  suerte. 

Art.  66.  Durante  el  escrutinio  un  podht  separarse  de  la  sesión 
nin^rno  de  los  miembros  concurrentes,   sin  consentimiento  del 


cumies 

Hprt. 
^Tfeolo 


Art.  67.  Las  fallas  temporales  del  presidente  serán  suplidas  por 
uno  de  loa  ministros  de]  despacho  elejido  por  la  mnyoria  de  votos 
lie  «IR  colegas ;  i  sus  fallas  absolutas,  provenientes  (le  muerte,  re- 
■OBcí*,  destitución  ú  cesación  en  el  mando  por  haberse  terminado 
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el  período  para  que  fué  elecfo,  por  el  presidente  de  la  alta  corle 
federal,  quien  al  encargarse  del  ejecutivo  convocará  los  pueblos  á 
elecciones,  á  menos  que  la  vacante  ocurra  dentro  de  los  últimos 
seis  meses  del  periodo  constitucional. 

Arl.  68.  En  los  casos  del  artículo  anterior  el  que  entra  á  suplir 
las  fallas  del  presidente  de  la  república,  debe  tener  las  cualidades 
requeridas  por  el  art.  62  de  la  constitución,  esto  es,  (ener  treinta 
años  de  edad  i  ser  venezolano  por  nacimiento.  Caso  de  que  el  pre- 
sidente de  la  alta  corle  no  las  tuviere,  deberá  ser  clesignado  otro 
de  sus  colegas  principal  ó  suplente  en  quien  concurran,  en  sesión 
pública  i  por  mayoría  de  sus  votos. 

Art.  69.  El  presidente  durará  en  sus  funciones  dos  años  á  con- 
tar desde  el  20  de  febrero,  dia  en  que  se  separará  precisamente  i 
llamará  al  que  debe  sustituirle,  aunque  no  haya  desempeñado  sus 
funciones  durante  todo  el  período  para  que  fué  nombrado. 

Art.  70.  El  presidente  saliente  ó  quien  le  sustiluya  en  caso  de  la 
falta  absoluta,  no  podrán  ser  elejidos  para  el  período  inmediato  ó 
siguiente  al  que  termina,  ni  tampoco  los  parientes  de  aquél  i  éste 
hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  afinidad  civiles. 

Art.  7 i.  La  lei  señalará  el  sueldo  que  ha  de  percibir  el  presi- 
dente i  los  que  lo  sustituyan  en  sus  funciones;  i  no  podrá  ser 
aumentado  ni  disminuido  en  el  período  en  que  se  espida  la  lei. 


SECCIÓN  11 

De  las  atrUiaolones  del  presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Art.  72.  El  presidente  de  la  Union  tiene  las  siguientes  atribu- 
ciones : 

!.■  Preservar  la  nación  de  todo  ataque  esterior; 

2."  Mandar  ejecutar  i  cuidar  de  la  ejecución  de  las  leyes  i  de- 
cretos de  la  lejislatnra  nacional; 

.i."  Cuidar  i  vijilar  la  recaudación  de  las  rentas  nacionales; 

i.'  Administrar  los  terrenos  baldíos  conforme  á  la  lei; 

5.'  Convocar  la  lejislatnra  nacional  para  sus  reuniones  pe- 
riódicas; i  eslraordinarianienle  cuando  lo  exija  la  gravedad  de 
algún  acontecimien'o; 

6."  Nombrar  para  los  destinos  diplomáticos,  consulados  jene- 
rales  i  cónsules  particulares;  debiendo  recaer  los  primeros  i  .se- 
gundos en  venezolanos  por  nacimiento; 

7.*  Dirijir  las  negociaciones  i  celebrar  toda  especie  de  trata- 
dos con  otras  naciones,  sometiendo  éstos  á  la  lejislatura  nacional; 
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8.*  Celebrar  los  contratos  i\e  interés  naciojial  con  ancglo  á 

I  leí  i  üomrierlos  á  la  leji&lalurn ; 
9,*  Nombrar  i  remover  los  ministros  del  despndio; 
iO.  Nombrar  los  empicados  de  hucieiida,  cuyo  iionibramietito 

se  atribuya  á  otros  funcionarios.   St'  recjuieie  pura  estos  eni- 
leos  ser  venezolano  por  nacimiento; 

11.  Remover  i  suspender  á  los  enipleadus  de  su  libre  nombra- 
ietito,  i  mandarlos  enjuiciar  si  hubiere  motivo  pura  ello; 

12.  Conceder  cartas  de  nncionalidad  conforint?  &  la  tci; 

13.  Espedir  patentes  de  navegación  á  los  bnqiies  nacionales; 

14.  Declarar  la  guerra  en  nombre  de*  la  rupiiblica  cunndo  la 
bya  decretado  el  congreso. 

15.  En  los  casos  de  guerra  estranjera  podrú  :  I ."  Pedir  ¿  los 
nndos  los  ausilios  necesarios  para  la  defensa  naciuual ;  S-"  ExJjir 

anticipadamente  las  contribuciones,  b  negociar  los  cmpréslilos  de- 
cretados, si  no  son  bastantes  las  reñías  ordinarias ;  3.°  Arrestar  ó 
espulsar  á  los  individuos  que  pertenezcan  á  la  nación  con  la  cual 
se  este   en  guerra  i  que  ^ean  contrarios  á  la  defensa   del   país; 
i."  Suspender  las  garantías  qL>e  sean  incompatibles  con  la  di^fema 
de  la  independencia  del  país,  esceplo  la  de  la  vida;  5."  Señalar  el 
lugar  á  donde  deba  trasladarse  trimsitoriamenlÉ  el  ejecutivo  iin- 
Mial,  cuando  haya  graves  motivos  para  ello;  G."  Someter  ajuicio 
r  traición  á  la  patrin  i  los  venezolanos  que  de  alguna  manera 
Nto  hostiles  á  la  defensa  nacional;. 7."  Kspedir  patentes  de  corsa 
represalias  i  dictar  las  regias  que  Rayan  de  seguií-se  en  los  casos 
b  ipnrsa  miento; 

Í9.  Hacer  uso  de  la  fuerza  pública  i  de  las  facultades  conle- 
jdnei)  los  números  1.",  2."  i  h."  de  lii  atribución  preceden  le,  con 
lobjetode  restablecer  el  orden  constitucional,  en  el  aisn  de  su- 
ievacion  ú  mano  armada  contra  las  instituciones  políticas  que  se 

II  dado  la  nación; 
17-  Disponer  de  la  Tuerza  pública  para  poner  término  á  Iri  co- 
lon armada  entre  dos  6  más  estados,  i  exijirics  que  depongan 

P  armas  i  sometitn  sus  controversias  á  la  decisión  de  las  autori- 
Rjes  nacionales,  segim  el  inciso  8."  del  art.  15; 

18.  Dirijir  la  guerra  6  mandar  el  ejército  tn  persona  en  los 
«ISOT  previstos  en  esto  artículo.  También  podr&  salir  de  la  capi- 
tal, cuando  asuntos  de  Ínteres  público  lo  exijan  ; 
Ift.  Conceder  indultos  jeneralea  ó  parliculai'es; 

50.  Defender  el  terrilorio  designado  |iara  el  distrito  federal, 
indo  haya  fundados  temores  de  ser  invadido  por  fiinzas  hos- 

51.  Desempeñar  las  deniAs  funciones  que  le  atribuyan  las  le- 
ft  Iiationales. 

.rt.  73.  Duando  el  ejecutivo  nacional  haya  hecho  uso  de  lodas 
e  alguna*  de  las  facultades  que  le  acuerda  el  artículo  anterior, 
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dará  cuenta  al  congreso  dentro  de  los  ocho  primeros  dias  de  su 
próxima  reunión. 


SECCIÓN  III 

De  los  ministros  del  despaoho. 


Art.  74.  El  presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  tendrá 
para  su  despacho  los  ministros  gue  señale  la  lei.  Esta  determinará 
sus  funciones  i  deberes,  i  organizará  las  secretarías. 

Art.  75.  Para  ser  ministro  del  despacho  se  requiere  ;  tener 
veinticinco  años  de  edad,  ser  venezolano  por  nacimiento,  ó  tener 
cinco  años  de  nacionalidad. 

Art.  76.  Los  ministros  son  los  órganos  naturales  i  precisos  del 
presidente  de  la  Union  :  todos  los  actos  de  éste,  serán  suscritos 
por  aquéllos ,  i  sin  tal  requisito  no  serán  cumplidos  ni  ejecutados 
por  las  autoridades,  empleados  ó  particulares. 

Art.  77.  Todos  los  actos  de  los  ministros  deben  arreglarse  á  esta 
constitución  i  á  las  leyes  :  su  responsabilidad  no  se  salva  por  la  or- 
den del  presidente,  aunque  la  reciban  escrita. 

Art.  78.  La  decisión  de  todos  los  negocios  que  no  sean  de  lo 
económico  de  las  secretarías,  se  resolverá  en  consejo  de  ministros; 
i  la  responsabilidad  es  colectiva. 

Art.  79.  Los  ministros  dentro  de  las  cinco  primeras  sesiones  de 
cada  año,  darán  cuenta  á  las  cámaras  de  lo  que  hubieren  hecho  ó 
pretendan  hacer  en  sus  respectivos  ramos.  También  darán  los  in- 
formes escritos  ó  verbales  que  se  les  exijiere,  reservando  solamente 
lo  que  no  convenga  publicar  en  negociaciones  diplomáticas  i  de 
guerra. 

Art.  80.  En  el  mismo  término  presentarán  á  la  lejii»latura  nacio- 
nal el  presupuesto  de  gastos  públicos  i  la  cuenta  jeneral  del  año 
anterior. 

Art.  81.  Los  ministros  tienen  derecho  de  palabra  en  las  cámaras, 
i  están  obligados  á  concurrir  cuando  sean  llamados  á  informar. 

Art.  82.  Los  ministros  son  responsables  : 
!.*>  Por  traiciona  la  patria; 

2.*»  Por  infracción  d«i  e^ta  constitución  ó  de  las  leyes; 
5."  Por  malversación  de  los  fondos  públicos; 
4.**  Por  hacer  más  gastos  que  los  presupuestos; 
5.°  Por  soborno  ó  cohecho  en  los  negocios  de  su  cargo,  ó  en 
nombramientos  para  empleados  públicos. 
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SECCÍON  IV 

Arl.  87).  El  ejecutivo  nacional  se  ejerce  por  el  presidente  de  la 
Union,  ó  el  que  haga  sus  veces,  en  unión  de  los  ministros  del  des- 
pacho, que  son  sus  órganos. 

Art.  84.  Las  funciones  del  ejecutivo  nacional  no  pueden  ejer- 
cerse fuera  del  distrito  federal,  sino  en  el  caso  previsto  en  el  nú- 
mero o.<»,  atribución  15  del  art.  72.  Guando  el  presidente  tomare 
el  mando  del  ejército,  ó  se  ausentare  del  distrito  federal,  haciendo 
uso  de  la  facultad  18  del  mismo  art.  72,  será  reemplazado  como  se 
dispone  en  los  arts.  67  i  68  de  esta  constitución. 


TITULO  VI 

DE  LA  ALTA  CORTE  FEDERAL 

SECCIÓN  I 
De  BU  formación. 


Art.  85.  La  alta  corte  federal  se  compondrá  de  cinco  vocales 
con  las  cuahdades  que  se  espresarán  : 

1."  Ser  venezolano  por  nacimiento  ó  tener  diez  años  de  natu- 
ralizado; 

l^"  Haber  cumplido  treinta  años  de  edad. 
Art.  86.  Para  el  nombramiento  de  ios  vocales  la  lejislatura  de 
cada  estado  presentará  al  congreso  una  lista  en  número  igual  al 
de  las  plazas  que  deban  proveerse,  i  el  congreso  declarará  electo 
al  que  reúna  más  votos  en  las  presentaciones  reunidas  en  cada  una 
de  las  secciones  que  siguen  : 

I  *  De  Cumaná,  Nueva  Esparta,  Malurin  i  Barcelona; 

2."  De  Guayana,  Apure,  Zamora  i  Portuguesa; 

5.'  De  Bolívar,  Guzman  Blanco,  Guárico  i  Carabobo; 

4.'  De  Coiédes,  Yaracui,  Barquisimeto  i  Falcon;  i 

5."  DeZulia,  Trujillo,  Guzman  i  Táchira. 
Los  empates  serán  decididos  por  el  congreso,  i  cuando  por  cual- 
quier causa  no  hubieren  los   estados  hecho  las  presentaciones,  el 
congreso  elijirá  paia  llenar  las  fallas  hasta  que  le  sean  remitidas 
las  propuestas. 
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Art.  87.  La  leí  determinará  las  diversas  fanciones  de  los  vocales 
i  de  los  otros  empleados  de  la  alta  corte  federal. 

Art.  88.  Los  vocales  i  sus  respectivos  suplentes,  que  se  nom- 
brarán de  la  misma  manera  que  los  principales,  durarán  en  sus 
destinos  dos  años.  Los  principales,  ó  sus  suplentes  enejercic^io,  no 
podrán  admitir  durante  aquel  periodo  empleo  alguno  de  nombra- 
miento del  ejecutivo,  aunque  renunciaren  su  destino. 


SECClOiN  11 

Atribaoiones  de  la  alta  oorte  federal. 

Art.  89.  Son  mateiias  de  la  competencia  de  la  alta  corte  re- 
dera! : 

i."  Conocer  de  las  causas  civiles  ó  criminales  que  se  formen 
á  los  empleados  diplomáticos  en  los  casos  permitidos  por  el  dere- 
cho público  de  las  naciones; 

2.'  Conocer  de  las  causas  que  el  presidente  mande  formar  á 
sus  ministros,  á  quien  se  daiú  cuenta  en  el  caso  de  decretar  la 
suspensión; 

o."  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  contra  los  minis- 
tros del  despacho,  cuando  sean  acusados  según  los  casos  previstos 
en  esta  constitución.  En  el  caso  de  ser  necesaria  la  suspensión  del 
destino,  la  pedirán  al  presidente  de  la  Union,  aue  la  concederá; 

4.'  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  que  por  mal  des- 
empeño de  sus  funciones  se  formen  á  los  ajentes  diplomáticos, 
acreditados  cerca  de  otra  nación; 

5.'  Conocer  de  las  causas  criminales  ó  de  responsabilidad  que 
se  formen  á  los  altos  funcionarios  de  los  diferentes  estados,  con- 
forme al  inciso  2 i  del  art.  lo  de  esta  constitución; 

6.'  Conocer  de  los  juicios  civiles  cuando  sea  demandada  por 
la  nación  i  lo  determine  la  lei. 

?.■  Dirimir  las  controversias  que  se  susciten  entre  los  em- 
pleados de  diversos  estados  en  materia  de  jurisdicción  ó  compe- 
tencia; 

8.»  Conocer  de  todos  los  negocios  que  los  estados  quieran  so- 
meter á  su  consideración; 

9."  Declarar  cuál  sea  la  lei  vijente,  cuando  se  hallen  en  coli- 
sión las  nacionales  entre  sí,  ó  éstas  con  las  de  los  estados,  ó  la 
de  los  mismos  estados; 

10.  Conocer  de  las  controversias  que  resulten  de  los  contratos 
ó  negociaciones  que  celebrare  el  presidente  de  la  Union; 

i  i .  Conocer  de  las  causas  de  presas; 

12.  Ejercer  las  demás  atribuciones  que  determine  la  lei. 
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TITULO  Vil 

DISPOSICIONES   COMPLEMENTARIAS 


Arl.  90.  Todo  lo  que  no  oslé  espresamente  atribuido  ú  hi  ad- 
mití ¡Mriicion  jenrral  di'  la  noción  en  esta  constilucion,  es  de  la 
competencia  de  los  estados. 

Art.  91.  Los  tribunales  de  justicia  en  los  estados  son   indepen- 
dientes :  las  causas  en  ellos  iniciadas  conforme  á  su  procedimiento 
especial,  i  on  asuntos  de  su  esclusiva  competencia,   terminanln 
eii  los  miímos  estados  sin  sujeción  al  examen  de  ninguna  aulori- 
*  id  estraña. 
Art.  9'i.  Todo  acto  del  congreBO  ú  del  ejecutivo  nacional  (pie 
ue  los  derechos  gurantizodos  á  los  estados  en  esta  constitución, 
ntaiiue  su  independencia,  delierá  ser  declaraiio  nulo  por  la  alia 

e  siempre  que  asi  lo  pidn  la  mayurfu  de  Us  lejislaturas. 
|krt.  95.  La  fuerza  |>iiblica  nacionul  se  divide  en  naval  i  lerrcs- 
<  compondrá  de  la  milicia  ciudadana  que  organicen  loa 
tidús  según  sus  leyes. 

hrt.  94.  La  fuena  A  cnrgode  la  Union  se  Formará  con  individuos 
Honlarios,  con  un  continjenle  proporcionado  que  dará  ciid.i  Ks- 
W,  llamando  al  servicio  los  ciudadanos  que  deban  prestarlo 
kforme  á  sus  leyes. 
(Art.  95.  En  caso  de  guerra  ruede  aumentarse  el  conlinjente  con 
i  cuerpos  de  la  milicia  ciudadana  hasta  el  nrimcro  de  hombres 
iBesario  para  llenar  el  pedido  del  gobierno  nacional, 
Art.  90.  El  gobierno  nacional  podrá  variar  los  jefes  de  la  fuciza 
Mica  que  suministren  loa  estados,  en  los  casos  i  con  las  founa- 
kdesqae  la  lei  militar  nacional  determine,  i  entonces  se  pcdi- 
1  los  reemplaxOH  á  los  estados. 

Tlrt,  97.  La  autoridad  militar  i  la  civil  nunca  ser&n  ejercidas  por 
una  misma  persona  ú  corporación. 

Alt.  98.  kn  posesión  como  está  la  nación  del  derecho  dcpatro- 
nato  cclesiñslico,  lo  ejercerá  como  lo  determine  la  lei. 
^"■^il.  99.  Kl  pobiemo  de  la  Union  no  tendrá  en  los  estados  oíros 
visados  residentes  con  jurisdicción  ó  autoridad,  que  los  eni- 
loa  de  los  mismos  estados.  Se  csceplúan  los  de  hacienda,  los 
slbertaa  que  guarnezcan  Torlalezas  nacionales,  pai'qnes  que 
f  la  lei,  apostaderos  i  pnerlos  habilitados,  que  solo  tendrán 
jurisdicción  en  lo  peculiar  de  sus  respectivos  destinos,  i  dentro  del 
recinto  de  las  fortalezas  i  luurlcles  que  manden ;  sin  que  por  esto 


in  REPUBUCA  DE  VENEZUELA 

dejen  de  estar  sometidos  á  las  leyes  jenerales  del  estado  en  que 
residtnn.  Todos  los  elementos  de  guerra  hoi  existentes  peilenecen 
al  gobierno  nacional. 

Art.  100.  El  ^'obierno  nacional  no  podrá  situar  en  un  estado 
fuerza  ni  jefes  militares  con  mando,  aunque  sea  del  mismo  estado, 
ni  de  otro,  sin  el  permiso  del  gobierno  del  estado  en  que  se  deba 
situar  la  fuerza. 

Art.  101.  Ni  el  ejecutivo  nacional  ni  los  de  los  estados  pueden 
tener  intervención  armada  en  las  contiendas  domésticas  de  un  es- 
tado :  sólo  les  es  permitido  ofrecer  sus  buenos  oficios  para  dar  á 
aquéllas  una  solución  pacífica. 

Art.  102.  En  casos  de  faltas  absoluta  ó  temporal  del  presidente 
de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  se  participará  inmediatamente 
á  los  estados  quién  ha  entrado  á  reemplazarlo. 

Art.  103.  No  podrá  el  congreso  nacional  aumentar  los  impues- 
tos que  graven  la  espoilacion,  ni  constituir  más  hipotecas  sobre 
ella  ;  i  una  vez  satisfechas  las  actuales  por  solución,  compensación 
ó  sustitución,  será  para  siempre  libre  la  esportacion  de  los  pro- 
ductos nacionales. 

.  Art.  104.  Toda  autoridad  usurpada  es  ineficaz ;  sus  actos  son  nu* 
los.  Toda  decisión  acordada  por  requisición  directa  ó  indirecta  de 
la  fuerza  armada  ó  de  reunión  de  pueblo  en  actitud  subversiva,  es 
nula  de  derecho  i  carece  de  eficacia. 

Art.  105.  Se  prohibe  á  toda  corporación  ó  autoridad  el  ejercicio 
de  cualquier  función  que  no  lo  esté  conferida  por  la  constitución  ó 
las  leyes. 

Art.  106.  Cualquier  ciudadano  podrá  acusar  á  los  empleados  na- 
cionales i  de  los  estados  ante  la  cámara  de  diputados,  ante  sus  res- 
pectivos superiores  ó  ante  las  autoridades  que  designe  la  lei. 

Art.  107.  Los  empleados  de  libre  nombramiento  del  presidente 
de  la  Union,  terminan  con  éste  en  sus  destinos  en  cada  periodo 
constiiucionai;  pero  continuarán  hasta  (|ue  sean  reemplazados. 

Art.  108.  No  se  hará  del  tesoro  nacional  ningún  ^asto,  para  el 
cual  no  se  haya  aplicado  espresamente  una  suma  por  el  congreso  en 
el  presupuesto  anual,  i  los  que  infrinjieren  esta  disposición  serán 
civilmente  responsables  al  tesoro  nacional  por  las  cantidades  que 
hubieren  pagado.  En  toda  erogación  del  tesoro  público  se  preferi- 
rán ios  gastos  ordinarios  á  los  estraordinarios. 

Art.  109.  Las  oficinas  de  recaudación  de  las  contribuciones  na- 
cionales i  las  de  pago,  se  mantendrán  siempre  separadas;  no  pu- 
diendo  las  primeras  hacer  oíros  pagos  que  el  de  los  sueldos  de  sus 
empleados  respecliNOs. 

Art.  110.  Guando  por  cualquier  motivo  deje  de  votarse  el  presu- 
puesto correspondiente  á  un  periodo  fiscal,  continuará  rijiendo  el 
del  periodo  inmediatamente  anterior. 

Art.  111.  En  los  periodos  eleccionarios  de  la  nación  i  de  los  es- 
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103,  \n  fuena  pública  será  desarm;idu ;  i  las  leyes   respectivas 
llffrminnriiii  h  niíinera  de  efeclunrlo. 

¡iii.  112.  Et)  luK  trniados  mlernacionales  de  comercio  i  amistad, 
mdrA  la  cUiisula  de  que  ■  todas  las  diferencias  entre  las  par- 
Pcnnlralanlea  delierAn  decidirse  sin  apelación  k  la  ¡^erra  pitr 
bitramenlo  de  potencia  A  potencias  amigas,  i 
Aii.  Ito.  Ning'iin  individuo  pudn\  desempatar  más  de  un  destino 
Ingmbrumiüitto  del  congieso  I  del  ejecutivo  nacional.  Laacepta- 
*n  de  cualquiera  olro  equivale  &  la  renuneíu  del  primero.  Los 
yleados  amovibles  cesan  en  sus  destinos  al  .-idmitir  el  carüO  de 
■Bdnr  <j  diputiido,  ruando  son  dependientes  del  ejecutivo  naríonal. 
1 U.  Lu  lei  crearíi  i  deaignarú  los  demis  tribunales  nació- 
les ijue  sean  necesarios, 

*"'.  115,  Los  empleados  nacionales  no  podrán  admitir  dádivas, 
,  honores  b  recompensas  de  naciones  estranjeras,  sin  el  per- 
e  la  lejislalurs  nacional. 
■rl.  110.  La  Inerza  armada  no  puede  deliberar  :  ella  es  pasiva  i 
kdiente.  Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  requisiciones,  ni 
Kir  ausilios  de  ninguna  especie  sino  á  las  autoridades  civiles,  i 
Tel  modo  i  Torma  que  determine  la  lei. 
An.  117.  La  nación  i  los  estsd'is  promoverán  la  inmigración  i 
la  cntiiniíanion  de  eslranjeros  con  arreglo  A  sus  respeclivas  leyes. 

Arl.  Ii8.  Una  lei  reglamentnrA  la  manera  como  los  empleados 
nacionales  al  posesionaise  de  sus  deslinos,  han  de  prestar  jura- 
mento ú  alirmacion  de  ciimgilir  sus  deberes. 

Art.  ll'J.  V,\  ejecutivo  nacional  tratará  con  los  gobiernos  de  Amé- 
rira   sobre  pactos  de  alianía  A  de  confederación. 

Art.  1:!0    iÜI  derecho  de  jentes  hace  parte  de  la  Icjislacion  na- 
cional :  sns  disposiciones  rejirán  especialmente  en  los  casos  de 
"iierrs  eivil.  En  consecuencia  puede  ponerse  tí'rmino  á  ¿sla  por 
medio  de  tratados  entre  los  belijeranles.  quienes  deberán  respetar 
B  prácticas  humanitarias  de  las  naciones  cristianas  i  civilitadas. 
Il^fl.  131.  Las  leyes  i  disposiciones  de  los  gobiernos  de  los  esta - 
f,  quedarán  vijenles  en  tanto  que  las  nuevas  lejislaluraa  que  se 
IDbren,  las  ponen  en  armonía  con  los  preceptos  de  la  presente 
Rtlilucion;  lo  cual  deberá  efectuarse  en  el  término  de  cuatro 

rl.  132.  Esta  constitución  podrá  ser  reformada  total  6  par- 
Amenté  por  la  lejislalura  nacional,  si  lo  solicitare  la  mayoría  de 
!s  lejialaturas  de  los  estados ;  pero  nunca  se  h»rá  la  reforma  sino 
sobre  los  puiitus  á  que  se  reder-m  las  goliciludeíi  de  los  estados. 

Art.  123.  La  presente  constitución  empezará  á  rejir  desde  el  dia 

'e  su  publicación  oticial  en  cada  estado ;  i  en  todos  los  actos  pú- 

"co*  i  docnmenlos  oficiales,  se  citará  la  fecha  de  la  federación, 

Mrtir  desde  el  '20  de  febrero  de  18ód.  i  la  de  la  lei,  á  partir  del 

't  mano  de  IKñi. 
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TITULO  Vfll 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Art.  124.  El  nuevo  período  constitucional  comenzará  á  contarse 
para  los  destinos  de  la  administración  jeneral  de  la  república,  el 
20  de  febrero  de  1877  en  que  termina  el  presente  periodo»  i  para 
los  empleados  de  los  estados,  luego  que  terminen  los  actuales  con- 
forme á  sus  respectivas  constituciones. 

Dada  i  firmada  en  el  palacio  de  las  sesiones  del  cuerpo  lejisla- 
tivo  federal  en  Caracas  á  25  de  mayo  de  1874,  11  de  la  leí  i  16 
de  la  federación. 


CLAUSULAS  PRIMITIVAS 

de  la  constitución  venezolana,  reformadas  por  alteraciones, 
constituciones,  adiciones  o  supresiones. 

Articulo  1.**  (soslituido).  Las  provincias  de  Apure,  Aragua,  Bar- 
celona, Barinas,  Barquisimeto,  Carabobo,  Caracas,  Cojédes,  Coro, 
Cumaná,  Guárico,  Guayana,  Maiacaibo,  Maturin,  Mérida,  Margarita, 
Portuguesa,  Táchira,  Trujilio  i  Yaracui,  se  declaran  estados  inde- 
pendientes, i  se  unen  para  formar  una  nación  libre  i  soberana  con 
el  nombre  de  Estados  Uní  nos  de  Venezuela. 

Art.  15  in.  1.°  (adicionado).  A  or«;anizarse  conforme  á  los  prin- 
cipios de  gobierno  popular,  electivo,  federal,  representativo,  alter- 
nativo i  responsable. 

Id.  in.  17  (sostituidas  las  palabras  veinte  mil  pesos,  por  lasde 
diez  i  seü  mil  venezolanos). 

Id.  in.25  (adicionado).  A  establecer'en  las  elecciones  populares 
el  stífrajio  directo  i  secreto. 
Id.  (carecía  de  inciso  24). 

Art.  20  (alterado).  Para  formar  la  cámara  de  diputados,  cada 
estado  elijirá  uno  por  cada  veinticinco  mil  habitantes,  i  otro  por 
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un  esceso  que  ji^isc  de  Joct'  mil.  Tiimbiun  i'lejií'Hn  ¡guiíl  iiúmei'odL' 
■¡iplentes, 
Arl-  a  iii-  3>°  (udicionudo).  Oír  las  acusaciones  cunlrael  encar- 
no del  (ejecutivo  naciunat,  por  traición  &  la  paLria  ú  por  deli- 
i  comunes;  i  conlra  lus  miiiislras  í  dieni&s  empleados  naciona- 
Ipur  ínrracciun  de  las  leves,  i  por  mal  destmperio  en  sus  fun- 
jaea,  conforme  al  art.  82  de  estu  lunslitueioii.  Esta  facullud 
Vprevenliva.  i  no  disminuye  Ins  que  tengiui  oirás  autoridadt's  pura 
^Kop  i  caslignr. 
ÍPl.  27  (alterado  i  suprimido  eu  parlt-).  Los  senadores  duru- 
1  en  sus  deslinos  cualro  añoB.  i  se  renovarán  de  por  mitad, 
mdo  por  alguna  razón  se  nombraren  en  su  totalidua,  se  elejirá 
D  por  dos  años. 

CArt.  43  in.  28.  ladicionudo).  Dictar  la  lei  de  rcsponsibilidad  de 
iDslos  empleados  nacionales. 

Url.  G3  (allerado).  La  elección  de  presidente  se  hará  porlosciu- 
|lano9  de  lodos  los  estados  en  votación  direcla  i  secreta,  de  ma- 
a  que  cada  eslado  tenga  un  vola,  que  será  el  de  la  mavoria  rela- 
I  de  sus  electores. 
*Art.  07.  (sostitnido).  Para  suplirlas  fallas  lemporales 'i  absolutas 
IbI  presidenle.  liabrit  dos  designados  que  anualmente  se  etijir^n 
en  cámaras  reunidas. 

Arl.  fiS  (sosliluido).  El  presidente  durará  en  sus  funciones  cna- 
li-i)  años,  !i  contar  desde  el  '20  de  febrero,  en  cuyo  dia  se  sepa- 
rarú,  i  llamarñ  al  que  deba  sostiluirlo,  aunque  no  haya  desempe- 
ñ.ido  Iddo  el  periodo. 

Arl.  69  (suprimido).  Cuando  ocurra  falta  absoluta  del  presidente 
durante  los  dos  primeros  años  de  un  periodo,  el  congreso  mandará 
tiacer  nu^-vas  elecciones  pura  el  nombramiento  de  otro,  que  durará 
el  tiempo  que  faltaba  al  presidente. 

Arl.  70  (alterado  i  adicionado).  ICI  presidente,  ó  quien  le  susti- 
ua  en  el  caso  del  articulo  precedente,  no  podrá  ser  elejido  para 
jeriodo  inmediato  al  que  termina. 

ÍT\.  a\  (sostímido  en  la  cita  flnal  el  número  f02  por  el  68). 
Irt.  S6  (variados  tos  nombres  de  algunos  estados  como  en  el  ar- 
pio 1.").  La  última  parte,  ahora  adicionada. dectasnlamente:  Los 
'  Mies  aei-án  decididos  por  el  congreso. 
1. 86  ^sosliluido)  cualro  por  do*  años. 
^_^_    I.  89  m   5."  (alterado).  Conocer  de  las  causas  rriminuK's  íi  de 
responsabilidad,  que  se  formen  &  los  altos  funcionarios  de  los  difc- 
renles  estados,  siempre  que  las  leyes  de  éstos  asi  lo  determinen. 

Arl.  lli'i  (sostiluiíio).  Lasvacan'les  ü  fabas  del  presidente,  cuan- 
ilu  no  puedan  suplirse  por  los  designados,  las  llenará  uno  de  los 
iiiínislnisdel  desparho.  elejido  en  se.->ion  pública  por  todos  ellos. 
Kii  este  caso,  se  llamará  al  designado  respectivo,  i  se  participará  á 
los  estados. 
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Art.  i  06  (adicionado  con  las  palabras  i  de  los  estados  después  de 
nacumales). 

Art.  i  35  (suprimidas  la  palabras  desde  ese  dia^  que  seguian  á 
estado.  Después  de  1859  solo  decia  i  de  la  presente  levj. 

Dada  i  Armada  en  el  salón  de  las  sesiones  de  la  asamblea  consti- 
tuyente en  Caracas,  ¿  28  de  marzo  de  i 864,  l.<»  de  la  lei  i  O.""  de 
la  federación. 


CONSTITUCIÓN 


ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA 


ANTECEDENTES 


IrGabernad»  [iriinei'o  por  Españ»  como  unn  saín  provincia  el 
territorio  venezolano,  dependin  en  cierto  modo  do  la 
audiencia  de  Santo  Domingo.  Dividido  yn  en  vnria»,  ae  udscribie- 
ron  tas  diversas  comarcas  á  la  audiencia  de  SanlaTé,  hasta  que 
en  1731  seerijióla  capitanía  jeneralcon  audiencia  propia.  Desde 
e«a  ¿poca,  hasta  la  de  i81l),  gobernóse  la  colunia  con  separación 
de  las  otras  i  directamente  por  la  corl«  de  Madrid. 

I.a$  tropclfas  ejecutadas  por  los  ajenies  de  la  casa  alemana  Wes- 

V  que  esplolaiía  el  país  esclavizando  k  la»  indfjcnas,  turnaron 

■  hostiles  sus  tribus,  pacílicas  i  amigas  al  principio,  comu  lu 

e  bien  el  tratado  de  alianza  de  Anipucs  con  el  cacique  Manan- 

1  1527,  al  fundar  á  Com. 

t  nlll  la  resistencia,  la  guerra  i  la  devastación.  I  como  ésta 

tallase  tanto  de  los  combates  cuanto  de  los  duros  trabajos  á  i¡ue 

3  eran  destinados,  aplicóse  á  Venezuela  el  consabido  sis- 

fl  de  sostituir  la  esclavitud  de  la  raza  africana  á  la  de  los  na- 

i$-  Siendo  ardiente  el  clima  en  la  mayor  parte  del  territo- 

i  negros,  empleados  primitivamente  en  el  laboreo  de  loa 

R  Teneros  de  uro  que  allf  se  encontraban,  lo  fti«ron  despuet» 
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en  el  cultivo  de  los  frutos  intertropicales,  que  ya  en  el  siglo  xvu 
empezaron  á  estraerse  i  á  ser  conocidos  con  yentaja  en  la  metró- 
poli. 

Decrecida  inmensamente  la  población  indijcna,  i  aumentada  la 
de  raza  africana,  para  la  cual  el  clima  era  adaptable,  preponde- 
ró ésta  considerablemente  sobre  la  primera  i  sobre  la  europea, 
que  no  medra  en  semejantes  latitudes,  cuando  no  se  eleva  el  suc- 
io algunos  miles  de  pies  sobre  el  nivel  del  mar. 

Agregados  á  estas  circunstancias  la  escasez  de  nobles  españo- 
les, que  más  bien  se  establecian  en  Méjico  ó  el  Perú,  i  el  jénero 
de  industria  que  prevaleció  en  las  estensas  llanuras  del  Orinoco 
i  del  Apure,  con  su  vida  nómade  é  independiente,  se  tendrán  las 
causas  del  espíritu  democrático  que  reina  qu  Venezuela.  Obran- 
do ya  las  mismas  circunstancias  en  la  guerra  de  independencia, 
que  tan  cruda  se  hizo  allí  en  siete  años  de  combates  á  muerte, 
unas  i  otras  produjeron  también  el  espiritu  guerrero  que  distin- 
gue á  los  hijos  de  aquellas  hermosas  comarcas. 

Desde  1798  hubo  tentativas  serias  para  independizará  Vene- 
zuela del  poder  español.  Don  Manuel  Gual  i. don  José  María  Espa- 
ña, entre  otros,  fraguaron  aquel  famoso  complot,  que  descubier- 
to por  las  insidias  del  capitán  jeneral  Carbonell,  aconsejado  por 
el  obispo  Marti,*  fué  tan  severamente  castigado  por  el  sucesor  de 
aquél,  Vasconcelos.  La  indiferencia  popular  ayudó  mucho  á  la 
ineficacia  del  movimiento. 

Ni  tuvo  mejor  éxito  el  proyecto  de  don  Francisco  Miranda  en 
1806.  Después  de  muchas  é  inútiles  tentativas,  logró  armar  dos 
espediciones,  una  de  los  Estados  Unidos  i  otra  ds  la  isla  de  la  Tri- 
nidad, que  fracasaron  por  la  resistencia  de  las  autoridades  espa- 
ñolas i  falta  de  cooperación  de  los  pueblos. 

Desde  que  en  1808  so  establecieron  en  España  las  juntas  pro- 
vinc'ales  por  la  detención  de  la  familia  real  de  España  en  Bayona 
los  patriotas  de  Venezuela  trataron  de  organizar  juntas  análogas. 
Pero  el  capiUin  jeneral  Casas  lo  impidió,  i  reconoció  la  autoii 
dad  de  la  junta  central  de  Aranjucz  en  13  de  enero  de  1809. 

No  cesó,  empero,  el  deseo  de  constituir  una  autoridad  propia,  i 
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ie»  liii^n  se  niimcntó  con  el  nambramÍGiito  ile  dun  Viceiik'  de 
cmpuran  como  cnpitan  jeneral,  i|ue  fue  muí  m.il  rt^ciliido  por  sn 
carácter  arbitrario.  Pretestandu  que  se  desconliüba  de  él  como 
jdiclo  al  gobierno  frnnces  de  la  {leninsuln,  los  ptitriotas  venexo- 
bmus,  con  muclios  españoles,  ttubnjubnn  por  derribarle,  i  consti- 
tuir un  gobierno  a  conservador  de  Iüs  derecbos  de  Fernando  VU 
al  trono  de  España.  » 

Una  conspiración  de  que  fué  núcleo  el  cabildo  de  Cnriiciis  se 
iliinó,  i  tuvo  el  mejor  ésíto  en  \9  de  abril  de  ]8I0.  A  jiunto 
lilracassr  por  la  babilidad  del  capitán  jeneral.  la  enderezó  el 
lóntgo  Mandariaga,  chileno  de  nacimiento,  quien  con  la  mayor 
lacia  instigó  al  pueblo  para  que  desconociera  la  autoridad  dtt 
bporan.  Despechado  ésto,  renuncia,  i  poco  después  sale  del 


>CÓM  un  nuevo  gobierno,  de  que  fué  base  el  cabildo,  i  desde 
)  bizo  mucbas  refornias  importantes  i  liberales  en  la  odnii- 
nicion  pública.  Fué  reconocida  su  autoridad  por  la  mayor  par- 
B  las  provincias ;  pero  otras,  como  Maracaibo  i  Coro,  resistie- 
ron, dando  así  principio  á  la  guerra  de  independencia.  Las  pri- 
nitTJS  enviaron  sus  diputados  á  la  Junta,  nombre  que  lomó  !a 
»  corporación.  Las  disidentes  se  someliemn  al  consejo  de  rc- 
a  establecido  en  la  Íshi  de  Loun. 

eapuen  que  la  rejencia  supo  en  4  de  julio  el  movimiento  de 
u,  espidió  un  decreto  amenazando  con  bloquearlos  puertos, 
era  reconocida  su  autoridad,  que  duró  poco,  por  haber  con- 
0  á  cortes  que  se  reunieron  en  Cádiz.  Pero  la  junta  de  Ca- 
9  ruhusó  obediencia  a  una  i  ti  otras,  fundándose  en  que  la 
niloridad  lejitima  era  Fernando  Vil.  prcsoá  la  sazón.  Esto 
I  manera  hnstil  con  que  se  condujo  el  miamo  Fernando  des- 
de su    libertad,  recrudeció  la  guerra  idió  nuevos  bríos 
bspiritu  de  independencia. 

íntre  tanto,  ta  junta  de  Caracas  hnbia  desde  el  principio  con- 
kdo  á  un  congrego  nacional,  que  se  reunió  el  '2  de  marzo  de 
,1,  previas  elecciones  pacificas  i  ordciiad;is,  i  á  que  concur- 
ren como  diputados  los  hombres  más  notables  de  la  época,  ta- 
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les  como  Miranda,  Toro,  Tovar,  Váñez,  Ustáríz,  Briccño  etc.  Su 
primer  paso  fué  nombrar  tres  personas  que  ejerciesen  el  poder 
ejecutivo,  i  la  elección,  acertada  i  aplaudida,  recayó  en  los  se- 
ñores Baltasar  Padrón,  Juan  Escalona  i  Cristóbal  Mendoza.  Era  e] 
primer  ensayo  de  gobierno  propio  que  se  habia  visto  en  Hispa- 
no-América. 

Una  sociedad  patriótica,  presidida  por  Miranda,  propagó  en 
el  pueblo  las  ideas  de  libertad  é  independencia,  sostenidas 
también  por  la  prensa,  que  ya  funcionaba  en  manos  de  los  patrio- 
tas. De  este  modo  el  pueblo  se  familiarizó  con  el  pensamiento  de 
la  separación  i  de  la  guerra  con  la  madre  patria,  que  al  principio 
no  podia  comprender. 

Esa  sociedad  ejercía  grande  influjo  sobre  el  congreso,  que  des- 
pués de  cuatro  meses  de  reunión  aún  vacilaba  sobre  la  cuestión 
principal,  aunque  tenia  allí  mayoría  el  partido  independentista. 
Por  fin  el  5  de  julio  se  suscitó  formalmente,  i  se  resolvió  aqué- 
lla en  el  sentido  de  la  independencia,  la  cual  se  declaró  en  un 
acta  suscrita  por  los  diputados  de  las  provincias  representadas,  á 
saber,  Caracas,  Cumaná,  Barínas,  Margarita,  Barcelona,  Herida  i 
Trujillo,  faltando  solo  Coro,  Guayana  i  Maracaibo.  Brillaba  este 
documento  así  por  la  solidez  de  sus  conceptos,  como  por  la  ele- 
gancia i  pureza  de  su  redacción. 

«  De  este  modo  se  vio  que  la  colonia  menos  rica  i  poblada, 
como  la  menos  favorecida  del  gobierno  español,  fué  la  primera 
en  romper  sus  vínculos  de  vasallaje.  Las  otras  de  luego  á  luego 
imitaron  este  ejemplo,  i  el  viejo  tronco  del  poder  metropolitano, 
herido  en  sus  raices  i  despojado  de  sus  ramas,  vino  á  desapai'ecer 
del  suelo  de  América,  que  antes  cobijaba  con  su  sombra  (1).  » 

En  21  de  diciembre  sancionó  el  congreso  una  constitución,  es- 
tableciendo el  sistema  republicano  federal  por  la  unión  de  las  sie- 
te provincias  representadas  en  aquel  cuerpo.  Consignó  en  ella 
los  derechos  individuales,  que  son  la  base  de  la  libertad  civil,  i 
las  necesarias  garantías  contra  los  abusos  del  poder.  Dividió  éste 

(i)    Historia  de  Venezuela  por  Parall  i  Diaz,  t.  I,  paj.  70. 
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í  los  litis  I-amos  cunsubídos.  urganízú  el  Icjislalivu  cu  dus  cú- 
■ras  populaces,  coiiliú  el  tijeciitivo  á  Ircs  ciudadauos  por  el  lév- 
nino  de  cuatro  aüos,  i  depositó  el  judicial  en  una  corte  suprema 
I  piros  tribunales. 
,  «  Ningún  códi^u  (loKlicu  niiliguo  iii  moderno  se  avenlaja  ul 
Itoezolauu  de  181 1  en  la  tílantropin  de  sus  principios,  en  el  res- 
)  conaagrado  á  los  dei-eclios  índívídiiflles  i  populares,  un  las 
Mucioues  lomadas  contra  el  despotismo.  Pero  jamas  nación 
Hgiuia  adoptó  una  leí  constitucional  menos  apropiada  á  sus  eir- 
tancias,  más  en  contradicción  con  sus  Intereses,  menos  re- 
bticionoría  en  lin  (1).  i> 

£s  la  opinión  de  los  historiadores  Haralt  i  Dinz,  i  acaso  en  el'ec- 
j  ev»  aquélla  constitución  apropiada  h  lu  época  de  lucha  r)ue 
I  á  comenzur,  i  que  requería  poderes  concentrados  i  discre- 
inales.  Kstos  viiiiei-on  lue^^o,  sirviendo  ú  los  objetos  de  la  guer- 
j  ilDJuiido  la  simieDlc  de  graves  díliculladcs  puní  la  ulleriur 
mstitucion  en  la  época  de  paz. 

>or  la  primera  vez  a^tarece  en  la  escena  en  ISll  el  caraqueñu 
D  Simón  lUilivar,  coi-onel  á  la  sazón,  que  se  distinguió  en  un 
toque  sobre  Valencia,  al  mando  del  jeneral  Miíando,  Jefe  en- 
ices  de  los  putiiotas. 

g  febrero  de  líit2  el  congreso  designó  á  Valencia  por  capital 
1  csludo,  i  suspendió  sus  sesiones  pura  continuarlas  en  dicha 
idad  el  1 .'  de  marzo.  Asi  se  hizo,  i  quedaron  nombriidos  cons- 
KÍonalmente  para  ejercer  el  ejecutivo  Fernando  Toro,  Fran- 

0  isvicr  rstáriz  i  Francisco  Espejo.  Disolvióse  luego  para  re- 
e  el  5  de  julio,  autorizundo  por  un  decreto  al  ejecutivo  para 

rcer  todas  las  facultades  que  la  constitución  atribuía  á  los 
^^  m des  poderos  :  dictadura  que.  con  todas  sus  desventajas  natu- 
rales, careria  liel  bencliciu  de  la  unidad. 

No  tiirdó  en  asumirla ;  pues  á  virtud  de  algunas  ventajas  oble- 
nidas  por  los  realistas  en  la  guerra,  creyóse  necesaria  una  dicta- 

1  franca  i  declarada,  que  por  delegación  de  los  otros  inicm- 


M)    SuMitroii  hnhrinmox  ilidiu  quelaconílituoit 


a  U  iiKnios  eroJacioiía 


íZi  flEPl  BI.IC%  bt  VL>EZrEL\ 

bros  del  ejeculivo  ¿e  ofreció  á  Turo,  i  rebosada  por  éste,  la  ejer- 
ció Miranda,  b;jo  el  nombre  de  jeneralisimo ;  con  lo  cual  quedó 
en  suspenso  la  constitución,  sin  que  hubiesen  Irascurrído  tres 
meses  de^pues  de  promulgada. 

A  fines  de  julio  Venezuela  había  caído  integramente  de  nuevo 
en  poder  de  España,  representada  por  Monteverde,  con  quien  Mi- 
randa hizo  una  intempestiva  capitulación,  que  aquél  no  cumplió. 
Su  |>éríi Ja  conducta  le  enajenó  la  opinión  popular,  que  hasta  en- 
tonces habia  favorecido  más  bien  su  causa  que  la  de  los  patrio- 
tas, c  hizo  renacer  más  decidido  en  1815  el  espíritu  de  indepen- 
dencia. 

En  diciembre  de  181:2  fué  publicada  i  jurada  la  constitución 
española  de  aquel  año,  cu  vas  garantías  jamas  tuvieron  signiGca- 
cion  alguna  para  los  americanos,  como  que  en  el  mismo  mes  se 
llenaron  de  proscritos  las  cárceles  de  Caracas  i  la  Guaira. 

Los  esfuerzos  de  Marino  por  el  oliente  i  de  Bolívar  por  el  occi- 
dente recobraron  para  los  patriotas  en  1813  la  mayor  parte  del 
ten*itorio  venezolano.  El  7  de  agosto  ocupó  el  segundo  á  Caracas, 
después  de  su  campaña  hecho  bajo  los  auspicios  del  congreso 
granadino,  quien  liabia  puesto  como  condición  de  los  ausilios 
prestados,  que  se  restableciese  la  constitución  venezolana  de 
1811.  Esto  no  se  hizo,  sin  embargo,  sino  de  un  modo  nominal. 
Durante  la  guerra  que  siguió  entonces,  i  aun  después  de  la  cons- 
titución de  Angostura  en  1819,  la  autoridad  se  ejerció  por  los 
jefes  militares  en  el  territorio  que  ocupaban. 

Üesdc  el  8  de  agosto,  liolivar,  que  nunca  habia  aceptado  el 
sistema  federal,  i  que  consideraba  entonces  menos  aplicable  que 
nunca  la  constitución  antes  acordada,  organizó  un  gobierno  dic- 
tatorial, I  dio  cuenta  al  congreso  de  Nueva  Granada  de  su  con- 
duclíi  i  sus  motivos.  Su  es|)íritu  de  dominación  i  sus  grandes  do- 
tes pcrsonalrs  le  liabian  dado  ascendiente  sobre  los  otros  caudi- 
llos, aunque  varios  de  éstos,  como  Marino,  Piar,  Bcrmúdez,  Pácz 
i  Arisniendi  no  diñaron  de  dispulársclo.  El  pueblo  i  el  cabiblo  de 
Caracas  lo  proclamaron  capitán  jeneral  i  le  apellidaron  Liberta- 
dor^  títulos  que  aceptó  i  lo  animaron  aún  más  para  pretender  el 
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cjorcicío  tlfl  In  autoridad  suprema,  qiio  no  sin  alguiifis  gtnvcs 
iCantradicc iones  (¡itcdó  al  fin  en  sus  manos,  es|iec¡iilniciite  cusndo 
guerra  tocait»  á  &11  conclusiuu. 

Desjiues  de  la  ui-upairion  de  la  Guayana  en  julio  de   I8Í7,  el 

gohierno  palriotii  Lomú  alj^unu  mayor  regularidad,  liáL'Ja  finea 

di'l  año  creó  Bolívar  un  conaejo  de  estado  como  ausiliar  de  la  ad> 

ininislracion.  designó  á  Angostura  como  capital  provisoria  de  la 

república,  i  confiú  et  mando  de  las  provincias  libertadas  á  jefes 

de  6U  i-«nliaiiza,  que  i-euiiiaii  la  autoridad  civil  i  la  militar. 

Pero  comprendiendo  todavía  que  su  poder  Dece>itaba  lejjali- 

para  hacerse  más  firme  i  respetable,  conviirií  algún  tiempo 

mes  á  un  nui  vu  congrci^o  conalíluyente.  que  se  instaló  el  15 

lebrero  de  1819  en  Augo&turii.  iVnIe  él  presentó  un  proyecto 

constitución,  raxonaclü  purmmliu  de  un  diicureo.  i  su  ronun- 

del  cargo  de  jefe  supremo  de  la  re|iúhlica  :  renuncia  que  no 

loiuideriimos  sincera,  toda  vez  que  In  apoyuba  mi  fundamenlos 

i'iintrarios  á  Icia  que  esponia  en  favor  de  un  presidente  vitalicio, 

como  lo  era  el  de  su  proyecto  de  constitución.  Después  de  liabér- 

iustado,  admitifl  la  presidencia  prov¡.s¡onal,  que  correspondía 

ingreso  conferir. 

mciooóso   la  nueva  constitución,  orj^aniznndo  la  república 

tre  la  base  del  sistema   unilarío  que   apetecía  Bolívar,  pero 

irtúndusc  mucho  de  sns  ideas  <  I )  en  cuanto  á  la  crganiKaeion 

loa  poderes.  El  lejislalivo  se  dividió  en  dos  cámaras,  una  po- 

'  de  representantes,  i  un  senado  cuyos  micnibroB  eran  vita- 

I.  Conii^se  el  ejecutivo  »  un  presidente  ilejido  para  un  tt'r- 

de  cuatro  años,  i  rccirjílile  para  otro  período  igiral,  cuyas 

lladcs  eran  bastante  extensas.  Kn  lo  demás  se  Síemejaba  al 

ligo  do  1811. 

idiiion  de  Bolívar,  a)  admitir  la  presidencia,  que  ^e  le 

de  loda«  las  facullades  que  la  guerra  exijirra,  i  así  se 

sin  preoeupariie  muclio  de  las  cláusulas  conslitucionales. 


•icie  :iil09  dp«i 
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Eátnndo  aquél  en  campsñn,  ejercería  c\  potlir  ejecutivo  elYtCe-' 
presidente,  para  cuyo  destino  se  elijió  á  duit  Francisco  A.  Zea. 
Pero  li)  organización  constitucional  daiJa  n  Venezuela  en  1819 
quedó  en  cierto  modo  anulada,  tanto  por  los  |iodcres  discrecio- 
nales quQ  se  creyó  necesario  dar  para  proseguir  la  guerra,  como 
por  la  Tundacion  de  Colombia  iniciada  entonces.  En  i-ealidad 
quedó  ésta  ya  formaila  i  rejida  mililarnicnte  por  Itolivar ;  de  ina- 
ñera  que  las  instituciones  venezolanas  vinieron  á  ser  letra  muer- 
ta apenas  dictadas. 

Diez  años  después  Venezuela  reasume  su  soberanÍH,  inician- 
do, en  noviembre  de  1820,  ese  movimiento  popular  (jue  obligó  á 
l'áozá  convocar  para  un  congreso  constituyente,  cuya  instalación 
se  efectuó  el  6  de  mayo  de  ]830,  con  el  número  de  treinta  i  tres 
diputados.  «  Su  primer  paso  Fué  acordar  que  Piiez  continuase  al 
frente  del  goliicrno  como  poder  ejecuti\o,  hasta  nueva  resolu- 
ción. »  1  aunque  aquél  rehusó  al  principio,  después  de  insistir 
el  congreso,  juró  en  27  dt^i  citado  mes  desempeñar  el  cargo  que 
se  le  conüjbi. 

Dióse  en  22  de  setiembre  la  constíluciotí  preparada  por  el 
congreso,  i  ijue  Tué  obra  de  los  más  ilustres  hijos  de  Venezuela. 
Predominaron  en  ella  los  principios  del  partido  liberal  de  Co- 
lombia, tales  como  se  hablan  manifestado  en  Ocaña,  Desde  lue- 
go, adoptando  un  término  mudio  entre  los  sistemas  unitario  i  fe- 
derativo, da  á  las  secciones  bastante  poder,  el  cual  como  el  nacio- 
nal, tiene  su  parte  legislativa  i  ejecutiva. 

El  poder  nacional  se  divide  en  los  tres  ramos  conocidos.  El 
pueblo  ejerce  la  soberanía  por  medio  del  sufrajio  de  los  ciuda- 
danos, que  solo  se  da  para  electores.  El  cargo  de  éstos  durados 
años,  i  votan  para  miembros  de  la  lejislalura,  para  presidente  i 
vicej>residente  del  estado. 

Lejisla  el  congreso,  compuesto  de  dos  cámaras :  una  de  repre- 
sentantes que  son  clejidos.  según  la  base  de  un  diputado,  por  ci 
veinte  mil  habitantes;  i  otra  de  senadures,  en  In  cual  entran 
-wr.cada  provincia.  Unos  i  oíros  duran  cuatro  años,  pero  se 
í/oí",  títulos  q'UE/l.cada  dos. 
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Ejerce  el  poder  ejecutivo  un  presidente,  á  quien  eiibroga  un 

icepresidiMite,   cuya  elección  se  hace  lios  anos  después  que  la  de 

:  ambos  duran  cuatro  en  su  ilcsliiio.  Es  ausjlíado  el  cje- 

,  uo  sólo  por  tres  secretarios  que  autorizan  sus  actos,  sino 

tr  un  consejo  de  estado  en  que  llenen  asiento,  además  do  aqué- 

ís,  el  vicepresidente,  un   majistrado  de  la  suprema  corte,  i 

cuatro  miembros  elijidos  por  el  congreso. 

Varias  restricciones  se  imponen  al  ejecutivo,  entre  ellas  la  de 

no  mandar  en  persona  lau  fuerzas  nacionales  sin  permiso  del 

congreso,  no  ejercerel  gobierno  fuera  de  lacajiital,  ni  ausentarse 

del  territorio  sino  pasado  un  año  después  de  terminar  el  periodo 

iresídcncial.  Tiene  Tacullades  estraordinarias  en  casos  de  coii- 

locíon  interior  ó  amago  de  invasión ;  pero  son  pocas,  especifi- 

idas,  i  no  pueden  asumirse  sino  por  acuerdo  del  congreso  ó  del 

"consejo  de  estado. 

Nada  notable  ofrece  en  el  poder  judicial.  El  que  tienen  las  sec- 
ciones se  cji:rce  por  diputaciones  provinciales  que  estatuyen,  i 
gobernadores  que  administran.  Aquéllas  tienen  mucbas  atribu~ 
clones  sobre  objetos  que  interesan  á  la  provincia,  aunque  sus  ac- 
tos pueden  anular:-e  ó  revocaise  por  el  congreso;  pero  entre  tan- 
to son  exequibles.  Puede  el  gobernador  objetarlos ;  pero  una  vez 
sascionados,  sólo  se  suspenden  cuando  hai  cuestión  de  compe- 
tencia entre  dos  ó  más  diputaciones,  mientras  resuelve  el  con- 
greso. Los  gobernadores  son  nombrados  por  el  presidenle  á  pro- 
puesta de  las  diputaciones  respectivas. 

En  las  disposiciones  jenerales  se  leen  mucbas  declaraciones  de 
ilercciios  en  íavor  del  individuo  i  de  la  comunidad.  Iteíiérense  á 
ia  leí  para  su  desarrollo,  i  quedan  sujetos  por  lo  mismo  tales  de- 
rechos á  la  expedición  i  al  cumplimiento  de  la  lejíslacioD  secun- 
daria. 

Fué  elejido  presidente  por  las  asambleas  electorales  de  Yene-  l| 

zuela  el  mismo  jeneral  Púez,  cuyo  período  acabó  en  1855 ;  i  en 
su  reemplazo  se  elijíó  al  doctor  José  Marí^  Vargas,  como  ens-iya 
de  un  gobierno  estrictamente  civil.  Vargas  se  posesionó  el  9  de 

tsin  baber  manifestado  antes  grave  repugnancia  de  ' 

I 
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aceptar.  Poco  tardó  el  militarismo  en  levantar  de  nuevo  la  ca- 
beza. El  turbulento  Marino,  candidato  derrotado  en  las  eleccio- 
nes para  presidente,  asi  como  también  Monágas  (J.  Tadeo),  Ga- 
rujo i  oíros  muchos  jefes  de  distintas  opiniones  políticas,  revol- 
vieron el  país,  empezando  por  derrocar  el  gobierno  en  la  capi- 
tal. Hizo  entonces  el  batallón  Anzoátegui  en  Caracas  lo  que  el 
Callao  habia  hecho  en  Bogotá  cinco  anos  antes,  i  Váidas  como 
Mosquera  fué  espelido  del  país  por  la  soldadesca,  Pero  ocurrien- 
do Páez,  con  loable  patriotismo  i  espíritu  legal,  logró,  ayudado 
eficazmente  por  Carreño,  debelar  en  pocos  meses  la  facción  é 
imponer  respeto  á  los  reformistas^  de  los  cuales  varios  invoca* 
ban  la  federación. 

Otra  revuelta  militar  en  1837,  encabezada  por  el  coronel  Far- 
fan,  dio  nueva  ocasión  á  Páez  para  prestar  importantes  servicios 
al  gobierno  constitucional  de  su  patria,  derrotando  á  aquel  jefe 
en  las  llanuras  de  Payara  el  26  de  abril,  con  una  fuerza  infinita- 
mente menor  i  con  un  denuedo  verdaderamente  heroico.  Este 
triunfo,  por  una  parte,  i  los  actos  del  sétimo  congreso,  que  res- 
tauró muchas  leyes  importantes  derogadas  por  el  dictador  Bolí- 
var en  tiempo  de  Colombia,  imprimieron  al  gobierno  de  Vene- 
zuela esa  marcha  ordenada,  liberal  i  progresista,  que  tan  notable 
hizo  á  aquella  república  durante  algunos  años. 

Insistiendo  en  su  renuncia  de  la  presidencia  el  doctor  Vargas, 
le  habia  sido  admitida  en  1856,  por  lo  que  entró  el  vicepresi- 
dente Narvarte,  primero,  i  después  el  jeneral  Carlos  Soublette 
en  1837  hasta  terminar  el  período  en  1839.  Para  el  próximo  fué 
designado  segunda  vez  Páez,  i  para  el  siguiente  el  mencionado 
Soublette,  lo  que  dio  lugar  á  una  fuerte  oposición,  i  al  naci- 
miento del  partido  democrático,  que  apellidaba  al  gobiernista 
oligarca.  Encabezó  i  aun  creó  el  nuevo  partido  el  señor  Antonio 
L.  Guzman,  quien  separado  del  destino  de  oficial  mayor  de  la  se- 
cretaria del  interior  i  relaciones  csteriorcs,  que  habia  desempe- 
ñado largo  tiempo,  ocurrió  á  la  prensa  con  su  famoso  Venezola- 
no^ periódico  redactado  con  habilidad  i  vehemencia,  que  le 
granjeó  mucha  popularidad. 
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Diiianle  la  ge^'uiida  .idiiiiiiíslracion  de  Soutilette  hubo  un  le- 
vantomienlodtniocrático  en  Maraca!,  que  se  eoFocú  por  el  gobier- 
no, i  niülivó  un  juicio  úc  rebelión  contra  los  priitcípalüs  compro- 
metidos. Aunque  no  liubíesc  pruebas  directas  coulra  Guzmau,  Ía& 
comprendido  entre  ellos  por  los  tribunales,  que  le  condenaron  á 
muerte;  pero  promovida  la  cui'slionde  conmutación,  quedó  pen- 
diente jior  un  tiempo  considerable. 

La  elección  presidencial  para  1847  recayó  en  el  jeneral  J.  la- 
deo Monágas,  favorecido  por  Páez,  quien  por  su  parte  habla  olvi- 
dado las  cue:?tiones  de  marras,  i  esperó  quizá  convertirle  en  ¡ns- 
It'umento,  por  lo  mismo  que  le  liabia  vencido  i  perdonado.  Pero 
eso  era  pi'ecisanienLc  lo  que  no  había  olvidado  Monagas,  quien 
disimuló  mientras  le  convino,  sin  dar  tampoco  ninguna  prenda 
de  sumisión  á  los  oligarcas.  Hombre  de  voluntad  propia,  no  tar- 
dó en  manifestar  que  pretendía  gobernar  por  si  mismo,  lo  que 
le  valió  una  furibunda  oposición  de  lus  mismos  que  le  habían 
elevado  i  constiLuian  la  parle  rica  é  ilustrada  de  Ytnczucta.  Fra- 
guóse una  acusación  contra  él,  que  no  tenia  gran  fundamento  le- 
gal, i  se  proponía  destituirle  de  la  pnsidcncia.  Llegó  á  formu- 
larse por  !a  diputación  provincial  di;  Caracas;  i  se  introdujo  en 
la  cámara  de  representantes,  instalado  que  fué  el  congreso  de 
1848.  Entre  tanto,  Monágas,  rjue  jamas  había  sido  oligarca,  vién- 
dose hostilizado  por  este  partido,  se  había  echado  en  brazos  del 
demócrata,  i  para  mejor  atraérselo,  coumutó  á  Guzman  en  des- 
tierro la  pena  capital  contra  él  fulminada.  Más  larde,  en  1849, 
aún  favoreció  la  candidatura  de  aquél  para  vicepresidente,  des- 
tino para  el  cual  se  le  clijíó  hallándose  en  el  destierro,  i  vino  á 
desempeñar  cuando  su  partido  liabín  lomado  posesión  entera  del 
|)aÍ3. 

No  creyéndose  el  con|^reso  de  48  seguro  en  Caracas,  tratóse 
de  trasladarlo  á  Puertocabello  par.n  mejor  discutir  la  acusación 
iniroducida  contra  el  presidente.  Éste  hizo  armar  las  milicias, 
que  le  er,in  adictas,  no  balicudo  sino  mui  poca  fuerza  veterana, 
que  más  bien  le  era  hostil.  El  2i  de  enero,  á  tiempo  que  se  dis- 
Atia  la  cuestión  de  traslación  del  congreso,  hallándose  en  sesión 
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secreta  la  cámara  de  representantes,  i  pretestándose  que  el  mi- 
nistro del  interior,  Sanabría,  habia  sido  preso  en  su  recinto,  la 
milicia  atacó  al  congreso  i  lo  liisolvió  á  ñva  fuerza,  causando  la 
muerte  de  cuatro  representantes  i  de  no  pocos  asistentes  á  la 
barra,  además  de  hacer  un  crecido  número  de  heridos.  Se  espar- 
ció el  terror. 

Para  mitigarlo  i  sincerarse,  Monágas,  bien  aconsejado,  procla- 
mó al  dia  siguiente,  manifestando  pesar  por  lo  acaecido,  atribu- 
yéndolo á  efervescencia  popular,  i  pidiendo  indulto  para  los  cul- 
pables. Con  dificultad  reunió  quorum^  i  siguieron  las  sesiones 
interrumpidas.  Dióse  el  indulto,  i  restituyóse  la  tranquilidad  pú- 
blica. Pero  la  libertad  habia  huido  de  Venezuela.  Honágas  hizo 
elejir  de  presidente  á  su  hermano  J.  Gregorio  para  el  período 
que  comenzaba  en  1851,  i  en  ambos  se  cometieron  muchos  aten- 
tados contra  los  derechos  individuales  de  los  enemigos  polilicos. 
También  hubo  serios  levantamientos  en  que  corrió  mucha  san- 
gre, pero  en  que  siempre  triunfó  el  gobierno,  apoyado  en  el  nu- 
meroso partido  demócrata.  Fué  el  primero  encabezado  por  Páez, 
poco  después  del  ataque  al  congreso,  i  terminó  en  el  encuentro 
de  los  Araguatos^  con  mengua  del  crédito  militar  de  aquel  caudi- 
llo, que  hubo  de  fugarse  á  Nueva  Granada,  de  donde  pasó  á  Cu- 
razao. Otro  estalló  en  Coro,  que  el  mismo  Páez  vino  á  dirijir,  i 
que  después  de  algunos  triunfos  costosos,  acabó  con  la  capitula- 
ción de  Macapo.  Faltando  á  ella,  Monágas  aprisionó  á  Páez,  quien 
después  de  muchos  padecimientos,  fué  espulsado  del  país  i  se  d¡- 
rijió  á  Nueva  York  en  1851.  Cumaná,  que  habia  sido  última- 
mente teatro  de  aquella  injusticia,  se  indignó  i  se  lanzó  en  la 
revuelta,  la  que,  sostenida  por  la  juventud  de  Caracas,  fué  ahogada 
en  abundante  sangre  suya. 

Para  el  periodo  de  1855  volvió  á  ser  elejido  presidente  el  je- 
neral  J.  Tadeo  Monágas.  Ya  para  entonces  la  parte  menos  exaje- 
rada  del  partido  demócrata,  cansada  de  abusos  i  de  humillación, 
habia  ido  separándosele.  En  1857  promovió  Monágas  una  refor- 
ma total  de  la  constitución  que  además  de  retrógrada  en  varios 
puntos,  tendia  á  prorogar  sus  poderes;  pues  el  término  presi- 
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iciíil,  cstendido  á  seis  años,  ilehia  empeziir  en  aqiK'l  pain  el 

¡liilivtUuü  á  <|u¡cn  el  cangrcsu  designitse,  i  es  Tácil  pievcr  i)iiíén 

fué  el  agraciado.  El  inísino  congreso  clijí¿  de  vicepresidente  d  un 

j«mo  del  Fspresado  jeneral  Munágns,  i  el  gol'icrno  de  Venezuela 

vinculado  en  uiin  familia,  coiitin  la  prescripción  contenida 

arl.   1."  de  la  nueva  coostiluciun,  sancionada  en   16  de 

Til. 

Ella  eiijió  la  calidad  de  venezolano  de  nacimiento  para  ser  di- 
jtuliido.  senador,  presidente  i  vicepresidente,  consejero  lic  go- 
•rno,  secretario  de  estado  i  ministro  de  la  corte  Hupreaia  de 
iticia.  Estendió  á  seis  años  el  periodo  de  los  senadores,  dipu* 
los,  presidente,  vicepresidente  i  ministros  de  la  corte  suprema, 
escliiyi^  déla  elección  para  las  cámai-aí)  lejislolivaa  sino  á  los 
ibernadorea  de  provincia;  ni  prohibió  (jue  sus  miembros  admi- 
>n  empleos  ó  gracias  del  ejeculivo :  pero  si  aceptaban  el  nom- 
ramtenlo  de  secrclario  ó  HJentes  di p Ion lú ticos,  vacaba  su  puesto 
el  congreso.  Tenia  ^ate  la  singular  atribución  (6,*,  arl.  58) 
decretar  la  enajemtrion.  cambio  ó  adquisición  de  territorio. 
No  hobia  proliibicion  de  rt^elejir  al  presidente  i  vicepresiden- 
tina  Ti-s  terminado  su  período  dii  seis  años ;  i  el  cnoürgado  del 
¡utivo  no  era  responsable  sino  por  trniciun  i^  por  delito  co- 
[n  sujeto  ¿i  pena  ctipital.  Las  faculladi:»  estraordinarias,  (]Ue 
ímitia  la  anterior  constitución  de  IS30,  se  ejercerían  ahora, 
anuencia  del  congreso  i'>  del  consejo  de  gobierno,  «  cuando 
temiese  con  fundamento  conmoción  interior,  ó  liubíese  amago 
ataque  exterior,  u  o^  decir,  cuando  se  quisiese. 
DividfaBe  el  poder  público  en  cuatiu  ramos,  contando  entre 
elli»  el  municipal,  que  se  confió  esclusivamcnle  á  conci'jos  niu- 
nieipalea  en  las  cabeceras  de  los  cantones  i  á  los  demás  funciona- 
rio» que  designase  la  lei ;  pero  la  representación  provincial  des- 
aparccifV  del  todo.  Dábase  cierta  independencia  á  los  concejos; 
^a  es  mui  \hwo  lo  que  sobre  ellos  í^e  dccia.  i  e«  probable  que 
li-i  loa  liubíese  reducido  á  lii  nulidad. 

Uopdaba  el  réjimen  político  á  cargo  de  los  gobernadores  pro- 
ifiiales,  que  vinieron  á  ser  de  übn-  nombramiento  del  ejecuti- 


?o  i  DO  Unbn  período  fijo.  Coneloia  la  coostitiictoB  coo  no  Ululo 
de  jcarantías,  entre  Ua  cuales  ie  tcu  la  aboUdoo  de  b  peoa  capi- 
tal en  «lelito^  politicón»  lart.  98),  i  la  libettad  absoluta  de  im- 
prenta en  las  pokiicaciones  sobre  la  condiurta  oficial  de  los  fua- 
cíonaríos  lart.  101).  También  se  ratificó  la  eliminación  de  la  es- 
cbf  itud  doméstica,  decretada  desde  la  administración  de  i.  G. 
Monigas. 

Po^  término  á  la  dominación  monagnista  wia  bien  combina- 
da resolución  que  inició  en  Valencia,  en  mano  de  1858,  el  je- 
neral  J.  Julián  Castro,  gobernador  cif  il  de  aquella  provincia,  i 
que  triunió  fácilmente.  IIabiéndo:«e  ligado  al  efecto  los  partidos 
oligarca  i  liberal  (fracción  moderada  de  los  demócratas)  contra  el 
gobierno  puramente  personal  de  Monága^,  éste  cayó  sin  derra- 
marse una  gota  de  ^angre,  i  se  asiló  en  la  legación  francesa,  de 
donde  salió  más  tarde  para  el  e>tranjero.  Castro  subió  al  poder 
como  jefe  proTÍsional  del  estado,  i  esc(»j¡ó  un  ministerio  com- 
puesto por  iguales  partes  de  miembros  de  los  dos  partidos  coli- 
gados. Reunió  una  convención  en  el  mismo  año,  que  le  nombró 
jefe  provisorio,  vicejcfe  al  señor  Manuel  F.  Tovar,  i  sosliluto 
(le  éste  al  señor  Pedro  Gual.  En  24  de  diciembre  la  convención 
espid  ó  una  libérrima  constitución  para  Venezuela,  cuando  aso- 
maban síntomas  de  nuevas  complicaciones. 

Va  para  cnUmces  aparecía  un  partido  federalista,  fracción 
demócrata,  cuyas  pretensiones  no  tu\icron  acojida  en  la  conven- 
ción, H¡  bien  se  observa  que  la  constitución  quiso  obtemperar 
con  ellas.  Tomó  las  armas  en  Barinasen  el  entrante  año  de  1859, 
á  tiempo  que  Castro  se  indisponía  ron  los  miamos  que  lehabian 
ele\a(lu  como  instrumento  para  derrocar  á  Monágas.  Empezó 
aquél  á  mostrar  aspiraciones  á  la  presidencia,  siendo  cosa  enten- 
dida que  cstnbn  reservada  á  Tovar.  Para  hacerse  á  prosélitos  fa- 
voreció iiidirectarncnlc  á  los  federalistas  revelados  ;  pero  creció 
ii  tal  punto  su  desprestijio  entre  sus  antiguos  amigos,  que  en  2 
de  agosto  lo  derribaron  con  la  misma  facilidad  con  que  él  habia 
liedlo  caer  á  Monágas.  Practícalas  las  elecciones,  resultaron 
oléelos,  presidente  el  mencionado  Tovar,  alma  de  la  revolución 


Mrc 
^6 


lltl'VBLICl  bK  VKKEZt}|¿(,\  Itl 

o  i  liomlire  mui  digno,  i  vlccprestdcnlc  gI  iinti^o  i  bon- 
railo  palriotnGuat.  Van  soslittiirle  nombjú  el  congreso  delStiO, 
como  ilesignado,  al  señor Anjel  Quintero. 

Empezó  así  n  plantearse  la  nu<-va  conslilueion,  que  no  se  limiti'i 
i  restaurar  tos  principios  sentados  en  la  de  f  850,  sino  que  avan- 
í  aiía  m.is  mi  el  sentido  de  la  lilieralidad  i  descentra] íziirioii. 
^Ué  en  su  esencia  el  dcí^rrollo  de  las  ideas  cardinales  que  entra- 
Aalia  In  constitución  granadina  d«.  1íío5;  pero  cntalia  mucho 
mejor  ppdactiida  i  le  era  superior  en  algunos  puntos  de  no  pocji 
^imporlaniMii.  Admitió  igualmente  el  suliajio  universal  directo  Í 
^BKrelo  comoespresinn  déla  s^-hcranin  popular;  i  dividió  el  poder 
^■úblico  en  nacional  t  municipal,  sut)diviiHci;do  uiguél  en  los  tres 
^Huiios  consabidos,  i  eiicargamlo  í^üe  á  cnrporncioncs  i  lunriona- 
^■Ids  tudeprndicnles. 

^v  Siendo   rearcionaria  en  el  sentido  de  la  libertiid,  indepen- 

^^eocin   i  progreso  político,  no  cuije  la  calidad  de  venezohtno  de 

nariniiento  sino  para  el  di'stino  de  presidente  i  vicepresidente. 

Prohibe  (arl (rulo  5,°}  la  enajenación  de  territorio  nacional,  aalvos 

K cesiones  que  hagín  nüccsarias  los  arreglos  de  limites,  i  nsimis- 
prnhibe  (art.  88)  que  se  elija  de  presidente  ó  vicepresidente  a 
parientes  iiimedinlos  de  lis  personas  que  ejerzan  aquellos  em- 
pleos. Más  avanzada  en  esto  que  la'iranadinadel  53.  declara,  en  el 
inciso  ü!.'  del  art.  6.",  venezolanos  por  adapción  A  los  individuos 
nacidos  en  malquiera  otra  de  las  repúblicas  hispano-araericanas, 
ola  habia  liecho  la  constitución  de  1811,  aun  con  los  na- 
los  en  Españ^.  Siendo  eminenlemeiilc  dL-mocnilica,  no  exije 
I  Is  ciudadanía  política  sínuli  ed<tdde  veinteuñosóscrcasado, 
Himila  considera  I  demente  las  ciiisas  de  suspensión,  omitiendo 
toramente  las  de  perdida  de  aquel  deredio.  Dedica  &  las  ga- 
Fftnlias  indívidnalcs  el  tít.  V,  i  la»  delcrminamejorquela  cons- 
titución precedente,  aunque  no  tienen  la  precisión  niel  alcance  de 
Us  déla  granadina  antes  citada. 

I  Prohibe  la  eleeeion  para  el  congreso,  del  presidente,  viceprc- 
■Riite,  secretarios  de  e-tndo.  ministros  de  jnslicii?.  goliernadores 
UliUresco  servicio.  Toda  otra  luncion  pública  es  incompatible, 
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durante  las  sesiones,  con  el  cargo*  de  senador  ó  dipulado.  No 
pueden  éstos  aceptar  empleo  de  libre  nombí amiento  del  ejecu- 
tivo, cscepto  las  secretarias  de  estado,  empleos  diplomáticos  i 
militares  en  tiempo  de  guerra,  quedando  por  la  admisión  vacanle 
la  curul.  Elijescá  los  senadores  por  las  lejislaturas  provinciales, 
i  tanto  éstos  como  los  diputados  duran  cuatro  años,  renovándose 
por  mitad  cada  bienio.  La  misma  duración  tienen  el  presidente  i 
vicepresidente,  que  no  pueden  ser  reelejidos.  Tanto  éstos  couio 
aquéllos  son  hechura  del  sufrajio  directo  de  los  ciudadanos.  El 
congreso,  con  sus  facultades  ordinarias  i  detalladas,  tiene  la 
mui  importante  (i/,  art.  64),  de  formar  los  códigos  nacionales, 
«  pudiendo  hacerlo  por  medio  de  comisiones  de  redacción  i  de 
revisión  nombradas  al  efecto :  »  único  medio  de  discutir  i  adoptar 
fácilmente  esa  ciase  de  actos  lejislativos. 

Elijese  á  los  majistrados  de  la  corte  suprema  i  de  las  cortes 
superiores  por  las  lejislaturas  provinciales,  lo  que  nos  parece 
preferible  á  la  elección  popular  requerida  por  la  constitución  gra- 
nadina para  empleos  judiciales.  En  los  juicios  de  que  conoce  el 
senado  se  incorpora  la  corte  suprema,  i  la  sentencia  aplica  aun 
las  penas  comunes.  Entre  las  atribuciones  de  la  corte,  que  se 
espresan  en  el  art.  113,  están  la  de  declarar  la  nulidad  de  los  actos 
de  las  lejislaturas  provinciales,  cuando  sean  opuestos  á  la  consti- 
tución, lo  mismo  que  se  estatuye  en  la  granadina  de  55,  i  la  de 
decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  las  provincias,  ó  entre 
una  ó  más  de  ellas  i  el  gobierno  nacional  sobre  competencia  de 
facultades,  derechos  de  propiedad  ú  otra  causa  contenciosa :  atri- 
bución tomada  casi  literalmente  de  la  constitución  federal  grana- 
dina de  1858. 

Encárgase  el  poder  municipal  á  una  lejislatura  iun  goberna- 
dor en  la  provincia,  un  conctjo  i  un  jefe  municipal  en  los  can- 
tones, i  los  demás  funcionarios  que  establezca  la  lejislatura, 
revestida  como  s3  halla  del  poder  orgánico  de  los  cantones  i 
parroquias.  Aunque  sus  principales  atribuciones  se  determinan, 
casi  se  comprenden  todas  en  la  primera,  á  saber,  la  de  lejislar 
sobre  todas  las  materias  que  no  estén  reservadas  al  poder  nació- 


fi.  Los  iliputüdott,  mierabrus  de  las  lojistu turas,  son  irrcspoiisu- 
.  Elijense  en  razón  de  Ires  por  c.ida  cunUtn;  pero  tuda  lejis- 
tura  (lube  tctier  á  lo  menos  iloce  diputados.  Kl  gobertiiitlor  es 
s  de  la  pruvitirin  i  ajante  del  goliíem»  iiiiciunal ;  es  elejjdo 
lular  i  directametile ;  dura  cuatro  aiios,  i  no  puede  ser  rce- 
do. 

Tal  fué  el  cúiiigo  de  1858,  que  como  e\  graniídino  en  que  se 
Ipirú,  tuvo  la  mala  suerte  de  no  contentura  uadie.  Para  lus 
alistas  no  era  sulicicnleinenle  descGntralÍ2ador,  ni  para  los 
[listas  Liistante  unitario  :  i  puede  asegurarse  que,  á  loméuos 
en  la  opinión,  murió  antes  de  uacer.  Un  nuevo  elemento  de  dis- 
cordia apareció  en  1860.  El  jenerai  l'árz,  á  quien  la  convención 
}  58  hahia  invitado  solemnemente  para  que  regresare  al  [laís, 
I  de   los  EsLidos  Unidos,  pero   regresó   pronto,  sin   tomar 
Irle  en  la  política.  Nombrado  después  secretario  de  guerra   por 
I  presidente  Tovar,  rcliuaó  admitir  i  pero  se  trasladó  Hueva- 
nte á  Venezuela,  i  cinpc^zó  á  propa<;ar  la  idea  de  una  díctadu- 
I»  como  necesaria  para  uniforniar  las  opiniones  i  para  comba- 
i  la  facctun  fedoralista,  ((ue  encabezada  por  el  jencral  JuanC. 
n  lomaba  muclio  incremcnlo.  Uízose  con  intrigas  renunciar 
aovar,  reunido  que  fui'  el  congreso  de   1861  ;  pero  no  á  Gual, 
t|uien  se  encargó  del  gobierno  ejecutivo,  i  era  también  un  estorbo 
á  los  dictatoria  I  rs.  A  Gues  de  aquel  año,  una  revolución  militar, 
^^■Tomoviila  en  Valencia  por  el  dcsígnndu  Quintero,  i  í-ccundada 
^^■P  Otros  pa<>cÍ!-tas  en  Canicas,  derrocó  al   vicepresidente,  i  pro- 
^^■má  b  dictadura  de  I'áez.  Todos,  ó  la  mayor  paite  de  los  opo- 
^^Rttionistas,  engrosaron  en  el  partido  acaudillado  por  Falcon,  que 
después  de  una  crudísima  guerra  de  cuatra  años  i  medio,  triunfó 
na  Coche  por  un  juicioso  convenio  allí  celebrado  en  18(!o,  entre 
^^jeneral  Antonio  Guzman  Bbnco,  segundo  jefe  de  Fab-on,  i  el 
^^■orPedroJ. Hojas,  secretaría  jenerai  dePáez.  tClevadocIjcneral 
^^ncmi  al  mando  provisorio  de  Venezuela,  convocó  á  una  alam- 
bica con^tiluycnte,  (¡no  se  instaló  á  Unes  de  aquel  uño,  i  dio  en 
<  i  siguiente,  á  ^8  de  marzo,  una  coristilucion  federativa  que  sin 
ilterscion  rijió  durante  diez  años. 
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Sus  defectos  capitales  sujirieron  la  idea  de  una  rerorma,  que 
se  inició  de  acuerdo  con .  el  art.  122,  i  para  la  cual  se  formuló 
un  proyecto  jeneral  en  1867  por  una  comisión  mista  de  senado- 
res i  diputados  en  número  de  diez  miembros.  No  llegó  á  sancio- 
narse, i  apenas  es  de  sentii*se;  no  obstante  la  necesidad  de  una 
reforma  sobre  ciertos  puntos  capitales:  pues  si  bien  algunos  que- 
daban acordados  en  mui  buen  sentido,  como  la  formación  de 
los  estados,  cuyo  número  se  reducia  á  siete,  otros  no  estaban 
concebidos  en  términos  bastante  esplfcitos  para  precaver  los 
males  que  se  trataba  de  remediar.  Tal  sucede  con  la  facultad 
del  poder  ejecutivo  para  intervenir  en  los  estados  sosteniendo  el 
orden  público:  facultad  que,  sogun  el  inciso  22,  art.  67  del  pro- 
yecto que  nos  ocupa ,  no  se  estendia  propiamente  á  intervenir  en 
las  luchas  internas  de  los  estados,  bien  que  tampoco  se  hallaba 
prohibido  por  ningún  otro  articulo. 

Pero  lo  más  censurable  del  proyecto  es  que  anulaba  el  sistema 
cuya  marcha  regular  se  proponía  establecer;  pues  no  tan  sólo 
quedaban  ya  á  cargo  del  poder  lejislativo  nacional  los  códigos 
sustantivos  de  lejislacion,  sino  también  los  adjetivos  i  la  organi- 
cion  de  justicia.  Demás  de  eso,  la  independencia  judicial,  que 
preconizaba  el  art.  90,  se  anulaba  por  el  establecimiento  de  unn 
última  instancia,  atribuida  á  la  alta  coi  te  por  el  inciso  16  del 
articulo  88.  Esta  reforma  se  aviene  mui  bien  con  la  otra,  i  cede 
en  obsequio  de  la  uní. lad  de  lejislacion  que  se  buscaba;  pero  es 
contraria  á  la  independencia  judicial  de  los  estados,  que  nomi- 
nalmente  s'^  dejaba  subsistir,  i  acababa  de  anular  el  sistema  fe- 
derativo, que  ya  no  era  sino  una  palabra,  según  el  resto  del  pro- 
yecto. 

Elejido  presidente  constitucional  en  1864  el  jeneral  J.  C.  Fal- 
con,  renunció  en  1868,  i  le  sostiluyó  como  designado  el  jeneral 
Blas  Hruzual,  contra  cuyo  gobierno  estalló  una  insurrección  de 
azules^  nombre  dado  á  una  liga  de  antiguos  oligarcas  i  liberales 
disidentes.  Combatiendo  contra  ella  Bruzual,  fué  herido  en  Ins 
trincheras  de  Piiertocabello,  i  trasladado  á  Curazao,  donde  espiró. 
Por  el  triunfo  de  la  rebelión  organizóse  un  gobierno  provisional 
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Urgo  de  8cis  ininiatros.  que  piesidió  el  Dr.  G.  T.  Yill(.'nas.  I'üía 
pre^idirntc  definitivo  de  la  liiúon  se  elijió  al  jciieral  Ruperto  Ma- 
ldigas, que  tomó  posesión  cu  1869;  jiero  en  el  mismo  año  estalló 
otra  insurrección,  cuyo  jcl'e  principal  fui;  el  jciieral  Antoiñti  Guz< 
man  Blanco.  De  Curaz.io  espedicionó  en  Tclíi-ero  de  1870,  i  e» 
27  de  abril  dio  en  tierra  con  el  gobierno  de  Monágas.  sustituyen- 
_dolc  una  ilicladui'ii  de  que  se  desprendió  eu  1873.  Keciliió  los 
frajios  para  presidente  constituciuual,  i  se  posesionó  en  febrero 

frocuró  desdo  el  mismo  año  que  se  iniciase  una  reforma  cous- 
eional,  cuyo  principal  objeto  parecía  sí^t  que  se  redujera  á 
b  aúoB  el  periodo  presidencial.  I  tanta  importancia  atributa  el 
rsidenU-  Guiman  Itlauco  ¡i  e^a  reforma,  que  instó  porque  afee- 
B  su  propio  período,  cortándolo  en  1875.  Por  medio  del  mi- 
>  respectivo,  i  aun  personalmente,  se  diríjíó  á  los  gobiernos 
Q  los  estados,  á  fin  de  que  sus  lejialaturas  solicitarüu  la  reforma 
según  el  arl.  122  do  la  constitución,  cuntrayéndola  á  cinco  pun- 
b»  :  ) ."  El  ústablccimienlü  del  sufi-ajio  público,  escrito  i  firmado 
I  largos  lapsos,  as[  para  las  circunscripciones  como  para  el 
o  de  las  votaciones:  2."  ftesponsabilidad  de  lodos  los  funciona- 
B  públicos,  nacionales  ó  de  los  estados,  para  ante  la  alta  corte 
ral  por  infracciones  de  la  constitución  i  las  leyes  jencrales de 
Krcpública;  3.°  Supresión  de  los  designados  clejidog  por  el  con- 
,  debiendo  suplirse  las  fallas  temporales  del  presidente  con 
[t  de  los  ministros,  elejido  por  la  mayoría  de  sus  colegas,  i  laa 
s  absolutas  por  muerte  renuncia  ó  destitución,  con  el  prcsi- 
■nte  de  la  alLi  corle  federal,  cuyo  primer  nclo  debe  ser  en  td 
cuso  convocar  los  pueblos  íx  elecciones;  4."  Reducir  á  dos  años  el 
período  presidencial,  así  como  el  de  lodo  funcionario  de  elección 
mpular,  ora  sea  nacional,  ora  de  loa  esLidos;  5.*"  Prohibir  espre- 
inle  lu  reelección  del  presidente,  asi  como  la  elección  del  que 
e  haciendo  sus  veces  ( I ),  i  de  los  parientes  de  aquel  i 
i  hasla  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  i  afinidad  civiles. 

<    Eslalnn  ya  piijliiliiJo;  por  rt  ort.  10  ■!<'  In  cnnsiilucion,  eli;.  '  ' 
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Al  trasmitir  este  proyecto  de  solicitud,  el  jeneral  Guzman  B. 
decia  á  los  presidentes  de  los  estados,  en  carta  circular  fechada 
en  Pucrlocabello  á  10  de  Julio  de  18'/3.  «  Si  el  próximo  con. 
greso  decreta  las  reformas  por  solicitud  de  todas  las  lejislaturas 
de  los  estados,  habremos  complementado  la  revolución  de  abril; 
porque  haciendo  ellas  imposible  la  guerra  civil,  perpetuarán  la 
paz  como  resultado  lójíco  del  goce  de  todas  las  libertades  i  del 
orden  que  las  garantiza.  —  De  esas  reformas  depende  que  la 
obra  que  estamos  levantando  se  haga  inmortal,  i  permítame  aña- 
dirle una  esopansi  n  que  me  eslícita  con  un  amigo  como  Y.;  esas 
reformas  son  las  que  confirmarán  mi  gloria  en  los  anales  de  la 
patria. —  Si  la  guerra  se  hace  prácticamente  imposible  de  hoi 
para  siempre:  si  la  república  sigue  practicándose  ordenada  i  leal- 
mente,  si  el  progreso  moral  i  material  emprendido  se  desarrolla 
de  más  en  más,  según  lo  reclama  el  porvenir,  la  posteridad  tea. 
drá  que  decir  que  tanto  bien  se  debe  á  la  revolución  que  me 
tocó  conducir,  i  confirmará  el  renomhre  de  Ilustre  Americano 
Pacificador  i  Rejenerador  de  Venezuela  con  que  han  que- 
rido distinguirme  los  pueblos,  los  estados  i  el  congreso  de  la 
Union  (1).  x>  Por  su  parte  el  ministro  del  interior  i  justicia,  señor 
J.  M.  Paul  en  despacho  circular,  fecha  2  de  julio,  enviado  de  (-ará- 
cas  á  los  presidentes  de  las  asambleas  de  los  estados,  habia  espre- 
sado este  pensamiento.  «  El  ilustre  americano  renuncia  á  dos 
años  de  mando,  en  homenaje  á  la  causa  liberal,  que  debe  ase- 
gurar su  triunfo  i  consolidar  su  poder  por  este  medio,  i  á  la  paz 
pública,  que  (juedará  definitivamente  fundada  con  una  innovación 
que  no  permite  á  las  pasiones  encenderse  en  la  espcctativa  ni  á 
la  tiranía  endurecerse  en  el  poder.  x> 

Correspondiendo  las  asambleas  á  esta  cseitacion,  pidieron  la 
reforma  tal  como  se  les  habia  sujerido,  i  á  su  turno  el  congreso 
la  ejecutó  el  23  de  mayo  de  1874;  pero  estimando  como  debia  el 
desprendimiento  del  autor  de  la  idea,  rehusó  comprender  su  pe- 


(1)    Es  probable  que  los  resultados  no  justifiquen  tantas  esperanzas,  i  sobre 
todo  que  la  posteridad  esceda  en  circunspección  á  la  edad  presente. 
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I  riodoeii  lu  reducción  ititruducida.  que  por  lo  mismo  no  cotuen- 
nnria  aÍiio  en  1877.  Aunque  In  rerorma  no  afcclatiii  sino  pocos 
iirticiilüs  de  b  ci'nslilucíon.  ostcndiósG  por  entero  un  nuevo  ins- 

É liento  con  ha  nccesurtiis  mudiücaciones.  A  más  de  las  esencia- 
pam  efectuar  la  reforma,  hubo  que  liacer  leves  alteraciones  en 
culos  referentes,  i  dos  que  piovciiiiin  de  aclos  lejislativos  añ- 
ores, á  snber,  los  que  cninliiaron  el  nombre  de  algunos  esta- 
dos, i  la  lei  de  1 1  de  mayo  de  1871,  que  estableció  una  nueva 
unidad  miinetaria,  denominada  veitnolano,  la  cual  se  menciona 
II  el  art.  13.  inciso  17.  Es  una  pieza  de  plata  equivalente  á 
I  francos,  i  superior  en  un  quinto  al  peso,  que  era  la 
hlad  precedente.  Los  nuevos  nombres  de  algunos  estados, 
I  Be  contienen  en  los  arls.  5.',  1.°  i  HO,  son  como  sigue: 
%  Etparta  (antes  Margarita),  Zamora  (Barínas),  fíoHvar 
^rácsft),  (tuzmun  lilanco  (Aragua),  Falcon  (Coro),  Zulia 
iMaracailio)  ¡  Cilzman  (Mérida|. 

No  liabiaii  trascurrido  seis  meses  después  de  la  reforma  desti- 
nada á  hacer  imposible  la  guerra  civil,  cuando  en  octubre  varios 
jofes  liberales  se  insurreccionaron  en  Coro  contra  el  mismo  go- 
bierno rejenerador  que  habian  contribuido  á  crear,  siendo  prin- 
^•^pales  el  jeneral  Pulido,  compañero  de  Guzman  Blanco   en  el 
^■ÉWltinciamicntu  contra  los  atules;  i  pI  jencral  J.  G.  Riera,  co- 
HnModante  militar  del  estado  de  Falcon,  nombrado  por  el  misino 
presidente  Guzman  B.  Sobre  la  base  de  la  fuerza  encomendada  A 
fticrn  levantaron  los  sublevados  un  ejército  considerable,  que  fué, 
sin  embargo,  batido  por  el  del  gobierno,  concluyendo  el  levan- 
tamtciilo  por  una  capitulación  que  se  llrmü  á  5  de  febrero  de 
IS;^  en  la  misma  ciudad  de  Coro,  Terminado  el  periodo  Guz- 
man Illanco,  surtiéronse  las  elecciones  para  el  primero  bienal, 
'  lauguró  el '20  de  febi-ero  de   1877.  A  falta  de  mayoría 
miar  compleinenló  el  congreso  la  elección,  la  cual  recayó  cu 
1  Francisco  Linares  Alcántara,  quien  se  posesionó  el  i." 


OBSERVACIONES  JENERALES 


Asi  como  el  Ecuador  tuvo  siempre  estrechas  analojfas  con  el 
Pei*ú,  i  ha  seguido  en  sus  instituciones  la  corriente  sui*  más  bien 
que  la  corriente  norte  de  las  ideas,  así  por  la  inversa,  Venezuela 
i  Nueva  Granada  han  marchado  desde  1810  en  un  paralelismo, 
que  no  tiene  igual  en  otros  dos  pueblos  vecinos  del  mismo  con- 
tinente. Con  sólo  el  intervalo  de  tres  meses,  dieron  principio 
á  sus  movimientos  revolucionarios  de  Caracas  i  Bogotá  en  el  ci- 
tado año;  i  pocos  dias  después  de  adoptado  en  Nueva  Granada  el 
sistema  federativo  por  el  acta  de  1811,  sancionaba  Venezuela  su 
constitución  basada  sobre  igual  principio. 

Más  tarde  cayeron  ambas  nuevamente  en  las  garras  del  leen 
español,  de  donde  las  arrancó  Bolívar  para  erijirlas,  juntas,  en 
una  sola  nación,  inspirada  por  entonces  en  las  ideas  del  héroe, 
hacia  f|uien  la  gratitud  enjendró  la  confianza  de  los  pueblos.  En- 
vuelto en  las  glorias  i  el  estruendo  militar  de  Colombia,  acepta- 
ron las  dos  hermanas  el  gobierno  central,  que  se  les  propinó  por 
el  espíritu  de  dominación,  por  el  militarismo  i  por  la  decepción 
sobre  las  causas  que  produjeron  la  reconquista  española. 

Cuando  roto  el  vínculo  que  las  unia  se  organizan  por  separado, 
Venezuela  i  Nueva  Granada  toman  de  nuevo  una  marcha  de  no- 
ble emulación,  que  comienza  por  sus  constituciones  de  1830  i 
1852,  sigue  por  varias  peripecias  hasta  los  códigos  de  55  i  58,  i 
culmina  en  las  actuales  instituciones,  desarrolladas  por  los  ins- 
trumentos de  63  i  64.  Vano  seria  indagar  quién  imita  á  quién. 
Siendo  casi  unas  mismas  sus  necesidades  i  el  grado  de  su  ilus- 
tración, habiendo  sus  mejores  hijos  compartido  las  faenas  guer- 
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bl-as  i  adtiiint^trnlivas,    í  teniendo   no   territorio    Hriálu^'o   en 
I  niíiinvillu    quG  las  •ispirnciones 


ostensión   i  KCcideittef 

puliliees  liayan  brotado  como  dos  raudales  de  un  nitsmo  manan- 
tial i  que  sehaynn  copiado  sin  rebozo,  porque  allf  no  había  pro- 
piamente imilat-íon  sino  converjeni'ía. 

No  negaremos,  sin  embargo.  i\ne  la  situación  social  de  Vone- 
LUcb  reúne  mejores  condiciones  democráticas  que  la  de  Nuova 
iiiada.  boi  Estados  Unidos  de  Colombia.  Pero  también,  i  acaso 
eso  mismo,  su  pacilicaciondistn  más.  La  democracia  no  edil- 
es siempre  turbulenta  ;  i  si  bien  no  es  largo  tiempo  domi- 
noda  por  el  caudillaje,  sirve  á  sus  propósitos  lo  bastante  para 
prolongar  la  anarquía. 

Por  estos  t^'rminos  la  ícderncion  tenia  que  reaparecer  en  Ve- 

laoU.  Nunca  el  centi-alísmo  l'ué  organización  ideada  ni  cspon- 

¡ámenle  acfiplada  pur  el  pueblo,  i  donde  ¿ste  impera,  el  go- 

'110  propio  se  produce  como  planta  silvestre  de  aquel  tiuelo. 

poblaciones  rurales  se  agrupan  alrededor  de  un  pequeño 

ilro  de  luz  i  civilización,  en  donde  sus  de1ei;;adfts  crean  una 

lion  de  lo»  ncf^ocios  comunes,  tan  amplia  como  su  voluntad 

icte  i  sea  compatible  con  la  dirección  jenei-al  de  los  asuntos 

lionales.  Esos  grupos  son  los  estados  ó  provincias  autonómicas,- 

i  su  conjunto,  ligado  por  cláusulas  espresas  de  unión  masó  menos 

voluntaria,  forma  la  república  federativa.  Es  así  como  se  ban 

formado  la*  de  Venezuela  i  el  Rio  de  la  Pinta. 

No  queremos  decir  que  sea  ése  el  único  procedimiento  que 
ronducQ  á  la  federación.  Soberanías  anteriores,  fundadas  sobi-c 
las  lejesdc  dominación  i  de  obediencia,  i  organizadas  bajo  con- 
diciones oligárquicas,  pueden  llegar  á  unirse  buscando  la  fuerza 
exterior,  en  cu^o  caso  la  Union  no  es  obra  del  pueblo  sino  de  sus 
conductores,  aunque  es  muí  posible  que  el  pueblo  también  la 
acepto.  Tal  es  el  imperio  confederado  alemán,  encabezado  por  la 
i'rusia,  i  obra  más  de  la  diplomacia  i  de  los  gobernantes  que  de 
masas  populares,  bien  que  éslas  le  hayan  acojido  en  inlcres 

unidad  de  raza, 
li  no  temiéramos  caer  en  lo  sutileza,  diriamos  que  la  federa- 
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eion  en  ColonAía  es  más  olig-^rquica  que  en  Venezuela,  ó  de  otro 
modo,  que  el  gobierno  seccional  ea  la  primera  es  menos  la  obra 
del  pueblo  que  en  la  segunda.  Porque  no  debemos  olvidar  qae 
en  la  federación  obtenida  por  ruptura  de  vínculos  unitarios,  i  es- 
pecialmente cuando  predomina  el  principio  oligárquico,  la  doble 
leí  de  la  resistencia  i  de  la  dominación,  en  unas  mismas  cabezas, 
asi  sacude  la  represión  central,  como  establece  la  del  estado  ó 
provincia  que  asume  su  soberanía.  Por  desconocimiento  de  estas 
leyes  políticas  naturales,  los  redactores  del  acta  en  que  Cartajena 
proclamó  BU  independencia  en  1S11,  lanzaban  quejas  lastimeras 
contra  la  inconsecuencia  española,  por  el  tenor  de  este  p^irafo  : 
<c  Sordos  siempre  (loa  españoles)  á  los  clamores  de  nuestra  jus* 
ticia,  dieron  el  último  (alio  á  nuestras  esperanzas,  negándonos  la 
igualdad  de  representantes;  i  fué  un  espectáculo  verdaderamente 
singular  é  inconcebible  ver  que,  al  paso  que  la  España  europea 
con  la  una  mano  derribaba  el  trono  del  despotismo,  i  derramaba 
su  sangro  por  defender  su  libertad,  con  la  otra  echase  nuevas  ca- 
denas á  la  España  americana,  i  amenazase  con  el  látigo  levantado 
á  los  que  no  quisiesen  soportarlns.  » 

Nó,  el  fenómeno  nada  tiene  de  singular  ni  de  incomprensi- 
ble :  es  el  producto  natural  de  la  doble  leí  que  rechaza  la  domi- 
nación sentida,  i  tiende  á  imponerla  sobre  quien  la  soporte.  Mu- 
chos liberUidorcs  no  han  ganado  su  fama  con  mayor  desprendi- 
miento, aunque  no  hai  que  lamentarse  de  ello;  pues  ni  follaba 
la  sinceridad,  ni  la  libertad  de  los  pueblos  dejaba  de  aprovechar 
mudando  de  dominio.  F^n  todas  estas  evoluciones  el  nuevo  poder 
es  siempre  más  llevadero  que  el  antiguo  ;  porque  se  nceica  más, 
se  identiíica  más  con  los  gobernados ;  se  halla  más  dependiente 
de  ellos,  i  tiene  que  sufrir  la  lójica  de  sus  mismos  procedimien- 
tos. De  ahí  es  que,  para  obtener  los  ulteriores  bcnelicios  del  sis- 
tema federativo,  no  basta  sacudir  el  despolismu  nacional  de  un 
centro  poderoso.  Ese  primer  paso  pudiera  no  haber  hecho  otra 
cosa  que  descentralizar  el  de:ípotÍ9mo,  si  se  nos  permite  la  frase, 
multiplicando  sin  contrapesar  los  centros  de  ojiresion.  No]  hai 
absoluta  garantía  contra  el  despotismo  centralizador,  sino  eii  la 
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^.^centralización  llevada  proporcionalmente  hasta  las  últimas  di- 
j^iciones  l''tTlurialc8,  íaim  liasla  el  individua,  escudándole  con 
Biedercilios  inmanentes.  Tul  es  la  lai'ea  que  aún  rc>ta  por  eje- 
|ltt>r  en  Nneva  Ginniuda  i  Venezuela,  i  que  el  atraso  de  la  educa- 
íoa  hace  larj^a  i  dílicil. 

.  Ni  está  todo  heclio,  ó  por  lo  menos,  hcclio  de  una  misma  mn- 
)  tn  las  dos  repúldicas,  tocante  á  las  bases  fnndamentali?» 
|«l  sistema  reden  establecido,  i  sobre  algunos  otros  punto;*,  im- 
lODantes  sícDiprc,  cunlqniera  ijue  .'^cii  la  modilicaiioii  intrndu- 
pdft  en  la  organización  npiildícana.  Es  lo  que  vamos  á  hacer 
toleren  la  constitución  de  Venezuela. 

,   Sin  ngi'avio  fiara  lus  corifeos  de  la  Tederacion  en  aquella  repú- 
llica,  nos  atrevemos  á  decir  qui;  al  proclamar  i  sostener  con  las 
mas  en  crudUima  ^'uerra  la  causa  desús  afecciones,  procedían 
por  uiBleina,  lievadus  de  una  idea  vajira  más  que  de  un  análisis  ra- 
cionado del  sistema  que  invocaban.  Cumpiírese  en  el  fondo  la  cons- 
titución de  64  con  la  que,  seis  sñus  antes,  sancionaron  nmcbos 
de  lo»  hondirc$  más  tiutables  de  Venezuela  por  su  saber  i  su  pa- 
íotiamo,  i  en  la  cual  no  trasiicnde  cspiíítu  de  partido  ni  idea 
reconcebida.  Es  muí  probable  que  no  se  halle  bastante  razón 
a  comprar  el  canje  al  crecido  precio  de  tanta  san¡;re  derra- 
nuda  i  lanía  riqueza  desiruida.  Porque  ¿c<iál  es  la  diferencia 
sustancial  enlre  lus  dns  instrumentos?  Sólo  la  vemos  en  el  podiT 

Ke  lox  esUdus  látiles  provinci-is)  tienen  de  organizar  i  ejercer 
adminisl ración  de  justicia,  deducido  de  los  arts.  15  (in- 
a^'l)  i  90.  en  la  iudejiendeiiciade  sus  tribunales  (art.  91),  en 
fsctiltad  de  los  estados  para  dictar  las  reglas  sobre  elección  de 
[.adores  i  dipuLido-'  (art.  19),  i  en  la  prohibición  de  situar  en 
estados  funcionarios  con  jurisdicción  (ai  t.  99),  ó  fuerza  mi- 
nursin  |iernii$o  del  estado  respectivo  (art.  100). 

Í*ero  e^tAs  tres  últimas  prerogativas  no  i^on  esenciales  al  sis. 
■  redorativn,  tal  por  lo  múnos  ci>mo  lo  ha  dcñnido  la  repú- 
a  q>'e  h  sta  Mhori  pasa  por  'I  mejor  m'»lelo  ile  esa  forma  de 
^■niuclon ;  mientras  que  sí  lo  es  la  de  lejislar  en  lo  civil  i  pe- 
,  qae  In  constitución  conlia  al  gobierno  JL'neruI,  según  el  in- 
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ciso  22  de!  art.  13  ya  citado.  En  esto  coincide  la  constitncion 
venezolana  con  la  arjentina ;  pero  aún  la  última  avanza  un  poco 
más,  dando  á  las  provincias  (art.  108)  la  facultad  de  espedir  có- 
digos  civil,  comercia),  penal  i  de  minería,  mientras  el  congreso 
no  use  de  la  atribución  11  del  art.  67.  Por  lo  demás,  ya  espu- 
simos, al  comenUr  dicha  constitución  arjentina,  las  considera- 
ciones que  nos  mueven  á  jtensar  que,  sin  la  facultad  en  los 
estados  de  dar  los  códigos  de  tejislacion  sustantiva,  la  federación 
es  una  palabra,  i  á  trueque  de  una  uniformidad  que  no  siempre 
es  apelecibic,  se  indde  en  otras  dificultades  no  despreciables. 
jVsí,  por  ejemplo,  no  bien  hubo  dado  Venezuela  en  1867  su  código 
civil,  cuando  se  hizo  notar  por  un  comentador,  el  señor  Sanojo, 
que  al  clasificar  las  pruebas  judiciales  i  fijar  su  valor  en  juicio, 
so  roza  necesariamente  con  las  leyes  procedimenlales  de  los  esta- 
dos, según  las  cuales  debe  reglamentarse  la  manera  de  produ- 
cirlas. 

Por  donde  se  ve,  no  sólo  quela  constitución  venezolana  se  aparta 
poco  de  su  predecesora,  aunque  aparentemente  formuladas  según 
sistemas  distintos,  sino  que  difiere  aún  mucho  más  de  laconsti- 
tucion  colombiana,  bien  que  no  lo  parezca  á  la  simple  vista.  I. 
en  efecto,  llega  á  tanto  la  diferencia  esencial,  desde  que  se  apar- 
tan los  dos  instrumentos  en  el  punto  en  que  se  define  la  sobe- 
ranía de  los  estados,  que  á  pesar  de  hallarse  declarada  en  el  ar- 
tículo 12,  i  de  que  muchos  artículos  de  la  constitución  venezola- 
na han  sido  lomados  casi  á  la  letra  de  la  de  Colombia,  puede  ase- 
gurarse que  ellas  no  han  desarrollado  unas  mismas  instituciones. 

Una  consecuencia  importante  se  desprende  de  este  hecho,  Í  es 
que,  por  un  lado,  muchas  cláusulas  naturales  en  el  sistema  co- 
lombiano son  estrnñas,  ó  cuando  menos,  eiajeradas  en  el  otro  ;  i 
que,  á  la  inversa,  varios  artículos  que  podrían  tacharse  en  la 
constitución  colombiana,  tienen  su  razón  de  ser  ó  cuando  nó  su 
escusa  en  la  de  Venezuela.  Ejemplos  de  las  primeras  disposicio- 
nes nos  ofrecen  los  arts.  15  (inciso  22)  19, 90,  91 ,  99  Í  100 
citados,  i  ejemplos  de  las  segundas  los  tenemos  en  los  artículos 
1 ."  i  2.*,  que  convierten  en  estados  las  pobres  i  despobladas  pro* 
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^ncias  de  lii  aulígua  Venezuela,  rejida  por  el  sistom»  reiilral. 

De  los  asuntos  comunes  á  toda  forina  de  gohiemo  hai  uno  bu- 
mameote  grave,  en  que  la  conslílucion  venezolana  difiere  de  la 
de  Columbia.  i  se  coloca  en  un  térmiiiü  medio  entre  ésta  i  la  del 
Ecuador  :  baldamos  de  la  relijlon.  Cada  una  de  las  tres  secciones 
que  compusieron  la  antíguia  Culombia  lia  seguido  un  sistema  dis- 
tinto Cfi  csla  miileria.  Kl  Ecuador,  como  todos  los  estndos  del 
grnpn  que  ocupa  las  costas  del  Paclíico  hasta  el  rio  Míra,  persiste 
en  la  completa  alianza  entre  las  dos  potcstudes,  i  en  escluir  todo 
cuito  público  que  no  sea  el  cat(>lico.  Nueva  (¡ranada,  por  la  in- 
versa, no  sólo  ha  establecido  la  libertad  de  los  cultos,  sino  que 
ha  rolo  la  alianza  de  las  potestades,  independtziiuilolas  rcspecti- 
vanienlc.  Venezuela,  admitiendo  la  coexistencia  de  lodos  los  cul- 
tos, mantiene  la  unión  del  gobierno  con  el  catolicismo  romano. 

Eats  posición  se  deduce  del  incido   15i  arl.  14,  i  del  art.  £J8 

tde  U  constitución  venezolana ;  pero  más  (]ue  de  ellus  de  Irh  prúc> 
cas  rumiadas  sobre  leyes  antij^uas,  que  aún  se  conservar),  no 
ibstantc  las  novedades  polílicas  introducidas  en  el  país.  El  ¡irí- 
'      vilejio  otorgado  :i  la  relijíon  católica,  apostólica,  romana  para 
ejercer  su  culto  fuera  de  los  templos  (que  en  nada  le  aprovecba 
^^^i  es  ocasionado  á  desórdenes,  á  crítica  i  á  demostraciones  irres- 
^HAetuosas),  significa  el  intento  de  una  protección  que  á  las  demás 
^^Bb  nie^a.  Para  ejercer  el  derccbo  de  patronato,  que  quiere  con- 
^^Beirarse,  es  fuerza  mantener  también  las  concesiones  que  en  cam- 
^^^kosehan  liccho  de  antemano  á  la  Iglesia,  entre  ellas,  comoprin- 
^Hjfápal,  ol  sostenimiento  del  culto  i  sus  ministros  por  el  tesoro  de 
la  nación.  I  el  resultado  no  es  otro  que  la  alianza  entre  las  potes- 
tades, con  mengua  de  sus  recíprocos  derccbos;  la  unión,  la  de- 
pendencia i  el   daño  que  con  miras  de  ausiliarse   no  pueden 
^os  que  irrogar  ambas  á  los  Gnes  lejltimos  de  cada  sociedad. 
3  efecto,  la  alianza  del  gobierno  civil  con  una  relijion  dcter- 
lada,  á  quien  protcje,  i  cuyos principiosaparenta  [irofesar,  li- 
1  la  acción   de   los  poderes  propios  de  esc  gobierno.  Quiere 
ctr.  en  otros  términos,  que  todo  gobierno  asociado  á  la  marcha, 
r  consiguiente,  á  los  intereses  de  una  relijíon  tiene  absoluta 
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necesidad  de  respetar  sus  dogmas  i  aun  su  diaripljna,  lo  rjue  pa- 
raliza ó  reslrinje  su  acción  en  mullitiid  de  casos,  i  le  da  un  ca- 
rácter de  teocracia  más  ó  mrnos  pronunciado  i  más  ó  menos  re- 
conorido,  pero  indudable,  sí  no  es  que  se  quiera  comprometer  los 
mismos  objetos  de  la  alianza,  afectando  una  independencia  que 
la  contradice. 

Todas  las  relijiones  son  de  suyo  estacionarias;  porque  todas 
sientan,  además  del  dogma,  principios  de  moral  ó  de  iejislacion, 
que  si  se  acuerdan  con  las  ideas  del  fundador,  i  acaso  con  las 
ideas  de  su  tiempo,  pueden  en  el  curso  de  los  sif(lo4  venir  á  cho- 
carse con  los  cambios,  que  aún  en  Iejislacion  i  en  moral  introdu- 
ce In  filasofia  ilustrada  por  la  csperiencia .  El  crislianismo  de  Je- 
sús favorecería  más  que  ninguna  otra  relijion  la  libertad  de  los 
gobiernos;  porque  su  autor  procuró  pn  scindir  de  toda  injerencia 
en  los  asuntos  que  no  eran  esenciales  á  su  güncilln  Jo^ma,  á  su 
culto  simple  i  á  su  moral  universal,  fundada  en  el  amor.  Empeio 
el  cristianismo  de  Roma,  que  dominó  á  los  pueblos  i  á  los  reyes, 
que  estendió  su  acción  desde  l<is  conciencias  bast»  los  tribunales, 
i  que  por  lanto  fundó  principios  de  poliLíca,  de  Iejislacion  i  de 
moral,  según  el  interés  de  sus  vastas  as|iÍracÍones.  nn  es  por  cier- 
to el  más  propio  para  caminar  á  la  par  coa  el  gobierno  de  una 
sociedad  republicana  i  democrática. 

De  ahi  Ins  frecuentes  qiiejus.  reanimaciones  i  controversias 
que  el  clero  católico  lia  promovido  cu  los  cst<idi>s  americanos,  lle- 
vado de  sus  privilejios  tradicionales,  i  innl  avenido  con  las  ten- 
dencias modernas  que  en  nqur^llos  suelen  manirestarse.  Nu  lian 
fallado  de  esas  cuestione»  en  Venezuela;  i  para  corlar  du  raii  lu- 
chas que  á  nadie  aprovechan,  nn  hai  otro  espediente  que  la  ab- 
soluta se|iaracion  entre  las  dos potei-tadis,  pasando  antes,  si  fuere 
posible,  por  la  independencia  eclesiástica  de  toda  jerarquía  es- 
tranjera.  Va  veremos  después  noUibles  ejem|ilos  de  loa  con- 
flictos á  que  hemos  hecho  alusión.  Por  ahora  citaremos  las  piiIa- 
bi'as  de  don  Francisco  Zureo,  redactor  del  periódico  mejicano  El 
Siglo  Diez  i  Nueve,  en  su  número  de  16  de  eniTo  do  1868: «  En 
el  orden  político  í  en  el  orden  moral,  no  hai  verdad  que  no  haya 


^      eml 


preocupaciones.  La  Encíclica  i  las  úllimas  declaraciones  del  Pa- 
pado son  la  negaciun  del  priigre!>o  moderno,  i  condenan  en  nom- 
bre óe  Dios,  lie  cuyas  coiiridcncias  cree  el  Sumo  Ponlifice  tener  el 
moDopotio,  la  solieíanin  ilol  puelitu,  ¡n  libertad  individual,  el 
libre  examen,  la  prensa,  la  a^ocial'¡on,  cuanto  consliiuye  la  vida 
de  la  socied^id  en  la  époia  présenle.  SÍ  el  poder  de  Boma  no 
faera  una  ruina  que  se  desplomn,  :<¡no  i[uc  correspondiera  á  su 
voluntad  i  ú  sus  as[)iraciones,  la  luz  de  la  civilización  se  e^tin- 

liria  en  nn  instante,  i  el  mundo  se  hundiría  en  las  densas  linie- 

rsde  la  bnrliarie.  n 

En  punto  á  relijjon,  ú  sean  las  relaciones  del  gobierno  cini  un 
tiilta  determinado,  la  constitución  deVenezuela  coincide  con  la 
do  la  República  Arjentina.  si  bien  los  tpsloa  de  una  i  otra  no  se 
hnllan  redactados  con  unas  mismas  palabras.  De  un  modotermi- 

iiitc  esprexa  h  srjentiiin,  eu  m  arl.  'i.°  qnu  e\  gobierno  federal 

lüene  el  culto  i-atólieo,  apostólico,  romano;  principio  que  en 

Otra  no  se  halla  consignado  esplicitamentc.  El  resultado  es,  sin 
onbargo,  cxuctamenle  uno  mismo,  toda  vez  que  ambas  censtitu- 
dnnea  manlienen  el  ejercictu  del  derecho  de  p:itrun:ito.  i  que  esto 
DO  lo  consetitiria  la  Iglesia,  sino  medi:mlc  el  subsMiu  que  bijo 
ide  una  ú  oira  Turma  se  le  suministra  por  casi  todos  los  gobiernos 
fOlólicoí.  El  patronato  mismo  os  ya  un  electo  de  la  unión  ó  pac- 
4*  enlre  lüs  potestades  civil  i  eclesiástica;  pues  la  si-paraiion 
entre  ambas  lo  baria  tan  irregulur  i  abusivo,  como  seria  la  inje- 
rencia del  gobierno  en  la  administración  de  cualquiera  sociedad 
ivada. 

Ni  son  los  iinico»<  puntos  en  que  coinciden  aquellas  dos  cona- 
jlttcioncs  aparentemente  diversa-^.  Bien  inií-ado,  sólo  liai  uno 
istanctal,  en  que  la  coastilucion  vener-olana  se  apartn  do  la  ar- 

itína,   i  se  ideutiPica  con    el   espíritu,    no  la  telra  de  la  co- 

liiana,  .i  saber,  la  iiitervenciim   del   gobítriii)  jencral  en  las 

mliendus  domésticas  de  los  estados  iS  províucias.  Prohíbese for- 

ilmenle  en  la  primera  por  el  art.  1Ü1,  mientras  que  se  auto- 
por  el  art.  0.°  do  la  segunda,  en  loa  mismos  términos  i  casi 
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con  las  mismas  palabras  que  lo  hizo  la  coDstilucion  norte-ameri- 
cana ea  la  sección  4/  de  su  art.  4." 

Todas  eslasdispariiiades  confirman  la  teoHa  que  más  de  una 
vez  hemos  sentado  hablando  de  los  principios  constitutivos  del 
réjimen  federal,  esto  es,  que  la  unión  de  los  estados  ó  provincias 
autonómicas  puede  hacerse  bajo  diversas  condiciones ;  que  no 
hai  una  fórmula  definitiva  Í  dogmática  para  este  sistema,  de  in- 
vención moderna,  pues  las  antiguas  federaciones  eran  solo  ligas 
internacionales ;  pero  que  toda  combinación,  cuyo  resultado  sea 
dar  con  esceso  al  gobierno  jeneral  más  ó  menos  poder  que  el 
necesario  para  los  fines  de  la  unión  política,  cede  en  menoscabo 
de  la  libertad  i  del  gobierno  propio  en  el  primer  caso,  i  debilita 
cuando  no  compromete  á  la  unión  misma  en  el  segundo.  I  si  es 
difícil  la  o^nizacion  de  una  república  federativa,  lo  es  aún  mas 
la  práctica  ordenada,  pacifica  i  armoniosa  de  unas  instituciones, 
cuyos  poderes  semirivaics  necesitan  de  consumada  prudencia  i 
de  frecuentes  transacciones,  en  que  cada  cual  ceda  un  poco  de  su 
altivez,  para  no  cspuncr  el  sosiego  público  i  aun  la  suerte  defini- 
tiva de  las  mismas  instituciones. 

Lo  cierto  es  que  Venezuela  no  ha  rccojido  aún  el  fruto  que  se 
prometía  de  sus  nuevas  instituciones,  aunque  nosotros  lo  atri- 
buimos más  á  la  manera  como  se  ha  cuncebidola  constitución  (I ) 
que  á  la  esencia  misma  de  aquellas,  tal  como  se  practican  eu 
Suiza  i  los  Estados  Unidos  de  Nurte  America.  Hé  aquí  el  juicio  que 
sobre  la  marcha  política  de  Venezuela,  bajo  su  actual  constitu- 
ción, espresa  la  comisión  que  presentó  el  proyecto  jeneral  refor- 
matorio de  que  antes  hemos  hablado,  en  ol  informe  de  10  de 
abril  de  láfí7  con  que  lo  acompañó  : 

a  Ocurrieron  (los  pueblos)  á  la  guerra  para  darse  un  gobierno 
propio  i  de  su  esclusiva  elección ,  como  medio  único  de  consolidar 
un  sistema  en  que  fuera  verdad  I»  república,  i  con  ésta  las  prác- 


(t)  No  hai  para  qué  decir  que  muclios  de  los  males  sufridos  Tienen  de  las 
caimsjeneraleí,  cuya  acción  se  ejerce  sobre  todas  l»s  reilones  su<t-americ*na*. 
i  que  M>D  independientes  de  las  Tnrmai  politiras. 
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ticas  benéficas  de  la  democracia.  Tales  deseos,  en  su  mayor  parte, 
han  sido  efímeros  :  de  tantos  i  tan  heroicos  esfuenos  tiene  el 
pais  por  elecciones  una  farsa,  por  garantías  la  burla  i  por  re- 
pública un  sarcasmo  ;  siendo  de  esto  el  resultado  que  el  patrio- 
tismo se  postra  i  resigna  sin  fe,  i  al  fin  se  decide  por  esperar  la 
reacción  que  ha  de  venir  por  la  lei  de  la  conservación.  » 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


DirisioH  territorial.  Había  »(lo  hecha  por  lei  de  28  de  abril  de 
lfó6.  coanilo  rejia  ea  TenezoeU  un  sistema  de  gobii'mo  murho 
másrentrjltudo  que  nin?iin  olrodesdequeseconstituyóeoISSO. 
Piies  hicD.  lasTeiole  proTÍDcias  que  enlóticcs  fueron  deslindadas, 
i  que  se  meitcionan  en  el  art.  )  .*  de  (a  constitución  que  nos 
ocupa,  han  sido  conterlidas  en  olro?^  tantos  estados,  cuya  autono- 
mía, no  tan  extensa  como  la  de  tos  e^lado3  colombianos,  es 
bastante  para  exijir  un  gobierno,  cuyo  personal  i  cuyos  recursos 
deben  ser  muí  tiiguos,  en  comarcas  tan  pobres  i  despobla- 
das como  lo  íun  en  su  mayor  parte  los  actuales  estados  venezo- 
lanos. 

Vemos  que  el  art.  4.'  h^i  autonzadola  unión  de  Taríns  estados 
para  formar  uno  sólo  ;  pero  ni  aun  permitiéndoles,  como  también 
lo  hace,  que  se  aparten  después  i  siempre  que  lo  quieran,  scn'i 
fácil  obtener  una  rufusion  que  dé  por  resultado  la  rormacioii 
de  sólo  seis  ó  siete,  único  número  proporcionado  a  la  población 
total  de  Venezuela.  Estamos  i n Formados  de  que  en  la  convención 
de  ü8  trató  de  reformarse  la  d¡vi>iiin  territorial,  creando  iólo 
cinco  provincias,  que  Tuesen  como  la  delineacion  de  los  futuros 
estados  de  la  federación  venezolana,  ya  en  ciernes  por  aquel 
tiempo.  Fracasó  la  idea,  i  es  de  sentirle,  á  nuestro  modo  de  ver ; 
pues  creemos  firmemente  que  la  actual  división  es  muí  viciosa,  i 
que  el  crecido  número  de  pequeños  estadis,  ni  paso  que  impe- 
diré su  competente  organización  por  falta  de  todos  los  elementos 
«IMclla  requiere,  propenderá  á  mantener  la  ajitacion  que  hoi 
bsdmn.  Peiv  en  verdad  no  es  esa  ni  con  muclm  la  causa  prin- 
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m1  de  seini>¡itnU!  eshdo  de  cosns,  oiinijiie  cuiilríbuye  gruiidc- 
meatu  ¡i  sDHtDtiei'lo.  En  su  lugar  hiiblarcinos  de  h  que,  más  (|UG 
iiiiiffiíiia,  |)cr¡ictiia  el  dujiórJen,  é  iiri|i¡de  lu  ciinsolidncion  de  las 
tales  iiiíliLucioiies,  cujo  deácrcdJto  labran  en  el  coticeplo  tic 
I  que  no  tienen  bastante  critflrio  para  referir  los  efectos  á  bus 
Kladeras  aiu&;is. 
por  lo  demás,  la  constitución  ha  llevado  Robrado  léjoselrespelo 
I  nutonomfa  de  los  actuales  estados,  dejátiitolus  por  el  art.  5." 
I  prerogativBS  eleccionarias,  aun  cuando  hagan  uso  de  la  facul- 
,  de  reunirse  en  uno  hóIo  dos  ó  mas  estaiíos.  En  tan  eslraña 
idescetidencin   venios,  nins  (¡ue  aaila,  el  deseo  de  no  retraer 
kla  ünio",  por  consitleraciones  de  ecoistno  lugareño.  Pero  ni 
ncso  basta.  Los  adueñados  del  ptider,  i  los  asjiirantes,  rivales 
IDemígos  en  Uiilu  lo  deiuás,  convienen  admtralilemeiile  en  man ' 
iaer  abierta  la  Vita  donde  se  disputan  la  dominación  i  la  e«:plo- 
(ación  de  sus  conciudadanos,  ('umple  ú  las  dominaciones  de  pri- 
mer orden  i  A  los  palriolus  (rara  avis!)  refrenar  las  pequeñas  i 
lurbiitunlas  ambiciones,  que  en  Yene;(ucla  como  en  Culúm><Ía,  i 
aun  más  todavía  por  su  funesta  división  territorial,  impiden  la 
traslonnacioii   de   los  actuales  diminutos  estados  en  unos  pocos, 
provistus  de.  liidu  lo  ijue  pueda  asegurar  un  buen  gobierno  i  una 
marcha  digna  de  pueblos  cuHos. 

CiudadnnUi.  La  inli^macional,  determinada  en  el  art.  6."  se 
entiende  por  el  iiioiso  4."  á  k  los  nacidos  ó  que  na/can  en  cual- 
quiem  <le  las  repúblíras  híspano  amerieanas  ú  en  las  Antillas  es- 
pañolas, siempre  que  liaytm  lijado  su  residencia  en  el  territorio 
de  la  Union  ¡  quieran  .«crio,  u  Conforme  al  art.  7.°  <•  no  pierden 
ol  carácter  do  venexulauus  los  que  lijen  su  domicilia  i  adquieran 
naciouiilidad  en  país  e8tr.injero  ;  »  lo  que.  si  bien  es  ¡irobable- 
mcnle  destinado  á  resolver  ntgun  c^so  particular,  es  benéüco  i 
loable  en  delinittva.  IVro  estas  libérrimas  disposiciones,  que 
üintii  honran  á  Vcneiuel»,  vienen  á  empañarse  con  el  requisito 
de  nacionalírlail  exijido  pata  ciertos  destinos,  según  los  arts.  2t), 
í'2,  incisos  6."  i  10;  7&Í85,  inciso  1.'.  Enefecto,  si  esceptuamos 
■  I  de  diputado,  no  hui  empleo  alfío  importante,  incluyéndolos 
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de  hacienda  sin  limitación,  que  ao  deba  daise  ú  venezolanos  de 
nacimiento  ¡  de  manera  que,  bajo  el  aspecto  político,  no  es 
mucho  lo  que  ganan  con  fijar  su  residencia  en  aquella  república 
los  hispaao-amerícanos,  á  quienes  se  invita  por  el  art.  6.*,  in- 
ciso 4."  citados. 

Semejante  aberración,  en  un  país  que  se  ha  distinguido  por  la 
liberalidad  de  sus  ideas,  data  déla  constitución  de  1857,  sancio- 
nada bajo  la  influencia  monaguista ,  como  empezó  en  el  Perú  jkit 
la  constitución  deHuancayo  en  1839.  Ambas  pretendían  ser  obra 
de  partidos  demócratas  ;  pero  es  cosa  notable  que,  en  Híspano- 
América,  tales  partidos  han  sido  siempre  mas  hostiles  al  estranjero 
que  los  partidos  oligarcas.  Eso  se  ha  visto  en  los  estados  del  Pla- 
ta, en  Bolivia,  el  Perú,  el  Ecuador  i  Venezuela.  Son  de  ordinario 
menos  ilustrados,  más  celosos  del  nacionalismo,  i  menos  pródigos 
de  los  beneficios  que  ofrece  el  patrio  suelo.  Ya  que  no  la  frater- 
nidad, voz  poética  en  la  política  militante,  el  interés  reciproco 
debiera  llevará  todos  los  estadosi  á  todos  los  partidos  americanos 
á  la  conclusión  de  que  nunca  se  abate  una  barrera  sin  que- 
brantar otras,  i  que  la  caída  de  la  nuestra  jirepara  la  caída  de  las 
que  nos  cerraban  el  paso  fuera  de  nuestro  país. 

La  cíududaniapoliticase  deíinc  en  los  arts.  8."  i  14,  inciso  11. 
Por  el  primero  se  establece  la  pasiva  ó  condiciones  de  elejibilí- 
dad,  i  por  el  otro  la  activa  ó  requisitos  para  ejercer  el  sufrajio. 
No  hablo  sino  de  aquélla  la  constitución  colombiana,  dejando  á 
los  estados  lijarlas  condiciones  de  la  otra;  |ior  cuanto  no  lia> 
en  virtud  de  dicha  condición  elecciones  nacionales  directas, 
como  tampoco  las  haí  en  Venezuela.  Por  manera  que  la  disposi- 
ción del  inciso  11,  art.  Hcitiidos,  equivale  á  una  simple  res- 
tricción impuesta  ú  los  estados  en  obsei[uio  de  la  democracia.  Lo 
que  de  ella  pensamos  puede  bien  inferirse,  recordando  lo  que 
en  otras  ocasiones  hemos  dicho  sobre  el  sufrajio  llamado  uni- 
versal. En  cuanto  á  la  ciudadanía  pasiva,  siendo  la  aptitud  i  la 
probidad  del  elector  las  raejures  garantías  de  la  elección,  no  hai 
objeto  en  designar  requisito  alguno  para  los  candidatos.  De  esta 
suerte  los  principios  que  sentamos  se  avienen  í  ansilían  recípro- 
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mente,  dando  este  rcsuIlaJu  :  reslriccion  parn  el  ilerectiu  de 
siiTrajio  ;  libertad  para  la  emisión  del  >olo. 

Rases  déla  unión.  Como  tales  eí'tablcce  el  art.  13  algunas 
condiciones  impuestas  íi  los  estados,  de  las  cuales  nos  llaman 
la  atención  las  que  siguen  : 

i .'  Diferencias  6  cuestiones  entre  los  estados.  Deben  some- 
terse para  su  decisión  al  congreso,  al  ejecutiva  n  á  la  corte  Tede- 
rnl,  todos  los  cuales  proceden  como  arbitros.  Cuando  los  estados 
desavenidos  no  sehanacordado  en  la  autoridad  que  ha  de  juzgar 

Kt  direreacias,  entiéndese  (|uc  toca  dirimirlas  al  congreso.  Tal 
b  doctrina  del  inciso  8."  Nosotros  prererimos  que  en  tales 
»8  el  conocimiento  i  decisión  del  asunto  se  atribuya  á  la  corte 
fpdcral ;  pues  tales  cuestiones  son  judiciales  por  su  naturaleza,  i 
nadie  es  tan  competente  para  sustanciarlas  i  fallarlas  con  acierto, 
inca  daríamos  intervención  al  senado  en  asuntos  judiciales,  prín- 
nlnienlc  aquellos  en  que  se  trata  de  aplicar  el  derecho,  &  cu 
I  los  bccbos  son  materiules  I  requieren  un  minucioso  examen, 
no  sucede  en  las  cuestiones  de  propiedad  ó  de  limites,  quo 
fin  las  niHs  Trecucntes  entre  los  estadus. 

*  Estradicion  en  materia  criminal.  Dtbe  consagrarse  como 
Inctpiocn  las  constituciones  de  los  estados,  según  el  inciso  12; 
■  juzgar  por  el  15,  no  se  estiende  ii  las  personas  compronieti- 
I  en  asuntos  políticos.  Sobre  ambas  ciiestion<'3,  en  el  fondo, 
nos  referimos  ri  lo  ya  espucsto  comcntaudo  la  constitución  co- 
lombiana. Aquí  no  nos  ocurre  observar  sino  que  la  prcscrip- 
¡I  del  citado  íncíso  1'2  puede  mui  bien  eludirse  por  los  esta- 
I,  á  quienes  debe  imponerse  la  obligación  de  entregar  las  per- 
cas reclamadas,  no  de  consignar  el  principio  en  sus  constilu- 
)  particulares.  Comprendemos  lo  que  se  haría  SÍ  un  estado 
[Usase  cumplir  con  el  deber  de  la  estradicion  decretada  por 
joiistitucinn  nacional;  pero  no  entendemos  lo  que  se  baria 
|l  el  catado  refractario  si  se  abstuviese  de  establecer  el  prin- 


R,*  Subsidio  á  los  estados.  Miramos  como  estraña  la  disposi- 
1  del  inciso  17,  quo  otorga  un  subsidio  de  10.000  venezo- 
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lanos  (ó  duros)  anuales  del  tesoro  nacioual  ú  los  estados  que  no 
tienen  minas  en  esplotacion.  Un  estado  puede  tener  recursos 
fiscales  suficientes,  aun  cuando  carezca  de  minas ;  pero  si  no  los 
tiene,  debe  renunciar  á  su  categoría  de  estado.  Aquí  volvemos  á 
encontrar  un  estimulo  para  la  subsistencia  de  esas  pequeñas  en- 
tidades autónomas,  que  impedirán  siempre  la  consolidación  de 
las  instituciones  venezolanas. 

4/  Unidad  de  lejislacion.  Son  ilusorias  en  mucha  parte  las 
ventajas  que  en  ella  se  buscan  por  el  inciso  22.  Mientras  mayor 
es  la  estension  de  territorio  i  de  intereses  á  que  alcanza  un  sis- 
tema de  lejislacion,  menos  adaptable  es  á  todas  las  poblaciones 
que  comprende,  i  mayores  son  las  dificultades  para  reformarla. 

Los  que  se  complacen  en  presentarnos  la  lejislacion  civil  i 
penal  como  conjunto  de  máximas  invariables,  i  de  ahí  concluyen 
que  no  hai  para  qué  atribuir  á  los  estados  federales  la  facultad 
de  dictar  los  códifros  que  la  contienen,  se  contradicen  al  mani- 
festar el  temor  de  que  se  den  tantos  códigos  diferentes  como  son 
los  estados.  La  verdad  es  que  los  principios  en  que  tales 
códigos  descansan  distan  mucho  de  la  universalidad  que  se  les 
atribuye,  ya  se  mire  á  la  ciencia  absoluta,  ó  ya  á  las  especia- 
lidades de  costumbres  i  preocupaciones.  I  es  también  la  verdad 
que  habrá  tendencia  á  uniformar  los  códigos,  imitando  unos  de 
otros  lo  que  se  halle  justificado  por  la  esperiencia  ó  descanse  en 
la  índole  del  carácter  nacional.  Esta  uniformidad,  ó  mejor  dicho, 
esta  analojia,  que  permite  el  estudio  comparado  de  los  diferen- 
tes códigos,  sin  cerrar  la  puerta  á  los  adelantamientos  que  su- 
jiera  la  opinión,  en  donde  quiera  que  se  halle  preparada  á  reci- 
birlos, es  de  mejor  lei  que  la  uniformidad  violenta,  fundada  en 
algún  principio  anticuado  de  derecho  romano,  en  alguna  preocu- 
pación esencialmente  hispana,  ó  en  algún  canon  de  la  Iglesia 
que  ciertos  estados  no  se  atrevan  á  desconocer. 

En  Venezuela,  donde  los  estados  reúnen  condiciones  poco 
favorables  á  la  espedicion  de  sus  propios  códigos,  la  reserva  del 
inciso  22  que  nos  ocupa  mitiga  las  desventajas  de  la  división  ter- 
ritorial;  pero  casi  otro  tanto  pudiera  decirse  de  los  códigos  ad- 
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o  procedí  menta  les,  que  por  otra  parte  deben  linllnrse  en 

rfecta  consonancia  con  los  sustantivos.  ¿  Qjj/t  se  deduce  de 

*  Que  á  se  atribuye  la  lejislacion  sustantiva  Í  adjetiva  ai  go- 

ITDOJcneral  destruyendo  la  federación,  ó  se  reserva  en  toda 

i  plenitud  á  los  estados,  mediante  la    trasformacion  que  de 

B  liemos  recomendado  antes. 
I6ak«»tUs  DíDiviDUALEE.  Mucho  más  completo  que  el  de  la  cons- 
colombiana  nos' parece  el  catálogo  que  trae  el  articu- 
o44.  Las  definiciones  son  también,  por  la  mayor  parte,  más  pre- 
cisas; pero  no  faltan  lunares,  (]aecn  esta  difícil  materia  apenas 
pueden  evitarse.  lié  aqnf  los  que  nosotros  encontramos  : 
^B      i.'  Libertad  perBonal.  No  consiste,  como  ya  lo  hemos  Iiecho 
^■pitsr,  en  a  el  derecho  de  hacer  ó  cjccular  lo  que  no  perjudique 
^P^otro,  »  según  lo  establece  el  inciso  ti.°  La  übürlad  va  hasta 
donde  la  el  derecho,  sin  consideración  á  perjuicio,  tomando 
esta  palabra  en  su  sentido  gramatical.  Si  en  ntro  se  toma,   es 
para  caer  en  un  circulo  vicioso,  dando  por  sentado  quq  no  es  pei^ 
juicio  el  mal  que  se  hace. usando    del   derecho.   Somos   libres 
cuando  tenemos  garantizado  el  uso  de  nuestras  facultades,  según 
sn  destino,  i  en  armonioso  juego  con  el  uso  de  todas  las  faculta- 
des, propias  i  ajenas,  que  constituyen  el  hombre  individual  i  el 
hombre  colectivo.  I'or  manera  que  la  libertad  es  inseparable  del 
^^■recho,  i  nunca  hai  necesidad  de  sacrificarla.  Lo  que  algunos 
^Hfaian  a  libertad  viciosa  ó  licencia,  n  es  el  abandono  de  nucs- 
^^Ht  faciilLides  ;i  las  continjencias  i  á  los  obstiiculos  que  su  abuso 
^^Mlcontravá  siempre  en  el  derecho  i  en  el  Ínteres  propio  ó  ajeno. 
E^  a  la  libertad  de  estrelhu-se.  »  lo  cual  implica  contradicción ; 
[torque  asi  como  en  lo  físico  el  ubstnculo  á  la  libertad  es  ma- 
terial, asi  en  lo  moral  el   obstáculo  es  el  mal  que  nos  aguarda 
como  efecto  de  nuestros  actos.  Garantizarnos  contra  esc  mal  en 
cuanta  dependa  de   otros,  i  cuando   usamos  prudentemente  de 
s  facultades,  es  crear  el  derecho  ¡  dar  la  libertad, 
'  IMwrtnd  de  la  palabra.  Es  absoluta,  como  espresíon  del 
Htoienlü,  cuando  se  hace  |)or  medio    de   la  prensa;  pero 
B  rcstrinjirse  en  los  demás  casos,  según  los  términos  implici- 
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los  del  inciso  6.®,  que  establece  una  limitación  ai  principio  análogo 
de  la  constitución  colombiana.  Según  ésta,  la  palabra  como  me- 
dio de  espresar  las  ideas,  es  siempre  inmune ;  i  esa  novedad  le 
ha  traido  fuertes  censuras,  que  no  siempre  han  tomado  la  cues- 
tión en  su  verdadero  punto  de  vista. 

Hé  aquí,  en  resumen,  el  razonamiento  con  que  se  combate  la 
irresponsabilidad  de  la  palabra,  tal  como  quiso  establecerse  en  la 
constitución  colombiana,  que  la  de  Venezuela  no  se  atrevió  á 
imitar:  «  De  la  palabra  puede  abusarse,  i  se  abusa  comunmente. 
Esc  abuso  es  ocasionado  á  males,  no  menos  positivos  que  los 
causados  por  las  acciones.  Luego  debe  sujetarse  á  castigo  el 
abuso  de  la  palabra,  ni  más  ni  menos  que  los  actos  materiales 
ofensivos.  »  Hai  oculta  en  ese  razonamiento  una  proposición  que 
se  supone  demostrada  i  no  lo  está;  es  á  saber,  que  todo  acto  no- 
civo puede  i  debe  erijirso.  en  delito.  Son  numerosas  las  accione^i 
que  el  lejislaüor  abandona  por  entero  á  las  sanciones  moral  i  re- 
lijiosa,  ya  porque  no  sea  fácil  definirlas,  ya  porque  se  escapan  á 
las  investigaciones  judiciales,  ó  ya  porque  su  castigo  se  halle 
acompañado  de  más  graves  desórdenes  que  su  impunidad. 

En  cuanto  á  las  palabras,  debe  hacerse  ante  todo  una  distin- 
ción capital.  Empleadas  como  instrumento  ó  preparación  de  un 
hecho  criminoso,  valen  lo  que  el  hecho  mismo,  á  los  ojos  del 
lejislador.  Un  discurso,  una  enseñanza,  una  escitacion  verbal  que 
da  por  resultado  un  delito  aparte,  como  un  robo,  una  falsifica- 
ción, un  homicidio,  hace  el  mismo  papel  que  otro  instrumento 
cualquiera  :  es  la  llave  para  la  puerta,  la  pluma  para  el  escrito, 
la  daga  para  la  herida.  Quien  quiera  que  emplee  de  ese  modo  la 
palabra,  debe  quedar  sujeto  á  la  misma  responsabilidad  que  un 
cómplice  cuyas  funciones  en  el  delito  hubiesen  sido  suministrar 
aquellos  instrumentos  materiales.  No  va  hasta  allá  la  irresponsa- 
bilidad de  la  palabra,  ni  sabemos  que  nadie  lo  haya  pretendido. 
Pero  así  como  no  hai  ó  no  debe  haber  pena  para  el  instigador 
que  ofrece  el  instrumento  no  aceptado,  asi  tampoco  la  habrá  para 
el  autor  de  discursos  ó  palabras  destinadas,  sin  efecto  alguno,  á 
producir  un  hecho  criminoso. 
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L  No  lini,  pues, cucslioD, propiamente liiiblandu,  sino soltrc lapa- 
^alini,  cuyo  aliusu  hiere  tlírectatnsntG  al  que  es  objulo  suyo  :  b 
injuria,  la  calumnia,  et  escarnio.  Todas  las  demás,  incliisn  la 
muntira  ó  Falsa  atestación,  quedan  Hiijetas  á  otras  consideraciones, 
par  cuanto  no  producen  el  mal  directamente,  ni  en  su  calidad  du 
paliibras.  Contraida  a  estos  términos  la  cuestión,  no  será  difícil 
probar  que  el  abuso  de  la  palabra  adolece  de  los  mismos  defectos 
que  para  Iii  materia  del  delito  se  hallan  en  loa  hechos  puramente 
inmorales  :  es  indefinible,  es  injusliciahle,  i  es  rebelde  á  la  pena 
le^al.  Sale  por  tanto  de  la  estera  á  que  alcanza  la  leí,  para  entrar 
de  lleno  en  la  vasta  rejion  de  las  costumhres  i  de  la  urbanidad. 

En  indcfínible.  Para  los  delitos  que  consisten  en  hechos,  el 
lejislador  no  solo  da  un  nombre  sino  una  defínicion,  i  sobre  los 
limites  que  circunscriben  el  liecho  erijido  en  delito  Ins  cuestiones 
rara  vez  son  de  alguna  ^'ravedad.  Todo  lo  contrario  sucede  con 
losdelitoiide  palabras  :  casi  no  hace  otra  cosa  el  U'jislador  que 
denominarlos,  dejando  su  definición,  cuando  no  al  juez  dírecla< 
mente,  á  la  opinión  popular,  de  que  el  juez  viene  á  ser  el  intcf' 
prete.  ¿  Cuáles  son  las  palabras  injuriosas,  calumniosas  ó  irres- 
petuosas ?  ¿  está  todo  el  mundo  de  acuerdo  en  ellas?  ¿  han  tenido 
en  todo  tiempo  un  mismo  valor?  Todo  esto  ofrece  un  vastísimo 
campo  á  lu  arbitrariedad  ;  i  tratándose  de  ofensas  cuya  gravedad 
depende  enteramente  de  tos  nervios  que  las  reciben  i  del  público 
que  juxga,  es  decir,  del  amor  propio  i  de  la  opinión,  que  son  los 
dos  entes  más  caprichosos  é  insustanciales  del  mundo,  no  eí) 
mucha  tiranía  redimirse  de  las  preocupaciones  horrando  del  có- 
digo penlil  los  capítulos  consagrados  a  crear  delitos  de  tan  vaga 
significación. 

Es  injusliciable.  Los  más gravesabusos  de  la  palabra  son  pro- 
iblemonte  aquéllos  que  no  pueden  llevarse  ante  los  tribunales. 

B  espreaion  equivoca  puede  cubrir  de  ridiculez  á  una  persona, 
laulorizarln  jtara  darse  por  entendida;  una  corta  frase  desli- 
pi  en  el  oido  de  los  circunstante.s,  puede  ari-eliatar  el  honor  de 

B  tni^er,  6  el  crédito  de  un  negociante,  ó  la  reputación  de  un 

rnbre  eminente,  sin  que  acaso  lleguen  los  mismos  interesados 
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á  apercibirse  del  tiro  que  se  les  ha  asestado  ;  i  un  discurso  lleno 
de  ironía,  una  carta  insidiosa,  una  noticia  dada  en  mala  hora, 
pueden  llevar  la  amargura  ó  la  muerte  al  corazón  de  una  persona 
sensible,  sin  reparación  de  ninguna  clase.  En  vista  de  estos  he- 
chos, i  de  mil  más  que  seria  fácil  presentar,  ¿  qué  son  las  espre- 
siones haladles  con  que  en  el  curso  ordinario  de  la  vida  se  creen 
los  hombres  injuriados  ?  ¿  No  hai  tanta  filosofía  como  caridad  en 
dejar  que  esas  espresiones  pierdan  su  propiedad  de  ofender,  dán- 
dolas al  desprecio  que  merecen?  Lo  cierto  es  que  hoi  ya  ningu- 
na persona  educada  ocurre  á  los  tribunales  buscando  castigo  para 
una  injuria  verbal,  i  que  las  no  educadas  sienten  mucho  menos 
los  efectos  corrosivos  que  á  ciertas  palabras  se  atribuyen.  Un 
juicio  de  esta  naturaleza  es  un  verdadero  sainóte,  en  que  pocos 
se  atreven  ya  á  representar  papel  alguno. 

Es  impunible  (1).  Contribuye  á  darle  Ci^e  carácter,  tanto  la 
ausencia  de  positivo  daño,  como  la  dificultad  ó  imposibilidad 
de  señalar  á  las  faltas  adecuados  castigos.  En  los  pueblos  ingle- 
ses una  injuria  se  satisface  con  una  indemnización  pecuniaria, 
en  que  para  nada  se  tienen  en  cuenta  las  facultades  del  ofensor,  i 
que  Á  menudo  le  arruina  por  haberse  propasado  á  decir  una  pa- 
labra de  que  nadie  hace  el  menor  caso.  Nuestras  costumbres 
rechazan  ese  medio  de  satisfacción,  i  reducen  las  indemnizacio- 
nes pecuniarias  á  los  daños  ó  perjuicios  de  la  misma  naturaleza. 
¿  Qué  pena,  pues,  aplicar  al  uso  injurioso  de  la  palabra  ?  Tan 
personal  han  considerado  las  leyes  esta  clase  de  ofensas,  que  sólo 
al  ofendido  han  dado  la  facultad  de  acusar.  ¿  I  en  qué  mejora  la 
condición  de  aquél  ver  á  su  ofensor  reducido  á  prisión  por  dias, 
semanas  ó  meses?  Quizás  no  ha  hecho  otra  cosa  que  empeorarla, 
ante  un  público  dispuesto  á  burlarse  de  todo.  Quizás  ha  des- 
pertado la  simpatía  del  castigado,  convirtiendo  en  triunfo  su  pena 
legal. 

Busquemos,  por  tanto,  en  otra  terapéutica  el  remedio  de  los 


(1)    En  ínteres  del  laconismo  ¡  de  la  claridad,  nos  vemos  obligiidos  á  emplear 
éste  i  algún  otro  ncolojismo. 
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nalc»  producidos  por  el  ubuso  de  lu  palabra.  Ln  mnrt'lin  do  h 
¡vili/acion  liondci  sacar  de  manos  del  gobierno,  de  la  lei,  pnra 
Bittituirlo  ¡\  la  libertad  i  su»  medios  de  moralización,  todo 
^qui^llo  que  admiU'  la  emancipación  siti  (graves  inconvenientes. 
Tiempo  es  ya  de  ensayarla  con  el  u^o  de  la  palalira,  diindule  por 
ri'gula<Ior  la  educación.  £s  inui  poí^ible  Irritar  con  pnovecho.pero 
de  otro  modo  que  como  hanta  aquí,  todafl  las  cuestiones  nacidas 
Ldc  un  uso  vicioso  de  la  palabra.  ¿Una  persona  lia  sido  calumni»- 
miat  Ninguna  satisfacción  mayor  que  esclarecer  los  hechos  i  con- 
Mundif  al  calumniante.  ¿  Es  una  simple  injuria  lo  que  se  ha  pro- 
^  rerido  ?  Todos  se  hallan  interesados  en  refrenar  la  mala  disposi- 
!  cioD  del  ofensor,  i  se  apresurarán  á  reprobar  una  conduela  que 
Lfii  no  »e  permiten  las  personas  decentes.  Una  injuria  nada  prueba, 
ni  á  nada  conduce,  i  ja  divisamos  los  tiempos  en  que  lodo  debe 
ftpi'obar  alao  ü  servir  de  algo,  S.iliesc  además  que  las  injurias 
■tlflccii  niéno^  daño  mientras  meaos  atención  se  les  pi'est4i.  i  que 
Een  último  resnibdo,  carecen  do  importancia,  cuando  no  se  la  da  el 
■Icjíelador.  De  todos  modos,  ellas  se  corrijen  siempre  mucho  mejor 
nuir  las  vías  estralegales. 

m  Vientt  á  jusliüi-ar  nuestras  apreciaciones  la  esperiencia  obtenida 
BcnColombia,  durante  quince  años  que  han  corrido  desde  la  emaii- 
Kcipacion  de  la  palabra.  Como  la  lejislacíon  estaba  metida  en  nna 
Btamflrca  usurpada,  ninguna  novedad  real  ha  producido  su  estin- 
Keinn.  Declámase  aún  contra  la  libertad,  pero  nadie  señnla  los 
Ittialcti  que  ella  ha  hecho  nacer.  Por  lo  dem.^s.  ío.'iisltmos  en  las 
■do«  escepciones  que  apuntamos  en  el  e:>tndiu  de  la  constitución 
■|»l(»nbiana,  al  cual  nos  referimos  pora  su  juslÍ(icacion. 
m  5."  Libertad  de  aufrajio.  Se  establece  por  el  inriso  1 1  del 
Kciladü  art.  H,  «  sin  más  restricción  que  la  menor  edad  de  diez  i 
Kocho  a5os.  n  íüa  el  más  amplio  dcracho  electoral  que  conocemos, 
Eí  aun,  Üleralmcnte  tomado,  comprende  á  las  mujeres ;  pero  no 
■es  prubable  que  haya  sido  esa  la  intención  :  las  ideas  no  han  hecho 
■lodavia  tanto  camino,  i  es  natural  que  precedan  á  las  institucio- 
mne$.  Ya  «i  sabe  que  aceptamos  el  sufrajio  de  tas  mujeres;  pero 
«10  el  de  los  menores  de  «entiun  años,  ní  el  de  los  mayores 
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que  no  sepan  leer  ni  escribir  ó  no  tengan  la  subsistencia  ase- 
gurada. 

4.**  Seguridad  individual.  Por  el  inciso  14  se  preven  todos 
los  casos  en  que  puede  ser  atacada,  i  es  la  enumeración  más 
completa  que  conocemos;  pero  hubiéramos  querido  ver  estable- 
cida la  obligación  de  liberar,  bajo  de  fianza,  en  todos  los  casos 
posibles.  Es  un  punto  de  la  mayor  gravedad,  á  que  han  prestado 
poca  atención  las  constituciones  sud-amerícanas.  La  prisión  es 
una  verdadera  pena,  que  sólo  debiera  imponerse  después  de  pro- 
bado el  delito  i  no  por  anticipación.  Si  el  acusado  resulta  ino- 
cente, ¿  quién  le  indemniza  de  los  sufrimientos  i  perjuicios  cau- 
sados por  la  prisión?  Si  es  culpable,  no  hai  derecho  para  agra- 
varle la  pena  por  medio  de  la  prisión  preventiva.  Todo  se  conci- 
lia  con  la  fianza,  la  que  debe  admitirse  siempre,  con  tal  que  sea 
proporcionada  á  los  intereses  comprometidos,  es  decir,  que  ase- 
gure la  imposición  de  la  pena  ú  ofrezca  un  equivalente. 

Garantías  adicionales.  Pueden  los  estados  acordar  á  sus  ha- 
bitantes otras  garantías  á  más  de  las  que  se  enumeran  en  el  ar- 
ticulo 14,  i  aun  señalar  penas  á  los  infractores  de  esas  garantías, 
según  lo  autorizan  los  arts.  15  i  16.  Hallamos  dificultad  para 
conciliar  estas  disposiciones  con  la  atribución  22  del  art.  1?,  que 
da  al  gobierno  de  la  Union  la  facultad  esclusiva  de  espedir  el  có- 
digo penal,  pues  no  sólo  queda  contrariada  directamente  por  la 
facultad  análoga  que  se  da  á  los  estados  en  el  art.  16,  sino  indi- 
rectamente por  el  permiso  que  les  da  el  15  para  garantir  el  ejer- 
cicio de  actos  que  acaso  se  han  erijido  en  delito  por  la  lei  nacio- 
nal, ó  para  garantir  contra  ataques  á  la  persona  óá  la  propiedad 
que  acaso  se  han  convertido  en  pena  por  la  misma  lei.  Otra  cosa 
sería  si,  como  en  Colombia,  la  atribución  del  gobierno  nacional 
se  concretase  á  espedir  las  leyes  penales  que  sólo  se  refieran  á  los 
negociados  propios  del  gobierno  de  la  Union. 

Poder  Legislativo.  1.**  Elección.  Puede  recaer,  para  miembros 
del  congreso,  en  cualquier  ciudadano  sin  limitación.  Aun  los 
empleados  del  orden  ejecutivo,  sin  esceptuar  el  presidente  ni  los 
ministros,  pueden  ser  elejidos  para  las  cámaras,  con  tal  que  ce* 
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s  funciones  aiiteriore?,  si  aceptan  la  deHÍgnacion.  Los 
incionarios  ejecutivos  i  judiciales  ticacn  el  podei-  necesario  para 
icerse  elejir  contra  la  voluntad  Je  los  electores,  i  por  tanto,  no 
lecios  acerladn  la  amplitud  que  liemos  hecho  notar,  deducién- 
ds  délos  arts.  37  i  115. 

2."  Votos  de  censura.  Tiene  la  facultad  de  darlos  contra  1 

biistros  la  cámara  de  diputados,  i  cuando  usa  de  esa  atribución, 

[uedan  por  el  mismo  liecho  vacantes  las  plazas  de  los  ministros 

insurados.  Esta  docLrina,  (]ue  consagra  el  inciso  2."  del  art.  22, 

que  imitó  la  efimcra  constitución  peruana  áe  1 867,  equivale  á 

facallad  de  destituir  sin  juicio  ni  cspresion  de  causa.  Un  acto 

acaloramiento  en  la  cámara  de  diputados,  que  tan  propensa  es 

Ifiiea  aciiaques,  bn.staria  para  una  crisis  ministerial  de  graves 

^secuencias.  Nosotros  preferimosel  juicio  político,  cuyofuiida- 

ieot«  sea  la  mala  conduela  olicial  no  prevista  en  las  leyes.  1  cuya 

pena  (si  asi  puede  Uamai'se),  no  esced»  de  la  suspensión  temporal 

6  la  destitución. 

^J'  lieiinion  de  las  cámaras,  tlállase  autorizada  aun  para  le- 
iislsr,  según  el  art.  48,  cuando  no  liai  acuerdo  en  las  dos  cámaras 
lejisladoras.  Varias  veces  hemos  espuesto  las  rozones  que  léñe- 
los contra  esa  tendencia  unicamarista  tomada  de  la  constitución 
brasilera. 
PoDBB  EjtcDnvo.  i."  Pei'iodo  presidencial.    Era  de  cuatro 
ios,  según  la  constitución  de  1864  (art.  60).  Vimos  en  el  capi- 
llo de  antecedentes,  que  los  iniciadores  de  la  reforma  le  alribu- 
iron.  principalmente  en  la  parte  que  nos  ocupa,  la  estraordinaria 
tud  de  imposibilitar  la  guerra  civil,  disminuyéndola  intensidad 
las  ambiciones,  su  criminal  impaciencia  i  la  duración  del  dcs- 
itismo.  Es  lo  que  entendemos  por  una  innovación  que  no  per- 
lite  á  las  pasiones  encenderse  en  la  espectativa  ni  á  latíi'anlaen- 
:cersc  en  el  poder.  Al  espresarse  asi,  parece  que  el  ^eñor  Paul 
ipbiesfi  tfiíiido  presente  la  relación  que  existe  entre  la  rebelión  i 
despotismo,  dos  calamidades  i|ue  se  ayudan,  sirviéndose  mutua 
mquanoesclusivamcnte  de  causa  i  efecto.  Diremos  niús:  esedoble 
irácterde  algunos  lieclioses  mui  común  en  las  situaciones  mora- 
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les  patolójicas,  como  por  ejemplo,  el  salteamiento  crónico  del  sur 
de  Italia,  en  especial  Sicilia.  Favorecidos  los  ladrones  por  los  cam- 
pesinos, i  en  ciertas  épocas,  aun  por  algunas  autoridades  subal- 
ternas, temerosos  los  unos  i  las  otras  de  su  venganza,  se  alientan 
con  la  impunidad,  que  á  su  turno  obra  sobre  el  espíritu  de  los 
que  pudieran  ser  víctimas  de  los  criminales,  si  los  delatasen  ó  los 
aprehendiesen  ó  contra  ellos  depusieran.  Ilai  que  romper  en  al- 
guna parte  el  formidable  anillo ;  pero¿  dónde  i  cómo?  Hé  ahí  un 
grave  problema. 

Cuando  un  país  se  halla  bastante  desmoralizado  para  que  los 
aspirantes  al  poder  lo  asalten  por  medio  de  rebeliones,  no  escru- 
pulizarán éstos  permanecer  en  él  con  cualquier  pretesto,  una  vez 
que  hayan  ascendido  por  semejante  escala.  Menos  difícil  aún  les 
será  promover  una  reforma  en  sentido  inverso  de  la  que  ahora  se 
ha  efectuado,  para  legalizar  su  doble  usurpación.  A  más  de  eso  la 
magnitud  de  poder,  aunque  no  sea  de  larga  duración,  tiene  siem- 
pre un  atractivo  embriagador  para  la  mayor  parte  de  los  hom- 
bres; i  de  ahí  que  pocos  no  prefiriesen  á  una  autoridad  perenne, 
pero  de  escasa  influencia,  la  deslumbradora  posición  de  un  sultán 
moderno  ó  de  un  antiguo  emperador  romano,  aunque  á  las  veces 
la  daga  ó  el  veneno  hayan  muchísimo  abreviado  su  omnipotencia 
i  su  vida.  Últimamente,  la  rebelión  suele  tener  por  causa  en  His- 
pano-América,  no  tanto  la  impaciencia  de  ambiciones  individua- 
les, cuanto  la  impaciencia  ó  el  odio  de  los  partidos,  que  con  razón 
ó  sin  ella  se  juzgan  escluidos  del  poder  por  las  maniobras  de  sus 
adversarios.  Suponemos  que  Venezuela  tiene  ya  esperiencia  pro- 
pia, i  en  su  vecina  la  Union  Colombiana,  de  que  la  reducción  á 
dos  años  del  período  presidencial  no  es  remedio  á  la  enfermedad 
que  ambas  intentaron  curar,  i  que  no  depende  de  las  instituciones 
escritas,  cualquiera  que  sea  su  teíior,  sino  de  causas  mucho  más 
serias  i  mucho  más  profundas. 

Por  lo  demás,  tanto  la  antigua  como  la  nueva  cifra  del  período 
son  nominales,  i  en  realidad  menores  de  cuatro  i  dos  años  res- 
pectivamente. Así  resulta  de  los  arts.  30,  64  i  68  de  la  constitu- 
ción, puesto  que  el  congreso  no  hace  el  escrutinio  sino  á  lo  más 
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into  ocho  (lins,  i  puede  posterparlo  hasta  cmrenla,  después  de 
reunión,  6  sea  el  mismo  20  ile  febrero  en  que  comienza  cada 
!T0  periodo  i  rmalizaelniíterior.  Sise  hubiese  direridoeluscru- 
iio  por  cuíirenUí  días  i  el  ciudadano  electo  uo  se  linlliise  en  la 
ital  de  la  Uiiinn,  es  muy  posible  que  se  le  recorlasea  dos  ó  tres 
íes  de  los  veinlicuatro. 

."  Ministerio.  Todo  negocio  que  no  sea  de  lo  económico  do 

secretarias,  debe  resolverse  en  consejo  de  ministros,  cuja  pes- 

isabilidad  es  colectiva.  Esta  disposición  del  art.  78  convierte 

poder  ejecutivo  en  una  entidad  phiral,  contra  la  mente  del  ar- 

!uIo  (íl,  qiie  evidentemente  quiso  organizar  el  ejecutivo  sobre  el 

incipio  de  la  unidad.  Si  Lodo  negocio  debe  decidirse  en  consejo 

ministros  por  mayoría  absoluta  ¡  responsabilidad  solidaria,  no 

el  presidente  quien  administra  la  repúliüca,  sino  el  consejo;  i 

es  cierto  que  se  requiere  el  concurso  del  primero,  eso  no  hace 

sino  aumentar  la  dificultad,  aumentando  el  número  de  las  volua* 

tades  que  deben  coiirurrir  para  el  despacho  de  cada  negocio. 

La  itilcgraciori  del  gobierno  ejecutivo  por  el  ministerio  resulta 
cmi  toda  claridad  del  art.  85,  según  el  cual  a  el  ejecutivo  nacional 
se  ejerce  por  el  presidente  de  la  Union,  ó  el  que  haga  sus  veces, 
unión  de  los  ministros  del  despacho,  que  son  sus  órganos,  n 
idemos  por  los  tres  artículos  citados,  que  todo  acto  ejecu* 
!0  (que  no  sea  puramente  económico  de  un  ministerio)  requiere 
concurso  del  presidente,  ó  quien  lo  soslituya,  i  de  una  mayoría 
por  lo  monos,  de  los  ministros,  cuyo  número  es  al  presente  dft 
siete,  conrormo  á  la  lei  de  6  de  junio  de  1874. 

Cersona  competente  nos  asegura  que  tal  es  la  jenuina  intelijen- 
cia  tiu  la  constitución  venezolana  ¡   pero  ú  juzgar  por  la  forma  de 
los  decretos  Í  aun  de  las  resoluciones  administrativas,  se  dirii 
que  la  organización  del  poder  ejecutivo  en  Venezuela  no  di&ere 
de  la  que  tiene  en  las  demás  repiiblic-is  americanas.  Tomemos 
ir  ejemplo  el  Perú,  i  recordemos  sus  disposiciones  constitucio- 
ie«  Holire  la  materia,   n  El  jefe  del  poder  ejecutivo  tendrá  lu 
lominacion  de  president<:de  la  república,  u  (arl.  78).  n  El  des- 
de los  negocios  de  la  administración  corre  ;i  cargo  de  los 
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ministros  de  estado,  etc.,  »  (artd7).  a  Las  órdenes  i  decretos  del 
presídanle  se  firmarán  por  cada  ministro  en  sus  respectivos  ramos, 
sin  cuyo  requisito  no  serán  obedecidos,  »  (art.  99).  <t  Los  minis. 
tros  de  estado,  reunidos,  forman  el  consejo  de  ministros,  cuya 
organización  i  funciones  se  detallarán  por  la  lei,  »  (art.  100). 
«  Los  ministros  son  responsables  soliilariamente  por  las  resolucio- 
ciooes  dictadas  en  consejo,  si  no  salvaren  su  voto  ;  é  indivi- 
dualmente por  los  actos  peculiares,  á  su  departamento  u(art.  104). 
Por  manera  que  el  ejecutivo  reside  en  el  presidente ;  pero  sus 
ac408  deben  ser  autorizados  por  un  ministro,  responsable  de  lo 
que  firma  :  si  además  toma  el  dictamen  del  consejo,  ó  los  minis- 
tros reunidos,  quedan  responsables  también  los  que  no  salven  su 

TOlO. 

Muí  diferente  es  el  tenor  de  la  constitución  venezolana,  aunque 
los  actos  de  su  administración  se  dictan  á  nombre  del  presidente 
i  se  refrendan  por  un  sólo  ministro.  Es  de  presumir  que  les  pre- 
ceda la  opinión  favorable  de  una  muyoria  ministerial ;  pero  nada 
lo  hace  visible,  i  seria  fácil  con  las  fórmulas  usadas  eludir  la  obli- 
gación de  obtener  el  concepto  de  aquella  mayoría.  Juzgamos  por 
tanto  que  los  actos  administrativos  deberían  suscribirse  por  todos 
los  ministros  que  los  lian  aprobado,  lo  que  tendría  la  ventaja 
adicional  de  saberse  por  la  nación,  á  quien  nada  debe  ocultarse, 
quiénes  han  dado  i  quiénes  rehusado  su  consentimiento. 

Tal  como  se  halla  organizado  el  poder  ejecutivo  on  Venuezucla 
se  acerca  mas  que  el  de  ninguna  otra  república  amaiicana  al  de 
la  confederación  líüiza,  probablemente  la  más  avanzada  de  cuan- 
tas se  conocen  en  el  día.  lie  aquí  un  estrado  en  esa  parte  de  su 
constitución,  fecha  2!)  de  mayo  de  1874,  que  no  introdujo  on  la 
materia  ninguna  novedad,  i  es  por  tomismo  esencialmente  loque 
bahía  dispuesto  la  anterior  constitución  de  1848.  «  La  autoridad 
directorial  ejecutiva  superior  de  la  confederación  se  ejerce  porun 
consejo  federal,  compuesto  de  siete  miembros,  nombrados  paru 
tres  años  por  la  asamblea ócámaras  lejislativas reunidas,  b  (artícu- 
los 95  i  96).  o  El  consejo  es  presidido  por  el  presidente  de  la 
confederación;  i  tiene  un  viceprcsident<'.  Uno  iotrosou  clejjdos 
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j)ara  un  año  por  \a  a^íuinljlca  federal  entre  los  miembros  del  con- 
I  sejo,  i  no  puedeiiserreelectospamel  próximo  período»  farl.9S). 
I  «  Requiérese  la  concurrencia  de  cuatro  miembros  li  lo  menos  para 
I  que  el  consejo  deliberen  (art.  lUO.j  o  Los  negociados  dol  consejo 
I  federal  se  distribuyen  por  departamentos  entre  sus  miembros; 
I  pero  esa  repartición  no  tiene  otro  objeto  que  facilitar  el  examen 
i  despacho  de  los  negocios  :  las  decisiones  emanan  del  consejo 
rcdeml  corno  autoridad  »  (art.  10'^}.  n  Unn  cancillería  federal,  á 
cuya  cabeza  se  halla  el  canciller  dí3  la  confeileracion,  esUi  encar- 
gada de  la  secretaria  de  la  asamblea  federal,  i  de  la  del  consejo 
federal.  El  canciller  es  elejido  ¡jara  tres  años  por  la  asamblea 
federal,  etc.  »  (art.  105). 
'.  Como  se  Te.  si  el  ministerio  ejecutivo  en  Venezuela  fuese  cle- 
I  jido  por  el  congreso,  i  éste  designase  entre  los  ministros  un  pre- 
I  sidentc  i  nn  vicepresidente,  quedarin  aquél  en  sustancia  equi- 
\  parado  al  consejo  federal  suizo.  1  si  algo  en  forma  de  instituciones 
I  puede  moderar  el  deseo  de  asumir  el  poder  bajo  las  reglas  legales 
I  que  garantizan  el  orden  constitucional  i  la  paz  pública,  es  una 
I  innovación  como  la  que  indicinioH.  Varios  publicistas  sostienen 
I  que  el  presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  (i  para 
I  el  caso,  podemos  imajinar  el  de  Venezuela  ó  cualquiera  otro 
[  americano)  tiene  mayores  lacnltades  que  el  soberano  de  la  Gran 
I  Bretaña.  Sea  lo  que  fuere  de  esla  comparación,  es  cierto  que  el 
[  poder  de  un  presidente  es  considerable,  i  de  ahi  proviene  que  scii 
I  objeto  de  tantas  aspiraciones.  Apenas  puede  dudarse  que  si  ese 
I  poder  se  reduce  á  la  quinta,  la  sesta  ó  la  sétima  parte,  disminuirá 
[  proporciona Imente  In  tentación  de  perseguirlo.  1  si  además  lo- 
L  gramos  aumentar  cinco,  seis  ó  sicle  veces  las  plazas  prt^'sidenciu- 
I  les,  dando  satisfacción  á  un  mayor  número  de  aspirantes,  apenas 
I  quedará  sin  colocación  parte  alguna  de  la  aspiración  ambiciosa, 
W  que,  sin  empico,  seguiria  ejercitándose  como  fuei'za  perturbadora. 
[  UastA  donde  lioi  pueden  eslendersc  nuestras  miradas,  el  con- 
1  sejo  adminislrnlivo  |sniío  es  el  término  de  la  evolución  política, 
I  en  el  ramo  ejecutivo,  que  empegando  en  el  autócrata  ruso,  pasa 
I    pnr  el  rei  portugués,  el  emperador  brasilero,  el  presidettU 
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americano  i  el  ministerio  británico  solo  i  aislado  del  monarca. 
Eotre  aquel  consejo  de  directores,  semejante  al  de  las  compañías 
anónimas,  i  el  ministerio  británico,  puede  colocarse  el  ministe- 
rio ejecuüfo  propuesto  en  Rionegro,  como  se  tío  en  el  estudio 
precedente,  i  que  de  un  modo  provisional  se  planteó  allí  durante 
las  sesiones  de  la  couTencion.  Difiere  del  británico  en  que  todos  los 
mi^nbros  de  aquél  son  elejidos  por  el  congreso,  circunstancia 
esencial  para  su  TalcHr  relativo ;  pues  tan  pronto  como  uno  solo 
tuviese  aquella  preeminencia  i  los  demás  le  debieran  su  nombra- 
miento, reapareceria  la  entidad  presidencial,  por  lo  menos  como 
se  halla  establecida  en  el  Cruguai. 

Considerado  el  jenio  hispano-amerícano  i  en  jencral  el  carác- 
ter de  la  raza  latina,  por  ventura  le  sea  más  simpático  el  término 
medio  propuesto,  verdadera  constelación  de  directores  unitarios, 
bastante  hermosa  todavía  para  atraer  la  atención  de  los  aficiona- 
dos, i  mucho  menos  deslumbradora  que  el  sol  presidencial.  Más 
conforme  el  consejo  suizo  con  la  era  de  discusión  á  que  ha  llegado, 
el  mando,,  se  aparta  más  también  de  las  costumbres  españolas,  que 
prefieren  á  las  atribuciones  colectivas  las  funciones  unitarias.  Ni 
dejaría  de  objetarse  al  consejo  suizo  la  comparativa  lentitud  de 
acción  que  esconsecuencia  necesaria  de  todo  debate ;  pero  si  bien, 
se  mira,  quizás  no  haí  en  ese  temor  sino  una  preocupación,  de  que 
nosotros  hemos  también  participado,  i  á  que  contesta  en  cierto 
modo  el  mismo  art.  (95)  de  la  constitución  suiza,  que  con- 
fiere al  consejo  federal  la  autoridad  diredorial  ejecutiva  superior 
de  la  confederación.  En  el  hecho,  quien  quiera  que  ejerza  esa 
autoridad  no  ejecuta  propiamente,  sino  delibera  i  ordena  á  sus 
ajenies,  verdaderos  ejecutores  de  las  providencias  administra- 
tivas; i  tanto  tiempo  consume  una  discusión  que  tiene  por  objeto 
dicUiminar  como  la  que  se  propone  resolver.  Ahora  pues,  cual- 
quiera que  sea  la  organizncion  del  poder  ejecutivo,  aun  en  los  go- 
biernos absolutos,  siempre  hai  un  gabinete  que  consulta,  siquiera 
sea  de  pura  forma. 

No  es  la  adopción  de  una  medida  lo  que  demanda  celeridad, 
sino  su  ejecución  después  de  adoptada.  El  principio  es  exacto  aun 
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B  lili:-  OjicracionGs  mfia  i'ñpidas,  comr)  sí  dijéramoí^  las  iiiilit  sr  e; 
¡ustaiDCPte  li  medida  de  su  gravedad  es  la  premeditación  i  e[ 
ruen  que  requieren.  Sabido  e.s  que  las  operaciones  mililares 
isdcliciidas. — una  uiipiLulacion,  una  i'otirada.  la  evacuación  de 
afortulezaó  laHceplHcion  de  ua  combate  desigual, — sonprece- 
Ids  de  dÍBCUiiiones  en  conseja  de  oíiciales  superiores,  cuyo  dic- 
timcQ  no  omítiria  escuchar  el  jeneral  más  presuntuoso  iií  el  mns 
amplianientL-  autorizado  por  su  gobierno.  Sabido  es  también  que 
la  precipitación  no  constituye  la  mejor  dote  de  un  ¡encral  en  jefe, 
i  que  precisamente  In  reputación  del  prinjer  eslraléjtco  de  nues- 
tros días,  el  conde  MoUkc,  se  funda  en  rebultados  obtenidos  por 
In  calma  i  el  espacio  que  emplea  para  ordcnnr  sus  admirables 
lotitnientns. 
En  ña,  unoii  otro  consejo  administrativo  seria  vital  para  Vene- 
lela,  si  íc  le  permitiese  crearlo  i  mantenerlo.  Acaso  toda  la  di- 
«Itad  esté  en  lus  primeros  años,  mientras  los  cazadores  de  pre- 
lencias  se  baliilúnn  á  las  miniaturas  del  consejo,  cuyas  plazas 
r  lü  demás  son  iguales,  no  obstante  el  titulo  del  primer  minis- 
,  centro  de  i'eunion  Í  director  de  los  debates,  como  lo  es  el 
esidentc  de  un  tribunal  de  justicia.  Desgraciadamente  los  más 
miblcs  entre  los  aspirantes  son  los  que,  incapaces  de  senir 
bien  una  cartera,  tienen  bi  única  calidad  necesaria  para  subirá  In 
actual  presidencia,  mucha  audacia,  i  que  una  vez  en  ella  se  reser- 
van, cual  rei  constitucional,  la  parte  agradable  del  negocio,  de- 
jando el  trabajo  i  la  responsabilidad  á  sus  secretarios.  Mas  esto 
mismn   pondría  en   evidencia   su  nulidad,  i  acaso  levantaria  la 
opinión  en  favor  ilc  tan  buena  piedr<i  de  toque. 

PoDKii  Judicial.  Reside  en  el  senado  (art.  '28|,  en  la  alta  corle 

federal  (art.  80),  i  en  los  demás  tribunales  nucioitates  que  esta- 

ble£Ci  la  leí  en  virtud  del  art.  1 14.  Pero  como  del  90  se  ¡nliere 

que  no  puede  haber  en  los  estados  otros  tribunales  que  los  suyos 

npiofi,  la  leí  no  podrá  crearlos  sino  en  el  distrito  federal  i  en 

t  lerrit^trios  que  se  erijan  respectivamente  según  los  incisos 

•  i  20  del  art.  13. 

1 ."  Senado.  Sustantin  i  resuelve  lus  juicius  iniciados  en  la  cá^ 
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mará  de  diputados  (art.  28),  en  virtud  de  acusaciones  contra  ei 
encargado  del  ejecutivo  nacional,  por  traición  á  ia  patria  ó  por 
delitos  comunes ;  i  contra  los  ministros  i  demás  empleados  na- 
cionales por  infmccion  de  las  leyes,  i  por  mal  desempeño  en  sus 
funciones,  conforme  al  art.  82.  Esta  atribución  de  la  cámara  de 
diputados  se  funda  en  el  inciso  3.^  del  art.  22,  i  tanto  los  tm- 
mites  que  sigue  como  las  penas  que  imponga  el  senado  en  ios  jui- 
cios que  sustancie  á  consecuencia  de  su  ejercicio,  deben  señalarse 
por  una  lei  especial,  según  el  inciso  23  del  art.  43. 

La  primera  observación  notable  que  de  tales  reglas  se  des- 
prende es  que  el  encargado  del  ejecutivo  es  irresponsable  de  su 
conducta  oficial,  escepto  por  traición,  lo  que  no  se  aviene  con  los 
principios  de  la  forma  republicana.  Mientras  menos  tenga  que 
temer  el  primer  jefe  de  la  nación,  más  dispuesto  se  hallará  á  abu- 
sar de  su  poder,  inducido  por  las  muchas  tentaciones  que  el 
mando  proporciona ;  i  como  nunca  faltan  ministros  bastante  osa- 
dos para  correr  los  azares  de  una  aventura  polilica,  la  responsa- 
bilidad de  éstos  no  cubre  contra  los  peligros  que  vienen  de  más 
arriba.  El  presidente  debe,  pues,  responder  ante  el  senado  de  todos 
sus  actos  oficiales. 

Pero  sólo  de  ellos,  i  para  el  efecto  de  .suspenderle  ó  destituirle 
si  fuere  culpable.  Porque  no  admitimos  que  aquella  corporación 
aplique  otra  clase  de  penas ;  ni  menos  que  conozca  en  causas  pro- 
movidas por  delitos  comunes.  Más  de  un  vez  hemos  espuesto  las 
razones  que  tenemos  para  creer  que  el  senado  es  un  malísimo 
tribunal  ordinario ;  que  no  está  organizado  para  eso,  i  que  darle 
semejantes  funciones  es  defraudar  de  sus  lejilimas  atribuciones  á 
los  verdaderos  tribunales,  creados  i  organizados  para  administrar 
justicia. 

I  puesto  que  las  facultades  condenatorias  del  senado  deben 
concretarse,  en  nuestro  concepto,  á  suspender  por  tiempo  ó  des- 
tituir al  funcionario  acusado,  no  hai  para  qué  dar  niguna  lei  es- 
pecial sobre  penas  imponibles  por  aquella  corporación,  según  lo 
previene  el  inciso  23  arl.  43  citados. 

Cuando  hemos  dicho  que  el  senado  no  debe,  á  nuestro  enten- 
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br,  lotn.-)!'  conocimieDüi  de  las  causas  por  dclitüs  comunes  del 
bcnrgHdo  tlcl  ejecutivo,  ni  aplicar  otras  [icnas  que  la  suspensión 
ínipoi'iil  ó  destitución  del  acusado  por  hechosculpaljles  no  deG- 
ído6  como  delito»,  no  improbamos  (|uc  se  atribuya  al  aenado  la 
iultad  de  suspender  por  delitos  olicinlcs,  i  aun  si  se  quiere,  por 
^itos  comunes,  para  el   sólo  efecto  de  someter  al  acusada  al 
tgamiento  de    los  tribunales  ordinarios,  después  de  haber  de- 
kradocon  lu^'ar  á  Tormaciüii  de  causa.  Tal   atribución  puede 
■r  mui  iitil  en   sociedades  trabajadas  pur  el  despotismo  de  los 
^andones,  cuya  mala  influencia  sobre  los  tribunales  urdinanog 
Iría  coartar  la  independencia  de  éstos  para  suspender  i  enjui- 
irá  los  criminales  constituidos  en  autoridad. 
3."  Alia  corte.  Como  la  atribución  que  tiene  la  cámara  de 
diputados  para  acusar,  i  el  senado  para  juzgar  a   los  ministros 
del  despacho  eí  puramente  preventiva,  según  lo  esprosa  el  inci- 
aS.'delarl.  22,  se  contlcrci'i  la  alta  corte  federal,  por  el  inci- 
■  3.'  del  art.  8tf,  la  facullad  de  conocer  de  las  causas  de  rcspon- 
ifailidad  contra  los  dichos  ministros,  ruando  sean  acusados  eo 
■  casos  en  que  pueden  serlo.  Pero  no  nos  damos  rúenla  del 
BjOto  que  se  propone  la  última  parte.dcl  citado  inciso  3."  art.  89, 
pando  e.\ije  que  se  piJa  al  presidente  de  la  Union  la  suspensión 
|í  lo*  ministros  acusados.  No  sólo  es  propio  de  todo  tribunal  dic- 
r  la  suspensión  de  un  funcionario  ante  él  acusado,  sino  que 
9T  el  rodeo  cstalilccido  puoile  perjudicarse  el  objeto  del  juicio  ó 
JDsndo   menos  retardarse  considerablemente,  si  el  presidente 
fcliusa  A  demora  decretar  la  suspensión  del   ministro  acusado. 
Este  peligro  es  tanto  mayor,  cuanto  el  presidente  no  es  respon- 
sable sino  ]>or  traiciona  i  como  en  los  casos  ordinarios,  no  pue- 
de reputarse  traición  rehusar  la  suspensión  de  un  ministro  acu- 
quoda  culeramente  á  la  buena  voluntad  del  presidente  el 
ne  se  exija  la  res|ionsabÍlidad  del  ministerio,  única  garantía  de 
rubidad  en  la  administiacion  de  los  asuntos  nacionales. 
[  También  conoce  la  alta  corte  en  las  causas  criminales  ó  de 
Kponsabilidad  que  se  formen  á  los  altos  funcionarios  de  los 
Kfi'renlcs  estados,  «  siempre  que  las  leyes  de  i'stos  asi  lo  deter- 
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minen  »  (inciso  5/  del  art.  89).  No  parece  probable  que  los  casta- 
dos hagan  semejante  delegación,  renunciando  á  susprerogatÍ¥as, 
aunque  tales  juicios  serían  siempre  más  imparciales  en  el  tríbunal 
supremo  de  la  nación  que  en  los  domésticos  del  oslado  respectivo. 
En  vez  de  una  atribución  tan  continjente,  nos  parece  que  debiera 
haberse  dado  ala  alta  corte  federal  la  de  juzgar  «í  los  mismos  fun- 
cionaríos  de  que  se  trata ;  pero  no  como  empleados  del  estado, 
sino  como  ajenies  que  son  del  gobierno  jeneral  segim  el  art.  99. 

Si  no  entendemos  mal  la  última  parte  del  inciso  9.*,  art.  89 
que  nos  ocupa,  tiene  la  alta  corte  la  atribución  de  «  declarar  cuál 
sea  la  lei  vijente  en  caso  de  colisión  entre  las  leyes  particulares 
de  un  estado  ;  »  i  si  es  asi,  nos  parece  que  tal  función  no  corres- 
ponde propiamente  á  una  autoridad  nacional.  En  cuanto  al  resto 
del  inciso,  ó  sean  los  casos  de  colisión  entre  las  leyes  nacionales, 
ya  entre  si,  ó  con  las  de  los  estados,  sólo  el  primero  puede  ser 
cuestión  de  vijenciay  pues  el  segundo  no  es  en  rigor  sino  de  com- 
petencia entre  las  dos  entidades,  la  nación  i  el  estado.  I  si  la  co- 
lisión nace  de  que  la  lei  nacional  haya  invadido  la  esfera  de  acción 
del  estado,  i  por  consiguiente  contrariado  sus  propias  leyes,  debe 
preceder  la  solicitud  de  la  mayoría  de  las  lejislaturas,  conforme 
lo  previene  el  art.  92. 

En  las  colisiones  de  las  leyes  nacionales  unas  con  otras  se  com- 
prenden naturalmente  los  casos  de  inconstilucionalidad  de  las 
leyes  secundarias;  i  acaso  no  hai  otros  de  verdadera  colisión, 
pues  la  oposición  entre  leyes  de  una  misma  categoría  no  acarrea 
sino  cuestiones  de  interpretación  ó  de  vijencia,  que  son  esclusi- 
vas  del  poder  lejislativo.  Para  los  casos  de  inconstilucionalidad 
de  una  lei  federal,  la  constitución  venezolana  provee  de  los  re- 
cursos á  que  se  contraen,  no  solo  las  disposiciones  ya  citadas, 
sino  también  las  de  los  arls.  55  i  56.  Todas  nos  parecen  mui 
oportunas,  i  superiores  á  las  análogas  en  la  constitución  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia. 

Disposiciones  complememauias.  Entre  las  muchas  é  importantes 
que  rejistra  el  tít.  VII,  las  que  siguen  llaman  especialmente 
nuestra  atención. 
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I       metí 


I.'  ¡ndcpendcniia  jutltcial  f/c  los  estados.  Se  consitgiii  en 
01,  i  cBsi  con  las  niismns  palabras  quB  lo  había  hecho  lu 
islitucinn  colombiana  cu  su  art.  SI.  Según  ambos  instrumen- 
>,  las  cuusas  iniciadas  en  un  estado,  conforme  lí  hus  leyes  i 
ire  asuntos  propii».  deben  terminar  en  el  mismo  estada,  sin 
ision  posterior  de  ninguna  autoridad  estmna.  Este  principio 
contrario  al  que  adoptaron  las  constituciones  de  ios  EsLidos 
Unidos  del  Norte  i  la  República  Arjentina.  para  los  casos  en  que 
se  hallaban  interesailos  ciudadanos  de  varios  rstadosó  individuos 
eslranjeros.  Sus  ratones  fundamentales  (en  Vcne/uola)  habrán 
sido  la»  mismas  que  se  tuvieron  en  Colombia  ;  pero  Iiai  algunas 
que  lo  hacen  allí  menos  benélJco,  i  se  toman  de  la  Índole  especial 
de  la  constitución  venezolana. 

Sí  en  Colombia  íc  hubiese  autorizado  aloiin  recurso  para  fuera 
leí  estado  en  las  causas  propias  del  mismo,  como  lo  hizo  lo  cons- 
icion  neograuadiiia  de  1858,  la  corte  que  de  él  conociese  dc- 
'ia  estar  instruida  en  su  lejislacion  especial,  es  decir,  en  tantas 
¡islaciones  como  estados  componen  la  Union.  Pero  en  Venezuela, 
mde  se  ha  establecido  una  misma  lejislacion  sustantiva  para 
fi  los  estados,  la  independencia  judicial  de  éstos  tiende  á  con- 
iar  lus  ventajas  que  en  aquella  unidad  se  han  buscado,  i  que 
lio  podría  mantenerse  en  vigor  por  medio  de  una  corte  suprema 
casación.  De  otro  modo  las  rcsolueiones  Judiciales  dictadas 
por  los  tribunales  de  los  estados  cu  puntos  dudosos  pueden  ser 
mui  diversas,  i  la   unidad  de  lejislacion  quedar  reducida  á  un 
mero  principio  teórico  sin  (¡arantfa  de  cumplimiento.  IlI  peligro 
tanlo  mayor,  ouniilo  hai  pocas  leyes  cuyo  tc\to  no  se  preste 
i'tarías  interpretaciones ;  i  si  eso  sucede  siempre,  cualquiera 
sea  la  organización  judicial,  fácilmente  se  concibe  que  la  falta 
áe  freno  i  de   regulador  común  hará  los  casos  más  frecuentes 
en  cida  estado,  i  más  profunda  la  diverjencia  de  resoluciones  to- 
ndas sobre  ellos  en  los  diversos  tribunales. 

*  Fuerza  pública.  I-os  arta.  95  á  95  que  la  fundan,  i  que 
rrcspoiidon  al  20  de  la  constitución  colombiana,  son  por  lo 
inos  tan  oscuros  como  éste,   que  no  es  mui  claro.  Según  los 
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entendemos,  la  Fuerza  pública  nacional  es  activa  ó  disponible :  la 
primera,  á  cargo  de  la  Union,  se  forma  de  individuos  voluntarios, 
ó  de  conlinjentes  de  los  es^1dos  según  sus  leyes,  que  pueden  hacer 
forzoso  ese  servicio  :  la  segunda,  ó  sea  la  milicia  ciudadana 
organizada  por  los  estados,  tiene  por  principal  objeto  ocurrir  á 
los  casos  de  guerra,  sogun  el  cupo  señalado  á  cada  estado  para 
completar  el  número  requerido.  En  último  resultado,  la  fuerza  á 
cargo  i  al  servicio  de  la  Union  se  suministra  por  los  estados, 
cuando  no  puede  obtenerse  por  enganchamiento,  pero  si  los  esta- 
dos no  propocionan  sus  continjentcs,  ¿  qué  medio  coercitivo 
empleará  el  gobierno  federal  ?  Eso  es  lo  que  no  dice  ninguna  de 
las  dos  constituciones  citadas. 

Sobre  la  situación  de  la  fuerza,  es  mui  notable  el  art.  100  de 
la  venezolana,  que  prohibe  mantenerla  en  un  estado  sin  su  con- 
sentimiento, i  que  entendido  como  debe  serlo,  para  los  casos  de 
paz,  reduce  las  guarniciones  al  distrito  federal  i  á  los  territorios. 
Por  esta  disposición,  que  Colombia  no  ha  consagrado,  aunque  la 
guerra  de  1860  orijinó  en  gran  parte  en  el  abuso  de  una  atribu- 
ción contraria,  se  previenen  colisiones  entre  las  fuei7.as  nacional 
i  del  estado,  motines  de  aquélla  contra  el  gobierno  de  éste,  que 
ya  han  acontecido  en  Colombia,  i  toda  intervención  indebida  en 
los  asuntos  locales.  Ninguna  consecuencia  más  lejilima  del  prin- 
cipio de  soberanía  de  los  estados,  que  las  precauciones  tomadas 
para  alejarle  los  peligros  con  que  la  fuerza  nacional  pueda  amena- 
zar su  independencia. 

3.'  Derecho  de  patronato.  Quiere  el  art.  98,  como  ya  lo  hici- 
mos notar  antes,  que  la  nación  ejerza  tal  derecho,  de  que  estaba 
en  posesión,  refiriéndose  á  lalei  en  cuanto  al  modo  de  (^'creerlo. 
Como  el  patronato  es  una  participación  del  gobierno  civil  en  el 
réjimen  de  la  Iglesia,  que  no  la  admitirá  sino  en  cambio  de  con- 
cesiones á  su  favor,  aquella  disposición  entraña,  como  también 
lo  liemos  indicado  ya,  la  continuación  del  sistema  que  adopta 
una  relijion  de  estado,  cuyo  arrimo  se  busca  i  se  recompensa. 
Insistimos  aquí  en  esta  materia,  con  el  objeto  de  patentizar  los 
inconvenientes  de  semejante  sistema,  que  restriqe  la  libertad  de 
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acción  un  el  gobícrtio,  i  someto  sus  procedim ¡etilos  n  la  revisión 
(le  la  potestnd  (-clesíástica . 

Llamamus  desde  lue¡;»  I»  utcncion  á  esla  [jaiabro,  |iari|uc  ella 
revela  por  si  üoln  pretensiones  á  un  ¡loderfo  i  á  una  Riituridad 
que  proiiinmciilc  no  tiunen  sino  los  funcionnrios  civiles  A  del 
urden  temporal ;  poro  ({uc  son  reatos  de  usurpaciones  consentidns, 
que  fi(!  sostienen  ron  la  protección,  siquiera  se»  Ín(lÍrcrt;i,  que  et 
gobierno  preste  al  culto.  Obsérvese  que  no  hiiliiamoa  de  la  pro- 
tección i  los  individuos  en  el  ejercicio  do  su  culto  rclijiogo.  sea 
el  que  fuere.  Ésa  lesea  dt'bida,  como  que  se  trata  de  un  precioso 
dcreclm  al  que  nadie  renuncia  voluntarinmonle;  pero  es  mui 
distinta  de  los  privÜejios  otorgados  á  determinada  rclijion  ó  á 
minislros,  &  de  la  intcrrenciun  que  a  prelesto  do  tuición  ó 
tensa  contra  posibles  ataipica  A  la  soberanía,  quiera  tener  el 
ibierno  en  asuntos  puramente  relljiosos,  que  en  nádale  con- 
eierncn. 

Para  comprobar  que  toda  alianza  del  gobierno  con  una  rel¡- 
UAn  determinada,  restrinjo  su  acción  ¡  estanca  la  marcha  de  los 
ios  públicos,  acomodándolos  á  las  miras  bien  ó  mal  cnca- 
inttdfls  de  la  relijion  cuyo  arrimo  se  busca,  solo  citaremos  al- 
mos hechos  recientes  ocurridos  en  las  i^piiblicas  ^ud-america- 
I.  Seaet  primero  la  conducta  del  obispo  del  Para  en  1807,  con 
iliTO  de  una  lei  sobre  matrimonio  civil,  espedida  por  la  lejis- 
itura  de  Santiifó.  en  la   Itepública   Arjenlina,  usando  de  la  fa- 
cultad que  lionc  por  la  constitución  nacional,  mii^ntrns  no  dé  el 
congi-eso  los  códigos  sustantivos  de  lejislacion  civil.  Aquel  pre- 
lado que,  como  tantos  otros,  desconocia  sus  derechos  i  nun  loa 
intereses  de  la  misma  relijion  que  pretendia  servir,  montando 
en  cólera,  anatem.ttiícó  á  los  lejistadores  Í  á  cuantos  aceptasen  ó 
iosen  la  Iei.  Pero  por  vituperable  que  sea  aquel  proceder, 
10  oponérsele  abiertamente,  cuando  argilia  que  la  relijion 
cuyos  inU^rpretes  son  los  sacerdotes  i  no  los  laicos, 
ihibe  la  rc^lamoiilDcion  del  matrimonio  por  la  potestad  civil? 
menos  embarazoso  seria  contrariar  las  pretensiones  que 
Kcuador  liiío  valer  por  el  mismo  tiempo  el  obispo  de  Gua- 
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yaquil  sobre  la  importación  de  libros,  la  cual  quedó  sujeta  á 
inspección  para  escluir  todos  aquéllos  que  no  estuviesen  aproba- 
dos por  la  Santa  Sede,  aun  cuando  fuesen  de  los  adoptados  por 
el  gobierno  como  textos  para  la  enseñanza  pública.  Discutién- 
dose en  el  congreso  ecuatoriano  á  fines  de  1868  un  proyecto  de 
lei  de  aduanas,  la  cámara  de  representantes,  contni  el  senado, 
pero  de  conformidad  con  el  gobierno  (ó  sea  el  poder  ejecutivo) 
sostuvo  que  debian  incluirse  entre  los  objetos  de  ilícito  comercio 
los  libros  prohibidos  por  la  autoridad  eclesiástica,  aun  cuando 
hubiesen  sido  señalados  como  texto  para  la  enseñanza.  En  el  se- 
nado mismo  el  señor  Pastor,  sosteniendo  las  ideas  del  poder  eje- 
cutiYO  i  de  la  otra  cámara  colejisladora,  dijo,  entre  otras  cosas  : 
«  Las  obras  que  se  han  mencionado  no  han  sido  prohibidas  por  el 
ilustrísimo  obispo  de  Guayaquil,  sino  por  la  misma  Iglesia,  en 
beneficio  de  los  fieles,  i  con  la  solicitud  de  amorosa  madre,  que 
Tela  por  evitar  la  corrupción  de  sus  hijos...  Si  vivimos  en  un 
país  católico,  no  se  comprende  cómo  su  gobierno,  que  también 
lo  es,  señalara  para  la  enseñanza  obras  cuya  lectura  se  prohibe 
por  la  Iglesia  católica  bajo  pena  de  escomimion.»  Es  en  efecto  in- 
compatible con  el  principio  de  alianza  entre  las  dos  potestades 
reservarse  el  gobierno  civil  el  derecho  de  permitir  la  circulación 
i  aun  la  aplicación  á  la  enseñanza  pública,  de  libros  que  la  au- 
toridad eclesiástica  reputa  contrarios  á  la  rclijion,  no  solamente 
profesada  por  la  casi  totalidad  de  los  nacionales  sino  declarada 
relijion  del  estado  i  la  única  cuyo  culto  público  permite,  sostiene 
i  protejo  directamente. 

Ultramontano  i  cuanto  se  quiera  el  discurso  del  señor  Pastor,  no 
puede  rebatii*se  partiendo  de  las  premisas  que  sienta  i.  que  no 
pueden  ser  desechadas.  Bien  comprendemos  que  no  pasarían  las 
cosas  en  Venezuela  como  pasaban  en  el  Ecuador;  pero  es  solo  por- 
que el  pueblo  i  el  clero  son  allí  más  ilustrados,  menos  fanáticos, 
no  porque  falte  el  mismo  derecho^  si  quisiera  hacerse  valer,  en 
I  os  prelados  eclesiásticos.  En  la  medida  de  la  tolerancia  pública 
también  allí  saben  hacer  sus  reclamos  i  protestas,  como  se  vio 
en  las  observaciones  del  señor  Arzobispo  de  Carácasal  código  civil 
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Ufe  Vcu«xuela,  dirijiílas  en  7  defobrero  (IclS68  al  ministro  dolo 
^teríor  í  Justicia,  ({iiien  lo  dió  en  oí  mismo  lues  la  siguiente  rus- 
Riesta;  n  Iluatrfsimo  señar  arzobia|io  de  Canicas  Í  Veae^^iicla.  Se 
B  recibido  en  este  niiníslcrio  la  notü  oficial  de  V.  S.  fcclia  7  del 
MrríenU!.  é  impuesto  el  gobierno  de  las  observaciones  que  ella 
Rintietic  respecto  al  código  civil  sancioiiH'lo  en  el  año  próximo 
basado,  ha  disjmeíto  dar  cuenta  de  ella  a  la  lejishtura  nacional 
eti  su  próxima  reunión  i  trascribirlas  á  la  comisión  rcdactora 
de  códigos  para  ijue  las  tenga  presentes  al  elaborar  los  trabajos 
de  qiiecsid  encargada.  Dios  i  rederacioii,  J  G.  Ocfioa.  n 

Por  aquí  se  ve  que  el  gobi.;rno  de  Venezuela  reconocía  el  de- 
recho con  que  se  le  bacian  olrservaciones  al  código  civil,  no  en 
lowbre  de  la  ciencia,  sino  de  la  rclijioo  católica  i  sus  preerai- 
leocias  del  culto,  sus  ministros  i  la  moral  según  éstos  la  entien- 
.  Porque  no  debe  olvidarse  que  la  Iglesia  católica,  más  que 
bínguna  otra,  so  funda  cu  la  autoridad;  que  ella  lija  el  dogma, 
I  moral  ¡  la  disciplina  interna,  i  que  por  coiisiguionle  nadie 
^ede  disputarle  su  competencia  en  todo  lo  que  de  cérea  ó  de 
i  se  roce  con  iiquellos  objetos,  una  vez  que  se  baila  asociada 
ificínlmente  á  la  marcha  del  gobierno. 
De  donde  deducimos  que  no  es  fundada  la  réplica  del  licencia- 
>  Julián  Viso,  cuando  respondiendo  :i  las  observaciones  del  se- 
arxobiapo,  dice  en  un  opúsculo  inserto  en  El  Federalista  de 
«■rucas,  número  1556  i  siguientes:  «  El  señor  ai'xobispo  alega, 
)Ara  1»  reforina  de  algunos  artículos  (del  código  civil)  el  que  no 
Htún  conformes  ó  en  armonía  con  las  leyes  de  la  Iglesia.  No  ad- 
pitimo9  el  fundamento.  Admítase  ó  rechácese  la  reforma;  pero 
Ibrese  por  rozones  políticas  ó  sociales,  i  no  por  consideraciones 
t  órdea  relijioso.  Dos  cosas  están  ya  definitivamente  adquiridas 
n  b  sociedad  moderna:  para  el  estado  la  i[ide[>endencia  plena  i 
la  soberanía  en  el  orden  civil  i  político;  \  para  los  particulares 
la  libertad  de  conciencia.  Toda  Icjisiaciou  iinpuesla  en  nombre 
de  creencias  relíjíosas  viola  la  libertad  de  com  iencia;  i  si  toma  el 
estado  por  base  i  por  n'gla  de  sus  instituciones  ó  leyes  la  doctri- 
na de  une  Iglesia,  sea  cual  fuere,   abdica    la  soberanía,  que  al 
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mismo  tiempo  es  su  derecho  i  su  deber.  Éstos  son  principios 
consagrados  por  los  esfuerzos  de  nuestros  mayores,  á  que  no 
podemos  renunciar.  En  lo  que  especialmente  concierne  á  la 
constitución  de  la  familia,  el  estado  debe  tener  el  pleno  ejercicio 
de  su  soberanía,  retirando  del  clero  los  actos  del  estado  civil, 
para  no  esponerse  á  que  aquél  pueda  perjudicar  las  verdaderas 
necesidades  del  estado.  » 

Este  lenguaje,  completamente  exacto  en  Colombia  ó  Nueva 
Granada  desde  1853,  en  que  se  divorció  el  estado  de  la  Iglesia 
para  bien  de  entrambos,  no  lo  es  en  Venezuela,  donde  el  con- 
sorcio subsiste,  á  lo  menos  tácitamente.  De  las  dos  cosas  que 
según  el  señor  Viso  están  definitivamente  adquiridas  en  la  sociedad 
moderna,  solo  la  libertad  de  conciencia  se  halla  convertida  en 
institución  en  los  Estados  Unidos  de  Venezuela.  Que  no  lo  está 
igualmente  «  la  independencia  plena  i  la  soberanía  en  el  orden 
civil  »  se  infiere  bien  del  inciso  13,  art.  14,  i  del  art.  98  de  la 
constitución.  Puede  advertirse  que  ella  ha  dicho  intencional- 
mente  lo  menos  posible  en  punto  á  relijion;  pero  aun  cuando 
nada  hubiese  dicho,  mientras  no  se  revoquen  las  leyes  en  virtud 
de  las  cuales  el  estado  i  la  Iglesia  se  protcjcn  mutuamente,  las 
leyes  que  dan  intervención  á  la  Iglesia  en  asuntos  temporales,  i 
que  autorizan  la  del  estado  en  negocios  eclesiásticos,  i  la  unión 
i  la  independencia  i  la  falta  de  libertad  reciproca  subsisten.  He 
ahí  por  qué  el  código  civil  de  Venezuela  transijió  con  la  Iglesia 
católica,  organizando  la  materia  del  matrimonio  de  acuerdo  con 
el  concilio  de  Trento,  i  abandonando  su  celebración,  como  todas 
las  cuestiones  de  nulidad  i  divorcio,  casi  enteramente  á  la  auto- 
ridad eclesiásUca.  lié  ahí  también  por  qué  el  gobierno  acojió  i 
dio  curso  oficial  á  las  observaciones  del  M.  R.  Arzobispo.  Eso 
equivalía  á  reconocer  el  derecho  de  la  intervención  cclesiáslica. 
I  en  efecto,  ella  no  podrá  rechazarse,  sino  cuando,  á  ejemplo  de 
Nueva  Granada,  se  liberten  una  de  otra  las  dos  potestades. 

Pero  los  tropiezos  que  á  la  marcha  del  gobierno  suele  oponer 
el  alto  clero  en  los  dos  países  hispano-americanos  que  han  di- 
suelto  la  liga  de  las  dos  potestades,  Colombia  i  Méjico,  indican 


HKri'BUCA  DE  VtNEZlCL.l  iib 

me  acaso  convenga,  antes  de  llegar  ú  ese  resultado  rin<-il,  pasiir 
una  estación  prcjiaraloria,  ñ  semejanza,  no  á  imitación  de  la 
lesia  nacional  anglicaiin.   Así  parece  haberlo  comprendido  el 
liden tu  Cuzma n  Blanco  en  1876  cuando  con  motivo  de  una 
leKlion  con  el  arzobispo  st>ñor  Guevara,  dirijuí  al  congreso  en  9 
mayo  un  mensaje  especial  cuyo  objeto  se  rcatimc  en  estas  jia- 
ibras:  n  Ob  pido  con  plena  convicción  i  asumiendo  la  mas  grata 
iponsabilidad  de  cuantas  por  llenar  mi  misión  lie  ecbado  so- 
mi  nombre,  la  Ici  que  independice  la  iglesia  venezolana  del 
obispado  romano,  i  preceptúe  que  los  párrocos  sean  clcjidos  por 
los  fieles,  los  obispos  por  los  párrocos,  i  por  el  congreso  el  arzo- 
bispo, volviendo  asi  á  la  iglesia  primitiva,   Tundada  por  Jesús  i 
«ns  apóstoles,  u 

!■  Consecuencia  de  este  mensaje  fué  un  proyecto  de  Ici,  que  no 
inducía  en  nuestro  concepto  la  idea  del  presidente;  pues  se  con- 
traía en  sustancia  á  prohibir  que  se  admitiesen  en  el  tenílorlo 
de  Venezuela  prelados  cclesnisticos  i  á  derOf^ar  las  leyes  sobro 
patronato,  lo  que  desorganizaba  la  actual  Iglesia  calólica  romana, 
Úosostituirle  cosa  alguna.  Como  quiera  que  sea,  el  proyecta  no 
Bl  sancionó  porque  antes  tuvo  desenlace  la  cuestión  que  lo  habia 
motivado  decía rindúse  por  el  Papa  la  vacante  del  arzobii^pado  de 
Calcicas  i  elijicndosc  por  el  congreso  un  nuevo  arzobispo,  el  se- 
ñor G.  A.  Ponle. 

Por  estos  términos  el  gobierno  de  Venciuela  revinJicó  su  an- 
idad i  salió  airosamente  de  un  gran  conllifto;  m.is  la  raíz  de 
contiendas  subsiste  aún  i  más  tarde  habr.in  de  repetirse, 
liaste  recordar  el  oi  ijeti  de  la  misma  cuestión  Guevara,  que  según 
los  datos  que  poseemos  se  ha  evadido  mas  bien  que  resuelto. 
En  setiembre  de  1871  el  encargado  del  poder  ejecutivo  solirilú 
del  arzobispo  su  cooperación  por  medio  de  una  función  relijíosa 
para  celebrar  cierta  victoria  militar:  i  el  prelado  rehusó  porque 
el  gobierno  te  neg;iba  á  aceptar  cierta  condición  que  se  le  cxijia. 
Kspciidu  de  Venezuela  el  señor  Guevara,  se  situó  en  a  cutoniR  in- 
glesa de  Trinidad,  desde  donde  hostilizaba  al  gobierno  por  el 
Ulernicdio  de  sus  (iclcs  ajcntrs  clericales.  Como  esta  situación 
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perturbase  las  conciencias  i  la  marcha  de  los  asuntos  relijiosos, 
conexionados  allí  con  los  civiles,  el  poder  ejecutivo  procuró  un 
acomodamiento,  á  que  el  prelado  se  negó,  lo  cual  movió  al  con- 
greso en  5  de  junio  de  1873  á  decretar  la  vacante  del  arzobispa- 
do. En  24  de  marzo  de  1874  hizo  elección  de  un  nuevo  arzobis- 
po en  la  persona  del  doctor  J.  M.  Arroyo,  quien  aceptó  i  juró  el 
cargo;  masantes  de  posesionarse  lo  renunció  por  haber  desapro- 
bado su  conducta  el  Pontiíice.  romano.  Instó  luego  el  gobierno  de 
Venezuela  por  obtetener  la  renuncia  del  señor  Guevara  ante  Su 
Santidad,  único  medio  de  producir  la  vacante,  i  eso  también  rehusó 
el  prelado.  De  ahí  el  mensaje  que  conocemos  del  presidente  Guz- 
man  Blanco,  i  el  proyecto  de  lei  que  fue  su  consecuencia.  Alar- 
mado el  nuncio  del  Papa,  monseñor  Rocca  Cochia,  que  ya  habia 
escitado  inútilmente  al  señor  Guevara  para  que  elevase  su  re- 
nuncia, instó  i  le  amenazó  con  un  proceso  canónico;  i  esto  dio 
por  resultado  una  renuncia  sijilosa  que  permitió  al  PontíGce  de- 
clarar la  vacante. 

Dos  hechos  resaltan  de  esta  breve  esposicion:  1  .^El  inconvenien- 
te de  la  liga  entre  las  potestades  relijiosa  i  civil,  sin  la  cual  no 
habria  habido  ocasión  de  pedirse  i  de  rehursarsc  el  te  deum;  i  2.^ 
El  embarazo  que  al  poder  civil  presenta  la  prolongación  de  la 
jerarquía  eclesiástica  hasta  fuera  del  territorio  nacional.  Conse- 
cuencias naturales  de  ellos  son  :  1  .*  La  necesidad  de  independiztir 
las  dos  potestades;  2.*  La  mas  urjente,  i  primera  en  el  orden  ero- 
nolójico,  la  de  encerrar  la  jerarquía  eclesiástica  dentro  de  los  lími- 
tes de  la  república,  sin  lo  cual  se  menoscaba  su  soberanía.  Pero 
no  abogamos  por  el  establecimiento  legal  de  una  iglesia,  como  lo 
hizo  con  esa  misma  denominación  el  gobierno  de  la  Gran  Breta- 
ña bajo  Enrique  YIII,  porque  eso  es  imponible  sin  un  grado  de 
violencia  que  hace  la  empresa  sumamente  aventurada,  i  que  aun 
dando  después  de  algunas  jeneraciones  el  resultado  que  se  busca, 
no  es  compensada  con  los  beneficios  recojidos. 

Entre  tanto  la  iglesia  anglicana  ha  servido  para  demostrar 
que  ni  aun  establecida  por  la  lei  una  iglesia  oficial  deja  de  cho- 
carse con  el  gobierno,  á  quien  rehusa  completa  sumisión  ó  dis- 
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■la  iitiibiicioiics.  Después  de  inlrodiicíilfi  violeiitanienle  i  soütc- 
n  con  üUliiiucion.  el  ¡larlnniento  tuvo  que  aliulírla  tince  poco 
llrUndaí  pra  cuya  ni»yúria(aU'>lic.i  la  ¡gleaía  logal  prolestatile 
b  loprcsiva.  I  aunen  lti;^laleiTa  uaa  parte  del  clero  pretende  sacu- 
dir la  sumisión  al  goliierno  civil  en  asuiilos  espirilunles  (que  el 
mismo  clero  dermc),  lui]iic  entre  otras  causas,  acelerará  la  supre- 
^jifia  del  estableciíaienlOy  ya  de  tiempo  atrás  aclamada  por  el 
^■Mido  liberal. 

^^Bfu  seria  cuerdo  imitar  la  conducta  del  gobierno  británico  en 

^^anda  imiraniond»  á  Venezuela  una  iglesia  legal,  que  se  reduci- 

ria  probablemente  ¡t  la  capa  superior  de  la  sociedad,  cuanJo  no 

se  vulvii'ra  cuestión  de  [tnrtidos:  i  que  podría  por  si  sola  causar 

I  ú  muchas  guerras  civiles  ya  sin  eso  provistas  de  abundante 

tsríi.  Itastaria  declarar  por  lei  que  en  guarda  de  la  soberanía 

kinnal  la  república  desconoce  i  proscribe  toda  Jerarquía  ecle- 

lllica  qu«  no  leniiiria  dentro  de  sus  limites.  Hallándose  como 

i  en  posesión  del  patrounlo,  i  mientras  Tamiliarizadoel  pue- 

■  con  la  iglesia  venezolana  pudiera  el  congreso  dcrof^ar  las 

s  que  lo  instituyen,  se  elejirian  prelados  á  condición  de  oble- 

f  BU  consagración   (ó  de  no  obtenerla  de  ningún  modo)  sin 

tvia  aprobación  ni  bulas  del  Pontífice  romano.  Con  tal  de  no 

r  innovación  alguna  en  la  disciplina  eclesiástica,  uo  pa- 

Eia  niuciio  tiempo  sin  encontrar  la  cabeza  de  la  jerarquía,  úni- 

^unto  quizás  dedíHcil  allanamiento. 

'  Intervención  en  los  estados.  Es  prohibido  al  ejecutivo 
Itilonal  i  á  los  estados  mezclarse  en  las  contiendas  domósticas 
Ofl  uno  de  filos.  La  doctrina  no  puede  ser  más  espresa  en  el  ar- 
ticulo lUI,  que  no  tiene  correspondiente  en  la  constitución  de 
Colombia.  Según  el  espíritu  de  ésta  iinajinamos  que  quiso  consa- 
LiuriHi  el  mismo  principio,  i  asi  lo  hizo  de  un  modo  terminante, 
^iiisa  de  interpretación,  la  lei  do  Iti  de  abril  de  18(J7,  ordenando 
il  ejecutivo  la  más  estricta  neutralidad  en  tas  luchas  particulares 
B  partidor  en  un  estado  i  el  reconocí  mi  en  tu  del  gobierno 
t  triunfase  delinitivamcnlc. 
tcurriendo  contra  esa  lei,  hoi  abrogada, el  señor  CiirloaMarlin, 
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secretario  del  interior  i  relaciones  estcriores,  en  su  Memoria  al 
congreso  de  i  868,  espresó  entre  otros  los  siguientes  conceptos, 
aplicables  á  la  constitución  venezolana  en  la  parte  que  nos  ocupa. 
aEs  incomprensible  que  haya  un  país  en  el  mundo  que  pueda  ha- 
llarse abrasado  por  la  guerra  en  toda  su  cstension,  i  cuyo  gobierno, 
sin  embargo,  deba  permanecer  tranquilo  i  decir  seriamente  que 
reina  la  paz,  i  se  conserva  el  orden  público  federal  en  su  terri- 
torio, porque  son  guerras  intestinas  de  estados  las  que  concul* 
can  todo  derecho  i  toda  garantía  de  nacionales  i  estranjeros.... 
Con  razón  podria  decirse,  las  naciones  civilizadas  juzgan  absur- 
dos nuestros  sistemas  políticos.»  Y  refiriéndose  á  la  cláusula  de 
la  constitución  norte-americana,  según  la  cual  la  Union  asegura 
á  cada  estado  una  forma  republicana  de  gobierno,  protejo  á  cada 
uno  de  ellos  contra  las  invasiones,  i  á  petición  de  la  lejislatura  ó 
del  poder  ejecutivo  cuando  la  lejislatura  no  pueda  ser  convocada, 
contra  las  violencias  domésticas^  sigue  razonando  así: 

«La  citada  prescripción,  tomada  de  las  instituciones  del  pue- 
blo modelo  en  la  teoría  i  la  práctica  del  sistema  republicano 
federal,  impondría  al  gobierno  del  país  la  misma  obligación  para 
con  los  gobiernos  de  todos  los  estados;  precisaría  su  deber  en  cada 
revuelta;  lo  imposibilitaría  para  auxiliar  ocultamente  á  revolu- 
cionarios parciales  ;  lo  baria  defensor  de  la  lejitimidad  en  todas 
partes;  fundaría  la  conservación  del  órdon,  noenlaprescindencia 
absurda,  sino  en  el  apoyo  eficaz  cuando  fuera  necesario  á  la  au- 
toridad lejítima  para  el  cumplimiento  de  las  leyes;  baria  que  los 
gobiernos  seccionales  fueran  efectivamente  electivos  i  no  impues- 
tos por  medio  de  las  armas,  i  les  ofrecería  la  estabilidad  con  que 
necesitan  contar  para  dedicarse,  sin  sobresaltos  constantes,  al  es- 
tudio i  á  la  satisfacción  de  las  necesidades  permanentes  de  los 
gobernados. 

»  No  se  diga  que  se  coartaría  el  llamado  derecho  de  insurrec- 
ción, ni  que  seria  contrario  el  principio  enunciado  á  la  sobera- 
nía del  pueblo  de  los  estados  para  destruir  i  levantar  gobiernos. 
Aunque  en  el  campo  de  la  ciencia  se  discuta  aquel  derecho,  nin- 
gún sistema  de  lejislacion  puede  reconocerlo  como  tal.  Todos  los 
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cumplidas,  i  mal  podrinti  reconocer  Inl  derecho  cotilra  al  intsmoa. 
NiiOütrnsiiistiLuciones  rjiiii^i'cn  (¡iie  las  mayorías  electorales  i  no 
a  ruerzn  ó  la  rortuiin  mililar,  elcvon  ó  abaUíii  guiñemos.  La  vcr- 
opjiiion  publica  nunca  puede  ser  ahogada  durante  largo 
tnpo,  bajo  los  gohieriios  organi;cado5  conrornie  á  la  constitu- 
1  federal  que  nos  njc.  I'or  úlllmo,   las  i nsli Iliciones  colom- 
lanas  establecen  Jueces  independientes  de  los  gobiernos  de  los 
Udos,  i  medios  de  correjír  los  abusos  do  éstos,  u 
No  menos  aplicables  son  contra  la  neutralidad  del  gobierno 
Uiernl  de  Vcncznela  en  las  revueltas  locales,  prescrita  por  su 
Xinstilucion  las  observaciones  hechas  por  el  señor  Felipe  Pérez,  en 
f\  senado  de  Colombia,  cuando  se  discutía  en  cl   mes  de  junio 
de  ]87f)  la  derogatoria  de  la  leí  de  16  de  abril  de   1867,  lla- 
mada de  orden  ¡uiblico.  Solo  traiiscribii-emos  aqui  los  tíos  frag- 
Biitds  que  van  d  conliiiuacion; 
■iLa  lei  que  se  trata  de  derogar  tiene  dos  aspectos  :  uno  polí- 

0  i  otro  social.  Bajo  ol  primero  la  lei  no  significaria  mucho  si 
p  revoluciones  en  los  catados  ae  hiciesen  con  fondos  propios  i 
)Dgre  propia  de  los  revoltosos,  en  guerra  regular  i  respetando 

1  derechos  de  los  neutrales.  Eso  cuando  más  quería  decir  que 
elevado  á  principio  legal  lo  que  la  insensatez  llama  el 

tito  derecho  de  insurrección;  i  que  el  gobierno  jeneral  aguar- 
bba  el  éxito  de  las  batallas  para  abrazar  i  felicitar  al  vencedor, 
btjo  el  principio  poco  moral  n  de  víva  quien  vence.  »  Pero  coi 
•  revoluciones  no  se  hacen  asf  entre  nosotros,  sino  alropellaado'' 
a  dereclio  i  violando  toda  garantía;  como  se  hacen  con  cl  bot- 
u  i  U  sangre  del  infeliz,  resulta  que  bajo  el  aspecto  social  la 
3  1867,  que  da  titulo  de  impunidad  a  los  malvados  conrir- 
kdolos  en  bclijerantes  con  todos  los  derechos  de  la  guerra,  no 
«  abominable,  sino  que  viola  abiertamente  la  constitución, 
ndo  el  amparo  de  ésta  ;i  domiciliados  i  transeúntes,  preci- 
lento  en  el  trance  en  que  debiera  socorrerlos  con  más  efica- 
sa  lei  ha  despedazado,  pues,  la  base  esencial  de  la  Union, 
ribilladoel  derecho  délos  colombianos,  i  creado  una  cnti- 
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dad  —  la  colectividad  revalucionariu  —  para  cunverttr  el  país 
BD  una  zambra  sangrienta... 

a  Dosde  que  empecé  á  recibirlas  primeras  nociones  sobre  cien- 
cia política  se  nie  dijo  que  la  segihidad  era  la  única  mzon  de  ser 
de  los  gobiernos,  Eso  mismo  oigo  repetir  todos  los  dias;  i  eso 
mismo  reconocen  como  verdad  inconcusa  las  porciones  civiliza- 
das del  mundo  entero.  I  es  la  verdad :  ¿  para  qué  puede  servir  un 
gobierno  que  no  quiere  ó  no  puede  dar  seguridad  á  los  asociados? 
Ilai  seguridad  en  los  despotismos  orientales;  la  liai  entre  las  mis- 
mas turbas  africanas,  i  no  )n  tenemos  nosotros,  que  nos  decimos 
el  primer  pueblo  liberal  del  globo,  i  que  miramos  nuestras  ins- 
tituciones como  el  bello  ideal  de  las  aspiraciones  humanas.  Pero 
¿cómo  podremos  dar  seguridad  á  los  estados  si  elevamos  á /ei 
escrita  el  pretendido  derecho  de  insurrección  contra  los  estados 
que  constituyen  la  república,  si  elevamos  á  Ici  escrita  la  impu- 
nidad de  los  ataques  contra  las  garantías  individuales,  i  hemos 
trastornado  el  sentido  de  las  cosas  i  su  natural  nomenclatura, 
hasta  el  estrenio  de  llamar  lei  de  érdcn  público  lo  que  estimula 
el  desorden  social,  i  corona  al  reíoltoso  on  presencia  de  la  socie- 
dad despavorida  i  de  los  gobiernos  constituidos  ?  ¡  No  es  así  como  se 
da  seguridad  á  los  asociados  Í  se  echan  las  bases  de  ta  gr3nde/.a  i 
de  la  prosperidad  en  el  pueblo  !  Nó:  así  es  como  se  vive  en  la 
anarquía  i  se  corre  á  la  disolución  !  » 

Aún  más  aplicables  son  á  Vcnemela  qur  á  Colombia  las  prece- 
dentes observaciones.  En  primer  lugar,  los  derechos  individuales 
proclamados  en  ol  art.  14  de  la  constitución  venezolana,  i  que 
toda  rcvuelLi  poucen  peligro,  no  se  garantizan  ¡illi  sino  por  la  na- 
ción, única  responsable  de  su  mantenimiento.  Cueden  los  estados 
acordará  sus  habitantes  otras  garantías  que  las  espresadas  en  el 
citado  articulo,  i  lincerlns  efectivas  con  penas  adecuadas,  según 
se  establece  en  los  arls.  15  i  Ití;  pero  no  tienen  deber  respecto 
de  unas  ú  otros,  i  mal  podrá  cumplir  el  suyo  el  gobierno  jcneral, 
si  no  se  le  permite  suprimir  un  movimiento  i-evolucionario  que 
compromete  los  derechos  garantidos.  No  así  en  Colombia,  donde 
ct  deber  se  estiende  á  los  estados  (art.  15  do  su  constitución),  i 
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íen  pueden  éstos  negur  ul  gobierna  jeiienii  intervención  en  sus 

^ntos  domésticos,  prclestnndo  que  ellos  garantizan  los  derechos 

Hinocidos  en  la  lei  lundamcnlal. 

y  Demias  de  eso.  los  eslndos  colomliisnos,  s:ilvo  una  ¿  dos  escep- 

Htee,  tienen  en  su  territorio  población  i  recursos  fiscales,  los 

lemcntoa  necesarios  para  subsistir  como  repúblicas  índependien- 

i,  al  modo  que  lo  son  los  estados  de  In  América  Central.  Pueden 

krlomiíimo,  aunque  difícilmente,  llegará  establecer  un  gobier- 

!>  regular  que  dé  orden,  paz  i  garantías.  Pueden  marchar  armó- 

jámente,  ya  entre  sf,  ya  con  el  gobierno  jeuerid,  aunque  esto 

ÍDCÍ  pasaría  de  cortos  i  precarios  periodos,  ea  su  historia  de  frc- 

•ules  convulsiones.  Pero  en  Venezuela,  cuyos  estados  son  tan 

■tDcrosos  como  débiles,  no  solo  serán  más  multiplicadas  las  oca- 

ines  do  colisión  enlrc  ellos,  sino  que  ocurriniu  más  á  menudo 

B  dcsói'denes  internos,  que  la  misma  debilidad  provoca  desen- 

lando  las  ambiciones  lugareñas.  En  suma,  la  división  territo- 

hll  imajiuada  para  una  república  central  supone  igualmente  los 

hedtosqueun  gobierno  ueiitral  tiene  para  mantener  el  orden,  la 

paz,  la  industria,  la  dignidad  i  la  marcha  próspera  de  la  nación, 

Asi  parece  baberto  entendido  la  comisión  redactora  del  pri- 

r  proyecto  de  refonna  constitucional  en  Venc2nela,  cuando  se 

Dresó  en  su  inTornie  ya  citado,  de  1U  de  abril  de  I8(>7,  do  la 

mera  que  vamos  á  ver: 

i«AI  determinarse  la  comisión  á  emprender  la  reforma  de  la 

Mlfititucíon  sobre  las  bases  del  sistema  federal  adoptado  por  los 

ibloe,  ha  respetado  la  voluntad  de  las  entidades  políticas  que 

Klc  unieron  por  el  pacto  federativo.   De  los  veinte  estados  ile 

e  COBSta  b  república,  trece  han  pedido  ta  reforma  en  elsen- 

9  de  dar  ensanche  al  poder  ejecutivo  de  la  ünion  para  conser- 

I;  la  pat  en  los  estados.  Concepto  es  éste  tan  abstracto,  que  por 

■lutiirsleía  comprende  todo  lo  que  pueda  concnrrir  á  conser- 

r  la  justicia  i  la  regularidad  cu  la   administración  pública  de 

los  estados,    que  por   su  lorta  estension  no  pueden  sostenerse 

tin  contribuciones  onerosas,  que  jiruducen  los  frecuentes  tras- 

"4  de  que  bOM  M'i-'tirniis  los  pueblos. 
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»  Para  evitar  estos  males  de  suyo  trascendcnlale-s  la  comisión 
ha  creído  que  la  lei  debe  formar  estadoa  de  mayor  esteiision, 
que  por  sus  recursos  i  poder  entren  en  el  goce  verdadero  de  la 
soberanía,  teniendo  gobiernos  propios,  sin  sacrificio  de  los  ciu- 
dadanos impuesto  por  las  contribuciones  injustiCcnbles  i  viólen- 
las. De  esta  manera,  pueden  salvarse  los  altos  fines  de  una  de 
las  revoluciones  mas  populares  que  ha  tenido  Venezuela,  sin 
dejar  espuesta  la  sociedad  á  que  los  problemas  más  importantes 
de  su  existencia  i  ventura  puedan  resolverse  con  el  fusil  i  la 
muerte.  El  pais  sufre  una  ajitacion  permanente ;  i  esto  persuade 
que  las  condiciones  de  nuestra  existencia  política  adolecen  de  un 
mal  que  ka  de  correjirse  en  las  prácticas  de  un  sistema  que  ins- 
pire al  pueblo  confianza  en  su  propia  fuerza  moral,  para  conju- 
rar tanto  los  abusos  del  poder  discrecional  en  que  se  ha  educado 
esta  sociedad ,  como  los  escesos  de  pasiones  personales  que  la 
ignorancia  eleva  á  motivos  de  interés  político,  i  sirven  de  pretesto 
para  ocurrir  al  salvaje  recurso  de  la  guerra.  Es  de  esperarse  que, 
al  constituirse  Venezuela  con  entidades  polittcas  de  mayor  cstcn- 
sion,  encuentre  cada  estado  en  su  seno,  no  sólo  medios  de  sub- 
sistencia material  sin  gravámenes  ruinosos,  sino  que  tendrá  tam- 
bién mnyor  número  de  aptitudes  que  sirvan  á  los  intereses  de  la 
comunidad,  de  modo  que  satisfaga  las  condiciones  de  regular 
existencia  social,  i  propenda  á  que  los  pueblos  i  sus  mandata- 
rios adquieran  los  hábitos  de  e^e  orden  admirable  i  consolador 
que  impone  la  ciülizacion  del  siglo  al  ejercicio  del  derecho  de 
cada  uno.  B 

Como  se  ve,  no  solo  se  lian  estimado  aquí  en  sn  justo  valor 
las  ventajas  de  una  nueva  diviition  lerritorial  en  cuanto  á  la  mar- 
cha i  prosperidad  de  los  estados,  sino  que  se  han  visto  con  cla- 
ridad las  relaciones  que  ella  tiene  con  el  orden  público  encomen- 
dado especialmente  al  poder  ejecutivo.  Pero  ¿qué  medio  directo 
propone  la  comisión  para  dar  á  éste  el  ensanche  que  requiere  la 
conservación  de  la  paz  en  los  estados  ?  Limitase  á  suprimir  en 
el  proyecto  de  rerorma  constitucional  el  art.  iOl  de  la  actual 
constitución  reoezolana,  que  impone  al  gobierno  jencral,  como 
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al  (Ifl  los  estados  eslraños  á  un  movimiento  revolucionario,  ab- 
soluta neutralidad  en  las  contiendas  domésticas  de  cualquiera 
de  ellos.  Esta  situación,  que  vendría  á  ser  idéntica  a  la  creada 
por  la  constitución  rolombiana,  no  basta  para  autorizar  la  inter- 
vención, como  lo  hemos  visto  al  comentnr  ia  parte  correspon- 
diente suya. 

I  si  la  intervención  es  necesaria  dentro  de  ciertos  límites,  como 
parece  demostrado  i  conforme  á  las  miras  de  la  comisión,  fuerza 
es  atribuirla  espresamente;  pues  el  inciso  22,  art.  67  del  pro- 
yecto no  autoriza  al  poder  ejecutivo  para  emplear  la  fuerza  pú- 
blica, sino  en  loj  casos  espresados  por  el  inciso  16,  -art.  72  de 
la  coustitucíoit  vijente,  que  casi  ha  sido  copiado  en  aquél.  Sólo 
asi  se  conjurarian  oportunamente  gravísimas  cuestiones,  i  se 
echarían  con  solidez  las  bases  de  una  paz  i  de  un  orden  consti- 
tucional que  la  patria  de  Bolívar  tan  imperiosamente  reclama. 


CONSTITUCIÓN 


ESTADOS  UNIDOS  MEJICANOS 


I  En  el  nombi-e  de  Dios  i  con  la  autoritlad  del  ¡)ui?blo  mejicanu. 
Los  represeiilanlüs  de  los  direrenles  estados,  dül  disti'ilo  i  ter- 
ritorios que  componen  la  República  de  Mi'jico,  llamados  |mr  el  plan 
procluniado  eo  Ayulla  l-1  1."  de  marzo  de  i85i,  reformado  en 
Acapuloo  el  dia  1 1  del  mismo  mes  i  año,  i  por  la  convocaloria  es- 
pedida el  17  de  octubre  de.  1855,  para  constituir  á  la  nación  liajo 

^la  forma  de  r^piildica  democrálica,  represt-nlaliía,  popular,  po- 

uiendo  en  ejercicio  lo»  po<l>Tes  con  que  i-sián  in^t-alidos,  cumplen 

R  811  alto  encarso  decielando  la  siguiente  constitución  polllica 

B  la  República  M'Jicana,  solire  b  indi?struclible  base  de  su  leji- 

I  independencia,  proclamada  el   16  de  selíenibre  di^  1810,  i 

ionstunada  el  27  de  setiembre  de  1821. 
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TITULO  I'IIIMCRÜ 
SlíCClLtN  I 


Da  loa  daraohoa  di 


Art.  1.°  Ll  pueblo  mejicano  reconoce  que  lus  dorechos  d-'l  lioni- 

pbre  son  la  hi&a  i  el  objeio  de  lax  iusütiicionea  social'is.  Rn  con- 

iecueiicia  declara  que  todas  la»  leyes  i  ludas  1"»  Hutoiídudes  d»-! 

^Ib,  d«bi-n  ri-spetar  i  tosteiier  las  (jarantiüs  que  otorga  la  presente 

uliluuon. 
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Arl.  3."  En  la  república  ludos  nacen  libres.  Im&  esclavos  que 
pisen  el  territorío  tiBcional  retwbraii,  por  ese  sólo  lietho  su  liber- 
tad, i  tienen  deiediu  á  la  pmieccion  (!•'  bis  leyes. 

Arl.  5."  La  eiü-eñanza  es  lil're.  La  lei  dftcrniÍMará  qtié  profesio- 
nes ntcesilan  titulo  para  su  ejercicio,  i  con  qué  i'equisítos  se  de- 
ben espedir. 

Art.  i.'  Todo  hombre  es  libre  para  abrazar  h  prorcHon,  indus- 
tria ó  trabajo  que  le  ¡iconiode,  siendo  útil  i  houeslo,  i  para  apro- 
vecharse de  BUS  productos.  Ki  uno  tii  otro  se  le  podrá  impedir,  sino 
por  sentencia  juilicial  cuando  ataque  los  den-cbos  de  tercero,  ó 

tior  resolución  giibeiiiatiía,  dictada  en  los  términos  que  marque  la 
ei,  cuando  of'nda  los  de  la  sociedad. 

Arl.  5."  Nadie  puede  ser  obligad»  á  prestar  trabajos  personales, 
sin  la  Jtisla  rclriljucion  i  sin  su  pleno  consentipiiienlo.  La  lei  no 
puede  autorizar  ninpm  coj  trnto  qm-  tenga  por  objeto  la  |K'rHida  ó 
el  irrevocalilc  sacrificio  de  la  librrtad  d-l  lii>mbr<',  ya  tes  pnr  cau- 
sa de  trabajo,  deediicanon,  ó  de  voto  lelijioso.  Tampoco  puede 
eulorizar  convenios  en  que  el  liumbrc  pacte  su  prusciipc  on  ó  des- 
tierro. 

Art.  6,"  La  manireslacion  de  las  iileas,  no  pui-de  ser  objeto  de 
liin};una  inquisición  judicial  ó  admijiíslrativa.  sino  en  el  caso  de 
que  ataque  á  la  moral,  lus  dercclios  de  lei-cero,  provoque  á  algún 
crimen  ó  delilo,  ó  perturbe  el  útden  mibliio. 

Art.  7."  Es  inviolable  la  liLerlail  de  escribir  i  publicar  escritos 
sobre  cualquiera  ma^'ria.  Ninguna  lei  ni  autoridad  puede  establecer 
la  previa  censura,  iií  exijir  liinza  ú  lus  autores  6  inipr  sores,  ni 
coartar  la  libertad  de  imprenta,  que  no  lieue  más  limites  que  el 
respi'to  á  In  vida  privada,  A  la  moral,  i  a  la  pax  piiliüca.  Los  aeÜlos 
de  iiiiprenla  serán  juzf^adi»  por  uu  jurado  que  califique  el  becho, 
i  poroti-uqne  apli<|ue  la  lei  i  desi^-U''  la  |ieiia. 

AM.  8."  Es  inviolübleeldiTecb'de  pe  ici'  n  ejereido  porpscrito, 
d>-  una  man  ra  nacíllca  i  respeino>e;  pt-ro  en  uiiilerii.-'  p<iliiicas 
sólo  pucd  n  ejercerlo  los  cindailnnos  de  la  tepúlilica.  A  tuda  petic  on 
dfbe  recaer  un  acuerdo  escriio  de  la  autoii<lad  á  quien  se  linia  di- 
rijií'o,  i  ésta  tiene  ubiijjociou  dü  liaLcr  conocer  el  resultado  al  pe- 
ti  cío  Mario. 

Ail.  9."  A  nadis  su  le  puedo  coartar  el  dereclio  de  asociarse  ó  de 
reuniísi'  pariljcanienlc  con  eualquier  oliji-lu  licito ;  peio  Noltuneute 
lü'  üiiidadíinos  de  la  rciiúbli<:a  pueden  tiacerlo  p^ira  temar  p^rte 
en  los  asunto-  pnliiicos  del  |>aÍ5.  Ninguna  reuniuu  armada  llene  de- 
reelio  de  deliburaj'. 

Art.  Itl.  Todu  liombi'e  tiene  dereclio  de  poseer  1  port.ir  armas 
para  S"  Si-^'uridiid  i  tejíiim:)  d<-rei)S8.  La  Ici  seña  ara  cuáles  son  las 
prohibidas  i  la  pena  en  que  incurren  lus  qi>e  las  purtaren. 

Arl.  11.  Toilo  liombre  tiene  derecho  para  entrar  i  salirde  la 
república,  viajar  por  eu  territorio  i  mudar  de  residencia  sin  nece- 


«dad  He  carta  de  segundud.  pasaporto,  salvo-coiiiluclo  ú  olro  re- 
I  quisilo  s?m>-janre.  El  cjepcício  de  este  derecho  no  perjudica  las  le- 
I  jilimas  facultades  de  la  autoridad  judicial  ú  admiiüslialiva,  en  \t)9 

casos  de  ies[ioiisabJlÍdad  cnmiiial  ó  civil. 
'  Art.  12.  No  liai  iii  se  reconocen  en  la  repúlilica  tiluloíí  du  no- 
I  bleiB,  ni  prerogalivas,  ni  honores  hereJiíarios.  Sólo  el  pueblo  leji- 
I  limainenle  represenlado,  puede  decretar  recunipi'nsus  en  honor  de 
I  los  que  hayan  prestado  ó  prestaren  servicios  eminentes  á  la  patria 
[  óá  la  humanidad. 

Art.  13.  En  la  repiiblira  mejicana  nadie  puede  ser  juzgado  por 
t  leyes  privativas,  ni  por  tribunales  especiales.  Niit^una  persona  ni 
y  corporación  puede  teiuT  fueros,  ni  ^ozar  emolumento-  que  no  sean 
I  ronipensarion  de  un  s<  r^icio  publico,  i  <sl¿n  fÍj.iilos  pur  la  lei. 
[  8(ü)»i^le  el  fuero  de  guerra  solanien  c  para  lus  d-liios  i  lultas  <|im 
I  tengan  exai'ta  cunexiun  con  la  di>c¡plina  militar.  Ln  Ici  ljj¡iiá  con 
^'Iwda  claridad  los  rusos  de  •  ala  escepi-ion. 

Arl.  U.  No  íc  po  Irá  .-^pi-ilir  ninguna  lei  retroactiva.  Nadin  pne- 
r  d"  ser  j<i7gado  m  ¡•cnlencindo,  sino  por  le^es  ludas  con  MUlerioiid  id 
I  al  hecho  exaclanient''  aplicadas  á  ^1.  por  el  tribunal  que  previa- 
}  racnte  h  lya  estublcuido  la  lei. 

Arl.  IS'  Nunca  se  celebrarán  tralídos  para  la  eRlmdicion  He  reos 

Klilti-Oü,  ni  para  la  de  aquellos  delincueiiies  del  orden  común  que 
yaii  tenido  en  el  p»is  ¡n  di>iide  coinetici-on  el  delilo  la  corIÍcidu 
Íde  esclavos  ;  ni  i-oiiveuies  ó  traíalos  en  virtud  de  los  que  se  ¡'llcren 
iaa  ffaran'iiis  i  deiedios  que  esla  coastilucion  oloigd  al  liombre  i 
al  ciudadano. 
Art.  1«.  Nídie  puede  ser  molestado  en  su  persona,  ramili.i.  do- 
tDÍdlio,  papelfs  i  posesiones,  sino  cil  viriud  de  mMiidamii'ntn  es- 
crito de  la  autoridad  competente,  que  funde  i  molíve  la  causa  b-- 
gal  del  procedniieiilo.  Kn  el  caso  de  delito  iiifrauanti,  toda  (h'isoiib 
pueile  aprehender  al  dcliuruenle  i  k  sus  cAmpliies,  puniéndolos  sin 
I  demora  á  d  sposiciun  de  bi  autoridad  ininedinla. 

Art.  Í7.  íiadie  poeile  aer  pre.-o  por  dcud.is  de  un  carácter  pura- 

Uiile  civil.  Nad  e  puede  ejercer  violencia  para  redamar  su  dere- 

ho.  Los  t'ibunales  estarán  sien.prc  expeditos  para   administrar 

justicia.  Esla  sirá  gratuita,  quedando  en  consecuencia  abolidas  las 

wslas  judiciales. 

Art.  18.  Sólo  liabrú  lupar  A  prisión  por  delito  que  merezca  peua 
wrporal.  En  coabjuier  estado  del  proeeso  en  que  aparezca  que  al 
icusado  "O  se  le  puede  iinpom  r  tal  penii,  se  pondrá  en  libertad 
bujn  di-  lianiH.  Kti  iiiugmi  ci-o  polrá  iiridougarse  la  prí-ion  A  de- 
'"  jeion  pur  fidla  d  p^go  de  bo.iurai  ios.  ii  di;  cualquiera  olra  mi- 
■.iraeiun  de  dinero. 

Arl.  Itl.  Ninguna  <telenc¡on  podrá  esceder  del  lérmino  de  Ires 
is,  sin  que  se  ji»tilique  coa  un  auio  motivado  de  prisión  í  los 
más  requisitos  que  eslabli<zc:i  la  leí.  El  sólo  lapso  ác  este  térmi- 
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no  constituye  responsables  ¿  la  autoridad  que  la  ordena  ó  consien- 
te i  á  los  ajentfs,  minii^lros,  alcaides  ó  carceleros  que  la  «ejecuten. 
Todo  raaltrataniienio  en  la  «prehensión  ó  en  las  prisio*  es,  t«ida 
mole>tia  ()uese  inüera  sin  motivo  l<gal,  toda  gabela  ó  contribución 
en  las  (árceles,  es  un  abuso  que  dt:ben  correjir  las  leyes  i  castigar 
severamente  las  autoridades. 

Art.  20.  En  todo  juicio  criminal,  elacusado  tendrá  las  siguientes 
garantías : 

i."  Que  se  le  ha^a  snber  el  motivo  del  procedimiento  i  el  nom- 
bre del  acusador,  si  lo  hubiere; 

2.*  Que  se  le  tome  su  declaración  preparatoria  dentro  de  cua- 
renta i  ocho  horas,  contadas  desde  que  esté  á  disposición  de  su 
juez; 

3."  Que  se  le  caree  con  los  testigos  que  depongan  en  su 
contra; 

4."  Que  se  le  faciliten  los  datos  que  necesite  i  consten  en  el 
proceso,  para  preparar  sus  descargos; 

5."  Que  se  le  oiga  en  defensa  por  si  ó  por  persona  de  su  con- 
flanza,  ó  por  ambos,  según  su  voluntad.  En  caso  de  no  tener  quien 
lo  defienda,  se  le  presentará  lista  de  los  defensores  de  oficio,  para 
que  elija  el  que  ó  los  que  le  convengan. 

Art.  21.  La  aplicación  de  las  penas  propiamente  tales,  es  esclu- 
siva  de  la  autoridad  judicial.  La  politica  ó  administrativa  sólo  po- 
drá imponer,  como  correcion,  hasta  quinientos  pesos  de  multa  ó 
hasta  un  mes  de  reclusión,  en  los  casos  i  modo  que  espresamente 
determine  la  lei. 

Art.  22.  Quedan  para  siempre  prohibidas  las  penas  de  mutila- 
ción i  de  infamia,  la  marca,  los  azotes,  los  palos,  el  tormento  de 
tiualquiera  especie,  la  multa  escesiva,  la  confiscación  de  bienes  i 
cualesquiera  otras  penas  inusitadas  ó  trascendentales. 

Art.  25.  Para  la  abolición  de  la  pena  de  muerte,  queda  á  cargo 
del  poder  administrativo  el  establecer,  á  la  mayor  brevedad,  el  ré- 
jimen  penitenciario.  Entre  tanto,  queda  abolida  paia  los  delitos 

f eolíticos,  i  no  podrá  estenderse  á  oíros  casos  más  que  al  traidor  á 
a  patria  en  guerra  eslranjera,  al  salteador  de  caminos,  al  incen- 
diario, al  parricida,  al  homicida  con  alevosía,  premeditación  ó 
ventaia,  á  los  delitos  graves  del  orden  militar  i  á  los  de  piratería 
que  definiere  la  lei. 

Art.  24.  Ningún  juicio  criminal  puede  tener  más  de  tres  instan- 
cias. Nadie  puede  ser  juzgado  dos  veces  por  el  mismo  delito,  ya 
sea  que  en  el  juicio  se  le  absuelva  ó  se  le  condene.  Queda  abolida 
la  práctica  de  absolver  de  la  instancia. 

Art.  25.  La  correspondencia  que  bajo  cubierta  circule  por  lat 
estafetas,  está  libre  de  todo  rejistro.  La  violación  de  esta  garantía 
es  un  atentado  que  la  lei  castigará  severamente. 

Art.  26.  F!n  tiempo  de  paz  ningún  militar  puede  exijir  aloja- 


íltí  I 


iiniento,  bagaje,  ni  otro  sei'vic'O  real  ó  personal,  sin  el  conspiili- 
wento  liel  propictm  io.  Kti  liumpo  do  guerr  i  si'ilo  )K>ilr:t  }iacerlo  en 

~s  lénninoa  'jiic  t>s(abletca  la  luí. 
^  Art.  27    \m  (¡ropieilad  tic  Ins  pursonus  no  puede  ser  ocupada  sin 
«I  ctmacniiinií-nio,  sino  por  causa  de  utilidad  púbiío 
demniícacli'ii. 

l.n  It'i  deiorminari^  la  autoridad  que  dt>lia  hacer  la  eepropiacion 
i  loa  requl-itosf^ii  que  isla  liuya  de  veriHc^rse. 

Ninguna  corporación  civil  i'i  eclesiástica,  ciiidquiera  (|ue  sea  fu 
carácter,  denoitiiniiciojí  ii  objeto,  lendi'á  rapncidud  le^al  para  ad- 
quirir biRiies  en  |iro|iÍedad  6  admiiiisliar  |>or  íÍ  bierii-a  riiiii>-B,  con 
la  eu-epcion  de  los  edificios  destinados  iuniediata  i  direcUinonte 
al  servicio  i^  oltjelo  d<^  la  iiislilucion. 

Art.  a.  No  habríi  monupolioa.  ni  estímeos  <\p  ninguna  rlnse,  ni 
prohthi'  iones  A  litulode  pr 'lección  á  I  ■  industria.  Ksce|itñau»e  Aní- 
caineiitii  los  felatÍvoT>  ú  la  acufinciou  de  moneda,  á  los  correos  i  á 
loa  pfivili'jios  que,  por  tiempo  limilailo,  concede  [a  lei  á  los  in< 
ventores  ü  pe rlcccion adores  de  alguna  m<-joni. 

Art.  29.  En  los  cisos  de  in^asioii,  perluibaciou  grave  de  ta  paz 
pi'iblira.  b  ciialesi|UÍDra  oíros  que  pongan  k  \a  íocie<lad  en  grande 
pidjgro  n  roiilliülo,  roliiniGnle  e\  prcsidenti-  de  la  república,  de 
;iciier>lo  con  el  consejo  de  itunistroa  i  cun  apr-b'icton  clel  congreso 
de  h  Üiiiiin,  i  en  los  recesos  de  éste,  de  la  dipuiacion  permanente, 
luede  suspender  las  giirnntias  otorgadas  en  esia  conslilucion,  con 
lepcion  de  las  ijuc-asi'guran  la  vida  del  hombre;  peni  deb>-rá  ha- 
la por  iin  tiempo  liuiit<do,  por  medio  de  previ-nciones  gene- 
íet  i  sin  que  In  susjicnsion  pueda  contraerse  ¡i  determinado  indi- 
luo. 

Si  la  suspensión  Inviore  lugar  IinllAndose  et  coni:re'o  reunido, 
Hte  conci^erá  las  aulm  ilaciones  ijiie  eRlime  necesariiis  pan  que 
el  rjeciilivo  haga  fiiinti!  A  la  siluicinn.  Si  In  suspensión  se  verilicsre 
ai  tiempo  de  receso,  la  diputación  [icrtiianenle  convocará  sin  de- 
mora al  cuagiVBO  para  ijue  las  acuerde. 


SECCIÓN  II 
D«  loa  majiOBiida. 


,     Art.  30.  Snn  rneücanoar 

1,"  Tadüs  los  nnciilus  dcnlro  6  fuera  del  territorio  de  In  re- 
pAblica.  de  pudres  nnjicnnos. 

•i."  Los  csliiinjeros  que  sf  naturalicen  conforme  A  las  leyes 
de  la  Tederncion. 
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5.°  Los  eslranjeros  que  adquieran  bieaes  raices  en  la  repiH 
blica  ó  tengan  hijos  mejiranos,  siempre  que  no  manifiesten  la  re- 
solución de  conservar  su  nacionalidad. 
Arl.  51 .  Es  obligación  di'  lodo  mejicano : 

1.»  Defender  la  independencia,  el  territorio,  el  honor,  los  de- 
rechds  é  inlera-es  de  su  palria; 

2.°  Contribuir  para  lus  gastos  públicos,  asi  de  la  federación 
como  del  eslado  i  municipio  en  que  resida,  de  la  manera  propor- 
cional i  equitativa  que  dispongan  las  leyes. 

Arl.  32.  Los  mejicaijos  seián  preferidos  á  los  eslranjeros,  en 
igualdad  de  circunslancias,  para  todos  los  empleos,  cnrgos  ó  co- 
misiones de  nombramiento  du  las  auloridadcs,  en  que  no  ses  indis- 
[lensnblí^  la  calidad  ile  ciudadano.  Se  espedirán  leyes  para  mejorar 
a  condición  de  los  mejicanos  laboriosos,  premiando  A  los  que  se 
dislingan  en  cualquier  ciencia  ó  arte,  estimulando  al  trabajo  i  fun- 
dando colejios  i  escuelas  prácticas  de  arles  i  oficios. 


SECCIÓN  III 
De  loa  BMnui|eroB. 

Arl,  33.  Son  eslranjeros  los  nue  no  posean  las  calidades  detT- 
minadas  en  el  art.  30.  Tienen  aer'clio  á  ina  gnrantias  otorgadas 
en  Ib  sección  1.',  til,  1  de  la  prchente  cnnstitncion,  salva  en 
lodo  caso  la  facultad  que  el  gob  erno  tiene  para  espeler  al  estran- 
¡ero  pernicioi^o.  Tienen  obligación  áe  contribuir  para  loí  ^'a.tlrs 
públicas,  de  la  manera  que  dispongan  las  leyi:.  i  de  obedecer  i 
-respetar  las  instituciones,  leyes  i  autoridades  del  país,  sujetándose 
A  los  faltos  i  sentencias  de  los  tribimales,  sin  poder  intentar  otros 
s  que  lusque  las  leyes  conceden  S  bs  mejicanos. 


SECCIÓN  IV 
De  lOB  ciodadanoB  mellcanos. 

Art.  3Í.  Son  ciudadanos  de  la  república  todos  los  que,  teniendo 
la  calidail  d»-  mejicanos,  reúnan  además  las  siguientes  : 

1.°  Haber  cumplido  diez  i  oclio  años  siendo  casados,  ó  vein- 
tiuno si  no  lo  son; 

2.°  Tener  un  modo  honesto  de  vivir. 


Art.  5ó.  Son  prerotcativas  de)  ciudadano  : 
1.*  Votar  en  las  (>k>(»:Íuiics  populares; 

3.°  Toder  ser  votado  p.ira  t'>dos  [os  cargos  de  el<?ccion  popu- 
ar.  i  nombrado  para  cualcjuier  olio  empleo  b  comUion,  teniendo 
blas  calidades  que  la  luí  establezca; 

'  ■  Asociarse  para  Iratir  los  asiinlos  políticos  del  país. 
■  Tomar  las  armas  en  el  ejército  ó  en  la  guardia  nacio"al, 
l.para  la  defensa  de  la  repi'iblic^i  ¡  tie  sus  instiluciories: 

5,"  Ejercer  en  loda  clase  áo  negocios  el  doreelio  de  petición. 
Arl.  56.  Son  obligaciones  del  ciududaiio  de  la  república ; 
i,*  Inscriliirse  en  fl  padrón  de  su  municipalidad,  mariifestan- 
ftllo  la  propiedad  que  tiene.  i>  la  industria,  proresion  ü  trabajo  de 
~|Ue  subsiste  1 

2.'  Alistarse  en  la  guardia  nBcional ; 

3.*  Votar  en  Iüs  elecciones  popúlales,  en  el  distrito  que  li; 
V  corresponda ; 

K        i.'  Desempeñar  los  cargos  de  elección  popular  de  In  federa- 
Keion,  que  en  ningún  c^so  serán  gratuitos. 
Art  37.  La  calidad  de  cindadauo  se  pierde  : 
I."  Por  naturalización  en  pais  eslranjero; 
8.'  Por  servir  ofícialmeiite  al  gobierno  de  otro  pais.  ó  admitir 
B  {•}  condecoraciones,  titntos  b  fumiones.  sin  previa  lirencia  del 
PCongreso  federal.  Gsceptii-inse  los  títulos  literarios,  científicos  i 
"humanitarios,  que  nueden  aceptarse  libremente. 

Art.  38.  La  leí  fljurá  los  casos  i  lu  roinu  en  que  se  pierden  ii 
suspend>-n  Io.i  dereclms  de  riiidad.'tno,  i  la  manera  de  !]»&  r  la  re- 
lia bil  ilación. 


SECCIÓN  I 

Boberanla  nacional,  1  do  la  lorma  de  gobiamo. 


Art.  59.  La  soberanía  nacional  reside  esencial  i  orijinariamente 
R  el  pueblo.  Todo  poder  público  dimana  del  i'uebto  i  se  iiislituyc 
Mra  BU  l'eriencio.  El  pueblo  liene  en  lodi>  tiempo  el  iiialifualilc  de- 
kIio  de  altiTir  ó  modiiicar  la  forma  de  su  gobierno. 

rt.  40.  Es  voluitiitd  di-I  purblo  inejicín»  constituirse  en  una 
,  iblicn  re|iresentiitiva.  democrática,  federal,  compiiota  de  esla- 
s  libres  i  sober.inos  en  todo  lo  coucerniente  á  su  r^jimcn  inte- 


fiar :  p«T9  iMíitii  «n  w^s  ttémaaa  ■aliÜFriii  «vk  Ih  priari- 

fnm  <%  ««b  1^  fa■wbm•<^>r^. 
Irf .  41    El  p«í-.>4<>  e  crr«  •■  fAr«naia  pitr  neii»  «i*  loe  ptfier-5 

pan  b>  <)«'  Lifr»  .i  mi  r^.ím-a  intervir.  ca  i*»  titrauao»  nsoerlin- 

éf:  Im  cftadM.  bs  ^DR  ea  ■Loxoa  nao  p»ina  tatítñnmr  »  lu 


Alt.  4¿.  El  l^n-ilorío  rariooal  compreofl'  iM  d«  las  parin  inl^ 
fninl«9  de  la  tcdencion,  i  ad^mái  el  de  la^  a'.ti  adyace,  les  en  am- 
bos mar^. 

Arl  43.  I  j:  partes  infeíranies  de  la  It-Un  ion  son  :  los  esta- 
dos de  AgiiaicatifMiles  Colima.  Cti¡a(>a'^.  Ch  )tuj)iii.i.  l>uran.:o.  G  ii- 
najualo,  Gu-frrero.  Jalisco.  M^jir",  Michíwean.  Suéi»  Ij-otí  i  (loa- 
huiln,  ffajS'  a,  Puebla,  Ou--ivkiro.  San  Luis  l'»to-i,  .Minia.  Sonora. 
TabaiKo.  Tamaulipas,  Thscala,  Valle  de  Méiiro.  Veracrux.  Tuca- 
taiT,  ZacKleras  i  el  lerriloriode  la  Baja  Caliioniia. 

Arl.  44.  l.o«  estados  -le  A^ua-cah>-nte~.  Cliiapas.  Chihuahua,  Du- 
NHiro.  (fiiiTTtrrrt,  Héjíco,  l'uebla.  Qu  ivlaro.  Smitloa.  SoMora.  Ta- 
maiilipas  i  el  Icrrílorín  fie  la  líaja  Calilurnia,  co  .sanarán  los  liiui- 
teit  i\uK  actualiiK-nie  iien>-ii. 

Art.  4-">.  Lo*  e.ilarlo'  de  Colima  i  TLiscahí  cons-nañn,  en  sii 
nuevo  r.'rárlür  deealados,  los  liinítes  (jue  han  leiií'lo  como  lerrito- 
ríVH  Ak  la  fe'br^rion. 

Art.  4fi.  Kl  e>t;ido  del  Valle  Ac  Méjico  se  formará  di-l  territorio 
^ii(>  en  U  actualidad  i^xmonnde  A  di>trilo  roiliral :  poro  la  erección 
solo  ti'odt'á  erni-lo,  ciianuo  los  supremos  pL'deres  foiJerales  se  trasla- 
den k  Otro  liig/ir. 

Arl.  47.  ti  Gsladii  de  .Nuevo  León  i  Coahuila  comprenderá  el 
lerrit')riii  que  lia  pertenci:Ído  íi  los  dos  distintos  estados  que  hoi  lo 
forman,  xe parándose  la  parte  de  la  hacienda  de  B.manza,  que  se 
reíncorfiorarú  á  'fM;a\&e.m,  en  los  mismos  términos  en  que  estaba 
Aniel  de  sn  incorporación  á  Coahuila. 

Art.  4t(.  I^ns  i'HtJiiloii  de  Guanajuaio,  Jalisco^  Michoacan,  Oajaca, 
Snn  Liiíh  l'otosí,  Tula  o,  Vüracniz,  Yucaiau  i  /acalecas.  Terebra- 
rán la  e^tenBÍon  i  liimlea  qui^  tenían  en  51  de  diciembre  de  1852, 
enn  las  alteraciones  que  esiablece  el  arli'  ulu  sign¡*'nle. 

Art.  40.  VÁ  pueblo  deConlepec,  ipie  haperlenccidoá  tiuanajtiato. 
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se  incorporará  á  Hichoncan.  La  municipalidad  de  Ahualulco,  aue 
ha  pertenecido  á  Zacatecas,  se  incorporará  á  San  Luis  PotoNÍ  Lns 
municipalidades  de  Ojo-Oaliente  i  San  Francisco  de  los  Adames,  que 
han  pertenecido  á  San  Luis,  así  como  los  pueblos  de  Nueva  Tiasca- 
la  i  San  Andiesdel  Teul,  que  han  perteneci<loá  Jalisco,  so  incorpo- 
rarán á  Zacatecas.  El  departamento  de  Tuxpan  contmuará  forman- 
do parte  de  Veracioiz.  El  cantón  de  Huimanguillo,  que  ha  pertene- 
cido á  Yeracruz,  se  incorporará  á  Tabasco. 


Además  de  los  Teinticuatro  estados  que  se  mencionan  en  el  art.  4S,  ae  han 
creado  posteriormenle,  según  decretos  ejecutiyoa  espedidos  conforme  á  la  cons- 
titución ,  los  cuatro  que  siguen : 

XvV.  El  de  Campeche  y  sejiarado  de  Yucatán,  por  decreto  de  S9  de  abril 
de  1863. 

IXVI.  El  de  Coahuila,  separado  de  Nuevo  León,  por  decreto  de  18  de  no- 
viembre de  1868. 

XXYII.  El  de  Hidalgo,  en  territorio  del  antiguo  estado  de  Méjico,  que  formó 
el  segundo  distrito  militar. 

XXVIU.  El  de  Morelo9,en  territorio  también  del  antiguo  estado  de  Méjico, 
que  formó  el  tercer  distrito  militar,  etc. 


TITULO  III 

DE  LA  DIVISIÓN  DE  PODERES 


Art.  50.  El  supremo  poder  de  la  federación  se  divide  para  su 
ejercicio,  en  iejislativo,  ejecutivo  i  judiciii.  Nunca  (lodrán reunirse 
dos  ó  más  de  esios  poderes  en  una  persona  ó  corporación,  ni  depo- 
sitarse ellcjislatixo  en  un  individuo. 


SECaON 

Del  poder  leJlalatiTo. 


Art.  51.  Se  deposita  el  ejercicio  del  supremo  poder  Iejislativo, 
en  una  asamblea,  que  se  denominará  congreso  de  la  Union. 


REPDBLIU  DE  MÉJICO 


FARRAPO   I 
De  li  elección  é  insijJtcion  dd  congreso. 

Arl.  53.  El  congreso  de  la  Imion  se  compondrá  de  represenran- 
tes,  elejidos  en  su  loUilidad  cada  dos  años  por  los  ciudadanos  me- 
jicanos. 

Art.  53.  Se  nombrará  un  diputado  por  cada  cuarenla  mil  habitan 
tes,  ó  poruña  fracción  que  pase  de  veinie  mil.  El  lerrilorío  en  que 
ia  población  sea  menor  de  la  quc$e  fija  en  este  articulo,  nombrará, 
sin  embargo,  un  diputado. 

Art.  54.  Por  cada  diputado  propietario  se  nombrará  un  su- 
plen'e. 

Art.  55.  La  elección  para  diputados  será  indirecta  en  primer 
grado,  i  en  escrutinio  secreto,  en  los  terurinos  que  disponga  la  lei 
elecioral. 

Art.  h&.  Para  ^eT  diputado  se  requiere :  ser  ciudailano  mi-jícsno 
en  ejerciciode  sus  derechos;  tener  veiniirinco  años  cnmplirlos  el 
dia  lie  la  api-rlura  de  las  se>iinies  ;  s  r  iccino  di-l  estadi)  ó  territo- 
rio qu-  hac!  la  eleccinn;  i  no  perienecer  ni  <'slado  ccle^iáslicn.  La 
vei^niiliid  no  se  pierde  poi'  ausencia  en  desempeño  de  cargo  (lúbltco 
de  elección  pofiu  lar. 

Arl.  57.  Ll  cargo  de  diputado  es  incompatible  con  cualquiera 
comisión  ó  destino  de  la  Union  en  que  se  disfrute  sueldo. 

Arl.  68.  Los  diputados  pnipietai  ¡us  desde  el  día  de  su  elección, 
hasta  el  día  en  que  concluyan  su  Cür^o.  mi  pueden  a'  cplar  ningún 
emplt'o  de  nombramiento  del  ejecutivo  de  la  Lnion  por  el  que  se 
disfi  ute  sui'l'to.  sin  t>revia  licencia  del  congreso.  El  mismo  re  iuísi- 
to  es  n-  cesario  para  los  dipútalos  suplentes,  que  estén  en  ejercicio 
de  sus  funciones. 

Art.  59.  Lns  diputados  son  int'iolablesporsus  opiniones  manifes- 
tadas en  el  desempeño  de  su  cargo,  i  jamas  podrán  ser  reconveni- 
dos por  ellas. 

Art.  60.  El  congreso  califíca  las  elecciones  de  sus  miembros,  i 
resuelve  las  dudas  que  ocurran  sobre  citas. 

Art  fil.  El  congreso  no  puede  abr  r  sus  sesiones,  ni  ejercer  su 
encargo,  sin  la cimcuT  luia  de  más  de  la  iiiit id  del  iii'imei o  total 
de  »us  inienibros:  pero  los  i<reseiiii's  deberán  r<'uiiir>e  el  dia  seña- 
lado por  la  leí  i  i:oinp<  ler  á  los  aiisent  s,  bajo  las  pemiS  i|ue  ella 
designe. 

Arl.  62.  El  congreso  tendrá  cada  año  dos  periodos  de  sesiones 
ordinarias  :  el  primero  comeiiz:irá  el  IK  de  setiembre  i  terminará 


IIKE-L'IILICA  l>E  titJH; 


^^ll  Ih  de  díiMcinlirii;  i  <>.!  srgumlo,  iniproroguble,  Cdiiteiiíurú  el  I." 
^  di'iibiil  i  lermiiiaii'i  el  úllimu  lie  m'<yn. 

Alt  ñj.  A  la  ^t|ii.'rlura  da  las  sesiones  del  rongrfso  asistirá  el 
piusiiii'iiii'  (li-  l:i  I  ihiiii,  t  ui-oriuiK'iai'á  mi  d  scurso  l>ii  que  mariine»- 
W.  ul  i'slíiii.i  •\ur  suarda  el  país.  El  presidciilu  del  congreso  conlea* 
lai'a  en  l-Mininus  jenuraics. 

Art.  Ot.  Tilda  rusiiliu'inn  det  congreso  no  tcndi/i  otro  cnrácter 
i|iii'i.>ldit  k'i  ii  acuerdo  económico.  T.us  leyes  se  comunicarán   al 

I'iicutivu  litrnadas  por  el  presidente  i  dos  sucretarios,  j  los  acuer- 
;  económicos  |i<>r  sólo  dos  secrelajíos,  , 

arí'i 
£..1, 


p.vnn.\FU  II 


r  leves  c 


ripele  : 


:.  65.  El  derecho  de 
■  Al  ptesiileiile  líela  üiiim 
*  A  loa  d¡|intados  al  coiígi eso  federal: 
'  A  las  iHJislalurjs  de  los  estados. 
Irt.  6t.  Las  iniciativas  presentadas  por  el  presidente  de  la  repi'i- 
~W,  las  Ifjislaiiiras  de  los  estados  ó  t  is  diputaciones  de  los  mis- 
il pasarán  desde  luego  a  comisión.  Las  ijue  presentaren  los  di- 
putados, se  sujelaián  á  los  trámites  que  designe  el  reglamento  de 
de  lia  I  es. 

Art.  B7.  Todo  prnyerlo  de  lei  que  fuere  desechado  por  el  con- 
grrüo,  no  podrá  volver  á  preseidarse  en  las  sesiiiii>  s  del  año. 

Art.  fiS.  El  eíiurido  periodo  de  sesiuncs  se  destinan),  de  luda  pre- 
fitri'iiein,  al  examen  i  votación  de  los  presupuestos  del  aifo  fiscal  si- 
guiente; á  decrelarlasconlrihuciones  pura  cubrirlos  i  á  la  revisión 
ne  U  r.u«iilad.-l  niío  anleriür,  igiie  prescuteel  ejeciitito. 

Alt.  fíU.  Kl  día  peni'illinio  del  primer  periodo  de  sesiones,  pre- 
iM'ninrá  el  ejeeiiti^o  al  eongre-o  el  proyi'clo  de  |<iesii|'ue.-lus  del  año 
pióüimu  venidero  i  la  em-nia  del  año  anterior,  liio  Í  otro  pasarán  á 
una  coinittiou  loinpucsla  de  rineo  representantes  nomlirados  en  el 
mismo  día,  la  ctml  tendía  »lilig'>cioti  de  examinar  Ambos  documen- 
tos i  presentar  dictamen  sobre  ellos,  en  la  segunda  sesión  del  se- 
gundo i'eiiutlik. 

Art,  70.  Us  iniciativas  ó  proycctosdelei  deberánsujetarseá  les 
Iráiiiiics  sigu  entes  : 

t.*  Dii'lámcii  de 'omisión: 

2."  Una  ó  dos  discusiones,  en  los  términos  que  espresau  las 
l'raccioni'S  sif^uieiiles: 

3."  La  tiriincra  discusión  se  verillcará  en  el  dia  que  designe  el 
pre&ideole  ool  congreso,  conforme  á  reglamento; 
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4."  Concluida  esta  discusión  se  pasará  al  ejecutivo  copia  del  es 
podiente,  para  que  en  el  término  de  siete  días  manifieste  au  opinión, 
ó  espreae  que  no  usa  de  esa  facultad; 

&.^  Si  la  opinión  del  ejecutivo  fuere  conforme,  se  procederá, 
sin  más  discusión,  á  la  votación  de  la  lei; 

6.<*  Si  dicha  opinión  discrepare  en  todo  ó  en  parte,  volverá  el 
espediente  á  la  comisión,  para  que,  con  presencia  de  las  observa- 
ciones del  gobierno,  examine  de  nue%o  el  negocio; 

T.*"  El  nuevo  dictamen  sufrirá  nueva  discusión,  i  concluida  ésta 
se  procederá  á  la  votación; 

8.*"  Aprobación  de  la  mayoría  absoluta  de  los  diputados  pre- 
sentes. 

Art.  71.  En  el  caso  de  uijencia  notoria,  calificada  por  el  voto  de 
dos  tercios  de  los  diputados  presentes,  el  congreso  puede  estrechar 
ó  dispensar  los  ti*ámites  establecidos  en  el  art.  70. 


PÁRRAFO  m 
De  las  facultades  del  congreso. 


Art.  73.  El  congreso  tiene  facultad  : 

{.•  Para  admitir  nuevos  estados  ó  territorios  á  la  Union  fede- 
ral, iiicorporándol(>s  á  la  nación; 

2.<»  Para  erijir  los  territorios  en  estados  cuando  tengan  una 
población  d^  ochenta  mil  habitantes,  i  los  elementos  necesarios  para 
proveer  á  su  existencia  política; 

3.**  Para  formar  nuevos  estados  dentro  de  los  limites  de  los  exis- 
tentes, siempre  que  lo  pida  una  población  de  ochenta  mil  habitan- 
tes, justificando  tener  lus  elementos  necesarios  para  proveer  á  su 
existencia  politica.  Oirá  en  todo  caso  á  las  lejislaturas  de  cuyo  ter- 
ritorio se  trat*',  i  su  acuerdo  sólo  tendrá  efecto,  si  lo  ratifica  la  mayo- 
ría de  las  lejislatnras  de  los  estados; 

4.<^  Para  arreglar  definitivamente  los  limites  de  los  estados, 
terminando  las  diferencias  que  entre  ellos  se  susciten  sobre  demar- 
cación de  sus  respectivos  territorios,  menos  cuando  esas  diferencias 
tengan  un  carácter  contencioso; 

5.®  Para  cambiar  la  residencia  de  los  supremos  poderes  de  la 
federación; 

6.^  Para  el  arreglo  interior  del  distrito  federal  i  lerritorios,  te- 
niendo por  base  el  que  los  ciud  idanos  elijan  popularmente  las 
autoridades  políticas,  niunicipales  i  judiciales ,  designándoles 
rentas  para  cubrir  sus  atenciones  locales; 

1,0  Para  aprobar  el  presupuesto  de  los  ga&tos  de  la  federación 


ialni<^nle  debe  presonlurle  el  ejeculivu,  é  iiii|tiiaer  lus  con- 
icionvs  ni-cosaríus  pura  cubrirlo; 

9."  I'sra  dar  bases,  IihJh  las  cuales  el  ejecutivo  pueda  celebrar 
sillos  sobre  el  cn>dilo  de  la  nación;  para  nproüar  esos  uiis- 
_,     »  empréstitos,  i  para^  reconocer  i  mandar  pajear  la  deudo  na- 
ción» I ; 

9.'  Para  espedir  arancele»  sobie  el  comercio  estrarúeru,  i  para 
iinpe<)ir,  por  midió  de  bases  jeuerales,  que  en  el  romercio  de  es- 
tado A  estado,  se  eslableican  restricciones  onerosas; 
K       10. 1'ars  establecer  las  bases  jeiierales  de  la  lejislacion  nier- 
BanU); 

W       11.  I'ara  ci'i'ar  i  suprimir  empleos  públicos  de  la  l'ederdcion; 
*ieñalsr.  aumentar  ú  disminuir  sus  dolaciones; 

IS.  Para  ratificar  los  n<imljramienloa  que  liní;a  el  ejecutivo  de 
los  tntui&lroA,  ajeiileg  dipiouiAticos  i  cónsules,  de  los  empleados 
nperíores  de  bacienda,  de  loa  coroneleti  i  demás  oficíales  aupe- 
lores  del  ejército  i  armada  nacional; 

13.  Para  apmbar  los  tratados,  convenios,  6  convenciones  di- 
málícsB  que  celebre  el  ejecutivo; 

14.  Para  declarar  la  guerra  en  vista  de  los  datos  que  le  pre- 
mie el  ejecutivo; 

15.  Para  reglamentar  c)  modo  en  que  deban  espedírselas  pa- 
wtes  de  corso,  para  dictar  leyes,  sfguu  las  cuates  deban  decla- 
tTM  buems  ú  malas  l.-is  presas  de  mar  i  tierra,  para  espedir  las  re- 
livsB  al  derecho  mariiimo  de  pax  í  guerr.^: 

16.  Para  cimceder  ó  ne^ar  la  entrada  de  tropas  ealranjeras 
■  ellerriloriu  de  la  r>-di.-r3cion.  í  consentir  la  esiacion  de  escua- 
ras  de  otra  potencia,  por  más  de  un  mes,  en  las  aguas  de  la  repú- 

blicai 

17.  Para  |)ermilir  la  salida  de  tropas  nacionulex  fuera  de  los 
lifflites  de  la  república; 

■"■■[!  levantar  i  sostener  el  eji^rcilo  i  la  armada  du  laUoion, 
Mn  reglamentar  su  ortiatiiíacío»  i  servicio; 

19,  Para  dar  refrlameiitos  con  el  objeto  de  organizar,  armar  i 

iciplinarla  ^nardiu  oa-ional,  n-servando  A  los  ciudadanos  aue 

la  formen,  el  i)om<iramiento  respectivo  de  jefes  i  oliciales,  í  á  los 
entailüs  la  facultad  de  instruirla,  conforme  A  la  disciplina  prescrita 
por  dicbos  reglamenlos; 

Ü).  I'ara  dar  su  conserilíiníen1o,a'indeque  el  ejecutivo  pueda 
disponer  de  la  guardia  nacional,  fuera  de  sus  res[iecií«os  estados  ó 
tvnilorios,  fijando  la  fuerza  neci-saria; 

SI,  I'ara  dictar  leyes  sobre  natural  i  lacion.  coloniíaciun  i  riu- 
■     '»: 

I.  Para  dictar  leyes  sobre  vias  joneralc»  de  comunicación  i 
V  poilas  i  carreo^; 
"     "    a  establecer  caüas  de  moneda,  fijar  las  condicionen  que 
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ésla  deba  tener,  determinar  ei  valor  de  la  estranjera  i  adoptar  un 
S'stema  jencral  de  pesos  i  medidas; 

24.  Pdra  fíjer  las  reglas  a  que  del>e  sujetarse  la  ocupación  Í  ena- 
jenación de  terrenos  l>nlnios  i  el  precio  de  éstas; 

2').  Para  conceder  t<mnistía<  por  delitos  cuyo  conocimiento 
pertenezcn  á  los  ti  ibunales  du  la  federación; 

26.  Para  conci'der  premios  ó  recompensas  por  servicios  emi- 
nintes  prestados  á  la  pnlrin  ó  ala  lium:inidiid,  i  ptivilijios  por  tiem- 
po limitado  &  los  inventores  ó  perfeccionndores  de  alguna  mejora; 

27.  l'íira  prorn^r  por  Ireinln  días  iililes  el  primer  periodo  de 
Hus  sesiones  uidinams; 

28.  Para  formar  su  reglamento  interior  i  turnar  las  providen- 
cias nrccsai'ias  para  hacer  concurrir  íi  los  diputados  ausentes,  i 
Gorrojir  las  faltas  fi  omisiones  de  los  presentes; 

29.  Para  noiiibiar  i  remover  librenienlH  á  los  empleados  de  su 
secrelaría  i  á  lus  ile  la  contaduría  mayor,  que  se  organizará  según 
lo  disponga  la  lei; 

30.  Para  espedir  todas  las  leyes  que  sean  necesarias  i  propias 
para  lineor  efectivas  las  furnltades  aiih.>cedenlcs  i  todas  la  otrascoii* 
cedidas  por  esta  conslitucion  á  los  poderes  de  la  Union. 


rÁBRAFO  IV 
lleta  dipiiticion  purmaiiciile. 

Alt.  73.  Durante  lus  recesos  dd  coM{;reso  de  la  Lníon,  habrá  una 
diputación  permanente,  compuesta  de  un  diputad  •  por  cala  estado 
i  territorio,  que  nombrara  el  congreso  la  víspera  de  la  rhusura  de 
sus  se>ioiies. 

.\rt.  74.  Las  atribuciones  de  la  diputación  {ii-riiinni'ule  son  las 
siguíenli's  : 

1.»  Prestar  su  consenlimientu  pnia  el  uso  de  la  Guardia  nacio- 
nal, en  Iw  ciisos  áa  que  bahía  ,el  art.  72,  fracción  20; 

2.»  Acordar  por  si  sola  ó  á  pellcion  del  ejecutivo,  la  convocii- 
ciun  del  congreso  h  sesiones  cstraonlinarias; 

Z.'  Aprobar  en  su  caso  los  nonibrainientos  á  que  se  refíere  el 
articulo  8ü,  fracción  5.°; 

4.'  Itecibir  el  juramento  al  presidente  de  la  república,  i  á  los 
ministros  de  la  suprema  corle  de  justicia,  en  los  casos  prevenidos 
pore^ta  constitución; 

5.*  Dictaminar  sobre  lodos  lus  asuntos  que  queden  sin  resolu- 
ción en  tos  espedientes,  á  íin  de  que  ta  lejislatura  que  sigue  tenga 
desde  luego  de  que  ocuparle. 


Jir\.  75.  Se d<>púsita  el  ejerciciu  del  supremo  pcider  ejecutivo  de  U 
Kiun,  en  un  hoIo  individuo  ijue  se  denominiirá  :  •  presídaile  de 
los  Eislados  Unidos  Ui>jicaaos.  » 

Ai*t.  76.  La  elección  di;  presidente  será  indirecta  en  primer  gra- 
du  i  en  escrutinio  secrelo,  en  los  términos  que  diaponga  la  iei  elec- 
.  iüjal. 

-  An.  77.  Para  ser  presidente  se  requiere  :  ser  ciudadano  meji- 
■flu  por  nacimiento,  en  ejercicio  de  sus  derechos,  de  treinta  i  ciii- 
p  aüos  cumplidos  al  tiempo  de  su  elección,  no  pertenecer  al  i-sta- 
'U  eclesiástico  i  residir  en  el  país  al  tiempo  de  veritlcarse  la  elec- 

Arl.  78.  El  presidente  entrará  á  ejercer  sus  fiinciones  el  1."  du 
leiembre  i  durará  en  su  cargo  cuatro  años. 
Art.  79.  En  las  fallas  temporales  del  presídeme  de  la  repiiblica, 
m  la  absoluta,  mientras  se  presenta  el  uuevamente  electo,  entrará 
«jercer  el  poder  el  presidente  de  la  suprema  corte  de  justicia. 
Art.  80.  Si  la  rallH  del  presidente  fuere  absoluta,  se  procederá  á 
nueva  elección,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  76,  i  el  nueva- 
mentí-  electo,  ejercerá  sus  funciones  hasta  el  dia  último  de  noviem- 
bre del  cuarto  año  siguiente  al  de  su  elecrion. 
Art.  SI.  El  cargo  de  presidente  de  la  unión,  sólo  es  rununciable 
ir  causa  grave,  calificada  por  el  congreso,  ante  quien  se  presen- 
ta Uretmncia. 

Art.  82.  Si  por  cualquier  motivo,  la  i-leccion  de  presidente  no 
hecha  i  publicada  para  el  l.^de  diciembre  en  que  debe 
víTiniMrse  el  reemplazo,  ó  el  electo  no  estuviere  pronto  k  entrar  en 
rl  i'jer<'í<  io  de  sus  funciones,  cesará,  sin  emliargo,  el  antiguo,  i  el 
supremo  poder  ejecutivo  se  depositará  interinamente  en  el  presiden- 
te de  la  suprema  corte  de  justicia. 

'  Art.  83.  El  presidente  al  lomar  posesión  de  su  encorio,  jurará 
*  el  congreso,  i  en  su  receso  ante  la  diputación  permanente, 
la  fórmula  siguiente  :  '  Jurode.senipeñar  leal  i  patriúticamen- 
envargo  de  presidente  de  los  Estados  Unidos  Uejicanos,  con- 
e  é  la  couslitucion,  i  mirando  en  todo  por  el  bien  i  prospe- 
I  de  la  unión.  » 

t.  84,  El  pn-sidente  no  puede  separarse  del  lugar  de  residen- 
de  los  poderes  federales,  ni  del  ejercicio  de  sus  funciones,  sin 
lU*o  grave  calillcado  por  el  congreso,  i  en  sus  recesos  por  la  di- 
itocíon  permanente. 
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Art.  85.  Las  facultades  i  obligaciones  del  presidente,  son  las  si- 
guientes : 

!.■  Promulgar  i  ejecutar  las  leyes  rjue  espida  el  congrrso  de 
la  Union,  proveyendo  en  la  esfera  adniinisliativa  á  su  exacta  obser- 
vancia; 

2.'  N(»mbrari  remover  lihremenfeá  los  secretarios  del  despa- 
cho, remover  á  los  ajenies  diplomáticos  i  empleados  superiores  de 
hacienda,  i  nombrar  i  remover  libremente  á  los  demás  empleados 
de  la  Union,  cuyo  nonibrnniento  ó  remoción  no  estén  determinados 
de  otro  modo  en  la  constitución  ó  en  las  leyes; 

3.*  Nombrar  los  ministros,  ajentes  diplomáticos  i  cónsules  je- 
nerale^,  con  aprobación  del  congreso,  i  en  sus  recesos  de  la  dipu- 
tación permaieiite; 

4."  Nombrar  con  aprobación  del  congreso,  los  coroneles  i  de; 
más  oficiales  superiores  del  <  jcrcito  i  armada  nacional  i  los  emplea- 
dos superiores  de  hacienda; 

5.*  Nombrar  los  demás  ofíciales  del  ejército  i  armada  nacional, 
con  arreglo  á  Ua  leyes; 

6."  Disponer  de  la  fuerza  armada  permanente  de  mar  i  tierra 
para  la  seguridad  interior  i  defen^a  esterior  de  la  federación: 

7.*  l)i>poner  de  la  guardia  nacional  para  los  mismos  objetos, 
en  los  términos  que  previene  la  fracrion  iO  del  art.  72; 

8.*  Declarar  la  guerra  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  Meji- 
canos, pre\ia  lei  del  congreso  de  la  Union; 

9."  Conceder  patentes  de  corso  con  sujeción  á  las  bases  fijadas 
por  el  congie  o; 

10.  Dliijir  las  negociaciones  diplomáticas,  i  celebrar  tratados 
con  las  potencias  estranjeras  sometiéndolos  ala ratiOcacion  del  con- 
greso feder.il; 

11.  Recibir  ministros  i  otros  enviados  de  las  potencias  estran- 
jeras; 

12.  (Convocar  al  congreso  á  sesiones  estraordinarias,  cuando  lo 
acuerde  la  diputación  permanente; 

13.  Facilitar  al  |  o  ler  judicial  los  ausilios  que  necesite  para  el 
ejercicio  espt  dito  de  sus  funciones; 

1^.  Habilitar  toda  clase  de  puertos,  establecer  aduanas  mariti- 
mas  i  fronterizas  i  designar  su  ubicación; 

15.  ConC'^der  conforme  á  las  leyes,  mdultos  á  los  reos  senten- 
ciados por  delitos  de  la  competencia  de  los  tribunales  fed^^rales. 

Alt.  86.  Para  el  despacho  lie  los  negocios  del  orden  administra- 
tivo de  la  federación,  habrá  el  número  de  se«*reiarios  que  establez- 
ca el  congreso  por  una  leí,  la  que  hará  la  distribución  de  los  nego- 
cios que  han  de  estar  á  c^irgo  de  cada  s«creiaria. 

Art.  87  Par  a  ser  secretario  del  despacho  se  requiere  :  ser  ciuda- 
dano mejicano  por  naciiniento,  oslar  en  ejercicio  de  sus  derechos 
i  tener  veinticinco  años  cumplidos. 


Alt.  HH.  Todos  los  i'cglameiitoB.  dpcrolus  i  úrJeiio»  del  presí- 
deiilr>,  doliet'Jiti  ir  fiunalits  por  e\  tu'cionno  dol  dcspach  '  eiicar- 
{¡ad'i  ilel  ramo  i  que  el  asunto  corresponde.  Sin  eslc  lequidilo  no 
strAii  uliL'deuid'S. 

.  89.  Losseci-elario'í  del  di'spinHio,  lupgo  que  pslén  abiertas 

■  sesiones  del  primer  periodo,  darán  cítenla  al  ronf^reso  del  es- 

fdo  de  sus  respectivos  ramos. 


SEtXION  III 
Sal  podar  ladloial. 


Arl.  90.  Se  deposita  el  ejercicio  del  poder  judicial  de  la  federa- 
|on  en  una  cort-' supreniíi  de  justicia  i  en  los  tribunales  dedís- 
^Jíio  i  de  circuito. 

BF^Arl.VI.  La  suprema  rorte  de  jnBlíria  Be  compondrá  de  once  ini- 
*tiÍ8lros  propietarios,  cuatro  suptrnuinerarios,  un  íím^hI  i  un  procu- 
rador j  ene  ral. 

Art.  92.  Oada  uno  de  los  individuos  de  la  suprema  enríe  de 
jii»iidu  durará,  en  su  encardo  scís  años,  i  bu  elección  será  indi- 
recta en  primer  ^n-ado.  en  los  (érminus  que  dÍEponjja  la  lei  elec- 
toral. 

Arl.  93,  Para  ser  eleclo  individuo  de  la  suprema  corle  de  Juslí- 
cia,  le  ncc< n  ta  :  estar  instruido  en  la  ciencia  del  iteredm,  i  Jiiiciu 

kde  loB  olecJori's:  st  mayor  de  Ireiiita  i  cimo  años  i  ciudadano 
RWJlcaiio  piT  nacimiento,  en  ejercicio  de  sus  dcri-clios. 
Arl.  Oi.  Los  individuos  de  la  suprema  corle  de  Juslicia  al  en- 
toir  i  rjarcer  su  cargo,  preslaiáii  Jnr-imerito  anie  il  coiiiirt-so,  i 
B  >u8  rec«sos  anIe  la  diputación  permanente,  en  la  rumia  ^i^uien- 
bi  —  <  ^Juráis  dfsi'mpeñur  leal  i  |)ulrÍolic»meiile  el  lar^o  de 
iinajistra  10  d«  la  Bupri'ma  corle  de  jusliria  t|u>'  os  ha  conferido 
>  el  puehli',  roiiforme  A  la  consti'uciun,  i  mirando  cu  todo  por  el 
I  bien  i  prosperÍda<l  de  la  Union  ?  • 

Arl.  9o.  bl  carvo  de  iiidiviiliio  de  la   suprema  corte  dq  justicia 
mIo  es  renunciaiile  por  causa  f;rave,  cahlicada  por  el  congreso, 
^nte  i|iiÍGn  se  piesenta'á  la  renum-ia.  Kn  los  recesos  de  éste,   la 
klíRcacioii  se  hará  por  la  dipiilacion  permanenle. 
I  Art.  9l)    La  lei   cstaltleieiá  i  oiganizari)  loe  tribunales  de  cir- 
"o  i  de  dislrilo. 

.  9í.  Corresponde  ¡i  los  ti'ibunilos  di;  h  federa-iou  conorar  : 
I,*  Ite  lodas  las  i-onlrovernias  (ju.?  se  susciten  sobre  el  cum- 
i  spIícBciun  de  Ub  leyes  ledernleB; 
)e  lasque  tersen  sobre  derecha  marítimo-, 
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3.®  De  aquéllas  en  que  la  federación  fuere  parte; 

4.<»  De  lasque  se  susciten  entre  dos  ó  más  estados; 

5.®  De  las  que  se  susciten  entre  un  estado  i  uno  ó  más  vecinos 
de  otro; 

6.®  De  las  del  orden  civil  ó  criminal  que  se  susciten  á  conse- 
cuencia de  los  tratados  celebrados  con  las  potencias  estranjeras; 

7.^  De  los  casos  concernientes  á  los  ajentes  diplomáticos  i 
cónsules. 

Art.  98.  Corresponde  á  la  suprema  corte  de  justicia  desde  la 
primera  instancia,  el  conocimiento  de  las  controversias  que  se  sus- 
citen de  un  estado  con  otro  i  de  aquéllas  en  que  la  Union  fuere 
parte. 

Art.  99.  Corresponde  también  á  la  suprema  corte  de  justicia  di- 
rimir las  competencias  (]ue  se  susciten  entre  los  tribunales  de  la 
Federación ;  entre  éstos  i  los  de  los  estados,  ó  entre  los  de  un  es- 
tado i  los  de  otro. 

Art.  iOO.  En  los  demás  casos  comprendidos  en  el  art.  97,  la  su- 
prema corte  de  justicia  será  tribunal  de  apelación,  ó  bien  de  últi- 
ma instancia,  conforme  á  la  graduación  que  haga  la  lei  de  las  atri- 
buciones de  los  tribunales  de  circuito  i  de  distrito. 

Art  101.  Los  tribunales  de  la  federación  resolverán  toda  contro- 
versia que  se  suscite  : 

i  .*  Por  leves  ó  actos  de  cualquiera  autoridad  que  violen  las 
garantías  individuales; 

^.'^  Por  leyes  6  actos  de  la  autoridad  federal  que  vulneren  ó 
restrinjan  la  soberanía  de  los  estados. 

3.**  Por  leyes  ó  actos  de  las  autoridades  de  éstos,  que  inva- 
dan la  esfera  de  la  autoridad  federal. 

Art.  i  02.  Todos  los  juicios  de  que  habla  el  artículo  anterior  se 
seguirán,  á  petición  de  la  parte  agraviada,  por  medio  de  procedi- 
mientos i  formas  del  orden  jurídico,  que  determinará  una  lei.  La 
sentencia  será  siempre  tal,  que  sólo  se  ocupe  de  individuos  parti- 
culares, limitándose  á  prolejerlos  i  ampararlos  en  el  caso  especial 
sobre  que  verse  el  proceso,  sin  hacer  ninguna  declaración  jeneral 
respecto  <le  la  lei  ó  acto  que  la  motivare. 


TITULO  IV 

DE  LA  RESPONSABtUDAD  DE  LOS  FUNCIONARIOS  PÚBLICOS 


Art.  103.  Los  diputados  al  congreso  de  la  Union,  los  individuos 
de  la  su{)rcma  corte  de  justicia  i  los  secretarios  del  despacho,  son 
responsables  por   los  delitos  comunes  que    cometan  durante  el 


^Kiempo  de  si 


mil! 
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liiienipo  de  su  encargo,  i  por  Ins  distilos,  fallas  \i  omisiones  en  que 
innirmn  en  el  ejcrckio  de  ese  mismo  encargo.  Los  ¡robernadores 
(ie  los  eslndos  lo  son  igualmente  por  infracción  de  In  conslílucion 
]  leyí's  federales.  Lo  es  lamhien  el  presidente  de  la  república  ; 
pero  durante  el  tiempo  de  su  encardo  súlo  podrá  ser  acusado  por 
los  delilos  de  Ireicion  !\  la  palria.  violación  espresa  de  la  conslilu- 
cion,  ataque  á  la  libertad  electoral    i   delitos  graves  del   urden 

An.  104.  Si  el  delito  fuere  común,  el  congreso  erijido  en  gran 
jurado  di'clsrarú,  A  mayoría  absoluta  de  votos,  si  ha  6  nú  lugar  & 
proceder  contra  el  acusado.  En  caso  negativo  no  habrá  lugar  á 
ningún  procedimiento  interior.  En  el  afirmativo,  ol  acusado  queda 

ir  el  mismo  hecho,  reparado  de  su  encargo  i  sujeto  A  la  acción 

I  los  tribunales  ex)muntis. 

Art.   10b.  I>e  los  delitos  oficiales  conocerán  :  el  congreso  como 

•aJo  de  acusación,  i  la  suprema  corle  de  justicia  como  Jurado  de 
sentencia. 

El  jurado  de  acusación  tendrá  por  objeto  declarar  A  mayoría  ab- 
soluta de  votos,  si  el  acusado  es  ó  no  culpable  Si  la  declaración 
fuere  absolutoria,  el  funcionario  continuará  en  el  ejercicio  de  su 
encargo.  Si  fuere  condenatoria,  quedará  inmedintamenle  separado 
de  dicho  encargo,  i  será  puesto  á  disposición  de  la  suprema  corte 
de  justicia.  Erla,  en  Iribunai  pleno,  i  erijida  en  jurado  de  senten- 

Íía,  con  audiencia  del  reo.  del  fítfM  i  del  acusador,  si  lo  hubiere, 
irpcederá  ¿  aplicar  á  mayoría  absoluta  de  votos,  la  pena  que  la 
rí  designe. 
Art,  f06.  Pronunciada  una  scnlencia  de  responsabilidad  por  de- 
ítos  oliciales,  no  puede  comodiTse  al  reo  l;i  jiracia  de  indulto. 

Art.  1ü7.  La  responsabilidad  por  delitos  i  liltas  oficiales  s6lo 
podrá  exijirse  durante  el  período  en  que  el  l'i.'  cionario  ejerza  su 
icargo  i  un  uño  después. 

Art.  108,  Rn  demandas  del  ói-den  civil  no  hai  fuero,  ni  inmu- 
~  id  paro  ningún  funcionario  pi'iblico. 


TITULO  V 

DE  LOS  ESTADOS  DE  LA  FEDERACIÓN 


09.   Los  estados   adoptarán  para  su  n^jimen  interior  la 
*nia  d'-  gobierno  republicano  representativo  popular. 
i  Art.  lio.  Los  estados  pueden  arreglar  entri?  sí.  por  convenios 
tiislosos,  sus  respectivos  límites :  pero  no  se  llevarán  á  efecto 
is  arreglos  sin  hi  aprobación  del  congreso  de  la  Union. 
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Art.  ÍH.  Los  estados  no  pueden  ennin|[nn 

i.^  Celebrar  alianza,  tratado  ó  coalición  con  otro  estado,  nt 
con  potencias  esiranjeras.  Esceptúase  la  coalición  que  pueden  ce- 
lebrar los  estados  Froatei  izo::,  para  la  guerra  ofensífa  ó  defensiva 
contra  los  bárbaros; 

2.®  Ksp*  dir  patentes  de  corso  ni  d*^  represalias; 

5.^  Acuñar  moneda,  emitir  papel  mo  e*la,  ni  papel  sellado. 
Art.  112.  Tampoco  pueden,  sin  conucimi.nto  del  congrego  de  la 
Union  : 

1.®  Establecer  derechos  de  tonelaje  ni  otro  alguno  de  puerto; 
ni  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  importaciones  ó  es- 
portaciones; 

2.<*  Tener  en  ningún  tiempo  tropa  permanente,  ni  buques  de 
guerra; 

3.*  Hacer  la  guerra  por  sí  ¿  algHua  potencia  estranjera.  Ex- 
ceptúan<ie  l(»s  casos  de  invasión  ó  de  peligro  tan  inminente  que  no 
admita  demora.  En  estos  casos  darán  cuenta  inmediatamente  al 
presidente  de  la  república. 

Art.  i  i  3.  Cada  otado  tiene  obligación  de  entregar  sin  demora 
los  rr.minales  d<'  otros  estados  á  la  autoridad  que  los  rei:lame. 

Alt.  114  Los  gobernadores  de  los  estados  están  obligados  á  pu- 
blicar i  hacer  cumplir  1  is  leyes  federales. 

Art.  115.  En  cada  estado  de  la  federación  se  dará  entera  fe  i 
crédito  á  los  actos  públicos,  reji>tros  i  procedimientos  judiciales 
de  todos  los  otros.  El  coiígriso  puede,  por  medio  de  leyes  jenera- 
les,  prcsciibir  la  manera  de  probar  dichos  actos,  rejistros  i  proce- 
dimientos i  el  efecto  de  ellos. 

Art.  IIH.  Los  poderes  de  la  Union  tienen  el  deber  de  protejer 
á  los  estados  contra  toda  invasión  ó  violencia  esterior.  En  caso  de 
subbvacion  ó  trastorno  interior,  les  prestaián  ii^^ual  protec<*ion» 
siempre  que  sean  excitados  por  la  lejislalura  del  estado  ó  por  su 
ejecutivo,  sí  aquélla  no  estuviere  reun.da. 


TITULO  VI 

PREVENCIONES  JENERALES 


Art.  117.  Las  facultades  que  no  están  esrresamente  concedidas 
por  esta  constitución  á  los  luncionanos  federales,  se  entienden 
reservadas  á  los  estados. 

Art.  1 18.  iNingun  individuo  puede  desempeñar  ú  la  vez  dos  car- 
gos de  la  Union  de  elección  popular;  pero  el  nombrado  puede  ele- 
jir  entre  ambos  el  que  quiera  desempeñar. 


Art.  1 19.  NiníTiin  mgo  pndrá  hacerse,  que  no  esté  comprendido 
en  el  presiipiii'st"!  6  aolermíptado  pnr  leí  p<islerÍor. 

ArU  131).  ICI  pn-sjdurile  d^  In  it-púlHica.  los  individuos  de  la  su- 
prema corte  dejüíiiciu.  1»b  dipiitadus  i  deniés  funcinnarln!)  pCilill 
eos  d"  la  Tederauion.  de  nonibramierto  pnpuUr,  r>'ciliirán  un 
comben  sacian  puf  sus  ítrvicios,  i|ue  será  dfterrriinada  por  U  leí 
padrada  [lor  el  tesoro  fidcral.  Ksla  coiiipensaciori  nu  es  rciiuociable, 
1  la  lei  que  In  aumenie  6  la  di-minuya.  no  podrA  t-ntr  efecto  du- 
ratile  el  período  en  i|U  ■  un  runcionario  eji-rce  el  car^o. 

Art.  1^1.  Todo  luncioiinrio  público,  sin  esropcion  al^na,  antes 
de  tomar  pose-ion  de  »u  encargo,  prestará  jurjuieiito  de  guardar 
eíta  coiistilucioii  i  Us  leyes  que  de  ella  emanen. 

Art.  122.  En  tiempo  de  paz  ninguna  nutundad  militar  puede 
ejerrer  niAs  funeiotie",  que  las  qne  lenpn  exacta  conexión  con  la 
disciplina  militar.  Solamente  halirá  coiujndsncias  militares  Ojas  i 
piTmaiieiiIcs  en  los  caílillos,  Torlíilezas  i  almacenes  que  de|iendag 
inii  eil¡.<liJiii<  i\:<-  il<  I  gobierno  de  1 1  Uiiiim,  ú  en  los  campamenlos, 
i'iri['t'''<'.>  ó  i]i'|i<'isiti)H  ijue  fuera  de  las  poblaciones  eilableciere 
|i;ir.'i  l;i  i'-l.<e  i>ii  i\'-  \¡i>.  tl'Opas. 

Alt.  \-17>.  i;oire,'iponite''SclU8Í»rameHle  &  los  poderes  federales 
[_j||j ■"•'•'"•  en  inNlerius  de  ciiUo  rthjiuso  i  discipltiiu  esterna,  la  iii~ 
^Krvencion  qnedesi^-nen  las  levei. 

P^  Arl.  134.  I'sra  el  día  l.°  de'  junio  de  18.^8.  quedarán  abolidas 
*ÍK8  alcabalas  i  aduinas  Inlcriorea  en  toda  la  república. 

Arl.  t'i5  EslarAn  bajo  la  inmediata  inspecnon  de  los  poderes 
federa'es,  los  fnerte^,  cujrl'les.  almacenes  de  depósitos  i  demás 
cdinciDS  necesarios  al  gobierno  de  la  Union. 

ArU  l'26.  Esta  lan-liliirion,  Ihs  leyes  del  congreso  de  la  Union 
<;iie  emanen  de  ella  i  todoi  los  tratados  be*'hcia  ó  que  se  hicieren 
por  el  |)n-s¡detile  de  la  repúbliía.  con  aprobai^ion  del  •-ungreso, 
serón  la  lei  -iipremn  df  luda  h  Union.  Los  |ue<»^s  de  cad.i  estado 
M  arreglnrún  &  dicliaconsliluiúun,  leyes  i  tratados,  á  pesar  de  las 
dispoMC  unes  en  rontrario  que  pueda  haber  en  las  coiislituciones  ó 
leyes  de  los  estados. 


mad»    Pnri 


OE  LA  REFORMA  DE  LA  COr^STITUCION 


^?7.  I.a  presente  cou'titiirion  puedo  ser  adicio'i.ndt  6  refor- 
II  qu<'  Is'  ad'cíoitcs  ú  relnrinas  tlegneo  ú  ser  pai  l>-  de  la 
n,  he  req'iieri'  (jiie  el  con;:r'  so  di;  la  I  nion,  por  el  voto 
de  las  dos  terceras  partes  de  sus  individuos  presentes,  acuerde  las 
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reformas  6  adiciones,  i  que  éstas  sean  aprobadas  por  la  mayoría 
de  las  lejislaturas  de  los  estados.  El  congreso  de  la  unión  hará  el 
cómputo  de  los  votos  de  las  lejislaturas  i  la  declaración  de  haber 
sido  aprobadas  las  adiciones  ó  reformas. 


TITULO  vm 

DE  LA  INVIOLABILIDAD  DE  LA  CONSTITUCIÓN 


Art.  128.  Esta  constitución  no  perderá  su  fuerza  i  vigor,  aun 
cuando  por  alguna  rebelión  se  interrumpa  su  observancia.  En  caso 
de  que  por  un  trastorno  público  se  establezca  un  gobierno  contra- 
rio á  los  principios  que  ella  sanciona,  tan  luego  como  el  pueblo 
recobre  su  libertad,  se  restablecerá  su  observancia,  i  con.  arreglo 
á  ella  i  á  las  leyes  que  en  su  virtud  se  hubieren  espedido,  serán 
juzgados,  asi  los  que  hubieren  figurado  en  el  gobierno  emanado  de 
la  rebelión,* como  los  que  hubieren  cooperado  á  ésta. 


ARTICULO  TRANSITORIO 

Esta  constitución  se  publicará  desde  luego  i  será  jurada  con  la 
mayor  solemnidad  en  toda  la  república  ;  pero  con  escepcion  de  las 
disposiciones  relativas  á  las  elecciones  de  los  supremos  poderes 
federales  i  de  los  estados,  no  comenzará  á  rejir  hasta  el  dia  16  de 
setiembre  próximo  venidero,  en  que  debe  instalarse  el  primer  con- 
greso constitucional.  Desde  entonces  el  presidente  de  la  república 
i  la  suprema  corte  de  justicia,  que  deben  continuar  en  ejercicio 
hasta  que  tomen  posesión  los  individuos  electos  constitucion.il- 
mente,  se  arreglarán  en  el  desempeño  de  sus  obligaciones  i  facul- 
tades á  los  preceptos  de  la  constitución. 

Dada  en  el  salón  de  sesiones  del  concrpeso,  en  Méjico,  á  cinco  de 
febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  siete,  trijésimo  sétimo  de 
la  Independencia. 
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ACTOS  REFORMATORIOS  Ü  COMPLEMENTARIOS 


Al 

Beto' 


El  congreso  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos,  en  pjercicio  de  la 
_  Eultad  que  le  conrede  el  ait.  127  de  la  conslitucíon  poliiica  pro- 
jnulgadn  el  1*2  de  febicro  de  1867,  i  previa  la  aprobación  de  la 
mayoría  de  las  lejislatiiras  de  la  república,  declara  ; 
Son  adiciones  1  relarmas  A  la  misma  constitución  : 
Art.  I.'EI  estado  i  la  Iglesia  son  independientes  entre  si.  El 
ingreso  no  puede  dictar  leyes,  estableciendo  ó  prohibiendo  reli- 
an alguna. 

Art.  S."  El  matrimonio  es  un  contrato  civil.  Éste  i  los  demás 
tos  del  estado  civil  de  Ins  personas  son  de  la  esclusívu  cnmpe- 
!envia  de  los  runcioiiarios  i  autoridades  del  orden  civil  en  los  tér- 
minos prevenidos  por  las  leyes,  i  tendrán  la  fuerza  i  validez  que 
lasmts'iias  les  atribuyan. 
Art.  5."  .Ninguna   institución    relijiosa   puede  adquirir   bicms 
ices  ni  capitales  itiipuestos  sobre  éstos,  con  la  sola  escepcíon  cn- 
blecida  en  el  art.  "ii  de  la  constitución. 

Art.  i.°  La  himple  promesa  de  decir  verdad  i  de  cumplir  las  obli- 
_  iciones  que  se  contraen,  sustituirá  al  juranienlu  relijiuso  con  sus 
efectos  i  penas. 

Art.  5."  (Nadie  puede  ser  obligado  á  prestar  trabajos  peri^onales, 
sin  la  justa  retribución  i  sin  su  pleno  consentimiento,  kl  estado  no 
lUede  permitir  que  su  lleve  /i  etecto  ningún  contrato,  pacto  ó  con- 
lio  que  tenga  por  objeto  el  menoscabo,  la  pérdida  o  el  irreva- 
tle  Bacrílicio  de  la  libertad  del  hombre,  ya  sea  por  causa  de  Ira- 
¡0,  de  educación  ít  de  voto  relijioso.  La  lei,  en  consecuencia,  no 
^nocí'  ¿rdenes  inonáEticns,  ni  puede  permitir  su  establecimiento, 
cualquiera  que  se:i  lii  denominación  ii  objeto  con  que  pretendan 
erijirse.  Tampoco  puede  admitir  convenio  en  que  el  tiombi'e  pacte 
MI  proscripción  ó  destierro. 


sin  I 
^plfued 
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TRANSITORIO 

las  Mntorion'8  a<Hciones  i  ivformas  á  la  ronstilucíon,  serán  pu- 
hlicnduH  desdo  luogo  coa  la  mayor  solemnidad  en  toda  la  repú- 
blica. 

Palacio  dol  congreso  de  la  unión.  Méjico,  setiembre  25  de  1873. 


U 

^(pttHT  n  sruDo»  rrc. 

J^  w^^«<««^*i^lH>llMi«Mti.t'U  ^ercicio  dtf  la  Ci<*«l»id  qiie  le  coq- 
I^V^M  IPt^  4>»  ^  QiHte4ilui¡iiNi  A^iíHniL  é«  bn  :  c5tar  sproba* 
•íHiv^»^  '*>  ttM>v^^^  ^'  ^^  liii^iitursft  (k  lo»  estfidoe»  i  ser  parte  de 
ti^.  Hh^^^Hi^^  N^KH4iU«%Hiiav  Imí'  r»  kMiuiití^  nutí  4  ci>aftiniiacoa  se*  espre- 
^^  ^MHK  t%  i^iiM^  gnMinKrAttL  ^  ci^tr  oi  i^  de  setiembre  del  año 


rirtLO  iii 

IM  BQdK  teilataittTD. 


Vi  i»  M.  W  jKHltr  l^i^latín»  de  la  nación  a^  deposita  es  m  con 
\)VvNo  ictKHvit^  ^\»  :»  dindirá  en  dos  cámaras,  una  de  diputados 


PÁRHAFO  1 
Dt  b  elección  é  iniUlacíon  del  congreso. 

Arl.  M«  La  cámara  de  diputados  fe  compondrá  de  rrprpsrntan- 
Uhdeia  iiavion,  eliclosen  su  toialidüd  cada  dos  años,  Lor  ios 
ciudadaiioji  m^icanos. 


W       Art.57. 


1 
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Art.  57.  Los  cargos  de  dipiiUdo  ¡  de  senador,  son  incompatibles 
con  ciinlqiiicra  comisión  6  em|ileo  d«  U  tliiiotí  por  et  que  >e  dis- 
frutP  sii(;ldu. 

An.  af.  Los  diputiidos  i  los  senadores  propielarios,  desde  el  dia 

Íde  su  cleccimí  hasta  el  dia  en  qut-  cULit:lu>a  su  encargo,  no  pueden 
acpplar  ninguna  coinisioo  ni  •-mjdeo  de  iionibriinii«iito  del  ejecutivo 
(bderal,  por  el  uuul  se  disfrute  aU'ldo.  sin  previu  licpudu  de  su 
respeclivü  cámara.  El  mismo  requisito  es  necesario  para  los  dipu- 
tados I  sei'adores  aupleiitis  en  ejercicio, 
A.  El  Sfundo  se  compondia  de  dos  seníi<lorps  por  cada  estado 
idos  por  el  distrito  lederal.  La  elección  de  senadores  s>-ríi  indi- 
recta en  primer  grado.  Ln lejislHtiira  década  e-laHo  declararft  eleclo 
al  oue  l)ubier<-  oble»ido  la  maiorÍM  absoluta  de  los  votos  emilidos, 
ó  elejirá  de  entre  los  que  hubieren  obtenido  mayoría  rrinliva,  en 
los  términos  que  disponga  la  leí  eleülural.  Por  cada  senador  pro- 
pietario se  elejirú  un  MipTi'iili' ; 

B.   El  íeiindo  se  n^novará  por  mitad  cada  dos  años^.  Los  sena- 
)refi  nomlirndusen  sei^undo  lugar,  cesarAn  al  lin  del  primer  bienio, 
||«n  lo  suo'sivo  los  niá"  antiguo»; 

Para  sfr  s 'nador  se  n-qnieron  las  mismas  ralidade^  que 

■ra  ser  diputudo.  esceplo  la  de  I»  edad,  i]ue  suiA  la  de  treinta 

:umpliuo.-¡  gI  dia  d"  la  apertura  délas  sesiones. 


rAri.  59-  Los  dipidados  i  senadores  son  inviolables  por  s 
monea  iiianiresiadns  en  el  desempeño  de  site  cucuríjos,    i  janías 


s  opi- 


podrán  ser  n-convenidos  por  ellas. 

An.  60.  Cuda  cámara  caüíica  las  elecc  ones  de  sus  miembros  i 
resuelve  las  dudas  que  bubiere  sobre  ellas. 

Ari.  61.  Las  cámaras  no  pueden  abrir  sus  sesiones  ni  ejercer  su 
encargo  sin  la  cimciirrencia.  en  la  de  senadores,  de  las  dos  terce- 
ras partes,  i  en  la  de  dipiilado!<.  de  más  de  la  mitad  det  número 
luial  de  sus  miemUros  :  pero  los  presentes  de  una  i  oira  deberán 
L.reiiniíse  el  i\\t  señalado  por  la  leí,  i  compeler  á  lr)s  ausentes  bajo 


enas  que  la  misma  lei  designe. 
1.62.  El  ■  ■       ■ 


I  congreso  tendrá  cada  año  dos  perl'>dos  de  sesiones 
Ardinarins:  el  primero,  prorogable  hasla  por  treinta  di.is  útiles, 
comenzará  el  dia  16  de  seliemlire  i  terminará  et  día  ló  de  di- 
ciembre, i  el  segundo,  prorognble  hasla  por  quince  días  úliles, 
comenzará  el  l.°de  abril  i  terminará  el  último  dia  del  mes  de 
mayo. 

Art.  61.  Toda  resolución  del  congreso  tendrá  el  carárter  de  tei 
A  de  dcíTclo.  Las  leyes  i  decreto'*  se  comunicaí  án  al  ejecutivo,  fir- 
mados por  los  prcsidenles  de  ambas  cánniras  i  por  un  secretario  de 
cada  niiu  de  rilas,  i  se  protnulgaián  en  psta  forma  :  «  El  congreso 
i)i<  l<r^  lisiados  tínidos  Mejicanos,  decreta  :  k  fexfo  (le  la  iei  6 
dtartto. 
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PARHAFO  II 
lie  I*  inicUtiva  i  formación  de  las  leyes. 


Art.  65.  El  derecho  de  ioiciar  leyes  ú  decretos  compele  : 
1.*  Al  presidente  de  la  Union ; 
2.*  A  los  diputados  i  senadores  al  congreso  jeneral ; 
3.*  A  las  lejislaturas  de  tos  estados. 
'  Arl.  66.  Las  iniciativas  presentadas  por  el  presidente  de  la  repú- 
blica, por  las  lejislaturas  de  los  eslados  ó  por  las  diputaciones  de 
los  mismos,  pasarán  d^ade  lue^o  á  comisión.  Las  que  presentaren 
loa  diputados  ó  los  senadores,  se  sujelai'án  á  los  trámites  que  de- 
signe el  reglamento  de  debales- 

Art.  67.  Todo  proyecto  de  lei  ó  de  dccrutü  que  fuere  desechado 
en  la  cámara  de  su  orijen,  antes  de  pasar  á  la  revi^ora,  no  podrá 
volver  h  presentarse  en  las  sesiones  del  ano. 

Art.  69.  El  dia  penúltimo  del  primer  períudo  de  sesiones,  pre- 
sentará el  ejecutivo  á  la  cámnra  de  dipnlados  el  provf cto  de  presu- 
puestos del  año  pn'iximo  siguiente  i  las  cuentas  del  anterior.  Éstas 
i  aquél  pasarán  á  una  comisión  de  cinco  re  pro  sen  la  ules,  tiombraiiü 
en  el  mismo  dia,  la  cual  tendrá  obli);acion  de  cxuniinar  dichos  do- 
cumentos i  presentar  dictamen  sobre  ellos,  en  la  segunda  sesión 
del  Sfgundii  periodo. 

Art.  70.  La  formación  de  las  leyes  1  de  ]o%  decretos  puede  co- 
menzar indistintamente  en  cnniquiera  de  las  dos  cániiiras,  co'i 
e^epcion  de  los  proyectos  qnc  vei-saren  s-jbre  empréstitos,  conlrt- 
buciones  ó  hnpuestos  ó  sobre  reclulamienlo  de  tropas ;  todos  los 
cuales  deberán  discutirse  primero  en  la  cámara  de  diputados. 

Art.  ^i .  Todo  proyecto  de  lei  ó  de  decreto,  cuya  resolución  no 
sea  esclusiva  de  una  de  las  cámaras,  se  discutirá  sucisivamente  en 
¿mbas,  observándose  el  reglamento  de  debates  sobre  la  fuiína, 
intervalos  i  modo  de  proceder  en  las  discusiones  i  votaciones. 

A.  Api'obado  un  proyecto  en  la  cámara  de  su  orijen,  pasará 
para  su  discusión  á  la  olía  cámar.i.  Si  ésta  lo  aprobare,  se  remi- 
tirá al  ejecutivo,  quien,  si  no  tuviere  observaciones  que  hacer,  lo 
publicar.^  inmediíitamente; 

B.  Se  reputará  aprobado  por  el  poder  ejecutivo  todo  proyecto 
iio  devuelto  con  observaciones  á  la  cámara  de  su  orijen.  dentro  de 
dieE  días  útiles,  á  no  ser  que,  corriendo  este  lérmino.  hubiere  el 
congreso  cerrado  ó  Bu^penaido  sus  sesiones,  en  cuyo  caso  la  devo- 
lución deberá  hacerse  el  primer  dia  útil  en  que  estuviere  reunido. 

C.  El  proyecto  de  lei  ü  de  decreto  desechado  en  todo  ú  en 
parte  por  el  ejecutivo,  deberá  ser  devuelto  con  sus  obsenariones 


pasar 


llKl'LULia   tíí  MUCO 

%  \a  c¿niaru  de  su  or^en.  Ueb^rú  ser  dísculiilu  de  nuevo  por  i^sla, 
I  si  l'uere  conlirmado  por  mayoría  absoluta  de  volas,  pasará  otra 
Ke  ¿  la  cámara  reviaora.  Si  por  ¿sla  Tuere  sancionado  con  la  misma 
layoria,  el  proyeclo  es  luí  ó  decido ,  i  volverá  al  cjeculivo  para  su 
romulgacion.  Las  velaciones  de  lei  íi  de  decreto  serán  nominales. 
D.  Si  nlgun  proveció  de  lei  ó  de  decrelo  fuere  desechado  en  su 
loUlidad  por  la  cámara  de  revisión,  volverá  á  la  de  su  orijon  con 
Ibs  observaciones  que  aquélla  le  hubiere  hecho.  Si  examinado  de 
nuevo  Tuere  aprobado  por  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros 
présenles,  volverá  á  la  cámara  que  lo  desechó,  la  cual  lo  tomará 
otra  vez  en  considevncion,  i  si  lo  aprobare  por  la  misma  mavoria, 
pasará  al  ejecutivo  para  los  efectos  de  la  fracion  A ;  pero  si  lo  re- 
robare  no  podrá  volver  á  presentarse  hasta  las  sesiones  siguientes. 
,  E.  Si  un  provecto  de  lei  6  de  decreto  Tuere  s6lo  desechado  en 
¡irte,  b  modilicado  (>  adicionado  por  la  cámara  revisora,  la  nueva 
IscuMon  en  la  rámara  de  su  oríjen  versará  únicamente  sobre  lo 
deaechado  ú  sobre  las  reformas  ü  adiciones,  sin  poderse  alterar  en 
uiamira  algjuna  lo!4  artículos  aprobados.  Si  las  adiciom-s  ó  refarinas 
hechas  por  la  cámara  revisora  fueren  aprobadas  por  la  mayoría 
absoluta  (le  los  votos  presentes  en  la  cámara  de  su  oiiji'ii,  se  pa- 
sará lodo  el  proyecto  al  ejeculivo  para  lo»i  efectos  de  la  Iraiicion  A. 
Pero  si  las  adiciuiii'H  ú  reformas  hechas  por  la  cámara  revisora 
faereit  desechadas  por  la  miyoria  de  voios  en  la  cámara  de  su  orÍ- 

III,  volverán  á  aquélla  para  que  tome  en  consideración  las  razones 
:  Ma,  i  si  por  la  mayoría  absoluta  de  los  votos  presentes  se  dése- 
.aren  eii  esta  segunda  revisión  dichas  adiciones  ó  relormas,  el 
oyecto.  en  lu  que  haya  sido  aprobado  por  ambas  cámaras,  se 
«ara  al  ejecutivo  para  los  efrctoa  de  la  Tracción  A  ;  más  si  la  ca- 
ira revisora  insistiere  por  la  mayoriu  absoluta  de  votos  presentes 
1  dichas  adiciones  6  rcforiiias,  todo  el  proyecto  no  podrá  volver 
presentarse  sino  basta  las  sesiones  siguientes,  á  no  sor  ijue  úm- 
oas  cJmai-as  acuerden  por  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros 
presentes,  que  se  espida  la  lei  t>  decreto  sólo  con  los  artículos 
aprobados,  i  que  se  reserven  los  adicionados  it  refornuidos  para  su 
ñamen  i  votación  en  las  sesiones  siguientes. 

F.  Kn  la  interpi-etacíon,  reforma  ó  •lerogacion  de  las  leyes  ú 
ecretos,  se  observarán  los  mismos  trámites  establecidos  para  su 

formación. 

G.  Ambas  cámaras  residirán  en  un  mismo  lugar,  i  no  podrán 
rasladarse  á  otro,  sin  que  antes  convengan  en  la  traslación  i  en  el 
lempo  i  modo  de  verificarla,  designando  un  mismo  punto  para  la 
ñiHiion  de  ambas.  Pero  si  conviniendo  las  dos  en  la  traslación,  di- 

I  cuanto  al  tiempo,  mudo  ó  lugar,  el  ejecutivo  trirminarú 
1  diferencia,  elijiendo  uno  de  los  esticmos  en  cui-slion.  Ninguna 
iiuara  podrá  suspender  sus  sesiones  por  más  de  tres  días,  sio  con- 
Wtimiento  de  la  olra. 


tu  HEPIJBLICA  DE  lÉJlCU 

H.  Cuantío  el  conip-i'so  jeneral  se  renna  en  «esiont»  estraordi- 
nariaK,  se  ocupará  pgctii>ivamenie  riel  objelo  it  oljelos  design  doa 
en  la  convócate  i»  ;  i  si  no  los  hubiere  lien»  lo  el  día  en  quedelon 
alirirse  las  se-íimes  ordinarias.  coTará.  sin  embargo,  aquellas,  de- 
jando tos  puntos  lendirnteii  para  ser  lialad<>B  en  ^blas. 

El  ejei'utivu  de  la  uniun  no  puede  hacer  observa-Jones  ti  las  rc- 
•oluciunes  del  con»:reso,  cuando  tele  prorogue  sus  sesiones  l>  ejerza 
ruocionea  de  cuerpo  electoral  6  de  jurado. 


PÁBRAPO  iti 
De  lii  r*caludes  del  conureso  jeoeral. 

Art.  Ti.  Kl  congreso  tiene  racnltad  : 

Para  formar  nuevos  estados  dentro  de  los  límiles  de  los  eiisten- 
tes,  siendo  necesario  al  efi-cto  : 

i."  Ijue  la  fracción  ó  frai'ciones  que  pidan  eríjirse  en  ps'ado, 
cuenteo  con  una  población  de  ciento  veinte  mil  habitantes  por  lo 
menos ; 

i.*  Qu»  so  compruebe  BiHe  el  congreso  que  tiene  los  elemen- 
tos bastantes  liara  pioveirá  su  ex¡st<-ncia politna ; 

5."  Qne  sean  oídas  lus  lejislaturas  de  los  istados  de  cuyo  terri- 
torio se  Irale,  subre  )a  conveniencia  ó  inconveiiieniias  de  la  erec- 
ción del  nuevo  estado,  quedando  obligadas  á  dar  su  infonn'-  den- 
tro de  seis  meses,  l^anlados  debde  el  dia  en  que  st>  les  remita  la 
comunicación  relativa; 

4."  Une  i};ualinen(e  se  oiga  al  ejecutivo  de  la  fed<-rarion.  el 
ciíat  enviará  su  ijiroiTne  dentro  de  siete  días,  contados  de:de  ta 
feclia  en  que  l«  sea  pedido; 

5."  Quit  sea  ^oladll  la  erección  del  nuevo  estado  por  dos  tercios 
de  los  diputados  i  sen^idoies  piüsenle»  en  sus  respecti^ns  cámaras. 

6."  Que  la  resolución  del  congreso  sen  ratificada  por  la  mayo- 
ría de  Ihs  leji^htnras  ile  los  estados,  con  visli  de  la  copia  del  es- 
pediente, sieini  re  une  hay^n  dado  tu  coDscnlimienlo  la$  lejislatu- 
ras de  luststiidüs,  ue  cuyo  terntnriose  date. 

7."  Si  las  lejisbituras  de  tns estados  de  cuyo  t-irritorio  se  trate, 
no  hubieren  dado  su  ^on^e^timienlo,  la  ralínciieiim  do  i|ue  habla 
l.i  Tracción  anterior  deberá  ser  hecliii  por  los  dos  tercios  de  las 
lejislaturas  de  los  demiis  estodos. 
Son  faeuliades  escluíivas  de  la  eáinaní  de  diputados  : 

).*  Erijirse  en  colejiu  electoral  pura  ejercer  las  facultades 
que  la  lei  le  señale,  respecto  al  nombramiento  de  presidente  cons- 
titucional de  la  rejpública,  majistrados  de  la  suprema  coitc  i  sena- 
dores por  el  distrito  federal; 


^^»lk 
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^.*  ralificHT  i  decidir  Mtbre  las  renuncias  quo  hngaii  el  presi- 
denta He  lu  rc|>tiblici  6  los  m^ijistrados  di*  U  siipr-  ma  corle  de  jus- 
ÍJi:Ía.  igual  at  iltuciun  le  i:am|jeie,  Iraláiidost;  de  liceuti.is  solicilJi- 
das  por  el  [>iiiiien.; 

3.'  VijiL'f  por  medio  He  una  comisión  iiispertora  de  su  seno, 
«1  exaclo  desaiii|-eñu  de  las  funciones  de  la  conlatlurk  ji.a^or; 
E      4.'  Numbrar  fi  los  inhs  i  den.áa  empleados  de  la  niisma  ; 
I       5.'  Eri|irse  en  Jurado  de  acusación  para  loa  alloa  luiiciona- 
lios  de  que  Irata  el  arl.  1Ü3  de  la  constilucion ; 

fl  '  Examinar  la  cuenta  que  anu-ilmente  debe  pnisentarlo  t-l 
ejecutivo  ¡  aprobar  el  pre8upue>to  unual  de  gastos,  é  iniciar  las 
ntriliucionesque  á  su  juicio  deban  deci-etarse  para  cubrir  aquél. 
Son  fa-ultades  isclusivas  del  senado  : 

1 .'  Aprobar  loa  tratados  i  convenciones  diplomálicas  que  ce- 
:  el  ejeculiio  con  las  potencias  estrai'jeras ; 
3.'  Ilaüncar  los  noinbramieiilofi  que  et  presidente  de  la  repú- 
ica  b"gH  de  minislros,  njenlS'  di ¡>liittiA ticos,  r  ónsules  jeiierales, 
empleados  supeiinrea  de  hacienda,  coroneles  i  demás  jefes  supe- 
m»sd«l  ejército  i  armada  nacional,  en  los  lénuinos  que  la  lei 
disponga ; 

3.*  Aubirizar  al  pjecu)ivn  para  que  pueda  permiiir  la  salida  de 
ipas  nscinnales  fuera  de  los  limites  de  la  re)<úlilica,  ei  paso  de 
ipas  eslranjt-ras  por  el  lerriiorío  nacional  i  la  eslacinn  de  es- 
idnis  de  oira  potencia,  por  más  de  un  mes.  en  las  a^uas  de  la 
■ '  ■  rn  ; 

.■  Dar  su  consentimiento  para  que  el  ejecniivo  pueda  disponei' 
e  la  gu  irdia  nacional  Tuem  desús  respeclivuseslados  ú  icrriturins, 
'aiidn  la  tuerza  necesiiria; 

b  *  D<<cl»rar  ruando  tiayan  Hesaparerido  los  poderes  conslitu- 
ale-*  lejislali'O  i  ejicutivo  de  im  cstadn,  que  es  llegado  el  caso 
lonibrerte  un  gobernador  provis  oniil.  quim  con'ocan'i  ñ  elec- 
i-a  conforme  a  l.is  leyes  consliincionaies  del  n:ísmo  estado.  El 
|lemtirumÍenlo  lie  gobernador  se  liarA  por  el  ejecutivo  federal,  con 
[probación  del  tieiiado,  i  en  sus  reo  sos.  con  In  de  lu  comisión  per- 
.  bii  lio  funcionario  no  podrá  ser  electo  guljeriinitur  coiis- 
¡hucional  en  las  elecciones  que  se  vnillquen  en  virtud  de  la  cou- 
rocalona  que  él  t-spidieie. 

0.*  Ke^olver  las  cuestiones  polliicas  que  «urjan  entre  las  pode- 
res de  un  e-ludo,  cuando  alguno  de  ello¥  acuda  ron  es<f  fiii  al  seña- 
lo. A  i'uando  con  mo  i^O  de  dictins  cnestionis.  se  liaja  iiiternimpi- 

0  el  óiden  e<ii>tÍJucioiial,  mediando  un  coiitl cío  de  armas.  En 
no  et  senado  diciará  íii  rcsulueion,  >ujetáiidose  d  la  consti- 
tución jineral  d<'  la  rcpiibl'ui  i  á  ta  det  csl»do. 

La  M  reKlunieutaiá  rt  ejercicio  de  e»la  lueultail  i  el  de  la  anterior. 
7.*  Enjií-ftc  en  Jurado  de  sentencia  conforme  al  art.   \0b  de 

1  «Mistituc'on. 
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Cada  una  de  las  cámaras  puede,  sin  la  intervención  de  la  otra  : 

1.0  Dictar  resoluciones  económicas  relativas  á  su  réjimen  inte- 
rior; 

2.<^  Comunicarse  entre  si  i  con  el  ejecutivo  de  la  Union,  por 
medio  de  comisiones  de  su  seno; 

3.^  Nombrar  los  empleados  de  su  secretaria  i  hacer  el  regla- 
mento interior  de  la  misma; 

4.®  Espedir  convocatoria  para  elecciones  eslraordinarias,  con  el 
fin  de  cubrir  la  vacantes  de  sus  respectivos  miembros. 


PÁRRAFO  IV 
De  la  diputación  permanente. 

Art.  73.  Durante  los  recesos  del  congreso  habrá  una  comisión  per- 
manente, compuesta  de  veintinueve  miembros,  de  los  que  quince  se- 
rán diputados  i  catorce  senadores,  nombrados  por  sus  respectivas 
cám  aras  la  víspera  de  la  clausura  de  las  sesiones. 

Art.  74*.  Son  atribuciones  de  la  comisión  permanente. 

Acordar  por  si  ó  á  propuesta  del  ejecutivo  :  oyéndolo  en  el  pri- 
mer caso,  la  convocatoria  del  congreso,  ó  de  una  sola  cámara  á 
sesiones  estraordinarias,  siendo  necesario  en  ambos  casos  el  voto 
las  dos  terceras  partes  de  los  individuos  presentes.  La  convocatoria- 
señalará  el  objeto  ú  objetos  de  las  sesiones  estraordinarias. 

El  art.  103  de  la  constitución,  quedraá  en  estos  términos : 

((  Los  senadores,  los  diputados,  losinadividuosdela  suprema  corte 
de  justicia  i  los  secretarios  del  despacho,  son  responseblrs  por  los 
delitos  comunes  que  cometan  durante  el  tiempo  de  su  encargo,  i  por 
los  delitos,  faltas  ú  omisiones  en  que  incurran  en  el  ejercieio  de 
ese  mismo  encargo.  Los  gobernadores  de  los  estados  los  son  igual- 
mente por  infracción  de  la  constitución  i  leyas  federales.  Lo  es  tam- 
bién el  presidente  de  la  república;  pero  durante  el  tiempo  de  su 
encargo,  solo  podrá  ser  acusado  por  los  delitos  de  traición  á  la  pa- 
tria, violación  espresa  de  la  constitución,  ataque  á  la  libertad  elec- 
toral i  deltios  graves  del  orden  común.  » 

Se  agregará  al  articulo  anterior,  103  de  la  constitución,  lo  si 
guiente  : 

((  No  gozan  de  fuero  constitucional  los  altos  funcionarios  de  la  fe- 
deración, por  los  delitos  oficiales,  faltas  ú  omisiones  en  que  incur- 
ran en  el  aesempeño  de  algún  empleo,  cargo  ó  comisión  pública  que 
hayan  aceptado  durante  el  periodo  en  que  conforme  á  la  lei,  se  dis- 
fruta de  aquel  fuero.  Lo  mismo  sucederá  con  respecto  á  los  delitos 
comunes  que  cometan  durante  el  desempeño  de  dicho  empleo,  cargo 
ó  comisión.  Para  que  la  causa  pueda  iniciarse  cuando  el  alto  fun- 
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11  haya  vuello  í  pjercer  sus  funcionas  propias,  deberá  proce- 
e  ron  arrec;lo  á  lo  ílíspucsto  en  el  nil.  104  <le  la  constitiicion. 
os  arlB.   lOi  i   105  de  la  constitución,  quedaran  en  estos  tér- 

1  delito  fuere  comiin,  la  cámara  de  representantes .  eri- 
I  en  gitn  jurado,  declarará  á  mayoria  absoluta  de  votos,  si  ha  (t 
lu^ar  á  proceder  centra  el  acusado.  En  caso  negativo,  no  habrá 
_ar  A  ningun  procedimiento  ulterior.  En  el  afirmativo,  el  acusado 
|iü>da,  por  el  mismo  hecho,  separado  ile  su  encalco  i  sujeto  &  la 
cion  (ic  los  tribunales  comunes. 

105.  De  los  delitos  oficiales  conoi^eríin  :  la  cámara  de  diputados 
jurado  de  acusación,  i  la  de  senadores  como  jurado  de  sen- 
leorja 
El  jurado  de  acusación  tendrá  por  objeto  declarar  á  mayoría  ab- 
ihita  de  votos,  si  el  acusado  es  ¿  no  culpable.  Si  la  declaración 
tre  absolutoria,  el  funcionaiio  continuará  en  el  ejercicio  de  su 
o.  Si  fuere  condenatoria,  quedaiá  inmedialamente  separado 
10  eucar^o,  i  scrú  puesto  k  disposición  de  la  camarade suna- 
iorea.  I^ta,  crijida  en  jurado  de  sentencia,  i  con  audiencia  del  reo 
del  acusador,  si  k>  hubiere,  procederá  ít  aplicar,  k  mayoria  alisó- 
la de  votos,  la  pena  que  la  lei  designe. 


Esta  dcelaraiiion  será  promulzada  por  bando  nacional. 
Palacio  del  poder  lejisiativo,  Méjico  noviembre  ti  de  iSli. 


SecrelDIia  de  Miado  >  del  despicho  de  gobcriisciou. 

Sección  1.*—  El  C.  presidente  de  la  república  se  ha  servido  di- 
rijinne  el  decreto  que  si^cue  : 

PoiriHio  DUi.  presidenle  cotmUtucional  de  los  Hitados  Vnidot  Me- 
jUanot  á  todot  tut  habitanteí,  sabed  : 

(fue  el  congreso  de  la  Union  lia  decretado  lo  siguiente  : 

¿I  con^iruso  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos,  en  el  ejercicio  de 
la  facultad  que  le  concede  el  arl.  127  de  la  constitución  federal,  i 
urevia  la  aprobación  de  la  mayoiia  de  las  lejislaluras  de  tos  esta- 
dos, declara  reformados  los  arts.  78  i  lOfl  de  la  constitución,  en  los 
siguientes  términos  : 

Art.  78.  ti  préndenle  cntrarfi  i  ejercer  su  encargo  el  1."  de 
diciembre,  i  durarA  en  Él  cuiitro  años,  no  pudicndo  ser  reelecto 
p;ira  ol  periodo  inmediato,  ni  ocupar  la  presidencia  por  ningún  rao- 
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Uto,  sino  hasta  pasados  cuatro  años  de  haber  cesado  en  el  ejerci" 
cío  de  sus  funcloaes. 

Art.  109.  Los  estndos  adoptarán  para  su  r¿jimen  ÍDlerior  la  for- 
ma de  gobierno  republicano,  representativo  popular,  i  determina- 
rán en  suB  respectivas  conslituciones  los  términos  en  que  queda 
prohibida  la  reelecion  de  sus  Kobernadorea. 

El  carácter  de  gobernador  cíe  un  estado,  cualesquiera  que  sean 
loa  títulos  con  que  ejerza  el  poder,  es  incompatible  en  todo  caso 
con  su  elección  para  el  siguiente  periodo. 

Las  constii  ucioaes  locales  precisarán  este  precepto  en  los  térmi- 
nos que  las  lejialaturas  lo  estimen  convenient». 

Trantilorio.  —  Esta  declaración  será  promulgada- por  bando 
nacional  el  5  de  mayo  próvimo.  (Siguen  las  firmas  de  los  dipula- 
doai  senadores).  —  Dudo  en  el  palacio  nacional,  en  Héjico  á  5  de 
mayo  de  1878.  (Firmas  del  presideiite  i  del  secretario  de  estado). 


V 

Dispoñcionet  elMtonlea- 

Com  pie  menta  rías  de  la  constitución,  estractadas  de  las  leyes  fe- 
cbas  12  de  febrero  de  1857,  18  de  mayo  de  1871  i  15  de  diciem- 
bre de  187*. 

I.  Los  estados,  los  territorios  i  el  distrito  federal  se  dividen  en 
áislritos  etectoraUt  numeradlos  6  circunsi'rip<úones  de  á  cuarenta 
mil  habitantes,  cada  uno  de  los  cuales  tiene  designado  un  lugar  ó 
sitio  cómodo  para  la  concurrencia  de  los  electores  que  se  lioiiibren 
en  las  seccioiies  de  que  se  hablará; 

Toda  fracción  de  mas  de  veinte  mil  habitantes  forma  un  distrito 
electoral  :  si  fuere  menor,  sus  electores  concurren  á  la  cabecera ' 
del  distrito  mas  inmediato; 

II.  Los  municipios  de  ceda  distrito  se  dividen  en  ¿eccion's,  tam- 
bién numeradas,  de  á  quinientos  habilanics,  cada  una  de  las  cuales 
designa  un  elector.  Una  fracción  de  menos  de  quinientos  i  de  más 
de  doscientos  cini-ucntA  habilanles  designa  también  elector;  pero 
las  de  menor  número  se  agregan  á  la  sección   mñs  nmcdiata; 

III.  1.09  electores  de  cada  sección  forman  una  junta  electoral,  que 
se  reúne  en  la  cabecera  del  respeciivo  distrito. 

IV.  La  junta  electoral  ejerce  estas  funciones: 
1."  Elije  un  diputado  principal  i  un  suplente; 
2.*  Sufraga  por  un  senador  i  un  suplente; 

5.'  Sufraga  por  el  presidente  de  la  república,  por  el  de  la  corte 
suprema,  por  cada  uno  de  sus  diez  majislrados,  por  cuatro  super- 
numerarios i  un  ñscal,  votindose  por  cada  plaza  separadamente. 


.  Queda  e1ui:[D  diputada  el  candidato  que  reúna  mayotia  abso- 
luta en  la  junla  electoral.  Si  ninguno  la  reuniíre  en  la  primera  vo- 
tación, la  segunda  se  conlrau  á  los  dos  que  en  aquélla  liubiereu  ob- 
tenido mayoría  rflaliva. 

VI.  1^  lejislalura  de  cada  estada  escrula  porcamision  de  su  seno, 
los snfrajios (lados en  su  respectivo lerrilorío  par>i:>enadoies,  ¡declara 
electos  los  dos  individuos  que  huyan  olilenido  mayoría  absoluta. 
Si  no  la  hubiere  para  alguna  plaza  de  principal  ó  suplente,  elije  lii 
lejialalura  entre  las  dos  uuü  han  ti'nído  mayoría  relativa  (1 1. 

Vil.  Cuando  ninguno  de  los  candidatos  para  presidente  de  la  re- 
pública 6  para  cada  majistraiura  de  l.i  corle  suprema  obtuviere  ma- 
joria  absoluta  de  votos,  la   cámara  de  representanteí  elijc  (2),    por 

Í  escrutinio  secreto,  uno  de  loados  candldalos  que  la  hayan  obtenido 
xeialiva. 
VIH.  Para  las  elecciones  primarías  la  fuerza  armada  nacional  vota 
en  toa  ci-stillos,  fortalez^is.  campamentos,  cuartel''»,  almacenes  ó  de- 
pósitos que  el  ejecutivo  habrá  establecido  fuera  de  las  poblaciones. 
La  fuerza  armada  de  los  esladus  vola  en  suítcuartelesMel cuerpo 
respectiio  esccdieie  de  doscientos  cincuenla  individuos.  Caso  con- 
Iraiio,  se  remiten  s-us  boletas  A  la  mena  inmediata  aUi-  se  les  haya 
señalado,  para  que  sus  votos  se  computen  con  los  demás  de  la  sec- 
ción. 

IV.   En  los  días  de  elercíoni'S  la  fuerza  armada  ¡le   la    federación 
debe  permanecer  en  sus  cuarlek's,  destacamentos,  g'iardíus  ó  rete- 
nes, i  dode  un  mos  ánies  no  podrá  movilizarse  por  el  ejecutivo. 
Bino  en  Ioí^  casos  de  invasión  esterior  6  de  sublevación  interior. 
\.  la  fui'rza  armada  de  la  federación  i  la  guardia  nadonal  al 
L  cérvido  de  ésla  permaneceián  ai-unrleladas  cuando  se  verifiquen 
Leleccioiies  para  renovar  las  autoridades  de  los  estados,  donde  las 
Ktspresadas  fuerzas  se  hallen  de  guarnición,  salva  la  facultad   que 
■los  mismoí  estadii:i  tienen  para   permitir  6  no  que   las  respectivas 
Ifuenaa  voten  en  dichas  elecciones  (textual). 


{1)  De  los  «rU.  1.*  i  5.'  de  la  leí  de  15  de  diciembre  de  Wi  interinios  que 
ft  tu&vg*  por  ua  Mnailor  i  un  auplenle  en  In  juntn  electoral ,  i  que  li  lejíslnlars 
•Clan  b  elección  en  bvor  délos  J<u  individuos  que  hayan  tenido  nuforía  nb- 
lula  Kspeciivemenie.  Hn  creemos  que  la  leí  se  presie  á  otra  ínterpreticioii. 
»que  uo  es  lemnnantc- 

Hsla  atribncinn  te  conflriA  ni  ctiugran ,  compuesto  enlúncei  d«  un> 
i.por  el  inciso  i.\  orí,  1  •  de  U  leí  K  de  mnfo  de  1M7I.  U  reforma  cow- 
DDsl  de  \>fH ,  que  eslitilecio  dos  ctmaní  lejiílaiÍTM.  deja  tir  en  Is  Trnc- 
■  dnn  A  del  «rl.  Ti.  que  dicho  ntrihucioii  te  ejcri:eria  en  In  lucesivo  por  Ih  citnari 
Vde  difnitnios  ¡  aunque  se  reitere  A  una  leí  futura ,  la  cu*l  se  coocebiri  á  halrji 
^«■onbklonaluDlnMnleensltentidoque  aquí  tiilHinemw. 


CONSTITUCIÓN 


DE  LOS 


ESTADOS  UNIDOS  MEJICANOS 


ANTECEDENTES 

Hacía  el  fin  del  siglo  diiodéciaio  de  nuestra  era,  varias  tribus 
uc  aboríjenes  americanos  vinierón^del  norte  á  establecerse  en  el 
valle  de  Méjico,  llamado  entonces  como  ahora  el  Anahuac.  Dis- 
tiDguianse  entre  ellos  los  chichimeques,  los  natahuatleques,  gub- 
divididos en  acolhuas  ó  jente  de  Tezcuco,  aztecas  i  tlascaltecas, 
los  de  Chalco  i  Jochimilco,  i  por  último,  los  tepaneques. 

la  mui  de  atrás  habian  habitado  allí  los  lol tecas,  pueblo  apa- 
cible 1  bondadoso,  pero  activo,  que  llegó  á  alcanzar  un  grado  no- 
ble de  civilización,  i  que  abandonó  el  país,  ocupado  después 
por  otras  tribus,  cuyos  descendientes  ó  sucesores  encontraron  las 
que  llegaron  al  terminar  el  duodécimo  siglo. 

esde  principios  del  siglo  xiv  los  aztecas  habian  vivido  casi  en 

í  ad  de  esclavos  de  los  colhues,  á  cuyo  rei  prestaron  grandes 

icios  en  una  guerra  contra  los  jochimilques ;  pero  habiendo 

I     vu       ^^^^  ferocidad  con  los  prisioneros,  el  rei,  espantado, 

rio  con  la  condición  de  que  se  ausentasen  de  su  territorio. 

bu       p^*^  entonces  la  parte  central  del  valle  ó  meseta  del  Ana- 

I    undaron  á  Tenochlitlan ,  en  el  mismo  sitio  ocupado  por 

eiudad  de  Méjico ;  i  no  sólo  mantuvieron  su  indepen- 
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leiidii,  sino  que,  bajo  una  iiioiiar(|<iia  elecliva,  adquineroa  una 
'an  preponderancia,  nticicando  ó  inspirando  respeto  á  los  pue- 
ilos  circiin vecinos,  cuyo  lerritorio  en  jeneral  se  liiimabii  eiilón- 
•■s,  á  lo  que  parece,  Culhua.  El  nombre  de  Méjico,  coa  que  fué 
ipucs  i  es  hni  conocido,  tiene  muí  dudoso  oríjen.  aunque  pro- 
ilemente  viene  de  Mexítlí,  dios  de  la  guerra  entre  los  aztecas. 
Las  principales  polilnciones  de  aquel  territorio  Tormaban,  al 
¡empo  del  dcscuhrimienlo  por  los  españoles,  una  confederación, 
impuesta  de  tres  reinos  principales,  á  saber  :  los  aztecas,  los  ai- 
pequeño  principado  de  Tlacopan  ó  Tacuba.  Era  casi 
nominal  la  independencia  de  estos  dos  últimos  ;  pues  los  azlecag 
predominaban  decididamente,  haciendo  poco  mas  ó  ménoa  en 
aquella  confederación,  que  los  españoles  llamaron  Imperio,  el 
papel  que  hace  Prusia  en  el  imperio  alemán  de  nuestros  dias. 
Pero  liatiia  fuera  de  elbi.  además  de  varias  tribus  poco  numero- 
I,  los  reinos  de  Oajaca  i  de  Michoacan,  i  la  república  arlstocril- 
de  Tlascaln,  que,  á  pesar  de  su  inmediación,  no  ubedecia  á 
aztecas,  con  quienes  mantenia  una  guerra  constante. 
No  era  igual  la  Índole,  de  las  diver^as  tribus  que  compouian  la 
ita   población  mejicana.   A  semejanza  de  la  actual  Bolívia, 
las  eran  mansas  i  benévolas,  como  los  acolhuas,  Í  otras  tenian 
léfícas  tendencias,  como  ya  lo  bemos  notado  en  los  aztecas, 
ihf  resultó,  en  lo  que  pudiéramos  llamar  el  carácter  nacio- 
l\,  uiia  mezcla  sorprendente  de  dulzura  i  crueldad,  que  la  san- 
gre española  no  era  á  propósito  para  correjir,  i  que  aún  forma, 
quilas  atenuada,  la  índole  jeneral  de  aquel  pueblo. 

El  imperio  mejicano  era  una  estiuctura  política  bastante  nota- 
ble. Su  gobierno  era  despótico;  pero  se  templaba  por  el  poder  de 
la  aristocracia,  que  elejia  al  monarca,  i  por  la  inamovilidad  de 
jueces  superiores.  Tenia  ejercito  permanente  i  policía,  i  ad- 
áoistrocion  política  i  judicial  bien  regularizada.  Protejiase  el 
la  agricultura,  i  la  astronomía  i  la  literatura  gozaban 
de  favor.  Pero  su  código  penal,  severísimo,  prodigaba  la  pena  de 
muerte,  i  los  sacrificios  humanos,  introducidos  por  los  aztecas, 
lian  asumida  espantosas  proporciones. 


w  ansí 

^Bbe  juoc 
^^piDistri 
^^Eomerci 
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Gobernaba  á  la  sazón  del  deBcubrimiento  Motezuma  II,  prínci- 
pe ilustrado  i  magnánimo,  astuto  i  supersliciow,  que  al  poder 
real  habia  ngre^do  el  de  Supremo  Sacenlote.  Gozaba  entonces  el 
impeño  de  gran  prosperidad,  i  probablemente  fué  aquélla  la  épo- 
ca de  su  apojeo.  No  carecian  los  mejicanna  de  canocimientos  en 
el  arte  de  la  guerra;  i  tanto  por  eso,  como  por  su  valor  i  número, 
exijíeron  de  los  conquistadores  mayor  pujanza  que  la  que  iba  á 
demandar  la  conqoisia  del  Perú. 

Emprendió  )a  del  im{jerio  azteca  Heman  ó  Fernando  Cortés, 
hombre  audaz,  prudente,  enérjico,  perspicaz,  i  en  fin,  singular- 
mente adaptado  á  la  obra  que  acometía.  Guiado  además  por  la 
ambición,  la  codicia  i  el  fanatismo,  i  seguido  de  un  puñado  de 
aventureros  animados  de  iguales  sentimientos,  pai-tió  de  Cuba  en 
febrero  de  1519,  medio  alzado  contra  la  autoridad  de  Velazquez, 
gobernador  de  Santiago,  i  á  la  cabeza  de  700  liombrcs,  16  caba- 
llos i  10  piezas  de  artillería. 

Llega  á  las  costas  mejiconas ;  funda  i  fortifica  á  Veracruz,  se 
atrae  á  los  tolonaques,  combate  á  los  tlascaltecas,  rivales  de  los 
aztecas,  i  los  hace  sus  fieles  aliados.  Avanza  sobre  la  capital  da 
imperio,  á  cuyo  jefe  fascina  i  aprisiona.  Bate  i  vence  á  N.irvaet, 
enviado  por  Velazquez  para  quitarle  el  mando  de  la  espedicion. 
Aumenta  sus  fuerzas  con  las  de  éste  í  con  muchos  indios  que 
aborrecen  el  despotismo  azteca.  Vuelve  á  Tenochlítlan  para  sos- 
tener un  rudo  combate,  en  que,  presentado  su  rehén  Molezuma, 
perece  á  manos  de  sus  subditos,  indignadoii  de  su  debilidad  ha- 
cia los  cstranjeros.  Escapa  difícilmente  la  noche  tiisle,  cu  que 
tuvo  que  evacuar  la  ciudad.  I  regresa  después  de  rehacerse;  ase- 
dia la  capital,  que  se  sostiene  heroicamente,  i  la  toma  después 
de  fabulosas  proezas  i  no  pocos  desastres. 

Cayó  la  hermosa  Tenochlitlan,  medio  derruida,  i  con  ella  Gua- 
timocin,  valeroMsima  sucesor  de  Motezuma,  el  1J>  de  agosto  de 
1521.  Con  esta  victoria  quedó  virlunimente  consumada  la  con- 
quista del  imperio  mejicano ;  pues  solo  hubo  poslei  iormenlc  que 
vencer  una  insurrección  en  Panuco,  i  mantener  á  raya  las  tribus 
salvajes  del  norte.  Gloriosa  fué  para  sus  autores;  pero  se  man- 
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con  el  tormenlodüGuatimocin  i  del  reí  deTacuba,  (jue  rehu- 
ían declarar  el  parodero  de  sus  tesoros ;  i  se  mnnclió  aun  más, 
cabe,  con  lu  bárbara  ejecución  de  aquellos  infelices  patriotas, 
isados  arterameiile  de  conspiración.   Impusieron  además  los 
conquistadores  el  catolicismo  en  los  primeros  tiempos,  niás  por 
la  violencia  (¡ue  por  la  persuasión;  pero  una  vez  compleLimenle 
imetidos  los  indíjenas,  se  creyeron  abandonados  de  sus  dioses, 
iceptaron  sin  gran  dificultad  la  nueva  reiijion,  cuyas  formas 
acomodaban  á  sus  gustos  i  costumbres. 
Creóse  ¡tor  la  metrópoli,  primero  la  audiencia  i  después  el  ví- 
rfinalode  Mi^jicoó  Nueva  España  (1555),  qué  se  gobernó  en  sus- 
tancia como  todas  las  colonias  espnñulas,  t  según  liemos  iiidícndo 
en  la  introducción  á  esta  obra.  Sujetos  al  repartimiento  en  la 
primera  época  del  coloniaje,  los  indijenas  eran  verdaderos  escla- 
vos. Más  tarde,  el  sistema  de  encomientlas  los  asiniilú  á  los  sier- 
vos de  la  gleba  en  la  Europa  feudul ;  i  aun  esc  mismo  sistema  fué 
abolido  por  Carlos  III  á  fines  del  siglo  iviu,  subiendo  así  el  indi- 
jena,  pudiera  decirse,  un  peldaño  en  la  escala  social.  Justo  es 
agregar  también  que  dos  bucbos  notables,  resultado  de  la  con- 
quista, lian  debido  de  influir  ventajosamente  en  la  índole  i  en  la 
mdicion  de  los  indijcnas  :  ].°  La  abolición  de  los  sacrificios  hu- 
mos, de  que  sólo  en  el  templo  de  Chocolan  se  bacian  en  núnie- 
de  6.000  victimas  por  año  ;  i  2."  La  introducción  de  acémilas 
la  colonia,  io  que  redimió  al  indíjena  de  la  degradante  ocupa- 
m  áque  la  falta  de  potencia  animal  le  lení:\  condenado. 
En  cambio,  otras  causas  propendían  á  su  abyección  í  estanca- 
lieiito  intelectual  i  moral.  Fomentada  al  principio  la  instruc- 
in  de  los  inilios  nobles,  creándose  un  colejio  especial  para  el 
!Cto,  hubo  de  creerse  luego  peligroso  para  la  tranquilidad  de 
!■  colonia  ilustrar  á  los  antiguos  dueños  del  suelo;  i  no  sólo  se 
suprimió  el  colejio,  sino  se  embarazó  la  formación  de  otros.  Asi 
nos  lo  dice  don  Lúeas  Alaman  en  su  Historia  de  Méjico,  vol.  1, 
pAjinn  26,  cibndo,  por  vía  de  ilustración  del  nuevo  sistema,  el 
dkho  di-1  virci  marqués  de  Brancifoite,  «  que  en  América  no  se 
lia  dar  más  instrucción  que  el  catecismo.  » 


Bimuu  H  ñJiíjí 


Bíiaw  M»  ■¡■galir  cfawfcao—  de  las  difaraics  mw,  cab£- 
sad»  de  ycBle  ée  tmum  á  Im  Uucm  i  á  ku  pndwios  de  n 


d«  d«  «ta  otegorta  á  W  indija»!  |wn».  Ea  flc^BÍda,  por  esOB- 
t«  ■«  «rao  jenle  de  noAo.  «e  les  redujo  á  eterno  pii|Mbie.  ino- 
paóláudolei  pna  mamiar  sm  ne^iM  i  pfHerto  de  pmteccioa. 
Óscdabaa  asi  wiiliiliii  i  á  trced  de  Im  bombees  »■  amacA- 
c»,  qse  abundaban,  i  que  los  eapobaban,  no  obstante  tos  pmi- 
lejíos  Dooiinales  «n  qoe  las  leyes  intenlabui  bromerfes,  al 
mimo  líeoqM  qae  loa  sajelaban  á  espeeiales  i  ooeroaos  tribefa». 
Ko  e*  nocbo,  pnes,  que  M.  Miguel  Cheralier,  en  so  lilvo  Le 
Mexique  anden  et  múdente,  diga  en  U  página  269  :  a  En  samty 
i  á  pesar  de  la  benetolencia  que  la  corle  de  Madrid  proCesaba  á 
los  índiof,  la  suerte  de  la  nuTor  parte  de  ellos,  que  componun 
la  mayoría  de  la  poblacúm  mejicaiu,  pennaoecia  en  un  misen* 
ble  estado  asi  moral  como  físico.  » 

Ed  cuanto  á  las  clases  soperiores,  el  siguiente  fragmento  de 
una  obra  española  no  será  inoportuno :  ■  En  el  siglo  xna  no  que- 
daban ya  á  los  españoles  conquistas  qué  hacer  en  sus  nueTas  co- 
lonial. Su  yugo  es  aceptado  en  todas  partes;  pero  de  dia  en  dia 
se  liace  más  duro  é  imposible  de  soportar.  Establécense  privile- 
jíos  monstruosos  en  Eavor  de  los  ¥encedores  ;  los  indijenas  jimen 
bajo  el  peso  de  las  exacciones  ;  los  criollos  son  tratados  al  prin- 
cipio como  sospechosos  i  luego  como  enemigos ;  necestfan  im 
permiso  especial  para  visitar  loa  países  eslranjcros ;  no  se  les  con- 
cede  sino  con  muí  estrechos  limiles  la  facultad  de  instruirse;  no 
pueden  leer  escritos  políticos,  ni  historia,  ni  lilosoria  ;  se  prohi- 
be severamente  la  importación  de  los  libros  de  Europa  ;  i  en  ñn, 
m  1807,  eri  delatado  por  su  misma  madre  el  mejicano  don  José 
Hojas,  porque  tenia  un  volumen  de  las  obras  de  Rousseau,  i  sólo 
puede  escapar  de  la  prisión  por  la  fuga  (1^.  » 

Tal  era  la  situarion  del  vireinato  al  comenzar  el  presente  si 


vi  |iiiNli}  (1l-  |)!ii'l¡(la  para  los  gi-;iVGa  acüiili-i-¡iijÍentos  tjue 
n  á  ocurrir  derilnt  lie  poco.  Su  poblnciuD  era  ;  robiibi emente 
D  Diétius  que  lu  i]ue  lioi  tienen  los  Eslados  Unidos  Mejicanoií, 
iyo  territorio,  a  partir  de  1 836,  se  ha  disminuido  en  la  mitad, 
wdíendo  por  guerras  i  trntailos  con  los  Estados  Unidos  do  Amé- 
rica las  rrjiones  de  Tejas,  Alta  Culifornia,  Nui!vo  Méjico  i  Mesilla, 
roui  poco  poblados  antes.  Don  Lúeas  Alaman,  en  su  citada  Iiisto- 
,  pájs.  21  )  23  del  primer  volumen.  I»  computa  ii>.[ :  blancos 
^SOO.OOO;  indios,  '2.400,000;  casias,  á  ata  mestizos,  muln- 
■  etc.,  2.400.000:  total,  6.000.00U.  Hai  quien  la  bnga  sii- 
rhoi  i  mas  de  9.000.000;  pero  esa  cii'ra  nos  parece  esaje- 


\  En  Nueva  España,  lo  mismo  que  en  las  demás  colonias  españu- 
V  (ie  Aniéric»,  los  criollos  de  cierla  educación  se  inspiraban  á 
t  del  sÍrIo  xvni  en  los  principios  que  determinaron  las  revu- 
liiniones  angloamericana  en  1776  i  Tranresa  en  1789;  pero  su 
njitacion,  puramente  contemplativa,  no  díú  resultados  prácticos 
sino  á  principios  del  presente  siglo.  Conocidos  en  Méjico  los  su- 
cesos de  la  península  en  julio  de  1808,  el  pafs  se  conmovió ;  i 
tanto  «spHÜolea  como  americanos  manifestaron  grande  adhesión 

Íl  joven  rei  Fernando  Vil,  preso  por  Napoleón.  Desconucicron  su 
Indicación  en  favor  de  éste,  i  por  consiguiente,  al  sustituto  que 
I  le  liabia  dado  en  la  pei'^ona  de  José  Bonaparte. 
Pero  lí  esto  se  redujo  el  acuerdo  entre  españoles  europeos  i 
americanos.  Reconocieron  los  primeros,  pero  no  los  se^ndos, 
la  autoridad  de  la  Junta  central  de  España,  situada  en  Sevilla. 
Téngase  presente  que  los  europeos  oi-.upaban  los  primeros  em- 
pleos i  lo^  americanos  los  <<ubaUoriios,  coiilándoí^e  entre  estos  los 
¡lymilamientos ;  i  que  el  alto  clero  pertenecía  á  la  primera  clase, 

Piéntras  que  el  bajo  coixespondia  á  la  segunda,  i  aun  en  parte  á 
do  índfjenas  civilizados. 
IHrijió  ron  gran  pompa  el  ayuntaiiiiento  de  Méjico  al  vireidon 
Jote  Iturrigaraí,  una  solicitud  en  que,  á  vueltas  de  grandes  pro- 
testas de  lealtad  á  Ternandu  Vil,  pro|iun¡a  convocatoria  á  una 
asamblea  nacional  mejicana,  compuesta  do  representantes  de  las 


pronnríj^,  pon  toonr  á  sa  careo  la  direreioo  de  1m  negocios 
pAMífos.  fo  TÍrtiid  del  príiKÍpio  de  b  soberanía  popobr.  Gmh 
fuHó  el  firei  coo  b  andiencb,  manifesláiidose  por  ?a  povle  la- 
Torable  á  b  idea:  pero  b  aodieoeia^  romo  todos  los  espadóles 
europeos,  qoe  se  coosiderabui  dueños  dd  pais,  recibió  coo 
iodignacioo  b  pretensión  del  aynntamienlo.  cajas  tendencias  no 
podían  ocultársele.  Persiguió  ailemás  á  algunos  miembros  del 
aTUotamien».  i  aun  prendió  i  espulsó  al  TÍrei  connivente.  Este 
odio  entre  las  dos  clases,  anticuo  pero  subiilo  de  panto  en  b  pre> 
senté  ocasión,  fué  la  causa  principal,  ó  á  lo  menos  inmedbta, 
de  TÍolentas  i  mutuas  represalias,  que  no  terminaron  sino  con  b 
absoluta  independencia  del  país  i  completa  espulsíon  de  los  es- 
pañoles europeos. 

Desde  lu^;o  b  idea  de  independencia  fe  formuló  netamente  en 
el  espíritu  de  los  mejicanos  en  la  época  de  que  tratamos ;  pero  no 
se  tradujo  en  hechos  serios  hasla  1810,  i,  cosa  especial  á  Méjico, 
los  principales  caudillos  en  la  contienda  armada  pertenecbn  al 
bajo  clero.  Fué  el  primero  don  Miguel  Hidalgo  i  Costilb,  cura  de 
la  villa  de  Dolores,  en  b  provincia  de  Guanajuato,  hombre  de 
más  de  sesenta  años,  de  cierta  ilustración  i  mucha  enerjb,  pero 
poco  escrupuloso.  Después  de  exaltar  por  la  predicación  contra 
los  españoles  á  sus  feligreses,  indios  la  mayor  parte,  púsose  re- 
sueltamente en  16  de  setiembre  á  la  cabeza  de  unos  cuantos, 
que  aumentaron  después  considerablemente,  i  los  condujo  en 
triunfo  por  varías  poblaciones,  que  entró  á  saco,  entre  ellas  b 
mui  importante  de  Guanajuato,  capital  de  aquella  rica  provincia 
minera.  Tomó  especialmente  las  propiedades  de  los  españoles, 
que  repartió  con  prodigalidad  é  incuria  entre  sus  secuaces ;  i,  lo 
que  es  poor,  autorizó  muchos  asesinatos  de  peninsulares.  Pero, 
sea  preocupación  ó  poKlica,  Hidalgo  no  hacia  propiamente  b 
guerra  al  gobierno  español,  i  menos  aún  al  rei  Fernando,  sino  á 
los  españoles  rcsídcnlcs  en  Méjico.  Como  quiera,  su  triunfo  no 
fué  de  larga  duración.  Vencióle  Calleja,  jefe  español  (que  des- 
pués fué  virei),  en  Acúleo  i  Calderón,  i  entregado  por  uno  de 
sus  propios  oficiales,  fué  aprehendido  en  21  de  marzo  de  1811. 
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clestásticos  de  enlre  sus  parltclarios  fiteron  ejectitndüs  in- 
TT*e>Íis(amentc  ;  [lern  llidnli^o  no  lo  Tiit'  sino  tres  dins  dos|)ue3  de 
su  degradncion,  que  se  efeclufi  el  29  de  julio. 

Continuó  lii  ludia  su  liigartenienlc  Morelos,  cura  también,  í 
hombre  muí  superior  ú  Hidalgo.  Bajo  bu  dirección  la  idea  de  la 
independencia  se  propagó  por  todo  el  iímbito  del  víreinato  ;  i  du- 
rante cualro  años  Tiié  sostenida  por  aquel  caudillo,  aclamado  por 
joneratisimo,  it  quien  secundaron  Matamoros,  otro  eclesiástico  de 
gran  ini^rito,  ¡  varios  oTicijIes,  que  dcspucs  se  distinguieron  en 

t guerras  civiles  del  país  i  alcanzaron  alias  posiciones,  como 
dalupe  Victnria,  Bustamante,  Guerrero,  Nicolás  Bravo,  etc. 
enccdor  en  varios  combates,  enlre  otros  la  célebre  batalla 
Palmar.  Morelos  i  sus  hucí>te8  llegaron  a  dominar  más  de  la 
íé  del  territorin  mejicano,  i  pusieron  en  consternación  á  las 
)ridades  españolas;  pero  al  fin,  como  sucede  casi  siempre, 
hs  tropas  disciplinadas  del  gobierno  trtunraron  de  las  hordas  su- 
blevadas, i  Uorelos  cayó  en  manos  de  los  españoles  tn  5  de  no- 
K'embrc  de  1815,  corno  un  ano  tintes  había  caído  Matamoros.  No 
■  para  qué  decir  que  ambos  Fueron  ejecutados.  I  con  su  muerte 
ledo  perdida  militarmente  la  causa  de  la  independencia,  pero 
T»  i  perenne  en  el  corazón  de  los  mejicanos,  con  pocas  escep- 
ciones,  C4iusadas  por  los  abusos  de  las  huestes  revolucionarías. 
Entre  tanto,  los  insurrectos  no  se  limitaban  á  operaciones  mi- 
litares. Di-MJe  1811,  después  del  desastre  Í  captura  de  Hidalgo,  el 
jenerat  Rayou.  uno  de  sus  compañeros,  se  retiró  con  restos  del 
ejercito  á  Zitucuaro,  provincia  de  VnlUdolid,  en  donde  instaló  en 
junio  nnajunla  de  gobierno,  compuesta  primero  de  tres  ¡  des- 
|>ues  de  cinco  individuos,  presididos  por  el  mismo  Rayón.  Era 
entendido  que  esta  junta  cedería  el  puesto  á  una  asamblea  popu- 
lar tan  pronto  como  pudiera  reunirse.  Curta  fué  su  duración,  t 
raii  no  hizo  nids  que  declarar  la  independencia  del  pais,  oFrc- 
cicndo  al  mismo  líetnpo,  de  acuerdo  con  las  ideas  c  instrucciones 
do  Hidalgo,  un  trono  en  ét  á  Fernando  Vil,  si  quería  trasladarse 
ii  Méjiro. 

Quiso  la  juula  fnlenderse  con  el  vírei  Venegas,  que  gobernaba 


eutónces ;  pero  éste  rechazó  con  furor  la  idea  de  una  autoridad 
americana  en  Méjico,  i  envió  contra  la  junla  al  terrible  Calleja, 
quien  tomó  i  arrasó  a  Zilacuaro,  pasando  por  las  armas  muchos 
patriotas  que  aprehendió;  bien  que  la  junta  reapareció  en  otro 
punto  sólo  para  disolverse,  victima  de  las  disensiones.  Sucedióle, 
sin  embargo,  la  prevista  asamblea  popular,  resultado  de  una  elec- 
ción, tal  cual  podia  hacei-se  bajo  aquellas  circunstancias.  Re- 
unióse enChilpanringoel  I."  de  setiembre  de  1813,  con  nombre 
de  congreso;  elijió  jeneralisimo  á  Morolos;  proclamó  nuevamente 
la  independencia,  no  tan  sólo  ya  de  España  i  de  sus  cortes,  sino 
también  de  su  dinasLfa ;  i  aunque  obligada  á  moverse  de  uno  á 
otro  lugar,  según  lo  requerían  las  eventualidades  de  la  guerm, 
acordó  una  constitución  republicana,  que  publicó  Morelos  en 
Apanzingan  el  23  de  octubre  de  1814.  Era  tal  la  consagración 
de  aquel  patriota  á  la  derensa  i  protección  de)  congreso,  que  á 
las  medidas  tomadas  con  tal  objeto  en  el  siguiente  año,  descui- 
dando la  integridad  i  buena  marcha  de  su  ejército,  se  debió 
trincipalmente  la  derrota  i  aprehensión  de  dicho  jefe.  Puso  tér- 
.nino  al  congreso  el  jencrat  Tcran,  disolviéndolo,  á  pretesto  de 
que  entrababa  el  poder  militar ;  que  no  por  eso  tampoco  se  n- 
hizo. 

Sancionada  en  España  una  constitución  bastante  liberal,  por 
las  córt«s  de  1812,  en  ausencia  del  rei  Fernando,  hizosc  estcnsi- 
va  á  Méjico,  en  cuanto  podia  serle  aplicable,  que  acaso  no  lo  era 
en  otracosn  que  las  garanlias  individuales  i  las  corporaciones  del 
orden  municipal.  Poco  duró  su  imperio ;  pues  bien  se  sabe  que, 
al  regresar  Fernando  de  su  cautiverio  en  1814,  la  suspendió 
como  at<mtntorÍ3  á  ru  soberanía  pci-sonal.  Pero  duró  bastante 
para  robustecer  la  idea  üe  la  independencia,  cuyos  beneficios  se 
hablan  demostrado  por  la  imprenta,  libre  á  virtud  de  la  constitu- 
ción, denunciando  los  vicios  del  réjimen  colonial,  i  quedaban 
también  evidenciados  por  el  mismo  golpe  de  autoridad  que  revo- 
caba ó  anulaba  el  instrumento  político  redentor  de  los  españoles. 

Después  de  1815,  i  hasta  1820,  no  hubo  ninguna  operación 
militar  conexionada  con  la  lucha  de  los  mejicanos  por  la  iudc- 
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t'.petidtitcin.  si  se  escpptúa  el  episodio  producido  por  la  pcqueaii  ¡ 
tcmeniria  espedicion  del  valeroso  Mina  en  I$I7.  In  cual  tuvo  at 
principio  algunos  triunfos,  pero  iicibi'i  por  la  derrota  i  el  sacri* 
•  I.  licio  de  su  jefe.  Pero  las  reliquias  del  cjémto  de  Morolos,  al  man- 
^riede  Guerrero  ■  Asetisio,  que  habían  rehusndo  aceptar  indulto, 
pHvktiliían  mantenido  en  armasen  una  rejion  montañosa  hacia  el 
^r  de  U  capital,  í  eran  un  focode  esperanzas  pora  unos  como  de 
cuidados  para  oíros.  Por  lo  demás,  el  país  se  hallaba  pacilicado, 
como  lo  habían  sido  otras  colonias,  pro  tempore,  í  mientras  los 
piirlidarios  de  la  independencia  hallaban  nueva  ocasión  para  aji- 
larse. 

Vino  esa  ocasión  en  18^0,  con  motivo  de  la  revolución  militar 
en  España,  que  acaudillaron  Riego  i  Quiroga,  proclamando  i  ha- 
ciendo nuevamenle  aceptar  á  Fernando  Vfl  la  constitución  de 
18I"2.  Sabedores  el  virci  A|iodaca  i  otros  magnates  españoles  de 
que  e)  reí  odiaba  entrañablemente  la  constitución,  ¡  temerosos 
;idemás  itc  que  su  imperio  en  Méjico  cediese  en  favor  del  partido 
ijuc  aspiraba  n  la  independencia,  se  hallaban  inclinados  (\  mante- 
ner el  gobierno  despótico.  Pero  se  vieron  obligados,  por  cierta 
[ireston  t'jercida  por  Veracro/  i  Jalapa,  i  más  acaso  por  la  Lojia, 
que  simpatizaba  con  las  ideas  liberales,  á  jurar  el  Código  de  Cá- 
diz, romo  lo  liirieron  el  51  de  mayo. 

Figuraba  entre  los  jefes  miliLires  al  servicio  de  España  el  co- 
ronel don  Agustín  de  Iturbide.  de  una  respetable  familia,  avecin- 
dada en  Valladolid  de  Mícboacun,  pero  alisolutisla  en  principios, 
i  como  tal  fuvorilo  del  virei  í  sus  allegados.  Vacó  por  entonces  )a 
^Lnvnandancía  jeneral  del  departiunento  del  Sur,  dentro  de  cuifos 
^^pfiit«s  se  hallaban  los  rc^toí  de  fuerzas  insuijenles,  a  que  nos 
^Qkemoa  antes  referido.  Diósc  el  mando  de  c^a  comandancia  á  Itur- 
bide, quien  siguió  á  su  destino  con  el  mayor  número  de  tropas 
ipic  le  fué  posible  obtener  del  vlreí,  ¡í  quien  prometía  presentar- 
^Uproalo  completamente  pacificado  lodo  el  vireintito. 

1  Iturbide  valiente  i  afortunado  militar,  ijue  se  había  dis- 

[uido  en  las  campañas  contra  los  independíenles,  mostrando 

1  hasta  la  cruold^td,  romn  lo  hizo  en  1814.  fusilando  para 


celebrar  el  Tiérnefi  Santo  en  Salvatierra,  trescientos  prisioneros 
Ímpio$.  Era  hombre  de  batíanle  intclijencia  i  buenas  maneras, 
aunque  de  poca  ilustración,  disimulado  i  ambidoso.  Había  sufrí* 
do  un  juicio  por  iJepredacíonea  en  Querétaro  i  Guanajuto;  pero 
fué  cobijado,  á  lo  que  parece,  por  los  magnates,  i  exento  de  cas- 
tigo. Mostró  sucesivamente,  í  según  las  circunstancias,  ya  ambi- 
ción, ;a  modestia ;  ora  codicia,  ora  desprendimiento ;'  benevolen- 
cia ó  crueldad  :  en  Tm,  las  cualidades  más  opuestas,  efecto  de  la 
oscilación  de  un  carácter  mediocre,  inferior  i  con  mucbo  á  la  alta 
posición  á  que  los  sucesos  más  que  su  jenio  le  elevaron. 

No  bien  hubo  salido  de  Méjico  liácia  el  lugar  de  su  nueva  resi- 
dencia, púsose  Iturbide  en  comunicación  con  Guerrero  i  Asensio, 
quienes  le  aceptaron  como  jefe  del  partido  independiente,  í  con- 
cluyeron con  él  un  convenio  sobre  esa  base.  Publicóse  en  24  de 
febrero  con  el  nombre  de  Plan  delguala,  por  el  lugar  donde  fué 
celebrado ;  i  según  él,  se  crijia  una  monarquía  moderada  en  Mé- 
jico, independiente,  cuyo  trono  se  ofrecia  á  Fernando  Vil,  i  por 
su  renuncia  á  otros  principes  que  allí  se  meni:íonnban.  Declarj- 
base  la  reüjion  católica  única  en  el  estado,  i  se  proclamaba  la 
igualdad  i  la  unión  entre  lodas  las  clases  sociales.  Independen- 
cifl,  unión  i  catolicismo  se  llamaron  ¡as  tres  garanlias,  í  el  ejér- 
cito comprometido  á  sostenerlas  se  llamó  Irigaranie. 

Ese  plan,  hábilmente  concebido,  tuvo  una  aceptación  casijc- 
neral.  Entre  los  criollus,  poquísimos  habrin  que  no  lo  acojieseo; 
i  aun  entre  los  españoles  absoliilisUis,  muchos  liabiu  que  prefe- 
rían la  independencia  de  Méjico,  bajo  la  intolerancia  relijiosa,  á 
las  reformas  que  en  esa  materia  había  lucho  la  constiíuciou  de 
Cádiz.  Lo  cierto  es  que  no  se  le  hizo  formal  resistencia.  Adhirie- 
ron al  (lian  los  principales  cuerpos  del  ejército.  El  vírei  mismo  lo 
aceptó,  aunque  no  la  audiencia,  que  le  depuso.  Pero  entre  tanto 
llegó  á  Veracruz,  en  50  de  julio,  un  nuevo  vírci,  O'Donojú,  nom- 
brado  por  el  gobierno  bberal  de  España,  quien,  juzgando  inúlil 
toda  oposición,  celebró  en  Cónloba,  á  24  de  agosto,  un  convenio 
con  Iturbide,  por  el  cual  aceptaba  el  plan  de  Iguala  con  leves  al* 
teraciones.  Llamariase  la  nueva  nación  Impet-io  Mejicano.  For- 
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paríase  uriu  Junta,  prevista  ya  por  el  plan  de  Iguala,  que  bg  cum- 

pndria  de  lo¿  prohombres  del  pais,  entre  ellos  el  mismo  O'Do- 

BJú,  i  que  con  el  nombre  ile  Junla  provisional  gubernativa, 

|ercería  el  poiier  lejislativü  mientras  se  instalaban  las  cortes. 

Gna  rcjcncia,  compuesUi  de  tres  personas,  asuniia  el  gobierno, 

mientras  llegaba  Femandu  YU  ó  alguno  de  los  otros  principe» 

dignados.  Pero  á  falta  de  ellos,  i  era  lo  más  sustancial,  las  cór- 

■  elejirian  emperador. 

L  Con  escepcion  del  castillo  de  San  Juan  de  Ultia,  que  no  se  rin- 

Q  en  1825,  lodo  el  paiü  quedaba  libre,  por  aquella  rcTo- 

KÍOQ  incruciila,  di;  la  domíniícion  del  gobierno  español.  Vuca- 

1.  administrando  enlc^nces  separadamente  por  el  capilan  general 

kbevarri,  se  adliirii'i  at  niovimíentu  de  Nueva  España  por  acla- 

iiciün  de  sus  tropas  criollas.  I  Guatemala,  ei\  donde  goiiernaiía 

l^inta,  se  declaró  timbien  independíente  en  1821,  de  acuerda 

1  BU  espitan  Jeneral.  anejándose  ú  la  nación  mejicana,  para 

■pararse  más  tarde  en  1824.  con  escepcion  de  la  provincia  de 

hispas,  que  continuó  haciendo  parte  de  Mcjico. 

«Algo,  aunque  poco,  restaba  que  hacer  por  la  indeperidenciu,  i 

upundrcrno»  aquí  por  via  de  paréntesis.  Kngnñada  la  corle  de 

ipana  sobre  los  verdaderos  sentimientos  de  su  iintiguo  vireina- 

r,  i  jutgando  sumamente  fácil  su  reconquista,  envió  en  1829,  i 

s  órdenes  dul  brigadier  don  Isidoro  Barradas,  una  espedicioa  I 

impuesta  sólo  de  o.OOU  hombres,  i  malisiii<amente  provista, 

llien  léjoa  de  hallar  la  menor  acojida  entre  los  mejicsnus,  alzá- 

rvanK  éílos  como  un  solo  hombre  pura  rec)ia/arta;  i  lombatida 

con  suma  presteza,  tuvo  que  capitular  el    II  de  setiembre,  cuii 

liarta  gloria  pnra  los  jencrales  Santana  i   Tcran,  que  pudieron 

ocHrrir  muí  oportunamente  á  la  defensa  de  la  patria. 

De  acuerdo  con  el  plan  de  Iguala,  se  instaló  la  ¡unta  giibenia- 
liva,  con  treinta  i  seis  mienitiroa,  que  nombró  llurbide,  púsose  él 
minmo  al  frente  de  la  rejencla  coniu  su  presidunto,  i  se  elijió  para 
i,  que  roETiiadiis  de  una  sola  cámara,  se  instalaron  el  24 
^febrero  de  lít2i.  en  número  de  ciento  dos  diputados,  )a  dus- 
i-es  hahia  uji  p^irtidn  repu)ilÍi;uno,  cuyos  jefes  en  el  ojér* 
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cito  eran  Yidoría  i  Goeirero,  i  qoe  fué  representado,  aunque 
tímidamente,  en  las  cortes.  Llamábanse  escocetet  k»  monanjuis- 
tas,  i  más  tarde,  en  1825,  yorkinos  los  republicanos,  según  las 
denominaciones  de  dos  lojias  establecidas  en  el  país. 

Hasta  el  mes  de  mayo  poco  habían  hecho  las  cortes,  ó  el  con- 
greso, como  también  se  llamaba  la  asamblea;  pero  á  pesar  de  que 
Iturbíde  contaba  con  el  ejército  i  otros  senriles  adherenles,  pudo 
observarse  que  había  en  el  seno  de  la  representación  nacional  un 
núcleo  no  despreciable  de  oposición  á  toda  mira  despótica. 

Llegó  por  entonces  la  noticia  de  que  tanto  las  cortes  como  el 
reí  de  España  desaprobaban  el  tratado  de  Córdoba ;  i  sin  esperar 
la  acción  del  congreso  mejicano,  un  pelotón  de  soldados  seduci- 
dos i  guiados  por  algunos  sárjenlos,  á  quienes  siguió  lu^o  el  resto 
de  la  guarnición,  proclamó  en  la  capital  emperador  á  Iturbíde* 
en  la  noche  del  18  del  citado  mayo.  Tuto  el  motín  escelente 
acojida  en  la  masa  de  la  población,  i  nadie  se  sintió  con  fuerzas 
bastantes  para  oponerse. 

Juzgábase,  con  todo,  que  al  congreso  tocaba  hacer  el  nombra- 
miento de  emperador,  por  falta  de  los  príncipes  mencionados  en 
el  art.  3/  del  tratado  de  G>rdoba;  sin  reflexionar  que,  improba- 
do ese  convenio  por  el  superior  de  uno  de  los  contratantes,  que- 
daba sin  vigor  íntegramente,  siu  esceptuar  el  art.  5.^  De  todos 
modos,  la  cooperación  del  congreso  era  de  gran  valor  para  Itur- 
bíde, quien  le  convocó  en  la  mañana  del  19  de  mayo  á  sesión  es- 
traordínarin,  á  que  concurrió  él  mismo  i  una  gran  pueblada  no- 
velera. 

Algunas  proposiciones  dilatorias  de  los  miembros  oposicionis- 
tas fueron  acojidas  por  las  galerías  con  estruendosa  desaproba- 
ción ;  el  gregarismo  i  el  temor  improvisaron  la  más  ridicula 
adulación  en  vanos  diputados;  i  bajo  aquella  presión,  miUid 
oclocrática,  miUid  soldadesca,  llurbide  fué  elejido  emperador  de 
Méjico,  bajo  el  nombre  de  Agustín  I.  De  buena  ó  de  mala  fe,  el 
agracindo  manifestó  al  principio,  pero  sólo  al  principio,  humil- 
dad i  renunció  á  aceptar  la  corona.  En  los  días  26  i  27  de  agosto, 
mandó  arrestar  los  quince  diputados  quo  habian  votado  contra 


KEi'UIILIi:\  |it   KtJICU  lil 

I  itimcilinlo  nomliramienlo,  acusándutos  de  conspií-adores ;  i 

l|iin({ue  reclamados  por  el  congrego,  se  negó  á  entregarlos.  Desde 

istantc  comenzó  la  reacción  contra  el  imperio. 

Crccienilü  la  u|)asíi-¡on  en  el  congreso,  fué  disiielto  por  Ilurbi- 

b  el  51  de  octubre,  i  sostítuido  por  una  Junla  instilwjenle, 

iombrada  por  él  de  entre  loa  antiguos  diputados.  Pero  ni  uno  ni 

igaroii  3  constituir  el  imperio,  llamado  á  sucnmliír  dentro 

s  poeo.  Hejia,  sin  embargo,  la  constitución  española  de  18i'2, 

Manteada  en  Méjico  segunda  ve/  desde  51   de  mayo  de  1820,  i 

"jurada  también  por  el  congreso!  el  emperador. 

Destituido  el  jeneral  Santana  del  manilo  de  Veracruz,  que  ha- 
bía estado  ejTrieiido  de  tiempo  utras,  se  sublevó  cotí  sus  tropas, 
^^B  proclamó  rn  5  de  diciembre  la  rein-lalaríon  del  congreso.  Va 
^^He  antemano  había  babido  en  algunos  puntos  del  territorio  moví- 
^^Blientos  ruvulucionarios  conira  el  imperio  ;  más  nunca  asumieron 
^^■nn  respetable  actitud.  El  ile  Santana  fué  inmediatamente  seeun- 
^^Bndo  por  Victoria,  I  rcilejado  en  el  seno  mismo  de  la  junta,  he- 
^^^Biini  de  llurbide,  en  donde  se  mostraba  ya  la  oposición. 
^^H  Dg  acuerdo  aquellos  dnsjenerales,  suscribieron  el  6  de  diciem<'' 
^^Brc  en  Vcracrijz  un  acta  que  consistia  en  unu  bien  redactada 
^^fiSposicion  de  principios  i  resoluciones ;  poro  que  en  sustancia' 
desconocía  el  imperio  i  al  emperador,  como  obra  de  la  violencin, 
i  rcsliluia  al  congreso  mejicano  la  plenitud  del  poder  constilu-' 
ycnlc.  Creaba  una  junta  ó  rejenda^  f¡ne  ejerciese  el  poder  ejecu-' 
livn  mientras  se  daba  una  constitución,  i  cuyos  miembros  nom- 
brarin  el  congreso  en  el  número  que  á  bien  tuviera.  A  1 1  de  enero 
de  1825,  los  jenerales  don  Nicolás  Bravo  í  don  Vicente  Guerrero 
secumlaron  el  [dan  de  Santana  i  Victoria. 

Enviado  coiitra  Santana  un  ejército  impenalista,  mandudo  en 

s  por  el  JBueral  Jo§é  Antonio  Echavarri.  se  adhirió  suslancial- 

I  plan  de   Veracrui,  susciibicndn  los  jefes  i  oliciales  un 

a  i  I.' de  febrero  en  l^asamala,  en  la  cual  resolvían  i'eslableeer 

H  congreso.  Entro  tanto  cundía  de  tal  modo  la  revolución,  que 

Mrbide.  mostrándole  iudülents  ú  ofufCarlo,  accedió  ú  lo  conve- 

Ido  por  siit  itjcntes,  lo  que  no  hizo  sino  envalcnlotiar  á  los  revo- 
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lucionarios.  Penitente  ó  aturdido,  reunió  Iturbide  nuevamente  el 
7  de  marzo  el  congreso  disuelto  por  él  mismo,  i  el  18  le  pre- 
sentó su  abdicación,  <(  conrosando  que  al  subir  al  trono  babia  per- 
dido el  afecto  de  sus  conciudadanos,  que  se  granjeó  libertándoles 
del  yugo  de  los  españoles.  »  A(  siguiente  día  pidió  licencia  para 
fijar  su  residencia  fuera  del  pais. 

Aprovechando  el  congreso  tan  preciosa  oportunidad,  decretó 
el  7  de  abril  una  leí  en  seis  artículos,  declarando  sustancialmen- 
te  :  1.*  que  siendo  la  coronación  de  don  Agustin  de  llurbide 
obra  de  la  fuerza  i  nula  de  derecbo,  no  habia  lugará  discutir  so- 
bre la  abdicación  que  hacia  de  la  corona ;  2."  que  todos  sus  ac- 
tos eran  ilegales,  i  sujetos  á  revisión  para  revalidarse  ó  nó; 
3.'  que  debía  salir  del  tcrrÍLorio  de  la  nación.  Partió,  en  efecto, 
el  11  de  mayo  del  puerto  de  la  Antigua.  Desde  el  51  de  marro  se 
hahia  instituido  por  el  congreso  un  triunvirato  para  rjorcer  el 
poder  ejecutivo,  compuesto  de  Navarrete,  Bravo  i  Victoria,  re- 
presentantes de  los  tres  partidos  que  habían  venido  desarrollán- 
dose, i  cuya  fusión  se  pretendía,  a  saber,  españoles,  monarqnis- 
las  i  republicanos. 

Considerando  muchas  personas,  entre  ellas  diputados.  r¡ue  el 
actual  cODgreso  carecía  de  facultad  constituyente,  .-tcoidó  en  21 
de  mayo  convocar  á  un  segundo,  espresamentc  autorizado  para 
constituir,  i  cerró  sus  sesiones  el  50  de  octubre.  Instalóse  el 
nuevo  con|;reso  el  7  de  noviembre;  i  el  5  de  diciembre  abrió  la 
discusión  de  un  acta  constitutiva  ó  leí  funduniental,  que  se 
sancionó  en  51  de  enero  de  1824,  i  en  5G  artículos  contenía  las 
bases  de  la  futura  cuiistitucíon  política.  Decía  el  5."  «  Ln  nación 
adopta  para  su  gobierno  la  forma  de  república  reprcsenlalíva, 
popular,  federal.  »  Era  una  verdadera  constitución  provisoria, 
sobre  la  cual  no  huí  para  qué  insistir,  puesto  que  fue  reemplazada 
por  la  constitución  definitiva. 

Sufrieron  entonces  los  partidos  alguna  altenicton.  üo  aparecía 
ya  el  monárquico  propiamente  dicho,  ó  borbónico,  que  quería 
la  monarquía  bajo  un  principe  Borbon ;  i  aparentemente  repu- 
blicanos los  nuevos  partidos,  consistian  en  centralista,  que  reci- 


BÍó  á  los  nfectos  á  la  nioiiarquia,  i  federal  i  xta,  (|ue  abrazaba  los 

prÍDiitiTos  republicanos,  refoncudos  con  los  adictos  al  desnioro- 

naiio  imperio.  El  íiltimo  liabia  Iriunfadú  en  las  elecciones  para 

^^e!  nuevo  congreso  constituyenle,  «  Merced  á  la  preponderancia 

^^Uiarcada  del  partido  Federalifita,  una  calma  inusitada  empezó  á 

^^Heinar  en  todas  las  provincias  de  la  confederación,  i  la  joven  re- 

^Hublica  parecía  consolidarse  bajo  la  ejida  del  orden,  i|ue  se  lia- 

^^Baba  bástanle  bien  cslablecído.  Sólo  en  Guadalajaralusjenerales 

^HQuLDlana  i  Bustamante  babian  permanecido  Ueles  partidnríos  de 

^^Thirbide,  i  Herrera  se  habia  ligado  con  ellos  (1).  o  Pero  el  jene- 

ral  Bravo,  que  babia  sido  enviado  á  combatirlos,  celebró  con  los 

sublevados  una  capitulación,  al  inisiiio  tiempo  que  se  sol'ocaba 

una  conspiración  en  favor  del  imperio,  urdida  por  el  jenernl  An- 

drade. 

Entre  tanto  el  congreso,  por  decreto  de  !28  de  abril,  babia 
puesiD  á  Iturbidc  fuera  de  la  lei;  pero  éste,  con  propósito  mal 
eonúcidú.  é  ignorando,  á  lo  ({ue  |>arece,  aquel  acto  de  reaciiiona' 
^^jia  é  inútil  severidad,  regresó  á  Méjico,  descansando  ¡irobiible- 
^^MKnte  en  su  partido,  ya  casi  nulo,  i  fué  fusilado  por  autoridades 
^^Plü>a]lernas  el  19  de  julio  en  Padilla,  capital  de  Tnmaulí|ias. 
^^^    Dióse  principio  en  1."  de  abril  á  discutir  la  constitución  defi-   . 
nitiva,  que  no  se  terminó  sino  el  3  de  octubre,  suscribiéndose  el  ^ 
«iguuntedia  4,  i  |iromulg<indoae  el  b.  De  acuerdo  con  ella,  fue- 
ron elejidos  presidente  Victoria  i  vicepi-esidcnte  Bravu.  que  en- 
traron inmediatamenic  á  ocupar  sus  puestos,  planleándose  luego 
en  todo  lo  demás  la  conslitucion  federal  de  ¡on  Estados  Uttidoa 
Mejicanos.   Para  la  época  en  que  se  espedía  esla  constitución, 
muí  seuicjanle  á  la  de  los  Estados  Unidos  de  América,  era  niui 

avanzada.  En  realidad  no  haí  en  ella  un  solo  principio  que  pu- 

a  boi  razonablemente  descebarse,  si  se  esceptüa  el  de  intole- 

a  relijiosa  consignado  en  el  art.  3.",  repetición  del  4."  del 

1  eonilituliva.  Pero  seri.i  miicbo  pedir  á  Méjico  en  18'J4  lo 

eningunaotra  sección  de  lÜspano-América  hizo  entúnces,  con 
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la  Única  escepcion  de  Buenos  Aires :  admitir  al  ludo  del  catoliciK- 
mo  el  culto  de  otras  rclijioncs,  aun  cristianas.  Méjico  no  había 
obtenido  su  independencia  de  España,  la  nación  intolerante  por 
escelencia,  sino  en  i821 ;  i  aun  el  imperio  de  Iturbide,  que  en- 
tonces se  inauguró,  no  era  un  gobierno  liberal. 

t)i  principio  Tcderalivo,  adoptado  en  la  constitución,  era  qui- 
zás un  poco  prematuro ;  pero  estaba  á  lo  monos  de  acuerdo  con 
la  opinión  pi-edominante.  Las  provincias  se  convirtieron  en  diex  i 
nueve  estados  i  cuatro  tcmtorios  (art.  5.'),  siendo  los  primeros 
K  independientes,  libi-esi  soberanos  en  lo  que  esclusivamentc  to- 
que á  su  admitiistraciou  interior,  »  como  lo  espresa  el  art.  6.° 
del  acia,  que  se  rclierc  para  detalles  á  la  misma  i  á  la  constitu- 
ción. Pero  no  hallamos  suficientemente  definidas,  ni  en  una  ni 
en  otra,  la  independencia  i  soberanía  de  que  se  trata.  Las  facul- 
tades de  los  Estados  eran  propiamente  las  que  el  gobierno  jene- 
rul  nu  se  reservaba  según  el  art.  50.  Tenían  además  los  estados 
ciertas  obligaciones  espresas  (art.  Itíl)  i  ciertas  restricciones 
(articulo  l()2),  qu  cedían  principalmente  en  beneficio  de  la 
Union,  de  la  supremacía  de  su  gobierno  i  de  la  paz  pública. 

Itesidia  el  poder  lejí^lalívu  en  un  congreso,  compuesto  de  dos 
cámaras,  una  de  senadores  i  otra  de  diputados,  que  eran  eleji- 
dos,  los  primeros  por  las  lejislaturas  de  los  eílailos  en  número 
de  dos  por  cada  una  {art.  25),  i  los  segundos  por  los  ciudadanos 
de  los  estados  sobre  cierta  base  de  población  (arts.  10  i  II).  La 
elección  de  unos  i  otros  se  hacia  respectivamente  en  un  mismo 
din  fijado  (arts.  IG  i  52).  Duraban  los  senadores  cuatro  años,  re- 
novándose por  mitad  caila  bienio,  í  sólo  dos  años  los  diputados, 
(juieries  al  espirar  ese  término  enni  reemplazados  en  ¡^u  totalidad. 
Correspondía  á  los  estados  determinar  las  cualidades  de  los  elec- 
tores, i  organizar  las  elecciones  para  diputados  (art.  9."). 

Por  lo  jeneral,  las  atribuciones  del  congreso  versaban  sobre 
objetos  esenciales  al  manteníniiento  de  la  federación,  esceplo 
la  27,  art.  50,  sobre  uniformidad  de  leyes  en  materia  de  ban- 
carrota, copia  textual  de  la  consti  ucion  norte- americana.  Son 
notables  la  2.*  del  art.  49  i  la  28  del  50  citado.  Según  aquélla, 
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^dia  ni  cungresi)  (lar  leyes  pnra  n  conservar  li'  unión  ledir-il  de 
I  estados,  í  ta  paz  i  el  orden  público  en  lo  interior  de  la  fede- 
ración, u  Cuiifoirní;  h  la  oira,  drbia  u  elejir  un  lugar  (|ue sirva  de 
BBÍdencia  á  lus  supivmos  poderes  de  líi  federación,  í  ejerwr  en 
I  distrito  las  a  Intuiciones  del  potliT  li'jislativo  de  un  estado.  » 
vüc  establecido,  un  ereclu,  el  Üislñlo  federal,  por  decreto  de  'JO 
B  noviembre,  comprendiendo  su  territorio  un  circulo,  cuyo  ccn- 
)  era  la  plaza  mayor  de  Mi^jico,  i  tenia  un  radio  de  dos  leguas  ó 
|iez  mil  varas.  Acordado  un  proyecto  de  lei  por  las  dos  cámaras, 
iqueria  la  aprobación  del  poder  ejcculívo,  á  menos  que  el  con- 
0  insistiese  en  él  por  los  dos  tercios  de  votos  en  cnda  una  de 
kquéllas  (arts.  55  i  50). 

Gjercia  el  poder  ejecutivo  un  presidente,  i  en  su  defecto  un 
¡rtcepresidente  (arts.  74  i  751,  que  dejjian  ser  ciudadanos  mcji- 
BCbdos  de  nacimiento,  tener  treinta  Í  cinco  años  i  residir  en  el  piii-S 
{articulo  76).  Eran  ctejidospor  las  lejislaturas  delus  estados  (ar- 
liculos  79  11  94|.  Duraban  en  su  puesto  ruati-o  años,  i  no  podian 
r  reelectos  hasta  pasado  un  periodo  intermedio  (arts.  77  í  95). 
}tn  su  despacho  tenia  el  presidente  secretarios  de  estado,  cuya 
Mloniacion  era  necesaria  para  la  validez  de  los  actos  ejecutivos 
Üculn^  117  i  118).  Los  secretarios,  responsables  de  todos  los 
is  autorizados  con  su  tirina  (art.  1 19),  podian  ser  también  re- 
Kvidos  libremente  de  su  deslino  (art.  1 10,  atribución  4.').  Pero 
ls[>eeU)  á  los  demás  empleados  cjecutÍTo.<i,  su  poder  se  limitaba  á 
npendcrlos  hasta  por  tres  meses,  cuando  infrinjian  sus  ónlenes 
¡^decretos,  ó  á  someterlos  á  juicio,  si  creia  que  ú  ello  hubiese  lu- 
.  Para  el  nombramiento  de  ciertos  funcionarios,  debia  oblciicr 
A  consentimiento  del  senado  (atribución  6.*  del  citado  articulo). 
i  responsable  el  presidente  por  ciertos  delitos  olicialescometi- 
dns  durante  su  periodo,  i  durante  un  año  después  por  cuales- 
quiera otros  delitos  también  (artí<.  5S,  1Ü7  i  108). 

Durante  el  receso  del  congreso  había  un  consejo  ile  gobierno, 
mpuesto  de  la  mitad  de  los  senadores,  i  que  tenia  muí  im- 
tanlcs  atribacioncs,  como  velar  por  la  observancia  de  la 
institución   i    leyes  jenendes,  hacer  observaciones  i   dar  rlie- 
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lamen  al  presiJente,  aprobar  ó  no  ios  nombramientos  de  que 
conocía  el  senado,  convocar  el  congreso  para  sesiones  estraordi- 
narías,  etc.,  etc. 

El  poder  judicial  ordinario  de  la  federación,  residía  en  una 
corte  suprema,  compuesta  de  once  ministros,  distribuidos  en 
tres  salas,  i  un  fiscal ;  en  tribunales  de  circuito,  i  juzgados  de 
distrito  (arts.  123  f  124).  Los  ninjistrados  de  la  corte  Buprcma 
eran  elejidos  por  las  lejislatnras  de  los  estados  (art.  122) ;  con- 
servaban sus  puestos  ó  perpetuidad  (art.  127),  i  sólo  podían 
ser  removidos  con  arreglo  á  las  leyes,  lo  que  casi  anulaba  el 
primer  principio.  Las  atrihuciones  versaban  sobre  objetos  de  un 
carácter  jeneral  (art.  157) ;  pues  á  los  estados  se  reservó  su 
propia  administración  de  justicia  (art.  160).  Pero  en  las  causas 
civiles  en  que  se  hallaba  interesada  la  federación,  conocían  los 
tribunales  i  juz<;ados  que  antes  mencionamos. 

Nunca  ojercian  las  cámaras  lejislativas  funciones  judiciales; 
pero  tenían  dos  atribuciones  impártanles  conexionadas  con  la 
administración  de  justicia.  En  calidad  de  gran  jurado,  cualquiera 
de  ellos  conocía  de  las  acusaciones  contra  el  presidente  i  otros 
funcionarios,  por  ciertos  delitos,  para  el  solo  eTecto  üe  declararse 
con  lugar  á  formación  de  causa  (arts.  58  í  43).  I  para  juzgar  á 
los  miembros  de  la  corte  suprema,  clejia  la  cámara  de  diputa- 
dos cada  bienio,  veinticuatro  individuos,  que  no  |)ertcneciesen 
al  conj^reso,  de  entre  los  cuales  se  sorteaba  cierto  número  de 
jueces  i  un  fiscal. 

No  autorizaba  la  constitución  á  ninguna  autoridad  para  suspen- 
derla, ni  concedía  facultades  estraordinarias ;  que  no  merecen 
ese  nomlire  las  muí  limitadas  que  tenia  el  presidente  (arts  112, 
atribuciones  I,' i  2.'),  para  derrotar  arrestos  i  ocupar  la  propiedad 
particular,  sometiendo  prontamente  á  juicio  en  el  primer  caso  é 
indemnizando  plenamente  en  el  segundo.  En  materia  de  derechos 
individuales,  sólo  garantizaba  esta  constitución,  i  eso  indirecta- 
mente, la  libertad  de  imprenta,  imponiendo  á  los  estados  (articu- 
lo 1<)1 ,  atribución  4.')  la  obligación  de  protejer  á  sus  habitantes 
o  en  el  uso  de  la  libertad  que  tienen  de  escribir,  imprimir  i  pu- 
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l^^^ticar  sus  ideas  poUlicas,  sin  necesidad  de  licencia,  revisión  ó 
r^  ajirobariun  anterior  ele.  u  Quedó,  pues,  á  la  merced  de  los  esta- 
dos determinar  i  garantir  los  demás  derechos  civiles  del  individuo, 
como  quedú  asimismo  (siempre  por  deducción),  la  facultad  de 
definir  el  primero  de  los  derechos  políticos,  ó  sen  la  condición 
di,-  ciudadano. 

ÍPor  úllittiu,  era  relormable  la  constitución  por  el  congreso, 
sado  el  año  de  1^30,  á  solicitud  de  las  lejislnturas  de  los  es- 
lo-i;  pero  no  eran  discutibles  las  propuestas  reformas,  sino  en 
segundo  año  de  cada  bienio,  i,  calilicadus  de  necesarias,  de- 
m  aprobarse  nuevamente-  por  el  inmediato  congreso. 
Cerró  sus  sesionesel  constituyente  en  24de  diciembre,  a  para 
dar  lugar  á  que  abriese  las  suyas  el  primero  constitucional  en 
),*  de  enero,  conservándose  para  estas  solemnidades  el  ceremo- 
nial nionárijuico  establecido  en  el  reglamento  de  las  cortes  de 
ipaña  u  (I ).  Calmados  por  entonces  los  ánimos,  las  elecciones 
ira  el  próiiino  congreso  recayeron  en  jente  moderada,  i  éste 
■brió  sus  sesiones  bajo  los  mejores  auspicios. 

Oncéanos  duró  la  constitución  de  IS^l;  pero  en  ellos  no  gozó 
la  república  de  tranquilidad,  sino  hastii  principios  dcl8'27.  Una 
consjúracion  de  dos  bailes  españoles,  insignilicante  de  por  si. 
ilió  entonces  ocasión  á  disturbios  i  cscesos,  á  la  destitución  de 
''inpleadoa  españoles,  i  á  la  espulsion  de  jieninsubres,  que  co- 
menzada á  virtud  de  le»es  cí[iedidas  en  aquel  año.  se  activó 
di'spues  por  otros  en  1829  i  [$53.  En  1828  los  partidos  niíais- 
terial  i  de  oposición,  sobreescitados,  llegaron  casi  á  las  manos. 
IVrtencciun  al  primero  los  federalistas,  demócratas  ó  yorkinos, 
cuyo  gran  maestro  era  Guerrero,  i  al  segundo  los  centralistas, 
oligarcas  ó  escoceses,  de  que  era  gran  maestre  el  vicepresidente 
■travo.  Puc-ta  en  armas  la  oposición,  su  envió  contra  su  fuerza 
i>tra  superior,  al  mando  de  Guerrero ;  Í  á  punto  de  combatir,  fue- 
ron loma  los  prisioneros  por  sorpresa  i  espulsados  los  jefes  insur- 
rectos, entre  ellos  el    vicepiesidenle.  Crecieron    los  disturbios 
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Gou  motivo  de  las  próximas  cleccioaes ;  i  después  de  dispuL-irse 
el  poder  Gómez  Pedraza  i  Guerrero,  la  cámara  de  diputados  elijíú 
presídeme  al  segundo,  declarando  insubsistente  la  elección  del 
primero,  hecha  en  la  forma  ordinaria  por  las  legislaturas  de  los 
estados.  Asimismo  etijió  vicepresidente  á  Bustamanle,  i  ambos 
se  posesionaron  el  i.°de  ahril  de  1829. 

Sucesos  aún  más  graves  ocurrieron  en  este  año,  ortjinadns 
'  por  la  espedicion  Barradas,  que  conoce  el  lector.  Para  comba- 
tirla, dio  el  congreso  al  presidente  facultades  estraordinarias, 
que,  como  se  ha  visto,  no  autorizaba  la  constitución.  Acusóse 
primero  i  Guerrero  de  inercia  en  la  campaña  contra  las  fuerzas 
invasoras;  í  terminada  aquella  el  11  de  setiembre  por  capitula- 
ción de  los  españoles,  acusósele  de  uso  i  abuso  de  las  facultados 
estraordinarias  inconstitucionales.  Una  revolución  armada,  diri- 
jida  por  el  vícepresiilente  Bustamante,  i  que  se  propagó  rápida- 
mente, le  obligó  á  retirarse  a  la  vida  privada.  Poro  tomando 
nuevamente  las  armas,  fué  Guerrero  vencido,  entregado  á  sus 
enemigos,  juzgado  por  un  consejo  de  guerra,  i  ejecutado  á  prin- 
cipios de  1831. 

Habia  entrado  Bustamanle  en  ejercicio  del  poder  ejecutivo, 
como  vicepresidente,  el  1.°  de  enero  de  1850,  dia  en  que  tam- 
bién abrió  sus  sesiones  el  congrego.  Dio  éste  el  1 4  del  mismo  mes 
un  decreto,  que  sólo  aprobó  el  senado,  pero  que  se  consideró 
exequible  conforme  á  la  cunstitucion,  el  cual  implicaba  acepta- 
ción del  plan  de  Jalapa,  nombre  de  la  revolución  contra  Guer- 
rero. 1  con  este  motivo  el  señor  Alaman,  secretario  que  fué  de 
Bustamante  en  el  dcs|)acho  de  relaciones  inleriorrs  i  esleriorcs, 
dice  en  su  historia,  vol.  V,  p.ij,  850  :  «  La  revolución  tuvo  el 
éxito  más  feliz  en  toda  la  república,  Í  el  congreso  declaró  jus/o 
el  pronunciamiento  que  la  produjo.  El  cambio  fué  completo,  i  ^e 
ejecutó  por  medios  legales.  »  Tan  eslraordinaría  pcr\crsion  del 
eapirilu,  aun  en  hombres  juiciosos  i  honrados,  es  la  causa  prin- 
cipal de  los  desórdenes,  convertidos  en  enfermedad  crónica  de  la 
América  española. 
I  por  lauto  siguieron  en  Méjico.  Después  de  .ilgunos  que  no 
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bvicron  gimidc  importancia  malerial,  i  ú  viilud  do cstratajemns 
en  que  era  esperto,  liízose  clejir  jircsidenle  ile  una  maneru  irre- 
gular, el  jeiifral  Antonio  Ló|>ez  de  Suiítuna,  quien  so  pusosionó 
i'l  1."  de  abril  de  1855.  ftutiiüst^  del  gobieino apenas  inítaladn  en 
é\  para  evadir  la  rcspumaljiliJad  de  ciertos  aclos  liberales  etiia- 
nadus  del  niri<;reso ;  pero  so  encarj>ó  nuevamente  el  24  de  abril 
tío  1854.  para  establecer  una  política  reaccionaria.  Aliado  con 
titos  clericales  i  centralistas,  disolvió  el  congreso  en  51  de  mayo, 
|<&rogó  los  decretos  liberales  que  éste  habia  espedido,  hizo  rouuTi- 
ciar  al  viccpretnilcntc  Gómez  Parias,  i  rompió  abierlamenle  con 
los  Todera  listas.  Pero  tnvo  que  separarse  nuevamente  del  gobierno 
para  cüiiibalini  los  Ifjanos,  rebelados  entonces,  i  fué  derrotado 
i  hecho  lirisioneio  en  la  batalla  de  San  Jacinto  el*2l  de  abril 
Je  1856.  Por  tratado  concluido  en  Madrid  á  Hnes  de  este  mismo 
año  (28  dii  diciembre),  reconoció  Es|mñj  la  independencia  de  Mé- 
:  i  en  consecuencia  pudieron  re^iresar,  como  regi-csaron,  los 
tañóles  espulsos. 
[  Con  la  reacción  de  1854  quedó  el  país  en  manos  de  Santana. 
«  mandó  end  de  julio  hacer  elecciones  para  un  nuevo  congreso, 
ttiese  instaló  el  4  de  enero  del  K55,  i  que  en  5  de  mayo  ¡^c declaró 
¡^vestido  del'acullades  para  reformar  la  constitución  de  182 í, 
Ulicadoseal  efecto  en  unasobi  ciimai-a.  según  leyes  de  9  ií!2do 
^embre.  Espidió  en  15  de  díciembro  una  ¡ei  conutitucional, 
^ne  dcfmia  la  condición  de  mejicano,  sobre  lo  que  había  guar- 
dado siloncÍQ  la  anterior  constitución.  1  en  !2t)  de  diciembre  de 
1850  sancionó  íiet-;  leyes  constitucionales  (que  hubiera  sido  más 
exacto  llamar  constitutivas),  cuyo  conjunto  ora  una  nueva  i  com- 
pleta constitución  de  la  república  mejicana  bajo  el  rcjimen 
central. 

La  primera,  que  no  consistía  sino  en  la  reproducción  textual 

de  la  de  15  de  diciembre  de  1855  antes  citada,  dclinia  la  calidad 

de  mejiranu  (arts.  l/iS.'),  i  detallaba  sus  derechos  t  obtÍ<fa- 

mes  (arts.  2.°  i  5.')  que  no  eran,  por  de  contado,  sino  los  que 

'  a  creído  conducente  dejar  consignados  en  li  constitución. 

9  tos  primorits.  que  consiiitian  en  lo  que   comunmente  se 
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lUma  derechos  indmduales  en  favor  deis  libertad  personal,  b 
propiedad,  la  locomoción,  ele,  se  hallaba  como  de  ordinario  el 
de  libertad  de  imprenta;  pero  sus  abusos  (art.  2.*  inciso  7.*)  se 
castigaban  por  los  tribunales  i  procedimientos  comunes  i  no  por 
jurados.  Entre  las  obligaciones  que  no  son  sino  tres,  llama  la 
atención  la  1.*  (art.  5,  inciso  1.*),  que  consistia  en  profesar  la 
relijion  de  lu  patria,  i  que  no  era  eficaz  sino  para  hacer  hipócri- 
tas. Sea  por  olví'Jo  ó  por  juzgarlo  innecesario,  no  se  dice  en  nin- 
guna parte  cuál  era  esa  relijion  de  la  patria,  como  lo  hicieron 
todas  las  demás  constituciones  desde  el  plan  de  Iguala.  También 
derinió  esta  leí  (arts.  7.*  á  11)  la  con<)icion  de  ciudadano  activo  i 
pasivo,  ó  scfl  [le  elector  i  elejible,  estableciendo  por  requisitos 
esenciales  :  poseer  una  renta  anual  de  100  pesos,  mayoría  de 
edad  (que  no  espresa),  i  saber  leer  i  e!«ri)iir  desde  1846. 

La  segunda  lei  organizaba  un  supremo  poder  conservador,  aili- 
cianal  á  los  tres  poderes  conocidos,  i  que  se  ejercía  por  un  cuerpo 
de  cinco  individuos  electos  por  juntas  departamentales  (artícu- 
los I.'  á  3.').  Tomaba  posesión  ante  el  congreso  (arl.  9.*),  i 
tenia  grandes  atribuciones  (íirl.  il),  como  anular  los  aclos  lejis- 
lativos  inconstitucionales,  los  actos  del  poder  ejecutivo  contra- 
rios á  la  constitución  ó  á  las  leyes,  i  los  de  la  suprema  corte  de 
justicia  en  caso  de  usurpación  de  facultades ;  declarar  incapaz  al 
presidente  de  la  república;  suspender  la  alta  corte,  i  hasta  por 
dos  meses  las  sesiones  del  congreso,  etc.,  etc.,  todo  á  escitacion 
de  otros  poderes.  Pero  la  más  singular  era  la  atribución  8.':  a  De- 
clarar, oscilado  por  el  poder  Icjislalivo,  previa  iniciativa  de 
alguno  de  los  otros  poderes,  cuál  es  la  voluntad  de  In  nacron,  en 
cualquiera  caso  estrnordinario  en  que  sea  conveniente  conocerla.  » 
Este  supi'cmo  poder  no  era  responsable,  sino  á  Dios  i  á  la  opinión 
pública  (art.  17). 

La  tercera  lei  versnba  sobre  el  poder  lejislativo,  que  se  ejercia 
por  un  congreso,  compuesto  de  dos  cámaras,  una  ite  diputados, 
que  eran  elcjldus  sobre  cierta  base  de  población;  i  otra  de  sena- 
dores, en  número  de  veinticuatro,  elejidos  por  las  juntas  depar- 
tamentales, á  propuesta  de  la  cámara  de  diputados,  el  gobierno 
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junta  de  ininisiros  i  la  suprema  corle  de  justicia,  hriciendo  el 
(■srriitinioel  supremo  poder  consei'vndor  (arts.  1.°,  2."  Í  8.").  Es- 
tabiiii  escluídos  de  la  rámara  de  diputados  los  emitlcados  en  los 
ntroíi  poderes,  losgobcrnadoresde  los  departamentos,  los  obispos 
i  di-miis  autoridades  eclesiásticas  íart,  7,°) ;  i  de  la  del  senado 
los  mismos  empleados,  escepto  los  del  ^rdcn  eclesiástico.  La  du- 
r-irion  de  las  cámaras  (dos  i  seis  años),  sus  atribuciones  Í  su  modo 
do  proceder,  no  se  apartaban  muclio  de  los  términos  establecidos 
comunmente  en  las  constituciones  bispano-amencnnas,  Í  no  les 
ccdi.10  en  liberididad.  Surtíase  ante  ellas  el  juicio  polf  tico  contra 
el  presidente  de  la  república  i  oíros  Tuncionarios,  por  acusación 
de  la  cámara  de  diputados  ante  el  senado,  quien  solo  podia  im- 
poner destitución  ó  inhabilitación,  siilvo  juicio  subsecuente  ante 
los  tribunales  propiamente  dichos  (arts.  47  á  49). 

Versaba  la  cuarta  lui  sobre  orgaoiíacion  del  poder  ejecutivo, 
que  se  ejercia  por  un  presidente  de  la  república,  con  duración 
de  npho  años  (art.  !  .*) ,  et  término  más  largo  que  se  haya  visto  en 
ninguna  constitución  americana,  escepto  las  primeras  de  Bolivia  i 
del  Pnraguai.  Su  elección,  algo  rompltcada,  se  hacia  por  bis  jun- 
tas departamentales,  previa  propuesta  en  tenias  del  senado  i  de 
lo  ,illa  corle  de  justicia,  reducidas  h  una  por  la  cámara  de  dipu- 
tados, de  donde  escojian  las  juntas  (art.  2").  Era  reelcjible  el 
presidente,  siem¡ire  que  para  la  reelección  concurriese  el  voto  de 
las  tres  cuortas  partes  de  las  juntas  departamentales  (art.  5.°);  i 
por  su  falta,  ejercia  el  poder  ejecutivo  el  presidente  del  consejo 
de  gobierno  (art.  8.°).  Sus  requisitos,  alribucione^j  i  restricciones 
las  comunes  en  toda  constitución  republicana,  escepto  una 
otra  atribución,  como  la  33  del  art.  17  :  a  Dar  ó  negar  el 
á  los  eslranjeros  puní  inlroiiucirse  á  la  república,  i  espeler 
de  clin  ü  los  no  naturalizados  tjuc  ¡e  sean  sospecfinsns.  »  Era  el 
producto  de  la  historia  de  Tejas;  pero  algo  exajerado  como  todas 
reacciones,  después  de  la  libernlidad  con  que  habían  sido  ad- 
idos los  estraiijcros  en  el  territorio  mejicano.  Un  consejo  de 
mo,  compuesto  de  trece  tniembms,  nombrados  por  el  pre- 
.e  de  la  república,  ;l  propuesta  del  Ciititireso,  tenia  por  prín- 
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cipal  función  ausüiar  con  su  dictamen  al  mismo  presidente.  Tur 
último  había  un  ministerio,  que  consluba  de  cuatro  minislros 
nombrados  sin  restricción  por  el  presidente  (iU't.  28),  í  cuya 
autorización  se  cxijia  en  los  actos  ejecutivos  (arl.  51);  pero  no 
como  indispensable  para  su  validez,  á  juzgor  por  el  silencio  que 
sobru  ello  guardaba  la  lei. 

Trataba  la  quinta  del  poder  judicial,  que  se  cjercia  )ior  una 
corte  suprema  de  justicia  (llamada  á  veces  alta  corte),  por  los 
tribunales  supiriores  de  los  departamentos,  por  los  de  hacienda, 
i  por  los  juzgados  de  primera  instancia  (art.  1.°).  La  corte  su- 
prema se  componía  de  once  ministros  i  un  fijcal  (art.  2."),  i  sus 
miembros  eran  elejidos  del  mismo  modo  que  el  presidente  de  la 
república  :  conocía  de  las  causas  civiles  i  criminales  en  que  er<in 
parte  ciertos  funcionarios  (arts.  12,  atribuciones  I,"  i  4,*),  i  lciit;i 
todaslas  atribuciones  propias  del  tribunal  supremo  de  la  iiiicioii; 
pero  en  las  causas  comunes,  civiles  ó  criminales,  seguidas  eu  los 
departamentos,  no  conocía  sino  por  rerui'so  de  nulidad  contra  las 
sentencias  de  los  tribunales  de  tercera  instancia  (atribución  1 1 ). 
Los  tribunales  superiores,  de  los  cuales  había  uno  en  la  capital  de 
cada  departamento  (art.  18),  conocían  en  2.*  í  á.' instancia  de 
las  causas  civiles  í  criminales  surtidas  en  el  mismo  departa- 
menlti  (art.  22,  atribuciones  I.*  i  2.°],  de  las  cnnlcs  conocían  en 
primera  instancia  los  juzgados  respectivos,  situados  en  las  cabe- 
ceras de  distrito  (art,  25),  i  ejercían  otras  atribuciones  sobre 
los  mismos  juzgados,  cuyos  titulares  nombraban  (art.  22,  alrí- 
liucíon  8.'). 

Conforme  á  la  sesta  leí,  se  dividía  el  territorio  en  departamen- 
tos (reemplazo  de  los  anteriores  estados),  los  departamentos  en 
distritos,  i  éstos  en  partidos. 

Gobernábase  el  departamento  por  una  ¡unta  (art.  0.°),  com- 
puesta de  siete  individuos,  i  elejída  popularmeiito,  que  tenía  atri- 
buciones de  carácter  lejíslalivo,  í  otras  eleccionarias  í  adminis- 
trativas (art.  14).  Aunque  las  primeras  no  tuviesen  la  esteii- 
síon  que  las  de  la  lejislatura  de  un  estado,  eran  bien  importan- 
tes i  se  ejercían  con  independencia,  incluyendo  la  facultad  de 


impor 
En  el 


r  ciertos  conliibucíoiicis  mocIerndai<  ¡lara  llenar  su  objeto, 
nnio  ejecutivo,  la  autoridaJ  superior  del  ileparLimenlú 
era  un  gobemndor,  iiombindo  por  el  pi'esldcnte,  á  propuesta  ea 
terna  de  lii  junta  dppnrtnmental  (mis.  4."  i  5.°) ;  i  la  del  distrito 
un  prefecto,  nombrudo  por  el  gobernador  i  eonlírmado  por  el 
!,'(ilnemo  jenernl  (nrt.  Ifí).  Finalmente,  habín  en  todns  las  po- 
lauioues  de  al^'una  importancia,  ayuntan)  ion  I  oh  ¡lopu  la  míenle 
bjidoa  (arts.  ¿2  i  2i)),  ijne  desempeñaban  atribuciones  de  in- 

5  local,  según  leyes  especiales  (art.  2d). 
r  Tenia  por  único  objeto  la  sétima  i  última  lei,  establecer  los 
íáiiiites  pura  alterar  h  corulitucion,  cosa  que  no  podía  hacerse 
¡Dtea  de  seis  años  (art.  f .").  Iniciiibanse  i  discutíanse  las  refor- 
8  eomo  cuali]uiera  otra  lei :  pero  quedaba  á  la  buena  voluntad 
|e)  poder  conservador  darles  ó  negarle»  su  sanción,  sin  la  cual 
D  eran  ciequiblcs  (art.  2."  i  sus  referencias). 
Fué  elcjidu  presidente  por  Aclio  años  el  jeneral  don  Anastasio 
UusLiniente.  Apianas  planteada  la  constitución  central,  ó  de  las 
siele  lei/es,  como  se  la  llamaba,  estallaron  pronunciamientos,  in- 
vocaridn  ol  sistema  federativo,  en  San  Luis  de  Potosí,  Nuevo  Mé- 
jiro,  Sonoro,  Tamaulipas  etc.,  todos  dentro  del  mismo  año  do 

(üül;  feto  fueron  sofocados  en  185i),  pasada  que  fué  la  guerra 
M  Francia  en  1858.  Igual  suerte  tuvo  otro  que  brotó  en  la 
tisniB  cipital  en  julio  de  Í8J0.  Pero  no  asi  lus  de  1841. 
M  no  tuvieron,  por  to  demás,  ningún  color  político  marcado. 
D  8  de  agosto,  se  pronunció  en  Guadatajara  el  jeneral  don  Ma- 
iano  Paredes  i  Arríllaga,  el  51  el  jeneral  don  Gabriel  Valencia 
en  la  ciudadula  do  Méjico,  i  el  9  de  setiembre,  S^nlana  en  Pero- 
te,  desconociendo  al  jiresidcnte  Bustamantc,  i  proclamando  una 
dictadura  mientras  se  reunía  un  congreso  constituyente,  «  Después 
t  varios  encuentros  i  de  las  defecciones  ni.is  escandalosas  de  al- 
tos jenerales,  jefes  i  oficiales,  el  28  lirmaron  los  de  ambos 
is  (osccpluando  el  jeneral  Üuslamante)  un  plan,  llamado  de 
taya,  por  el  ]iueblu  en  que  se  redactó  u  (t), 
Ujieo  dridr  ISOS  ha-l»  \m.  por  1).   !■',  Ae  P,  de   \rrdngüLi.  Vol.  II. 
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De  acuerdo  con  su  programa,  Santana,  que  había  quedado  á 
la  cabeza  del  ejército  refundido,  fomió  una  junta  compuesta  de 
dos  diputados  por  cada  departamenlo,  autorizada  para  nombrar 
libremente  al  jefe  del  ejecutivo  provisoria,  i  la  junta  nombró, 
como  bien  se  concibe,  al  mismo  Santana. 

Pronunciada  la  ciudad  de  Méjico,  cesó  en  el  poder  el  2  de  oc- 
tubre el  vicepresidente  constitucional  Echeverría  ;  i  todo  el  país 
se  sometió  al  plan  de  Tacubaya,  escrpto  Yucatán,  separado  tem- 
poralmente de  la  república, 

Debia  también  convocarse  á  un  congreso  constituyente,  ejer- 
ciendo enire  tanto  el  ejecutivo  provisorio  todas  las  facultades 
necesarias  para  la  reorganización  de  la  administración  pública. 
Convocóse  al  congreso  en  10  de  diciembre  del  mismo  año 
(1841),  é  instalóse  el  10  de  junio  de  1842;  pero  los  jenerales 
que  gobernaban,  hallaron  mui  demagójico  el  proyecto  de  consti- 
tución que  se  discutía,  i  suscitaron  un  pronunciumiento,  que 
ocurrió  el  H  de  dícif^mbre  en  Iluexatzingo,  donde  algunos  veci- 
nos desconocieron  al  congreso,  i  pidieron  que  una  junta  de  no- 
tables, nombrada  por  el  gobierno,  Tormasc  la  constitución.  Se- 
cundado por  el  ejército  este  nuevo  plan,  el  goliienio  declaró  el 
19  del  mismo  mes  disuelto  el  congreso,  i  nombró  la  junta  de 
notables  en  número  de  sesenta  i  nueve,  ia  que,  reunida  el  2  de 
enero  de  1845  en  el  salón  del  congreso,  é  instalada  soleinnc- 
nemente  el  6,  bajo  la  presidencia  del  arzobispo  don  Manuel  Po- 
sada, acordó  en  12  de  junio  una  constilucíon  que  se  promulgó 
el  13  por  Santana  bajo  el  título  de  Basen  de  organización  poli- 
tica  de  la  República  Mejicana. 

Más  concisa  i  claramente  redactada  que  la  anterior,  no  conte- 
nía sino  una  rci'ormu  que  pudiera  llamarse  sustancial,  i  era  la  su- 
presión del  (loder  conservador,  que  por  su  impotencia  habia  caído 
en  ridiculo  muí  pronto.  Pero  en  cambio  dio  bases  conslítuciona- 
Ics  al  poder  electoral:  precaución  que  aplaudimos;  pues  abando- 
nar del  todo  á  la  leí  la  organización  de  las  elecciones,  equivale 
á  conferirle  la  formación  i  perpetua  amovilidad  del  poder  público, 
es  decir,  la  anulación  de  la  constitución  en  nmclii^ima  parle. 


En  lo  dcniás,  la  niicvn  constitución  i-ra  ruudamenlal mente  la 
BÍsmn  que  la  Je  las  sirle  leyes  ;  i  en  prueba  de  [|ue  no  fue  el 
^ultadu^de  princifíios  fijos  distintos  de  los  de  ésta,  basta  obger- 
r  que  no  sólo  conservóla  misma  estrutura,  el  mismo  grado 
9  deseen traliitaciuii,  igual  modo  de  cnj>-ndrar  los  poderes  públi- 
:.  sino  i¡UL'  al  liaccr  reformas,  leves  por  lo  cumun,  cedian  ellas 
s  veces  en  lavor,  í  otras  en  contra,  de  la  lilicitad  polilíca. 
[  Ejemplos.  La  duración  del  presidente  er;i  de  cinco,  en  vez  de 
ibo  años  lart.  85) ;  pero  no  estaba  restrínjida  en  lo  menor  su 
íetecciiin.  Exijiósc  espresamcnle  para  la  validez  de  sus  aclos  la 
ÍBlorizacion  del  n-üpectivo  secretarlo  de\  despacho  (art.  9G); 
ero  algunas  de  sus  atribuciones  ganaron  en  estensiun.  como 
la  de  proponiT  observaciones  á  las  leyes  (art-  87,  inciso  20),  se- 
gún la  cuul  podia  demorarlas  hasta  por  treinta  dias,  i  aun  sus- 
pender i'l  curso  diil  proyecto  hasta  el  próxima  periodo  de  sesio- 
nes. Eran  las  cámaras  lejíslatívas  más  aumerosus  (artíi.  26  i  51), 
i  podían  serlo  también  algunas  de  las  asambleas  depariumen- 
Lales ;  pero  el  período  de  sesiones  de  las  primeras  era  más  limi- 
tado (art.  47).  i  á  las  otras  se  les  había  restrínjido  imiclio  su 
libertad  deaccí'>n.  badondo  presidente  nato  de  i'lla<i,  aun  con 
voto  de  calidad,  nada  menos  que  al  gobeniador  del  departa- 
mento (art.]  4'2,  incisa  8°).  Fué  algo  reglamentaria  eu  ciertas  dis- 
posiciones sobre  administración  de  jtislicia  (Ifl.  IX)  ¡  estableció 
separación  entre  la  hacienda  nacional  i  la  de  loí  departamentos 
(articulo  106),  i  facilitó  más  la  reforma  de  la  constilucíim  misma. 
En  sumí),  pudiera  preguntarse  qué  necesidad  liabia  habido  de 
una  revolución  para  este  nuevo  instrumento,  si  no  supiéramos 
cuül  es  el  cspirilu  de  casi  todas  ellas  en  la  América  índío- 
cspañola . 

Elejido  Sanlana  presidente,  de  acuerdo  con  la  constitución, 
instalóse  el  congreso  el  1."  de  enero  de  1844.  Fueron  lalos  los 
abusos  de  este  gobierno,  que  en  '22  de  octubre  la  junta  depuita- 
nienlal  de  Jalisco,  i  cM."  de  noviembre  el  jeneral  Paredes  i 
Arrillaga,  comandante  de  armas  en  el  mismo  deparlamento, 
solicilaroo  del  congreso  se  l)icic»c  electiva   la  responsabilidad  de 
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Santana,  Gonfomie  á  la  base  6.*  del  plm  Je  Tacubaya,  que 
había  ordenado  la  revisión  de  sví  actos. 

Marchando  el  presidente  conira  los  pronuDciados  en  Jalisco, 
el  sostituto,  jeneral  don  Valentín  Canalizo,  suspende  en  29  de 
noviembre  las  sesiones  del  congreso,  qne  era  hostil  al  personal 
del  Gjeculivn  ;  la  guarnición  i  el  pueblo  de  la  c^ipital  se  Hiblcvan 
el  6  de  diciembre,  i  restablecen  el  orden  constitucional,  encar- 
gándose del  poder  ejecutivo  el  jeneral  don  Joaquín  Herrera  como 
presidente  del  concejo.  Decreta  el  congreso  en  17  de  d¡cii>mbrG 
la  destitución  de  San'taaa,  i  el  senado  nombra  presidente  inte- 
rinó al  mismo  Herrera.  —  Santana,  que  se  intimidó  con  la  re- 
acción de  la  capiíal,  ^e  diríjia  ñ  Veracruz,  cunndo  fué  aprehen- 
dido el  17  de  enero  de  1845  en  Perote,  para  ser  cometido  á 
juicio.  I'ero  habiendo  espedido  el  congreso  el  24  de  mayo  una 
amnistía,  satierun  de  la  república,  según  sus  condiciones,  Saii- 
tanií.  Canalizo  i  ios  cuati-o  secretarios  que  formaron  su  mi- 
nisterio. 

Hallándose  en  San  Luís  dn  Potosí,  en  camino  para  Tejas,  un 
ejército,  ul  mando  det  jeneral  Paredes  i  Arrillagn,  r^ue  ya  conoce 
el  lector  como  fiíbricanle  de  pronnnciamcntos,  hizo  uno  dicho 
ejercito  el  14  de  diciembre,  cuya  esencia  ora  la  ini:>ma  que  la  de 
los  precedentes:  sostitucion  del  personal  gobernante  por  el  jenr- 
ral  que  delermina  el  movimiento,  como  medida  provisoria; 
i  convocatoria  á  un  nuevo  cuerpo  con.'^tituyente,  jmra  salvar  la 
¡latria  de  sus  victimarios.  Fué  por  lanío  designado  Paroiles,  por 
sus  tropas  deliberantes,  para  caudillo  de  esta  nueva  rausa;  ¡ 
marcliú  sobi'e  la  capital,  cuya  gunniicion  se  le  adhirió  al  aeer- 
carse  el  50  del  citido  dieicrnlire.  Hizo  su  entrada  el  2  de  enero 
de  1  Siti,  i  auto  continuo,  eu  junta  de  jenerales,  jefes  i  oficíales, 
propuso  una  serie  de  declaraciones,  que  al  coiilírmar  fl  plan, 
tenían  por  principal  objeto  autorizar  al  mismo  Paredes  para 
nombrar  una  junta  de  representantes  de  los  deparlamento?,  que 
á  su  turno  le  nombrase  jefe  del  ejército  provisorio.  Llenado  su 
deseo,  í  posesionado  ante  la  junta  el  4,  convocó  el  27  al  con- 
greso conslituyento.  que  se  instaló  el  50  de  julio:  pero  el  29 
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alna  Icnidul'.'ii'Pdesqne  salir  á  nimprnia  contra  b^  tropas  norlu- 
americanas,  entregando  el  gobierno  al  jeneral  HraTo.  presidente 
iaterino.  Nada  hiio  el  congreso ;  porque  el  20  de  majo  se  liahia 
pronuncÍa>lo  la  guarnición  dcGiiadalajara  coiitm  el  reciente  go- 
bierno revolucionario,  i  el  4  de  agosto  el  comandante  jencral, 
don  Mariano  Salas,  hizo  en  la  <;iu(lad  de  Mcjieo  un  análogo  pro- 
nunciamiento. 

Haliiase  atriliuido  a  Paredes  la  mira  de  procui'ar  la  erección 
ílel  sistema  mouárfjuico  bajo  un  principe  europeo;  i  asi  os  que 

IH  novísimo»  pronunciamentos  introdujeron  en  su  programa  la 
tclusion  de  aquel  sistema,  que  según  ellos,  era  delestado  por 
I  jKtcion.  Iban  más  adi'lante;  pues,  aunque  no  lo  espresaban, 
1  proponiaii  el  restablecimiento  de  la  constitución  federal  de 
824.  Más  sincero  que  Paredes,  Salas  triunTante,  se  encargó  sin 
ideos  del  poder  ejecutivo  provisional,   i  convocó  para  un  con- 
greso previsto  en  el  programa.  Sincero  también  en  otro  sentido, 
reslableció  espreí^amentc,  por  decreto  de  2'i  de  agosto,  la  cons- 
titución do  182i,  como  para  facilitar  la  tarca  á  la  repivsenta- 
cion  nacional.  Reunido  el  congreso  en  6  de  diciembre,  elijió  el 
25  presidente  ú  Santana,  aclamado  como  caudillo  de  esta  revo- 
^^vducion  en   los  mismos  pi-onunciamenlos,  que  le  sirvieron  do 
^^■kinto  de  partida:  á  Santana,  que  li;üiiit  derrocado  el  mismo 
^^Biilema  que  se  trataba  de  restablecer,  i  que,  siempre  pronto  á 
^^^oberiiar,  no  tardó  en  presentarse  regresando  de  su  destierro. 
Pera  fué  elejído  al  mismo  tiempo  vicepresidente  Gómez  Farlas. 
verdadero  representante  de  aquellos  principios. 

KCoR  fecha  18  de  mayo  de  1847,  el  coni^reso  espidió  un  acto, 
que  declaraba  por  úoica  constitución  política  de  la  república 
acta  coiisliintiva  i  la  constitución  de  18ií4,  con  varias  refor- 
mu»,  áe  que  daremos  á  conocer  las  principales.  Fué  promulgado 
el  21  por  el  presidente  promisorio. 

Dermióse  por  el  art.  I.'  del  ocla  de  reformas,  la  ciudadanía 

nación»!  (pretermitida  antes),  cxijiendn  por  únicos  re- 

i  la  edad  de  veinte  añiis,  tener  un  modo  honesto  de  vivir  í 

ersido  condenado  judiciHlmente  á  pena  infamante.  Mién- 
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tras  la  ciudad  de  Uéjico  i'uese (listrito  Tedcral,  Iciidria  voto  en  la 
elección  de  |)reaidenle,  i  nombraría  dos  senndores  (art.  6.'). 
AunentÓBe  en  una  mitad  mas  el  número  de  cenadores ;  pero 
eate  tercio  adicional  se  elijiría  (de  un  modo  bastante  complicado) 
por  el  senado  mismo,  la  suprema  corle  de  juslicia  i  la  cámara  de 
diputiidos  (art.  8.').  —  Exijióse  para  ser  senador,  además  de  los 
otros  requisitos  de  edad  etc.,  el  haber  ejercido  antes  alguno 
de  ciertos  destinos  espresados  (art.  10).  Suprimióse  el  empleo 
de  viccj residente  de  la  república  (art.  15).  Uízose  responsable 
al  presidente  por  delitos  comunes  cometidos  durante  su  eucar- 
go ;  i  por  los  oficiales,  ánies  esccptuados,  que  consistiesen  en 
aclos  no  autorizados  por  el  respectivo  secrctarÍQ  (art.  IC). 

Las  elecciones  dediputailos,  presidente  de  la  repúbiicíi  i  miem. 
bros  de  la  corte  suprema  se  hacían  en  virtud  de  leyes  jene- 
ralcs,  que  podrían  adoptar  el  sistema  du  votación  directa  ó  in- 
directa. 

Di&se  al  congreso  la  atribución  de  declarar  nulas  las  leyes  de 
los  estados  contrarias  á  la  constitución  ó  leyes  narionales 
(articulo  22).  I  ú  lasleji>laturas  de  ios  estados  la  de  hacer  igual 
declaratoria  respecto  de  las  leyes  naeíonalcs  opuestas  á  la  cons- 
lilucion  federal,  siempre  que  fuesen  rcclaiiiadns  por  el  poder 
ejecutivo,  ó  por  diez  diputados  ó  seis  í^enadorrs,  ó  bien  tres  lejts- 
laluras,  i  haciéndose  el  escrutinio  de  los  votos  por  la  corle  su- 
prema de  justicia  (art.  23). 

Para  los  delitos  de  imprenta  que  no  fupscn  el  de  díraniacion, 
se  exijió  el  juicio  por  jurados,  i  se  prohibió  otra  pena  que  no 
fuese  la  pecuniaria  (art.  26). 

Fitialmente,  las  futuras  reformas  constitucionales  no  se  harian 
sino  mediando  sois  meses  entre  la  presentación  del  dictamen  i 
la  discusión  en  la  cámara  de  su  orijcn ;  i  después  de  aprobado  el 
proyecto  por  los  dos  tercios  de  ambas  cámaras,  ó  por  simples 
mayorías  en  dos  congresos  consecutivos.  Pero  -si  la  reforma  Ini- 
biera  de  limilar  la  estension  de  poderes  de  los  estados,  necesi- 
taría además  la  aprobación  de  la  mayoría  de  sus  Icjislaturas 
(artículos  27  i  28). 
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^Coinri<tió  con  estu  cíolucioii  politice  la  guumi  (¡iie  hiicían  á 
^ico  los  Estallos  Unidos  del  Norte,  riij»s  tropas  enlraron  en  la 
Ipital  el  14  do  setiernhre  de  1847.  P'-ro  en  la  madrugada  del 
ínísino  di»  Sintana  la  había  evacuado,  retirándowi  a  la  villa  de 
Giiad.ilupo.  donde  renunció  h  presidencia,  cuyo  eicrcíiio  recayó 
rn  dun  Manuel  iln  l;i  Peña  ¡  Peña.  Desobedeciendo  las  órdeoeB 
J  goliierno  de  comparecer  n  dar  cuentn  de  su  conducta  como 
Kieral,  Sanlana  se  embarcó  en  Veracruz,  i  fijó  su  residencia  en 
Fneva  Granada. 

\  Sucedióle  el  jeneral  Herrera,  que  después  de  Victoria,  fué  el 

trimer  presidente  que  lenninó  su  periodo  legnl,   lo  que  ocur- 

6  en  I8bi,  jiero  no  sin  disturbios  i  aun  iiiíiurrceciaucE  de  in- 

lius,  que  acabiiroii  por  el  triunfo  del  gobierno.  En  enoro  de 

Iquel  año,  por  do  haber  obtenido  mayoriii  popular  niniiuiio  de 

s  candidatos,  el  congreso  etijió  presidente,  conforme  á  lacons- 

Blucion,  al  jeneral  don  Müríano  Arista,  liberal,  en  competencia 

Bn  el  jeneral  Juan  N.  Alinonte,  conservador. 

f  Pronto  comenzaron  los  pronunciamientos,  aimque  no  so  for- 

IMliiaroQ  sino  en  el  mes  de  octubre  da  1852.  El  20  suscribie- 

I  un  acia   los  principales  vecinos  de  Guadalajara,  departa- 

I  de  Jalisco,  en  que    hacian  las  ordinarias  declaraciones 

lebredestilucion  de  gobernantes,  nuevo  coiígresoelc, ele,,  ó  in- 

vitaban  A Sanlana  á  regresar  al  país ;  pero  püía  encabezar  el  pro- 

lunciatnienlo  designaban  al  jeneral  don  José  ],.  Utaga.  Era  qui- 

■n  el  primer  movimiento  estricUimcnte  civil  que  se  viera  en  la 

ípi'ibllca ;  pero  el  mismo  dia  fué  secundado  por  la  guarnición, 

ifebt;t;ida  como  los  vecinos  contra  el  gobernador  del  estado,  quien 

tovo  que  abandonarles  el  campo,  En  corto  tiempo  se  propagó 

~G  tal  modo  la  insurrección,  que  Arista,  convencido  de  la  iinpo- 

^bilidad  de  contenerla,  renunció  el  6  de  enero  de  1853  la  pre- 

idrncia  ante  el  congreso. 

'  Encargaiio  del  ejecutivo  do»  Juan  B.  Ceballos,  presidente  de 
t  EDpreroa  corle  do  justicia,  disolvió  la  cámara  el  1  tt,  adbirícn- 
lotte  al  plan  de  Jalisco. 
Tara  rcdundcar  el  proiiuuciamieiilo,  los  jenerales  del  gobierno 
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i  de  la  resolución  celebraron  en  6  de  febrero  un  conyenio,  que 
ratificando  las  anteriores  declaraciones,  contenia  algunas  nuevas 
ideas  por  via  de  complemento.  Sin  perjucio  de  la  nueva  consti- 
tución, se  elejiria  desde  luego  un  presidente  de  la  república, 
adoptando  para  ello  un  procedimiento  que  en  parte  se  confor- 
maba con  los  principios  de  la  difunta,  i  para  au&iliarle  se  creaba 
un  consejo  de  estado,  compuesto  de  veinte  i  un  miembros.  Mien- 
tras se  elejia  el  presidente,  quedaría  á  la  cabeza  del  gobierno  el 
señor  Ceballos,  i  por  su  escusa,  Ja  persona  que  nombrasen  ¿o« 
jenercUes.  Escusóse,  en  efecto,  i  el  7  se  encargó  del  gobierno 
el  jeneral  don  M.  M.  Lombardini, 

Declarado  presidente  el  17  de  marzo  el  jeneral  Santana,  con- 
forme á  lo  estipulado  el  6  de  febrero,  se  posesionó  el  20  de 
abril ;  i  el  22  espidió  un  decreto  que  tituló:  Bases  para  la  €ul* 
ministracion  de  la  república  hasta  la  promulgación  de  la 
constitución. 

No  era  mui  estenso;  pero  por  sus  disposiciones,  de  carácter 
algo  más  que  lejislativo  en  algunos  puntos,  i  por  otros  rasgos 
bien  marcados,  indicaba  que  el  presidente  se  reputaba  nom- 
brado dictador.  Siguiéronle  otros  impregnados  del  mismo  espí- 
ritu, i  que  evidentemente  mostraban  el  ejercicio  de  un  poder 
absoluto.  —  «  Por  medio  de  un  pronunciamento  fraguado  por 
los  aduladores  de  la  camarilla  i  algunos  jefes  militares,  se  dio 
á  Santana  el  tratamiento  de  alteza  serenísima  á  fines  de  este 
año  ;  i  él  restableció  la  orden  de  Guadalupe^  nombrándose  Gran 
Maestre  como  jefe  del  estado...  »  (1) 

Pocos  dias  duró,  sin  embargo,  este  orden  de  cosas.  El  1.^  de 
mar¿o  de  1854  la  guarnición  de  Ayutla,  pueblo  del  estado  de 
Guerrero,  se  pronunció,  teniendo  ú  su  cabeza  al  coronel  Floren- 
cio Yillareal,  sujestionado,  según  se  dijo,  por  el  jeneral  don 
Juan  Alvarez,  indio  de  mucho  influjo  en  el  sur,  i  principalmente 
en  aquel  estado.  Según  el  nuevo  plan,  debia  cesar  Santana  en  el 
poder,  que  ejercia  arbitrariamente,  faltando  al  espíritu  del  plan 

(I)    Arrangoiz,  volumen  citado,  páj.  342. 
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;Jaliiico ;  se  nomliraria  ud  presidejitc   interino,  quieii  coavo- 
congreso  constiliiyeiite  etc.  ,elc.  S(?cundó  el  pnmuncia- 
Hlto  en  11  del  mismo  mes  la  guarnición  de  Acapulco,  (]iiien 
tció  el  man  lo  de  la  misma  al  coronel  de  milicias  i  ndminis- 
r  de  áduann,  don  [gnaciii  Comonforl,  que  lo  aceptó.  Pro- 
bóse la  rcvülticion  riípichmeiite,   i  de  tal  modo,  qui;  el  8  ile 
peto  de  1855  ali^ndonó  Sanlana  la  presidencia,  drjando  el 
feierno  á  cargo  de  un  triunvirato,  que  no  llegó  á  ejercerlo,  i 
")  hacia  Veracruz,  donde  se  embarcó  el  I6,par.i  no  regre- 
ur  jamas. 

Bn  ió  del  mismo  agostu  la  guarnición  de  la  cipilal  adoptó  el 
plin  de  AjuIIh  ;  eH5  se  encargó  [iroTÍsÍonalmentc  del  gobierno 
yenerat  don  Martin  Carrera,  i  el  4  de  octubre  fué  elejido  pre- 
knle  inlorino  el  jcneral  Alvareí,  quien  convocó  á  congrego 
istitnyenlc  para  el  1 4  de  fctirero  siguiente.  Por  renuncia  suya, 
\  nombrado  presidente  sostituto  el  8  de  diciembre  Comon- 
,  que  había  sído  uno  de  sus  ministros.  Reunióse  el  congreso 
Utituyente  id  18  de  febrero  de  lií56  ;  i  ú  pesar  de  eso,  el  j>rc- 
e  Coniünfsrt  espiílió  en  15  de  miiyo  un  Estatuía  orgánico 
úonal  de  la  Bepübiica  Mejicana,  para  lo  cual  se  crevó 
~Mitoniailo  por  los  planes  de  Ayulla  iAcapulco,  que,  como  todos 
Iu3  anteriores,  daban  al  presidente  inlerino  «  amplias  facultades 
para  atender  á  la  seguridad  é  independencia  nacional  i  á  los  de- 
t  ramos  de  lu  adinini^tracinn  pública,  a  Era  el  estatuto  una 
i  constitución,  en  125  artículos,  que  organizaba  por  com- 
1  los  poilerc.t  ejecutivo  í  judiciiil.  de  acuerdo  con  el  centra- 
mo,  i  que  detallaba  con  murho  método,  i  en  un  sentido  libe- 
t  los  derechos  políticos  i  civiles  de  los  inejiranus  ;  pero  que 
n  lo  horraba,  como  con  una  plumada,  por  el  art.  8'2,  couce- 
)  asi:  «  El  presidente  de  la  república  podrA  obrar  discre- 
■úmenle,  i-uando  asi  fuere  necesario  ajuicio  del  consejo  de 
Knistros,  para  defender  la  independencia  ó  la  inlegrídad  del 
territorio,  ó  para  sostener  el  orden  establecido  ó  conservar  la 
tranquilidad  pública;  pero  en  ningún  caso  podrá  imponer  la 
de  muerte,    ni   las   piobibidas  por  el  arl.  Tiñ.  u  (a^oleB, 
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marca,  mnlilacioa,  iniamia  i  conBsradoni.  El  81  decia:  «Todas 
las  bcaltades  que  por  e^te  eslatnlo  no  se  señalan  fspresamenle 
á  los  gobiernos  de  los  estados  ■  terríloríos,  serán  ejercidas  por 
el  presidente  de  la  república,  ■■orifonne  al  arl.  o.*  del  plan  de 
Ayutla  reformado  en  Acapulco.  •  De  los  estado:»  no  ipiedó  sino 
burlescamente  el  nombre :  no  había  en  ellos  más  podtr  (además 
de  los  tribunales)  que  el  de  los-ajentes  del  ejecutivo  nacional. 
Eran  únicos  deberes  del  presidente  :  cumplir  el  plan  de  Ayatla. 
reformado  en  Acapulco ;  i  hacer  que  se  administrase  cumplida- 
mente la  justicia  (art.  8^1 ;  sus  únicas  restricciones :  no  dí^MMier 
del  t^rítorío  nacional,  no  ejecutar  acto  al^no  sin  la  auloríu- 
cion  del  respectivo  secretario,  i  no  suspender  ó  limitar  las  ga- 
rantías individuales  sino  en  el  caso  del  art.  82  lart.  84). 

Sobre  las  débiles  bases  invocadas  por  el  estatuto,  se  levan- 
taba alli  una  dictadura,  do  menos  real,  aunque  menos  franca  que 
la  de  Sanlana,  i  que  no  había  de  cesar  ni  aun  por  la  espedicion 
de  la  conslitucion,  que  sancionó  el  congreso  en  5  de  febrero 
de  1857,  i  promulgó  el  presidente  interino  en  12  del  mismn 
mes,  para  que  comenzase  á  rcjír  en  todas  ^us  parles  el  16  de  se. 
liembre.  de  conformidad  con  su  articulo  final.  Fué  mal  recibida 
por  el  clero  i  parte  del  ejército,  con  motivo  de  que  fardaba 
silencio  en  materia  de  relijion.  i  abolin  los  fueros  eclesiástico  Í 
militar  (1 1 ;  i  por  el  mismo  Comonfurl,  que  habiéndose  desvane- 
cido por  su  repentina  ascensión  al  poder,  1»  juzgó  restrínjido 
por  el  nuevo  iiistrunienlo. 

Apenas  planteada,  manifestó  el  pre<id(?ntG  al  congreso  que  no 
podia  jioheniarcon  ella,  solicitó  i  obttivo  en  4  de  noviembre  fa- 
cultades estraordinarias  (que  en  Méjico  significó  siempre  omn/- 
modas) ;  i  clejiJo  presiilenle  constitucional,  indicó  en  su  ilis- 
rurs<i  inaugural  de  I."  de  diciembre  que  propondría  reformas 
á  la  constitiiciíjo. 

Conociendo  su  mente,  i  aun  de  at  uenlo  con  él,  según  lo  dice 

(l)  Kl  clero  csiaba  praveniíio  conira  el  conBri'so.  que  liabia  decretado  %\p¡- 
nasrcfurma'.  entre  ellas  la  ennjenaeion  de  los  bienes  de  \n  Iglesia,  iniciada 


gBTi  liislurimlor  <  1 ),  el  jeniTal  don  Félix  ¡Enlonga  se  prnnunció  en 
Tai'ubayii  el  t7  He  diciembre,  contra  la  constitución,  pero  no 
contra  Comoníort,  |Vir9  qne  rc  convocare  á  un  niiovo  congreso 

(oaatituycntc,  el  cual  dcbia  organizar  el  gobierno  de  acuerdo 
on  la  mluntad  nacional.  Aceptado  ente  plan  por  Cumonfort, 
|Dedóéste  viKualtnetile  ejerciendo  racnllados  dictatoriales,  i  nom- 
td  un  ministerio  analuao,  pGrai|ue  no  era  en  su  mayoría  acep* 
tbie  pnr  el  clero  ni  los  conservadores. 
I  n  nuevo  pronuncinmienlo  del  jeneral  T.a  Parra,  segundo  de 
!uloaga,  á  que  se  adhirió  la  mayor  parle  de  la  guarnición,  Í  que 
ocurrid  el  10  de  enero  ile  1S58,  rerormaba  gI  de  Taciibaja,  es- 
cluyendo  á  ('omonrorl  del  gobierno.  Ücspues  de  resistir  iiiútil- 
menle  por  las  armas,  separóse  en  efecto,  Í  puso  el  gobierno  en 
manos  de  don  Benito  Juárez,  sostitntn  suyo,  como  presidente  de 
la  fiuprema  corte,  para  combatir  la  insurrección,  á  la  cabeza  de 
B  puras  Fuer/Bs  que  le  quedaban  ;  pero  abandonado  aun  de  és- 
,  hubo  de  fuirarse.  Una  asamhlea  de  notables  nombró  presi- 
lente  interino  á  Zuloaga,  que  se  posesionó  el  21,  i  í^e  declaró 
abiertamente  conservador.  Bn  cuanto  á  Juárez,  era  un  abogado 
de  ihislraciun  i  honradez,  que  como  gobernador  deOajaca,  6U 
^^B<stado  natal,  había  mostrado  ya  firmeza  i  otras  dotes  administra- 
^^■Hti»,  i  que  desconocido  entonces  fuera  de  Méjico,  ibii  á  llamar 
^^Hi  n tención  universal  [lor  la  imperturbable  fe  i  denodada  cons- 
^^^ancia  con  que  defendió  el  principio  legal  i  republicano,  desque 
fué  representante. 

Dcfide  entonces  comenzó  una  guerra  civil  larf^a  i  sangrienta, 
que  dio  ventajas  alteni  ilivns  á  uno  i  otra  bando,  i  cuyos  porme- 
nores son  ajenos  de  este  lugar.  Juárez,  presidente  constitucional, 

situó  su  goliierno,  primero  en  Guadalajara  i  después  en  Vera- 

.  Zuluaga.  presidente  revolucionario,  en  posesión  de  la  capi- 

,  viéndose  objeto  de  desconlianzas  i  conspiracíoties,  nombró 

JHresidente  itoslitula  en  febrero  de  1859  á  su  primer  jeneral,  don 

Iliguel  Miramon,  quien   posesionado  momentáneninente,  sepa- 
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rose  para  salir  á  campaila.  Arrepentido  Zuloaga,  revoca  su  de- 
crelo  i  pretende  reasumir  el  poder  en  majo  ó  junio  de  1860; 
pero  Miramon  no  obedece,  le  arresta  cu  Méjico,  donde  ambos  se 
hallaban  á  la  sazón,  i  le  lleva  consigo  á  la  campaña  en  calidad 
de  preso.  Habiéndose  escapado  Zuloaga,  Miramon  se  inJusIrta 
para  dar  á  su  poder  algún  barniz  de  legalidad,  i  se  bace  elejir 
en  el  mes  de  julio,  por  la  junta  de  notables  ci  Crida  de  antemano, 
presidente  interino,  en  cujo  carácter  le  reconoció  el  cuerpo  di- 
plomático residente  en  la  capital.  Derrotado  Miramon  el  2'2  de 
diciembre  en  Calpulalpam  poreijeneral  en  jere  del  gobierno 
coQSlitucional,  González  Ortega,  entró  éste  á  Méjico  el  24,  aban- 
donando aquél  su  gobierno  de  becho  i  ocultándose  en  la  misma 
ciudad.  A  principios  de  enero  de  1861  ingresó  en  ella  el  presi- 
dente Juárez,  i  estableció  su  gobierno.  La  legalidad  había  triun- 
fado,  i  la  facción  conservadora  quedaba  vencida;  pero  se  reser- 
vaba aparecerilenuevoapoyando  una  causa  antipatriótica  i  odiosa. 
Para  apoyar  con  las  armas  ciertos  reclamos  contra  el  gobierno 
de  Méjico,  celebraron  los  de  España,  Francia  i  la  Gmn  Bretaña 
no  convenio  en  Londres  á  51  de  octubre  de  1861,  según  el  cual, 
las  partes  contratantes  debían  enviar  á  aquel  país  una  triple 
expedición  mililar.  Mandóse  en  efeclo  en  enero  de  1862  ;  i  ha- 
biéndosele  abandonado  el  puerto  i  las  fortificaciones  de  Vcracrui, 
avanzaron  las  fuerzas  espedicionarias  hasta  la  Soledad.  Enta- 
bladas negociaciones,  ajustóse  allí,  en  19  de  febrero,  un  arreglo 
preliminar,  en  que  se  convino  continunrlas  hasta  dejar  satis- 
fechas por  el  gobierno  conslilucional  de  la  república  las  recla- 
maciones intentadas,  quedando  entre  tanto  las  fuerzas  invasoras 
situadas  en  determinados  lugares;  í  para  el  caso  de  renovarse 
hostilidades,  deberian  retroceder  en  su  marcha  antes  de  comen- 
zarlas. Para  hacer  frente  á  la  situación,  el  gobierno  de  Juárez 
liabia  recibido  del  congreso,  desde  noviembre  de  1861,  i  en 
virtud  del  art.  29  de  la  constitución,  facultades  cstraordínarlas, 
ó  sea  para  suspender  las  garantías  individuales  en  ella  recono- 
cidas. 
Improbado  el  convenio  preliminar  de  paz  por  el  gobierno  de 
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Kapüleon  1ÍI.  que  uvidenlemetite  se  proponía  fines  especiales,  los 
d£  España  i  laGraiiBrelaña  retiraron  sa»  tropas;  i  los  b'anceses, 
pretia  declaración  de  guerra  en  16  de  abril,  avaluaron  en  el 
caminoá  la  capital,  sin  volver  antes  á  las  posiciones  convenidas. 
Atacaron  á  Puebla,  que  los  rechazó  en  5  üe  mayo  con  gran  per- 
dida. Bctiráron^e  a  OrÍEava,  Í  rcrorzados  por  el  jcneral  Foiey, 
—irolvierotí  bujo  su  mando  á  atacar  á  I'uebla  el   1$  de  marzo  de 
|k865,  en  número  de  40.00U  hombres.  Después  de  una  brillante 
I  heroica  dcrensa  por  la.^  Tuerzas  mejicanas,  al  mando  del  jeneral 
'Gomales  Ortega,  Puebla  tuvo  que  ceder  por  falta  de  pertrechos, 
i  se  entregó  el  18  de  mayo.  Considerando  el  presidente  Juárez. 
que  no  podia  defender  la  capital,  la  evacúa,  i  el  10  de  junio  la 
KUpa  Forey  con  su  ejórcilo.  Juárez  situó  su  gobierno,  primero 
■  San  Luis  de  Potosí,  i  después  más  al  norte,  según  lo  deman- 
kbn  el  curso  de  las  operaciones  militares.   Llegó  á  lijarle  en  el 
Pú$o,  fi'oiilera  lie  los  Estados  Unidos,  i  hubo  tiempo  en  que  $e 
rojió  equivocadamente    que  había  pasado  al  territorio  de   la 
^^nacion  vecina.  Durante  los  dos  años  que  siguieron,  los  franceses, 
^^■Mudados  por  algunos  infieles  mejicanos,  llegaron  á  ocupar  la 
^^Bftnyor  parte  del  territorio. 

^^K   Desde  que  los  ajeutes  de  Napoleón  III  manifestaron  al  gobierno 
^^■el  presidente  Juárez  que  el  emperador  francés  desaprobaba  el 
^^Bftnvenio  de  la  Soledad,  avanzaron  el  concepto  de  que  los  inle- 
^^TTaes  de  la  Fnincia  ó  de  sus  ciudadanos  cxijian  un  cambio  do 
instituciones,  lo  que  confirmaba   cierto  pensamiento,  atribuido 
de  antemano  al  emperador,  de  eslablecer  un  trono  en  Méjico, 
ocupado  por  el  principe  Fernando  Maximiliano  Je  llapsburgo, 
Iwrm'ino  menor  del  emperador  de  Austria.  Lo  que  se  halla  bas- 
tante de  acuerdo  con  el  dicho  atribuido  á  la  emperatriz  Eujenia 
en  Biarritz.  que  nos  cita  el  señor  Arrangoiz  en  su  historia  (volu- 
men citado,  páj.552).  Kn cuanto  a  b  persona  del  soberano,  la  de- 
signación del  archiduque  parece  Iiaber  otijinado  entre  los  meji- 
i  promovedores  de  la  intervención  monárqi 
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Seis  días  después  de  ocupada  la  capital  por  Forey,  el  16  de 
junio,  espidió  éste  un  decreto^  por  el  cual  convocaba  á  a  una 
junta  superior  de  gobierno, »  compuesta  de  55  individuos,  la  cual 
debia  nombrar  tres  ciudadanos  mejicanos  para  que  se  encarga- 
sen del  poder  ejecutivo ;  i  formar  una  a  asamblea  de  notables, » 
asociándose  á  215  miembros  más,  elejidos  tambi*  n  entre  los 
ciudadanos  mejicanos.  En  su  decn4o  espresó  el  jeneral  francés 
que  procedía  en  virtud  de  instrucciones  dadas  por  el  ministro 
del  emperador  Napoleón,  M.  Dubois  de  Saligny  a  para  organizar 
los  poderes  públicos  que  debian  dirijir  los  asuntos  de  Méjico ;  o 
i  reglamentó  la  junta  superior  de  gobierno,  la  asamblea  de 
notables  i  el  poder  ejecutivo,  declarando  como  primer  deber  de 
dicha  asamblea  la  designación  de  la  forma  de  gobierno  de  Mé- 
jico, i  encargando  la  ejecución  del  decreto  al  ministro  del 
emperador. 

Por  otro  decreto,  18  de  junio,  nombró  los  miembros  de  la 
junta  superior  dt*  gobierno,  i  encargó  su  ejecución  al  mismo 
ministro.  En  22  de  junio  la  junta  elijió  para  r}ue  se  encargaran 
del  poder  ejecutivo  á  don  Pelajio  Antonio  de  Labastida,  arzobispo 
de  Méjico,  i  á  los  jenerales  mejicanos  don  Juan  N.  Almonte  i  don 
Mariano  Salas.  Instalóse  este  gobierno  el  dia  25,  llamándose 
«  Supremo  Poder  Ejecutivo  Provisorio  de  la  Nación,  »  i  el  2  de 
julio  publicó  el  nombramiento  de  los  individuos  que  habian  de 
integrar  la  asamblea  de  notables  decretada  por  Forey. 

A  su  turno  la  nu(wa  asamblea  espidió  en  10  de  julio  un  de- 
creto, que  mandó  publicar  el  pod<T  ejecutivo,  i  en  el  cual  se 
declaraba,  llevando  á  electo  el  de  16  de  junio  dado  por  Forey: 
1.°  Que  la  nación  mejicana  adoptaba  por  forma  de  gobierno  la 
monarquía;  2."  Que  el  soberano  tomaría  el  título  de  Emperador 
de  Méjico;  3.*  Que  se  ofrecia  la  corona  al  príncipe  F.  Maximi- 
liano, archiduque  de  Austria,  para  él  i  sus  descendientes; 
4.®  Que  en  el  caso  de  que,  por  circunstancias  imposibles  de  pre- 
ver, no  llegase  el  archiduque  á  tomar  posesión  del  ofrecido 
trono,  la  nación  mejicana  se  rcmitia  á  la  benevolencia  de  Napo- 
león III,  emperador  de  los  franceses,  para  que  le  indicara  otro 
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riiicipu  cnlólico.  ¥.\  rríiinvírnlo  rjeniUÍTO  nsumíó   pnlónccs  el 
iaráctcr  i  Ululo  {je  ¡iejencia  del  imperio. 
Hallándose  Iniíiqiiilo  en  su  paincío  deMJramar,  el  arcliJduque 
\  invitado,  primero  por  t'iududimus  particalnres  de  Méjico  i 
espues  por  una  coniísion  olicial  enviuda  en  5  de  ocluhn'  ile 
Hi{65  por  la  jimia  de  notaliles,  par»  que  nct'plDse  el  trono ;  pero 
rebusti  iicojer  estas  niviL-icioiics  a  mientras  no  constase  la  volun- 
tad nacional  i   tuviese  ríertus  garantían   europeas  de  sosteni- 
nicnlo,  M  las  que  no  lardó  en  darle  Napoleón  III.  comprometién- 
'ilose  ó  iiianlener  en  Méjico  sus  fuerzas  hasta  cierta  época.  Bajo 
la  dominación  de  las  armas  francesas,  que  se  estendia  sobre  la 
mayor  paite  del    pais.  levantáronse  actas  de   ajunlamientos  i 
^'ciudadanos  particulares,  con  numerosas  lírmas,  qae  repetían  el 
BfreMmiento ;  i  se  trasmitió  este  resultado  en   lU  de  abril   de 
H^Qi  al  candiilato  de  emperador.  Previa  consulta  ron  abo^ados> 
faue  interpretan  aquellos   documentos  como   prueba  feliacíente 
í  la  voluntad  de  la  nación  mejicana,  el  archiduque  acepta  la 
roña  i  parte  el  14  ;  llega  á  Veracruz  en  c)  mes  de  mayo,  i 
■igneá  la  capital,  escoltado  por  las  tropas  francesas,  entre  los 
Iplausoade  partidarios  oficiosos  i  chnsnias  noveleras. 
No  tardó  niucho  en  peitler  con   los    ultraconservadores,  que 
11  prínripal  apnvo,  por  ciertas  medidas  liberales  que  adojitó, 
irínci pálmenle  en  materias  eclesiásticas;  i   con   casi   todo   el 
Mrlido,  por  la  dominadora  injerencia  de  lla/aine,  sucesor  de 
Furey,  en  el  nuovo  gobierno  mejicano,  ejercida  mui  á  despeclio 
leí  mÍ)¡mo  enqierador.  Ni  ganó  mucho  en  el  partido  repuldícano, 
!  que  le  separó  más  tarde  un  aiii^^mo,  cuando  Maximiliano 
ipidió  en  3  de  octubre  de  1865  un  malhadado  decreto  de  guerra 
Imnerle,  que  mancha  trislemeiile  su  memoria.   Atribuyese    I 
mariscal  Baiaine   la  redacción,  á   lo  menos  en  parto,  de  este 
célebre  documento  ;  i  no  dudamos  que  su  espíritu  mismo  hubiese 
flido  sujerido  por  él,  atendido  el  carácter  individual  de  los  dos 
¡lersiinujcs.  Maximiliano   era    lioiubi'e    su¡ierioi',    intelectual   i 
moraünente  hablando;  pero  si  bien  valeroso  hasta  el  heroismo, 
t)  debilidades,  sobre  todo,  para  con  la  fuci-za  que  sostenía  su 
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mal  fundado  trono :  del  carácter  de  Bazaine  teneinos  diferente 
opinión. 

Nunca  se  coDstituyó,  propiamente  hablando,  el  imperio  de 
Maximiliano  ;  é  Í|;noramos  cuáles  eran,  si  los  tenia,  sus  planes 
áeste  respecto.  Quitas  se  proponía,  imitando  á  Napoleón,  edu- 
car d  »u ptteblo  para  la  libertad;  i  entre  tanto,  gobernarlo 
según  BU  leal  saber  i  entender.  Lo  cierto  es  que  no  liubo  otra 
pauta  constitucional  que  un  Ettatuto  provisional  del  Imperio 
Mejicano,  espedido  por  el  emperador  en  10  de  abril  de  1865 
T  á  Gn  de  preparar  la  organización  definitiva  del  imperio,  »  peiv 
que  no  la  preparaba  en  realidad,  sino  que  simplemente  organi- 
zaba un  gobierno  personal  i  autocrático. 

Por  muerte  ú  otra  incapacidad  del  emperador,  se  encalaría 
la  emperatriz,  ipto  fació,  de  la  rejencia  del  imperio  (art.-S.'). 
El  emperador  representaba  la  sobeíania  nacional  ;  i  mientras 
otra  cosa  no  se  decretase  en  la  or^'anizacion  definitiva  del  im- 
perio (á  (|ue  no  se  proveyó),  la  ejercería  en  todos  sus  ramos, 
por  si,  6  por  medio  de  las  autoridades  i  funcionarios  públicos 
(nombrados  por  él)  (art.  4.").  Para  la  administración  jeneral  se 
establecieron  nueve  ministerios  (art.  5.°),  cuyos  jefes,  ó  sean  los 
ministros, eran  responsables,  según  la  leí  (art.  12),  que  no  sabe- 
mos si  llegó  á  espedirse. 

Solo. el  poder  judicial  seria  imlepeiidiente  (art.  17);  i  con 
cscepcion  de  este  principio,  i  uno  que  otro  más,  todo  lo  relativo 
íi  la  organización  i  ejercicio  de  la  majistratuia  se  refería  á  la  iei. 

Dividíase  el  lerrítorio  en  ocho  grandes  grupos,  que  abrazaban 
cincuenta  departamentos  :  éstos  en  distritos,  i  los  distritos  en 
municipalidades  (art.  5'2).  k  la  cabeza  de  las  primeras  divisiones 
Iiübia  comisarios  (de  nombramiento  eventual) ;  i  rejían  los  otros 
los  prefectos  i  subprefectos,  delegados  i  subdelegados  del  em- 
perador (arts.  9.",  28  i  54).  llabia  también  autoridades  i  corpo- 
raciones munici|>alcs  (arls.  ó6  i  57).  i  las  últimas  eran  de  elec- 
ción popular  directa  (art.  43).  Esta  parte,  asi  como  la  indepen- 
dencia en  que  se  colocaba  á  la  autoridad  civil  de  la  militar 
(articulo  48),  merecen  especial  mención  i  encomio. 
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I'iii'  lits  titulo^  XIII  i  XlV  Bc  dcriiúaii  con  iimcliii  iirecision  ¡ 
eiactitud  los  derechos  de  nacionalidad  í  ciudadanía  ;  i  creemos 
que,  en  i'sUi  malerifi,  el  estatuto  era  superior  ú  todas  las  consti- 
tuciones aiiLeriores.  Hubo  también  allí  garantías  de  igualdad, 
seguridad,  propiedad,  culto  i  libertad  de  imprenta  (arl.  58); 
pero  con  referencia  á  las  leyes  resjieclivas,  que,  por  supuesto, 
al  definirlas  i  reglamentar  su  ejercicio,  podían  rcstrinjirlas.  SÍii 
embargo,  habia  sus  limitaciones  de  ese  peligro  ea  los  arta.  59 
á  76.  Obsérvese  que  el  derecho  de  ejercer  su  culto,  garantizado 

IitoJoslos  liabitanlcs,  se  estableció  entóneos  por  primera  v«, 
pues  que  ainguita  constitución  republicona,  ni  las  más  liberales, 
|k  atrevieron  jamas  á  concederlo  espresaraeute.  Como  natui'al 
Consecuencia,  se  suprimió,  en  la  Tónnula  de  posesión  de  los  em- 
boados públicos,  el  juramento  acostumbrado,  i  se  sostituyó  con 
una  simple  promesa  de  aceptación  i  cumplimiento  de  los  debe- 
res re-^peclivos  (art,  79). 

Por  último,  i  sin  perjuicio  de  la  inmediata  observancia,  de- 
bían, dentro  de  un  ano,  la:-  autoridades  i  funcionarios  públicos 
tXevüT  al  emperador  observaciones  sobre  las  reformas  que  á  su 
juicio  di'iiiHndase  el  estatuto,  lo  que  prueba  que  se  le  daba  larga 
vida,  aunque  ei'a  provisorio. 

Naturalmente    los    gobiernos   europeos    reconocieron    bario 
ronto  el  de  Maximiliano;  pero  no  lo  hizo  asi  el  de  los  Kstados 
)s,  que  desde  el  principio,  i  en  medio  de  las  dilicultadcs 
e  enlónces  le  rodeaban,  protestó  por  circular  diplomática  de 
(i  de  mano  de  1 8()2  contra  la  intervención  estruiijera  en  Méjico, 
lobustecido  con  la  pacificación  de  su  propio  pais  en  18(]5.  no 
9  limitó  ya  á  protestar,  sino  que  exijió  formalmente  al  gobierno 
nm.'es,  en  noviembi'e  de  aquel  año,  la  retirada  de  sus  ruernas. 
I  cuando  Napoleón  se  persuadió  de  que  sus  solismas  Í  dilaciones 
nada  podían  contra  la  voluntad  bien  pronunciada  del  gobienio 
omeiicano,  juzgó  prudente  ceder;  retiró  sus   tropas  antes  del 
téraiinu  estipulado  con  su  protejido,  i  aconsejó  á  éste  que  desis- 
tiera él  niiüniode  la  aventura,  por  abdicación.  Pero  Maximiliano, 
despuca  de  nmcbas  vacilaciones,  i-esolvió  permanecer  en  el 


puesto,  i  sostenerse  con  cuerpos  de  voluntarios  austríacos  i 
belgas  que  había  enganchado,  j  con  tropas  mejicanas,  de  que 
unas  se  )e  habían  adherido  desde  el  principio  i  oUas  fueron  or- 
ganizadas por  él  durante  su  reinado. 

No  carece  de  ínteres  ni  de  oportunidad  el  siguiente  pasaje  de 
un  escrito  dinjido  por  Maximiliano  al  jcneral  Escobedo,  jefe 
militar  de  Querétaro,  con  feclia  29  de  majo  de  1S07,  durante 
el  juicio  á  que  aquél  fué  sometido  :  «  Llegó  vez  en  que  dnde  de 
la  firmeza  i  c<Hisolidacion  de  un  trono;  i  como  mi  única  mira 
al  ocuparlo  ha  sido  el  bten  i  la  felicidad  de  Méjico,  me  ausenté 
de  la  capital,  i  me  detuve  en  OrízsTa  pai-a  pensar  i  escojer  con 
más  detenimieuto  i  madurez  una  resolución  di'finitiva,  libre  ya 
de  toda  presión  etlranjera  :  llamé  en  mí  ausilio  á  ios  consejos 
de  ministros  i  de  estado,  á  quienes  espuse  con  franqueza  los 
fundamentos  de  mis  dudas ;  oído  su  pnreccr,  me  rcsolri  á  volver 
;i  la  capital,  decidido  á  convocar  á  un  congreso  para  esplorar  la 
voluntad  nacional :  invencibles  obstáculos,  que  á  nadie  se  ocul- 
tan, frustraron  mi  designio  :  mai'ché  entóneos  á  ponerme  al 
frente  del  ejército  del  interior,  no  con  el  esclusivo  objoto  de  sos- 
tener mi  trono  con  las  armas,  sino  con  el  de  provocar  siempre  un 
desenlace  pacifico  i  honroso,  un  medio  que  pusiese  término  á  las 
dilercnoias,  sin  efusión  de  sangre;  pero  mui  á  mí  pesar,  trabóse 
en  esta  ciudad  una  lucha  terrible  en  la  que  he  sucumbido  ( 1 ) .  » 

Algo  más  había;  Í  es  que  por  ese  tiempo  (octubre  i  noviembre 
de  1!J6<))  el  emperador  se  hallaba  dispuesto  á  abdicar,  tanto  por- 
que empezaba  á  prever  su  ruina,  ruanto  por  la  funesta  enferme- 
dad contraída  en  Boma  por  la  emperatriz.  Pero  le  disuadieron 
de  ello  sus  partidarios,  i  especialmente  los  jenerales  Márquez  i 
Miranion,  quienes  de  regreso  del  estrüiijero  se  avistaron  con  él  en 
Oi'izava.  El  segundo  í  algunos  otros  hombres  influentes  del  par- 
tido, no  simpatizaban  con  los  franceses;  antes  bícii  deseaban 
su  salida,  conllando  demasiado  en  la  popularidad  i  fuerza  nativa 
del  principio  monárquico. 

(1)    Reteña  hísISrica,  etc.,  por  el  C.  Juan  de  Dios   \rias.  N<ijico.  1887.  pá- 
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I  Empci.irnu  su  l'ormal  relíniílii    las  Lrnpiís  trancusns  en  mero 
I  1867.  compUliiiidula  el  12  ilc  munco,  día  en  que  se  embarcó 
li  Teracruslii  iilliniii  divisKín,  c<m  lo  cual  qurdó  n-diiuido  Masi- 
biliano  ii  su  ejército  misto,  fuerte  do  25  li  50,000  hombres, 
Btnás  de  300  |iiez.iK  de  iirtillcrla.  Es  nsomhrosa  la  rapidez  con 
e  se  sucedieron  desde  entonces  los  más  graves  acontocimie ti- 
to. A  medida  que  Us  tropas  cspedicionaiias  se  conienlrnbnti 
marchar,  i  aun  antes  de  eso,  avanzaban  de  los  estados 
teiilrionales  las  fuerzas  del  gobierno   republicano,  i   se  pro- 
nnciaban  contra  el  Ím|ierÍo  las  |)ublaciunes  libres  de  la  presión 
Mrjnjera.  ¥n  en  31  de  octubre  de  1860  liabia  caído  en  poder 
B  los  constitucionales  la  ciudad  ile  Oujaca,  sitiada  por  el  ji'nerel 
IN)rrir¡o  Diax,  después  de  haber  sido  derrotados  l.SOO  auslriacos 
que  iban  en  ausilio  de  la  plaza. 

El  ejército  del  norte,  al  m,indo  del  jeneral  don  Mariano  Esco- 
,  obtuvo  triunfos   importantes,   i  pronto  se  redujeron  las 
mperiales  á  dos  pequeños  cuerpos  de  ejército,  ipic  se  en- 
íerraruti,  uno  en  la  capital,  asediada  por  el  jeneral  Díaz,  i  otro 
enQuerétaro.  al  mando  inniodíatu  del  emperador  ausiltado  por 
llimnion  i  Mejía,  que  sitió   el  jeneral    Escoliedo.  Después  de 
^^^0  dias  de  ludia  cncaí  nizada,  QueriHnro  fué  tomada  por  asalto  el 
^^Bl  de  mayo  de  1867  ;  i  aunque  Maximiliano  había  enviado  desde 
^^B1  de  marzo  su  abdicación  al  ministerio,  situada  en  Méjico,  para 
^^^■r  publicada  si  caia  prisionero,  se  ocultó  mas  bien  el  hecho,  i 
^^Hir.ajiitul  no  se  rindió  sino  algunos  dias  después. 
^^P  Conrunnc  á  una  lei  espedida  en  25  de  enero  de  1802  por  el 
|tresidenle  Juárez,  investido  como  se  vió  de  facnitcides  estra- 
ordinarias,  juzgése  en  Querétaro  militarmente  ú  Femando  Maxí- 
ttttliano  de  Uapsburgu,  archiduque  de  Austria,  al  jeneral  don 
Miguel  Miramon  i  al  jeneral  don  Tomas  Mi'jia,  quienes  condena- 
dos á  la  ]iena  capital  por  un  consejo  di-  guerra  ordinario,  fueron 
cjeruladus  el  10  de  junio  de  1867,  ó  sea,  tres  meses  después  de 
haber  evacuado  el  teiritorio  mejicano  los  últimos  restos  de  la 
espodicion  francesa. 

IH/n  Juñrc¿  su  entrada  en  la  capital  el  15  de  julio,  convocó  a 
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elecciones  para  pi*esidentc  de  la  república,  i  promovió  la  reunión 
del  congreso.  Sus  poderes  habian  espirado  en  ISGS,  según  la 
constitución  ;  pero  no  obstante,  resolvió  continuar  encargado  del 
poder  ejecutivo,  lo  que  le  valió  una  protesta  del  jeneral  González 
Ortega.  Fué  elejido  presidente  para  el  nuevo  periodo^  en  el  mes 
de  diciembre,  con  una  inmensa  mayoría,  lo  que  significaba  plena 
aprobación  de  su  conducta  por  el  pueblo,  que  le  reputó  salvador 
de  la  legalidad  i  del  principio  republicano.  Tuvo  que  reprimir 
varias  insurrecciones,  orijinadas  por  la  sempiterna  causa,  ambi- 
ción de  jenerales  impacientes,  i  desconfiados  del  voto  popular. 
Pero  sofocadas  todas,  hizo  prevalecer  el  reinado  de  la  constitu- 
ción. Reelecto  en  1871,  debió  haber  rehusado  continuar  en  el 
poder,  para  dar  así  la  última  prueba  de  patriótico  desprendi- 
miento, en  favor  de  otros  aspirantes,  i  para  fundar  las  verda- 
deras costumbres  republicanas.  Murió  en  1872,  sucediéndole 
don  Sebastian  Lerdo  de  Tejada,  su  ministro  durante  la  lucha 
con  el  imperio,  i  á  cuya  firmeza  é  ilustración  debióse  en  mucha 
parte  el  triunfo  de  la  causa  repi'esentada  por  aquéllos  dos  grandes 
hombres. 

La  restaurada  constitución  de  1857  no  liabia  podido  ni  si- 
quiera ensayarse  antes  de  ser  susjiendida,  como  lo  fué,  primero 
por  la  traición  i  después  por  la  necesidad.  Planteada  diez  años 
mas  tarde,  como  si  acabara  de  sancionarse,  su  ejercicio  ha 
venido  mostrando  sus  reales  ó  iniajinarios  defectos,  que  vahas 
reformas  han  procurado  subsanar  Las  tres  consumadas  hasta  el 
momento  en  que  estas  lineas  se  escriben  son:  una  en  18 73 sobre 
culto  relijioso,  otra  en  1874  sobre  composición  i  atribuciones  del 
cuerpo  lejislativo,  i  la  tercera  en  1877,  que  prohibe  la  reelección 
del  presidente.  Quedan  insertas  á  continuación  del  texto  de  la 
primitiva  constitución,  en  otros  tnnlo^  apéndices,  complementa- 
dos por  un  estrado  de  las  leyes  eleccionarias,  en  la  parte  más 
intimamente  relacionada  con  las  disposiciones  constitucionales 
á  que  se  refieren.  Oirás  se  hallan  en  curso,  i  siendo  probable 
que  se  admitan  definitivamente,  salvas  leves  alteraciones,  presen- 
tamos á  continuación  de  este  capítulo  las  dos  iniciativas  en  que 
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ntim  proyccludaj,  í  una  de  las  cuales  abraza  lo  tercera  rcroniin 
hecha.  Pero  su  orijeii  demanda  algunaa  esplicaciones. 

Vencía  en  187()  el  perioJo  del  si  ñor  Lerdo  de  Tejada,  i-fué 
nuevamente  candidato  para  el  próximo  periodo,  en  competencia 
con  el  jcnerair^rlirio  Díaz.  Lerdo  era  impopular  entre  los  demó- 
cratas. Di'sde  que  ocurrieron  las  elecciones  para  el  congreso  de 
,87j   imputó    la  oposición    al   presidente   manejos  indebidos, 
in  los  cuates  obtendría  mayoría  en  la  lejislatura,  cuya  dura- 
in  liabia  de  alcanzar  á  1876,  año  del  escrutinio  para  declarar 
nueva  elección  presidencial.  Fundándose  en  éstas  i  otras  ale- 
gadas ínFracciones  de  la  constitución  ú  las  leyes  hfzose  uu  pro- 
nunciamiento revolucionario  en  Tustepoc,  villorrio  insigníGcantc 
del  estado  do  Oajaca,  el  dia   lo  de  enero  de  187ü,  que  en  sus- 
tuncia  desconocía  el  personal  de  los  poderes  Tedcrales ;  encargaba 
al  jeneral  I'orürii)  Díaz  el  mando  del  ejército  que  di-bia  espelerlo, 
inflaba  el  ejucutívu  provisorio  á  un  ciudadano  que  designarían 
lOr  mayoría  de  votos  los  gobernadores  de  los  estados,  i  ordc- 
iba  que  aquel  ruucionario  convocase  oportunamente  para  clec- 
liones  de  los  nuevos  mandatarios  nacionales,  til  plan  de  Tux- 
ipec   fué    reemplazado   con    modificaciones  pur  ulro   que  se 
ló  en  Palo  Blanco  á  2  de  marzo  siguiente,  según,  el  cual  el 
ejecutivo  se  ejercería  provisionalmente  por  el  presidente 
U  corte  suprema  de  justicia,  como  lo  previene  el  art.  82  de 
constitución  para  los  casos  en  que  no  se  ha  elejído  ó  no  ha  po- 
dido posesionarse  oportunamente  el  de  la  república. 

Trabada  la  lucha  entre  las  fuerzas  del  gobierno  de  Lerdo  i  las 
de  Díaz,  libróse  el   16  de  noviembre  de   1876  una  batalla  en 
Tccuac.á  unas  cien  millas  de  la  capital,  cuyo  resultado  fué  la  der- 
rota de  las  primeras  al  mando  del  jeneral  Alatorre.  Tronunciáronse 
entonces  varios  estados  por  la  revolución,  limitada   basta  allí  al 
estado  de  su  nacimiento.  Salió  de  la  capital  el  presidente  Lerdo  el 
día  21.  i  dirijiéndiisc  después  á  Acapulco,  se  embarcó  para  San 
mciscodo  Califürnia.  El  jeneral  IJiaz  ocupó  á  M<^jico  poco  des- 
18,  i  se  declaró  presidente  provísoríü,  ó  mas  bien  «jeneral  con»- 
isionalista  encargado  provisoriamenle  del  poder  ejecutivo.  » 
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Paralela  con  su  revolucioD,  más  militar  que  civil,  había  mar- 
chado separadamente  i  por  cuenta  propia  otra  revolución  más 
civilquemilitar.dirijidaporel  licenciado  José  María  Iglesias,  presi- 
dente de  la  corte  suprema  de  justicia.  Ya  en  setiembre  de  1876. 
cuando  se  presumía  que  don  Sebastian  Lerdo  de  Tejada  seria 
declarado  electo  presidente.  Iglesias,  llamado  á  soslituirle,  dado 
que  faUase,  púsose  en  comunicación  con  el  jeneral  Díaz,  para 
proceder  unísonamente  en  el  desconocimiento  de  la  nueva  ad- 
ministración. Nada  resultó  de  estas  tentativas  ;  pero  declarada 
por  la  cámara  de  diputados  la  elección  de  Lerdo  en  27  de  oc- 
tubre, Iglesias,  con  fecha  del  siguiente  dia,  publicó  en  Sala- 
manca un  manifiesto  i  un  programa  de  gobierno.  En  el  primer 
documento  protestaba  contra  la  declaratoria  de  elección,  repu- 
tando ésta  nula  ó  ficticia,  ya  porquo  no  habla  habido  votaciones 
en  muchos  distritos  ocupadas  por  las  fuerzas  revolucionarias  de 
Díaz  ó  cuyos  sufragantes  se  habían  abstenido,  ya  parque -en  los 
distritos  en  que  aparecía  haberse  votado,  muchos  de  los  cuales 
estaban  sujetos  al  estado  de  sitio,  eran  falsos  los  snfrajlos.  Uno 
ó  dos  dias  después  se  declaró  en  ejercicio  provisorio  del  poder 
ejecutivo,  á  virtud  de  cierto  plan  proclamado  en  Cclaya. 

Si  esto 'hubiera  pasado  después  de  la  fuga  del  presidente 
Lerdo,  la  conducta  de  Iglesias  habría  sido  iiUachablc.  Pero  en 
octubre,  i  declarandu  por  sí  que  la  elección  de  aquél  era  nula, 
procedía  revolucionariamente.  Por  su  parte  Díaz  quiso,  durante 
algunas  semanas,  armonizar  con  la  pretensión  de  Iglesias,  única 
legal,  derrocado  Lerdo,  i  conforme  además  con  el  mismo  plan 
revolucionario  de  Palo  Blanco.  Pero  á  medida  que  la  victoria  de 
Tccoac  iba  pareciendo,  como  resultó  serlo,  definitiva,  las  buenas 
disposiciones  del  jeneral  Díaz  se  modificaron,  í  pronto  llegaron 
á  estinguirsc.  Puso  condiciones  para  someterse  á  Iglesias,  iV¿\i- 
ñas  de  las  cuales  juzgó  éste  inaceptables,  ora  porquo  consistían 
en  adoptar  los  planes  revolucionarios,  incompatibles  con  la 
legalidad  que  aquél  represen  taha,  ora  porque  vejaban  la  autori- 
dad del  presidente.  Acaso  toda  dificultad  se  habría  allanado,  a 
no  ser  porque  Díaz  exijió  que  Iglesias  nombrase,  tres  de  sus 
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F)lii[iÍslros  ¡i  pru|>ucsb  del  parlidorcvoluciuuiíiío,  i  cutre  ellos  al 

mismo  Días  para    l:i  cartera  ile  guerra.  Eu  m  tiiuiiírteato  del 

SSdeoclulire  Iglesias,  con  laudablü  despreudtiu ionio,  decluró, 

■  qae  nü  aceptaría  su  cHuiJidalura,  ni  la  de  un  ministro  suyo,  ni 

^ra  alguna  olicial.  para  la  pr^idenuJa.  I  como   la  del  jenern) 

voríiiio  Dinz  era  obligada,  no  quería  sujetarse  á  la  sospcrlia  da 

s  la   palmcinaha  con  violación  de  su  solemne  L-ompromÍso. 

Ello  os  que  no  pudo  haljer  avcnímienlo;  i  rolas  las  negociaciones 

k  finos  de  novienilire,  el  jeneral  Bcrrioznlial,  a  la  cabeza  de  un 

jércilo  allciiíado  por  Iglesias,  se  dispuso  á  combatir  en  diciembre 

s  fuerzas  revolucionarias  del  jeneral  Díaz  ;  pero  nial  organíza- 

Lis  las  de  aquél,  tras  un  lijero  encuentro  se  dispersaron  ;  i  el 

tuismo  Iglesias  siguió,  como  antes  Lerdo  de  Tejada,  el  camino 

i\  destierro. 

Con  ocasión  de  estu  semicampaña,  salió  de  la  ca|iital  el  jeue- 

pnl  Dbiz,  dejando  por  decreto  de  6  de  diciembre  al  jeneral  Juan 

p.  Méndez,  segundo  jcl'e  del  ejército,  encargado  del  poder  ejecu- 

Uvo  provisional.  Méndez  convocó  á  elecciones  de  funcionarios 

tscioaaleB  en  il  mismo  mes  citado,  señalando  el  28  de  enero 

Mra  celebrarlas,  ¡  declarando  á  Lerdo  i  n  Iglesias  inhábiles  para 

s  procidencia,  pero  no  mencionó  a!  sonado,  sino  solo  a  la  cii- 

mara  de  diputados,   que  denominó  congreso,  como  lo  hi/o  la 

primitivs  constitución  do  18^7,  i  que  ku  reiiriió  el  l.°de  abril. 

Opioalian  entonces  algunos  de  los  revolucionarios,  que  los  plancíi 

>  Tuilcpec  i  falo  Illanco  liabian  suprimido  el  senado,  apoyán- 

c  en  cierta  calificación  que  allí  se  le  diera,  i  aun  en  la  omÍ- 

íon  del  acto  que  lo  creó  al  mencionar  los  constitutivo?.  Pero, 

Fi  mejor  acuerdo,  el  jenrral  Díaz  manifestó  á  la  cámara  dístin- 

a  opiniones,  i  espuso  que  si  no  se  convocó  ni  senado  al  n     ,no 

m]>a  queu  aquélla,  fué  porque  no  estiban  todavía  ruor^.miza 

las  las  lojiülaturas  de  los  estados,  ;i  quienes  correspondió  baccr 

I  escrutinio  de  esas  votaciones.  Añadió  que  la  Ci'iiiiara  de  dipn- 

ldu8,  si  bien  no  podía  lojislnr  sin  el  concurso  de)  senado,  podia 

|ercer   «trax  funciones  que  le  son   propias  i  que   tendían   al 

ronto   ri'stnbiccimiento  del  orden  cunstilneional,  i  terminaban 


T,«  UPmJ>U  DE  KHiU) 

eaeiláadoia  á  qoe  hiciese  b  Dmitüki  coafoeaLorü.  Pudia  la 
cámara  en  eleelo  escrstar.  como  eacrufaí  tl^spoes,  b»  votos  emi- 
tidos  pan  la  ekecwa  de  picstdeirte.  i  declarar,  eonie  declaró, 
electo  al  jeneral  Porfirio  Díaz,  ttis  en  cnaiUi)  a  cooTocatMia  del 
senado,  rcsolm  en  21  de  abiíL.  i|im  do  citfRspDDdb  hacerla 
sino  al  porler  ^ecntifo ;  i  no  podiendo  Ujísbr.  quedo  Tirtoal- 
■tteale  en  ñutan.  G>asi;aienti;inente.  el  Jeoerai  encargado  del 
^ecolivo,  por  decreto  de  2  de  maco  convocó  á  elecciones  para 
el  senado.  í  señaló  pan  sn  instalación  A  15  de  srtiembre. 

Aun'|iie  el  con^reao  trunco,  no  podia  ocuparse  en  acto  alguno 
de  carácter  lejiíbtifo.  dejando  la  admioistracioo  prorisoría 
del  jenenl  Díaz  ctanifestar  su  propúüito  de  realizar  \as  mins  de 
la  reTolncion.  que  habían  sido,  no  sólo  derribar  la  segunda  de 
Lerdo,  repnlada  iiitrasa.  sino  propender  á  ciertas  reformas  cons- 
titucionales, propuso  por  el  correspondiente  minislerio  Us  üu^ 
iniciutitas  á  que  untes  temos  uludido  i  que  ú  contiriuücion  ¡n- 
serlamos.  S^uo  ella^,  quedarían  modificadas  \a  formación  del 
Ecnado  i  las  atribuciones  especiales  de  la  cámara  de  diputados, 
prohibida  la  reelecion  del  presidente  de  la  república  i  de  lús 
gobernadores  de  estado,  i  provisto  á  un  nuevo  medio  de  sostitu- 
cion  en  las  faltas  de  aquel  funciouarío.  Ojalá  que  c^s  innova- 
ciones se  hubieran  propuesto  i  realizado  marchando  el  paU  por 
la  üenda  legal,  i  que  una  revolución  triunfaiile,  motivada  por 
l.'i  inmonlidad  ó  la  lijereza  de  agredidos  i  agresores,  no  hubiese 
vi-nidu  á  rct^irdar  la  curación  dtl  mal,  agravado  siempre  por  el 
supuesto  remedio.  Ini^tatósc  el  congreso  mejicano  (8.*  del  pre- 
KcnlR  réjímcn  constitucional),  el  10  de  setiembre  de  1877,  dia 
en  <|ue  pudo  completar  su  quorum.  Consideradas  las  iniciativas 
de  'iirmas  constitucionales,  aprobó  integra  monte  la  primera 
la  (áiiiara  de  diputados  ;  pero  la  de  senadores  separó  los  arts.  7S 
i  lOi),  que  .iprobó,  según  aparece  de  la  reforma  consumada, 
l'rncfldió  asi,  por  juzgarse  esta  reforma  mucho  más  urjente  i 
más  incontrovertible  que  las  demás,  diferidas  virtualmeiitc;  i 
CNplicaiIo  el  pensamiento  á  la  cámara  primitiva,  lo  aceptó  en 
10  de  noviembre.  Tal  como  quedó  el  proyecto,  según  el  cual  se 


K'jirotiibin  la  reelección  del  prexiiicnle  de  la  Uaion  i  de  los  gober- 
ladores  de  loa  estados,  fué  sometido  el   10  á  la  decisiüD  de  las 

lejislaturas  de  éatos,  tjun  -i  su  turno  lo  íiproliaron.  Hasta  el  15  de 

diciembre,  en  que  el  conjíreso  clausuró  sus  sesiones,  no  se  liabia 
nñi  siquiera  emitido  concepto  jior  las  comisiones  respectivas  sobre 
|ias  demás  reformas  constitucionales  iniciadas  por  el  ejecutivo. 
En  ese  tiempo  la  paz  reinaba.  La  honradez  i  ta  moderación  de 
K^ue  el  presidente  Uiaz  lia  dado  pruebas  prometen  que  el  orden, 
[la  libertad  i  el  projíreso  radiquen  en  Méjico.  El  desarrollo  que 

«mpeziiba  :í  tomar  la  industria,  la  buena  situación  del  erario  i 
1  alenciou  prestada  al  crédito  público,  interno  por  lo  menos, 
Ptonfirman  nuestras  esperanzas.  Solo  falla  para  consolidarlas  el 
rrestablecimienlo  de  l.is  relaciones  cstcríores,  ¡nierrumpidas  por 
Pía  caida  del  se¡jundo  imperio,  respecto  de  las  naciones  euro- 
r^as,  i  aun  mal  definidas  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
Iprimero  por  la  revolución  que  derrocó  al  señor  Lerdo,  i  dcs- 

[pues  por  cuestiones  de  violación  de  territorio  en  la  frontera. 


Secretaría  de  eÉlndo  i  del  despacho  de  gubi 

Sección  1.'  —  Se  reforman  los  arls.  78,  79,  80,  82  i  109  de  la 
jonsülucion  ffderal,  en  los  lérminos  siguientes  : 

Art.  78.  &[  oresidenle  entrará  k  ejercer  sus  funciones  el  1 .°  de 
didembr-,  i  aurará  en  su  ene  >rgo  cuatro  años,  ito  podiendo  ser 
reelecto  sino  es  cuatro  después  de  haber  cesado  en  sus  funciones. 

Art.  79.  Cada  cuatro  años,  en  el  mismo  dia  en  que  se  verifiquen 
ones  dt!  presídeme  de  la  república,  el  pueblo  elijirá  con 
is  formalidades  tres  individuos,  bajo  le  denominación  de 
iculadoi,  los  cuales  tendrían  los  mismos  reiiuisilos  que  para  el 

ftidenteexije  el  arl.  74.  tino  de  ellos,  nombrado  al  efecto  en  cada 
¡aso  i  &  mayoría  absoluta  de  votos  por  In  cámnra  de  diputados,  ü 
»r  la  comisión  permanente  si  ajuélla  no  estuviere  reunida,  susti- 
{uirá  al  presidente  ilu  la  república  en  sus  facultades  temporales,  i 
también  en  las  absolutas  hasta  concluir  el  periodo  pnra  el  que 
tele  fué  electo.  I, a  det^ignacion  del  ÍTisaculado  que  haya  de  sustituir 
il  preaidenli!  nunca  se  hará  por  la  cámara  preventivamente,  sino 
lasla  que  ocurra  la  falta. 

Ail.  80   Si  la  falla  del  presidente  fuere  repentina,  entrará  ¿  sus- 


í¿78  REPIIBLICA  DE  MÉJICO 

tituirlo  el  presidente  en  ej(>rdcio  de  la  corte  suprema ;  pero  solo 
por  el  tiempo  estrictamente  necesario  para  que  la  cámara  de  dipu- 
tados, ó  la  comisión  periiianeiite  en  su  caso,  haga  la  elección  do 
quo  habla  el  articulo  anterior. 

Ari.  82.  Si  por  cualquier  motivo  el  presidente  electo  no  estuviere 
pronto  á  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  el  dia  1 .®  de  di- 
ciertibre,  cesará,  sin  embargo,  el  antiguo,  i  el  poder  ejecutivo  se  de- 
positará en  el  insaculado  que  etija  la  cámara  ó  la  diputación  per- 
manente. Lo  mismo  se  hará  en  el  caso  de  que  la  elección  de  presi- 
dente no  se  hubiere  verificado  ó  se  hubiere  declarado  nula.  Pero  si 
la  elección  de  insaculados  tampoco  se  hubiere  hecho  ó  resultare 
nula,  para  este  único  caso  los  insaculados  del  periodo  anterior  con- 
servarán su  carácter  legal  hasta  que  se  verifique  la  nueva  elección, 
á  ñn  de  que  uno  de  ellos,  electo  por  la  cámara  ó  la  diputación  per- 
manente respectivamente,  ejerza  el  poder  ejecutivo  i  se  convoque 
inmediatamente  al  pueblo  á  elecciones. 

El  presidente  de  la  república  no  puede  ser  electo  insaculado  para 
el  periodo  siguiente,  ni  el  insaculado  en  ejercicio  del  poder  eje- 
cutivo al  tiempo  de  hacerse  la  elección  de  presidente  puede  ser 
electo  para  este  cargo. 

Los  insaculados  gozan  del  fuero  que  el  ait.  105  de  esla  consti- 
tución concede  á  los  funcionarios  federales. 

£1  carácter  de  insaculado  no  inhabilita  para  el  desempeño  de 
otro  cargo  de  elección  popular,  sino  es  cuando  el  insaculado  entre 
á  ejercer  el  poder  ejecutivo. 

Art.  i09.  Los  estados  adoptarán  pira  su  réjimen  interior  la 
forma  de  gobierno  republicano  representativo  popular!  Sus  gober- 
nadores no  pueden  ser  reelectos,  sino  es  después  de  trascurrido 
un  periodo  conslilutional. 

Méjico,  abril  2  de  1877.  —  Protasío  I\  Tacjle. 


Secretaria  de  estado  i  del  despacho  de  gobernación. 

Sección  1.»  — Las  reformas  hechas  á  la  constitución  federal  por 
declaración  del  congreso  de  6  de  noviembre  de  1874,  se  modifican 
en  los  términos  siguientes  : 

Art.  58.  A.  — El  senado  se  compondrá  de  dos  senadores  por  cada 
estado  i  dos  por  el  distrito  federal,  elijiéndose  un  suplente  para 
cada  propietario  El  tiempo,  modo  i  lugar  en  que  han  de  hacerse 
las  elecciones  de  senadores,  serán  determinados  por  las  lejislatu  • 
ras  respecto  de  los  senadores  de  los  estados,  i  por  la  lei  orgánica 
electoral  federal  respecto  de  los  de  d'strito.  Las  determinaciones 


REPriiLir\  DE  ME.in:n  -íio 

•délas  Ipjislaturaa  seriin  [ales,  que  no  difieran  la  reunión  ilel  sona- 
do ni  impidan  las  funciones  de  los  senadores,  ni  !>e  opongan  en 
manera  nli^una  A  ios  preceptos  de  esta  constilulion.  El  senado  po- 
drá convocar  &  elecciones  de  senadores,  conforme  á  la  leí  orgánici 
riectornl  f<-deral,  en  el  estado  cuya  lejistatura  no  cumpliere  con 
'  s  disposiciunes  de  este  articulo. 

72.  A.  — Son  Tucullades  esclusivas  de  la  cámara  de  dipu- 

'  Erijírse  en  roleiio  electoral  para  ejercer  las  facullades  que 
I  leí  Eeñalu  respecto  al  nombramiento  de  preaidenle  conslilucio- 
inl  de  la  rept'iblica,  insaculados,  majislrados  de  la  suprema  corte 
í  senadores  por  el  distrito  fedeml.  És  también  facultad  esdusiva 
le  la  cimnra  de  diputados  dusignar  de  entre  los  insaculados  al  que 
leba  sustituir  al  presidente  de  la  república; 

3.*  (ialificari  di'cidirsobre  las  renuncias  que  hagan  el  prcsi* 

s  de  la  república,  l<is  insaculados  ó  majislrados  de  la  suprema 

•  de  justicia.   Igual  atribución  le  compete  tralAndosc  de  lioeii- 

iB solicitadas  por  el  presidente  de  la  república  ó  los  insaculadiis. 

"e  derogan  las  fracciones  &.■  i   6."  del  art.  72,  letra  B. 

((■■jico,  abril  9  de  1877.  —  Protnsio  P.  Tagle. 


OBSERVACIONES  JENERALES 


Dos  consideraciones  principales  nos  han  rooTido  á  eslender  la 
hbtoria  constitucional  de  Méjico  más  que  la  de  los  otros  países 
objeto  de  los  precedentes  esludios  :  1  .*  La  importancia  i  variedad 
de  los  sucesos  en  ésta,  la  más  conspicua  entre  las  colonias  espa- 
.ñolas  del  Nuevo  Mundo;  2.*  El  deseo  que  aquella  misma  impor- 
tancia i  variedad  sujiere  de  someter  los  hechos  al  estudio  de  la 
filosofía  política,  á  fin  de  obtener  las  naturales  consecuencias  que 
de  su  índole  se  desprenden. 

A  no  ser  por  ciertos  elementos  perturbadores,  la  historia  de 
la  soberanía  ó  del  poder  público  se  ajustaria  probablemente  en 
Méjico,  lo  mismo  que  en  cualquier  otro  pueblo,  á  la  lei  del  des- 
arrollo evolucionario,  la  más  jeneral  i  resumen,  por  decirlo  asi* 
de  todas  las  leyes  naturales.  Es  ella  la  que  rasgó  la  niebla  del 
éter  cósmico,  i  concretadas  sus  parles  en  virtud  del  principio  de 
la  gravitación,  ayudado  de  un  primer  movimiento,  que  la  ciencia 
aún  no  ha  acertado  á  csplicar,  imprimió  la  forma  i  las  revolu- 
ciones á  los  cuerpos  celestes.  Ella  la  que,  por  el  enfriamiento 
del  primer  fluido  i  las  afinidades  i  las  gravedades  especificas  da 
los  cuer|K)s  en  fusión,  los  ha  ido  desprendiendo  i  precipitando 
sobre  el  globo  terráqueo,  ó  dejando  en  su  atmósfera.  Ella  la  que 
de  una  lava  ardiente,  i  al  parecer  homojénea,  ha  entresacado 
todas  las  rocas,  i  de  las  rocas  hecho  jerminar  las  plantas,  i  de 
las  plantas  embrionado  el  reino  animal,  incluso  el  último  des- 
envolvimiento, el  hombre.  Ella  la  que  del  bimano  poUnesio,  que 
hoi  vacilamos  en  adjudicar  al  jénero  bruto  ó  al  jénero  humano, 
hizo  el  hombre  salvaje,  el  bárbaro,  el  semibárbaro  i  el  civili- 
zado, que  pueklan  á  Australia,  África,  Asia,  Europa  i  América. 
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1  tiiiiunJu  ii  iiiieslro  propusUo,  es  la  misma  leí  la  que  fundó 

ría  sociedad  polilica  sobre  el  ni'icleo  de  la  sociedad  doméstica,  i 

Lpor  su  desarrollo  dió  ocisioD  de  ejercitaise  a  las  tendencias  cere* 

LbraloH  que  determinan  el  establecimiento  del  gobíernn  desde  su 

tforma  rudimcnLiI  tinsla  la  más  avanzada  de  los  tiempos  moder- 

E'Bos.  Eo  virtud  de  esa  lei,  t«n  antigua  como  la  materia,  i  que  no 

e^jendra  los  cambios  rigorosamente  necesarios,  sino  cuauda  les 

llega  su  turno,  del  patriarcado  nació  la  autocracia,  de  ella  In 

monarquía  moderada,  i  de  ésta  la  república  en  todas  sus  varie* 

;_d*des. 

Forzar  loa  cambios  políticos  es  producir  la  retoludon,  á  dífü- 
Bfencia  de  la  evolución  que  habría,  por  la  propia  virtud  del  pro- 
B^trtso,  desarrollado  las  formas  oportunas  i  adecuadas :  es  también 
■TOlardar  esc  progreso,  que  la  impaciencia  quisiera  festinar;  pero 
^ue  esclavo  sumiso  de  la  evolución  acompasada,  no  unce  jamas 
kntcs  de  tiempo,  si  bien  suele  engañar  á  los  que  encanarse  qulc- 
I.  Cuando  se  acelera  artiüi-ialmente  el  movimiento  político  fabri- 
tsndo  instituciones  estemponineas,  la  reacción  no  se  hace  aguar- 
liri  el  progreso  defínitivose  retarda;  como  en  la  naturaleza  física 
■j^uen  la  calma  i  el  estancamiento  á  la  tempestad,  el  calor  esce- 
TfÍTo  al  frío  glacial,  la  sequía  cstrema  á  las  lluvias  torrenciales, 
Uas  abundantes  ú  las  malas  cosechas,  i  aun  el  vi^^or  de  las  nuevas 
ineracionea  á  las  devastadoras  epidemias. 
Ningún  hombre  de  estado  sincero  debe,  |ior  lo  mismo,  for- 
r  ios  cambios  políticos,  alucinado  con  el  benéfico  efecto  inhe- 
rente  á  instituciones  da  su  fantástic-i  p^edile^cion.  Porque  no 
logrará  su  objeto,  sino  producir  el  desorden  i  el  malestar,  por  la 
[icrturbacion  de  la  marcha  normal  que  la  naturaleza  tiene  preve- 
nida. Estudiar  esta  march.i  llevando  en  cuenta  la  eliiografía,  la 
iustoria,  el  suelo,  el  clima,  i  en  suma,  el  medio  ambiente  de  la 
icion  á  que  sirve,  es  su  tarea  obligada  ;  pero  le  resta  aún  alga 
es  evitar  ó  conjurar,  en  cuanlo  de  él  dependa,  las  causas 
BTturbadoras  de  la  evolución  natural,  conocer  su  época  é  ilustrar 
■  opinión  pública  acatándola  cuando  se  ha  pronunciado, 
i  Siempre  difícil  la  obrado  constituir,  lo  es  miirho  mas  cuando 
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se  trata  de  uu  pueblo  que  h.-ie e  por  primera  Tez  su  aparición  en 
el  concierto  de  las  naciones.  Seis  ó  siete  millones  de  habitantes 
sobre  una  superficie  de  200.000  leguas  cuadradas  componen  una 
sociedad  respetable,  que  demandaba  de  sus  hijos  la  más  asidua  i 
escrupulosa  consagración  al  estudio  de  sus  primordiales  necesi- 
dades, i  los  medios  de  satisfacerlas,  en  cuanto  del  gobierno  de. 
pendiese,  por  medio  de  instituciones  adecuadas  á  su  condición,  i 
por  tanto,  duraderas,  ci?ilizadoras,  i  por  consiguiente,  apropia- 
das al  subsecuente  desarrollo.  Pero  ¿cuáles  son  esas  institu- 
ciones ? 

Considerándolas  primero  en  términos  jenerales,  hé  aquí  algu- 
nas reflexiones  do  H.  A.  Beaure,  en  una  obra  francesa  reciente 
que  antes  hemos  citado  (I):  «Asi  como  la  tierra  jira  simultánea- 
mente sobre  si  misma  i  sobre  el  gran  astro,  la  humanidad,  en  su 
marcha,  obedece  al  combinado  impulso  de  los  hechos  preexisten- 
tes, cuyo  influjo  es  inmediato  i  de  las  nuevas  ideas  que  sin  cesar 
se  imponen  de  por  si.  Abandonada  á  sus  propios  recursos,  la 
teoría  pudiera  muí  bien  elevarse  en  el  vacío,  i  allí  flotar  en  altu- 
ras inaccesibles,  mientras  que  la  práctica,  sin  otra  ayuda,  pronto 
se  arrastraria  en  oscura  rutina.  De  aquí  la  necesidad  de  unir  esas 
dos  fuerzas,  cuyo  consorcio  enjendra  la  perfección. 

»  Por  eso  el  pensador  i  el  hombre  de  estado  llegan  á  mirar  la 
política,  no  tan  sólo  como  obra  de  puras  abstracciones,  sino  tam- 
bién i  aún  más  como  la  ciencia  de  las  realidades.  Saben  que  las 
sociedades  humanas  no  han  sido  fabricadas  de  una  sola  pieza, 
como  ciertos  productos  industriales,  sino  que,  por  el  contrario, 
son  el  resultado  sedimentario,  podríamos  decir,  de  muchas  i 
consecutivas  jeneraciones. 

y>  Por  no  haber  tenido  bien  presentes  estos  dos  términos  del 
problema,  la  filosofía,  la  política  i  la  historia,  han  maniobrado 
sin  brújula  ni  timón  entre  el  derecho  divino  i  el  estado  racional 
durante  los  cuatro  ó  cinco  mil  años  en  que  la  humanidad  ha 
tenido  conciencia  de  sf  misma.  Para  que  puedan  vivir  las  insti- 

'1)    Démorratif!  contemporaine.  París,  1876,  p^.  14  i  siguientes. 
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iones  do  un  país  es  preciso,  no  sólo  qiie  sean  intrinsicamente 
.Ins,  sino  (jue  annonícen  con  su  pusndo,  sus  Unbitog,  su  rarác- 
sutt  ifilcreses.  lo  que  no  significi  r|iie  i'l  culto  de  lo  relnlivo 
se  lleve  al  CBlreíoo  de  justiiicar  las  vergonzosiis  transarciones  run 
la  roncieiicia,  que  tanlos  hombres  se  han  permitido  bajo  espe- 
ciosos preleslos. 

Nunca  hai  ranún  para  abjurar  en  principios  el  culto  de  lo  vcr- 
lero  i  aun  de  lo  ideal;  i  ciiandn  Be  asumo  la  grave  responsa- 
lidad  de  conciliarios,  mediante  ciertas  concesiones,  con  las 
rsijencias  do  la  actualidad,  requiérese  indispensablemente  que 
la  necesidad  se  halle  bien  demostrada,  ó  por  lo  menos  que  los 
resultados  la  justifiquen...  Pueden  tenerle  opiniones  lijas  sin  ser 
precisamente  mi  sectario ;  asi  como  se  puede  ser  republicano  sin 
desconocer  la  necesidad,  i  á  veces  el  mérito  relativo  aunijue 
esencialmente  provisorio,  de  formas  de  gobierno  distinta»  de  la 
república.  Itajo  este  punto  de  vista  debe,  nos  parece,  contem- 
plarsií  la  historia ;  remontar  ¡i  lo  pasado,  no  para  condenar  todo  lo 
qae  á  él  se  refiere,  sino  para  recojer  lecciones,  que  se  cambiasen 
tos  nuevos  datos  de  la  ciencia  i  las  aspiraciones  del   pro- 


\  En  pocas  palabras,  una  constitución  debe  tener,   como  Jano, 
(  faces,  que  miren  una  á  lo  pasado  consultando  las  costom- 
s  i  los  intereses  Icjítimos  creados,  otra  á  lo  Tiituro,  acomo- 
dándose con  cierta  elasticidad  al  necesario  adelanto  que  emana 
de  In  evolución  natural.  Méjico  ha  tenido  muchas  í  diversas  cons- 
.  Utuciüncs;  la  monarquía  i  lu  dictadura,  la  república  unitaria  i  la 
Urotiva.  ¿Cuál  de  ellas  le  era  más  apropiada?  ¿En  cuál  se 
B  su  porvenir  i  debe  perseverar?  ¿Qué  estorbos  necesita  remo- 
t  ú  sns  condiciones  vitales? 
['Ante  todo,  démonos  cuenta  de  los  elementos  perturbadores 
i  Ift9  cuales  la  evolución  ]iolÍtica  natural  se  hubiera  producido 
I  como  donde  quiera.  Son  de  dos  jéncros  :  uno  esterno  ii 
¡clJTO,  otro  sicolójit-o  ó  sujetivo.  He  los  primeros  contamos  dos; 
i  la  milicia  :  <lc  los  segundos  otros  dos;  lu  teoría  i  la 
toilacion.  Vil  quintil,  que  reputamns  misto,  es  la  dcmaj^ojia  ó 
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ambición  civil  desordenada.  El  clero  ha  fatorecido  de  ordinaño 
al  partido  llamado  conservador  (que  propende  á  aomenlar  la 
acción  del  gobierno).  Pero  en  Méjico,  durante  la  primera  ¿poca 
revolucionaría,  ó  sea  de  1810  á  1820,  púsose  el  btjo  clero  del 
lado  del  partido  llamado  liberal  (que  propende  á  anmentar  la 
independencia  del  individuo ).  Por  lo  que  respecta  al  efcreito,  si 
bien  se  inclina  también  de  suyo  á  apoyar  al  partido  conservador 
( i  de  ahi  su  frecuente  alianza  con  el  clero ),  ha  puesto  su  espada 
en  Méjico  al  servicio  de  todos  los  partidos,  cuyos  principios  le 
importaban  poco,  con  tal  que  el  caudillo  de  cada  revolución  asu* 
miesc  el  poder. 

De  los  elementos  sujetivos,  la  teoría  (i  llamo  asi  las  abstrac- 
ciones fantásticas)  ha  propendido  de  ordinario  á  la  adopción  de 
la  forma  republicana;  la  imitación  ha  guiado,  por  no  decir  estra. 
viado,  á  republicanos  i  monarquistas,  teniendo  los  unos  por  mo- 
delo á  los  Estados  Unidos  de  América,  i  los  otros  de  ordinario  á 
la  Gran  Bretaña.  ¡Feliz  privilejio  de  la  raza  anglo  sajona  I  Pero 
no  solamente  privilejio,  sino  palmaria  demostración  de  que  la 
raza  i  no  las  instituciones ,  son  la  causa  del  orden,  la  libertad,  la 
industria  i   el   progreso  que  en  aquellos  dos  pueblos  se  ad. 

miran. 

Examinemos  ahora  las  formas  de  gobierno  que  han  rejido  en 

Méjico  desile  el  coloniaje  hasta  el  presente:  pero  no  por  su  órJen 
cronolójico  i  rigoroso,  sino  mas  bien  por  el  natural  evoluciona- 
rio,  para  mejor  hacer  resaltar  la  influencia  de  los  elementos  per- 
turbadores. Es  la  primera  en  ambos  órdenes  la  autocracia  ó 
monarquía  absoluta.  Pero  no  nos  detendremos  en  ella,  porque  no 
sal)e.i:os  que  haya  tenido  en  Méjico  muchos  partidarios,  si  es  que 
ha  tenido  alguno.  Planteada  la  constitución  española  de  1812, 
una  de  las  más  liberales  en  su  jénero,  los  mejicanos  gustaron, 
aun  antes  de  su  independencia,  de  las  garantías  individuales  i 
la  limitación  del  poder  público;  tanto,  que  en  1820,  cuando  se 
restableció  segunda  vez  en  España  dicha  constitución,  el  virri 
de  Méjico  se  vio  forzado  á  restablecerla  allí  también,  á  pesar  de 
las  instigaciones  en  contrario  del  rei  Fernando  VII.  El  curso  de 
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iTulucion  oulural  lialña  hecho  liar  un  pnso  á  k  colonia  en  e 
ino  polUico,  preparando  por  el  mismo  hecho  su  indepen- 
m. 
^Estaba  Nueva  España  rejilla  por  aquello  constitución  al  inde- 
^ndi&ir<c  en  1821,  i  romo  la  independencia  no  fué  resultado 
intiicdiuto  de  la  guerra  con  la  metrópoli,  que  terminó  casi  por 
entero  desde  1815,  faltuha  por  ese  lado  el  Glemcnlu  perturbador 
i  las  armas.  Si  en  aquella  ¿poca  los  monarquistas  hubieran 
iBdu  coniumar  la  independencia  sin  pronunciamiento  del  ejér- 
á  lo  menos  Fernando  Vil,  ñ  oteo  de  los  príncipes  llamado 
r  el  plan  de  Iguala,  hubiese  aceptado  la  corona  que  por  él  ae 
b  ofreció,  uaii  posible  i  lasi  probable  hahria  sido  el  cdtableci- 
Koto  pacifico  i  durable  de  la  monarquía  niodcraila.  Pero  hecha 
I  independencia  por  un  caudillo  militar,  en  cuyas  manos  quedó 
tdc  entonces  el  poder  público,  é  insinuándose  mui  pronto  od 
■■espirilu  de  Iturbide  la  posibilidad  i  el  deseo  de  confiscarlo  en 
p  provecho,  introdujo  en  el  tratado  de  Córdoba  la  nwcsaria  re- 
ma para  que  pudiese  ocupar  el  nuevo  trono  cualquier  itidivi- 
?uo  designado  por  las  cortes.  Elejido  él  mismo  de  la  manera  que 
el  lector  conoce,  quedaban  contra  su  trono  varios  elementos 
perturbadores  que  le  amenazaban  :  1.°  El  mal  ejemplo  dado  por 

Ipronunciainiento  mililar  de  Iguala  que,  como  observa  el  señor 
kman,  no  lardarla  en  imitarse;  ^.°  Li  súbita  elevación  á  la 
{nidad  real  de  ua  hombre  oscuro  i  adocenado,  que  natural- 
Snte  habia  de  lener  rivales  cutre  los  espadones  conocedores  yu 
íl  camino  al  poder;  5."  La  teoría  i  la  imilaciotí,  abrigadas 
BÍ  de  buena  fe  por  los  republicanos.  La  caida  de  Iturbide  estaba 
pues  en  la  naturaleza  de  las  cosas. 

Pfodñjose  de  hecho  por  los  mismos  medios  que  su  elt:va<;ion. 
I  hombre  que  habriu  luego  de  quitar  i  poner  toda  cla^e  de 
titucioncft  menos  la  monárquica,  que  se  oponia  á  su  sed  de 
I  absoluto,  el  jeneral  Simlana,  asesorado  por  un  distin- 
ido  hombre  civil,  don  Miguel  Santamaría,  cx-min¡s tro  án  Colom- 
,  que  redactó  el  pronunciamiento  de  Veracruz  á  (i  de  diciembre 
i,  derrocó  la  monarquía  du  Iturbide.  Menos  que  nínj^no 
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pensaría  Saniana  en  apuntalar  el  trono  para  ofrecerlo  á  un  prín- 
cipe europeo,  como  lo  hubiera  deseado  el  partido  que  se  llamaba 
borbónico.  Tenia,  por  consiguiente,  que  decidirse  en  fa?or  de  la 
república,  destinada,  sin  embargo,  á  desfigurarse  en  sus  manos. 
Pero  ni  Santana  ni  Santamaría  eran  federalistas ;  i  como  además 
la  república  unitaria  asemeja  más  que  la  otra  á  la  monarquía  cons- 
titucional, llegábale  su  turno  en  la  evolución.  Pero  no  lo  obtuvo, 
i  ya  veremos  por  qué.  Entre  tanto,  i  para  terminar  con  la  mo- 
narquía, examinemos  si  era  posible  i  oportuna  después  de  su 
primer  fracaso. 

Reputamos  erróneo  el  concepto  de  los  monarquistas,  que  esti- 
mando este  sistema  provechoso  por  su  propia  virtud,  júzganlo 
aplicable  donde  quiera  que  han  visto  fallar  la  república,  sin  de- 
tenerse  á  examinar  si  las  causas  de  mal  éxito  no  serian  comunes 
á  todas  las  formas  políticas.  En  una  palabra,  han  desconocido  la 
verdadera  naturaleza  del  gobierno  monárquico  ( i ) ;  que  no  es 
sino  una  derivación  de  la  autocracia,  una  transacción  con  la  aristo- 

• 

cracia  i  con  la  democracia,  una  instilucion  histórica,  que  supone 
ciertos  antecedentes  i  base  para  subsistir,  i  cuyo  poder  se  funda 
en  los  hábitos,  la  tradición  i  aun  el  misterio  inherente  al  derecho 
divino.  Donde  quiera  que  existe  de  vieja  data  i  brilla  i  prospera 
esa  institución,  ha  tenido  por  antecesora  la  autocracia,  que  ha- 
ciéndose insoportable  á  la  misma  nobleza,  su  cómplice,  le  ha 
arrancado  una  cámara  de  lores,  como  ésta  se  ha  visto  rivalizada 
más  tarde  por  nuevos  pretendientes  sentados  en  una  cámara  de 
comunes.  Al  trasformarse  así  lan  vieja  institución,  ha  ganado  en 
el  cariño  i  respeto  de  los  pueblos,  poco  dispuestos  á  averiguar  si 
ésa  es  la  mejor  forma  posible  de  gobierno,  toda  vez  que  les  da 
seguridad  i  libertad  bastantes,  desconocidas  bajo  el  despotismo 
su  antecesor. 

Al  trasplantarse  la  institución  á  un  país  que  no  la  ha  conocido 
ó  que  se  ha  pasado  algún  tiempo  sin  ella,  deja  atrás  sus  raices, 

(1)  Llamaré  monarquía  simplemente  al  gobierno  (i  monárquico  lo  que  le 
atañe)  que  comunmente  sedenoaiiua  monarquía  moderada,  constitucional  ó  par- 
lamentaría. 


pie  el  sustento  la  tierra  i  se  marchita  i  muere  pronto.  Faltan 
1  Imilicion  i  el  respeto  dinásticos,  falla  Ja  arislucrncia  coa  sus 
oropeles  i  privilejios  i  futidos,  que  deslumbron  á  la  multitud,  i  le 
sirven  de  broquel  contra  el  monarca  al  defenderse  ella  misma, 
jada  de  eítto  se  improvisa ;  i  en  Méjico  la  aptitud  monártiuica 
•dio  Hiuclio  terreno,  ganado  por  el  sentimiento  democrático, 
D  los  año!  que  siguieron  á  la  caída  del  imperio  de  llurbidc.  Mal 
vbien,  el  pueblo  lomaba  parle  en  las  elecciones;  creaba congre- 
i  presidentes,  i  aspiraba  en  sus  capas  medias  á  elevai'se  aún 
;  i  sobre  todo,  á  conservar  sus  nuevas  prerogativas.  De  los 
jcncrales  es  iuneccsiirio  decir  que  la  república  servia  á  sus  miras; 
escalar  el  poder  por  U  intriga  i  el  pronunciamiento,  salvo  raras 
escepcionea. 

tCon  espunto  miraban  los  monarquistas,  i  en  jencrai  los  oligar- 
I,   la  superposición  demítcrálica.  á  que   no  contribuyó  poco 
.  Toinset,  ministro  de  los  Eslndos  Unidos,  que.  Iiabia  residido 
go  tiempo  en  el  país,  aún  ánt^s  de  obtener  ese  puesto,  i  qne 
lia  procurado  combatir  el  principio  oligárquico,  entre  otros 
dios,  |)or  U  lojia  yorkina  contrapuesta  á  la  escocesa.  El  si- 
guiente pasaje  d<jl  señor  Arrangoii  (I ).  conservador,  revela  por 
un  lado  los  progresos  que  la  democracia  iiacia  en  .Méjico,  i  por 
^■■tro  el  pavor  que  etijendrnban  en  el  partido  opuesto ;  a  Se  reunió 
^^Hues  (le  marzo  (1855)  el  congreso  más  rojo  que  liasla  entonces 
^^Bliia  tenido  Méjico ;  ta  mayor  parte  de  sus  indlviJuoj  era  de 
^^bíes  nuevas  en  el  teatro  político,  absoluUiniente  desconocidas 
^^^kla  buena  sociedad,  de  todas  las  razas  puras  i  niistiis,  i  algonos 
^Bm  se  pusieron  frac  ó  levita  i  guantes  por  la  primem  vez  en  su 
vida,  para  asistir  u  la  apertura  de  aquellas  sesiones.  » 

Esccsos  cometidos  entonces,  como  antes  Í  después,  sujerian  en 
los  monarquistas  sislemú tiros  la  idea  de  que  su  forma  favorita 
>ria  de  dar  como  por  encanto  á  la  patria  el  orden,  la  moralidad 
I  bieiiesUir  qne  se  echaban  de  menos.  Asf,  uno  de  los  más  no- 
don  José  María  Gutiérrez  de  Estrada;  en  caria  escrita  al  pre- 
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sidente  Bustamantc  á  mediados  de  julio  de  1840,  que  hizo  mu- 
cho ruido  á  la  sazón,  decia :  «  Herida  de  muerte  la  república  por 
ios  mismos  que  se  dicen  sus  apóstoles,  se  muere  de  inanición, 
después  de  Ter  consumido  el  jugo  de  su  vida  moral  en  esfuerzos 
estériles  i  cruentos...  Disértese  cuanto  se  quiera  sobre  las  yenta- 
jas  de  la  república  donde  pueda  establecerse,  i  nadie  las  procla- 
mará mas  cordialmente  que  yo,  ni  tampoco  lamentará  con  más 
sinceridad  que  Méjico  no  pueda  ser  por  ahora  ese  país  privile- 
jiado;  pero  la  triste  esperiencia  de  lo  que  ese  sistema  ha  sido 
para  nosotros,  parece  que  nos  autoriza  ya  á  hacer  en  nuestra 
patria  un  ensayo  de  verdadera  monarquía  en  la  persona  de  un 
príncipe  estranjero. » 

Robustecida  la  idea  republicana  (que  ya  existia  en  1813,  como 
vimos  en  la  asamblea  que  disolvió  Teran),  por  el  trascurso  del 
tiempo  i  los  acontecimientos  que  sucedieron  á  1822,  puede  con- 
cebirse hasta  qué  punto  era  realizable  la  proyectada  monarquía 
verdadera,  nueva  ilusión  de  los  que  hablan  visto  desmoronarse 
como  castillo  de  naipes  la  de  1821.  Reconociendo  que  la  idea 
no  tenia  voluntaria  aceptación  en  el  pueblo  mejicano,  los  mo- 
narquistas sistemáticos  avanzaron  aún  mas  en  sus  planes  :  cre- 
yéronse autorizados  para  imponer  por  fuerza  eslraña  la  bende- 
cida institución,  llamando  en  su  ausilio  las  armas  estranjeras.  De 
aquí  la  inlcrvcncion  provocada  desde  años  atrás  por  algunos 
mejicanos,  i  mui  formalmente  por  algún  ministro  de  Santana  (1) 
en  1853,  probablemente  sin  su  conocimiento  ó,  á  lo  menos,  sin 
su  cstusiasmo. 

Como  formulaban  su  pensamiento  los  intervencionistas  vellis 
nolliSy  puede  colejirse  del  fragmento  que  en  seguida  copiamos, 
de  un  despacho  escrito  á  su  gobierno  en  21  de  setiembre  de  1860, 
por  don  Joaquin  Francisco  Pacheco,  ministro  de  España  ante  el 
efímero  gobierno  de  Miramon  (2)  :  «  Este  país  necesita  lo  que 

(1)  Arrangoiz,  volumen  citado,  páj.  341,  á  quien  dejamos  la  responsabilidad 
de  esta  imputación. 

(2)  Hállase  inserto  el  despacho  vn  la  obra  del  señor  Arrangoiz,  vulúm^n  ci- 
tado, pjgs.  377  i  siguientes ,  i  no  tenemos  por  qué  dudar  de  su  aulentindad. 


^^F  ItOMULIGA  DE  HUICU  3X11 
^Hhb  ha  bi'clui  t'uii  iilgunos  oíros.  Ha  perdido  de  lal  manera  toda 
noción  lie  derecho,  todo  principio  de  bien,  toda  idea  í  todo  hábito 
de  subordinación  i  de  autoridaij.  que  no  hai  en  é\  posible,  por 
sus  sotos  esfuerzos, sino  la  anan]UÍ3  i  la  tiranía.  Es  necesario  que 
la  Europa  no  le  aconseje,  sino  que  le  impongí  la  libertad,  ta 
disciplina  i  el  urden.  Cuando  vean  que  et  mundo  tos  ohligu  á 
entrar  en  rnion,  i  que  no  tienen  medios  de  ciimirse  de  tales  de- 
tres,  entonces,  pero  sólo  entonces,  es  cuando  se  resignarán  á 
mplirlo.  Mientras  no,  crea  V.  E.  que  no  tiene  fin  esta  vergon- 
1  historia,  escándalo  i  baldón  de  la  humanidad.  » 
k  No  hacemos  responsables  de  este  lenguaje  á  los  monarquistas 
pfijicanos;  pero  era  el  mismo  su  pensamiento  en  el  fondo,  i 
miendo  la  acción  al  convencimiento,  no  pararon  hasta  verredu- 
Ebido  á  la  práctica  un  proyecto,  desastroso  en  íin  de  cuenta  para 
nigos  i  enemigos.  Dnjo  el  aspecto  del  desengaño,  acaso  es  cou- 
ttnienle  que  se  haya  realizado  la  verdadera  monarquía  en  la 
Ki'sona  del  archiduque  austríaco  para  dar  término  á  pretem^ro- 
S  insensatas  i  aplicarse  á  estudiar  la  verdadera  fuente  de  los 
nales  que  por  aquella  institución  se  trataba  de  remediar. 

Entre  tanto,  no  carece  de  interés  esponer  la  teoría  de  un  emi- 
nente escritor  í  economista  francés,  defensor  de  la  intervención 
^ooe  puso  lina  corona  resbaladiza  en  las  sienes  del  infortunado 
[jiaximilinn'i.   Kn  sn  libro   Le   Mexique  Anlique  el  Moderne, 
irte  7.',  Mr.  M.  Chevalíer,  reconociendo  con  laudable  sinceri- 
i  que  la  espedicion  francesa  de  1862  no  tenia  sólo  ni  princi- 
klmente  por  objeto  obtener  ciertas  iiidL-mnizaciones,   sino  el 
tabiccimienlo  forzado  de  un  nuevo  gobierno,  i  confesando  asi- 
BÍftino  la.s  gravísimas  dííicultades  inseparables  de  la  empresa, 
rocura  demostrar  sus  grandes  beneiicios  una  vez  consumada. 
Ti  es  fines  ó  resultados  principales  se  propondría  la  creación  de 
un  gobierno  monárquico,  tal  como  llegó  á  establecerse  i  l.°Erliar 
lus  liases  de  la  rejeneracioo  política,  moral  í  económica  de  Mé- 
^co;  2.*  Poner  una  barrera  á  la  invasión  de  los  ENtado^  Unidos 
(el  Norte  í  su  dominio  sobre  todo  el  continente,  consultando  asi 
I  ínteres  jencral  de  Europa ;  3.*  Garantizar  i  salvar  de  írrepara- 
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ble  ruina,  no  tan  solo  á  Méjico,  sino  al  ramal  entero  de  la  civili- 
zación latina  en  el  Nuevo  Mundo. 

Sobre  el  primer  punto  se  halla  de  acuerdo  M.  Chevalier  con 
el  señor  Pacheco  ;  ambos  creyeron  que  podía  i  debia  imponerse 
á  Méjico  una  monarquía  en  beneficio  de  Méjico  mismo  ;  es  cues- 
tión de  caridad  forzada,  ni  más  ni  menos ;  pero  caridad  compli- 
cada con  el  derecho  internacional,  que  no  ha  guardado  sobre  ello 
silencio.  Lo  primero  que  llama  la  atención,  es  la  preferencia 
dada  á  Méjico  para  ejercer  aquella  virtud  cristiana.  El  señor  Pa- 
checo nos  dice  que  otras  naciones  han  sido  tratadas  del  mismo 
modo ;  pero  no  conocemos  esos  precedentes,  si  no  es  que  se 
aluda  á  Polonia  en  el  siglo  pasado  i  á  Arjel  en  el  que  cursa.  Ha- 
blando de  instabilidad,  desorden,  anarquía,  no  es  posible  olvi- 
dar ciertas  épocas  de  España,  donde  los  pronunciamientos  mili- 
tares, no  ya  sólo  de  jenerales,  sino  aún  de  sarjentos,  han  quita- 
do i  puesto  ministerios  i  aun  dinastías.  Una  espedicion  francesa 
al  servicio  de  la  Santa  Alianza  en  1823,  hollando  el  suelo  espa- 
ñol, derrocó  la  liberal  constitución  establecida  por  el  pueblo  so- 
berano, i  restauró  el  gobierno  despótico  de  Fernando  YII.  Otra 
de  monarcas  absolutos  europeos  habia  invadido  i  ensangrentado 
el  territorio  francés  á  fines  del  siglo  pasado,  en  odio  á  su  espan- 
siva  i  turbulenta  república  primera.  ¿Fueron  justificables? 
Demás  de  eso,  la  caridad  internacional  seria  incompleta,  si  no  se 
ejercitase  en  favor  de  los  pueblos  oprimidos,  así  como  de  aqué- 
llos que  están  anarquizados.  ¡  I  que  campo  tan  vasto  para  el  po- 
lítico filántropo  no  se  abre  ante  tales  horizontes  ! 

Poner  una  barrera  á  la  espansion  anglo-americana  sobre  el 
continente,  en  interés  de  los  gobiernos  ó  pueblos  europeos,  es 
una  cuestión  sumamente  compleja.  ¿Pretenden  espaciarse  de 
ese  modo  los  Estados  Unidos?  ¿Tendrían  la  facultad  de  hacerlo? 
¿Cedería  en  perjuicio  de  Europa?  ¿Podría  Francia  impedirlo? 
¿Era  el  trono  de  Maximiliano  suficiente  barrera?  Cada  una  de 
estas  cuestiones,  elementos  de  la  primera,  se  resuelve  ella  misma 
en  otras  cuestiones  subordinadas.  Pero  son  hoi  ociosas.  La  su- 
puesta barrera  descansaba,  según  el  mismo  Mr.  Chevalíer  (par- 
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2.°  de  lü  p^íjinii  ciliidu)  en  una  ímsjmada  tolerancia  del  poder 

mtra  quien  iii»  dirijidn,  lo  ijiie  ya  es  por  si  sólo  una  contra- 

ÍGcion.  I.€jtis  de  lialiei'  tolerado  e!  vecino  Cjue  el  gobierno  Trances 

B  destinaba,  los  Bslados  Unidos  tnanifeslaron  muí  terminante- 

pente  (juc  no  lo  consenlian.  1  como  la  espedícioa.  ya  sobrado 

npoputar  en  Francia,  lo  liabria  sido  más  si  hubiese  dado  lugará 

ñna  guerra  con  la  gran  repi'iblica,  prudente  i  necesario  Tué  para 

Napoleón  III  desistir  del  pensamiento  mds  felis  de  su  reinado. 

Interesantísimo   es  el    tercer  propósito  dado  á  la   cspedicion. 

^^Ji-  Chevalierpiensaquelaraza  latina  dejenera  ó  decae  ;  queFran> 

^Hü,  su  centro  natural^  está  llamado  .i  realzarla,  devolverle  su 

^^■iplendor  i  Tormaruna  conl'cderacion  encabezada  por  ella,  que 

^^Hermita  á  esa  raza  recobraran  antiguo  predominio  en  el  mundol 

^^Hoalmente,  que  la  rejtnerncion  de  Méjico  sería  un  buen  princi- 

^^Ho  de  reliabililacion,  á  lo  menos,  por  lo  que  respecta  al  conti- 

^H|ButG  americano.  ¿  Dcjenera  la  raza  latina?  ¿No  será  más  bien 

^^Htie  sus  cualidades,  buenas  para  la  grandeza  de  la  conquista  del 

^^Kobierno  iiutoritario,  de  la  unidad  de  la  fe,  de  las  bellas  artes, 

de  la  bella  literatura,  responden  menos  bien  á  la  civilización 

moderna,  que  se  funda  en  la  industria,  el  gobierno  propio,  la 

tolerancia  relijiosn.  las  ciencias  naturales  i  las  artes  mecánicas  ? 

Pasóle  su  época  quizás,  pero  no  por  decadencia,  sino  por  cambio 

de  escena  en  el  desarrollo  social.  Mas  si  en  erecto  decayese,  i  la 

I^cadi-iU'ia  adaiiti<>se  remedio,  no  seria  uno  de  los  miembros  ea- 
wmos,  sin  escepluar  el  corazón,  quien  pudiera  suministrarlo, 
Bpénas  habria  otro  que  la  trasfusion  de  la  sangre  de  razas  más 
^eacs  i  enérgicas;  es  decir,  para  América,  lo  mismo  cxacla- 
■Kntfl  que  quisiera  evitarse,  la  espansion  del  coloso  sctenlrio- 
Ell ;  para  Europa,  la  irrupción  jermáníca,  quizá  ya  provocada 
^sde  1871  por  el  oficioso  proU-ctor  de  la  raza  latina.  Tales  fe- 
nómenos, euuiido  htm  de  producirse,  nadie  ni  nadn  puede  ron- 
jurarlo*).  Sobre  si  está  ó  no  destinada  á  lundirse  en  otras  la  raza 
IhUiih,  imposible  nos  seria  emitir  opinión.  Kasle  aquí  espresar  la 
que  dejamos  consigoadn  ;  que  si  dejenera,  no  es  la  Francia  im- 
Krial  quieu  liubícni  podido  contrarcstar  su  decadencia. 
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Volvamos  á  tomar  el  hilo  de  la  evolución  natural.  Si  de  la  mo- 
narquía suprimimos  el  monarca,  habrá  ella  desaparecido ;  pero 
el  poder  público  marchará  completo  como  si  nada  faltase.  Tome- 
mos por  ejemplo  la  Gran  Bretaña^  la  mejor  constituida  de  las 
monarquías  europeas.  La  cámara  de  los  comunes  derriba  un  mi- 
nisterio impopular»  i  el  sucesor  se  forma  por  un  individuo  que 
la  corona  llama,  pero  que  estaba  designado  de  antemano  por  el 
partido  que  en  la  cámara  se  sobrepone.  De  suerte,  que  en  realidad 
es  la  cámara  popular  quien  nombra  el  personal  del  gobierno^  ó 
sea  del  poder  ejecutivo,  i  la  prcrogativa  real  es  una  mera  ilusión. 
Todos  los  demás  actos  gubernativos  son  directa  ó  indirecta- 
mente obra  del  ministerio.  Por  manera  que  el  soberanOy  moi 
real  en  una  aristocracia,  es  un  fantasma  en  una  monarquía  tem- 
plada. 

Ausente  el  monarca  i  la  monarquía,  tenemos  sustancialmente 
la  república  ;  forma  negativa,  susceptible  de  muchas  variantes,  i 
más  acomodaticia  de  ¡lo  que  pretenden  sus  adversarios.  Hállase 
en  primer  término  la  república  central,  que  tiene  más  analojías 
con  la  forma  monárquica  que  la  república  federativa.  Quien  es- 
tudie la  actual  república  francesa,  ó  la  chilena  antes  de  1874,  se 
persuadirá  do  que  bastaría  hacer  irresponsable  i  vitalicio  al  pre- 
sidente para  convertirlas  en  intachables  monarquías.  Méjico 
adoptó  la  república  federativa  en  vez  de  la  unitaria,  al  desapare- 
cer su  primer  imperio,  porque  se  interpusieron  elementos  per- 
turbadores, como  ya  lo  tenemos  insinuado.  Enjendrada  por  la 
teoría  i  la  imitación,  la  opinión  pública  demandó  república  fe- 
derativa, i  hubo  necesidad  de  obedecerla.  Bien  lo  espresó  el  dis- 
curso del  presidente  del  congreso  de  1824,  don  Lorenzo  de  Zava- 
la,  al  presentar  á  sus  comitentes  la  constitución  de  aquel  año: 
c(  Nuestros  representantes,  al  congregarse  en  el  salón  de  sus  se- 
siones, han  traido  el  voto  de  los  pueblos,  espresado  con  simulta- 
neidad i  enerjia.  La  voz  de  la  república  federada  se  hizo  escuchar 
por  todos  los  ángulos  del  continente,  i  el  voto  público,  por  esta 
forma  de  gobierno,  llegó  á  esplicarse  con  tanta  jeneralidad  i 
fuerza  como  se  habia  pronunciado  por  la  independencia.  Yues- 
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Iros  il¡[iutuilo8  no  tuvit-roit,  pues,  (¡iie  diiilar  sobre  lo  que  en  esto 
(luitlo  rleiieuba  la  nación  ..  Feli/nitrnte  tuvo  el  cotigreso  un  pue- 
blo dói'íl  á  U  voz  d<-l  deber,  i  ud  modelo  que  imilar  en  la  repu- 
blica  floreciente  de  nuestros  vecinos  del  Norte...  La  república 
federada  ha  sido  i  Mñ6  ser  el  fruto  di;  sus  discusiones.  Sola- 
mente la  tiranía  calculada  de  los  laandarírius  españoles  podía 
hacer  gobernar  tan  inmenso  territorio  por  unas  mismas  lejeii, 
á  pesar  de  la  diferi^ncia  enorme  de  climas,  de  temperamentos  i 
de  HU  consiguiente  influencia...  o 

Conduce  á  nuestro  objeto  el  siguiente  pasaje  de  un  libro  ya 
ciUdo  (I),  que  entre  otras  cosas  demuestra  la  afinidiid  entre 
la  iRonarquin  i  la  república  unitaria.  Beflérese  al  ano  de  tS23, 
cuando  diré  :  «  Las  mismas  luchas  entre  el  centralismo  i  el  fe- 
áeralitjito  que  desgarraban  la  república  de  Buenos  Aires  se  repro- 
dujeron en  Méjico.  La  dominación  i  la  dinastía  españolas  liabiao 
¡do  de  tal  modo  toda  probabilidad  de  restauración  futura, 
los  borbónicos  se  trasl'ormarou  en  centrü  listas,  á  cuyo  cam- 
afluyeroii  todos  los  pertenecientes  á  las  clases  privilejiadas,  i 
se  inclinabaR  hacia  las  ideas  conservadoras  ;  los  españoles, 
edesiásticos,  los  nobles,  los  que  habiendo  estado  primero  por 
[gobierno  colonial,  después  habían  sido  los  defensores  del  plan 
ilguala,  i  los  que  másailebuitesc  declararon  en  favor  del  sistema 
litar,  que  goberná  al  país  con  formas  federativas.  Gn  oposición 
este  partido  meramente  organizado,  los  republicanos,  qni;  desde  ' 
el  principio  habiau  sacudo  su  mayor  fuiírza  de  los  campos,  se 
mostraron  favorables  al  federalismo.  Rn  Guadalajara,  donde  se 

Pnaü  una  especie  de  centro  federalista,  i  en  Yucatán,  las  dipn- 
iones  provinciales  (2)  empezaron  ¡1  erijirse  en  cuerpos  lejisla- 
M  i  á  proclamar  sus  pmvincias  estados  soberanos  indepen- 
ntes.  Las  demíis  provincias  siguieron  este  ejemplo.,.  El  ejér- 
I  le  hallaba  dividido  en  dos  fracciones  :  Bravo,  Negrete  i  Moran 

[I]    Comptndio  dt  la  Autoría  dt  Amanea,    por  Ilesa   i  l.eoin|iart ,   tdI,  II. 
P*J.  W3. 
^)    Gre«ii9  bijoel  r^im«n  de  lii  rnnslitucion  «tpiiloli.  i'Ir, 
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eraa  centralistas ;  Guerrero,  Sanlana  (1),  Barragan  i  oUros  eran 
federalistas.  » 

Reconoce  la  necesidad  de  establecer  la  federación  el  señor  Ala- 
maD  (2)  cuando  escribe  :  o  Juslo  es  decir  en  elojio  del  constitu- 
yente que  de  cuantos  congresos  ha  tenido  la  nación,  no  üólo  fué 
el  único  que  hizo  mucho  en  poco  tiempo,  sino  también  que, 
supuesta  la  base  de  la  federación,  que  se  vio  obligado  á  admi- 
tir... ha  obrado  con  más  tino  que  el  que  han  mostrado  el  que  le 
precedió  i  los  que  le  han  seguido.  »  Una  de  las  causas  de  esa  ne- 
cesidad era  ta  situación  creada  por  la  ambiciun  lugareña,  ele- 
mento do  la  evolución  natural  cuando  se  encierra  en  limites  mo> 
deraJos,  i  perturbador  cuando  los  traspasa.  Las  diputaciones 
provinciales  en  1S25,  como  nos  lo  dice  el  señor  Arangoiz  (5)  a  de 
pretensión  en  pretensión  se  habían  convertido  de  hecho  en  cou- 
{^esitos  soberanos,  i  casi  sepanidose  enteramente  del  gobier- 
no. »  Pidieron  i  lograron  que  se  convocase  á  un  congreso  cous. 
tituyente,  del  cual  esperaban  el  establecimiento  de  la  fetleracion, 
que  ya  tenia  que  contar  con  aquellas  entidades.  Nació,  pues, 
viable,  pudiera  decirse,  aunque  fruto  en  mucha  parte  de  elemen- 
tos perturbadores.  Pero  no  tuvo  ni  tener  podía  la  virtud  de  neu- 
tralizar las  causas  jenerates  de  disturbio,  que  ya  el  lector  ha 
percibido,  i  de  que  ella  no  fué  causa,  sino  victima.  Húbolos,  por 
consiguiente,  durante  su  imperio,  aunque  no  mayores  que  antes 
ó  después ;  i  antes  bien  debe  notarse,  que  sólo  entonces  hubo 
presidentes  bastante  afortunados  para  terminar  en  el  poder  su 
periodo  conslilucional ,  i  épocas  de  sosiego  i  prosperidad  que 
han  llaitjado  la  atención  de  los  dos  I  lis  loriado  res  mejicanos  antes 
citados,  ambos  adversarios  del  sistema  federiitivo,  peio  hombres 
honrados.  Otrodeei-os  adversarios,  el  señor  Santaiiinria.  clmísmu 
repúblico  que  dirijió  á  Santana  en  el  plan  de  Vcracruz  para  der- 
rocar á  Iturbide,  no  pudo  probablemente  imprimir  á  la  revolu- 

(1)    Según  la  ucasion  era  lodo:  pero  sus  verdaderos  sentimientos  se  conforma- 
ban niAs  con  el  cenirulismo.  que  da  mayor  suma  de  poder,  etc. 
¡2)    ¡liitúria  de  Méjico.  YoL.  V,  páj.  KI5, 
(:.]    Volumen  ciUdo,  pij.  155. 
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jiro  que  hubiera  deseado,  en  el  sentido  de  la  república 
iniluria,  ¡  atribuyó  niiis  tarde  á  In  federactoo  los  desórdenes  de 
1  época.  Veamos  cómo  se  espresa  en  un  folleto  que  publicó 


1  1833 : 

a  Volved  ahora,  mejicanos,  la  consideración  á  los  Trutos  que 
laiieis  reporbdo  de  la  conslitucion,  In  federal  de  18*24,  en  su 
ráctica  i  ejecución  de  ocbo   años.  Guerras  intestinas,  odios  i 
rsecuciones,  espulsiones  enormísimas,   deudas   i  la  más  es- 
iandalosa  dilapidación  del  erario  naci-mal  i  del  de  cada  uno  de 
I  estados.  ¿En  qué  manera  se  han  aumentado  real  i  sensible- 
mciile  los  pro^Ttisos  de  la  educación  ¡  la  mejora  de  nuestra  con- 
dición ?  En  ninguna,  porque  apenas  se  consagran  á  procurároslos 
los  verdaderas  amigos  de  ellos,  cuando  son  interrumpidos  por 
loí  trastornos  é  hipócrita  fílanUopia  de  los  turbulentos  demago- 
gos. Los  ruinosos  empréstitos  de  cada  momento,  el  esc;indaloso 
■jioluJG  sobre  las  rentas  públicas  di'voran  la  sustancia  del  pobre 
para  engrosar  las  fortunas  de  unos  cuantos,  satisraeer  de  ante- 
mano tos  cuantiosos  sueldos  de  los  gobernantes,  en  tanto  que 
las  viudas  ó  huérfanos  aguardan  necesitados  su  escasa  porción, 
resallando  como  consecuencia  de  tales  causai;  una  nación  que 
jior  todas  parles  presenta  el  espectáculo  de  lu  infeliz  pobreza, 
a  constitución ,  tal  cual  se  ha  observado,  ba  sido  el  semillero 
scundo  de  ambiciones,  codicias  i  desmoralización  ;  el  veneno 
divo  de  revoluciones  periódicas  ¡  el  mayorazgo  perpetuo  de  la 
einagojiu.  El  noble  empleo  de  representará  los  pueblos  i  darles 
Uyes  convenientes,  se  ba  convertido  en  modo  de  vivir  i  asegu- 
¡e  rentas  de  tres  mil  pesos  cada  diputado.  ¡  Singular  ejemplo, 
sólo  viüto   en  osla  república  !  El  sólo  congreso  Jeneral  cuesta 
'   anualmente  al   pueblo  mnjicano   trescientas  doce  mil  pesos,   i 
sobre  tal  suma  cuénianse  las  de  las  veinte  lejislaturas  pagadas 
asimismo  con  salario  anual.  ¿I  cuál  es  vuestra  lejislacion?  ¡  Me- 
jicanos [  La  del  caos,  la  de  un  laberinto  sin  salida.  ¿  Qué  especie 
de  constitución  es  li  que  tiene  que  estar  apelando  á  cada   mo- 
metilo,  por  meses  enteros  i  ha«ta  por  aiios,  a  facultades  estraor- 
_dinarias,  esto  es,  á  dictaduras,  á  poder  de  un  hombre  i  no  de 
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la  leí  í  \  Oríjinal  conslitiicion  la  que  tiene  que  dejar  de  esistir 
continuamente  por  sólo  eiistir  en  cortos  intervalos  '.  Hai,  pues, 
en  ella  un  vicio  sustancial,  radical,  permanente.  Es,  por  tanto, 
llegado  el  caso,  urje  la  necesidad  de  ocurrir  á  la  fuente  de  donde 
se  derivan  las  constituciones  para  reformar,  alterar  ó  cambiar 
lo  que  al  presente  está  consumando  la  mina  de  la  patria.  Cons- 
tiludon  de  un  pueblo  libre  se  necesita,  pero  descansando  sobre 
garantías  reales,  positívas,  estables.  » 

No  está  de  acuerdo  con  tan  lúgubre  cuadro  lo  que  nos  dicen 
sobre  la  situación  económica  el  señor  Atamán  (1),  i  sobre  la  poli- 
tica  el  señor  Arrangoiz  (2)  en  sus  obras  citadas,  que  por  abreviar 
DO  copiamos.  Pero  aun  cuando  lo  estuviese,  notará  el  lector  que 
en  la  critica  de  la  constitución  federal,  el  señor  Santamaría  no  se 
contrae  á  esponer  los  males  que  por  su  propia  naturaleza  hubie- 
ran podido  con  justicia  imputársele.  Casi  todos  los  mencionados 
podían  ser  i  fueron  en  efecto  comunes  á  épocas  posteriores  de 
réjimen  central.  Revueltas,  intrigas  ambicinsas,  dilapidaciones, 
facultades  estraordinarias,  persecuciones  i  venganzas,  todo  lo 
vemos  bajo  el  reinado  de  las  constituciones  unitarias,  de  1836 
con  poder  conservador,  i  de  1845  sin  ese  poder.  Precisamente 
el  desengaño,  apoderándose  de  la  revolución  de  1844  contra 
Santana  i  de  1845  contra  Paredes,  restableció  en  1847  con  re- 
formas la  constitución  federal  de  I8'24,  tan  impotente  la  segunda 
como  la  primera  ve^  contra  la  ambición  t  la  audacia  militar,  que 
la  sustituyó  con  la  dictadura  organizada  de  Santana  en  1855. 
No  menos  impotente  i  más  funeslu  ese  gubierno  personal,  des- 
ciende bajo  la  rectiifla  del  plan  de  Ayulla,  i  una  nueva  constitu- 
ción federativa  (1857)  cae  á  su  turno,  aun  sín  plantearse,  en 
las  garras  de  la  ambición  militar,  dando  ocasión  a  que  los  ilusos 
admiradores  de  la  gran  ÍiistiLucÍon  regalen  á  su  patria  con  la 
verdadera  monarquía,  importada  bajo  el  amparo  de  las  bayone- 
tas francesas.  ¿  Para  qué  ?  Para  pasar  por  el  último  desengaño,  i 


{i]     Yol.  V,  pij.  914 
(i)    Vol.  Iljptj.  30^. 
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'paljiiii-  que  tambúm  Imbia  abusos  i  desórdenes  i  ambición  i  (-niel- 
dad  en  la  institución  destinada  ó  rejenerar  á  Méjico ;  para  pre- 
senciar, no  sabernos  si  coa  lágrimas  a  regocijo,  que  también 
ruedan  por  el  suelo  las  coronan  i  aun  las  cabezas  de  los  reyes  al 
poplo  de  la  tonppestad  revolucionaria. 

Diez  años  lleva  de  restaurada  i  veinte  de  espedida  la  constítu- 

ioD  federal  de  1857,  siA  que.  salvo  el  episodio  imperial,  se  baya 

lado  de  revocarla  de  hecho  ni  por  los  trámites  legales.  Ha  sido 

iformada.  como  lo  fué  su  hermana  de  1824,  por  los  trámites 

ella  establecidos,  í  son  las  únicas  que  han  recibido  ese  honor. 

Lcaso  sea  simpática  ilusión  ;  pero  pmlíera  creerse  que  han  em- 

ido  á  comprender  los  repi'iblicos  mejicanos  que  sus  instítu- 

iones  han  sido  inocentes  de  los  males  que  han  aflijido  á  su  pa- 

i  por  consiguiente,  que  habrá  de  buscarse  en  otra  parle  la 

I,  como  el  primer  paso  en  la  vía  de  curación  de  la  enferme- 

id,  Cun  vúz  profütica  i  autorizada  mosln'i  la  buena  senda  uno 

sus  más  iluslrados  compiilriotas,  don  Lorenzo  de  Z»vala,  en  su 

discurso  inaugural  de  la  constitución  de  t8'24,  antes  citado,  al 

esprcsarse  de  este  modo : 

a  Pero  en  medio  de  esos  pro^rresos  de  la  civilización,  la  patria 
cxije  de  nosotros  grandes  sacrilicíos,  i  un  relijioso  respeto  á  la 
moral.  Vuestros  representantes  os  anuncian  que  hÍ  queréis  po- 
neros al  nivel  de  la  república  feliz  de  nuestros  vecinos  del  Norle, 
«s  preciso  que  procuréis  elevaros  al  alto  grado  de  virtudes  cíví- 
i  privadas  que  distinjíucn  á  ese  pueblo  singular.  Esta  es  ia 
lica  base  de  la  verdadera  libertad,  i  la  mejor  garantía  de  nues- 
tras derechos  i  de  la  permanencia  de  nuestra  constitución.  La  fe 
en  las  promesas,  el  amor  al  trabajo,  la  educación  de  la  juventud, 
el  respeto  A  sus  semejantes  ;  hé  aqui,  mejicanos,  las  fuentes  de 
donde  emanará  nuestra  felicidad  i  la  de  nuestros  nietos.  Sin 
estas  virtudes,  sin  ta  obediencia  debida  á  las  leyes  ¡  á  las  autori- 
dades, sin  un  profundo  respeto  á  nuestra  adorable  relijion,  en 
vano  tendremoK  un  código  lleno  de  máximas  liberales,  en 
vano  haremos  ostentación  de  buenas  leyes,  en  vano  proclamare- 
los  la  santii  libertad.  » 
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I  por  cuanto  han  faltado  aquellas  virtudes,  ninguna  de  las  ins- 
tituciones ensayadas  ha  producido  los  heneficios  que  sus  respec- 
tivos partidarios  esperaban.  Hablamos  de  los  partidarios  sinceros; 
que  no  de  los  meros  ambiciosos  especuladores,  sedientos  de  mando 
i  de  asignaciones,  para  quienes  todas  las  formas  han  sido  indife- 
rentes, i  que  por  lo  mismo  han  aprovechado  todas  las  ocasiones 
de  asaltar  el  poder  por  la  revolución.  Consiste,  pues,  la  enferme- 
dad en  la  inmoralidad  política ;  el  remedio  en  la  moralización. 
¿Pero  cómo  obtenerlo?  Ese  es  el  gran  problema,  tanto  más  di- 
fícil, cuanto  equivale  en  mucha  parte  al  de  la  educación  de 
sf  mismo. 

No  están  ciertamente  los  pueblos  hispano-amerícanos  exentos 
de  la  lei  común  en  el  desarrollo  lento  que  se  cumple  por  la  evolu- 
ción política  universal.  Fué  su  mala  suerte  que,  colonias  españo- 
las, no  estuviesen  preparadas  para  la  independencia  i  menos  aún 
para  la  república.  Ni  lo  habrían  estado  jamas,  porque  España  no 
podia  dar  lo  que  no  tenia  :  orden  fundado  en  la  libertad.  Decirse 
pudiera  que  sus  antiguos  colonos  saltaron  dos  épocas  en  la  evo- 
lución necesaria,  i  aún  recojen  las  consecuencias  de  esa  festina- 
ción. Cabe  al  tiempo  i  á  los  elementos  jenoralos  civilizadores  repa- 
rar los  estragos  de  la  revolución,  i  restablecer  el  curso  propio  de 
la  evolución  natural,  subordinando  los  motivos  seductores  á  los 
tutelares,  i  mostrando  la  armonía  de  los  intereses,  fm  i  resumen 
de  toda  moralidad. 

Son  dos  las  partes  interesadas  i  enfermas  de  la  sociedad  hispa- 
no-americana,  i  que  la  componen,  como  á  toda  otra:  gobernantes 
i  gobernados.  Su  enfermedad  ó  desarreglo,  el  abuso  del  poder  i 
la  insurrección,  ó  usando  los  términos  consagrados,  el  despotis' 
mo  i  la  anarquía.  Reaccionan  uno  sobre  otro  los  dos  fenómenos, 
i  se  incrementan  como  se  atenúan  recíprocamente,  á  medida  que 
cualquiera  de  ellos  crece  ó  mengua.  Dé  un  gobierno  sistemáticas 
pruebas  de  legalidad,  rospeto  á  los  derechos  individuales,  consa- 
gración al  público  servicio,  i  habrá  por  el  mismo  hecho  destron- 
cado la  insurrección.  Mantengan  los  ciudadanos  inalterable  su 
obediencia  á  las  leyes  i  á  las  autoridades  por  ellas  establecidas,  i 
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fe)  i^oliiornü  carecerá  :i  la  menos  tie  jiretesto  para  traslimilar  sus 
facullades. 

Juzgamos  ademiis  que  los  elemcnLos  perturbadores  objetivos 
requieren  tratamiento  especial.  Basta,  sobre  el  clero,  no  provocar 

tas  iras  tocando  innecesaria  ú  intempestivamente  á  sus  conquis- 
u;  In  reforma  eclesiástica  es  de  aquéllas  que  exijen  mayor  tino 
prudencia,  ya  se  trate  de  su  estensioa,  ya  de  su  modo,  ó  ya,  en 
D,  de  HU  oportunidad.  Cuanto  al  «jórcito.  causa  primera  i  prÍo' 
¡pal  de  desorden,  especialmente  en  Méjico,  la  condición  indis- 
ensaiile  de  su  morijeracion  es  su  depuración.  Una  vez  mandado 
por  jefes  i  oficiales  selectos,  será  en  manos  del  gobierno  lo  que 
debo  ser,  su  instrumento  i  no  su  amenaza  ;  jiero  si  bien  nunca 
delibcratilc,  tampoco  ciego  que  se  preste  á  la  estrangulación  de 
la  libertad.  Con  cs'e  bruzo,  siempre  pronto  i  siempre  íiel,  caerá 
sobre  la  demagu;jia  que  aún  atente  sublevar  al  lépero  i  al  jaro- 
cho ,  i  un  castigo  inllesíblc  pero  estrictamente  legal  á  los  instiga- 
dores de  revueltas,  combinado  con  el  fomento  de  la  industria 
para  desviar  las  asecbanzas  contra  el  tesoro  público,  harán  ganar 
|i  ]a  probidad  lo  que  pierdan  las  tentaciones.  Habrá  surjido  en- 
:s  del  caos  político  ta  deidad  universal  que  se  llama  Deber; 
I  i  su  amparo  se  crearán  liábitos,  segunda  naturaleza,  sin  loa 
males  toda  moral  es  ilusoria,  mientras  no  se  comprenda  bien  la 
iiagnitica  verdad  de  la  armonía  de  los  intereses. 
Ofrece  nuestra  raza  dificultades  especiales  á  la  templanza  de 
s  motivos  seductores :  es  lu  más  turbulenta  de  Europa  la  espa- 
lóla, i  SU8  mezclas  en  América  no  la  lian  mejorado.  Pero  el  ejem- 
plo de  Chile,  i  los  progresos  que  en  la  misma  dirección  han  hecho 
t  veinticinco  años  á  esta  parle  ol  Perú  i  la  República  Arjentina, 
^nvencen  de  que  el  porvenir  es  menos  tenebroso  de  lo  que  afec- 
ten creer  nuestros  censores  europeos.  Entre  tanto,  examinemos 
más  de  cerca  el  instrumento  que  hoi  organiza  á  la  república  me- 
jicana. 

Al  restaurar  la  federación,  plegándose  juiciosamente  á  la  opi- 
nión predominante,  el  Congreso  de  1856  pudo  restaurar  simple- 
la  constitución  de  1824  con  ó  sin  las  reformas  de  1847. 
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Pero  aspiró,  según  enteademos,  á  democratizar  aún  más  el  go- 
bierno de  Méjico,  bien  que  no  estamos  persuadidos  de  que  lo  haya 
logrado  sino  en  parte.  Ya  veremos,  si  no,  que  aunque  puso  más 
en  contacto  á  los  representantes  con  los  representados,  aumentó 
la  acción  del  poder,  que  todavía  hallaron  insuficiente  sus  prime- 
ros ejecutores.  Tomada  en  conjunto  con  sus  reformas  de  73,  74 
i  77,  i  mediante  la  del  art.  29,  demasiado  lato,  seria  probable- 
mente la  mejor  de  todas  las  constituciones  americanas,  i  merece- 
ría conservarse  hasta  granjearle  el  afecto  i  la  lealtad  que  solo 
se  deben  á  las  instituciones  i  jamas  á  intrusos  potentados.  . 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


DebECIKIS  DKL  RÜUURK, 

1.°  tíu  enumeración.  Dedícase  á  este  asunto  una  larga  sección 
I  tit.  I,  i  es  digno  de  reproducirse  el  arltc ulo  con  que  comien' 
«  E)  pueblo  mejicano  reconoce  que  los  derechos  del  hombre 
ion  1.1  base  i  el  objeto  de  las  instituciones  sociales.  Kn  consecucn- 
[fia  declara,  que  tudas  las  leyes  Í  todas  las  autoridades  del  país 
Bdebcn  respetar  i  sostener  las  garantías  que  otorga  la  presente 
wnstilucion.  »  Consagra  hí  siguieotes  artículos,  hasta  el  28,  á 
Penunciar  i  definir  los  derechos  que  se  suponen  inmanentes  á  la 
naturaleza  humana,  i  n  que  esta  constitución  ha  dado  aparente- 
mente mayor  ítuporLancía  qite  las  aiileriores.  Veamos  lo  que  á 
este  respecto  dijo  el  vicepresideute  del  congreso  constituyente, 

B señor  León  Guzman,  en  el  discurro  con  que  presentó  al  pueblo 
mejicano  el  nuevo  instrumento. 
<(  Persuadido  el  congreso  de  que  la  sociedad  para  ser  justa,  sin 
lo  que  no  puede  ser  duradera,  debe  respetar  los  derechos  conce- 
didos al  hombre  por  su  Creador,  convencido  de  que  las  mas  bri- 
Illanteti  i  deslumbradoras  teorías  políticas  son  lorpc  engaño, 
amarga  irrisión,  cuando  no  se  aseguran  aquellos  derechos,  cuando 
no  se  goza  tle  libertad  civil,  ha  definido  clara  i  previamente  las 
¿araatius  iudividuaics,  poniéndolas  á  cubierto  de  Lodo  ataque 
arbitrario. 
La  acia  de  derechos  que  va  al  frente  de  la  constitución,  es  un 
homenaje  tributado,  en  nuestro  nombre,  por  nuestros  lejislado- 
res,  á  losdei'cchoB  imprescriptibles  de  la  humanidad.  Os  quedan, 
puet,  librea,  espedüas,  tudas  las  facultades  que  del  Ser  Supremo 
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recibisteis  para  el  desarrollo  de  nuestra  inteligencia,  para  el  lo- 
gro de  nuestro  bieestar  . 

»  La  igualdad  será  de  hoi  más  la  gran  lei  en  la  república ;  no 
habrá  más  mérito  que  el  de  las  virtudes ;  no  manchará  el  territo- 
rio nacional  la  esclavitud,  oprobio  de  la  historia  humana;  el 
domicilio  será  sagrado  ;  la  propiedad  inviolable;  el  trabajo  i  la 
industria  libres ;  la  manifestación  del  pensamiento  sin  más  trabas 
que  el  respeto  á  la  moral,  á  la  paz  pública  i  á  la  vida  privada ;  el 
tránsito,  el  movimiento  sin  dificultades;  el  comercio,  la  agricul- 
tura sin  obstáculos ;  los  negocios  del  estado  examinados  por  los 
ciudadanos  todos :  no  habrá  leyes  retroactivas,  ni  monopolios,  ni 
prisiones  arbitrarías,  ni  jueces  especiales,  ni  confiscación  de  bie- 
nes, ni  penas  infamantes,  ni  se  pagará  por  la  justicia,  ni  se  vio- 
lará la  correspondencia  ;  i  en  Méjico,  para  su  gloria  ante  Dios  i 
ante  el  mundo,  será  una  verdad  práctica  la  inviolabilidad  de  la 
vida  humana,  luego  que  con  el  sistema  penitenciario  pueda  al- 
canzarse el  arrepentimiento  i  rehabilitación  moral  del  hombre 
que  el  crimen  estravia. 

»  Tales  son,  ciudadanos,  las  garantios  que  el  congreso  creyó 
deber  asegurar  en  la  constitución  para  hacer  efectiva  la  igualdad, 
para  no  conculcar  ningún  derecho,  para  que  las  instituciones  des- 
ciendan solicitas  i  bienhechoras  hasta  las  clases  más  desvalidas  ^ 
desgraciadas,  á  sacarlas  de  su  abatimietUo,  á  llevarles  la  luz  de 
la  verdad,  á  vivificarlas  con  el  conocimiento  de  sus  derechos.  Así 
despertará  su  espíritu,  que  aletargó  la  servidumbre;  asi  se  esti- 
mulará su  actividad,  que  paralizó  la  abyección ;  así  entrarán  en 
la  comunión  social,  i  dejando  de  ser  ilotas  miserables,  redimidos, 
emancipados,  traerán  nueva  savia,  nueva  fuerza  á  la  república.» 

Cualquiera  diria,  en  vista  de  la  precedente  esposicion,  que  la 
constitución  de  57  era  la  primera*  entre  las  mejicanas  que  ron- 
signaba  garantías  individuales  (para  usar  de  su  espresion).  Tra- 
jeron muchas  de  esas  reglas  ó  declaraciones  las  precedentes,  aun- 
que en  verdad  ninguna  con  tanta  prolijidad  como  la  que  nos 
ocupa.  Tanto  ella  como  su  espositor  consideran  que  las  garantías 
individuales  consisten  en  las  declaraciones  sobre  que  placentera- 
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mente  se  discurre.  Los  derechos  que  encierran  son  nulüs,  las 
(ipclaraciones  palabras.  s¡  no  ce  provee  de  medios  para  hacer  los 
ercctivos;  i  esns  medios  son  el  cf^digo  penal,  la  responsabilidad 
de  las  autoridades,  el  ínfleiible  castigo  de  todo  ataque  á  los  dere- 
chos concedidos.  E>o,  i  nada  menos  que  eso,  constituye  la  ga- 
rantía. 

Aun  después  que  los  hechos  se  han  convertido  en  garantías  por 
los  medios  legales,  resta  que  los  encargados  de  hacerlas  efectivas 
ae  propongan,  como  el  primero  de  suí  deberes,  ¡xtnerlas  en  prác- 
tica, i  atraerles  el  respeto  de  todos  los  asociados.  Entonces  í  no 
antes  penetrarán  las  nociones  de  la  justicia  i  del  derecho  en  las 
últimas  capas  de  la  estralÜicacion  social,  i  saldrán  de  su  abati- 
■  Olienlo,  como  lo  esperaba  el  señor  Guzman  de  las  simples  decla- 
hciones.  Pero  más  que  los  pomposos  artículos  constitucionales. 
1  pa?.  no  interrumpida  i  el  espíritu  civilizador  del  gobierno  in- 
Ibndcn  la  noción  del  derecho,  que  se  infiltra  lentamente,  i  se 
letabloce  como  una  institución  no  escrita  pero  llena  de  fuerza. 
i  hubiésemos  de  Juzgar  de  Ins  garantías  en  Oiíle  (lor  lo  que  de 
tilas  decia  su  constitución,  creeríamos  que  han  sido  casi  nulas. 
Pero  en  el  hecho  pueden  jactarse  los  cliilonos  de  gozar  Í  haber 
cado  más  libertad,  más  seguridad,  ya  se  trate  de  las  perdonas, 
^  I  de  las  propiedades,  ora  de  la  imprenta,  bien  de  la  locomo- 
lltion,  que  otras  repúblicas,  cuyas  instituciones  abundan  como  la 
jnejicana  en  osti'ntosas  declaraciones  de  principios,  soto  buenos 
kara  satisfacer  ta  vanidad. 

'2.*  Suspensión  de  las  garantíat.  Al  sentar  el  hermosa  prin- 
cipio con  que  arrancó  la  constitución  mejicana,  quedaba  compro 
metida  á  guardarle  consecuencia,  n  Sí  los  derechos  del  hombre 
son  la  base  i  el  objeto  de  las  iiislítucionessociales,  a  sigúese  que 
[i  acompañarle  conslantcmonle  ;  que  en  ningún  tiempo,  ni 
Wr  causa  alguna  puede  el  hombre  ser  privado  de  esos  derechos, 
D  pena  de  hallarse,  consiguientemente,  sujeto  á  instituciones 
■ÍD  objeto  ni  base.  E.i  también  el  único  medio  de  que  arraiguen 
la  conciencia  del  ciudadano,  infundiéndole  la  idea  de  una 
BTulnernble  propiedad,  en  cuya  defensa  todos  se  hallan  intere- 
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sados.  ¿  Qué  diremos,  pues,  de  una  disposición  constitucional, 
que  autorice  la  suspensión  de  las  garantías  por  ella  misma  pre- 
conizadas como  inherentes  i  la  naturaleza  del  hombre?  Eso  hace 
el  ari.  29 ,  en  términos  alarmantes,  ya  por  su  tenor,  i  verdade- 
ramente calamitosos  por  la  intelijencia  que  han  recibido.  No 
hallamos  fácil  comprender  si  la  suspensión  que  de  las  garantías 
otorgadas  por  la  constitución  autoriza  aquel  articulo,  debe  ser 
permitida  por  el  congreso,  ó  por  la  diputación  permanente,  antes 
de  ser  decretada  por  el  presidente  de  la  república,  ó  si  basta  que 
uno  ú  otro  cuerpo  apruebe  la  medida,  una  vez  adoptada,  porque 
la  parte  segunda  del  articulo  se  presta  á  la  primera  intelijencia, 
i  la  principal  se  aviene  más  con  la  otra.  Ni  entendemos  bien 
tampoco  si  a  las  autorizaciones  que  el  congreso  estime  necesarias 
para  que  el  ejecutivo  haga  frente  a  la  situación  »  vienen  á  ser  cosa 
distinta  de  la  suspensión  de  las  garantías.  Daremos  por  sentado 
que  son  una  misma  cosa,  i  por  tanto  que,  con  previa  ó  con  poste- 
rior aprobación ,  el  ejecutivo  «  puede  suspender  las  garantías 
otorgadas  por  la  constitución  (en  la  sección  1.*,  til.  I),  escq)to 
las  que  aseguran  (1)  la  vida  del  hombre,  en  los  casos  de  invasión, 
perturbación  grave  de  la  paz  pública,  ó  cualesquiera  otros  que 
pongan  á  la  sociedad  en  grande  peligro  ó  conflicto.  » 

Ninguna  de  las  precedentes  constituciones  habia  permitido 
una  suspensión  por  mayor  de  sus  garantías ;  húbola  que  no  con- 
tenia autorización  alguna  á  ese  respecto ;  i  con  todo,  la  concesión 
de  facultades  estraordinarias,  reputadas  siempre  omnímodas,  fué 
asunto  de  común-  ocurrencia  en  todas  las  épocas  de  la  historia 
constitucional  mejicana.  ¡Qué  mucho, pues,  que  se  diese  latisimn 
estension  al  art.  29  que  examinamos!  Cuando  asomaron  los  pri- 
meros indicios  de  la  intervención  europea,  el  Congreso  de  1861, 
en  11  de  diciembre,  dio  al  presidente,  Juárez  entonces,  las  nece- 
sarias facultades  para  afrontar  la  situación,  es  decir,  para  sus- 
pender las  garantías  constitucionales ;  i  por  el  mismo  hecho  el 
presidente  se  reputó  nombrado  dictador. 

(1)     Garantios  qut  aseguran  es  un  pleonasmo  de  que  debieran  huir  instru- 
mentos cuya  redacción  es  punto  sumamente  grave. 
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\  CunsidcriinJose  dentro  Je  los  límites  de  acuellas  autorízaciü- 
,  espiíiió  el  pre^Menle  en  25  de  enero  de  1862  una  ¡et  a  para 
r  los  delitos  contra  la  ¡nde|jendenc¡a  í  la  seguridad  de  la 
1,  contra  cl  derecho  de  juntes,  contra  las  garanlias  indivi- 
duales, i  contra  cl  orden  i  la  paz  pública,  u  Según  su  art.  28.  li<s 
reoBcoJidosen  fragante  delito,  ó  en  cualquiera  acción  de  guciT:i, 
debían  sufrir  las  penas  cu  ella  impuestas,  con  sido  la  ídcntilica- 
1  de  las  personas.  Para  otroí^  casos  permite  un  rápido  juicio, 
e  un  consejo  de  guerra,  cuya  sumaria  debía  terminarse  en  60 
,  i  seguirse  por  defensas  rendidas  en  24.  Conforme  al  ar- 
iulo  6.*.  «cuando  la  autoridad  militar  tenga  conocimiento  de 
ese  ha  cometido  cualquiera  de  los  delitos  que  ella  especifica. 
Mea  por  la  fama  pública,  por  denuncia  o  acusación,  ó  por  cual- 
quiera otro  medio,  procederá  d  instruir  la  correspondiente  averi- 
guación, con  arreglo  á  la  ordenanza  jeneral  del  ejército  i  la  leí 

)desaiembredelíí57.» 
|L.Al)razaba  la  de  25  de  enero  de  1862  estos  tres  pontos:  delitos 
>enas,  dci'ii^nacion  de  tribunales,  procedimiento  criminal,  í 
1  pudiera  añadirse  dispensación  de  juicio.  Poder  para  suspen- 
'  las  garanlias  constitucionales  no  equivale  cirrtnmcnte  á 
islar  con  esa  amplitud.  Obsérvese  que  la  constitución  no  aulo- 
1  su  absoluta  suspensión,  ní  que  el  ejecutivo  asuma  el  poder 
Ulativo.  Prevé  solo  (arl.  12íJ)  que  por  alguna  rtibclion  so 
nrumpasu  observancia,  i  para  eníónces  dispone  que  no  per- 
ásufuerza  i  vigor.  Ahora,  pues,  el  art.  50  dicu  :  «  FA  supremo 
r  de  la  federación  se  divide  pitra  su  ejercicio  en  lejislatívo, 
»tivo  i  judicial.  Nimca  podrán  reunirse  dos  ó  más  de  estos 
teres  en  una  persona  6  corporación,  ni  depositarse  el  Icjisla- 
t  en  un  individuo,  u  Hasta  donde  puede  ser  condenada  por 
I  lexto  espreso  la  conducta  de  un  funcionario,  lo  era  en  nuestro 
o  la  del  presidente  Ju;'trez  por  cl  que  dejamos  Irascritu. 
)  mejor  comprender  la  naturaleza  do  la  leí  de  25  de  enero, 
I  que,  al  autorizar  la  ímpüsicion  de  penas  sin  juicio 
[Uao  en  ciertos  ci^os  ó  medíanle  trámites  especiales  en  otros, 
I  meramente  por  alio  garantías  otorgadas  por  la  consli- 
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tucion  de  57 :  preleriiiiiia  la  primera  de  todas  las  garantías,  que 
no  está  allí  mencionada,  la  de  no  sufrir  castigo  sin  previo  juicio. 
Al  fijar  ciertas  formalidades  necesarias  en  todo  juicio  criminalj 
el  art.  20  supone  ya  el  juicio,  no  lo  instituye. 

Las  leyes  comunes  de  todo  país  civilizado  propenden  á  impedir 
el  sacrificio  de  la  inocencia,  por  medio  de  ciertas  prescripciones 
i  formalidades.  Son  ellas  las  que  contienen  primitivamente  la 
garantía  del  juicio  criminal  para  un  acusado,  en  Méjico  lo  mismo 
que  en  Australia;  i  es  esa  garantía,  no  otorgada  por  la  consti- 
tución de  aquella  república,  sino  por  cuantas  leyes  habiau  rejido 
en  el  país  desde  su  colonización,  la  que  se  derogó  por  esa  otra 
leí  de  25  de  enero,  viciosa  por  su  orijen,  i  más  viciosa  aún  por 
su  tenor. 

La  garantía  del  juicio,  i  del  juicio  completo,  que  permita  po- 
ner perfectamente  en  claro  los  hechos,  su  carácter  i  sus  autores, 
no  es  ningún  beneficio  personal  para  tiempos  normales,  que 
pueda,  por  consideraciones  políticas  de  cualquier  linaje,  supri- 
mirse en  los  casos  de  conmociones  i  disturbios,  por  graves  ó 
estraordinarios  que  sean.  Tiende  al  predominio  de  la  verdad,  de 
la  justicia,  del  sosiego  público;  i  nunca  más  necesaria  que  en 
esas  mismas  épocas  de  grandes  trastornos,  cuando  las  pasiones, 
elevadas  al  más  alto  grado  de  intensidad,  ciegas  para  con  el  ene- 
migo, eclipsan  la  razón  i  la  conciencia  aun  de  los  hombres  mejor 
intencionados  en  las  situaciones  normales,  arrastrándolos  á  obras 
de  iniquidad,  de  que  apenas  se  les  hubiera  juzgado  capaces. 

Pero  aún  más  censurable,  si  cabe,  que  la  ausencia  del  juicio, 
es  un  procedimiento  hipócrita,  insuficiente  para  esclarecer  la 
verdad,  i  destinado  sólo  á  acallar  la  grita  de  los  hombres  super- 
ficiales que  se  pagan  de  palabras.  Vale  más,  franca  i  audazmente, 
sacrificar  al  enemigo,  declarando  que  así  lo  demanda  la  salud  de 
la  patria,  i  confiando  en  que  la  historia,  cuando  no  sea  la  actua- 
lidad, ponga  el  hecho  entre  las  grandes  concepciones  políticas, 
superiores  á  la  comprensión  del  vulgo. 

3.**  Un  caso  particular.  Tomados  prisioneros  en  Querélaro 
el  titulado  emperador  Maximiliano  i  sus  jenerales  Miramon  i 


IIEPUIII-IC*  DE  WI-JlIlCI  r,(l7 

Mcjiíi,  i'l  i^oliiorii'i  ilol  [>rf<sidcnte  juárc/  iJJspusii  (|ug  íc  U>fi  juz- 
¡sa-ñ  confürme  á  la  Ici  de  25  do  enero  de  1 1^62,  cs¡iedida  por  el 
rnisinu  pri'sidciile,  i  tjiie  i[n[tiHii,i  l;i  |ieti,i  de  muerte  á  los  dcliins 
imputados.  IleoiDS  vÍNto  que,  según  nrjuel  acto  críjido  en  leí,  el 
jerc  militnr  podía  i  delitn  por  si  sulu  iniciiir  et  proredtmientn  on 
IdS  casos  ñ  que  ella  se  contrae.  pFro  no  sucedió  asi.  El  jencral 
Escobedo  aguardó  las  órdenes  supremas;  i  en  erecto,  recibió  uní), 
fcrliada  en  San  Luis  de  Potosí  á  21  de  muyo  de  1807.  suscrila 
por  el  secretario  de  estado  en  el  despacho  de  Guerra  i  Marina,  en 
la  cual  üc  previno  el  juz|>amiento  de  aquellos  tres  prisioneros, 
de  roTifurmidad  con  la  mencionada  lei. 

lié  aquí  varios  fragmentos  importanles  de  la  comunicación  que 
citamos:  s  Los  hecho»  notorios  do  la  conducta  de  Maximiliano 
comprenden  el  muyor  número  de  las  responsabilidades  e.'pecifica- 
das  en  esa  leí. »  Menciona  en  seguida  los  hechos  im[>utados  al 
archiduque,  todos  U>s  cuales  se  rercrinn  n  la  aceptación  i  ejerci- 
cios del  poder  público  en  calidad  de  emperador.  I  di  spues  do 
esponer  brevemente  los  que  aparejaban  respon-abÜidad  á  lo» 
llamado»  jenerules  Miramon  i  Mejia,  continúa  de  este  modo: 
(•  Previeni!  el  art.  28  do  la  lei  citada  (la  de  25  de  enero)  que  las 
•  <  yenas  impuestas  en  ella  se  apliquen  á  los  reos  cojidos  infraganti 

Íhoü  encual<[u¡era  acción  de  giierní,  con  solo  la  identificación 
las  personas.  Concurriendo  en  el  presente  caso  limhas  citcuns- 
eias,  bastaria  hi  notoriedad  de  tos  hei'biis  pan  que  se  debitara 
Boder  con  arreglo  á  ese  arliciilo  de  la  lei.  Sin  embargo,  quc- 
ndo  el  gobierno  usar  de  sus  amplias  faculladcs,  con  objeto  de 
que  baya  la  más  plena  justificaciiin  del  procedimtenlo  en  este 
caso,  ha  resuello  que  en  él  se  proceda  al  juicio  que  dispone  la 
misma  lei  en  olnis  casos,  para  que  de  ese  modo  se  oigan  en  éste 
s  que  quieran  hacer  los  acusados,  Í  se  pronuncie  la 
a  que  corrcspond.-i  en  justicia.  » 
}gun  esta  urden,  los  hechos  impubdos  A  los  tres  presos  eran 
IB  previstos  i  castigados  por  Ib  lei  de  2a  de  entro,  i  conforme 
a  debia  procederse.  Era  el  caso  de  a|ilicar  tas  penas  sin  nece- 
e  juicio;  pero,  por  via  de  fjracia  ó  merced,  concedíase  el 
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beneficio  de  oir  defensas  i  pronunciar  sentencia.  La  primera 
resolución  era  de  carácter  esencialmente  judicial ;  la  segunda  del 
orden  lejislaÜYo,  i  no  comoquiera,  sino  ex-po8t  fació  i  en  bene- 
ficio de  determinadas  personas,  puesto  que  se  reformaba  la  lei 
primordial  pora  un  caso  especial  ya  ocurrido. 

No  es  maravilla,  pues,  que  el  fiscal,  teniente  coronel  don  Ma- 
nuel Azpiroz,  joven  ilustrado,  que  poco  después  ocupó  una  plaia 
en  el  ministerio  del  presidente  Juárez,  en  su  escrito  de  acusación, 
fecha  13  de  junio,  comenzase  asi :  «Al  leerla  suprema  lei  de  21 
de  mayo  (1)  que  dispuso  el  juicio  de  Maximiliano,  Hiramon  i 
Mejia  (fól.  2),  se  comprende  sin  dificultad,  i  yo  comprendí  desde 
luego,  que  no  se  trataba  de  un  proceso  criminal  común ;  pues 
no  necesitaba  contener,  como  ordinariamente  sucede,  la  suma- 
ria^ cuyo  objeto  es  la  comprobación  del  cuerpo  del  delito  i  el 
descubrimiento  de  los  delincuentes,  i  cuya  razón  legal,  por  lo 
mismo,  consiste  en  la  oscuridad  de  los  hechos  ó  falta  de  noticia 
de  los  autores  de  ellos ;  puesto  que  los  actos  criminales  que  se 
refieren  en  la  orden  los  han  cometido  á  la  faz  de  la  nación  i  del 
mundo  entero,  Maximiliano  i  sus  cómplices  Miramon  i  Hejía, 
cojidos  infroganti.  Podía,  por  tanto,  principiar  el  proceso  por  la 
confesión  con  cargos.  » 

A  pesar  de  eso,  el  fiscal,  por  pura  induljcncia,  hizo  más :  tomó 
á  los  reos  una  declaración  preparatoria  (instructiva)...  Con  lo 
cual,  las  confesiones  i  los  escritos  de  sus  defensores,  quedaban 
aquéllos  listos  i  aparejados  para  recibir  sentencia.  Redujese 
Maximiliano  en  sus  actos  de  instructiva  i  confesión  á  escepcionar 
la  incompetencia  i  jurisdicción  del  tribunal  militar  para  conocer 
en  su  causa,  que  él  consideraba  de  carácter  político.  Una  vez 
admitida  la  esccpcion,  i  juzgado  en  consecuencia  el  reo  por  otros 
tribunales,  no  habría  podido  recaer  pena  de  muerte,  según  los 
artículos  23  i  29  de  la  constitución.  Pero  no  se  caminan  trabajo- 
samente cíen  leguas  por  el  gusto  de  deshacerlas  en  un  rápido 
tren.  La  escepcion  era  por  lo  mismo  estemporáiiea,  i  asi  se  declaró 

(i)    Llamaba  lei  el  oficio  del  sccrelarío  de  guerra  i  marina  (]uc  oi-denó  el  en- 
juiciamiento. 
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por  el  jciii^r»!  en  jóle,  con  dictámea  de  a^^esor,  en  50  de  muyo, 
cuiínilo  dijo :  n  Pi-occdiéndose  en  la  causa  de  Fernando  Maximi- 
IÍdiiu  ác  ILipsIiurgo.  i  sus  jenerale<i  don  Miguel  Míramoii  i  don  To< 
mas  Mej(n,  por  disposición  del  supremo  gobierno,  no  esUl  en  mis 
fncultadi's  decinrarine  iacompctoiile,  pUL's  fallaría  á  lo  dispuesto 
por  In  Hiitorid.'íl  superior,  nj  menos  lo  está  el  mandar  ¡lusiiender 
todo  procediinicuto  ulloHor.  » 

Puede  colejime  de  lo  quo  precede  qué  liberlad  de  acción  len- 
drixn  seis  cafíilanes  i  un  tunienlc  coronel,  á  ijuicnes  se  baliia 
dado  la  triste  comisión  de  suscribir  una  condenatoria,  implícita- 
mente formulada  por  el  gobierno  desde  San  Luis  de  Potosí,  en  su 
¿rden  ó  di>sp.ic)iü  de  21  de  mayo.  Absolver  á  los  procesados,  ó 
tdenarlos  siquiera  a  otra  pena  que  no  fuese  la  capítol,  lialiria 
ciiu  al  consejo  de  ^ucvra  Uui  ajeno  de  su  encar|,'0,  como  de* 
•  qne  tos  reos   liabian  merecido  bien  de  la  palria.  Morir 
ían  los  prisioneros,  i  por  tanto  murieron.  Pero  si  su  muerto 
¡taba  decretada  (í  no  podia  ocultárseles)  ¿a  qué  prolongar  su 
■nfa  con  fórmulas  mentirosas?  Un  juicio  supone  duda  ó  incer* 
ptnbre  sobre  su  final  ¡"esultado,  ventilación,  pruebas  i  posibi- 
1  de  absulucion.  Cuando  su  fin  está  previsto,  no  hai  juicio 
D  farsa,  i  en  el  caso  présenle  la  ejecución  virlunimenle  orde- 
n  el  21  de  mayo  (tal  veí  sin  apercibirse  de  ello  sus  autores), 
ría  sido  más  digna  siendo  más  esplicíta. 
En  una  ocasión  semejante  (año  de  1S61)   i  para  justificar  el 
fusilamiento  lí-^u  i  llano  de  tres  prisioneros,  á  quienes  se  impu- 
Ittban  actos  de  suma  crueldad,   el  jeneral  colombiano  T.  C.  de 
[ucra  dijo;  «  los  vencedores  no  tienen  dereclio  para  juz^rar 
>  vencidos. D  Y  decia  bien;  pero  no  deducía,  k  nuestro  modo 
,  la  recta  consecuencia.   Porque  si   los  vencedores  no  son 
Mrrialt-s  para  aplicar  ít  los  vencidos  los  tex'os  de  las  leyes  hu- 
tas menos  aún  lo  son  par»  juzgarlo.'!,  segiin  las  alta^  i  recón- 
sli-ycsde  la  moral.  Ilai  hechos  que  por  m  natura!<'za  tras- 
iden  todos  loi  limites  de  la  justicia  terrrnal,  í  en  la  muerte 
tus  autores  fallan  todos  los  olijctos  razonable»  que  se  propone 
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Por  lo  demás  no  liemos  llevado  en  mira  al  criticar  los  actos 
relacionados  con  las  ejecuciones  de  Querétaro,  ni  defender  la 
memoria  de  los  reos,  ni  menos  aún  censurar  la  conducta  de  los 
gobernantes  de  la  época  :  tanto  lo  uno  como  lo  otro  es  ajeno  de 
nuestra  incumbencia,  i  fuera  de  lugar  en  este  libro.  Por  único 
propósito  hemos  tenido  mostrar  la  manera  como  se  han  enten- 
dido i  aplicado  en  Méjico  ciertos  principios  constitucionales:  in- 
telíjencia  i  aplicación  que  estimamos  erróneas,  i  lo  que  es  más, 
funestas.  Ni  hai  en  ello  nada  de  cstraordinario.  Los  hombres 
públicos  mejicanos  han  hecho  su  educación  política  con  breves 
interrupciones,  ya  en  el  cuartel  donde  se  fraguaba  un  plan  revo- 
lucionario, ya  en  el  palacio  dictatorial  de  un  Santana,  es  decir,  en 
las  escuelas  de  la  anarquía  ó  del  despotismo,  ambas  malísimas 
para  nutrir  el  ánimo  de  la  doctrina  pacifica,  á  la  par  que  liberal, 
que  solo  brota  del  ejercicio  incesante  i  concienzudo  de  buena? 
leyes  constitutivas. 

Culto  relijioso.  Hemos  visto  que  desde  la  independencia  hasta 
1857  todos  los  actos  constitutivos  en  Méjico  reconocieron  la  reli- 
jion  católica  como  única  cuyo  culto  fuese  tolerado  en  el  país. 
Siguió  como  antes  la  unión  entre  el  gobierno  i  la  Iglesia,  con 
mengua  i  menoscabo  de  ambas  entidades,  cuyo  resultado  era 
por  un  lado,  intervención  del  clero  en  asuntos  civiles,  posesión 
i  administración  de  propiedades,  subsidio  del  tesoro  público,  i 
fuero  ó  administración  privativa  de  justicia,  i  por  otro,  interven- 
ción de  las  autoridades  civiles  en  el  nombramiento  de  las  ecle- 
siásticas en  su  modo  de  administración  ó  disciplina  esterna,  i  qn 
una  palabra,  el  patronato. 

Como  la  constitución  de  57  guardase  silencio  en  materia  d© 
culto  religioso  juzgóse  que  implícitamente  quedaba  modificada 
aquella  situación.  Ya  desude  los  primeros  años  que  siguieron  á  la 
constitución  de  1824  el  congreso  habia  decretado  la  ocupación 
i  nacionalización  de  las  propiedades  eclesiásticas,  por  las  razo- 
nes i  con  el  objeto  que  lo  han  hecho  todas  ó  la  mayor  parte  de 
las  naciones  católicas.  Pero  esas  leyes  habían  quedado,  á  lo  me- 
nos en  gran  parte,  sin  ejecución,  i   no  vinieron  á  cumplirse  de 
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1  modo  serio,  sino  cuando  empezó  á  ejercer  d  poder  ejecutivo 
el  presidente  Ju;'irez,  i  fijó  su  residencia  en  Vcraeruz,  es  decir, 
por  julio  de  1 858.  Por  decrelus  de  esa  feclia,  no  sólo  ordenó  la 
ejecución  de  las  leyes  solire  deaamorlizacion  eclesiáslicü,  sino  que 
«nncionó  la  tolerancia  rclijinsa,  dándole  empero  consecuencias 
que  para  la  época  eran  por  lo  rueños  imprudentes. 

En  2o  de  setiembre  de  1873,  i  por  reforma  cr)n>tilu.:¡oQal  (án- 
leü  inserta)  se  decret<'>  el  gran  |'rÍucipÍo  de  independencia  entre 
el  estado  i  la  l^li'sia.qup  lué  más  larde  ampliamente  desarrollado 
^oor  lei  de  Í0  de  diciembre  de  1874.  Aunque  deducción  lójica 
^HU  principio,  «arias  diaposiciones  de  esta  leí  han  sido  tan  cun- 
^Kariasá  los  hábitos  de  la  población  mejicana,  del  clero  é  institutos 
^^elijiosos  católicos,  que  no  ha  costado  poco  trabajo  llevarlas  á 
efecto.  Solo  tres  países  (todos  repúblicas  americanas)  han  pro- 
clamado el  prtiicipíü  de  rmancípacion  relijiosa  en  el  sentido  ab- 
soluto de  que  tratnmoa :  los  Estados  Dnidus  de  América,  los  Esta- 
dos Unidos  de  Colombia,  i  los  Estados  Unidos  Mejicanos.  En  la 
primera  república  quedó  casi  de  hecho  establecido,  si'gun  la  ma- 
nera como  se  tormo  aquella  sociedad,  producto  de  emigraciones 
que  huian  de  la  persecución  polilica  i  relrjiosa  en  la  madre  patria; 
ito  tuvo  por  consiguiente  diGcultados  el  principio,  ní  la  tuvieron 
8  consecuencias.  Pero  no  asi  en  Colombia,  donde  el  fervor  ca- 
|Iíco  oponK  túdavia  embarazos  á  la  administración  civil,  por 
Bchoa  conexionados  con  la  independen cia  en  materia  relijiosa, 
feoqufi  no  so  han  formulado  alli ,  ni  con  mucho,  todas  las 
liflimBB  i  forzosas  consecuencias  que  el  principio  arrastra,  i  que 
%  Méjico,  son  el  asumo  de  la  lei  10  de  diciembre  de  1874. 
■tJna  modiricacion  del  principio  se  ha  planteado  en  Béljica  Í  en 
■tu,  que  por  siii  constituciones  han  declarada  la  libertad  de 
Todos  los  cultos  i  opiniones  religiosas,  con  más  la  emancipación  i 
el  predominio  déla  potestad  civil;  pero  que  por  sus  leyes  han 
líjudosuelilos  á  los  ministros  de  los  principales  cultos  allí  esta- 
lilecidüs:  católico  nuevo  i  viejo,  protestante  unglicanoievanjclíco- 
i  en  fin,  israelila.  Considéranse  los  ministros  del  culto  como  oíros 
taalos  maestros  i  propagadores  de  la  moral,  tan  buenos  los  unos 


3l!2  UEPUBLiai  D£  MÉJICO 

como  los  otros,  i  cuyos  servicios,  útiles  á  la  comunidad  en  jene- 
ral,  merecen  bien  ser  recompensados  por  ella. 

A  su  turno  la  iglesia  oficial  admite  varias  modificaciones:  1/ 
Puede  ser  tolerante  ó  intolerante  do  los  tres  cultos ;  2/  Puede 
amalgamarse  con  el  poder  civil  de  quien  depende,  i  cuyos  su- 
premos funcionarios  lo  son  en  cierto  modo  de  la  Iglesia;  ó  bien 
mantener  un  simple  concórdalo  con  el  gobierno  nacional,  que- 
dando sus  ministros  independientes  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes una  vez  elejidos;  5/  En  el  último  caso,  puede  ser  nacional  ó 
estranjera  la  autoridad  suprema  de  la  Iglesia. —  Pero  en  la  esen- 
cia no  hai  sino  dos  sistemas:  gobiernos  laicos  ó  gobiernos  cle- 
ricales. Méjico,  lo  mismo  que  Colombia,  ha  asumido  el  primer 
carácter.  ¿Ha  procedido  juiciosamente?  I  dado  que  el  gobierno 
laico  sea  el  término  feliz  de  la  evolución  natural  ¿no  debió  pasar 
por  algún  grado  intermedio  preparatorio  ?  Los  graves  tropiezos 
que  el  clero  presenta  á  la  marcha  pacifica  del  gobierno  en  am- 
bos países,  indican  á  priori  que  se  ha  dado  un  salto  en  el  ca- 
mino del  progreso,  en  vez  de  escojítar  la  suave,  aunque  menos 
rápida,  transición  evolucionaría. 

Toda  mayoría  relijiosa  es  intolerante,  i  lo  es  en  proporción  á 
la  fuerza  del  sentimiento.  De  ahí  que  toda  tentativa  de  introdu- 
cir una  nueva  rehjion  rncuenlre  oposición  decidida  en  los  secta- 
rios de  la  dominante.  Pero  mnl  ó  perjuicio  tanjible  no  amenaza 
sino  al  sacerdocio,  cuyo  rebano  puede  estraviarse  á  la  voz  de 
hábiles  ministros  que  predi(|uen  un  credo  más  razonable,  una 
moral  más  pura,  un  culto  más  noble  i  menos  dispendioso.  De 
ahí  resulta  que  las  manifestaciones  de  intolerancia  relijiosa  sean 
principalmente  encabezadas  por  el  clero,  que  teme  la  competencia 
de  otros  cultos,  no  sólo  en  cuanto  dañe  á  su  negocio,  sino  tam- 
bién en  cuanto  disminuya  la  esfera  de  su  influencia.  Tratándose 
de  una  raza  esencialmente  apasionada  como  la  española,  i  de  una 
relijion  como  la  católica,  tan  poderosa  por  su  organización,  como 
debilitada  en  sus  fundamentos,  á  medida  que  se  ha  apartado  de 
su  orfjen,  la  intolerancia  relijiosa  ha  sido  mayor  i  más  funesta  en 
España  i  sus  derivaciones  que  en  cualquier  otro  pueblo  moderno. 
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más  fanúticn.  Los  hombres  del  gobii-rnü  minos  Ir ¡ibiijudos  por  el 

SI' [i  lililí  cu  tu  múrbiilo  de  la  inlolurancia,  i  más  iiimcdialaiiicnle 

esjionsables  atilc  el  mundo  de  las  k'jcs  víjcntes  en  su  p;itriu. 

B  examiuno  a)  tenor  de  los  principios  del  doreclio  i  de  los  vni*- 

jrieros  intereses  nacionales,  i  las  ncomoJaa  á  esos  priacipus  él 

iereses,  veiicittiilo  toda  criminal  oposición. 

Bombres  cuya  buena  le  no  (¡uerumos  poner  en  duda,  han  sos- 

\i  E.->|)ana  últimamente,  como  tantas  veces  antes  de  ahora, 

||irÍnc)pÍo  do  la  U7iidad  relijiosa,  meliílua  denominación  para 

»  sistema  de  esL'luüivisino  católico,  que  en  tiempos  tenetirosos 

kendió  por  toda  luz  de  verdad  las  hu;^uer3S  ¡n'|UÍsilorÍHle5.  La 

¡dad  relijiosa  seria  un  LcneÜcío  real,  si  cubriera  toda  la  fu- 

rficie,  por  lo  menos  dil  mundo  civilizado,  porijuc  sería  mejor 

dicio  de  la  vcrdud  du  la  relijíon  (|ue  la  multiplicidad  de  sectas 

eu  ifue  se  han  dividido  í  suhd¡vi<l¡do  las  crceni-ins.  Pero  reducida 

artilicial mente  á  un  país  por  medio  de  prohibiciones  i  casligus, 

DO  dcstiuye  el  hecho  capital  de  las  numerosas  relijiuncs  que  se 

tden  la  tierra,  ni   las  lejltimas  consecuencias  que  de  alli  se 

Iprenden  á  los  ojos  del  hombre  de  estado. 

¡Bi  8U  iiitelijencia  se  halla  á  la  altura  de  su  puesto,  tiene  que 

nitir  la  imposibilidad  de  discernir  la  verdiid  cu  medio  de  tan- 

l;i  encontradas  creencias,  la  buena  fe  de  todos  los  sectarios,  la 

[uetiriu  de  violentar  la  cuncicncia  de  cualquiera  de  ellos,  la 

(vctfl  compalabilídud  de  opnestus  credos  con  la  moral  usual  i 

gitable,  i  la  posible  armonización  de  su  coexi^leiicia,  bajo  lo 

IÍ(,'acion  común  de  respetar  las  leyes  civiles.    Ve  además  que 

Kiuipetencia  ea  relijioii,  uomocn  lodo  produce  necesariamen- 

a  mejor  elaboración  del  artículo  ofrecido,  i  que  donde  quiera 

K  varios  cultos  se  confrontan  i  rivalizan  i  aceclian,  el  scnti- 

tnto  rt-lijiuso  se  purilica,  i  los  rclijionarioa,  sacerdotes  i  laicos, 

Mmeran  más  en  el  lleno  de  sus  deberes.  De  ahí  que  il  catoli- 

0  sea  mucho  más  puro  i  re8¡)etablü  donde  concurre  con  oíros 

s,  i  en  proporción  inversa   al  niunero  de  sus  miembros; 

ben  [-'rancia  i  en  Bé|jica  que  cu  Italia  ó  España,  más  en  la 


514  RKPUBMCA  DE  MÉJICO 

Gran  Bretaña  i  los  Estados  Unidos,   que  en  Béljica  ó  Francia. 

Ningún  pafs  civilizado  puede  hoi,  de  consiguiente,  prescindir 
de  la  tolerancia  relijiosa,  complemento  indispensable  de  la  libe^ 
tad  de  conciencia  i  de  la  franca  permisión  de  entrada  á  iodo 
cstranjero  honrado  i  laborioso.  Es  el  mínimo  de  las  concesiones, 
aún  quedando  en  pié  la  iglesia  oficial,  la  iglesia  dominante  ó 
protojida. 

Más  de  una  vez  en  nuestros  estudios  hemos  aludido  á  los  in- 
convenientes recíprocos  de  la  unión  ó  liga  entre  el  gobierno  de 
la  nación  i  el  gobierno  de  una  iglesia,  es  decir,  de  la  iglesia  do- 
minante. En  virtud  de  esta  liga,  i  á  cambio  de  sus  concesiones, 
el  primero  tiene  intervención  en  el  nombramiento  de  los  fun- 
cionarios del  segundo,  lo  que  unido  á  otras  causas  de  depen- 
dencia, hace  casi  completa  la  seguridad  del  gobierno  civil  contra 
los  ataques  del  clero,  en  a(|uellos  países  donde  éste  es  una  enti- 
dad nacional,  independiente  de  autoridad  estranjera,  como  en  la 
Gran  Bretaña  ó  Rusia.  Pero  el  clero  católico  no  se  halla  en  ese 
caso.  Sus  leyes  vienen  de  una  autoridad  estranjera,  que  procede 
á  su  modo  sin  consideración  á  las  leyes  de  los  diferentes  países 
sobre  los  cuales  se  estiende  la  vasta  organización  que  parte  del 
Vaticano.  La  reforma  del  siglo  xvi,  emprendida  ya  por  los  abu- 
sos de  Roma  en  aquella  época,  no  fué  parte  para  correjirlos.  El 
catolicismo  romano  ha  seguido  ,  siempre  que  no  ha  encontrado 
una  vigorosa  oposición  en  los  gobiernos  civiles,  desarrollándose 
animado  por  los  mismos  principios  que  hicieron  famoso  el  pon 
tiíícado  de  Ilildcbraiido.  Pero  no  tan  sólo  tiende  á  invadir  la  esfera 
de  acción  del  gobierno  temporal,  sino  que  se  ha  puesto  más  i 
más  en  oposición  con  la  ciencia  moderna  i  las  verdades  hoi  admi- 
tidas como  base  de  la  civilización  contemporánea. 

Tal  vez  no  es  la  Iglesia  católica  quien  se  ba  separado  de  la 
ciencia,  sino  ésta  de  aquélla.  Pero  el  resultado  es  uno  mismo.  La 
liga  del  gobierno  civil  con  <  I  de  la  l^^lesia  católica  limita  su 
acción.  Al  llamarse  católico  un  gobierno,  i  protector  del  catolicis- 
mo, acepta  implícitamente  sus  principios,  sin  esccptuarel  Syla- 
bus  de  Pío  IX.  Acepta  la  injerencia  que  quiere  tener  en  losprin- 


llErrBI.lrv   DE  MKJIC'J  jij 

lifiQles  aclos  de  la  vida  i  ntin  en  lii  nuicrip  del  honibru;  acepta 
II  tnornl.íjcepta  sus  nociones  sobre  la  organizacíaii  de]  universo, 
I  votuiilad  liuiiiíiiia  i  el  destino  futuro.  I.a  liga  traba  por  cun- 
iguicHte  la  eusefiaiii'.a  pública,  i  las  man ¡Testac iones  del  inundo 
Ificial,  constreñido  por  este  medio  á  la  hipocresía  ó  al  estanca- 
miento. 

Al  decretar,  pues,  la  tolerancia  relijiosa.  Méjico  i  los  demás 
nfses  de  orijen  español  hicieron  justicia  á  los  disidentes  del 
{Btolicisniü  romano;  pero  al  mantener  con  t^sti-  la  alianza  que  here- 
'^aron  de  España,  i  que  se  había  estimado  como  medio  de  defensa 
jwtr  el  patronato,  permanecieron  reducidos  ¡i  la  condición  que 
imprime  la  teocracia.  Quedaron  asimismo  sujetos  a  tas  contien- 
s  que  suscita  la  Curia  Romana,  siempre  que  los  actos  del  |{0- 
•no  civil  tienden  á  marchar  por  una  via  distinta  de  las  bíblicas. 
lOnciliares  6  ponlificías  nocionesdel  Vaticano  ó  de  sus  reprcsen- 
jlntea  más  íamedíslos.  De  aquí  el  segundo  movimiento,  lii  se- 
racion.  Si  la  liga  era  un  mal,  su  ruptura  es  un  benclicío.  Pero 
«inconvenientes  con  que  luchaban  Méjico  i  Colombia  antes  de 
I  independencia  relijiosa  oficial,  no  praveniari  única  n¡  prlnci- 
Mímente  áe.  la  ligo.  Sus  grandes  causas  eran:  1.'  Jeneralídad  del 
Mtolicismo.  que  no  perdió  casi  en  estcnsion  con  la  tolerancia  de 
olroscultos;  2."  Carácter  eslranjero  é  independiente  de  su  potes- 
tad suprema,  3.*  Oposición  de  sus  doctrinas  á  la  ñlosofia  del  si- 
SD,  é  inflexihilidad  en  sus  pretensiones. 
Por  medio  de  la  alianza  se  moderaba  un  tanto  su  acción.  Des- 
IDB  de  vlla  no  funda  ja  sus  reclamos  t>n  el  concordato  ni  en  el 
itolicismo  del  goliierna;  pero  los  funda  en  la  creencia  de  bus 
nada^ovejaK  ¡en  el  non  poaaunius,  que  pronunciado  en  la 
isilica  de  San  Pedro,  se  repercute  en  las  cinco  parles  del  mun- 
do. Méjico  i  Colombia  sufren  hoi  todos  los  males  consiguientes 
á  la  nueva  situación,  lian  liliertadn  la  Iglesia  católica,  pero  no  se 
han  liherladn  de  ella.  Aun  las  rentas  que  Ins  prelados  recibían, 
p  ilcl  lusuro  público,  ya  de  fondos  especíales  confiscados,  las 
obtienen  hoi  directjimentedeloscunlribuyentes  católicos,  es  decir, 
e  la  nación,  eo  forma  de  diezmo  voluntario,  derechos  de  estola 
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Ó  cualquiera  otra  forma,  sin  la  regularizacion  protectora  de  la  leí. 
Rompióse  en  vez  de  desatarse  el  nudo  gordiano;  porque  no  se  es- 
tudió para  seguirla  escrupulosamente,  la  gradación  evolucionaría, 
indispensable  en  toda  reforma,  si  ha  de  ser  útil,  suave  i  duradera. 

Al  proclamar  su  independencia  de  España,  Méjico  no  pudo 
hacer  probablemente  mtás  que  lo  que  hizo;  conservar  la  situación 
relijiosa  tal  como  la  encontró.  Pero  si  sus  hombres  de  estado  hu- 
bieran comprendido  (i  no  era  fácil)  la  necesidad  de  iniciar  la  refor* 
ma  en  aquél  como  en  todos  los  demás  ramos  de  la  política,  habrian 
acechado  la  primera  oportunidad  para  prepararla.  Tal  como  hoi 
vemos  las  cosas,  la  necesidad  primera  consistia  pura  i  simplemen- 
te en  independizarse  de  Roma  como  se  habia  hecho  de  España, 
dando  al  arzobispo  de  Mójico  las  necesarias  facultades  pontiGcales, 
lo  que  eqiiivalia  á  trasladar  á  Méjico  el  Papa.  Acaso  el  primer 
prelado  á  quien  se  hubiera  ofrecido  tanto  honor  i  provecho  lo 
habría  rehusado;  acaso  dos,  tres  ó  más  eclesiásticos  habrian  tam- 
bién hallado  aquél  un  caso  de  conciencia.  Pero  ciertamente  no 
hubiera  sido  imposible  encontrar  el  nuevo  personal  de  la  jerar- 
quia  eclesiástica  i  organizar  la  igle.^ia  mejicana  por  el  modelo 
de  las  iglesias  primitivas  del  cristianismo,  cuando  la  autoridad 
pontificia  de  Roma  no  se  hahia  impuesto  sobre  la  de  los  demás 
obispos. 

Nacionalizada  la  iglesiaofícial,  su  gradual  reforma  era  comparati- 
vamente fácil.  Concilios  mejicanos  introducirían  paulatina  i  juicio- 
samente todas  las  que,  compatibles  con  el  espíritu  del  cvanjelio, 
se  acomodasen  á  las  necesidades  é  ideas  de  la  época  actual.  Dis- 
minuiría, yaque  no  se  estinguiese,  la  lioí  abierta  oposición  entre 
el  romanismo  i  la  ciencia.  Recobraria  el  «jiobierno  su  libertad  de 
acción,  lejislando  como  lo  demandase  el  interés  social,  sin  miedo 
á  combates  clericales.  I  cuando  hubiese  adquirido  plena  con- 
fianza en  la  marcha  pacífica  respetuosa  i  civilizadora  de  la  iglesia 
mejicana,  le  habría  acordado  esa  absoluta  libertad  que  indis- 
creta i  prematuramente  se  le  ha  concedido  ahora. 

Toda  reforma  hecha  en  buena  dirección,  es  casi  decisiva,  una 
vez  consumada.  Si  fuere  estemporánea,  irá  acompañada  de  vio- 
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Ipiícins,  rcflcciones  i  alternativas;  pero  no  será  fñcíl  revocarla. 
Tocaá  lo  menos  i^  aquellos  países  que,  como  Venezuela,  se  ha- 
llan iDsdurori  pnrn  el  ensayo  de  nacíonuluar  su  iglesia  oíicial. 
acomeleilo  i  no  tomar  iuleinpcslivainenlc  h  peligrosa  via  por 
donde  lian  ccliado  Méjico  i  Colombia.  En  cuanto  á  estas  dos  re- 
(lúlilicas  sólo  vemos  para  ellas  esperanza  de  salud  en  la  templan7.a 
del  principia  de  independencia  i  en  la  paciente  difusión  de  la  ins- 
Iruccioa  primaria  i  secnndaria  que  disipen  ¡aniebla  cnculiridora 
de  la  supcr-ticion  i  el  fanatismo.  La  luición  no  liará  ma<i  que 
mfurecrr  al  clero,  volviéndole  mas  peligroso,  sin  jamas  dome- 
|irle.  Solo  en  naciones  como  Alemania  ó  Suiza,  donde  la  pobla- 
ion  calálica  no  compone  la  gian  mayoría,  es  practicable  el  sos- 
nimieato  de  su  clero  por  la  acción  legal  i  enérjica  de  la  auto- 
lad  civil. 

I  DnuD.^si.t.  \.'  Internacional.  Son  mejicanos,  segunelart.SO; 
fttodos  los  DBcidiis  dentro  á  fuera  del  Icrritorio  de  la  república, 
k  padres  mejicanos,  h  los  estrarijeros  que  se  naturalicen  cunfor- 
C  á  las  leyes  de  la  feduracion,  c  los  eslranjcros  que  adijuicran 
bienes  raices  en  ta  república  ó  tengan  hijos  mejicanos,  siempre 
que  nu  maniliestun  la  resolución  de  conservar  la  nacionalidad. — 
Nada  liai  que  observar  sobre  el  2,°  inciso;  pero  sí  sobre  los  otros 
dos.  El  principio  sentado  en  el  primero  no  es  acejilable  con  la 
jeneralidad  que  alli  tiene.  Tain|>oco  es  bastante  claro.  ¿Trátase  de 
|]Íjo»lcjilimoséilejltiinos?¿solodennoodcámbos  padres?  Los  hi- 
jos nacidos  dentro  del  pais  de  padres,  ambos  mejicanos,  podran 
ser  mejicanos  también,  ü  voluntad  ile  la  itunstitucion,  sean  ü  no 
tejttimoB.  También  lo  serán  los  liijo:!  naturales  aun  de  padres  es- 
tninjeros,  porque  ésos  no  sií^uen  ta  condición  de  sus  padres.  Mas 
los  lejiliinos  nacidos  de  padre  eslraiijero  i  madre  mejicana,  se- 
rán ostranjeros,  i  los  de  padre  nicjícsno  i  madi  e  extranjera  serán 
mejicanos.  Por  ventura  suponga  lu  constitución  que  en  todocaso 
la  mujer  sigue  la  condición  del  niarído,  pero  e^te  principio  no 
es  miiverbal.  i  ciertamente  para  que  mía  niejioaiiu  casiida  can 
eslranjero  perdiese  su  nacionalidad,  aun  residiendo  en  Méjico. 
seria  preciso  que  la  lei  lo  declarase  asi  enpreiíamenle.  Li  mujer 
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ciudadana  de  los  Estados  Uaíilos  de  América*  residente  en  su 
pais  i  casada  con  estranjero,  no  pierde  su  calidad  de  americana^ 
i  asi  es  que,  al  paso  que  su  marido  no  puede  adquirir  bienes 
raices  en  algunos  estados,  como  el  de  Nueva  York,  ella  conserva 
ese  derecho. 

Siempre  que  la  lei  estranjcra  no  se  oponga,  los  hijos  de  me- 
jicanos habidos  fuera  del  país  serán  mejicanos ;  i  no  se  opon- 
drá cier(«imente  si  los  hijos  son  lejítimos  i  menores,  i  el  padre 
á  lo  menos  mejicano.  Pero  si  el  padre  es  estranjero,  residente 
en  su  pais,  serán  aquéllos  estranjeros,  durante  su  minoridad. 
También  lo  serán  los  hijos  ilejüimos  de  mejicanos,  si  la  lei  del 
suelo  asi  lo  quisiere.  Dado  que  los  hijos  de  mejicana  i  estranjero 
nazcan  en  país  estranjero  que  no  sea  del  padre,  ¿cuál  será  la 
nacionalidad  de  aquéllos?  Juzgamos  que  en  e^^te  caso,  como  en 
otros   que    pueden    presentarse,   la  lei  del  lugar  decidirá  la 
cuestión,  si  no  se  aviniere  con  la  lei  mejicana,  ó  con  la  de  la  na- 
ción á  que  el  padre  perteneciere. 

Supone  el  inciso  3.®  ó  c,  que  un  estranjero  puede  tener  hijos 
mejicanos,  lo  que  no  vemos  cómo  pueda  suceder,  á  lo  menos  se- 
gún la  misma  constitución,  i  para  ese  caso  declara  al  padre  me- 
jicano, invirtiendo  el  principio  de  que  el  hijo  (menor)  sigue  la 
nacionalidad  del  padre.  —  Cada  vez  nos  causa  mayor  asombro 
que  en  un  asunto  tan  importante  i  tan  ocasionado  á  cuestione 
internacionales,  como  el  que  nos  ocupa,  no  se  hayan  puesto  de 
acuerdo  las  principales  potencias  sobre  principios  jenerales  i 
Gjos  de  nacionalización. 

2.°  Ciudadanía  política.  Son  poquisinids  los  requisitos  que 
para  adquirirla  exijo  el  art.  5  i,  i  bajo  osle  respecto  la  consti- 
tución de  1857  es  eminentemente  democrálica  :  establece  vir- 
tualrnentc  lo  que  por  exajeracion  se  llama  sufrajio  universal. 
Hubiéramos  añadido  á  aquellos  re(|uisitos  el  de  saber  leer  i  es- 
cribir, sin  lo  cual  el  sufragante  carece  de  los  más  indispensables 
medios  de  instruirse  sobre  la  situación  del  país,  i  de  usar  en 
consecuencia  de  sus  derechos  con  alguna  probabilidad  de  acierto. 
Pero  al  mismo  tiempo  habíamos  espresado   que  las  mujeres  se 
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hallan  con ipiciid idus  en  el  act.  54;  ln  '{ue  es  ácAn  (aunque 
st'ijuritmoiilciKj  se  lia  intunUdo),  {iitesto  que  son  oicJicaDas,  i 
liat^ta  para  la  ciu<laddnia  política  que  el  mejicano  tenga  cierta 
edail  i  cierto  modo  du  vivii*.  Uinitimos  reproducir  las  considera- 
ciontts  en  utro  litgai'  espueslas  en  favor  de  nuestra  opinión. 

Piérdese  la  calidad  de  ciudadano,  según  el  ait.  37,  «  por 
naturalizarse  en  país  estranjero,  i  por  servir  oficialmente  al  go- 
biiTuo  de  otro  país  ó  admitir  de  él  condecoracionua,  etc.,  sin  previa 
licencia  del  congreso  federal.  »  Evidentemente  se  trata  aquí  de 
la  ciudadanía  internacional  i  no  de  la  política,  ya  se  consideren 
las  causas  de  perdida,  ya  el  contenido  del  articulo  siguiente, 
qu(!  por  punto  jotieral  encomienda  á  la  leí  el  a  lijai'  los  casos  i  la 
Jbnna  en  que  so  pierden  ó  suspenden  los  derechas  de  ciudadano 
U  manera  de  hacer  la  rehabilitación,  u  Como  este  articulo  se 

lia  colocado  en  la  sección  que  deline  la  ciudadanía  política, 
sus  dercrhoa  i  deberes,  i  es  incompatible  con  el  precedente,  el 
37  puede  considerarse  dislocado,  i  dulieria  trasladarf-e  á  la  sec- 
ción '2.*,  que  habla  de  los  mejicanos,  á  cuya  calidad  se  refiere. 

PoDCii  Lejislativo.  —  {."Su  división.  Organizó  la  lejislacioa 
primitiva  la  lejislatura  en  una  sola  asamblea  ü  congreso  de  di- 
putados; pero  la  reforma  du  1 87-i  estableció  dos  cámaras,  una  de 
dipulados  i  otra  de  senadores,  cediendo  así  á  la  opinión  predo- 
minante en  el  día,  aun  en  Francia,  donde  mayores  partidarios 
ha  tenido  el  [irincipio  de  unidaí},  i  acaba  de  establecerse  el  de  la 

ilídad  en  una  lei  constituliva  de  1875.  Como  ti>d<is  las  buenas 

irías,  la  unidad  tejislativa  tiene  su  razón  áv  ser,  pero  no  pcr- 
á  la  é|)oca  actual,  síno  á  lo  porvenir.  Asi  nos  lo  dice  el 
icipio  evolucionarlo. 

Estudiando  solamente  la  historia  moderna  del  poder  público, 
hallamos  en  h  edad  media,  su  punto  de  partida,  que  el  poder  se 
ejercía  pr¡nci|ijil mente  por  los  nobles  ó  barones,  soberanos  de 
otros  tunlns  feudos  ó  pequeños  estados  esparcidos  en  el  territorio 
de  Europa.  Kij.indunüs  en  higlitcrra,  duude  la  evolución  sigue 
uua  marcha  más  regular  i  progre;iva,  salva  una  brusca  interrup- 
ción (1649  1660).  vemos  que  el  poder  real,  casi  nulo  al  priaci- 
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pío,  toma  incremento,  i  se  sobrepone,  fundicnJo,  por  decirlo  asi, 
en  uno  los  varios  estados  feudales,  que  pierden  su  categoría,  i 
pasan  á  la  de  meros  condados  ó  provincias. 

Suplantados  los  nobles  por  el  reí,  tiene  éste  en  sus  manos  to- 
dos los  poderes,  que  ejerce  sobre  la  nación  como  los  ejereiaD 
aquéllos  sobre  sus  señoríos.  Pero  no  satisfechos  del  despotismo 
real,  le  arrancan,  no  sólo  garantías  individuales,  mas  también  ani 
delegación  leji>lativa  ó  cámara  de  |>are$.  A  su  turno  los  habi- 
tantes comunes  de  las  ciudades,  ó  plebeyos,  reducidos  al  prin- 
cipio á  la  nulidad,  i  solicitados  alternativamente  por  los  reyes  i 
por  los  nobles  pora  establecer  su  autoridad  sobre  el  rival  respeo 
tivo,  cobran  fuerza,  principalmente  por  la  riqueza  que  les  dan  la 
industria  i  el  comercio ;  reclaman  á  su  vez  una  participación  en 
el  gobierno;  i  en  una  época,  bastante  oscura  por  cierto,  de  la 
historia  de  Inglaterra,  obtienen   la  concesión  de  una  segunda 
cámara,  cuyas  atribuciones  principales,  i  casi  únicas  en  su  orijen, 
consistían  en  autorización  de  los  impuestos  i  de  los  gastos  públicos. 
Gradualmente  ha  crecido  la  influencia  de  la  cámara  de  los  co- 
munes, hasta  el  punto  de  hallarse  hoi  en  sus  manos  la  esencia  del 
gobierno.  La  de  los  pnres,  representante  de  un  pasado  que  huye 
i  se  aleja  de  nosotros,  comprende  que  el  poder  se  le  escapa,  i 
trata  sólo  de  hacerse  tolerar.  Pero  el  momento  vendrá  en  que  ni 
tolerada  sea,  momento  que  sedcterntinará  por  alguna  lucha  indis- 
creta con  su  hermana  menor.  La  vetusta  institución  desaparecerá, 
pasando  qui/ás  antes  por  modiíicaciones,  como  la  de  convertir  en 
vitalicias  las  plazas  hereditarias.  De  igual  modo,  la  pottstad  real, 
cuyo  papel  ha  venido  á  ser  tan  secundario,  delante  del  de  la  cá- 
mara de  los  comunes  i  del  minislerio,    que  ella  (|uita   i  pone  á 
su  sabor,  se  eliminará   algún  día,  detorniinndo  también  proba- 
blemente por  alguna  exajerada  pretcnsión  de  un  soberano  menos 
humilde  que  la  graciosa  majestad  de  Victoria  I :  i  tendremos  la 
república  con  la  imidad  lejislativa,  término  visible  hoi  de  la  evo- 
lución política. 

En  la  organización  de  sus  colonias  procede  la  Gran  Bretaña  imi- 
tando su  gobierno  metropolitano  ;  dos  consejos  lejislativos,  uno 


de  elcL-riuii  popular  i  atro  de^ignailo  por  el  n-pivsciiUnti]  <le  lu 
corona  :  poder  ejecutivo  unitnrio  con  un  consejo  administrativo ; 
i  jueces  vttalíciosé  inilependiontes.Pocomásóménosasiscorgani- 
/.nronl.-is  colonias  inglesas  de  la  America  del  Norte  ;  í  sí  sólo  bubie- 
nisido  únala  tarea  de  los  constituyentes  nt  proclamar  su  indepen- 
dencia, habría  sido  más  Fácil  aún  do  lo  que  fué.  Pero  como  se  tra- 
taba de  un  gobierno  enteramente  nuevo  para  el  grupo  de  co- 
lonias, antes  separadas  entre  si,  hubo  lugar  á  diseu^ioii.  La  po- 
testad real,  cuya  inutilidad  estaba  ja  de  maniliealo,  i  con  la  cual 
no  lenian  por  qué  simpatizar  los  americanoe,  quedó  cscluida  de 
la  discusión;  pero  un  presidente,  refleja  suyo,  vino  á  ocupar  su 
lugar. 

Hubo  controversia  sobre  la  organización  de  la  lejislatura  ;  i  no 
laltó  quien,  como  Franklin.sostuvicsi;  la  unidad  de  enmara.  Preva- 
leció la  dualidad;  i  ea  el  caso  de  preguntarnos-si  fué  solo  por  imi- 
tación úel  parlamento  británico  i  de  las  Icjislaturas  locales,  ú  si 
buho  para  ello  consideraciones  de  otro  orden.  I  antes  de  investi- 
garlo, podríamos  preguntarnos  tamhiun  por  qné  en  Inglaterra  se 
estableció  la  cámara  de  los  comunes  con  separación  de  la  de  los 
lores,  en  vez  du  dar  meramente  á  aquéllos  asiento  en  la  primíti- 
«I.  Compréndese  fácilmente  que  los  nobles  rehusaran  niccclarse 
I  los  plebe^ns,  aunque  éstos  fuesen  de  la  clase  media  ó  bour- 

toitie;  ni  acaso  éstos  lo  pretcnlieron,  dada  la  separación  do 
i  vista  la  necesidad  de  representar  cada  una  por  sn  lado. 
P  Podemos,  pues,  sentar,  como  la  primera  causa  bistórica  de  la 

«iston  de  la  lejislatura  en  dos  cámaras  ó  asambleas,  en  Ingla- 
ra,  la  necesidad  de  representar  convenientemente  las  diversas 
■Bes  sociales.  I  tan  cierto  es  eso.  que  las  varias  reformas  introdu- 
la  elección  para  miembros  de  la  cámara  de  los  comunes, 
"rincipalraentc  de  1852  ;i  la  fecha,  tienden  á  dar  voz  en  los  co- 
micios i  asiento  en  la  asamblea  a  individuos  que.  por  su  inrcríor 
posición  en  la  escala  social,  se  hallaban  anteriormente  privados  do 
íiquelltia  dereclios.  En  Francia,  donde  el  espíritu  revolucionario 
ipie  demolió  la  sociedad  ¡ulterior  á  1 78Ü,  tendió  desde  el  pi  íncipio 
á  la  nivelación,  el  etíndo  llano  invadió  la  asamblea  de  la  noblexn 
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i  arrastró  consigo  al  clero,  formando  la  asamblea  única  i  mista 
que  en  junio  de  aiiuel  año  emprendió  la  tarea  coaslituycate.  Has 
celosos  de  la  igualdad  que  de  la  libertad,  los  reTolucionaríos  fraa- 
ceses  suprimieron  la  nobleza,  i  por  el  mismo  hecho  juzgaron  in- 
conducente admitir  más  de  una  cámara,  representante  de  todos 
los  ciudadanos ;  pero  dejaron  subsistir  la  autoridad  réjia  en  la 
constitución  de  l'fOl. 

Sigue  á  la  asamblea  constituyente  la  lejislatiya,  que  compren- 
diendo el  error,  vicmlo  la  complicidad  del  reí  con  los  nobles  para 
traer  la  intervención  estranjera,  comienza  contra  la  autoridad 
real  esa  serie  de  hostilidades  que  habian  de  suprimir  estrepito- 
samente, primero  de  hecho,  después  de  derecho,  la  dignidad 
real  misma.  Vino  en  seguida  la  convención,  más  poseida  aún  del 
nuevo  espíritu  que  las  dos  anteriores  asambleas,  á  redondear  la 
república  con  su  unidad  lejislativa,  i  á  desacreditar  ambas  cosas, 
por  escesos  debidos,  más  que  á  ellas,  á  la  época  i  á  las  pasio- 
nes que  desencadenó. 

Trajo,  pues,  intempestivamente  la  revolución  en  Francia  la  uni- 
dad lejislativa,  como  trajo  la  evolución  la  dualidad  en  Inglaterra. 
Cierto  es  que  la  nobleza  habia  desaparecido  en  la  primera  nación; 
pero  no  es  la  nobleza  el  único  elemento  especial  que  puede  i  debe 
ser  representado  por  una  segunda  cámara,  después  que  la  jene- 
ralidad  de  la  población  lo  ha  sido  por  una  cámara  democrática. 
Dejando  á  lo  porvenir  el  cuidado  de  acomodarse  á  su  situación, 
misteriosa  para  nosotros,  i  estudiando  sólo  el  presente,  hallamos 
en  lodos  los  países  una  parte  de  la  sociedad  que  sobresale  por  su 
educación,  sus  luces,  su  riqueza  ó  sus  servicios  públicos,  i  que 
forma,  digámoslo  sin  escrúpulo,  la  oligarquía  social.  Tiene  sus 
intereses  no  opuestos,  pero  si  distintos  de  los  intereses  comu- 
nes, que  reclaman  especial  representación.  Existe  aun  en  las  so- 
ciedades más  democráticas;  i  si  á  eso  se  agrega*  que  la  práctica 
de  las  instituciones  parlamentarias  ha  demostrado  la  convenien- 
cia i  la  posibilidad  de  moderar  la  acción  lejislativa,  ocasionada 
á  desbordarse  cuando  no  tiene  contrapeso,  no  dt^be  maravillarnos 
que  aun  los  Estados  Unidos  del  Norte  hayan  adoptado  la  dualidad. 
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1  senodu,  rc|)ro(]uccion  perl'ecciuiiada  de  la  alta  cámara  ingle- 
¡  compuesto  du I  elemento  oligárquico,  se  ha  liecho  notar  en 
tés  la  liixtorin  constiluclona!  de  a{]ucll.i  rcpúlilica  por  su  modc- 
i  sensdtez,  aun  en  líciiipos  tempestuoso.",  cuando  en  la  otra 
mará  han  bullido  pasiones  desoriienaJas.  Pero  no  sólo  eso. 
rancia  misma,  como  antes  lo  liicimos  notar,  ha  establecido  la  alta 
Diara,  por  un  procedimiento  inverso  de  aquel,  por  el  cual  [asu- 
^mió,  é  inverso  también  del  empleado  en  Inglaterra  para  la 
reaciun  de  la  dualiilad,  puesto  que  aquí  se  contrapuso  In  de  co- 
panes  á  |.i  de  lores,  i  allá  el  senado  á  la  asambla  popular.  En 
¡D,  la  actual  rc|>ública  francesa,  como  la  americana,  ha  com- 
t  senado  de  elementos  oligárquicos,  que  sólo  aprobamos 
»  un  modo  mui  jeneral,  pero  qne  eran  necesarios,  en  snsjustos 
miles,  para  equilibrar  la  cámara  democrática. 
Méjico,  así  como  todas  las  repúblicas  de  oríjea  español,  ha  te- 
1  por  principal  modelo  cúnslilitcionul  su  vecÍÉia  república 
pglo-americana.  Aniepüsote  la  teoría  de  la  escuela  radical  Tran- 
na  cuando  establecióla  unidad  lejislaliva  en  1857;  pero  ha 
uelto  al  modelo  en  1874,  i  consultando  asf  et  objeto  conocido  de 
I  dualidad,  i  restableciendo  la  armonía  en  su  constitución,  tur- 
kda  antes  por  la  coexistencia  de  una  asamblea  i  de  un  ejecutivo 
uÍLarío  ó  independiente,  que  son  por  lo  común  enemigos  írre- 
uciliables. 

'  No  tan  srtlo  se  ha  establecido  ya  en  Méjico  la  dualid.id  lejisla- 
liva, sino  que  la  separación  de  las  cámaras  ge  mantiene  con  mu- 
cho rigor,  llevándola  aun  á  aquellos  casos  en  que  no  se  trata 
pni¡>i.iinente  de  lejislar,  pero  si  de  lomar  acuerdos  que  requieren 
la  voluntad  de  la  representación  nacional.  Tales  atribuciones  se 
ban  distribuido  entre  las  dos  cárnarns.  como  se  ve  por  las  frac- 
s  A.  i  B.,  párrnlo  3.' de  la  reforma  de  1874.  Pero  nos  qucdp 
I  curiosidad  de  saber  cómo  se  practica  actualmente  la  ceremonia 
»qu«  se  contrae  el  art.°  ()3  de  la  constitución,  el  cual  previene  la 
jstencia  del  pre-identu  de  la  república  a  la  apertura  de  las  se- 
bncs  del  cuerpo  lejislativo,  que  cjeciit;t  mediante  un  di:>curso 
pie  debe  contestar  el  del  congreso.  No  hai  hoi  preeídeute  del 
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congreso,  ni  reunión  autorizada  du  las  dos  cámaras  en  una.  Lo 
mejor  seria  suprimir  esa  ceremonia  monárquica,  i  encomni-lar 
al  ejeciilivo  informe  á  las  cámarns.  por  mensaje  escrito  presen- 
tado en  ambas,  sobre  la  situación  del  pais.  la  marcha  ite  la  ad- 
ministración i  las  necesidades  gubernativas. 

2."  Elecciones  para  el  congreso.  Como  medio  de  lograr  acer- 
tadas elecciones,  la  constilucion  debe  proponerse  estos  principa- 
les objetos  :  a  que  el  sufragante  conozca  al  candidato;  b  que  el 
sufrajio  sea  libre ;  c  que  la  representación  sea  fiel.  Los  dos  prime- 
ros son  comunes  á  toda  elección,  i  el  último  es  peculiar  á  las 
elecciones  para  la  lejislatura. 

a.  Refiérese  esta  condición  á  las  relaciones  entre  el  sufragante 
i  el  candidato  por  quiín  vota,  i  envuelve  la  cuestión  del  sufrajio 
directo  ó  indirecto.  En  un  pais  donde  la  instrucción  popular  se 
halla  bien  esparcida,  i  loa  ciudadanos  activos  pueden  juzgar  so- 
bre el  mérito  del  candidato  para  la  plaza  que  ba  de  proveerse,  la 
elección  directa  dará  los  resultados  que  en  toda  elección  se  bus- 
can :  confianza  en  las  aptitudes  i  la  integridad  del  elejido.  Si  se 
Iratii  de  un  país  en  diferentes  circunstancias,  el  sufragante  no 
podría  juzgar  sobre  las  condiciones  de  ios  candidatos  para  altos 
puestos,  en  primer  lugar,  porque  los  requisitos  son  de  aquéllos 
que  se  escapan  á  su  comprensión,  i  en  segundo  porque  los  can- 
didatos se  hallan  fuera  de  la  órbita  de  sus  relaciones  personales. 
Un  elector  intermedio,  más  apto  que  el  sufragante,  i  más  conod- 
do  de  él  que  los  candidatos  definitivos,  debe  ser  entóneos  su  úni- 
co candidato,  haciéndose  por  este  procedimiento  una  elección 
indirecta.  No  baila  misma  necesidad  cuando  la  elección  es  para 
empleos  municipales,  cuyos  candidatos,  más  en  contado  con  el 
sufraganle,  i  oslando  llamados  á  desempeñar  funciones  compara- 
tivamente simples,  pueden  muí  bien  ser  calificados  directamente 
por  el  ciudadano  activo. 

Citamos  en  apoyo  de  nuestra  opinión  la  de  un  republicano 
francés  (1),  nada  sospechoso  por  cierto,  quien  se  espresa  deeste 


(ll    M,  A.  ricaure.  tji Dthnw 
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mnilo  :  ((  Si  la  nneion  se  halla  poco  íivanzadn,  bus  niienibros  poco 
inslruitftis,  en  iinn  piílalira,  reinu  todaviu  en  ella  la  ignorancia, 
[larece  enlúnces  preferililc  que  la  elección  se  haga  á  dos  grados. 
So  pudiendo  ta  masa  electoral  apreciar  por  >i  misma  el  mérito 
ó  valor  de  cada  candidato,  reduce  su  papel  á  una  iuncion  más  sim- 
ple i  más  proporr  lunada  á  sus  aptitudes  :  los  electores  elijen 
entre  si  un  delegado  sobre  cada  diez  ó  cionlo,  i  le  conlicron 
el  derecho  de  dcsi^^iiar  á  su  turno  el  delegado  que  debe  llenarlas 
funciones  de  representante  del  pueblo.  Pero  si,  al  contrario,  la 
nacloD  está  suficientemente  avanzada,  ó  sí  á  lo  méuos  el  número 
de  ciudadanos  ilustrados  es  superior  al  de  los  ignorantes,  pero 
Robi'e  todo,  si  predomina  en  ella  el  espíritu  de  igualdad,  debe  pre- 
ferirse el  sufrajio  directo,  a 

Es  mui  posible  que  á  causa  de  este  concepto  M.  Beaure  no  sea 
admitido  por  los  radicales  rruncescs  como  uno  de  ellos;  pero  lo 
es  en  todas  las  demás  cuestiones  que  trata  en  su  libro.  Puljlícis- 
tas  hai  que  atribulen  al  sufrajio  universal  directo  una  virtud  mis- 
teriosa, independiente  de  una  buena  elección.  Para  los  que  hua- 
cal) hcclios,  resultados,  beneficio,  el  sufrajio  no  es  aceptable  sino 
en  la  forma  que  corresponda  ¡i  su  objeto.  Esbblectcndu,  pues,  la 
elección  indirecta  en  primer  gi'ado,  la  constitución  mejicana  ha 
rocvdido  juiciosamente,  en  especial  después  de  haber  esteiidido 
|1  derecho  de  sufrajio  hasta  el  estiemo  de  no  exijir  para  su  ejcr- 

i  el  conocimiento  de  las  primeras  letras. 
L  b.  Todo  voto  que  no  es  libre  es  falax,  puesto  que  no  espresa  la 
nluntad  del  sufragante.  Varias  precauciones  debe  tomar  la  lei 
nra  asegurar  la  libre  emisión  del  sufrajio ;  pero  las  principales, 
(ODStí  lucio  nal  mente  hablando,  se  refieren  á  la  independencia  del 
klfraganle  en  jeneral,  ó  á  su  independencia  respecto  de  mui  de- 
minadas  personas.  Al  primer  orden  corresponde  la  cuestión  de 
lublicídad  ü  secreto  del  voto ;  al  segundo  la  csclusion  impuesta  á 
ncrtos  individuos  á  quienes  se  reputa  demasiado  sujetos  á  la  vo- 
luntad de  otros. 

Uucbo  se  ha  discurrido  sobre  la  cscclencia  del  sufrajio  secreto, 
referido  por  la  constitución  mejicana,  i  adoptado  en  todos  ú  casi 
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fMKJtó*  {-^/T  ':i*rt/>.  c^rx^ríQ  --*  e*.i«  reÍ3ci'?a*>  de  panfritesfo, 
I  íju^í,  Siijfj  bf*  qu  no  '^\2;rí^;ri.  ?ü--l^n  Un^r  iL'»y'>r  independen- 
d;*  d>;  '::srn:U:t  q*e  aljuno*  hoiLbr^.  —  X-:»  compren  Jemos  cómo 
h  id  íutiiu'^uz  uh  ha  pre^i^to  que  los  ¡iidí\idaút$  de  la  fuerta 
arffiada,  cu  jo  %ot/j  fiuif.r*:  ^  J»f  ei  tre  l«j>  cuarteles  para  que  no 
U'Ji'jt^n  rica ^ ion  de  violentar  a  los  demjs  ciudadanas  cu  las  urnas, 
k>on  \t*fr  *í%i  destino  njérios  libres  que  nadie,  i  menos  aún  en  los 
t'MHtiitU:*  que  en  parte  alguna.  Portento  seria  que  3e  ellos  no  sal ie- 
MfH  vot'ieione»  p^rfeela mente  organizadas  i  unisonas,  al  querer 
de  lofí  jeleh  ^uperiore»;  i  hi  íd^'un  correctivo  hai  contra  ese  abuso, 
t*h  el  abiJMi  mayor  de  que  hemos  hablado  antes,  el  fraude  en  los 
eHcnitiníoH. 

c.  lii^uroha  fidelidad  de  representación  en  la  lejislatura  no 
li;il)ri;i,  hííio  en  el  cano  de  que  todas  las  clases  sociales,  en  sus 
úllimo»  pormenores,  tuviesen  allí  representante,  tomado  entre 
individuoM  de  hu  hcuo.  Aun  cuando  ello  fuese  posible,  no  condu- 
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liria  probablemente  á  ningiin  buen  resultado;  i  prescindiendo 
lie  lu  necesaria  intelijencia  ¡  oducacioii  para  asociarse  i  discutir 
provL'chosnnicnte  mucbas  personas,  su  beternjeneidad  seria  causa 
de  que  no  pudieran  ni  aun  entenderse.  Dejando  al  lienijio  futuro 
p\  encargo  de  aproximarse  hnsla  donde  posible  Fuere  al  ideal  de 
la  buena  represontauion,  mucho  seria  ya  obtener  que  todos  los 
puntidos  políticos,  cuya  tendencia  es  á  escluirse  é  imperar  roIos, 
lerifjan  rcprescnlacion  simultánea  en  la  lejislatura  de  su  patria 
común.  Sobre  el  que  se  halle  en  mayoría  no  bai  dilicultad  :  el  se 
cuidará  bien  de  cstnr  representado,  i  la  única  cuestión  versa  so- 
bre la  representación  del  partido  ó  de  los  partidos  en  minoría. 

Como  todos  pueden  encontrarse  alternativamente  en  esa  posi- 
ción, ínteres  de  todos  es  preparársela  anticipadamente,  de  mane- 
ra que  tengan  voz  i  voto  en  t>l  gran  consejo  de  la  nación,  cuando 
más  lo  necesitan  para  no  ser  tiran iicado».  La  presencia  en  él  de 
apodcrndog  dcla  minoría  favorece  á  lodos  en  definitiva.  Obra  como 
váhula  de  seguridad,  desfogando  los  ánimos  candentes  por  la 
pasión,  i  precave  ó  aplaza  las  esptosiones  revolucionarias.   Por 
niaiiei'a  que  no  andan  prudentes  las  mayorías  enajeradas,  cuya 
cólera  intolerante  las  arrastra  á  escluír  del  seno  de  la  asamblea 
lojislativa  todo  representante  que  no  les  pertenezca.  Es  además 
I'  presencia  de  las  minorías  un  elemento  moralízador  de  sus  ad- 
rearíos.  Mayorías  sin  freno,  sin  (¡idealización,  rara  vez,  sí  atgu- 
,  se  mantienen  dentro  do  los  limites  de  la  prudencia  :  nunca 
leasi  nunca  respetan  los  derechos  de  las  minorías.  No  asi  cuan- 
t.  tienen  delante  quien,  ya   que  otra  cosa   no  puedj,  les  de- 
nestresu  eiTor  cuando  van  descamínadns,  les  recuerde  el  mu- 
y  inlercs  de  la  común  justicia,  —  Esto  supuesto,  no  nos  resta 
¡no  investigar  lus  medios  de  obtener  la  representación  de  las  mi- 

I  Varios  se  ban  sujerido  i  aun  adoptado;  pero  como  hayamos 
nuesto  en  otra  ocasión  dos  ó  tres  más,  nos  contraeremos  aquí 

l(]uo  juagamos  menos  artificioso  i  más  dicaz  de  todos.  Es  el 
loptado  por  la  lei  mejicana,  por  la  de  su  vecina  república  del 
H-le,  i  por  la  francesa  en  febrero  de  1875  ;  La  furmacioadedis- 
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tritos  Ó  circunscripciones  lerri loríales  en  cada  una  de  las  gran- 
des divisiones  políticas  ó  sea  provincias  del  país,  con  un  núm^ 
ro  próximamente  igual  de  habitantes,  i  el  encomendar  á  cada  dis- 
trito ó  circunscripción  la  elección  de  un  solo  diputado  ó  miembro 
de  la  lejislatura.  Contrapónese  á  este  sistema  el  de  elección  en 
masa,  por  todos  los  electores  de  cada  provincia  (estado,  depar- 
tamento ó  como  se  llame),  de  todos  los  diputados  correspondien- 
tes á  la  provincia,  según  su  población  i  base  adoptada.  Así  por 
ejemplo,  la  base  de  población  para  cada  miembro  de  la  cámara 
de  diputados  en  Méjico  es  40.000  habitantes  ó  una  fracción 
que  pase  de  20.000.  Según  eso,  el  estado  de  Querétaro»  con 
400,000  almas,  dará  diez  diputados,  que  pueden  elejirse,  bien 
votando  por  todos  en  una  lista  cada  elector  en  el  territorio  ente- 
ro del  estado,  ó  bien,  dividido  éste  en  diez  distritos  de  á  cuaren- 
ta mil  habitantes,  votando  los  electores  de  cada  distrito  por  un 
solo  diputado. 

Si  para  deducir  el  resultado  de  una  votación  se  ha  adoptado  li 
mayoría  relativa,  como  en  los  Estados  Unidos,  la  elección  queda 
hecha  en  la  primera  votación,  tratándose  de  la  elección  por  dis- 
trito, ó  por  circunscripción  (arrondissement).  Exijiéndose  ma- 
yoría absoluta,  como  en  Méjico  i  en  Francia,  hai  necesidad  de 
repetir  la  votación,  lo  que  no  deja  de  tener  embarazos  cuando, 
como  en  Francia,  el  sufrajío  es  directo.  Si  se  ha  adoptado  el  sis- 
tema de  elección  por  provincia,  ó  como  llaman  los  franceses,  por 
escrutinio  delista^  i  el  principio  de  mayoría  absoluta,  practicado 
el  escrutinio  de  todas  las  votaciones  hechas  en  la  provincia  ó  el  es- 
tado por  una  autoridad  ó  corporación  central  suya,  se  declaran  ele- 
jidos  tantos  individuos  cuantos  correspondan  á  la  provincia,  entre 
los  que  han  tenido  mayor  número  de  votos.  En  esta  clase  de  elec- 
ción, el  principio  de  mayoría  absoluta,  empleado  en  Francia  últi- 
mamente (1876)  para  la  elección  de  senadores  vitalicios,  por  la 
asamblea  popular,  es  mui  complicado.  1  sí  se  reflexiona  que  las 
mayorías  absolutas  son  mayorías  forzadas,  habrá  de  convenirse 
en  que  el  principio  no  merece  conservarse. 

En  cuanto  á  resultados,  la  elección  por  provincias  dará  or- 
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gniTi  divisiotí  rc|)ri>sentadn  ;  porqiic  aunque  la  miñona  sea 
lan  considerable  que  no  dílieni  de  la  mayoría  sino  en  un  solo 
voto,  carece  de  autorización  para  elejir  un  representante.  Soln 
cuando  ee  ha  restablecido  el  principio  de  mayoría  relativa,  i  el 
partido  en  mayoría  no  e^tá  bien  discijilinado,  puede  la  minoría 
elejir  alguno  de  sus  rciTesentantes.  La  elección  por  distrito 
dará  siempre  uno  ú  más  representantes  á  la  inínoria  de  la  pro- 
vincia; porque  es  casi  imposible  que  en  cada  subdivisión  de 
¿sta  guarden  los  partidos  la  misma  proporción  numérica  que 
tienen  en  la  gran  división.  Ibislremos  esta  iiitcresanlo  materia 
con  un  ejemplo  histórico,  tomado  del  estado  de  Nueva  York  en 
1  Union  Americana. 

Era  el  afut  de  185G,  cuando  nacían  ó  se  aprestaban  á  la  f^ran 

iMcha   los  parlidos  por   i  contra    la  escisvilud,  que  aun  con- 

irvan  sus^denominaciuncs,  ya  que  no  su  programa.  Contában- 

B  entonces  tres  :   repulilicnno,  democrático  i  americano  ;  an- 

Eesclavisla  el  primero,  esclavista   el  segundo,  í  el  tercero  una 

mple  subdivisión  de  aquél,  agregando  al  común  credo  político 

t  privación  ó  reslriccion  del  surrajío  A  los  estranjuros  nalu- 

■liíados.  Designaremos  á  cada  uno  por  su  inicial,  R.  D.  i  A... 

rrespondiendo   elejir  al  estado  treinta  i  tres   represenlantcs 

¡ara  la  citmara  de  esc  nombre  en  el  Congreso  de  l;i  Union,  es- 

Itba  dividido  en  oíros  tantos  distritos.  El  total  <ie  votos  en  los 

di-trito8,  ú  sea  la  suma  de  los  de  cada  uno  para  loa^  diversos 

partidos,  resulióa=í  :  U.  27t.57.i.  D.  20i.,í!27,  A.;ÍH.5oÍ  ; 

ii1.028  por  canilidalos  independientes,  ó  scaiij  votos 'perdidos. 

n.  pues,  el  gran  total  o80.7Ü0,  Í  su  mayoría  absoluta  294.881. 

1   relativa  el  partido  li,  í  por  tanto,   hahriajclejido    los 

i  cinco  representantes  de  í^u  seno  si  bubicra  |de  haber 

ido  por  todos  simultáneamente,  i  se  hubiese  convenien- 

Denle  disciplinado. 

efecto  habría  obtenido  aun  poret    sistema    de  ma- 
VÍa   absoluta  ;   porque  aviniéndose  funda menLalniente  con  el 
<  A.,  se  habrían  unido  en  rl  moinonto   prccíüo,  i  dado 
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una  suma  de  383.105  sufrajios,  ó  sea  una  mayoría  de  88.295. 
Pues  bien,  el  resultado  por  distritos  fué  :  21  representantes 
para  R.,  i  12  para  D.  Ninguno  obtuvo  A.,  porque  sus  yotos  no 
se  hallaban  concentrados  en  determinados  distritos  ;  pero  pudo 
rigorosamente  elejir  hasta  seis  representantes,  considerando 
.  que  el  término  medio  de  los  sufrajios  en  cada  dislríto  no  lle- 
gaba á  17.000.  Fué  la  causa  de  aquel  resultado  que  en  los 
distritos  electorales  formados  de  las  dos  grandes  ciudadts, 
Nueva  York  i  Brookiyn,  i  de  sus  contornos,  predominaba  el 
partido  D. ,  más  no  asi  en  el  resto  del  estado,  que  pertenecia 
casi  todo  á  R. 

Semejante  sistema  da  la  mas  fiel  representación  posible,  no 
solo  de  las  minorías  en  los  partidos  políticos,  sino  aun  de 
las  principales  clases  sociales,  á  lo  menos  en  el  sentido  indus- 
trial. Distritos  agrícolas,  fabriles,  mineros  ó  mercantiles  pue- 
den conferir  la  representación  de  sus  intereses  á  individuos  de 
su  gremio,  más  competentes  para  ello  que  representantes  de 
la  jeueralidad.  Pero  se  hacen  al  sistema  dos  objeciones,  que 
no  carecen  de  fuerza  :  1.*  Tiende  á  producir  elecciones  luga- 
reñas ;  2.*  Préstase  más  á  la  indebida  intervención  de  la  auto- 
ridad. Un  pequeño  circulo  de  electores  poco  ilustrados  tiene 
disposición  á  designar  para  represensante  uno  de  ellos  mismos, 
más  bien  que  á  buscar  la  aptitud,  aunque  se  encuentre  obli- 
gado á  salvar  los  limites  de  su  distrito.  La  representación  será 
más  fiel ;  pero  no  más  hábil  en  muchos  casos.  En  cuanto  al  go- 
bierno, deseoso  siempre  de  meter  la  mano  en  las  elecciones, 
puede  trabajar  más  eficazmente  sobre  pocos  electores  reco- 
mendando un  candidato,  que  sobre  muchos  electores  en  favor 
de  varios  candidatos  :  menor  número  á  quienes  intimidar  ó 
corromper,  menor  campo  de  ovación  ó  de  transacciones. 

En  definitiva,  el  buen  ó  mal  éxito  de  la  elección  por  dis- 
trito depende  casi  enteramente  del  grado  de  ilustración  del 
país.  Un  pueblo  mui  atrasado  no  proccderia  cuerdamente  san- 
cionándolo ;  pero  en  uno  suficientemente  ilustrado  no  produ- 
ciría los  malos  efectos  que  se  le  imputan.  Así  se  vio  en  las 
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elecciones  que  s¡f,'iiierDn  en  Francia  á  la  leí  con.stjluliva  de  1875: 
fueron  ganflJas  por  los  republJcanoa,  aunque  ellos,  lemerosos 
Uc  la  presión  olicial,  haliian  sostenido  de  prerercnuia  la  elec- 
ción por  escrutittio  de  lista,  ó  diputaciones  depártame  niales, 
no  como  su  doclrina  propia,  sino  como  docliina  lie  circuns- 
tancias. ¿  Hállase  Méjico  en  lo  misma  favorable  situación  ?  Juz- 
gamos (]uc  no  ;  pero  bien  merece  el  asunto  que  ee  Iiaga  el 
cn^yo,  á  reserva  d>;  enmendar  la  lei  sí  no  correspondiere.  Tanto 
más  fácil  le  será  formar  su  juicio,  cuanto  la  elección  de  se- 
nadores fC  conduce  bajo  el  otro  sistema  en  parte,  puesto  que 
üe  vota  para  unos  mismos  en  todo  el  estado ;  pero  solo  en 
parte,  puesto  que  se  í'ufra^'a  por  uno  para  elejir  dos.  Este  ar* 
bitrio  es  otro  de  los  recomendados  para  oblener  representación 
de  las  minorías,  i  lo  hemos  examinado  ya  en  cierta  oportu- 
nidad. 

poDEB  üJictTivo.  —  1 ."  Duración  i  reelección.  Encomendado  á 
un  presidente  el  ejercicio  del  poder  ejecutivo,  tenia  aquél  cuatro 
nüos  de  duración  (art."  78 ).  vin  que  se  liuhíeru  proliibido  reele- 
jirselti  para  el  inmediato  periodo,  como  lo  Iileo  la  coustílurion  de 
1834  (art.°  77).  que  señjió  igual  lérniinoú  las  funciones  de  este 
majislradú.  Aunque  la  de  jC  dio  ai  periodo  una  duración  dolde, 
exiji6  para  la  reek'riion  mayoría  de  tres  cuartos  de  los  votos 
(artículo  5.*  leí  IV).  Por  manera  que  la  constitución  de  ;i7  no 

Í¿  superior  en  ciita  parte  sino  á  la  de  4o,  que,  autorizando  la 
felcccion.  señaló  cinco  años  á  la  duración  del  presidente.  Su 
Elección  inmediata  es  hoÍ  jeneralmcnle  considerada  como  un 
cío  capital  donde  quiera  que  se  permila,  dada  la  influencia 
r[iie  el  funcionario  dispensador  de  los  fueros  del  gobierno  ejerce 
-olire  los  electores,  i  los  medios  de  corrupción  de  que  dispone, 
dirijiemio  á  su  amaño  la  estensa  red  de  empleados,  servidores 
murlios  de  sus  miras  personales  más  que  de  la  patria.  Esa 
perversión  oficinl  lie-;»  á  su  colmo  donde  los  ajentes  del  poder 
Kutivo  Hon  amovibles  á  beneplácito  del  presidente,  como 
I  los  Estados  Unidos  del  Norte  ;  i  tan  patente  es  allí  para 
s  el  efecto  de  aquella  funesta  combinación,  que  ya  se  habría 


prohibido  la  reeleccioD  inmediata,  aon  eslndieiido  un  poco  el 
período  ordinario  del  presidenle,  á  no  ser,  entre  oirás  consi- 
deraciones de  mala  lei,  porque  esa  reforma  fué  una  de  las  in- 
troducidas por  los  confederados  del  sur  al  conslituirse  en  1861; 
i  los  rebeldes  nunca  tienen  razón.  Méjico  adoptó  ambas  medi- 
das, retrocediendo  en  la  una  como  en  la  otra  ;  pues  hemos  visto 
que  prohibió  al  principio  la  reelección  inmediata  del  presi- 
dente, felizmente  proscrita  p  de  uñero  en  la  última  reforma,  i 
Tamos  á  ver  que  no  le  dio  antes  la  facultad  absoluta  de  remover 
á  los  empleados  que  nombrara. 

2.*  Amovilidad  de  las  empleados.  La  atribución  de  separar 
á  los  titulares  de  sus  empleos  ejecutivos  ha  venido  en  Méjico, 
por  decirlo  asi,  creciendo  á  medida  que  se  sancionaban  nuevas 
constituciones.  Por  la  de  1824  no  se  dio  al  presidente  sino  la 
de  c  nombrar  i  remover  libremente  á  los  secretarios  del  des- 
pacho, n  i  nombrar,  pero  no  remoter,  á  los  demás  empleados 

(atribuciones  4/  i  6/ del  art.*  110).  La  de  1856,  reprodu- 
ciendo aquéllas,  añadió  la  facultad  de  «  remover  á  los  emplea* 
dos  diplomáticos,  siempre  que  lo  juzgue  conveniente  »  ( atri- 
bución 12.  art.*  17  de  la  leí  lY).  Complementóse,  agregando 
los  cónsules,  por  la  constitución  de  1848  ;  que  en  la  atribu- 
ción 3/  art.*  83  dice :  a  nombrar,  con  aprobación  del  senado,  mi- 
nistros i  demás  ajentes  diplomáticos  i  cónsules  de  la  república, 
i  removerlos  libremente.  »  Por  último,  la  constitución  de  1857 
hizo  amovibles  por  el  ejecutivo  á  todos  sus  ajentes,  cuando  se 
espresó  así  en  la  atribución  2.'  del  art.**  85  :  «  nombrar  i  re- 
mover libremente  á  los  secretarios  del  despacho,  remover  á 
los  ajentes  diplomáticos  i  empleados  superiores  de  hacienda 
(  nombrados  de  acuerdo  con  el  senado),  i  nombrar  i  remover 
libremente  á  los  demás  empleados  de  la  Union,  cuyo  nombra- 
miento ó  remoción  no  estén  determinados  de  olro  modo  en  l^ 
constitución  ó  en  las  leyes.  » 

Para  compensar  la  falta  de  esta  plena  atribución,  habian 
dado  al  ()residente  las  tres  primeras  constituciones,  una  con- 
cebida casi  en  unos  mismos  términos  en  todas  ellas,  que  copia- 
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III03  de  la  lie  18*24,  Í  dice  :  h  Suspomlcr  di'  sus  mniilcos  hasta 
pnr  Ires  meses,  í  privar  .iiin  do  la  mitad  de  sus  sueldos  por  el 
misiTio  licinpo,  á  los  empleados  de  I»  fedeiMcion  inFractores  d<' 
subórdenes  i  decretOK  ;  i  en  los  casos  que  crea  detierse  foiTnar 
causa  ú  tales  cmplcndos,  pasarán  los  antecedentes  de  la  materia 
al  tribunal  respectivo,  n 

No  se  ha  considerado  suricienle  para  los  casos  de  ineptitud, 
neftlijencia  ó  aun  delito  de  dirícil  prueba,  en  todos  tos  cuales  la 
remoción  libre  i  sin  Tundamento  espreso  redime  á  la  adirünístra- 
cioii  de  un  mal  empicado,  sin  csponcrsc  á  las  continjencias  de 
un  juicio,  cuando  es  posible.  Asi  espuesta  la  doctrina,  parece 
concluyeme  ;  porque  sólo  consulta  lo  que  se  ve,  pero  no  lo  que 
deja  de  vei-se.  Quediin  en  la  oscuridad  dos  órdenes  de  hechos, 
que  falsean  completamente  el  uso  de  la  atribución  :  1."  Las  re- 
mociones dictadas,  no  por  consideraciones  del  servicio  público, 
sino  para  colocar  ahijados  ó  servidores  personales,  (irincipal- 
monto  en  la  campaña  eleccionaria  ;  2.°  La  dependencia ,  para  e¡ 
mal.  en  que  se  coloca  á  los  empleados  ejecutivos,  por  el  mie- 
do A  la  remoción  Í  la  esperanza  de  promociones.  En  una  pala- 
bra, la  alriliucion  es  fuente  abundanttsima  de  corrupción  polí- 
tica. Oigamos  las  vigorosas  reclamaciones  a  este  respecto,  de 
un  respetable  peródico  de  Chile,  La  Patria,  publicado  en  Vat- 
paraiso.  imjtreso,  del  r>  de  febrero  de  I8ti5,  artículo  titulado  : 
El   botín  pertenece  al  venci'dor. 

a  Desde  años  atrás  amenaza  arraigarse  entre  nosotros  un  pi'ín- 
cipio  de  {lolUica,  tan  inmoral  como  pernicioso  par<i  la  buena 
admiiiislraeion  del  país.  Se  comieiiza  A  considerar  á  loa  parti- 
dos políticos  como  á  ejércitos  enemigos  que  se  disputan,  en 
lucha  morlal,  un  rico  territorio.  El  objeto  de  esa  lucha  es  la 
sesión  del  pnder ;  los  empleos- públicos  son  el  botín  que  cor- 
onde  al  vencedor,  i  la  esclusion  de  los  vencidos  de  toda 
icípacion  en  la  presa  es  la  primera  lei  de  la  guerra  i  de  la 
Ictoría. 

[  D  La  dcfigracia  es  que  esta  manera  de  considerar  las  cosas  ¡ 
1  delcfltublcs  doctrinas  tienen  en  m  iipoyo  |.i   pniclica   de 
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algunos  gobiernos  (  administraciones  ? )  en  los  Estados  Unidos. 
Muchos  políticos  de  Chile,  que  se  sonríen  desdeñosamente 
cuando  oyen  invocar  las  teorías  norte  americanas  en  favor  de 
la  libertad  del  pensamiento  i  acción,  de  la  independencia.de 
la  justicia,  del  respeto  de  los  gobernantes  á  la  lei  i  derechos, 
aceptan  con  entusiasmo,  como  modelo  i  como  principio  de  sa- 
biduría política,  las  mas  peligrosas  corruptelas  que  ha  introdu- 
cido el  espíritu  de  partido  en  la  administración  de  la  gran 
república 

»  Las   doctrinas  de  que  nos  ocupamos  no  nacieron  con  la 
república   en  los  Estados   Unidos  del  Norte  ;  i  las  administra- 
ciones que  gobernaron  á   ese  país  hasta  1828  las  desconocie- 
ron, i  de  seguro  las  habrían  condenado  como  un  síntoma  de 
inmoralidad  i  decadencia,   si    las  hubieran  visto  aplicadas  en 
un  país  estraño.  Pero  desde  que  el  gobierno  de  Washington  se 
convirtió  en  el  instrumento  de  la  ambición  i  del  miedo  de  los 
esclavócratas  del  sur,  i  desde  que  la  política  de  la  Union  co 
menzó  á  tener  por  base  compromisos  artiGciales  i  concesiones 
deshonrosas,  el  partido  dominante  se  vio  en  el  caso  de  man. 
tener  una  influencia  inmoral  en  las  elecciones,  apelando  des- 
caradamente al  cohecho,   i  lisonjeando  las  ambiciones  i  la  mi 
seria  de  los  aspirantes  á  empleos  grandes  i  pequeños.  El  pre- 
sidente  Jackson  fué   el  primero   en    ¡proclamar  esta  conocida 
doctrina  :  el  bolin  pertenece  á  los  vencedores. 

»  Mientras  las  administraciones  democráticas  continuaron  go- 
bernando á  los  Estados  Unidos,  esc  principio  se  aplicó  mui  am- 
pliamente. Coníiamos  que,  vuelta  otra  vez  la  Union  á  la  anti;:ua 
paz,  i  restablecida  sobre  la  base  de  la  libertad  i  de  la  justicia, 
que  la  esclavitud  liabia  minado  profundamente,  desaparecerán, 
como  piezas  inmorales  del  antiguo  escenario  de  la  política,  esa 
i  otras  doctrinas  i  prácticas,  que  traen  su  oríjen  de  los  últimos 
gobiernos 

»  En  efecto,  la  buena  administración  i  la  moralidad  sufren 
terriblemente  con  la  aplicación  de  los  principios  que  hemos 
mencionado.  Convertidos  el  poder  i  los  empleos  públicos  en  bo- 
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I  de  los  vencedores,  claro  eslá  que  deben  adjudicarse  a  lo» 
mejor  se  lian  conducido  eti  la  IjiíUdla,  ú  lo  que  es  lo 
lü,  á  loa  gritones  Í  catnoinslas  de  la  plaza  pública,  que 
iejor  lian  sabido  Humar  la  atención  de  \m  curiosos  en  el  cam- 
po de  la  última  batalla  electoral...  El  nuevo  gobierno  se  en- 
cuentra bajo  la  presión  de  cstrs  servicios  i  de  esta^  exijencias  ! 
aeria  más  que  valienle.  Tallaría  á  lus  tradiciones,  dejaría  de  pro 

Iirar  á  su  partido  raices  en  el  poder,  si  pretendiera  resistir  á 
I  prelensiones  de  los  aspirantes. 
»  \  Bello  cuerpo  de  servidores  públicos  es  el  que  se  recluta 
f  en  las  Tilas  de  los  servidores  de  la  eleccíou  I  De  seguro  que 
mérito  i  el  patriotismo,  la  espcricncia  i  la  dignidad  no  figura' 
n  allí  en  primera  lila.  El  liombre  de  principios  i  de  moralidad 
abandona  el  campo  cuando  los  gritones  i  los  labradores  lo  in- 
vaden. Bien  puede  contar  entonces  con  que  loü  gobtenios  no  se 
wrdarán  de  él  el  día  de  la  distribución  del  botín  de  la  victoria. 
L  n  llagase  á  la  opinión  pública  de  Chite  justicia  completa  con- 
I  esas  máximas  corruptoras,  que  bien  profundarneutc  le  re- 
pugnan. Abstengase  el  poder  de  avanzar  muclio  en  la  senda  de 
'as  destituciones  i  exoneraciones  que  solo  el  ínteres  de  partido 
puede  justificar.  La  adinínístraciot)  ganaria  ;  ganaría  el  preslijio 
t  gobernantes,  el  dia  que  los  empleos  se  considerasen,  no 
mo  la  presa  de  la  guerra,  sino  como  un  depósito  sagrado,  que 
■olocar  i  mantener  en  manos  de  la  bonradez,  de 
IrioUsmo  i  de  la  competencia.  » 
iludas  resultaron  hasta  hace  poco  las  esperanzas  de  Lu  Patria 
B  mejora  en  las  administraciones  republicanas  do  los  Esta- 
¡I  Unidos  del  Norte.  J.inias  hubo  mayor  rorrupcíon  oficial  que 
il  veucedor  de  Hichmond,  acaso  porque  la  guerra  civil  no 
|fllumcnto  moralizadur.  Tfiita  ha  sido  esa  corrupccion  de  fre- 
lutes  artículos  en  bi  prensa  europea,  i  uno  de  sus  primeros 
icos,  iiatabilisímo  pur  su  moderación  i  sensatez,  el  Times 
idres,  más  de  una  vez  ha  discurrido  sobre  ella  en  términos 
t  llaman  lu  atención.  En  un  artículo  publicado  el  año  de  1875 
Ire  los  principios  de  gobiei'iio  reinaiilcs  aún 
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Dnion  Amerícaaa,  dos  hai  esencialmente  perniciosos  :  el  sistana 
proteccionista,  en  lo  económico  ;  la  banderiza  amovilidad  dé  los 
empleos,  en  lo  político.  Otro  artículo,  escojido  por  el  American 
Register  de  París,  correspondiente  al  25  de  marzo  de  1876, 
contiene  apreciaciones  que,  aunque  sea  en  parte,  reproducire- 
mos aqui  como  singularmente  oportunas 

«  Fácil  es  por  desgracia  percibir  las  causas  que  hacen  posible 
en  la  República  Americana  la  corrupción  oGcial.    Aunque  tan 
honrada  allí  la  mayoría  de  las  jentes  como  en  cualquier  pais  del 
mundo,  se  halla  relajado  el  tono  de  la  moralidad  política  ya  sea 
por  la  incuria  con  que  se  permite  el  sufrajio  á  los  advenedizos, 
ó  ya  por  la  renuncia  ó  incapacidad  de  las  clases  ilustradas  para 
competir  con  los  políticos  especuladores.  Pero  la  causa  principal 
é  inmediata  es  la  costumbre  de  hacer  mesa  limpia  cada  cuatro 
años  en  los  empleos  que  el  gobierno  concede.  Asi  vemos  que  al 
retirarse  del  poder  un  presidente,   le  siguen  por  lo  común  á  la 
vida  privada  todos  los  servidores  públicos,  desde  el  ministro  en 
París  ó  Londres  hasta  el  más  insignificante  alcabalero  de  Kansas. 
Bien  pueden  concebirse  las  consecuencias  de  esta   costumbre. 
Ambiciosos  de  los  altos  empleos,  necesitados  de  los  pequeños, 
corren  en  ansiosa  multitud  hacia  los  candidalos,  ofreciendo  su 
cooperación  i  pidiendo  su  recompensa;  i  á  no  ser  mediante  un 
formal  contrato,  no  dan  sus  votos.   Muchos  suscriben  al  fon  lo 
eleccionario,  bajo  la  condición  bien  entendida  de  que  obtendrán 
compensación,  si  su  partido  logra  clejir  al  presidente,  6  poner 
mayoría  en  el  senado.  De  este  modo,  al  entrar  el  presidente  á  la 
Casa  Blanca  ( el  palacio ),  viene  comprometido  á  tratarlos  empleos 
como  si  fuesen  mercancías  pagadas  de  antemano  ;  i  por  más  que 
personal  i  concienzudamente  aborrezca  el  sistema,  es  impotente 
para  cambiado.  Su  partido,  en  efbclo,  le  dirá  que  es  hombre 
perdido  si  quijotescamente  se  pone  á  buscar  el  mérito  para  los 
empleos,  en  vez  de  los  republicanos  ó  los  demócratas,  que  lian 
gastado  en  la  campaña  electoral  su  dinero  i  su  actividad,  i  obte- 
nido esplicíias  promesas.  Bueno  que  Lincoln  mostrase  por  ven- 
tura su  menosprecio  í!e  los  cazadores  burocráticos  narrando  uno 
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iL'iiUm  salirtL'us  :   no  por  eso  pudo  liacur  oLiii  cúsa  qui: 
la  que  liiibia  lieclu)  únles  Buchannii  ú  iiizo  después  Granl,  Todo 
lü  más  que  un  presidente  se  halla  en  rapacidad  de  ejecutar  en 
^^)He(|U¡u  del  mérito,  es  conceder  sus  favores  á  los  hombres  mas 
^^taopetenli's  de  su  propio  partido,  pero  ni  auD  esto  le  es  dable 
^H|o  rara  vez.  A  cada  paso  la  voz  disciplinada  del  partido  le  trae 
^V  la  memoria  tjuc  tal  legación  en  el  estranjero  ó  tal  colecturía 
cti  el  interior  se   dehen   á  determinadas   personas,   en  recom- 
pensa de  especiales  servicios  ó  cumjilimienlo  de  terminantes  pro- 

I"»*"  ■  ■ .- : 
II  No  se  limita  el  mal  de  este  sistema  al  empleo  de  armas 
ihibidas  ó  al  nombramiento  de  malos  empleados,  i  ni  aun 
carácter  mercantil  de  semejantes  transacciones  :  lo  peor  de 
\o  es,  que  la  costumbre  rebaja  el  tono  de  la  moralidad  pil- 
ca. De  nada  sine  decir  que  los  espíritus  rectos  vea  i  deploran 
estos  manejos.  Í  que  varias  veceH  se  ha  cscitado  al  congreso  para 
que  dé  una  lei  ascj^unindo  á  los  titulai'cs  sus  empleos.  Ningún 
Mrlido  RC  propone  seriamente  espedir  tal  lci  ;  porque  ninguno 
esuelve  á  des|irender3e  del  caudal  de  inllujo  que  la  costum- 
k  le  granjea,  i  i|ue  va  hiiala  decidir  la  suerte  de  una  elección. 
I  No  hacemos  estas  observucionee  por  gazmoñeria.  Bien  que 
.  empleados  públicos  de  este  país  se  hallen  hoi  esenlos  aun 
Kla  sospecha  de  corrupción,  no  lo  han  estado  siempre  á  buen 
,  i  aun  conocemos  todavía  perfectamente  el  cohecho  elcc- 
ni.  Tiempo  buho  en  Inglaterra  en  que  la  ciuTupcion  olicial 
urlumcnLaria  llegó  á  un  estremo  vergonzoso.  .  Lo  recor- 
109  para  insinuar  á  América  ( E.  V.  )  los  medios  por  los 
pies  el  servicio  público  ha  venido  á  ser  aquí  el  más  puro 
mundo.  Larga  i  difícil  fué  la  lucha  ;  de  tal  mudo,  que 
é  veces  no  quedaba  csperania  de  triunfo  á  los  reformadores 
en  su  conlicnda  con  la  corte,  el  ministerio  i  sus  mayorías  par- 
lamentarias, cuyo  poder  estaba  cifrado  en  la  corrupción.  Gra- 
dualmente las  leyes  i  la  opinión  tomaron  olro  camino.  Des- 
vatieciúse  basta  la  última  apariencia  de  corrupción,  cuando  los 
sstot  en  el  servicio  público  vinieron  á  ser  el  premio  obtenido 
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en  exámenes  por  oposición  (competiiive  examirutiion  ).  Nada 
impide  á  lo«  Estados  Unidos  que  esUbleicaii  el  soyo  sobre  el 
mismo  pié  de  pureza ;  para  elio  el  primer  paso  sería  declarar, 
qoe  las  plazas  no  se  darán  en  pago  de  toIos.  Sería  el  mejor 
medio  de  parificar  la  contienda  presidencial,  imprímir  un  Imea 
tono  á  la  moralidad  pública,  i  hacer  imposible  á  loa  ministros 
aun  atraer  la  sospecha  de  vender  los  destinos.  Indudablemente 
esa  reforma  podría  acarrear  alguna  pérdida  inmediata  al  par- 
tido que  la  consume ;  pero  á  la  hrgSL  él  mismo  ganaría ,  i  el 
beneficio  para  la  pública  moralidad  seria  inmensamente  mayor 
que  una  victoria  simplemente  republicana  ó  demócrata,  a 

Ya  asoma  en  los  Estados  Dnidos  de  América  la  probabilidad 
de  una  reforma.  En  la  última  lucha  electoral  para  la  designación 
de  presidente  sucesor  del  jeneral  Grant,  ambos  candidatos, 
Messrs.  Hayes  i  Tindal,  introdujeron  en  sus  programas  la  promesa 
de  iniciar  una  alteración  en  el  servicio  público,  que  diera  inde- 
pendencia á  los  empleados.  Electo  el  primeix),  dijo  al  Congreso 
en  su  discurso  inaugural  de  5  de  marzo :  a  Llamo  la  atención 
pública  hacia  la  necesidad  capital  de  reformar  el  servicio  público 
civil ;  pero  no  efectuando  una  reforma  concerniente  sólo  á  los 
abusos  de  lo  que  se  llama  protección  oficial,  que  han  llegado  á 
sancionarse  por  la  costumbre  en  los  varios  departamentos  de 
nuestro  gobierno,  sino  un  cambio  de  sistema  hasta  en  la  desig- 
nación de  funcionarios :  una  reforma  radical,  completa,  i  que 
conduzca  de  nuevo  á  los  principios  prácticos  de  los  fundadores 
del  gobierno.  Éstos  no  esperaban  ni  deseaban  ningún  favor  espe- 
cial de  los  funcionarios  públicos,  sabedores  como  eran  de  que 
dichos  funcionarios  deben  al  público  todos  sus  servicios.  De  igual 
modo  reconocían  que  el  empleado  debe  ser  respetado   en  su 
puesto,  mientras  su  conducta  sea  intachable  i  cumpla  satisfacto- 
riamente con  sus  deberes. 

c(  El  presidente  de  los  Estados  Unidos  debe  necesariamente  su 
elección  á  los  sufrajios  i  al  ardiente  celo  de  un  partido  político, 
cuyos  afiliados  sostienen  con  entusiasmo  i  consideran  de  esen- 
cial importancia  los  principios  de  su  organización  como  partido. 


Tero  (Itlicria  recordar  siempre  ijue  el  mejor  modu  de  scr\*Ír  ú  su 
partido  es  Hervir  bien  ú  su  piilria.  En  oomhrc  de  la  reforma  que 
dcseuniüs  (cambio  de  grandct  importancia  por  otros  concuptos), 
recomiendo  una  alteración  constitucional,  gwr  la  cual  se  estionda 
á  »eÍ8  años  el  período  del  presidente  i  se  prohiba  su  reelección.» 
Dos  de  los  nuevos  secretarios  han  manifestado  su  propósito  de 
acometer  en  sus  respectivos  deparbmentos  la  reforma  delscrTicio 
público,  i  mucho  nos  onjtañamos  si  ánt«G  de  espirar  la  adminis- 
tración llayes  no  se  ha  dado  algún  paso  serio  en  esa  dirección. 

Vasta  es  la  materia,  i  no  puede  tratarse  en  toda  su  estcnGion, 
i  00  sor  quisas  en  un  escrito  especial.  Mientras  la  práctica  in- 
glesa se  propaga,  lo  que  no  es  obra  de  un  día,  quisiéramos  á  lo 
,  menos  ver  introducida  una  limitación  á  la  facultad  de  remover 
\ '  libremente  á  los  enipleudos,  que  por  cierto  no  perjudicaría  jamas 
ri  su  buen  uso,  i  serviria  para  precaver  algunas  injusticias;  í  es 
■imponer  el  deber  de  esprcsar  la  causa,  relacionada  con  el  servicio 
■público,  que  motiva  la  separación  del  empleado.  Norabuena  que 
Beso  trajera,  como  traer  podría,  algunas  discusiones 02  post  fado. 
■Nadie  «no  el  error,  la  injusticia  ó  la  culpabilidad  perderían  ante 
Ki  0|)imon,  único  pero  suficiente  tribunal  entonces,  ivnra  des- 
BlÉgrnvisr  ó  para  confundir  it  quien  lo  invocase.  Pero  toda  precau- 
^einn  deberia  tomarse  para  que  110  ftiese  eludido  el  propósito  de 
m\t  lei,  como  lo  es  en  Francia  con  la  hipócrita  práctica  de  las 
mpromodones,  ó  nombramiento  para  otro  empleo  (que  no  se  ape- 
■tece  i  que  probablemente  no  se  aceptará),  como  medio  de  consi- 
Btderar  vacante  aquél  de  que  quiere  disponerse  por  solo  espíritu  de 
MpAtronszgu. 

W  3.*  Snstilucion  del  presidente.  En  vei  de  tener  un  viccpre- 
Blidente  que  subrogue  al  primer  maji-ttrado,  como  en  la  Union 
■de  la  América  del  Norte,  la  constitución  que  examinamos  atribuye 
■  Ib  sostitucion  al  presidente  de  la  corle  suprema.  En  la  iniciativa 
■<dc  reforma  propuesta  por  el  gobierno  provisorio  al  último  con- 
vgre«o  en  '2  de  abril,  i  en  que  ae  daba  la  reelección  del  presidente, 
Bve  Bujería  también,  como  hemos  visto,  un  nuevo  sistema  de  sos- 
vlitucionen  losi'asüs  de  falta  absoluta  ó  tvmpornl,  i  ijup  se  reduce 
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á  clejir  popularmente  i  de  antemano  tres  individuos,  de  los  cua- 
les, llegado  el  caso,  la  cámara  de  diputados,  ó  la  comisión  per- 
manente, designa  uno.  Dióseles  el  nombre  de  insaculadot^ 
que  no  nos  esplicamos  suficientemente,  pero  que,  siguiendo 
esta  vez  á  Shakespeare,  supondremos  tan  bueno  como  cualquiera 
otro. 

Largamente  razonó  en  su  esposicion  el  señor  Tagle  este  proyec- 
to de  reformas ;  pero  no  trasladaremos  aquí  sino  algunos  de  sus 
fragmentos,  aunque  toda  ella  nos  parece  fundada  :  «La  constitu- 
ción (dice)  al  suprimir  la  vicepresidencia  de  la  república,  quiso 
quitar  de  enfrente  del  presidente  á  un  rival  perpetuo,  á  un  ene- 
migo tanto  más  poderoso ,  cuanto  que  escudado  con  el  fuero 
constitucional  i  sostenido  por  su  elevado  encargo,  era  el  centro 
de  todas  las  oposiciones,  el  núcleo  de  todos  los  descontentos,  i 
esto  por  una  necesidad  indeclinable  de  la  naturaleza  misma  de 
la  institución.  Pero  al  designar  al  presidente  de  la  suprema  corte, 
como  sostituto  legal  del  de  la  república,  no  solo  aceptó  todos 
los  inconvenientes  gravísimos  anexos  á  la  vicepresidencia,  sino 
que  los  reagravó  considerablemente,  supuesto  que  á  más  del 
carácter  político  que  á  aquel  funcionario  dio  como  suplente  del 
primer  majistrndo  del  país,  le  invistió  también  con  las  faculta- 
des que  en  el  deparlamento  judicial  ejerce,  reuniendo  asi  una 
suma  de  poder  i  de  influencia  que  nunca  llegaron  á  tener  los 
antiguos  vicepresidentes  de  la  república.» 

Espone  en  seguida  que  aquellos  pelígi*os  se  hallaban  confirma- 
dos por  la  esperiencia,  i  da  luego  como  razón  adicional  en  favor 
del  nuevo  sistema,  que  la  constitución  no  provee  claramente  sino 
ú  un  solo  sostituto,  el  cual  puede  faltar  lo  mismo  que  el  primer 
funcionario  sostituido.  c(  La  insaculación  (continúa)  que  la  ini- 
ciativa propone,  obvia  todos  estos  inconvenientes.  Impide  las 
maquinaciones  del  presidente  de  la  corte  suprema  contra  el  de 
la  república,  despojando  á  aquél  de  las  peligrosísimas  atribucio- 
nes políticas  de  que  hoí  se  halla  investido ;  hace  imposible  la 
acefalía  de  la  primera  majistratura  del  país,  i  devuelve  al  jefe  del 
deparlamento  judicial  de  la  república  el  carácter  de  imparciali- 
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Wd  i  justincaciou  que  debe  conservar  aun  en  medio  de  las  más 
ardientes  luchas  políticas. 

■o  El  sistema  de  los  tres  insaculados  electos  por  el  pueblo  para 
sustituir  al  presidente  de  la  i'epública  en  sus  fallas  temporales  ó 
absolutas,  aleja  á  eada  uno  de  ellos  respectivamente  del  carácter 
de  sucesor  necesario  i  legal  de  aquel  funcionario,  i  esto  basta 
para  destruir  ambiciones  ílejltimas,  para  que  ni  se  conciban 
siquiera  esperanzas  de  llegar  al  ejercicio  del  poder  por  un  camino 
vedada.  Para  que  uno  de  los  tres  insaculados  venga  á  sostituir  al 
residenlfi,  necesita,  además  de  la  elección  popular,  de  las  que  la 
[nara  de  diputados  debe  baccr  cada  vez  que  una  falta  ocmTa... 
'  B  Por  fin,  con  el  sistema  que  el  proyecto  de  reformas  propone, 
e!  presidente  de  la  suprema  corle  no  estará  más  espuesto  á  cor- 
romper el  alto  carácter  de  la  majisti'atura,  subordinando  los  dic> 
lados  de  injusticia  á  las  esijencias  de  las  combinaciones  políticas 
y  de  las  ambiriones  personales.  No  se  inspirará,  al  resolver  los 
rocíos  judiciales,  por  mas  trascendencia  política  que  tengan, 
a  la  conveniencia  de  nulificar,  de  reprobar  ó  de  censurar  siquiera 
los  actos  del  presidente,  para  despre^tíjiarlo  i  después sostituirlo, 
sino  Mío  en  la  lei  i  en  la  justicia.  Despojando  al  presidente  de  la 
corte  suprema  do  la  inveslidura  política  que  lioi  tiene,  se  devuelve 
á  ese  alto  funcionario  el  carácter  que  nunca  debió  dejar  de  lener: 
el  de  majistrado  imparcial  que  preside  e!  primero  de  nuestros 

tibuiiales,  i  es  el  último  ínlérprelc  de  la  suprema  lei  que  regula 
modera  los  movimientos  de  la  máquina  constitucional,  impi, 
sudo  la  colicion  entre  diversos  poderes,  i  evitando  que  en  mu. 
IOS  casos  las  pasiones  políticas  se  sobrepongan  á  la  carta  fundo- 
ental.» 
Estas  consideraciones  han  debido  obrar  en  el  ánimo  del  con- 
greso para  mantener  Integra  la  iniciativa  de  2  de  abril,  i  sancio- 
nar por  entero  las  dos  reformas  que  abrazaba.  Puede  que  /tot 
el  presidente  de  la  corle  suprema  inspire  absoluta  confianza; 
i  posible  también  que  mailana  no  suceda  otro  tanto,  ó 
JBe  el  titular  repute  personal  i  ofensiva  una  precaución  de  suyo 
Mtractii. 
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Poder  judicial.  —  Corte  suprema.  —  Cada  uno  de  los  indm- 
duos  que  la  componen  dura  en  su  encargo  seis  años,  i  su  plaa 
se  provee  por  elección  indirecta  en  primer  grado  :  es  la  disposi- 
ción constitucional,  art.  92.  I  por  el  estracto  de  las  leyes  eleeUh 
rales  vemos  que  la  elección  se  hace  lo  mismo  que  la  del  presi- 
dente de  la  república,  es  decir,  por  los  electores  designados  en 
las  votaciones  orijinarias. 

Por  primera  vez  se  ha  hecho  temporal  la  duración  de  los  miem- 
bros de  la  corte  suprema,  que  era  vitalicia,  según  todas  las  eons- 
tituciones  anteriores,  reforma  que  aprobamos.  La  perpetuidad  en 
las  funciones  públicas  tiende  á  la  incuria  de  los  titulares,  i  aun- 
que tampoco  es  conveniente  que  los  jueces  sean  fácilmente  amo- 
vibles (á  lo  que  equivale  una  corta  duración),  creemos  que  todo 
se  concilia  señalándoles  un  término  suGcicntemente  largo,  como 
lo  es  el  de  seis  años,  i  quedando  la  facultad  de  reelección  indefi- 
nida como  estímulo  del  buen  comportamiento. 

Pero  reputamos  grave  error  que  la  elección  popular  se  aplique 
á  la  designación  de  jueces ;  i  como  si  la  constitución  roejicana 
hubiese  querido  patentizar  ella  misma  uno  de  los  inconvenientes 
de  la  medida,  dice  en  su  art.  93  :  «  Para  ser  electo  individuo  de 
la  suprema  corte  de  justicia,  se  necesita:  estar  instruido  en  la 
ciencia  del  derecho,  ajuicio  de  los  electores,  »  Desde  luego,  no 
basta  estar  instruido  en  la  ciencia  del  derecho  :  requiérense  otras 
cualidades,  como  integridad,  consagración,  ninguna  délas  cuales 
son  materia  de  Ici,  como  no  lo  es  la  espresada  en  el  texto  consti- 
tucional, sino  sólo  del  juicio  del  elector.  Pero  los  diez  i  siete 
individuos  por  los  cuales  ha  de  sufragar,  deben  tomarse  entre 
las  eminencias  jurídicas  del  país,  i  es  mui  cierto  que  poquísimos 
electores  podrán  discernir  las  requeridas  condiciones. 

Demás  de  eso,  la  elección  popular,  i  la  necesaria  reelección 
para  las  plazas  judiciales,  tienden  á  rebajar  el  carácter  del  majis- 
trado,  forzándole  casi  á  participar  en  las  intrigas  eleccionarias,  i 
en  la  política  militante,  (jue  perjudican  á  su  independencia.  Todo 
considerado,  la  elección  por  el  congreso  ó  por  una  de  las  cáma- 
ras nos  parece  preferible  á  la  elección  popular.  También  nos  lo 
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rece  la  que  se  hiciera  pnr  votación  de  las  lejislaturas  de  los 
Istaiios,  como  sg  practica  en  la  Union  Colombiana,  según  »u 
constitución  de  1865. 

OimEfl  ríniuco.  —  Nada  habría  (¡ue  observar  sobre  esta  impor- 
tante nialcria.  si  se  tratase  de  una  constitución  unitaria,  porque 
estendiendo  el  gobierno  supremo  su  acción  sobre  lodo  el  territo- 
rio, sin  limitación  nin¡,'una,  en  países  <iue  han  adoptado  aquella 
lorma,  las  cuestiones  que  pueda  suscitar  el  ejercicio  de  la  atri- 
bución ji^neral  sobre  manteniniicuto  del  orden  son  meras  cues- 
tiones de  responsabilidad  que  no  nos  atañen.  Otra  cusa  sucede 
en  el  sistema  federativo,  donde  la  soberanía  de  los  estados  entor- 
pece la  acción  del  gobierno  federal  en  las  cuestiones  de  orden 
público  que  no  nacen  de  ataques  directos  contra  iliclio  gobierno. 
Aún  más  difíciles  son  cuando  Bfeclan  principahneiite  al  gobierno 
especial  de  un  estado,  en  cuyo  caso  se  pretende  que  toda  injeren- 
cia del  gobierno  jeuernl  es  un  ataque  a  la  soberanía  del  estado. 
Pero  como  los  gobiernos  locales  son  á  menudo  impotentes  para 
sosegar  pronta  i  cumplidamente  las  perturbaciones  que  les  afec- 
tan, i  la  Union  tiene,  entre  otros  objetos,  el  de  suplir  á  estas 
deficiencias,  la  intervención  de  su  gobierno  es  á  menudo  necesi- 
dad palmaria,  i  las  únicas  cuestiones  verdaderas  á  este  respecto 
Ursan  sobre  el  modo  i  la  oportunidad  de  la  intervención. 
i  A  semejanza  do  lo  establecido  en  Ins  Estados  Unidos  del  Norte, 
K3  srt.  IIU  de  1.1  constitución  mejicana  ha  dispuesto  que  los 
poderes  de  la  Union  protejan  á  los  estados  contra  toda  invasión 
ó  violencia  esteríor;  i  que  en  caso  de  sublevación  ó  trastorno 
interior,  presten  igual  protección,  siempre  que  sean  escitados  por 
la  lejislalurn  del  estado,  ó  por  su  ejecutivo  si  aquélla  no  estuviere 
reunida.  Como  era  natural,  en  asunto  tan  nuevo,  tan  variado  ' 
^^U  importante,  casos  numerosos  de  trastorno  dieron  lugar  á 
^^■Bchas  i  encontradas  opiniunoB  sobre  el  modo  de  resolver  las 
^Hpestiones  que  suscitaban.  Había  con  todo  una  serie  de  hechos, 
^^Ue  se  pretendió  esUu-  comprendidos  en  el  leito  constitucional, 
aunque  lo  contrario  nos  parece  más  cierto.  Son  aquéllos  en  que 
el  Irastoruú  del  orden  no  consí&te  precisamente  en  sublevación  de 
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los  gobernados  contra  los  gobernantes,  aino  que  afecta  á  Im 
poderes  públicos  del  estado,  por  culpa  de  ellos  mismos,  ó  por 
cualquier  causa  á  que  los  ciudadanos  particulares  son  del  todo 
estraños. 

Durante  el  solo  año  de  1870,  yióse  el  orden  público  aliendi 
en  cinco  estados  de  la  Union  mejicana  por  hechos  de  aqueib 
naturaleza  ;  i  en  todos  ellos  se  solicitó,  por  unos  poderes  del 
estado  contra  otros  poderes  del  mismo,  el  aosilio  de  que  hablí 
el  art.  116  de  la  constitución.  En  Jalisco,  el  gobernador  Goma 
Cuervo  desconoce  la  legalidad  con  que  se  reuniese  la  lejislalon; 
esta  le  encausa,  i  como  el  gobernador  rehusase  obediencia,  pídese 
contra  ól  la  protección  de  los  supremos  poderes.  En  Campeche, 
destituido  por  la  lejislatura  el  gobernador  Aznar  Barbachano. 
nombrado  interino  S.  Donde,  llegaron  casi  á  las  manos  los  do 
gobernadores  ;  i  se  solicitó  el  ausilio  federal,  tanto  por  la  lejish 
tura  contra  Aznar,  como  por  éste  contra  aquélla  i  su  nuevo 
elejido.  En  Guerrero,  intentó  la  lejislatura,  como  gran  jurado, 
juzgar  al  gobernador  0.  Arce;  declaró  haber  lugar  á  formación 
de  causa,  i  suspendido  el  acusado,  nombróse  interino  á  D.  Cata- 
lán. Un  tribunal,  instalado  especialmente  i  aparte  del  tribunal 
ordinario,  da  cierta  resolución,  en  virtud  de  la  cual  el  goberna- 
dor suspenso  se  considera  i*ehabilitado,  i  opónese  á  la  lejislatura, 
que  solicita  contra  él  la  protección  federal.  En  San  Luis,  tratán- 
dose de  elejir  gobernador,  i  no  pudiendo  hacerse  el  escrutinio  de 
los  votos,  nómbrase  interino  al  gobernador  cesante  Esparza.  Una 
fracción  de  la  lejislatura,  integrándose  con  suplentes  que  llama, 
destituye  á  los  demás  diputados,  hace  el  escrutinio,  i  declara 
gobernador  al  jeneral  Escobedo,  uno  de  los  candidatos  populares. 
Niégase  el  interino  á  reconocer  á  Escobedo  i  á  la  lejislatura  que 
declaró  su  elección,  i  pide  el  ausilio  de  los  poderes  federales. 
En  Querétaro,  siete  diputados  de  la  lejislatura,  considerándose 
cuerpo  lejislativo,  declaran  gobernador  al  coronel  Cervantes.  Otra 
fracción  de  seis,  que  también  pretende  ser  la  lejislatura,  desco- 
noce lo  hecho,  i  solicita  el  ausilio  de  los  poderes  de  la  Union. 
Tanto  el  ejecutivo  como  el  congreso  federales  reputaron  en 
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aquellos  casos  que  la  pruteccioii  solicitada  no  estaba  cliira- 
:  comprendida  en  el  aví.  116  de  la  cotislitumn,  auiiquo 
I  diputados,  como  los  reclamantes,  pensaron  de  distinto 
,  i  el  ausilio  se  negó.  Mus  todos  juzgaron  necesario  suplir 
la  falta  del  texto  ronstitucional,  á  tin  de  incluir  loe  precitados 
cusus,  si  no  para  prestar  el  ausilio  de  la  Tuerza  al  sólo  llama- 
miento, si  á  lo  menos  para  resolver  las  cuestiones  que  orijinabaii 
la  solicitud.  Para  dar  la  protección  lisa  i  llana,  se  ínlerprelalia 
el  citado  artículo  con  un  poco  (le  violencia  ;  i  tiuliiera  sido  tanto 
más  peligroso  admitir  el  principio,  cuanto  no  se  trataba  solo 
de  saber  si  en  caaos  que  no  implicaban  rebelión  era  obligatorio, 
ó  siquiera  potestativo,  ocurrir  en  ausilio  de  uno  de  los  poderes 
leí  ealado  contra  otro,  sino  que  en  el  fondo  se  escondía  una 
istíon  previa,  á  saber,  cuál  de  los  dos  tenia  razón  en  la  coii- 
ida,  i  aún  á  las  veces  cuál  de  los  dos  ei'a  lejitimo. 
Reconociendo  el  poder  ejecutivo  de  la  Union  que  el  texto  cons- 
titucional no  autorizaba  ñ  intervenir  en  las  contiendas  de  las 
Buloridades  de  los  estados,  mas  Limbien  la  necesidad  de  ocurrir 

(remediar  los  trastornos  consiguientes  á  sus  querellas,  inició  un 
royccto  de  leí  en  17  de  setiembre  de  1870.  bajo  la  Onna  del 
inistro  de  gobernación,  M.  SaaveJra,  que  aunque  compuesto 
de  cuatro  artículos  sobre  tres  punios  distintos,  se  proponía  csca- 
cíalmente  resolver,  por  un  camino  algo  tortuoso,  í  aplicando  los 
¡rticulos  40  i  1 09  de  la  constitución,  la  dilicultad  que  nos  ocupa, 
idaae  decretó,  i  así  quedaron  las  cosas,  hasta  que,  sancionada 
reforma  constitucional  de  1874.  se  procuró  allanarlo  lodo  con 
incisos  5."  i  6.*,  fracción  B  del  art.  72.  Ellos  preven  dos  casos: 
',  Aquél  en  que  desaparecen  los  poderes  lejislativo  i  ejecuitvo 
un  estado;  2.*,  Aquél  en  que  los  poderes  de  un  estado  cucs- 
lU  eutie  sí.  De  otro  modo,  la  reforma  provee  á  los  casos  de 
!ta  de  los  poderes  ó  de  cuestiones  entre  ellos  ;  pero  liai  un  ter- 
que  no  nos  parece  incluso  en  el  segundo,  í  es  cuando  so 
(luplican  los  poderes.  Vimos  en  los  ejemplos  arriba  aducidos, 
que  varios  estados  de  la  Uuiua  tuvieron  simultáneamente  dos 
lejialaluras  á  dos  gobernadares,  i  aun  alguna  yet  dos  tribunales. 
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como  en  Guerrero.  Cuestión  entre  los  poderes  de  un  estado 
supone  que  las  autoridades  ordinarias  altercan  sobre  Cacultadesó 
legalidad  de  procedimiento,  como  en  el  caso  de  Jalisco  ;  mas  no 
supone  bifurcación  ó  duplicación  de  una  misma  autoridad.  Cierto 
es  que  en  tales  ocasiones  hai  casi  siempre  una  cuestión  implícita 
entre  una  de  las  duplicaciones  i  otro  ramo  del  poder  público; 
pero  aún  entonces  semejante  cuestión  no  es  la  única,  ni  acaso 
la  principal.  Resolver  cuál  de  dos  lejislaturas,  ó  gobernadores,  ó 
tribunales,  que  se  disputan  la  lejitimidad  es  el  verdadero,  según 
la  lejislacion  del  estado,  es  cuestión  neta  i  grave,  que  debe 
resolverse  directamente  por  los  poderes  federales.  Tanto  ella 
como  las  otras  dos,  cuya  solución  se  encarga  al  senado  por  los 
incisos  que  antes  citamos,  serian  más  propias  de  la  corte  supre- 
ma, por  su  carácter  esencialmente  judicial.  Como  quiera,  si  se 
reputa  inclusa  en  ellos,  i  la  reforma  se  aplica  en  tal  sentido, 
habráse  dado  un  gran  paso  en  el  tratamiento  de  uno  de  los  más 
trascendentales  puntos  de  administración  federal. 


PRO-CONSTITÜGION 


GUATEMALA 


CONSIDEHIIÜDO  : 


J.  Rufino  Barrios,  jeneral  de  división  i  presidente  de 
a  República  de  Guatemala, 

Por  cuanto  la  asamblea  nacional  constituiente  ha 
emitido  el  siguiente 

ÍQue  no  es  llegada  la  oporluatdad  de  emitir  la  lei  fundamental, 
a  vez  que  la  república  está  organizándose  i  no  hai  todavía  un 
pensamiento  determinado  respecto  á  la  constitución  que  deba  darse 
en  las  actuales  circunstancias  :  que  la  emisión  de  la  lei  constitu- 
liva  entorpecería,  por  ahora,  la  marcha  satisfactoria  de  la  adminis- 
cion  pública;  que  la  asamblea,  por  otra  parte,  tiene  plena  con- 
lianza  en  que  el  jeneral  presidente  de  la  república  don  J.  ftufíno 
Itiirrios,  cun  sus  medidas  acertadas  i  prudentes  irá  preparando  á 
la  nación  A  recibir  la  lei  fundamental  que  definitivamente  deba 
ii-jirla  ;  que  es  importante,  por  último,  que  la  asamblea  deje 
previsto  el  caso  de  falta  temporal  A  absoluta  del  actual  jefe  de  la 
nación  i  designarla  la  persona  que  deba  ejercer  en  tales  emcrjen- 
cias  el  poder  ^etiutivo.  —  Por  tanto  :  emite  el  siguiente 
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DECRETO  NUMERO  6. 

Árt.  i .®  La  asamblea  nacional  á  nombre  i  representación  de  los 

Suebios,  fíja  el  periodo  de  cuatro  años,  para  que  el  jeneral  presi- 
ente don  J.  RüOno  Barrios  ejerza  el  poder  supremo  de  la  repú- 
blica. Dicho  periodo  comenzará  desde  la  publicación  de  este  de> 
creto. 

Art.  2.°  En  caso  de  falta  temporal  ó  absoluta  del  jeneral  presi- 
dente don  J.  Rufino  Barrios,  el  consejo  de  ministros  ejerceii  el 
ejecutivo ;  pero  si  la  falta  deí  actual  jefe  de  la  nación  fuere  abso- 
luta, el  consejo  deberá  convocar  inmediatamente  á  la  asamblea, 
limitándose  sus  poderes  á  proveer  todo  lo  necesario  á  dicha  con- 
vocatoria i  á  conservar  la  tranquilidad  pública. 

Art.  3.®  La  asamblea  confía  en  que  el  presidente  de  la  repú- 
blica formará  un  consejo  de  estado  compuesto  de  personas  de  saber 
i  patriotismo  que  en  número  competente  le  ausilie  en  todos  los  ca- 
sos en  que  tenga  ¿  bien  oir  su  dictamen. 

Art.  4.°  La  asamblea  nacional  constituyente  de  1876  entra  en 
receso,  hasta  que  sea  nuevamente  convocada  por  el  supremo  go- 
bierno. 

Pase  al  gobierno  para  su  publicación  i  cumplimiento. 

Dado  en  el  salón  de  sesiones,  en  Guatemala  á  los  veintitrés  dias 
del  mes  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis. 

Manuel  J.  Rardon,  presidente.  — J.  M,  Parra,  secretario.  —  Ca- 
yetano  Díaz,  secretario. 

Por  tanto  :  Ejecútese. —  J.  Rufino  Barrios.  — El  ministro  de  go- 
bernación, justicia  i  negocios  cstraiijeros,  J.  Barberena, 
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DEL 


SALVADOR 


£1  presidente  de  la  República  del  Salvador  á  sus 
habitantes  :  sabed  : 

Que  el  congreso  nacional  constituyente  ha  decretado 
lo  que  sigue  : 

£n  presencia  de  Dios  supremo  lejislador  del  universo, 
i  en  nombre  del  pueblo  salvadoreño;  el  congreso 
nacional  constituyente  decreta,  sanciona  i  proclama  la 
siguiente 


CONSTITUCIÓN 

reformando  la  emitida  el  dia  16  de  octubre  de  1871. 

TITULO  I 
SECCIÓN  PRIMERA 

Da  la  naoion. 

Art.  i.®  La  nación  salvadoreña  es  soberana,  libre  é  indepen- 
diente. 

Art.  2.°  La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  universalidad 
de  los  ciudadanos  :  i  su  ejercicio  está  circunscrito  á  praticar  las 
elecciones  conforme  á  la  lei. 
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Alt.  3.®  Todo  poder  público  emana  del  pueblo.  Los  foncioiiarifli 
son  sus  delegados  i  aicntes,  i  no  tienen  otras  facultades  que  lis  qoe 
espresamente  les  da  la  lei :  por  ella  se  les  debe  obediencia  i  res- 
peto, i  conforme  á  ella  deben  dar  cuenta  de  sus  funciones. 


SECCIÓN  U 

Del  territorio. 


Art.  i,^  El  territorio  del  Salvador  tiene  por  limites  :  al  esle,  el 
golfo  de  Fonseca ;  al  norte,  las  repúblicas  de  Guatemala  Honduns; 
al  oeste,  el  rio  de  Paz ;  i  al  sur,  el  Océano  Pacífico. 

La  demarcación  especial  será  objeto  de  leyes  secundarias. 


SECaON  lU 

Fomm  de  QoUerao. 

Art.  S.""  El  gobierno  de  la  nación  salvadoreña  es  republicano, 
popular,  representativo;  responsable  i  alternativo  en  las  personas 

3ue  lo  ejercen  :  se  compondrá  de  tres  [>oderes  distintos  é  indepeo- 
ientes  entre  si,  que  se  denominarán  ¿ejts/otívo,  ejecutivo  i  judicial. 


SECaON  IV 

Reüjion. 

Art.  6.^  La  relijion  católica,  apostólica,  romana,  es  la  del  es- 
tado, i  ol  gobierno  la  protejará.  Se  tolera  el  culto  público  de  las 
sectas  cristianas  en  cuanto  no  ofenda  á  la  moral  i  al  orden  pú- 
blico. 
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De  loB  salvadorañtu  naturales  I  natural Izadoi. 

Art.  7.°  Son  sah:idoreños  naturales  : 

1."  Tudüs  los  nacidos  en  el  lerritorio  del  Salvador,  escepto  los 
hijos  de  pslranjeros  ni>  naturalizados; 

2."  Loa  hijos  de  estranjero  con  salvadoreña  ó  de  salvadoreño 
con  extranjera,  nacidos  en  el  territorio  de  la  lepública ; 

5."  Los  hijos  nacidos  en  país  estranjero  de  salvadoreños  no 
naturalizados  en  él. 

Art.  8.°  Son  salvadoreños  naturalizados  ;  los  ipie  conforme  á  las 
leyes  anleriores  hayan  adquirido  eita  calidad  ;  i  los  que  en  lo  su- 
cesivo la  obtengan  según  las  reglas  simientes  : 

1.'  Los  hispano-ainoricanus  que  habiendo  comprobado  un  año 
de  vecindariu  en  la  re[jública  i  buena  conduela,  oblensan  caria 
^  de  naiuraleza  de  la  autoridad  gubirnaliva,  quien  estará  oliligada  a 
eoiicedi'rla; 

■  Los  demás  oslranjeros  que  sol¡cÍti>n  i  obtengan  carta  de 
uluraU'za  de  cualquiera  autoridad  gubernativa,  quien  la  concs- 
Uerá  previa  la  comprobación  de  buena  conducta  i  vecindario  de  dos 
"  ts; 

3.*  los  que  obtengan  carta  de  naturaleza  del  cuerpo  lejisla- 


SECCIÓN  II 
De  toa  otndadaDos. 


Art.  ft.-  Son  ciudadanos  todos  los  salvadoreños  mayores  de  vein* 
Uun  años  i  d«  buena  conducta,  que  tengan  además  alguna  de  las 
cualidades  siguientes  :  ser  padre  de  familia  ó  cabeza  de  casa  ;  sa- 
ber li'eri  escribir ;  ó  tener  un  modo  de  vivir  independiente.  Tam- 
bién son  ciudadanos  los  mayores  de  diez  i  ocho  años  que  obtengan 
grado  literario. 

Art-  10.  Los  derechos  de  ciudadano  se  suspenden  :  I."  I'or  auto 
motivado  de  prisión  en  proceso  criminal,  que  no  dé  logará  escar- 
ccrscioii  garantida  ;  3."  Por  ser  deudor  fraudulento  legalmenle  de- 
clarado ;3."  Por  conducta  notoriamente  viciada  ¿vagancia  calÜi- 
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cada;  A.^  Por  enajenación' mental,  i  5.^  Por  interdicción  judici 
Art.  ii.  Pierden  la  calidad  de  ciudadano  : 
{.^  Los  condenados  por  delitos  que  no  admiten  escarceracion 
garantida;  2.<^  Los  que  residiendo  en  la  república  admitan  empleos 
de  otra  nación,  sin  licencia  de  la  autoridad  competente,  i  o.®  Los 
que  se  naturalicen  en  país  estranjero. 


SECCIÓN  III 

De  los  estrazi]«ro«. 

Arl.  12.  Los  hijos  de  estranjeros  nacidos  en  la  república  i  eman- 
cipados conforme  á  la  leí  deberán  manifestar  dentro  del  primer 
año  subsiguiente  á  la  emancipación  ante  la  autoridad  respectiya, 
si  aceptan  ó  no  la  nacionalidaa  salvadoreña  :  mas  si  no  lo  verifica- 
ren, se  tendrán  por  naturalizados. 

Art.  15.  Los  estranjeros  residentes  en  el  Salvador  están  obliga- 
dos á  obedecer  las  leyes  i  á  pagar  los  impuestos  ordinarios  lo  mis- 
mo que  los  salvadoreños,  i  en  caso  de  ser  indebidamente  molesta- 
dos en  sus  personas  é  intereses  tondrán  las  mismas  garantías  que 
los  naturales. 

Art.  14.  Cuando  tengan  que  deducir  algún  derecho  contra  la 
nación,  ocurrirán  á  los  tribunales  designados  por  las  leyes. 

Art.  15.  Los  estranjeros  pueden  adquirir  bienes  raices  en  la 
nación  :  no  quedando  exonerados  dichos  bienes  de  las  cargas  lega- 
les, que  pesarian  sobre  ellos  si  estuvieran  en  manos  de  salvado- 
reños. 

Arl.  16.  La  circunslancia  do  casarse  una  salvadoreña  con  es- 
tranjero, no  quita  á  aquélla  su  calidad  de  salvadoreña,  ni  sus  bie- 
nes quedan  eximidos  de  los  impuestos  i  contribuciones  á  que  están 
sujetos  los  de  los  naturales. 


TITULO  Ul 
SECCIÓN    Í'NICA 

Oereohos,  deberes  1  garantías  de  los  salvadoreños. 

Arl.  17.  El  Salvador  reconoce  derechos  anteriores  i  superiores  á 
las  leyes  positivas ;  tiene  por  principio  la  libertad,  la  igualdad,  la 
fraternidad  ;  i  por  bases  la  familia,  el  trabajo,  la  propiedad  i  el  or- 
den público. 


lede  transitar 
pasaporta,  i 
-    sino 


si.le,.c 
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Arl.  IH.  Tutlos  lo»  Ilubilanles  del  Sulvador  tienun  derechos  in- 
'C'OnlctilabUs  para  conservar  í  derender  su  vida  1  su  libertad,  para 
adi(uinr,  poseer  i  disponer  de  sus  bienes,  i  para  procurarse  la  fe- 
licidad üin  daño  de  tercero. 

Art.  19.  Todo  liombrc  es  libre  en  la  república,  No  será  e^sclavo 

I  ti  i|ue  énlre  á  su  territorio  ;  nt  ciudadano  el  que  trafique  en  es- 
lía vos. 
;  Art.  20.  La  república  es  un  asilo  sagrado  para  el  eslranjero  que 
qiiieía  residir  en  su  lenilorio  ;  in¿nos  para  los  rt-os  de  delitos  co- 
munes que  reclame  otra  nación,  en  virtud  de  tratados  vijentes,  i 
eii  los  que  se  bubiese  estipulado  la  estradicion. 
Art  21.  Todo  habitante  eu  el  territorio  de  la  república,  libre 
dt'  responsabilidad,  ptiede  emigrar  a  donde  le  parezca,  sia  necesi- 
dad de  pasapone  ;  i  volver  cuando  le  convenga. 

Art,  a2.  Toílo  hombre,  libre  de  responsabilidad, 
por  el  territorio  de  la  república,  sin  necesidad 
ninguna  peí  sima  ¡mcde  ser  compelida  á  mudar  de 
,  en  virliid  de  sentencia  ejecutoriada. 

Art.  23.  Solo  por  los  medios  consliiu clónales  se  asciende  al  po- 
der supremo  :  si  alguno  lo  usurpare  por  medio  de  lu  Tuerza  ó  de  la 
medición  es  reo  del  crimen  de  usurpación.  Iodo  lo  que  obrase  será 
nulo,  i  las  cosas  deberán  volver  al  estado  que  untes  tcnian,  luego 
que  se  restablezca  el  orden  conslilucional. 

Art. '24  Todo  hombre  puede  libremente  espresar,  escribir,  im- 
Jprimir  i  publicar  sus  pojisaraienloa,  sin  previo  examen,  ai  censura, 
V  con  sólo  la  obligación  de  responder  ante  el  jurado  por  el  abuso 
He  esta  libertad.  Las  imprentas  no  estarán  sujetes  a  ningún  ira. 
'puesto  ni  caución. 

Art.  2o,   Igualmente  pueden  los  salvadoreños  reunirse  pública  i 

fnciricamenle,  para  tratar  de  asuntos  de  conveniencia  jeneral ;  mas 
)s  autores  de  la  reunión  están  obl¡í;ados  á  avisar  á  la  autoridad 
encargada  de  la  policía,  del  lugar  i  de  la  bora  en  que  aquélla  deba 
verificarse. 

Art.  20.  Todo  habitante  de  la  república  tiene  el  derecho  de  d¡- 
rijir  sus  peliciones  á  las  autoridades  constiluidas ;  i  éstas  tienen 
el  deber  de  lomarlas  en  consideración  siempre  que  sean  hechas  de 
una  manera  decorosa  i  con  arreglo  á  la  lei. 

Art.  ST.  Queda  abolida  la  pena  de  confiscación.  ¡Ninguna  persona 
puede  ser  privada  de  su  vida,  de  su  libertad,  de  »u  honor,  ni  de 
n  propiedad  sin  ser  previamente  oída  i  vencida  en  juicio  con  arre- 
cio lí  las  fórmulas  que  establecen  las  leyes;  ni  puede  enjuiciarse 
ios  veces  por  el  mismo  delito.  Las  autoridades  é  individuos  que 
BDnIravcngan  h  esta  disposición,  responderán  en  todo  tiempo  con 
iDs  peisonas  i  bienes  i'i  la  reparación  del  daño  inferido,  i  las'cosas 
Bnonnscadas  son  imprescriptibles. 

Art.  3S.  Todo  habüanlc  de  la  república  tiene  derecho  de  estar 


pni 
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al  abrigo  de  inquisiciones,  pesquisas  i  apremios  en  su  persona,  en 
su  familia,  en  su  casa,  en  sus  papeles  i  todas  sus  posesiones.  La 
lei  clasificará  la  manera  de  visitar  lugares  sospechosos,  de  rejistrar 
casas  para  comprobar  delitos,  i  de  apn  hender  delincuentes  para 
someterlos  á  juicio.  Ninspin  individuo  seiá  juzgado  en  otra  juris- 
dicción que  en  aquélla  donde  se  haya  cometido  el  delito,  salvo  los 
casos  determinados  por  la  lei  i  á  juicio  de  la  corte  de  justicia. 

üurt.  29.  Todos  los  hombres  son  iguales  ante  la  lei,  ya  proteja 
ó  castigue. 

Art.50.  Las  penas  deben  ser  proporcionadas  á  la  naturaleza  i 
gravedad  del  delito  :  su  verdadero  ODJeto  es  correjir,  i  no  ester- 
minar á  los  hombres ;  en  consecuencia  el  apremio  que  no  sea 
necesario  para  mantener  en  seguridad  á  la  persona  es  cruel  i  no 
debe  consentirse.  La  pena  de  muerte  queda  abolida  en  materia  po- 
litica ;  i  solamente  podrá  imponerse  por  los  delitos  de  asesinato, 
de  asalto  i  de  incendio,  si  se  siguiere  muerte. 

Art.  31.  Solo  los  tribunales  establecidos  con  anterioridad  por  la 
lei  podrán  juzgar  i  conocer  de  las  causas  civiles  i  criminales  de 
los  salvadoreños.  Las  comisiones  i  tribunales  especiales  quedan 
abolidos,  como  contrarios  al  principio  de  igualdad  de  derechos  i 
condiciones ;  en  consecuencia,  todos  los  habitantes  de  la  repú- 
blica estarán  sujetos  al  mismo  orden  de  procedimientos  establecí- 
dos  por  la  lei. 

Art.  32.  Las  causas  de  cualauier  jénero  que  sean,  se  fenecenm 
dentro  del  territorio  del  Salvador,  escepto  las  eclesiásticas,  cuando 
esto  no  sea  posible  ;  no  podrán  correr  más  de  tres  instancias  i 
ninguna  persona  podrá  sustraer  el  conocimiento  de  su  causa  de  la 
autoridad  que  la  lei  señala. 

Art.  35.  Ningún  habitante  de  la  república  puede  ilegalmente 
ser  detenido  en  prisión ;  todos  tienen  el  derecho  de  solicitar  ante 
el  tribunal  que  corresponda  el  auto  de  exhibición  de  su  persona. 
El  tribunal  lo  decretará  i  hará  que  se  cumplan  sus   providencias 

Eor  todos  los  medios  legales.  Si  fuese  el  presidente  de  la  repii- 
lica  la  autoridad  que  ilegalmente  detiene,  i  resistiere  el  cumpli- 
miento del  auto  de  exhibición,  dicho  tribunal  proi estará  ;  si  des- 
pués de  este  acto  no  fuere  obedecido,  publicará  sus  determinacio- 
nes, i  en  último  caso,  instaurará  la  acusación  respectiva  ante  el  po- 
der lejislativo  en  su  próxima  reunión. 

Art.  54.  La  correspondeneia  epistolar  es  inviolable,  i  no  podrá 
interceptarse,  abrirse,  ni  revelarse ;  la  que  fuere  interceptada  ó 
revelada  no  presta  fe  en  juicio  ni  fuera  de  él. 

Art.  55  No  será  llevado,  ni  mantenido  en  prisión  el  individuo 
que  dé  caución,  en  los  casos  en  que  la  lei  no  lo  prohiba  espresa- 
mente. 

Art.  36.  Ningún  ciudadano  ó  habitante  de  la  república  podrá 
ser  obligado  á  dar  testimonio  en  materia  criminal  contra  si  mis- 
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rmo.  Tampocu  será  admilido  á  dedarar  contra  sub  ascendientes  ni 
des  ('enditantes  ni  cuntra  su  cúnyuje,  ni  cunlra  su  hermano  6  cu- 
ñado. I  en  lodu  proceso  criiiiiiiíil  U^ndr^  el  derecho  de  producir 
cuantas  pruebas  K-  sean  favorables,  de  ser  cariado  con  lus  testi- 
gos, cuando  lo  pida,  i  du  hacer  su  defensa  por  sí  mismo  i  por  me- 
dio dii  su  düfensor. 

Art.  57.  La  policía  de  seguridad  no  podrá  ser  confiada  sino  ^  las 
autoñdades  civiles. 
^^       Arl.  58.  La  facultad  de  nombrar  arbitros  i  de  transijir  en  cual- 
^^Lquier  estado  del  pleito,  es  inherente  á  toda  persona,  salvos  los  ca- 
^^■flos  uspresamente  esceptuados  por  la  leí. 

^^H  Art.  3^.  Unos  miümos  jueces,  no  pueden  serlo  en  dos  diversas 
^^Kinstaiicias.  i  ninguna  autoridad  puede  avocar  causas  pendientes, 
^^Bparu  conocer  de  eilas,  i  abrir  juicios  feneeidos. 
^^■^  Art.  10.  La  propiedad,  de  cualquiera  naturaleza  ipie  sea,  es  in- 
^^Fnutable:  s¡n  embargo,  el  estado  puede  eiijir  el  sacrifício  de  una 
^^^  propiedad  por  mulivo  de  utilidad  pública,  leg;almenle  comprobada 
I  mediante  una  justa  i  |>revia  indemnización. 

Toda  propiedad  es  Irasmisible  en  la  forma  que  determinan  las 
leyes,  quedando  en  consecuencia  prohibida  toda  especie  de  vincu- 
lación. 

Art.  41.  Niidie  puede  ser  detenido,  ni  preso,  sino  en  virtud  de 
Arden  de  autoridad  competente,  librada  con  arreglo  ú  las  prescrip- 

B clones  de  la  Ici,  salvo  que  el  dcUacuenle  sea  tomado  in  fraganli. 
«I  cuyo  caso  puede  ser  detenido  por  cualquiera  persona,  para  en- 
tregarlo » la  autoridad  respectiva. 
Art.  Vi-  Todos  los  habitantes  de  la  república  son  libres  para 
dar  ó  recibir  la  instrucción  que  á  bien  tengan  i  podrán  obtener 
grados  literarios  en  la  Universidad  nacional,  sin  más  condiciones 
que  sujetarse  á  los  exámenes  previos  i  demás  requisitos  que  pres- 
criban los  estatuios  de  la  mígma. 

■     La  enseñanza  primaria  en  la  república  es  (gratuita  i  obligatoria. 
Art.  ia>.  Toda  industria  es  libre  en  la  república,  cslaiicándose 
iAnicamenle  en  provecho  de  ella  i  para  administrarse  esclusíva- 
noenle  por  el  ejecutivo,  el  aguardiente,  el  salitre  i  la  pólvora. 

Art.  %\-  F.s  libre  la  asociación  jtara  todo  trabajo  agrirala,  co- 
mercial, industrial  ú  moral,  debiendo  solamente  las  asuciacíones 
anónimas  someter  sus  escrituras  de  fundación  i  reglamentos  á  la 

■■probación  de  la  autoridad,  quedando  en  su  vigor  i  fuerza  las  pro- 
hibiciones que  establocen  el  art.  1.*  i  cl  inciso  !.<■  del  art.  ^i."  de 
l«  leí  1.'  til.  V.,  libro  7."  de  la  recopilación  patria. 
Art.í-'.  El  trabajo  i  la  orupacion, como  bases  de  la  moralidad  ¡del 
progreso  nacional,  son  necesarios,  i  por  consiguiente,  obligatorios. 
Art.  46.  Lus  ciudadanos  salvadoreños  llenen  derucho  á  optar  á 
todos  los  empleos  públicos,  sin  más  preferencia  que  su  mérito,  i 
sin  tnix  conaiciones  que  las  lijadas  por  la  leí. 
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Arl.  47.  Ni  el  poder  leiislalivo,  ni  el  ejecutivo,  ni  el  judicial,  ni 
ningún  tribunal  ó  autoridad  podrá  restrinjir,  alterar  ó  violar  nin- 
guna de  las  garantías  enunciadas,  i  cualquitT  individuo  de  los  al- 
tos poderes  ó  autoridad  que  las  infrinja,  será  reputado  como  usur- 
pador i  responsable  individualmente  al  perjuicio  inferido,  i  juzga- 
do con  arreglo  al  titulo  de  responsabilidad  de  esta  constitución. 


TITULO  IV 
SECCIÓN  ÚNICA 

De  laB  eleooiones. 

Art.  48.  Las  elecciones  de  las  supretnas  autoridades,  salvas  las 
escepciones  que  adelante  se  establecen,  serán  directas,  i  la  lei  re- 
glamentará la  manera  de  verificarlas. 

Art.  49.  El  derecho  de  elíjir  es  irrenunciable. 

Art.  50.  La  base  del  sistema  electoral  es  la  población,  sirviendo 
por  ahora  de  norma,  mientras  se  forman  censos  exactos,  la  división 
administrativa  de  la  república  en  deparUunentos,  distritos  i  can- 
tones. 

Art.  Si.  Cada  departamento  elijirá  un  senador  propietario  i  un 
suplente;  i  cada  distrito  un  diputado  propietaiio  i  un  suplente. 
I  para  cuando  la  población  sirva  de  base  al  sistema  elec- 
toral, se  dividirá  el  territorio  de  la  república  en  círculos,  distritos 
i  cantones.  El  circulo  constará  de  cuarenta  mil  habitantes,  i  elijirá 
un  senador  propietario  i  un  suplente;  i  el  distrito  de  veinte  rail,  i 
elcjirá  un  diputado  propietario  i  un  suplente. 

Art.  52.  En  cada  uno  de  los  cantones  se  formará  un  rejislro  de 
los  ciudadanos,  i  sólo  los  inscriptos  en  él  tendrán  derecho  de 
volar. 

Art.  53.  iNíngun  empleado  de  nombramiento  del  ejecutivo  podrá 
ser  electo  senador  ó  diputado,  sino  después  de  seis  meses  de  haber 
cesado  en  el  ejercicio  d»*  sus  funciones. 

Art.  54.  Los  diputados  i  senadores  podrán  admitir  empleos  de 
nombramiento  del  ejecutivo,  pasado  el  término  de  su  inviolabili- 
dad, renunciando  por  este  hecho  su  carácter  de  representantes. 

Art.  55.  Ningún  eclesiástico  podrá  obtener  cargo  de  elección  po- 
pular. 


'^ 
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SECCIÓN  I 
Podsr  IsIUIbUto  1  sa  orgenlsacioa. 


Art.  56.  El  poder  lejislatlvo  será  eji^rcido  por  dos  cámaras,  una 
de  diputados  i  otra  úe  sunndores,  las  que  serán  independíenles  eii- 
Ire  8¡. 

Art.  57.  El  cuerpo  lejislalivo  se  reunirá  en  la  cnpllal  de  l¡i  re- 
púlilica,  sin  necesidad  de  convocntoria,  del  1.'  al  lo  de  enero  de 
cada  año ;  i  eslraordinarianiente  cuando  sea  r.onvocado  por  el  po- 
der ejecutivo. 

Art.  58.  El  tiiitnero  de  sus  sesiones  ordinarias  no  escederá  de 40 

el  de  las  estraordinarios  será  el  necesario  para  resolver  los 
puntos  que  ispresi:  la  minuta  de  su  convocatoria. 

Art.  59.  Tres  repcesenlatiles  encadi  una  de  las  cámaras,  reuni- 
dos en  junta  preparaloría,  tienen  l'acullad  para  tomar  inmediata- 
mente todas  las  medidas  que  l^onvenKan,  á  lín  de  hacer  concurrir 
á  los  otros  hasta  conseguir  su  plenilu^i. 

Art.  60.  La  mayoría  de  los  miembros  de  cada  cámara  será  su- 
flcienle  para  deliberar;  pero  cuando  se  hallen  menos  de  los  dos 
tercios  ae  los  electos,  el  consBiilimienlo  de  las  dos  terceras  partes 
de  los  presentes  será  necesario  para  toda  resolución  lejislativa. 

Art.  Cl,  Las  dos  cámaras  abrirán  i  cerrarán  sus  sesiones  á  un 
I  mismo  tiempo  :  ninguna  de  ellas  podrá  suspenderlas,  prorogarlas, 
ni  trasladarse  &  otro  lugar,  sin  anuencia  de  la  otra. 

Art.  82.  La  cámara  de  diputados  se  renovará  cada  año  i  sus 
I  mi''mbras  podrán  ser  reelectos.  La  de  senadores  será  renovada  por 
'  tercios  cada  año. 


SECCIÓN  II 
CoaUdadM. 


Art.  R5.  Para  ser  senador  se  requiere  ser  mayor  de  treinta  años, 

í  estar  en  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  sin  haberlos  pcr- 

I  dido  en  los  cinco  años  anteriores  á  la  elección,  ser  nalural  ó  veci- 

0  del  departamento  que  lo  elije,  i  ser  de  honradez  é  instrucción 

,  notorias. 

Art.  m.  Para  ser  electo  representante  á  la  cámara  de  diputados 
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se  requiere  ser  mayor  de  veinticinco  años,  de  notoria  honradez,  no 
haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  en  los  cinco  años  ante- 
riores á  la  elección,  i  ser  vecino  del  departamento  á  donde  cor- 
responda el  distrito  que  lo  elije. 

Árt.  65.  Los  senadores  i  diputados  suplentes  tendrán  las  mismas 
cualidades  que  los  propietarios. 


SECCIÓN  111 

InviolabUldad  de  los  representants*. 

Art.  66.  Los  representantes  de  la  nación  en  ambas  cámaras  son 
inviolables;  en  consecuencia  ningún  diputado,  ni  senador,  será 
responsable  en  tiempo  alguno  por  sus  opiniones,  ya  sean  espresa- 
das de  palabra  ó  por  escrito. 

Art.  o7.  Desde  el  dia  de  la  elección  hasta  quince  dias  después 
de  haber  recesado  el  poder  legislativo,  no  podrá  iniciarse  ni  seguir- 
se contra  los  representantes  juicio  alguno  civil. 

Tampoco  podrán  ser  juzgados  desde  el  dia  de  la  elección  hasta 
los  quince  días  después  del  receso,  por  los  delitos  graves  que  co- 
metan,  sino  es  por  su  respectiva  cámara,  para  solo  el  objeto  de  de- 
poner al  culpado  i  someterlo  á  los  tribunales  comunes. 


SECCIÓN  IV 

Facultades  peouUares  á  oada  una  de  las  oámaras. 

Art.  68.  Corresponde  á  cada  una  de  las  cámaras  sin  intervención 
de  la  otra* :  1.**  Calificar  la  elección  de  sus  miembros,  aprobando  ó 
reprobando  sus  credenciales ;  2.°  Llamar  á  los  suplentes,  en  caso  de 
muerte,  ó  imposibilidad  de  concurrir  do  los  propietarios  ;  3."  Ad- 
mitirles sus  renuncias  por  causas  le^almente  comprobadas ;  4." 
Fonnarsu  reglamento  interior  ;  5."  Exijir  la  responsabilidad  á  sus 
miembros,  tanto  por  faltas  graves  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
como  en  los  casos  mencionados  en  el  art.  67,  i  establecer  el  orden 
porque  deben  ser  juzgados. 


ElEPUBLiri  OU   SMVAtlOIt 

SKCCION  V 
Atrlbnolonea  lenwaJn  dal  podar  l»]laUUTO. 


I 
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Art.  69.  Correspunde  al  poder  lejislativo  ;  1.*  Decretar,  inter- 
pretar, refotmar  i  derogar  las  leyes  ;  2.*  Grijir  jurisdicciones  i  es- 
tablecer en  ellas  funcionanos,  para  que  h  nombre  de  la  república 
conozcan,  juzguen  i  senlencien  en  toda  clase  de  causas  ó  negocios 
civiles  i  criminales;  5.*  Designar  las  atribuciones  i  jurisdicciones 
de  los  diferentes  funcionarios ;  i.*  Establecer  impuestos  i  contribu- 
ciones sobre  toda  clase  de  bienes  i  rentas  con  la  debida  proporción; 
i  decretar  empréstitos  forzosos  en  casos  de  invasión  ¿  guerra  le- 

§  alíñenle  declanidu,  con  tal  que  no  basten  las  rentas  púldicaa  oi^ 
¡liarías  i>  no  se  pudieren  conseguir  empréstitos  voluntarios;  5.* 
Tacultar  ni  poder  ejeiuitivo  para  que  contrate  empi-éstitos  volunta- 
rios dentro  ú  fuera  de  la  república,  cuando  una  grave  i  urjente  ne- 
cesidad lo  demuink',  en  la  cantidad  suficiente  para  satisfacer  dicha 
necesidad  ;  6.*  Fijar  i  decretar  anualmente  los  presupue.stos  de  Io:í 
Rastos  de  la  administración  pública  ;  1.'  Crear  el  ejército  de  la  re- 
pública i  conferir  los  );rados  de  coronel  inclusive  arriba;  8.*  Pro- 
curar el  desarrollo  de  la  instrucción  pública  en  todos  los  ramos 
del  saber  humano;  il.»  Decretar  las  armas  i  pabellón  de  la  repú- 
blica ;  fijar  la  li-i,  peso  i  tipo  de  la  moneda  ;  arreglar  los  pesos  i 
medidas;  i  decretar  la  apertura  i  mejoramiento  de  las  vias  de  co- 
munícucion;  10  Comcder  á  personas  ó  polilacioues  litulos,  dis- 
tinciones honoríficas  i  f^niliricaciones  compatibles  con  el  sis- 
tema de  gobierno  establecido,  por  servicios  relevantes  presta- 
dos á  la  patria;  11  Asignar,  aumentar  6  disminuir  sueldos  i 
los  empleados  i  funcionarios;  crear  i  suprimir  empleos ;  12  De- 
cretar pri'mios  ó  conceder  privilejios  temporales  á  los  autores  de 
inventos  útiles  i  á  los  inrrodurtores  de  industrias  de  grande  utili- 
dad ;  15  Declarar  la  guerra  i  hacer  la  paz  con  presencia  de  los 
datos  que  le  comunique  el  poder  ejecutivo;  14  Conceder  amnis- 
tías, indultos  i  conmutaciones  de  penas,  con  vista,  en  los  dos  úl- 
timos casos,  del  informe  favorable  que  dé  el  supremo  tribunal  de 
jusUcia  ;  15  Conr^ler  carta  de  naturaleza  á  los  e.-lranjeros  que  la 
soliciten ;  17  Declarar  el  estado  de  sitio  en  los  casos  i  por  las  causas 
que  delerminarfi  una  lei  constitutiva;  17  llcliabilítará  los  que  hayan 

Sórdido  los  derechos  de  ciudaduno;  18  Conceder  ó  negar  permiso 
los  salvadoreños,  que  lo  soliciten,  para  aceptar  empleos  de  otra 
nación  compatibles  con  el  sistema  de  gobierno  del  Salvador;  19 
lücijir  la  responsabilidad  h  los  empleados  superiores,  siguiendo  cu 
su  caso  et  juicio  correspondiente  según  esta  constitución  i  las  le- 
yes ;  20  Ratíflcar,  modificar  6  desaprobar  los  diferentes  tratados  i 
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negociaciones  que  celebre  el  ejecutivo  con  oirás  potencias ;  i  los 
concordatos  ajustados  con  la  Santa  Sede. 

Art.  70.  Cuando  las  cámaras  sean  convocadas  estraordinaria- 
mente  por  el  ejecutivo,  sólo  podrán  tratar  de  los  asuntos  que  es- 
prese  la  minuta  consignada  en  el  decreto  de  convocatoria. 

Art.  7i .  El  senado  podrá  permanecer  reunido  después  de  la  clau- 
sura de  las  sesiones,  cuando  tenga  que  conocer  de  las  acusaciones 
que  le  cometa  la  lei,  todo  el  tiempo  necesario  al  fenecimiento  de 
aquéllas. 


SECCIÓN  VI 

Asamblea  Jeneral. 

Art.  72.  Las  dos  cámaras  reunidas  forman  la  asamblea  jeneral, 
cuyas  atribuciones  son  :  i.*  Abrir  las  sesiones  del  cuerpo  lejislati- 
vo  ;  2.*  Abrir  los  pliegos  que  contengan  los  sufrajios  para  presi- 
dente i  vicepresidente  de  la  república;  i  hacer  la  regulación  ó  es- 
crutinio de  votos  por  medio  de  una  comisión  de  su  seno;  5.*  Decla- 
rar la  elección  dé  los  funcionarios  indicados,  previo  el  dictamen  de 
la  comisión  escrutadora,  en  el  que  deberá  espresarse  también  ser 
idóneos  los  electos,  por  reunir  las  cualidades  que  requiere  la  lei  ; 
4.*  Dar  posesión  al  presidente  i  vicepresidente,  tomándoles  el  ju- 
ramento constitucional ;  conocer  de  sus  renuncias  i  de  las  licen- 
cias que  para  depósito  soliciten  ;  5."  hlejir  los  majistrados  del  su- 
))remo  tribunal  de  justicia,  lomarles  el  juramento  correspondiente 
i  conocer  do  sus  renuncias  ;  6.*  Tomar  la  cuenta  detallada  i  docu- 
menlada,  que  debe  rendir  el  ejecutivo  por  medio  de  los  secretarios 
del  despacho  ;  7.*  Calificar  i  reconocer  la  deuda  nacional,  i  desig- 
nar fondos  para  su  amortización  ;  8."  Designar  los  senadores  que 
deben  entrar  á  ejrrcer  el  poder  ejecutivo  en  los  casos  determinados 
por  la  lei  ;  9."  Hesolver  acerca  de  las  dudas  ó  denuncias  de  inca- 
pacidad deel presidente,  del  vicepresidente  i  de  los  demás  emplea- 
dos de  elección  de  la  misma  asamblea  ;  10  Cerrar  solemnemente 
sus  sesiones,  después  de  la  lectura  del  informe  del  presidente,  que 
comprenda  en  extracto  los  trabajos  del  cuerpo  lejislalivo. 

Art.  73.  Las  facultades  atribuidas  á  las  cámaras  separadamente  ó 
reunidas  en  asamblea,  lo  mismo  que  las  que  correspondan  al  poder 
lejislativo  en  jeneral  son  indelegables,  con  escepcion  de  la  de  ju- 
ramentar al  presidente,  vicepresidente  i  majistrados  del  supremo 
tribunal  de  justicia. 
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Art.  74.  Quetln  resprvnda  csclusivamente  U  iniciativa  de  la  leí, 
i  los  (iiputudos  i  senadores,  al  presidente  de  la  república  por  con- 
duelo de  sus  secretarios  i  &  la  corte  suprema  de  justicia. 

Art.  75.  Tudo  proyecto  de  leí  después  de  discutido  i  aprobada 
en  una  rámara,  se  pasará  &  la  otra,  para  que  lo  discuta  i  apruebe,  si 
le  pareciere ;  si  lo  aprobare  se  pasará  al  poder  ejecutivo,  el  que  no 
teniendo  objeciones  que  hacerle  le  dará  su  sanción  i  lo  hará  publi- 
car como  leí. 

Art.  76.  Si  la  cámara  que  examina  el  provecto  lo  enmendare  ó 
inodiUcare.  deberá  volver  dicho  proyecto  á  la  de  su  orfjen.  para 
que  con  las  enmienda»,  adiiúoncs,  ó  modificaciones  hechas,  lo  dis- 
cula  de  nuevo;  i  si  lo  aprobnre.  lo  pasará  al  ejecutivo,  para  que 
éste  proceda  en  los  términos  del  articulo  anterior. 

Art.  77.  Cuando  el  ejecutivo  encor.irare  inconvenientes  para  san- 
cionar los  provéelos  de  lei  que  se  le  pasen,  podrá  devolverlos  den- 
tro de  diez  dias  á  la  cáinar.i  de  su  orijen,  punlualizando  las  razones 
en  que  Tunde  su  opinión  para  la  negativa;  i  si  dentro  del  término 
npresado  no  los  objetare,  se  tendrán  por  sancionados  i  Ins  puhlicn- 
jrft  como  leyes.  En  hI  caso  de  detolucion,  la  cámara  podrá conside< 
nr  i  ratificar  el  proyecto  con  los  dos  tercios  de  votos,  pero  con  la 
obligación  de  pasarlo  h  la  otra,  para  que  preste  su  asentimiento 
con  Toa  mismos  dos  tercios  de  volos,  si  \a  pareciere,  i  en  este  caso, 
pasándolo  al  ejecutivo,  éste  lo  tendrá  por  lei  que  se  ejecutará  i 
cumplirá. 

Cuando  el  con;;reso  emita  una  lei  en  los  últimos  diez  dias  desug 
señones,  i  el  ejecutivo  encuentre  dilicultades  para  su  sanción,  osla 
obligado  á  dar  inmediatamente  aviso  al  congreso,  ¿  fm  de  que  per- 
inaneica  reunido  hasta  que  se  cumpla  el  término  espresado;  i  no 
haciéndolo  se  tendrá  por  sancionada  la  lei. 

Art.  78.  Cuando  un  proyecto  de  lei  fuere  desechado  i  no  ratifica- 
do no  podrá  proponerse  en  las  mismas  sesiones;  sino  hasta  en  las 
déla  leji&lalura  siípiiente.  En  las  devoluciones  que  haga  el  ejecu- 
tivo de  los  proyectos  de  la  lei,  hs  votaciones  de  las  Ci'imaras  para 
ratitlcarlos  serán  nominales  i  deberán  constar  en  el  acia  del  día. 

Art.  79.  Todo  proyecto  de  lei  aprobado  en  la  cámara  de  su  orí- 
jen  seeslendei'á  por  triplicado,  se  publicará  en  ella  i  firmados  tres 
^íeraplnres  por  su  presidente  i  secre'aiios,  se  pasará  á  la  otra 
c&mara.  Si  también  ésta  lo  aprobare,  reservándose  un  ejemplar 
archivo,  pasará  los  otros  al  ijeciitivo  con  esta  fórmula  : 


302  REPITBLICA  DEL  SALVADOR 

c  al  poder  ejecutivo;  i  si  no  lo  aprobare  lo  deTolverá  á  la  cáman 
de  que  procede. 

.  Art.  80.  Devuelto  un  proyecto  de  lei  por  el  ejecutivo,  i  ratificado 
por  la  cámara  de  au  orijen,  si  ésta  fuere  la  de  diputados,  usará 
de  la  fórmula  siguiente  :  c  Pase  al  senado;  »  i  si  fuere  rarificado 
por  las  dos,  usará  de  la  fórmula  que  sigue  :  c  pase  al  poder  ejecu- 
tivo. •  Si  no  ratificase  una  ú  otra  cámara  el  proyecto,  usará  de  esU 
otra  :  c  Vuelva  á  la  cámara  de  diputados  ó  de  senadores  (según  cor- 
responda) por  no  haber  obtenido  la  ratificación  constitucional.  • 


TITULO  VI 
SECCIÓN  1 

Poder  «Jaoativo  i  sa  organlsaolon. 

Art.  81 .  El  poder  ejecutivo  será  ejercido  por  un  ciudadano,  que 
recibirá  el  título  de  presidente  de  la  república^  nombrado  directa- 
mente por  el  pueblo  salvadereño ;  pero  cuando  no  resulte  electo 
Iior  mayoría  absoluta  de  votos,  la  asamblea  jeneral  lo  elejirá  entre 
os  tres  ciudadanos  que  hayan  obtenido  mayor  número  de  sufra- 
jios. 

Art.  82.  Habrá  un  vicepresidente  electo  del  modo  i  en  la  forma 
que  el  presidente  para  que  llene  las  faltas  de  éste. 

Art.  83.  En  delecto  áA  presidente  i  vicepresidente,  entrará  á 
ejercer  el  poder  ejecutivo,  durante  el  receso  de  las  cámaras,  uno 
de  los  tres  senadores  desimanados,  á  elección  del  presidente.  Cuando 
esto  último  esté  en  incapacidad  de  elejirlo  entrarán  por  el  orden 
de  su  numbramiento. 

Si  el  cuerpo  lejislativo  estuviere  reunido,  cuando  ocurra  el  caso 
de  impedimento,  proveerá  á  la  vacante,  elijiendo  al  senador  que  deba 
ejercer  el  poder  ejecutivo. 


SECCIÓN  11 

Duración  del  periodo  preeidenoial. 

Art.  84.  La  duración  del  periodo  presidencial  será  de  cuatro 
años,  sin  reelección  inmediata ;  sino  después  de  haber  trascurrido 
igual  periodo,  que  comenzará  i  concluirá  el  1  .*  de  febrero  del  año 
de  la  renovación,  sin  poder  funcionar  un  dia  más. 


Art.  85.  Para  ser  presidente  i  vicepresidente  de  In  república,  au 
requiere  :  ser  natural  del  Salvador,  tener  treinta  añoü  de  edad, 
estar  en  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudiidimo.  sin  haberlos  per- 
dido en  los  cinco  años  anteriores  á  la  elección,  i  ser  de  honradez 
&  instrucción  nolorias. 

Los  hijos  de  las  demAa  repúblicas  de  Centro-América  podran  ser 
electos  presidcnles  ó  vicepresidentes  del  Salvador,  reuniendo  ade- 
más de  las  condiciones  que  eiijen  á  Ins  naturales,  alguna  de  las 
siguientes :  1.*  Vecindario  de  diez  años  i  ser  casado  con  salvadore- 
ña; 2.'  Vecindario  dednco  años  i  haber  prestado  importantes  ser- 
vicios á  la  nación,  b  tener  un  capital  de  liícz  mil  pesos  en  bient-s 
I  raices,  ubicados  en  la  repi'iblica. 


SECCIÓN   IV 
lie  astado  1  ana  oaaUdadas 


Art.  86.  Ilnbrá  cuatro  sñcretarios  de  estado  :  relaciones  esterio- 
I,  de  gobernación,  de  hacienda  i  guerra  i  de  instrucción  pública, 
^tre  los  cuah's  el  presidente  de  la  república  distribuirá  los  otros 
Itonos,  como  le  parezca  conveniente. 
_     Art.  87.  Para  ser  secretario  de  estado  se  requiere  ser  natural  de 
Centro- A  rae  rica,  del  estado  seglar,  mayor  de  veinticinco  años,  de 
notoria  moralidad  i  de  aptitudes,  i  no  haber  perdido  los  derechos 
de  ciudadano  cinco  años  Antes  de  su  nombramiento. 
Art.  t8.  Lus  decretos,  a<  uerdus  i  providencias  de)  presidente  de 
.  la  república,  deben  ser  autorizados  por  los  secretarios  de  estado  en 
I  Sus  respectivos  ramos. 
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I  Art.  89.  El  ciudadano  que  ejerza  la  presidencia  de  la  república, 
—6  comandante  jeneral  del  ejercito. 
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«VI 

del  podív  •JaouclfOa 


Art.  90.  Son  deberes  del  poder  ejecutivo  :  i.*  Mantener  ilesa  la 
soberanía  é  independencia  de  la  república  i  la  integridad  de  su  ter- 
ritorio ;  2.*  Conservar  la  paz  i  tranquilidad  interiores ;  3.*  Publicar 
la  lei  i  hacerla  ejecutar  ;  4."^  Presentar  por  conducto  de  sus  secre- 
tarios al  cuerpo  lejislativo  reunido  en  asamblea  jeneral  i  dentro  de 
los  ocho  dias  subsiguientes  á  la  apertura  de  las  sesiones  ordina- 
rias, un  detalle  circunstanciado  i  cuenta  documentada  de  todos  los 
actos  de  la  administración  públca  en  el  año  trascurrido,  i  el  pre- 
supuesto de  gastos  del  año  venidero,  indicando  los  medios  de  lle- 
narlo. Si  dentro  del  término  espresado  no  se  cumpliese  con  esta 
obligación,  quedará  por  el  mismo  hecho  suspenso  en  sus  funciones 
el  secretario  que  no  lo  verifique,  lo  que  será  notificado  al  ejecutifo 
inniedialaínente,  para  que  en  los  ocho  dias  siguientes  presente,  por 
medio  del  seci^etario  que  nombre  al  efecto,  la  memoria  i  presu- 
puesto referidos,  i  si  no  lo  efectnare  quedará  suspenso  el  presiden- 
te de  la  república,  asumiendo  el  poder  ejecutivo  el  vicepresidente, 
i  en  falta  de  éste  el  senador  que  designe  la  asamblea  jeneral,  quien 
dentro  de  veinte  dias  cumplirá  con  aquel  dcl)er.  En  este  caso  el  po- 
der lejislntivo  podrá  prorogar  sus  sesiones  por  igual  término  ;  5.* 
Dar  á  las  cámaras  los  informes  que  le  pidan,  pero  si  fuesen  acerca 
de  asuntos  de  reserva,  lo  espondrá  asi,  á  no  ser  que  estimen  nece- 
saria su  manifestación,  no  estando  obligado  á  declarar  los  planes 
de  guerra,  ni  las  negociaciones  de  alia  politica,  sino  en  el  caso  que 
los  informes  sean  precisos  para  exijirle  la  respons  ibilidad;  enton- 
ces no  podrá  rehusarlos  por  ningún  motivo,  ni  reservarse  los  do- 
cumentos después  de  haber  sido  acusado  por  la  cámara  de  diputa- 
dos ante  el  senado  ;  6.°  Dar  á  los  funcionarios  públicos  del  poder 
judicial  el  ausilio  i  fuerza  que  necesiten,  para  hacer  efectivas  sus 
providencias. 


SECCIÓN  VII 

Facultades  del  poder  eJecutiTO 

Art.  91.  Son  facultades  del  poder  ejecutivo :  !.•  Nombrar  i  remover 
á  los  secretarios  del  despacho,  á  los  jefes  de  rentas  i  subalternos,  á  los 
gobernadores  de  departamento,  á  los  comandantes  jenerales  i  lo- 
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coli.-s,  i  admilirles  sus  renuncias  á  loa  olicialts  tlel  ejérntu,  de  te- 
niente coronel  efectivo  abajo  i  concederles  su  reliro ;  i  á  todos  los 
empicados  del  ramo  adininistralivo  ;  2.*  ^o^1l)^ar  i  remover  á  los 
minislros  Í  A  cualquiera  oira  clase  de  ajenies  Jiplotn&tii'os  i  consu- 
lares, acredilados  cerca  de  oíros  gobiernos,  llecibír  la  misma  clusc 
<le  ministros  i  ajenies  de  las  otras  naciones  i  dirijir  las  relaciones  es- 
teriores  ;  3.'  Convocar  esliaordi nanamente  las  cámaras  cuando  los 
grandes  intereses  de  la  nación  lo  demanden,  llamando,  en  tal  caso, 
a  los  suplentes  de  diputados  i  senadores  que  liayan  i'allecido,  ó  es- 
tén le(!almeiile  impedidos ;  4,'  Señalar  únies  dé  la  instalación  dil 
poder  lejislalivo  el  lugar  donde  deba  reunirse,  cuando  en  el  desig- 
nado por  lii  lei  no  haya  suíiciente  seguridad  b  liberlad  para  delibe- 
rar ;  5.'  Dirijir  la  guerra  i  organizar  el  ejército  del  esladu.  pu- 
diendn  disponer,  al  efecto,  de  las  rentas  públicas ;  6."  Celebrar  los 
tratados  de  paz  i  cualesquiera  otras  negoc Liciones,  someliéndolas 
á  la  ratificación  de  la  lejisialura;  7.'  Mandar  eu  persona  el  ejército, 
it  cuyo  caso  ericargaii'i  el  pod.r  ejecutivo  á  quien  corresponda  ; 
8.»  levantar  la  fuerza  necesaria  sobre  la  permanente  para  repeler 
i1Jva^¡alle3  ó  sofocar  rebeliones  ;  1).'  Permitir  ¿  negar  el  tránsito  de 
iropasdcotros  países  por  el  lerrilorio  de  la  república;  lU  Habilitar  i 
cerrar  puertos  i  establtcer  aduanas  marítimas  i  leí  reslres;  nacio- 
nalizar i  malricular  buques  ;  1 1  Ejercer  el  derecho  de  patronato ; 
12  l'oner  el  pase,  si  lo  tiene  á  bien,  á  loa  títulos  i  nombramientos 
en  que  se  conllera  dignidad,  oficio  ú  benelicio  tclesiástico,  sin  cuyo 
requisito  no  podran  entrar  en  posesión  los  agraciados  : 

A  las  bulas,  breves  ü  rescriptos  ponliíicios,  decretos  í  demás  dís- 
puiiicioues  conciliares ;  que  no  podrán  publicarse  miéniras  no  ob- 
tengan el  pa^e  del  ejecutivo,  quedando  esceptuadas  de  eiia  foiTnali- 
dad  las  li'lras  que  versen  acerca  de  dispensas  para  úrdcni  s  ú  ma- 
Ifimonlos,  i  las  espedidas  por  la  penitenciaria  :  13  Suspenderla 
ejecución  de  la  pena  de  rauei  (e  en  cualquier  caso  mientras  aparece 
i't  ruerno  lejislalivo  1  U  Usar  del  velo  en  la  forma  detirniinada 
por  la  lei  i  15  ustr  de  las  atribuciones  14 — salva  la  facultad 
do  conceder  indultos.  — 15,  16,  )7,  18,  del  podei' lejislativo, 
en  ausencia  de  ésle,  í  con  obligación  de  darle  cuenta  especial  en 
su  próxima  reunión. 


SECCIÓN  \III 
Atrltaaclones  del  poder  e|acallvo  en  la  aanclon  I  promulgaoloa  de  la  leí 

Ail.  D2.  En  la  sanción  i  publicación  de  la  lei.  el  poder  ejecutivo 
se  circunscribirá  A  las  reglas  siguientes  :  1.'  Cuando  reciba  un 
proyecto  de  Ici  i  no  encontrase  objeciones  que  liacerle,  lirmará  los 
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(los  ejemplares  i  devolverá  uno  á  la  cámara  que  se  lo  haya  dirijido, 
reservándose  el  otro  en  su  archivo,  el  que  promulgará  como  leí, 
en  el  término  perentorio  de  diez  días  ;  2.'  La  publicación  de  la  lei 
se  verificará  en  la  forma  siguiente  :  c  El  presidente  de  la  repúblka 
del  Salvador^  á  sus  habitantes  sabed :  que  el  poder  lejislativo  ha  de- 
cretado (si  es  decreto)  ú  ordenado  (si  es  orden)  h  siguiente  :  »  (aquí 
el  texto  hasta  las  finnas)  Por  tanto  :  Ejecútese  ó  publiquese  (según 
el  ca$o). 


SECCIÓN  IX 

Ckkbiemo  poUtioo  d«  los  departamentos. 

Art.  93.  Para  la  administración  política  se  dividirá  el  territorio 
de  la  república  en  departamentos,  cuyo  número  i  limites  fijará 
la  lei. 

Art.  94.  En  cada  departamento  habrá  un  gobernador  propietario 
i  un  suplente,  nombrados  directamente  por  el  presidente  de  la  re- 
pública, con  las  atribuciones  i  sueldo  que  les  señale  la  lei. 

Art.  95.  Para  ser  gobernador  propietario  ó  suplente  se  requie- 
ren las  condiciones  siguientes  :  1.'  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de 
sus  derechos,  i  no  haberlos  perdido  en  los  dos  años  anteriores  á  su 
nombramiento  :  2.»  Ser  mayor  de  veinticinco  años,  i  de  honradez 
é  instrucción  notorias. 


SECCIÓN  X 

Ck>biemo  interior  de  loe  puebloe 

Art.  96.  El  gobierno  local  de  los  pueblos  estará  á  cargo  de  las 
municipalidades,  electas  popular  i  directamente  por  los  ciudada- 
nos vecmos  de  cada  población.  Cada  municipalidad  se  compondrá 
de  un  alcalde,  un  síridico  i  dos  ó  más  rejidores  on  proporción  á  la 
población,  conforme  lo  determine  la  lei. 

Art.  97.  Los  concejos  municipales  adminislrarán  sus  fondos  en 
provecho  de  la  comunidad,  rindiendo  cuenta  de  su  administración 
al  tribunal  establecido  por  la  lei. 

Arl.  98.  Las  atribuciones  de  las  municipalidades,  que  serán  pu- 
ramente económicas  i  administrativas,  las  determinará  la  lei,  lo 
mismo  que  las  condiciones  que  deben  tener  sus  miembros  para  ser 
electos. 
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Art.  99.  Ailemús  de  Ins  alnliucioni-s  que  la  leí  confiere  á  las  mu- 
nicipal ulades,  las  (le  ciitiecrm  de  ilistrilo  llenen  la  de  conmutar, 
conforme  &  la  lei,  las  penas  impuestas  por  tos  jueces  de  paz  dt^l  n 
1110  di&trito. 


TITULO  Vil 

SECCIÓN  I 

POdST  jodlolol. 


Art.  loo.  El  poder  judicial  ser£  ejercida  por  una  corle  supre- 
ma do  juaücia,  tribunales,  jurados  ó  jueces  itiferiores  que  establece 
esta  constitución.  Se  compondrA  aquélla  de  once  individuos  que  lle- 
van el  titulo  de  majistrndos.  uno  de  los  cuales  será  presidente,  nom- 
brado como  los  demás  en  asamblea  jeneral. 

Art.  101.  Para  ser  majistiado  del  supremo  tribunal  de  justicia 
propietario  ó  suplente  se  requiere  :  I ."  Ser  natural  de  la  república  ú 
centro- amiír¡<:sno  naturalizado  en  elU  ;  S."  Estar  en  el  ejercicio  de 
lo  ciudadanía  ;  5."  Tener  treinta  años  de  edad  :  i."  Ser  abogado  de 
la  repiíblici) ;  b."  Tener  inítnictúon  i  moralidad  notorias  :  6.°  Haber 
ejercido  la  profesión  de  abojiado  por  espacio  de  cuatro  años  en 
el  Sdlvador,  ó  por  dos  años  la  majistratura  ó  judicatura  da  1.*  ins- 
tancia 

Art.  102.  ^Es  incompatible  bi  calidad  de  m.njistrado  i  de  juei  de 
i.*  instancia  i-on  la  de  cuipleado  de  los  otros  poderes. 

Art.  105.  En  la   capital  de  la  república  liabrá  una   cámara  de 

tercera  instancia,  formada  con  el  presidente  de  la  corte  i  los  dos 

majistrailos  (jue  le  si^en  en  el  útdon  de  su  nombramiento ;  i  dos 

«imaras  de  2.*  instancia,  compuestas  cada  una  de  dos  majistrudos. 

■    Basta  la  majoria  de  los  majiiítrados  que  componen  eiitas  tres  cá~ 

niaras  pura  furmar  corte  plena. 

'TArt-IOf.  Se  establece  en  la  ciudad  de  San  Hi(piel  una  cámara  de 
'.*  instancia  i  oira  en  la  de  Santa  Ana,  organizadas  de  la  misma 
uieru  que  las  anteriores. 

Art.  lOf).  llabrásietemajislradossuplentes,  Ireapara  las  cámaras 

I  la  capital  i  dos  para  cada  una  de  las  otras,  los  uue  deberán  ser 

'—los  como  los  propietarios,  i  entrarán  A  ejercer  las  funciones  de 

s  indistintamente,  cuando  sean  llamados  por  la  corte  ú  cámara 

Íectivn, 
il  106.  I.a  cámara  de  n."  instancia  conocerá  de  todos  losasun- 
__d(uc  le  ruor.petan  según  la  tei. 
I .  Las  cdmaras  de  S.*  instancia  de  la  rapitol  cunot^rán  de  todos 
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los  negocios  de  su  competencia,  i  su  jurisdicción  estará circunscii- 
la  ¿  los  departamentos  de  San  Salvador,  de  la  Libertad,  de  Cusca- 
tlan,  de  Chalatenango,  de  San  Vicente  i  de  La  Paz. 

Art.  107.  La  cámara  de  2.' instancia  de  San  Miguel  conocerá  en 
apelación  de  todas  las  causas  civiles  i  criminales,  sentenciadas  por 
los  jueces  de  i.*  idstancia  de  los  departamentos  de  San  Miguel,  de 
Usulutani  de  la  Union,  lo  mismo  que  de  los  demás  recursos  que  le 
competan  sog:un  la  lei ;  i  la  de  Santa  Ana  conocerá  de  las  causas  c¡- 
vil(>s,  criminales  sentenciadas  por  los  jueces  de  1.'  instancia  de  los 
departaroenlüs  de  Santa  Ana,  de  Sonsonatc  i  de  Ahuachapan  i  de  los 
demás  recursos  que  le  competan  según  la  lei. 

Art.  108.  Los  majistrados,  propietarios  i  suplentes  durarán  cua- 
tro años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  i  podrán  ser  reelectos.  Se 
renovarán  por  mitad  cada  dos  anos,  saliendo  en  el  primer  bienio 
por  sorteo  tres  propietarios  i  dos  suplentes  en  la  capital ;  i  un  pro- 
pietario i  un  suplente  en  cada  una  de  las  cámaras  de  San  Miguel  i 
de  Santa  Ana. 

Art.  109.  Corresponde  á  la  corte  plena :  1  .^  Formar  el  reglamento 
para  su  réjiraen  interior  ;  2."  Nombrar  á  los  jueces  de  1.'  instancia 
i  conocer  de  sus  renuncias ;  3.^  Visitar  los  tribunales  i  juzgados  por 
medio  de  un  majistrado  para  correjir  los  abusos  que  se  noten  en  la 
administración  de  justicia ;  4.°  Manifestar  al  poder  lejislativo  la  in- 
conveniencia de  las  leyes  ó  las  dificultades  que  haya  notado  para  su 
aplicación,  indicando  las  reformas  de  que  sean  susceptibles ;  5.' 
Suspender  durante  el  receso  del  senado  á  los  majistrados  por  faltas 
graves  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  con  conocimiento  de  causa, 
1  concederles  las  licencias  que  soliciten  con  arreglo  á  la  lei  ;  6.° 
Practicar  el  recibimiento  de  abogados  i  escribanos,  suspenderlos  i 
aun  retirarles  sus  tilulos  por  venalidad,  cohecho  ó  fraude  con  co- 
nocimiento de  causa  ;  T.^Conocer  de  los  recursos  de  fuerza ;  8.**  Co- 
nocer en  las  causas  de  presas  i  en  todas  aquéllas  que  no  estén  re- 
servadas á  olra  autoridad  ;  9.^  Vijilar  incesantemente  porque  se  ad- 
ministre pronta  i  cumplida  justicia  ;  10  Dirimir  las  competencias 
que  se  susciteti  entre  los  tribunales  i  jueces  de  cualquiera  fuero  i 
naturaleza  que  sean  ;  li  Decretar  i  hacer  efectiva  la  garantía  del 
habeas  corpus  contra  cualquiera  autoridad ;  12  Uecibir  el  jura- 
mento á  los  jueces  de  1."  instancia  al  posesionarlos  de  su  destino, 
lo  mismo  que  á  los  conjueces  que  se  nombren  para  formar  cámara 
en  los  casos  establecidos  por  la  lei;  13  Conocer  en  las  causas  de 
responsabilidad  de  los  jueces  de  1.*  instancia  i  empleados  subal- 
ternos d('|  orden  judicial,  pudiendo  suspenderlos  i  destituirlos  con 
conocimiento  de  causa  i  en  conformidad  con  Ins  prescripciones  le- 
gales. 

Las  demás  atribuciones  de  la  corle  plena  las  determinará  la  lei. 

Art.  110.  Las  atribuciones  contenidas  en  los  números  9,  10,  11 
i  12  del  articulo  anterior,  son  comunes  á  Ins  cámaras  de  San  Mi- 
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gn?)  i  di-  ^anla  Ana  en  su  respectiva  jurisdicciun,  quienes  ademas 
tendrán  la  rscullsd  de  recibir  las  acusaciones  ó  denuncias  que  se 
hagan  contra  los  funcionaríus  á  que  se  reüerL'  el  número  15  del 
mismo  articulo,  para  solo  el  erecto  de  instruir  el  ínromialivo  corres- 
pondiente i  dar  cuenta  con  él  &  la  corle  plena. 

Art.  m.  La  potestad  de  juzgar  i  de  liacer  ejecutar  lo  juz^iado 
corresponde  esclusivamente  á  la  corle  suprema  de  justicia  i  tribu- 
nales inferiores. 


SECCIÓN  II 
■sds  primera  inataiiela. 


I  Art.  II'J.  Ilabni  jueces  de  I.'  instancia  propietarios  i  suplentes 
n  todas  las  cabeceras  de  departamcnlu  para  conocer  i  fallar  en  lo 
civil  i  criminal ;  la  cotte,  de  acuerdo  con  el  ejecutivo  podrá  tam- 
bién estabh'cerlüs  en  las  de  distrito,  siempre  que  lo  crea  conve- 
niente á  la  buena  administración  de  justicia.  Serán  nombrados  para 
das  afioa.  cuvo  nombramienlu  podrá  rel'rendarsepori^iual  término 
»i  ¿  juicio  de1  supremo  tribunal  tienen  las  cualidades  de  laboriosi- 
dad i  buen  desempeño. 

Art.  i  15.  Para  ser  juez  de  I .'  instancia  se  requiere  :  ser  mayor 
lie  veinticinco  años,  con  vecmdario  de  dos  en  el  Salvador,  abogado 
de  la  república,  üe  conocida  moralidad  É  instrucción  i  no  baber 
perdido  los  derechos  de  ciudadano  dos  años  untes  de  su  nombra- 

£lltü. 


SElXION  III 
IiuUtiieioa  dal  Jurada. 


t  Art.  114.  Se  establece  el  jurado  de  calilicacion  en  las  cabeceras 
e  departamento,  para  los  delitos  graves  contra  la  persona  i  \h  pro- 
Mcdfld  :  i  para  los  abusos  (K>  la  libertad  de  imprenta.  Una  Ici  cons- 
Ituliva  reglamentará  dictia  institución. 
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SEOaON  IV 


Art.  i  15.  Habrá  jueces  de  paz  en  todos  los  pueblos  de  la  repú- 
blica, que  conocerán  en  los  negocios  de  menor  cuantía,  i  en  los  ca- 
lificados de  faltas  en  el  código  penal;  su  elección,  cualidades  i  atri- 
buciones serán  determinadas  por  la  leí. 


TITULO  VIII 
SECaON  1 

Tatoro  nadoiud.  —  Rentas  qo»  constitiiyen  éí  taaoro. 

Art.  116.  Forman  el  tesoro  público'de  la  nación  : 
1 ."  Todos  sus  bienes  muebles  i  raices ; 
2."  Todos  sus  créditos  activos  ; 

3.®  Todos  los  derechos,  impuestos  i  contribuciones  que  paguen 
i  en  lo  sucesivo  pagaren  los  salvadoreños  i  ebtranjeros. 


SECCIÓN  11 

Administración . 

Art.  117.  Para  la  administración  de  los  fondos  públicos,  habrá 
una  sola  tesorería  jeneral,  recaudadora  i  pagadora,  i  un  tribunal 
superior  ó  con^duria  mayor  de  cuentas,  que  glosará  todas  las  de 
los  que  administren  intereses  del  erario  público. 

Art.  118.  La  tesorería  jeneral  publicará  cada  mes  el  estado  de 
los  fondos  que  administra ;  i  la  contadui  ia  mayor  cada  año  un  cua- 
dro jeneral  de  todas  las  rentas. 

Art.  119.  Ninguna  suma  podrá  estraerse  del  tsoro,  pagarse  ó 
abonarse,  sino  en  virtud  de  designación  previa  de  la  leí. 
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TITULO  IX 

SECCIÓN  UiNlllA 

Fnana  annada. 


Art  120.  La  fuerza  armada  es  instituida  para  mantener  incólu- 
me la  integridad  del  territorio  salvadoreño ;  para  conservar  i  de- 
fender la  autonomía  nacional ;  para  liacer  cumplir  la  lei  i  fardar 
el  orden  público;  i  para  hacer  efectivas  las  garantías  conslitucio- 
nules. 

Art.  121.  La  fuerza  armada  es  esencialmente  obediente  i  no  pue- 
de deliberar. 

Arl-  132.  El  ejércilo  de  la  república  se  compone  de  hi  milicia 
i  marina  nacionales.  Su  número  será  de  seis  mil  hombres.  El  pié  de 
la  fuena  permanente  en  tiempo  de  paz,  será  lijado  anualmente  por 
la  lejislatura. 

Art.  t23.  Los  individuos  del  ejército  de  la  república  gozarán  del 

fuero  de  la  guerra,  con  tal  que  pertenejcan  á  un  cuerpo  oi'gai;Íza- 

¿0  i  salvos  los  casos  de  desafuero  establecidos  por  la  lei  i  por  las  in- 

^  fracciones  de  los  reglamentos  i  leyes  de  policía. 

j       Arl.  124.  En  caso  de  invasión,  de  guerra  lejilimamenle  declarada 

^^i  de  rebelión  interior,  todos  lo.s  Ealvadoreños  de  diez  i  ocho  á  cín- 

¡uenla  años  son  soldados. 


TITULO  X 
SECCIÓN   ÚNICA 


tteapoiuablUdBd  de  loa  U 


At't.  l'lb.  Todo  funcionario  público  al  posesionarse  de  su  destino, 
breslará  iuramcnlu  de  ser  fiel  á  la  repúbliía,  de  cumplir  i  hacer 
"aimplir  la  constitución  i  atenerse  á  su  texto,  cualesc|ui<'ra  que  sean 
■s  leyes,  decretos,  órdenes  i  resoluciones  que  ta  contrarii'n:  por 
¡MjH  infracción  serin  nsponsables  con  sus  pereonas  i  bienes.  De- 
wiAn  jurar  además  el  exacto  cumplimiento  del  empleo  «jiie  se  les 
Mnfiere. 
L  irl.  liÜ.  La  responaabilidad  de  los  secretarios  del  despacho  serA  , 
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solidaria  con  la  del  presidente,  escepto  en  los  casos  en  que  hayan 
salvado  su  voto,  consignándolo  en  el  libro  correspondiente. 

Art.  i27.  Toda  medida,  por  la  cual  el  presidente  de  la  república 
disuelva  el  poder  lejislativo  ó  impida  su  reunión,  es  un  crimen  de 
alta  traición. 

Art.  128.  Todo  ciudadano  salvadoreño  tiene  el  derecho  de  acu- 
sar ante  la  cámara  de  diputados,  al  presidente  de  ia  república, 
magistrados  de  la  suprema  corte  de  justicia,  secretarios  del  despa- 
cho, gobernadores  de  los  departamentos,  i  ajenies  diplomáticos  ó 
consulares,  por  traición,  venalidad,  usurpación  del  poder,  falta  m- 
ve  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  i  delitos  comunes,  que  nó  amni- 
tan  escarceracion  garantida.  La  cámara  acojerá  siempre  esta  acu- 
sación i  la  instaurará  ante  el  senado,  por  medio  de  un  fiscal  de  su 
seno  que  nombrará  al  efecto.  Las  personas  que  no  puedan  consti- 
tuirse acusadores  tendrán  los  derechos  de  queja  ó  denuncia  con- 
forme á  la  lei. 

Art.  129.  Las  instrucción  de  la  causa  i  sus  procedimientos  se 
verificarán  en  el  senado  colectivamente,  ó  por  una  comisión  de  su 
seno;  pero  el  juicio  i  pronunciamento  se  hará  del  primer  modo, 
debiendo  concurrir  los  dos  tercios  de  votos  para  que  haya  sen 
tencia. 

Art.  150.  La  sentencia  ó  pronunciamiento  del  senado  en  este  jé- 
ñero  de  causas  tiene  por  prmcipal  objeto  deponer  al  acusado  de  su 
empleo,  si  hubiese  lugar ;  debiendo  además  declarar  si  hai  mérito 
para  que  el  culpado  sea  sometido  á  un  procedimiento  ordinario, 
ante  los  tribunales  comunes,  en  cuyo  caso  remitirá  el  proceso  al 
juez  6  tribunal  que  corresponda. 

Art.  131.  Desde  que  st;  declare  en  el  senado  que  ha  lugar  á  for- 
mación de  causa,  el  acusado  queda  suspenso  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ;  i  por  ningún  motivo  podrá  permanecer  más  en  su  em- 
pleo, sin  hacerse  responsable  del  crimen  de  usurpación,  i  ningún 
itidividuo  deberá  obedecerle. 

Art.  132.  Los  decretos,  autos  ó  sentencias  pronunciadas  por  el 
senado  en  esta  clase  de  causas,  deben  cumplirse  i  ejecutarse  sin  ne- 
cesidad de  confirmatoria,  ni  de  sanción  alguna ;  debiendo  el  fiscal 
nombrado  intervenir  en  el  juicio  hasta  la  sentencia. 

Art.  155.  Cuando  el  ejecutivo  en  las  cuentas  que  rindan  sus  se- 
cretarios al  poder  lejislativo,  omitiere  alguno  de  los  actos  que  según 
la  lei  debiera  comprenderse  en  aquéllas,  la  asamblea  lo  interpelará 
para  que  cumpla  con  su  deber  á  este  respecto.  No  obstará  en  nin- 
gún tiempo  la  aprobación  en  jeneral  de  las  respectivas  memorias, 
para  exijir  la  responsabihdad  correspondiente  por  los  actos  omiti- 
dos en  ellas. 
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SECCIÓN  ÚNICA 


An.  134.  La  repúblicii  di'l  Salvador  rospela  laa  nación  al  í  dudes 
eslrañas.  i  no  hará  nunca  la  guerra  con  miras  de  anexión  i  de  con- 
tiuisla,  ni  empleará  sus  fuerzas  contra  la  libertad  de  ningún  pueblo; 
pero  liará  respdar  su  aulononiia,  independencia  i  derechos  Itasta 
dondit  alcancen  su  poder  i  racuU3d>>s. 

Art.  135.  Con  el  objeto  de  facilitar  la  unión  cenlro-amüricna, 
Be  acuerda  la  completa  igualdad  de  derechos  polilicos  para  los  hijos 
de  las  otras  rppAliliiBs,  siempre  que  en  sus  respectivas  constitucio- 
nes se  establexcH  U  redprociilad. 

Art.  13tt,  El  Salvador  queda  en  capacidad  de  connurrir  con  lodos 
¿  con  algunos  de  los  estados  de  Centro-América  á  la  organización 
de  un  t^ubienio  nacional,  cuando  las  circunstancias  lo  permitan  i 
convenga  asi  á  sus  intereses,  lo  mismo  que  á  Tormar  parte  de  la  gran 
confederación  latino-  i 


SECCIÓN  ÚNICA 
II«vlalon  1  ratoraw  d*U  ooniUtooloD, 


Art.  1S7.  La  reforma  de  esta  constitución  sólo  podrá  acordarse 
'  por  los  dos  tercios  de  votos  ¡le  los  representantes  ilectos  A  cada  cá- 
mara. Esta  resolución  sl-  publicará  por  la  prensa  i  volverá  á  tomar- 
se en  consideración  en  la  próxima  lejislatura.  SÍ  ésta  la  raliüca  su 
convocará  una  asamblea  constituyente  para  que  decrete  las  re- 
formas. 
Art.  138.  En  estos  términos  queda  reformada  la  constitución  de 
'  ÍQ  de  octubre  de  1871  i  derogados  los  artículos  no  comprendidos 
en  la  presente.  Las  disposiciones  de  los  códigos,  leyes  i    reglamen- 
tos existentes  que  no  sean  contrarios  ú  la  presente  conslilucion, 
permanecen  en  vigor  hasta  que  sean  L^galmenle  derogadas. 
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ARTICULO  ADICIONAL  TRANSITORIO 


Todos  los  funcionarios  de  los  altos  poderes,  ya  sean  de  elección 

Í copular  ó  ya  del  cuerpo  lejislativo,  que  comenzaron  á  ejercer  sus 
unciones  en  el  año  corriente,  de  conlormidad  con  el  código  político 
de  16  de  octubre  de  1871,  continuarán  funcionando  hasta  completar 
el  periodo  que  respectivamente  se  les  asigna  en  esta  constitución. 

Al  poder  ejecutivo  : 

Dado  en  San  Salvador,  en  el  palacio  nacional,  á  los  nueve  días 
del  mes  de  noviembre  del  año  de  mil  ochocientos  setenta  i  dos  de 
la  era  cristiana  i  quincuajésimo  segundo  de  nuestra  independencia. 


A  pesar  de  muchos  esfuerzos  no  hemos  podido  obtener  la  cons- 
titución de  Honduras,  que,  restaurada  después  de  caducar  revo- 
lucionariamente, no  ha  sido  probablemente  reimpresa,  i  que  nos 
proponíamos  insertar  aquí. 


CONSTITUCIÓN 


NICARAGUA 


En  presencia  de  Dios,  nosotros  los  representantes  del 
pueblo,  plena  i  legalmente  autorizados  por  nuestros  co- 
mitentes para  reformar  lu  constitución  de  \'2  de  noviem- 
bre de  1 838,  decretamos  i  sancionamos  la  siguiente 

^^r  Art.  i .'  La  república  de  Nicaragua  es  la  que  antiguamenle  se 
^^■knominó  Provincia,  i  di'spues  de  la  independiuicía.  £s[ik/o  de  Ni- 
^^^ara^ua.  Su  tiTrilorio  iinúa  por  el  eete  i  nordeste  con  e\  mar  de 
las  Antillas ;  por  el  tiorle  i  noroetíte  con  el  estado  de  Honduras ; 
por  el  oeste  i  sur  con  el  mar  Pai.ifico;  i  por  el  sudeMe  con  la  re- 
pública de  Cúsla-Itica.   Las  leyes  sobre  llinilcs  especiales  hacen 
parle  de  la  constílucion. 
Art.  3."  La  república  i's  sulierana,  llbrí'  é  independiente. 
Art.  3."  El  territiirio  será  dividido  para  los  diversos  objetos  de  la 
adininist ración  pública,  en  los  departamentos,  diKlrilos  i  frsccío- 
Jies  que  la  constitución  i  las  leyes  señalen. 


CONSTITÜGIOIÍ  política 


CAPITULO  1 
D«  la  repüblto*. 
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CAPITULO  II 

De  la  forma  de  goblemo. 


Art.  i.^  El  gobierno  de  la  república  es  popular  representativo; 
su  objeto  la  conservación  de  la  libertad,  igualdad,  seguridad  i  pro- 
piedad de  los  asociados.  Se  divide  para  su  ejercicio  en  tres  pode- 
res distintos:  lejislativo,  ejecutivo  i  judicial:  sus  facultades  están 
límiladas  á  las  atribuciones  que  la  constitución  i  leyes  les  confie- 
ran. Es  nulo  todo  acto  que  ejecuten  fuera  de  su  legal  intervención. 

Art.  5.®  El  poder  lejislativo  reside  en  el  congreso,  compuesto  de 
dos  cámaras,  la  de  diputados  i  la  de  senadores.  El  poder  ejecutivo 
es  un  ciudadano  con  el  título  de  presidente.  El  judicial  en  una  corte 
de  justicia. 


CAPITULO  III 

De  la  relljlon. 


Art.  6.^  La  relijion  de  la  república  es  la  católica,  apostólica,  ro- 
mana :  el  gobierno  proteje  su  culto. 


CAPITULO  IV 

De  los  nioaragüenses. 


Art.  7.°  Son  nicaragüenses  :  los  oriundos  de  la  república,  los  que 
hayan  adquirido  aquella  cualidad  conforme  á  las  leyes,  i  los  hijos 
de  aquéllos  i  de  éstos  habidos  en  país  estraiijero,  si  sus  padres  no 
hubieren  perdido  la  naturaleza  de  nicaragüenses.  Lo  serán  tam- 
bién los  que  obtengan  carta  de  naturaleza,  los  centro-americanos, 
los  demás  hispano-americanos  i  los  otros  estranjeros  que  residan 
en  la  república  por  el  tiempo  que  la  lei  determine  i  tengan  las  cua- 
lidades que  ella  señale. 
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o*  los  oladadanoa 


e  vcinliun  I 

I  sciin  ))a-  J 


Arl.  8.*  Son  cindadniíOB :  los  nicaragüensps  mayores  de 
añoB  ó  de  diei  i  ocho  que  lenj^an  aigun  ^rado  científico  ó 
dresde  faiiiilm,  siendo  de  buena  conduela  i  teniendo  una  propie^ 
dad  que  lio  baje  de  cien  pe^os  ó  una  industria  6  profesión  que  al 
afii)  pi'odiuca  lo  equivalente. 
.Vrt.  'i.'  Son  dererhos  de  los  ciudadanos: 
1."  Klejir  las  aulorídades; 

S."  Tniier  opdon  h  K>s  destinos,  sí  profesando  la  relijioii  >le  la 
repiiblicii,  reúnen  lus  demás  cualidades  requeridas  por  la  constitu- 
ción i  la  lei  ; 

5."  Teníir  i  portar  armas  con  la  ampliación  de  que  habíala 
Trnccíon  4."  del  art.  lo. 

Í.°  Goiar  de  la  exención  que  les  acuerda  el  art.  89, 
Arl.  10.  Se  suspenden  los  derechos  de  ciudadano: 
1  ■<'  Por  ser  deudor  á  los  fondos  públicos  requerido  ejecutiva- 
mente  de  pago; 

3."  Por  auin  de  prisión  ¡ 

3.°  Por  declaratoria  de  haber  lugar  á  formación  de  causa: 
i."  Por  abandono  voluntario  del  oticio,  industria  ó  profesión. 
Art.  ti.  Se  pierden  los  derechos  de  ciudadano: 
I."  Por  sentencia  en  que  se  imponga  pena  más  que   cúrn'C- 
tcional: 

2."  Por  ser  deudor  fraudulento  declarado; 
5."  Por  traficar  en  esclavos ; 
i."  Por  conductu  notoriamente  viciada  ; 
5."  Por  naturalizarse  en  país  cstranjero; 
0."  Por  infíralitud  con  sus  padres  ó  injusto  abandono  de  su 
I  nujor  6  hijos  lejítímos.  I^  lei  determinara  los  casos  en  que  pueda 
Iconcederse  rehabi  I  ilación. 


CAPITULO  VI 
Dtraoho  públioo  de  Nioarsgna. 

Art.  13.  Todos  los  nicaragüenses,  sin  escepcinn,  están  obligados  fi 

Brespel^r  la  lei ;  A  obedecer  A  Ins  autoridades  constituidas  por  ella ; 

I)  derender  la  patri»  con  las  armas ;  A  servir  los  destinos  públicos 
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según  dispongan  las  leyes ;  i  a  contribuir  en  proporción  de  sus  ha- 
beres para  ios  gastos  iegalmente  decretados. 
Art.  13.  La  constitución  asegura  á  todo  nicaragüense : 

i.®  La  libertad  de  permanecer  en  cualquiera  punto  de  la  re- 
pública i  salir  fuera  de  ella,  estando  libre  de  responsabilidad  ; 

2.®  La  de  espresar  sus  pensamientos  por  la  palabra,  por  la 
escritura  ó  por  la  imprenta,  sin  previa  censura;  i  la  calificación 
por  jurados  del  abuso  del  último  ae  estos  derechos.  Nadie  poede  ser 
nquietado  ni  perseguido  por  sus  opiniones,  de  cualquiera  natura- 
leza que  sean,  con  tal  que  por  un  acto  directo  i  positivo  no  infirínja 
Ha  leí ; 

Z.^  La  de  reunirse  para  tratar  de  materias  honestas,  siendo 
responsable  del  abuso  de  este  derecho.  La  leí  no  puede  estatuir 
sobre  las  acciones  privadas  que  no  hieren  el  orden  ó  la  moral,  ni 
producen  perjuicio  de  tercero  ; 

A.^  La  de  tener  i  portar  armas.  La  lei  arreglará  el  uso  de  este 
derecho  i  la  ampliación  que  deba  tener  en  favor  de  los  ciudadanos; 
S  sólo  cuando  haya  conatos  de  trastornar  el  orden  público  pueden 
ser  privados  de  ellas ; 

5.®  La  de  usar  del  derecho  de  petición  i  de  acusación  por  de- 
litos públicos  ;  i  la  de  comprometer  sus  diferencias  en  arbitros,  en 
la  forma  que  la  lei  determine. 

Art.  14.  En  Nica/*agua  no  hai  clase  prívilejiada,  ni  titulos,  ni 
vinculaciones,  ni  destinos  venales  ni  hereditarios. 

Art.  15.  Ningún  nicaragüense  puede  ser  esclavo,  i  en  la  repú- 
blica es  prohibido  este  tr^^co. 


CAPITULO  vn 

De  laB  elecciones  de  supremas  autoridades. 


Art.  16.  Para  las  elecciones  se  dividirá  el  territorio  de  la  repú- 
blica en  deparlamentos,  que  no  bajen  de  siete  :  en  distritos,  com- 
prensivos por  lo  menos  de  veinte  mil  ni(!araí?üenses ;  i  en  cantonea 
de  trescientos  treinta  á  tres  mil  trescientos  habitantes. 

Art.  17.  Para  la  elección  de  presidente  de  la  república  i  de  dipu- 
tados habrá  juntas  populares  i  de  distrito ;  i  de  departamentos  para 
la  de  senadores. 

Art.  18.  Las  juntas  populares  se  componen  de  los  ciudadanos 
que  hai  en  el  cantón.  Lstas  elejirán  entre  los  del  distrito  un  elec- 
tor por  cada  trescientos  treinta  nicaragüenses  de  su  cantón,  i  otro 
más,  si  hubiere  un  residuo  que  esceda  de  la  mitad  de  este  número. 

Art.  19.  Los  ciudadanos  electos  en  los  cantones  forman  las  jun- 
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las  (le   dlslrito   i   diien  un  diputado  propjplario  i  on  suplente. 

Art.  20.  Cuando  en  la  formación  de  un  distrito  qnedare  un  nú- 
mero de  habitantes  que  escedii  d^  diez  mil.  la  junta  elejirá  dos  di- 
puladoü  propietarios  i  dos  suplentes. 

Art.  21.  En  la  época  de  la  renovación  del  presidente  de  la  re- 
pública, las  juntas  de  distrito  sufragarán  en  acto  separado  para  este 
destino  por  dos  individuos,  de  los  cuales  uno  debe  ser  vecino  de 
otro  depiirlamenlo  de  aquel  en  que  se  elJje  :  cada  voto  será  rejis- 
trniio  con  separación. 

Art.  22.  Las  jntiins  de  departamento  se  componen  de  doce  elec- 
tores nombrados  pur  las  de  dislrilo,  segim  disponga  la  lei. 

Art.  25.  Reunidos  por  lo  mono.»  nueve  clerrlores  en  la  cabecera 
del  deparlamento,  el<>jirán  un  senador  propietario  i  un  ¡tupiente, 
(i  dos  propietarios  i  dos  suplentes  en  aquellos  en  que  lo  disponga 
la  lei. 

Art.  24.  La  lei  reglamentará  las  elecciones  de  manera  que  ase- 
gure el  orden  i  libertad  en  los  sufriijios,  i  establezca  los  recursos 
necesarios  contra  la  uompresion,  soborno  i  cualquier  otro  acto  que 
pueda  invalidarlas. 

Art.  25.  Cuando  en  un  mismo  individuo  concurrieren  distintas 
elecciones,  será  doterminuda  iu  preferGnciü  por  el  orden  siguiente: 
l.°  Presidente; 
a."  Senador; 
3.°  Diputado; 
4."  Hajistrado; 

La  posesión  de  estos  destinos  escluye  otra  elección,  menos  la  de 
presidente ;  la  de  propietario  pretiere  á  la  de  suplente. 


I 


lo  de  bsoer  la  elBOOlan  del  preuldeate. 


Art.  2(í.  Reunidos  en  el  tiempo  que  la  lei  prescriba  los  pliegos 
de  elección  de  presidente,  el  congreso  los  abrirá,  califTcará  las 
elecciones  i  candidatos  :  i  regulai*»  la  votación  por  el  número  de 
electores  ijue  hayan  sufragado.  SÍ  en  favor  de  un  individuo  resulla 
mavorin  de  votos,  hai  elección  popular:  si  dos  la  tuvieren,  prefiere 
fll  nel  mayor  número;  i  siendo  igual, elejin'i  el  con;:reso.  Sí  en  dos 
votaciones  de  éste  hubiere  empate,  decidirá  la  suerte. 

Art.  27.  Nit  habiendo  elección  popular,  el  congreso  ebjirá  en- 
tre loa  que  tengan  por  lo  menos  la  tercera,  la  cuarta  6  la  quinta 
.parte  de  votos  por  el  urden  aqui  establecido.  Cuando  no  baya  mAs 
nue  un  candidato  en  una  escala  superior,  se  agregará  á  la  siguien- 
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te  en  que  hubiere ;  i  no  habiendo  más  que  uno  en  escala,  versaii 
la  elección  entre  él  i  los  que  tengan  cualquier  número  de  sufra- 
jios ;  6  solo  entre  los  últimos,  si  no  hai  candidatos  en  las  escalas. 


CAPITULO  IX 

De  las  cualidades  neoesarias  para  optar  á  los  destinos  de  los  sapremos 

poderes,  Idesaduraolon. 


Art.  ^8.  El  presidente  debe  ser  orijinario  i  vecino  de  la  repú- 
blica, dol  estado  seglar,  padre  de  familia,  tener  treinta  años  cum- 
plidos, no  haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  cinco  años 
ánt^'S  de  la  elección,  i  poseer  un  capital  en  bienes  raices  al  menos 
de  cuatro  mil  pesos.  Pueden  también  serlo  los  hijos  de  las  otras 
secciones  de  Centro-América  que  tengan  quince  años  de  vecindad 
i  las  demás  cualidades  referidas. 

Art.  29.  El  senador  debe  ser  orijinario  i  vecino  de  la  república, 
del  estado  seglar,  padre  de  familia,  tener  treinta  años  cumplidos, 
no  haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  cinco  años  ántesdc 
la  elección,  i  poseer  un  capital  en  bienes  raices  que  no  baje  de 
dos  mil  pesos.  También  pueden  serlo  los  hijos  de  las  otras  seccio- 
nes de  Centro-América  que  tengan  diez  años  de  vecindad  i  las  demás 
cualidades  requeridas. 

Art.  30.  Para  diputado  se  necesita  ser  orijinario  i  vecino  de  la 
república,  del  eslado  seglar,  tener  veinlicinco  años  cumplidos,  i  no 
haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano  cinco  años  antes  de  la 
elección.  Pueden  serlo  igualmente  los  hijos  de  las  otras  secciones 
de  Centro-Afnérica  que  tengan  cinco  años  de  vecindad  i  las  demás 
cualidades  mencionadas. 

Art.  3i.  Los  majistrados  deben  ser  orijinarios  de  la  república, 
abogados  ó  de  conociria  instrucción  en  jurisprudencia,  de  notoria 
probidad,  del  estado  seglar,  de  treinta  anos  cumplidos,  i  no  haber 
perdido  los  derechos  de  ciudadano  en  los  últimos  cinco  años.  Asi 
misino  pueden  serlo  los  hijos  de  las  demás  secciones  de  Centro- 
América  que  tengan  las  cualidades  dichas,  i  además  cinco  años  de 
residencia. 

Art.  32.  El  período  del  presidente  de  la  república  es  de  cuatro 
años:  comienza  i  termina  el  i.°  de  marzo.  El  ciudadano  que  lo 
haya  servido  no  puede  ser  reelecto  para  el  inmediato. 

Art.  33.  La  duración  de  los  diputados  es  de  cuatro  años,  pudien- 
do  ser  reelectos,  aunque  no  obligados  á  aceptar :  su  renovación 
será  por  mitad  cada  dos  años,  i  la  primera  por  sorteo. 
Art.  3 i.  Los  senadores  durarán  seis  años,  so  renovarán  por  ter- 
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'Ceras  parli?§.  i  eslo  se  haiú  por  sorleo  en  los  dos  primerús  bienios. 
Art.  35.  La  dnrncion  de  los  niajislrados  e^  de  cuatro  años,  pu- 
diendo  ser  sienipre  reelectos,  nms  no  oltligados,  sino  en  la  prinnra 
reelección :  su  renovación  se  hará  por  mitad  cada  dos  añus,  de- 
biendo ser  por  sorteo  la  pniiieía.  Sus  funciones  comienzan  i  cod- 
cluyenel  1."  do  marzo. 


Db  ta  orgauUaoloD  del  poder  IcjlBlatlTO, 

Art.  36.  El  congreso  se  reúne  el  t."  de  enero,  cada  dus  añus, 
■un  sin  necesidad  de  convocatoria:  sus  sesiones  duran  noventa 
~  is,  prorogaliles  hasta  por  treinta. 

Art.  37.  lteUMÍdo!>  por  lo  monos  Irvs  individuos  de  cada  cámara 
en  el  lugar  designado,  se  organizarán  en  juntas  preparatorias  para 
calificar  las  cred-nctalesde  los  el  cloai  dictar  las  medidas  condu- 
centes A  la  concurrencia  de  los  demás.  Dos  tercios  de  diputados  i 
doü  de  senadores  bastan  para  instalarse  en  n^ngreso,  i  sus  distio- 
uciones  serán  acordadas  por  mayoría  ab^oluta  de  votos,  salvo  los 
casos  en  que  la  constitución  exija  mayor  i.íimero. 

Ail.  38.  Las  cámaras  abrirán  i  cerrarán  sus  sesiones  al  mismo 

'mpo:  ninguna  de  ellas  podrá  suspenderlas  ni  prorogiirlas  por 
lús  de  tres  dias  sin  concurencia  de  la  otra. 


CAPITULO  XI 
De  tas  tioQlUdea  oomnnea  a  las  oámarai, 

Art.  30.  Corresponde  á  cada  una  de  las  cámaras  sin  la  inler- 
¡ncion  de  la  otra  : 

1."  Arreglar  el  úi-den  de  sus  sesiones  i  tudo  lo  concerniente  á 
1  ri^jimen  interior; 

2."  Calilicar  la  elección  i  credenciales  de  sus  miembros  res- 
petivos ; 

"  Hacerlos  concurrir; 

"  Adiiiilir  con  dos  tercios  de  velos  las  renuncias  que  bagan 
laus  individuos  (éstas  dtjb<'n  ser  fundadas  en  causas  graves  i  justi- 
*  flcadas. ) 

'  Mandar  reponer  la  acción  de  los  que  tallen  pur  muerte,  re- 
Lnuuciaú  inhabilidad; 
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6.*  Prorogar  el  término  ordinario  que  el  cjecoÜTO  tiene  pan 
sancionar  6  poner  el  veto  á  la  lei ; 

7.«  Pedir  al  gobierno  estado  de  los  inffresoa  i  egresos  de  todas é 
de  algunas  de  las  rentas,  é  informes  sobre  coalquiar  fudo  deh 
administración ; 

S.*"  Excitar  á  la  otra  para  deliberar  reunidas. 
Art.  40.  Es  peculiar  al  senado  ser  consultor  del  gobierno,  i  de- 
clarar cuando  ha  lugar  á  formación  de  causa  contra  los  prefectos, 
intendentes,  contador  de  cuentas,  tesorero  i  contador  jeneral,  por 
delitos  oficiales. 


CAPITULO  Xll 

Delaa  atrttmolonM  del  oongraso  en  oáxnaras  unidas. 

Art.  41.  Corresponde  al  congreso: 

1  .^  Arreglar  el  orden  de  sus  sesiones ; 

2.®  Regular  los  votos,  calificar  i  declarar  la  elección  del  pre- 
sidente de  la  república,  i  elejir  en  los  casos  del  art.  27  ; 

3.^  Nombrar  al  senador  que  deba  ejercer  el  poder  ejecutivo, 
según  lo  prevenido  en  los  arts.  51  i  54; 

4.^  Elejir  por  escrutinio  cinco  senadores  propietarios  ó  su- 
plentes, cuyos  nombres  contenidos  separadamente  en  pliegos  cer- 
rados, serán  insaculados  para  sacar  tres  que,  marcados  con  núme- 
ros sucesivos,  sean  llamados  al  ejercicio  del  poder  ejecutivo  en  su 
caso.  Los  pliegos  numerados  se  pasarán  al  gobierno,  i  los  restantes, 
cerrados,  se  quemarán  durante  la  misma  sesión; 

5."  Elejir  á  los  majistrados  de  la  suprema  corte; 

6.^  Conocer  de  la  renuncia  del  presidente  de  la  república  i 
majistrados,  pudiendo  admitirla  por  dos  tercios  de  votos; 

7.**  Declarar  también  por  dos  tercios  cuando  ha  lugar  á  for- 
mación de  causa  al  presidente,  senadores,  diputados,  majistrados, 
ministros  del  despacho  i  ajentes  diplomáticos  de  la  república  : 

8.*»  Conceder  permiso  á  los  nicaragüenses  para  obtener  títu- 
los, pensiones,  empleos  ó  condecoraciones  de  gobierno  estraño  ; 

9.**  Conceder  cartas  de  naturaleza; 

iO.  Rehabilitar  al  que  haya  perdido  los  derechos  de  ciudadano; 

il.  Asignar  la  renta  al  obispo  i  cabildo  eclesiástico,  i  distri- 
buir la  masa  decimal  en  objetos  del  culto  i  otros  piadosos,  con 
presencia  del  cuadrante  que  deberá  mandar  la  autoridad  eclesiás- 
tica, á  reserva  del  concordato  que  se  celebre  con  la  S;mta  Sede. 

12.  Prorogar  al  ejecutivo  el  término  de  quince  dias  estableci- 
do en  el  art.  49  para  la  publicación  de  las  leyes  i  demás  dis- 
posiciones. 
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AtrlbnolonaBdM  ooagrew  en  cámaras  separadas 


Art.  43.  Pertenece  al  congreso  : 

1."  Decretar  leyes  ¡enerales,  íntorprelarlas,  reformarlas  i  de- 
rogarlas ; 

2."  Dar  ordenanzas,  estalutos  i  leyes  especiales  conforme 
I  estado  de  las  personas,  costumbres  i  peculiaridades  de  los 
pueblo»; 

3."  Eiitablecer  jurisdicciones,  i  en  ellas  tribunales  i  jueces 

c  onocer,  juzgar  i  sentenciar  sobre  toda  clase  de  crímenes,  de- 
litos, faltas,  pleitos,  acciones  i  negocios  de  cualquier  naturaleza 
que  sean; 

A."  Demarca-  las  funciones  i  jurisdicciones  de  los  empleados 
de  la  república  ; 

5."  Crear  i  suprimir  toda  clase  de  empleos;  designar  i  variar 
sus  dotaciones ; 

6.«  Fijar  en  cada  periodo  los  gastos  de  la  administración  en 
Tisla  de  los  presupuestos  que  el  ejecutivo  presentare  ¡ 

7.°  Crear  la  fuerza  pública  i  decretar  la  que  se  necesite  en 
tiempo  de  paz; 

8."  Examinar  la  conducta  admiuistraliva  del  piesidente  i  mi* 
nietros ; 

9."  Resolver  sobre  la  cuenta  de  inversión  de  los  caudales  pii- 
blicos  que  el  ejecutivo  le  presente  ; 

10.  Establecer  toda  clase  de  impuestos,  i  en  i-asos  graves,  em- 
préstitos forzosos  jenerales-,  haciendo  su  repartimiento  con  pro- 
porción á  la  riqueza  de  los  departamentos  colectivos. 

11.  Contraer  deudas  sobre  el  crédito  déla  nación  :  calificar  i 
reconocer  loa  ya  cocitraidas  i  deslinar  fondos  para  su  amorlt- 
tacion; 

12.  Declarar  la  guerra  i  bacer  la  paz; 

15.  Permitir  la  entrada  de  tropas  de  oíros  estados  en  la  re- 
pública, i  la  salida  du  la»  de  ésta  fuera  de  su  territorio; 

14.  Dar  reglas  para  la  administración  i  enajenación  d}  los 
bienes  naeionnb'S ; 

(5,  D'cn-iur, cunndo no  basten  los  fondos  públicos,  servicios 
personales  i  contribuí-iones  lóenles  para  consl ruccioii  de  templos, 
cárceles,  cabildos,  i^slnljlecimieiitos  de  beneíicencia  pública  ;  i  je- 
nerales para  la  apertuia  i  compoiicion  de  caminos ; 

If!.  Habilitar  puertos  i  establecer  aduanas  ; 
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i 7.  Designar  la  bandera  de  la  república,  sus  annas,  escudos  i 
sellos: 

i  8.  Dar  reglas  para  nacionalizar  i  nialrícalar  boqaes  ; 

i9.  Fijar  la  leí.  peso,  tipo^Talor  i  denominacíoii  de  la  mone- 
da ;  permitir  la  introducción  de  la  estranjera ;  i  arreglaír  el  siste- 
ma de  pesos  i  medidas; 

20.  Promover  la  educación  pública  con  leyes  análogas  al  pro- 
greso de  la  moral,  de  las  ciencias  i  de  las  artes; 

21.  Conceder,  previa  iniciatÍTa  del  gobierno  i  cuando  lo  exija 
el  bien  público,  amnistías  é  indultos;  éstos  con  dos  tercios  <fe- 
TOtos; 

22.  Otorgar  privilejios  por  tiempo  determinado  ¿  los  inrento- 
res  i  empresarios  de  obras  útiles  ; 

25.  Decretar  recompensas  á  los  que  hayan  hecho  grandes 
servicios  á  la  nación,  i  honores  públicos  á  su  memoria ; 

24.  Acordar  con  dos  tercios  de  votos  los  asuntos  siguientes: 
I .''  La  designación  ó  variación  de  la  residencia  de  los  supremos  po- 
deres; 2  **  La  caliíicacion  de  urjencia  de  la  publicación  de  una  lei; 
5.®  Las  leyes  sobre  lineas  divisorias  entre  ésta  i  las  otras  repúbli- 
cas ;  4.®  La  ratifícacion  de  las  leyes  que  devuelva  el  ejecutivo;  i  5.* 
La  ratificación  de  los  tratados,  convenios  i  contratos  de  canaliza- 
ción, grandes  caminos,  i  empré>titos  que  el  gobierno  celebre; 

25.  Delegaren  el  poder  ejecutivo  las  facultades  siguientes: 
1.'  La  de  levantar  fuerzas  cuando  la  necesidad  lo  exija ;  2.*  Lejislar 
sobre  los  ramos  de  poliria,  hacienda,  guerra  i  marina  ;  5.*  Apro- 
bar ó  decretar  estatutos  i  ordenanzas  de  las  corporaciones  ó  esta- 
blecimientos que  deban  tenerlas,  i  los  proyectos  sobre  creación  de 
fondos  que  le  presentaren ;  4.»  Conceder  la  entrada  de  tropas  ausi- 
liares  i  acordar  la  salida  de  las  nacionales;  5.*  Crear  estableci- 
mientos de  instrucción,  caridad  i  beneficencia  pública ;  6.*  Habili- 
tar puertos  i  establecer  aduanas;  7.*  Dar  reglas  para  nacionalizar 
i  matricular  buques :  8.'  Decretar  servicios  personales  i  contribu- 
ciones locales  ;  9."  Hacer  la  paz,  sujetándose  á  las  bases  que  el  po- 
der lejislativo  debe  darle ;  1 0.  Arreglar  el  sistema  de  pesos  i  medidas. 
Dtí  estas  facultades  sólo  podrá  usar  en  receso  del  poder  lejislativo. 

Arl.  45.  Las  cámaras  se  ocuparán  con  preferencia  de  los  asuntos 
que  comprenda  la  memoria  del  gobierno. 

Arl.  44.  En  las  sesiones  estraordinarias  se  dedicarán  esclusiva- 
menle  á  tratar  de  los  objetos  de  la  convocatoria,  de  las  iniciativas 
del  gobierno  que  calificaren  de  urjentes,  de  las  acusaciones  i  de  lo 
perteneciente  á  su  réjiraen  interior. 


apr 
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De  li  larmacloii  1  pubUoBoloa  de  Ib  tai. 


Art.  Ab.  Sólo  los  diputados,  senadores  i  ministro!,  pueden  ¡ni- 
lar  las  l<  j'i>s  :  aquéllos  en  su  respectiva  cámaia,  i  éstos  en  cual- 
quilla  de  rilas. 

Arl.  46.  Todo  proyecto  de  lei  acordado  en  una  cámara  pasará  á 
la  otra.  SI  fuere  rerormado,  volveiá  á  aquélla  como  iniciativa  ;  si 
aprobado,  pasará  al  ejecutivo  para  su  sanción  ;  migándosela,  la  de- 
'~  ilverá  ó  la  de  su  orijen  con  espresion  de  las  razones  que  tenga 
ira  su  ni>gativa. 

Arl.  47.  El  ejecutivo  puede  devolver  la  le¡  dentro  de  quince 
as  á  la  cámara  que  la  huya  iniciado,  ó  de  los  más  que  le  fueren 
rrorogados  por  ella  :  trascurridos,  sin  usar  del  veto.  la  lei  queda 
nncionada.  Este  término  está  limitado  á  seis  días  en  las  disposi- 
que  le  fueren  remitidas  como  urjentes.  La  lei  devuelta  por 
L^l  ejecutivo  podrá  ser  ratificada  por  las  cámaras  conforme  al  ar- 
lulo  42,  fracción  24. En  este  naso,  pasará  al  gobiinio  para  su  pu- 
licacion,  con  e:ta  fArmula:  fíali/icurlaconstUucionalmente. 
Art.  48.  No  podrá  tratarse  en  el  mismo  periodo  de  los  proyectos 
b  leyes  di  eecliailas ;  pero  los  arliculos  ó  dispiisiciunes  que  no  lo 
hayan  sido  especialmente,  pueden  volverse  á  proponer. 

Arl.  49.  El  ejei^ulito  es  obligado  á  publicar  las  leyes  i  demás 
disposiciones  del  congrego  dentro  de  quince  días,  ú  de  los  mjs  que 
lucren  prorofladoa, 

Arl.  50.  La  fórmula  que  debe  usarse  para  publicar  las  leyes  í 
iaposíciones  de  las  cámaras,  es  ia  siguiente  :  El  prest/lente  de  la 
tpúbUai,  a  Kus  liahitaiites  — Sabed:qi,e  el  co'u¡reso  ha  o'denado  lo 
líenle  [Aquiel  texto  i  firmas).  — Portanto—  Ejecútese. 


CAPITULO  XV 
Del  podar  e|sonUTO. 


Arl.  í)1.  El  poder  ejecutivo  lo  ejerce  el  presidente  de  la  repA- 
plíca;  en  su  falta  el  senndor  k  i|iiicn  llame,  ú  el  que  designe  el 
ton<;reso  si  estuviere  reunido.  SÍ  la  falta  fuere  alisoliila  i  ocurriere 
tnti-s  de  la  mitad  del  período,  la  elencioii  volverá  al  puiblo  para 
loinbrar  al  que  deba  cune  iiir  A  periodo.  SÍ  después,  el  congreso 
■lejirá  al  senador  que  deba  ejercerlo  hasta  que  tome  posesión  el 
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futuro  presidente.  I  si  también  termina  el  de  senador,  llamará  á 
otro  que  le  suceda. 

Art.  52.  En  falta  repentina  acaecida  en  receso  del  poder  leiisla- 
tivo,  se  ocurrirá  á  los  pliegos  de  que  habla  la  fracción  4.*  del  ar- 
ticulo 41,  i  ejercerá  el  poder  el  senador,  cuyo  nombre  se  conteo- 
ga  en  el  del  número  1  .<»  ó  el  del  segundo  ó  3.®»  si  por  ausencia 
ae  la  república  ó  impedimento  físico,  no  pudiere  ejercerlo  el  an- 
terior en  orden.  Las  funciones  de  éstos  están  limitadas  al  tiempo 
del  impedimento  del  primero  ó  del  segundo. 

Art.  53.  El  ministro  de  gobernación,  á  presencia  de  los  demás,  si 
los  hubiere,  abrirá  el  pliego  i  llamará  al  designado:  entretanto 
aquél  toma  posesión,  conservará  el  orden  público. 

Art.  54.  En  los  casos  no  previstos,  el  congreso  proveerá  á  las 
faltas  del  presidente. 


CAPITULO  XVI 

▲tribnoioinas  del  poder  ejeoathro. 

Art.  55.  Corresponde  al  poder  ejecutivo : 

1.*^  Mantener  ilesa  la  soberanía  é  independencia  de  la  repú- 
blica i  la  integridad  de  su  territorio  ; 

2."*  Conservar  el  orden  i  tranquilidad  por  los  medios  que  es- 
tabüéi^n  las  leyes  ; 

'^'3.°  Hacer  iniciativas;  poner  el  exequátur  á  las  disposiciones 
del  congreso  i  promulgarlas;  pudiendo  usar  del  veto  en  las  emi- 
tidas por  éste  en  cámaras  separadas; 

4.®  Espedir  reglamentos  i  órdenes  para  la  ejecución  de  las 
leyes; 

5.^  Cuidar  de  la  administración  de  los  caudales  públicos  i  de 
su  legal  inversión; 

o.*>  Presentar  al  poder  lejislativo,  dentro  de  quince  dias  de  su 
instalación,  informe  circunstanciado  de  los  ramos  de  la  administra- 
ción, cuenta  detallada  del  producto  é  inversión  de  las  rentas  i 
el  presupuesto  de  gastos  para  el  bienio  inmediato  ;  indicando  las 
mejoras  de  que  sea  susceptible  la  lejislacion ; 

7.°  Publicar  anualmente  estado  de  los  ingresos  i  egresos  de 
las  rentas  públicas  ; 

8.®  Dar  á  las  cámaras  i  al  congreso  los  informes  que  le  pidan, 
pudiendo  retener  los  documentos  de  los  asuntos  que  demanden  re- 
serva, á  menos  que  sean  para  exijirle  la  responsabilidad.  Durante 
la  guerra  no  es  obligado  á  exhibir  los  planes  de  campaña  ; 

9.°  Nombrar  i  remover  á  los  ministros  del  despacho  i  á  los 
demás  empleados  del  ramo  ejecutivo :  admitir  sus  renuncias ;  i  con- 
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ceder  retiro  ti  los  jefes  i  níiclalesdcl  ^Jércílo  i  marina,  con  arreglo 
á  las  leyes; 

10.  Nombrar  á  los  jueces  de  primera  instancia  del  fuero 
común,  á  propuesta  en  terna  de  la  corte  de  justicia ;  i  á  los  dcmAs 
empleados  cuja  provisión  no  esté  reservailii  á  otra  autoridad ; 

11.  Velar  sobre  la  adminialracion  de  justicia,  i  cuidar  en  la 
forma  que  dispon;;a  la  lei,  que  se  cumplan  tas  sentencias  de  los 
tribunales  i  jueces  ; 

1*2.  Vijilar  sobre  la  exactitud  legal  de  la  moneda,  ¡  computar 
el  valor  déla  estraojera  cuya  circulación  se  permita; 

15.  Cuidar  de  la  uniformidad  de  los  pesos  i  medidas ; 

14.  Dirijir  las  relaciones  esteriorcs; 

15.  Nombrar  ministros  diplomáticos,  ajenies  i  cónsules  cerca 
de  los  demás  gobiernos :  i  admitir  los  nombrados  por  éstos; 

16.  Celebrar  concordatos  i  toda  clase  de  tratados  i  contratoíi, 
sujetos  a  la  ratificaciotí  del  poder  lejislalivo  ; 

17.  iteiinir,  organizar  i  dirijír  la  fuerza  armada  i  levantar  la 
necesaria  en  caso  de  invasión  ó  de  trastorno  interior;  pudiendo, 
si  los  recursos  ordinarios  no  bastaren,  proveerse  dt;  los  que  ne- 
teaite,  aun  por  empréstitos  forzosos,  á  particulares ;  debiendo  in- 
demnizarles con  los  productos  de  uno  ji-neral  que  decretara  inme- 
diatamente; 

18.  Mandar  personalmente  el  ejército  cuando  lo  estime  con- 
veniente, encargando  el  ejecutivo  á  quien  corresponda; 

19.  tljercerel  patronato  con  arreglo  á  la  leí; 

20.  Poner  el  poíe,  sí  lo  tuviere  á  bien,  ¿  los  títulos  en  que  se 
confiera  dignidad  eclesiástica,  i  ti  los  nombramientos  de  vicarios, 
curas  i  coadjutores,  sin  cuyo  requisito  los  agraciados  no  pueden 
entrar  en  posesión.  Concederlo  igualmente  !t  las  letras  ponlilicias 
i  disposicíonos  conciliares  ó  retenerlas.  De  esta  formalidad  sólo 
quedan  esceptuadas  las  que  sean  sobre  dispensas  para  órdenes  li 
matrimonios  i  las  espedidas  por  la  penitenciaria ; 

^1.  Convocar  &  las  cámaras  pora  sesiones  ordinarias,  ¡  á  es- 
traordinariaa  cuando  )o  estime  convenirntG ;  llamando,  mientras 
se  reúnen  las  juntas  preparatorias,  á  los  suplentes  de  los  propie- 
tarios que  hayan  fallecido ; 

fi.  Señalar  provisionalmente  el  lugar  de  la  reunión  del  con- 
greso, cuando  el  designado  sufra  grave  epidemia ; 

S3.  l'roponer  h  las  cámaras,  cuando  lo  eiija  el  bien  público, 
indultos  i  amnistías,  i  conceder  éstas,  en  receso  de  aquéllas; 

24.  Conceder  patentfs  de  corso  i  letras  de  represalia  en  tiem- 
.fo  de  guerra; 

25.  Rehabilitar,  durinte  el  receso  de  las  cámaras,  al  que 
kaya  perdido  los  derechos  de  ciudadano ; 

2A.  Ejercer  la  suprema  dirección  sobre  los  establecimientos 
iblicos  i  sobre  los  objetos  de  policía  ; 
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27.  Negar  la  entrada  á  la  república  ó  hacer  salir  de  ella  go- 
bernativamente á  personas  de  otros  puntos  que  fueren  sospechosas. 
Art.  56.   Cuando  se  halle  amenazada  la  tranquilidad  pública, 
puede  el  gobierno  decretar  órdenes  de  detención  ó  prisión  contra 
los  que  se  presuman  reos,  é  interrogarlos ;  poniéndolos  dentro  de 

Íuince  días  en  libertad  ó  á  disposición  de  sus  jueces  respectifos. 
ero  si  á  juicio  del  presidente  fuere  necesario  confinar  en  el  in- 
terior óestrañar  de  la  república  á  los  iniciados  de  conspiración  ó 
traición,  se  asociará  á  dos  senadores  propietarios  ó  suplentes  de 
distinto  departamento,  que  hará  concurrir  para  resolver  por  ma- 
yoría lo  conveniente.  Los  que  hayan  votado  la  presidencia,  i  el 
ministro  que  la  autorice  serán  responsables  en  su  caso.  Subvertido 
el  orden,  el  poder  ejecutivo  podrá  por  si  solo  usar  de  esta  fa 
imitad. 


CAPITULO  XYU 

Da  loa  seoretarioa  del  despacho. 

Art.  57.  El  poder  ejecutivo  tendrá  el  número  de  ministros  que 
determine  la  lei. 

Art.  58.  Para  ser  ministro  se  requieren  las  cualidades  siguien- 
tes : 

!.•  Orijen  i  vecindad  en  la  república; 
!2.»  Tener  veinticinco  años  cuíiiplidos ; 
5.*  Haber  estado  sin  interrupción  en  ejercicio  de  la  ciudadanía 
cinco  años  antes  de  su  nombramiento. 

Los  hijos  de  las  otras  secciones  de  Centro-América  pueden  tam- 
bién serlo,  si  reúnen  á  estas  cualidades  la  de  cinco  años  de  ve- 
cindad. 

Art.  59.  Las  providencias  del  poder  ejecutivo  deben  espedirse 
por  el  ministro  respectivo ;  de  otro  modo,  no  hai  obligación  de 
obedecerlas. 

Art.  60.  Los  ministros  son  responsables  de  las  providencias  que 
firmen  contra  la  constitución  6  la  lei. 

Art.  61.  Los  ministros  pueden  concurrir  sin  voto  á  las  delibera- 
ciones lejislativas  del  congreso. 
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CAPITULO  xvni 

Dsl   podar  jQdlolal. 

,  Art.  tl'2.  El  poderjuiticial  lo  ejerce  una  corte  suprema,  dividida 
~i  dos  secciones,  i  los  demás  Iribunales  i  jueces  que  se  esla- 
llezcan, 

Art.  03.   Las  secciones  residirán  en  depiirtamentos  distintos;  i 
'l  leí  demarcará  su  comprensión  jurisdiccional. 

Art.  64.  Cada  sección  se  compone,  por  lo  menos,  de  cuatro  ma< 
Bistrados  propietarios  i  dos  suplentes. 


CAPITULO  XIX 

De  las  atrlbactonea  ds  Ib 


Í^i 
feri 


Ari,  65.  Corresponde  á  cada  sección  : 

1."  Formar  el  reglamento  para  su  réjimen  interior; 
3."  Conocer  en  segunda  instancia  de  las  causas  civiles  i  cri- 
minales en  los  casos  i  fonna  que  la  leí  determine;  í  en  última,  de 
laasúpliías  i  d>>má3  recursos  admitidos  por  la  otra  sección.  En 
e8l«  caso  se  aumentará  la  sala  con  dos  individuos; 

Dirimir  las  competencias  de  los  tribunales  i  jueces  de  su 
isdiccion,  de  cualquier  fuero  i  naturaleza  que  sean : 

i."  Decidir  las  promovidas  á  los  tribunales  i  jueces  de  su  ju- 
__idi<cion,  por  la  otra  sección,  sus  tribunales  ó  jueces.  La  I i'i  de- 
terminará el  modo  de  resolver  las  que  ocurran  entre  i'imbss  sec- 
cíoaes : 

5. o  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  de  los  jueces 
iaferíores,  i  de  los  funcionarios  de  sus  departamentos  á  quienes  el 
congreso  declare  lialier  lug'ar  á  formarles  causa  ; 

6."  Conocer  de  loa  recursos  de  fuerza  i  de  los  demás  que  li! 
atribuya  la  lei ; 

7."  Velar  sobre  la  conducta  de  los  jueces  inferiores,  cuidrindo 
te  administren  pronta  i  cumplida  justicia; 

8."  Hacer  el  ncibimienlo  de  abogados  i  escribanos,  suspen- 
ríos  por  csusíts  graves  i  aun  retirarles  sus  titulas  por  venali- 
il,  colieclio  ó  fraude,  con  conocimiento  de  causa ; 

Visitar  por  medio  de  un  majistrado  los  pueblos  de  su  ju- 
idiccjon,  para  correjir  los  abusos  que  se  noten  en  la  administra- 
-~  de  justicia.  Las  facultades  del  muji^lradn,  Induración  de  la 
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Yisita  i  demás  circanstancías  condacentes  al  objeto,  serán  determi- 
nadas por  la  iei ; 

10.  Manifestar  al  congreso  la  inconveniencia  de  las  leyes,  ó 
las  dificultades  para  su  aplicación  ;  indicando  las  reformas  de  que 
sean  susceptibles ; 

ii .  Usar  de  las  demás  facultades  que  le  confiere  la  leí. 


CAPITULO  XX 

De  la  reepoimahllldad  dalo»  empleado»  pnblioos. 

Art.  66.  Todo  funcionario  público,  al  tomar  posesión,  prestará 
juramento  de  cumplir  i  hacer  cumplir  la  constitución  i  las  leyes : 
será  responsable  de  su  trasgresion ;  i  debe  dar  cuenta  de  sus  ope- 
raciones. 

Art.  67.  No  podrá  juzgarse  á  los  individuos  de  los  supremos 
poderes,  secretarios  del  despacho  i  ajenies  diplomáticos  de  la  re- 
pública por  delitos  oficiales,  i  por  los  comunes  que  merezcan  pena 
más  que  correcciunal,  sin  que  preceda  declaratoria  de  haber  lugar 
á  formales  causa.  Mas  cualquiera  autoridad  civil  podrá  instruirles 
el  sumario  correspondiente  por  delitos  comunes,  dando  cuenta 
con  él  al  congreso. 

Art.  68.  El  presidente  de  la  república  puede  ser  juzgado  du- 
rante sus  funciones,  por  traición,  venalidad  i  usurpación  de  po- 
der ;  por  atentar  contra  las  garantías,  impedir  las  elecciones  ó  la 
reunión  del  congreso;  i  por  los  comunes  que  merezcan  pena  más 

3ue  correccional.  Por  los  demás  delitos  oficiales  solo  podrá  serlo 
espues  de  terminado  su  periodo. 
Art.  69.  Los  diputados  i  senadores  pueden  ser  acusados  por  trai- 
ción, venalidad,  falla  grave  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  i 
por  delitos  comunes  que  merezcan  pena  más  que  correccional. 
Los  niajistrados  i  secretarios  del  despacho  i  ajentes  diplomáticos 
de  la  república,  pueden  serlo  por  estos  delitos  i  por  los  de  prevari- 
cación é  infracción  de  Iei. 

Art.  70.  íja  declaratoria  de  haber  lugar  á  formación  de  causa 
por  delitos  comunes  produce  la  suspensión  del  empleado,  i  la  po- 
sibilidad, de  ser  juzgado  por  sus  iueces  competentes.  Lo  mismo 
debe  entenderse  con  respecto  á  los  delitos  oficiales  de  que  habla  el 
artículo  40. 

Art.  71.  El  congreso  nombrará  un  fiscal  que  acuse,  i  sacará  por 
sorteo  nueve  individuos  de  su  seno  que  conozcan  i  sentencien  con 
dos  tercios  de  votos  en  las  causas  que  por  delitos  oficiales  han  de 
instruirse  contra  los  individuos  de  los  supremos  poderes,  secreta- 
rios del  despacho  i  ajentes  diplomáticos  de  la  república.  Los  jue- 
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ees  que  componea  este  tribunal  son  irrecusables ;  i  de  su  fallo  no 
habrá  nin;íun  recurso :  él  se  contraerá  á  declarar  al  empleado 
inhábil  para  obtener  deslinos  bonorlücos,  lucrativos  ¿  de  conQan- 
za.  Si  la  causa  diere  mérito  k  ulteriores  procedimientos,  quedará 
el  culpado  sujeto  al  juzgamienlo  ordinario  ante  los  tribunales  ó 
jueces  compele  ni  es. 

Art.  73.  til  derecho  de  acusar  h  los  individuos  de  los  supremoB 
poderes  por  delitos  oficiales  lürmina  cou  las  sesiones  ordinarias  ó 
estraordmarias  de  las  cámaras  que  se  reúnan  inmediatamente  des- 
pui's  que  aquéllos  hayan  conc1ui<lo  su  pt^ríodo. 

Art.  73.  Las  opiniones  de  los  diputados  i  senadores  en  lo  rela- 
tivo á  su  destiuu  no  pueden  ser  interpretadas  criminalmente  cu 
ningún  tiempo  ni  con  motivo  alguno  :  ni  ellos  pueden  ser  deman- 
dados i>  eji'culados  por  deudas  desde  el  llamamiento  á  sesiones 
hasta  quince  dias  después  de  concluidas. 


CAPITUI/I  XXI 
Del  ooblnna  laitrlor  da  loa  pnebloa. 


Art.  7  i.  I.os  departamentos  seiSn  rejidos  por  prefectos,  priiue- 
fjM  ajenies  de  hx  administración :  su  nombraniienlo  corresponde 
Til  gobierno  ;  i  á  la  lei  designar  sus  cualidades,  atribuciones  i  du- 

Arl.  7o.  El  gobierno  interior  de  los  pueblos  es  S  cargo  de  mimi- 
cipalidades  eleclaa  popularmente  en  el  tiempo  i  númei-ode  indi- 
viduos (|ue  la  lei  señale ;  i  tendrán  una  sesión  ordinaria  cada  mea. 
Art,  76.  Corresponde  á  las  municipalidades  : 

1."  iluidarde  la  moral,  educación  pniuaiia  i  policía ; 
2.»  Formar  sus  ordenanzas  i  proyectos  para  la  creación  de 
fondos;  presentando  aquéllas  i  éstos  al  poder  respectivo  psra  su 
aprobación ; 
"  '     3."  Invertir  sus  fondus  en  los  objetos  de  su  insiilucion,  con- 
me  á  las  reglas  que  dicle  la  h-í. 
•i."  lyecutar  sus  acuerdas  por  comisiones  permanentes  ; 
5."  Ejercer  las  demás  atiibueiones  que  les  sean  conferidas. 
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CAPITULO  xxn 

Garantías  indlTidiialaa. 

Art.  77.  No  pueden  darse  leyes  proscríptivas ,  coníiscatorias 
retroactivas  ni  contrarias  á  la  constitución. 

Art.  78 .  La  pena  de  muerte  solo  puede  establecerse  por  los  <k- 
litos  de  asesinato,  homicidio  prefneaitado  ó  seguro,  incendio  eoo 
circunstancias  graves  califícadas  por  la  leí,  asalto  en  poblado  si  si- 
guiere muerte,  ó  en  desplobado  si  resultare  herida  ó  robo ;  sin 
embargo,  la  lei  no  la  prodigará,  limitándola  á  los  casos  índispen 
sables  i  por  el  tiempo  que  lo  exija  la  necesidad  social.  En  los  de- 
litos de  disciplina  ella  determinará  cuándo  haya  de  tener  lugar. 

Art.  79^.  La  constiturion  asegura  la  inviolabilidad  de  la  propie- 
dad sin  que  nadie  pueda  ser  privado  de  ella,  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia  judicial,  ó  en  el  caso  que  la  utilidad  de  la  república,  cali- 
ficada por  la  lei,  exija  su  uso  ó  enajenación,  indemnizándose  pre- 
viamente. 

Art.  80.  Ningim  poder  tiene  facultad  para  anular  en  la  sus- 
tancia ni  en  sus  efectos  los  actos  prívados«ó  públicos  ejecutados  en 
conformidad  de  lei  vijente  al  tiempo  de  su  verificación,  ó  sin  ser 
prohibidos  por  una  lei  preexistente. 

Art.  8i.  Nadie  puede  ser  estrañado  de  su  casa  ó  domicilio,  ni 
detenido  ó  preso  sino  en  los  casos  que  determine  la  constitución  i 
las  leyes. 

Art.  82.  La  casa  de  todo  habitante  es  un  asilo  que  sólo  puede 
ser  allanado  por  la  autoridad  en  los  casos  siguientes  : 

1.°  La  ae  cualquier  habitante  en  pei*secucion   actual  de  un 
delincuente ; 

2."  La  del  reo  á  quien  se  haya  proveiio  auío  de  prisión; 
3.*  Por  reclamo  del  interior  de  ella,  o  por  desorden  escanda- 
loso que  exija  pronto  remedio.  También  puede  ser  allanada  aque- 
lla en  que  se  halle  rcfujiado  un  delincuente,  ó  be  oculten  efecros 
hurtados,  prohibidos  ó  estancados,  precediendo  al  menos  semiple- 
na prueba  de  estos  hechos.  La  lei  determinará  la  forma  i  casos  en 
que  puedan  ser  allanadas  por  trasgresiones  de  policía. 

Art.  85.  La  correspondencia  epistolar  es  inviolable  :  la  sustraída 
de  las  estafetas  ó  de  cualquier  otro  lugar  no  hace  fe  contra  nin- 
guno. Solo  en  caso  de  traición,  invasión  ó  alteración  del  orden,  i 
en  los  civiles  que  la  lei  determine,  pueden  ocuparse  los  papeles  de 
los  habitantes;  debiéndose  rejistrar  á  presencia  del  poseedor  i  de- 
volverse en  el  acto  los  que  no  tengan  relación  con  lo  que  se  in- 
daga. 
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Art.  84,  Nadie  pueile  ser  privado  de  la  vida,  de  la  propiedad,  del 
honor  ni  de  la  libertad,  sin  previo  juicio,  con  arreglo  á  las  fórmu- 
las eslablecidas;  ni  ser  juzgado  por  comistiones  ó  tribunales  es- 
peciales, ni  por  otros  jueces  que  los  que  la  lei  designe;  ésta  delie 
preexistir  al  hecho,  i  el  juicio  darse  según  la  Tórmula  que  ella  es- 
tablezca. 

Art.  85.  Los  tribunales  i  jueces  no  pueden  ejercer  otras  funi^io- 
nes  gue  las  de  jungar  i  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado ;  alirir  jui  - 
cios  Tenecidos ;  avocar  causas  pendientes;  ni  formar  reglamentos 
para  la  apllcncion  de  las  leyes. 

Atl.  86.  Unos  mismos  jueces  no  pueden  conocer  en  diversas 
instancias  i  el  mdrimumáe  éstas  no  esceden'i  de  tres. 

Art.  87.  I.a  detención  para  inquirir  no  pasará  dtí  diex  dias,  i  la 
lei  fijaríi  el  ni(ni'mt(nt.  El  presunto  delincuente  puede  ser  delenido 
por  quien  tenga  facultad  de  ai  restar;  i  el  infragatUi  por  cualquiera 
persona,  dando  cuenta  .1  la  autoridad. 

Arl,  88.  No  podrá  proveerse  auto  de  prisión  sin  que  preceda 
plena  prueba  de  haberse  cometido  un  hecho  punible  con  pena 
mi'ts  que  correccional  i  sin  que  resulte  al  menos  por  presunción 
grave  quién  sea  .su  autor:  sin  embargo,  es  permitida  la  prisión  ú 
«rreslo  por  pena  ¡i  apremio  en  los  casos  i  por  el  término  que  dis- 
ponga la  lei. 

Art.  89.  Ninguno  puede  ser  preso  ni  detenido,  sino  en  lugarr-s 
públicos  destinados  á  este  objeto:  empero,  los  ciudadanos  i 
las  mujeres  pueden  serlo  en  otros  con  voluntad.  detenninAndolo 
la  lei. 

Art.  tío.  Todo  el  que  no  estando  autorizado  por  la  lei,  espidiere, 
firmare,  ejecutare  ó  hiciere  ejpcutar  la  prisión,  detención  ó  ar- 
resto de  alguna  persona  ;  i  todo  encargado  de  la  custodia  de  presos 
que  recibiere  h  cualquier  individuo  sin  orden  de  persona  autori- 
zada, 6  leluviere  por  mas  de  diez  i  ocho  horas  en  prisión,  detención 
ü  arresto  sin  dar  aviso  A  la  autoridad  correspondiente,  ó  sin  Iras- 
críbir  en   su  libro  la  6rden  escrita,  comete  delito. 

Arl.  91 .  Dentro  de  setenta  i  dos  horas  df  proveído  auto  de  pri- 
sión se  toma rí  confesión  al  reo;  dándosele  coiiocimienlo  de  los 
testigos,  declar.tciones  i  documentos  que  obren  contra  él.  No  pu- 
dra obligársele  á  que  confiese  si  lo  rehusare ;  pero  su  silencio  in- 
duce presunción  de  derecho  en  su  contra. 

Art.  0^.  Después  de  la  confesión  no  puede  prohibirse  al  procc- 
s:>do  la  comunicación  con  persona  aU^una,  i  el  juicio  es  público. 

Arl  93.  En  mitcrias  criminales  es  prohibido  el  juramento  so- 
bre hecho  propio. 

Art.  9i.  Ningún  poder  ni  tribunal  puede  restrinjir,  alterara 
"iriar  ninguna  de  las  garantías  contenidas  en  este  capitulo. 
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CáPITCLO  xxm 


Art.  95.  La  soberania  reside  oríjioariamente  en  la  nación ;  nin- 
gima  parte  de  ésta  ni  individuo  alguno  puede  arrogarse  sus  fun- 
ciones ;  i  sólo  se  ejercerá  por  empleados  públicos  á  quienes  de- 
legue el  poder,  en  el  modo  i  forma  que  la  constitacion  establece. 

Art.  9o.  Sólo  por  los  medios  constitucionales  se  asciende  al  po- 
der :  la  contravención  á  este  artículo  constituye  el  crimen  de 
usurpación,  i  bace  responsables  á  sus  autores  con  su  persona  i 
bienes ;  i  los  actos  de  las  autoridades  usurpadoras  i  los  de  las 
constitucionales  en  que  intervenga  coacción*  son  nulos  de  de- 
recho. 

Art.  97.  No  pueden  ser  electos  senadores  ni  representantes  los 
militares  en  actual  servicio,  ni  los  empleados  que  en  todo  el  dis- 
trito ó  departamento  electoral  ejerzan  mando  ó  jurisdicción.  K 
los  senadores  ni  representantes  obtener  empleos  de  provisión  del 
gobierno :  pero  en  receso  del  poder  lejislativo  pueden  ser  nom- 
brados ministros  de  estado,  comisionados  para  el  interior  i  prefec- 
tos, pudiendo  ser  obligados  á  aceptar  eii  los  dos  primeros  casos. 
Los  propietarios  se  separarán  de  tales  destinos  en  la  época  en  que 
deben  reunirse  las  juntas  preparatorias,  i  los  suplentes  cuando 
fueren  llamados  por  éstas  ó  por  las  cámaras. 

Art.  98.  VA  presidente  de  la  república  es  el  jefe  superior  de  la 
fuerza,  i  ejercerá  las  funciones  anexas  á  este  destino  por  si  solo. 

Art.  99.  La  fuerza  pública  es  esencialmente  obediente  ,  está 
instituida  para  seguridad  común,  i  estando  en  actual  servicio  le  es 
prohibido  deliberar. 

Art.  100.  Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  requisiciones  ni 
exijir  clase  alt^nna  de  ausilio,  sino  por  orden  espresa  de  las 
autoridades  civiles. 

Art.  101.  La  policía  de  seguridad  no  puede  ser  confiada  sino  á 
las  autoridades  civiles,  en  la  forma  que  la  lei  establezca. 

Art.  102.  Queda  por  ahora  el  fuero  eclesiástico  i  militar  á  re- 
serva de  las  leyes  que  se  dicten  sobre  la  materia. 
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CAPITULO  XXIV 
De  la  reforma  de  la  coiuUtaoloD. 


'  Arl.  103.    Cuando   se  juzgue   convenienle   la  reforma  parcial 
te   la   constitución,  podrá  verificarse  oliservando  las   reglas  si- 
'      guíenles  : 

1.'  El  proyecto  se  presenlará  por  dos  ú  mas  individuos  de 
cualquiera  de  lus  cíltnaras,  i  se  leerá  dos  veces  con  el  intervalo  de 
cuatro  dias  ; 

"i.'  Admilido  b  discusión,  se  pasarii  &  una  comisión  que  pre- 
sente su  dictamen  después  de  seis  dias; 

3.*  Kl  diclíinien  será  leído  dos  veces  en  dias  distintos ; 
4.*  Aprobada  por  la  mayoria  del  poder  tejislalivo  la  reforma, 
se  publicará  por  la  imprenta; 

T).*  La  reforma  no  tendrá  Tuerza  de  leí  hasta  que  sea  sancio- 
nada por  la  lejislatura  inmediata.  La  sanción  será  acordada  por 
mayoría  absoluta  devotos,  previos  los  trámites  ordinarios. 

Arl.  1u4,  La  reforma  absoluta  puede  tener  lugar  hasta  pasados 
ocho  unos;  i  declarándose  con  lugar  á  ella  según  las  reglas  del  ar- 
ticulo anterior,  se  convocará  una  asamblea  constituyente. 

Arl.  105.  La  presante  constitución  no  obsta  para  que  concurra 
{Nicaragua  á  la  formación  de  un  gobierno  nacional  con  las  otras 
secciones  de  Centio-Améríca;  ú  á  la  de  un  pacto  federativo,  si 
aquél  no  pudiese  lener  efecto.  La  adopción  del  nuevo  réjimen  ü 
pacto  que  se  celebre,  será  ratificada  con  dos  tercios  de  votos  del 
congri'so  ;  i  por  este  hecho  se  tendrá  como  reformada  la  coiislitu- 

Íioo,  sin  embargo  de  lo  est  iblecido  en  este  capitulo. 
<Queda  abolida  la  conaülucion  de  12  de  noviembre  de  i838,  i 
Rntes  las  leyes  que  no  se  opongan  á  la  presente, 
■Dada  eu  la  sala  de  sesiones  de  la  asamblea  consliluyenle.  en 
íniagua,  á  los  diez  i  nueve  dias  del  mes  de  agosto  del  año  del 
SeAor,  mil  ochocientos  cincuenta  i  ocho;  WXVlldela  indepen- 
dencia. 


CONSTITUCIÓN 


DE 


COSTA-RICA 


ToM\8  Guardia,  jeneral  de  división  i  presidente  de  la 
república  de  Costa-Rica. 

Por  cuanto  la  asamblea  nacional  constituyente  ha  de- 
cretado i  sancionado  la  siguiente 


CONSTITUCIÓN 


Nosotros  los  representantes  del  pueblo  deCosta-Rica,  convocados 
lejitiroaroente  para  establecer  la  justicia,  proveer  á  la  defensa  co- 
mún, promover  el  bien  jeneral  i  asegurar  ios  beneficios  de  la  liber- 
tad, implorando  el  ausilio  del  soberano  regulador  del  universo 
para  alcanzar  estos  fines,  hemos  decretado  i  sancionado  la  si- 
guiente. 


coNSTiTuaoN  política 

TITULO  I 

DE  LA  REPÚBLICA 


Art.  1  .^  La  república  de  Costa-Rica  es  libre  é  independiente. 
Art.  2.°  La  solierania  reside  esdusivamente  en  la  nación. 
Aft.  3.^  Los  limites  del  territorio  de  la  república  son  los  si- 
guientes :  con  el  Océano  Atlántico,  por  el  norte ;  con  el  Pacifico, 
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por  el  sur  :  con  los  Estados  Unidos  de  Golombia  los  dd  _,^.... 
áetit  de  1836 ;  i  con  Nicaragua  ios  que  fija  el  tratado  de  15  de  aM 
de  1858.  -^         1     -v 


TITULO   11 
SECCIÓN  1 


Art.  4.*  Los  costaricenses  son  naturales  ¿  nataFaUíedos. 
Art.  5.*  Son  naturales : 
l.<»  Los  nacidos  en  el  territorio  de  la  república,  eaceptoaqoélli» 

Sue,  hyos  de  padre  6  madre  estranjeros,  (tebieren  seguMt  esta  con- 
icion  conforme  á  la  lei ; 

S.«  Los  hgos  de  padre  6  madre  costaricenae»  nacidos  fiíera  del 
territorio  de  la  república  i  cuyos  nombres  se  inscriban  en  el  regis- 
tro civico,  por  voluntad  de  sus  padres,  mientras  sean  menores  de 
veintiún  años,  6  por  la  suya  propia  desde  que  lleguen  á  esta  edad; 

3.*  Los  hijos  de  padre  ó  madre  estranjeros  nacidos  en  el  terri- 
torio de  la  república,  que  después  de  cumplir  veintínn  años*  se 
inscriban  por  su  propia  voluntad  en  el  rejistro  civico,  ó  por  la  de 
sus  padres  ánlcs  ae  cficha  edad; 

A,^  Son  también  naturales  los  habitantes  de  la  provincia  de 
Guanacaste  que  so  hubiesen  establecido  defmitivamente  en  ella, 
(losdo  su  incorporación  á  esta  república  hasta  el  tratado  de  15  de 
abril  de  1858,  celebrado  con  la  de  Nicaragua. 
Art.  i).^  Son  naturalizados: 

1  ,^  Los  que  han  adquirido  esta  calidad  en  virtud  de  las  leyes 
antorioi*os ; 

2."  La  mujer  estranjera  casada  con  costaricense ; 

S.<*  Los  hijos  de  otras  naciones  que,  después  de  un  año  de  re- 
sidencia en  la  república,  obtengan  la  carta  respectiva. 

Art.  7.**  La  calidad  de  costaricense  se  pierde  i  recobra  por  las 
causas  i  medios  aue  determine  la  lei. 

Art.  8.®  Son  deueres  de  los  costaricenses  observar  la  constitución 
i  las  leyes,  servir  ¿  la  patria,  defenderla  i  contribuir  para  los  gas- 
tos públicos. 


SECCIÓN  II 
De  loa  dadadanoa. 

"  Son  ciudadanos  costaricenses  lodos  los  naturales  de  la 
blicA,  6  naluralizadoa  en  ella,  que  tengan  veinte  años  cumpli- 
dii^z  i  ocho  si  fuesen  casados  ó  profesores  de  alguna  ciencia ; 
mpre  que  unos  í  otros  posean  además  alguna  propiedad  ú  oficio 
esto,  cuyos  Irutos  ó  ganancias  sean  suficifnttís  para  mantener- 
en  proporción  h  su  estado. 
Arl.  10.  El  ejercicio  de  la  ciudadanía  se  suspende,  pierde  i  reco- 
bra por  las  causas  que  determine  la  lei. 

Aft.  1i.  Los  queliayan  perdido  la  ciudadanía,  esreplo  por  trai> 
cion  &  la  patria,  pueden  ser  rehabililados,  motivando  legalmenle 
la  impetración  de  la  gracia. 


SECCIÓN  III 
Do  loa  sMranlarc». 


Art.  12.  Los  estrnnjeros  gozan  en  el  territorio  de  la  nación,  de 
lodos  los  derechos  civiles  del  ciudadano;  pueden  ejercer  su  indus- 
tria i  comercio,  poseer  bienes  raices,  comprarlos  i  ensjenaríos, 
navegar  los  ríos  i  costas,  ejercer  libremente  su  culto,  testar  i 
casarse  conforme  k  la  leyes.  Ño  están  obligados  á  admitir  la  eluda- 
"""   '      '  '       7or  contribucionus  forzosas  eslraordinarias. 


(inii 
Arl 


Da  IBB  garantlDa  naolonalaa. 


a  repu- 


Arl.  t^.  Los  poderes  en  que  se  divide  el  gobierno  de  1 
blica  son  independíenles  entre  sí, 

Art.  14.  Nadie  puede  arrogarse  la  soberanía  :  el  que  lo  hiciere 
lámete  un  alentado  de  lesa  nadon. 
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Art.  15.  Ninguna  autoridad  puede  celebrar  pactos»  tratitoi 
convenios  que  se  opongan  á  la  soberanía  ¿  independencia  de  U re- 
pública. Cualquiera  que  cometa  este  atentado  será  calificado é 
traidor. 

Art.  16.  Ninguna  autoridad  puede  arrogarse  facultades  que  bU 
no  le  concede. 

Art.  17.  Las  disposiciones  del  poder  lejislativo  ó  del  ejecutifi 
que  fueren  contrarias  á  la  constitución,  son  nulas  i  de  ningui 
valor,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  emitan.  Lo  son  igual- 
mente los  actos  de  los  que  usurpen  funciones  públicas,  i  los  em- 
pleos conferidos  sin  los  requisitos  prevenidos  por  la  constitudiB 
ó  las  leyes. 

Art.  18.  Corresponde  esclusivamente  al  poder  lejislativo  la  liciil- 
tad  de  acordar  la  enajenación  de  los  bienes  de  propiedad  naciooil, 
decretar  empréstitos  é  imponer  contribuciones. 

Art.  19.  Los  funcionarios  públicos  no  son  dueños  sino  depofiitt- 
rios  de  la  autoridad.  Están  sujetos  á  las  leyes  i  jamas  pueden  con- 
siderarse superiores  á  ellas. 

Art.  20.  Los  funcionarios  públicos  son  responsables  por  la  infra^ 
cion  de  la  constitución  ó  de  las  leyes.  La  acción  para  acusarlos  es 
popular. 

Art.  21.  Todo  funcionario  público  prestará  juramento  de  ob8e^ 
var  i  cumplir  la  constituí-ion  i  las  leyes. 

Art.  22.  La  fuerza  militar  está  subordinada  al  poder  civil,  eseser> 
cialmentc  p.isiva  i  jamás  debe  deliberar. 

Art.  23.  La  república  no  recoiHice  títulos  hereditarios  ó  empleos 
venales,  ni  permite  la  fundación  de  mayorazgos. 

Art.  2i.  La  pena  de  iiifüniia  no  es  trascendental.  Se  prohibe  el 
uso  del  tormento  i  la  pena  de  confiscación. 


SECCIÓN  11 

De  las  garantías  Individuales. 


Art.  25.  Todo  hombre  es  igual  ante  la  lei. 

Art.  26.  La  lei  no  tiene  efecto  retroactivo. 

Art.  27.  Todo  hombre  es  libre  en  la  república  :  no  puede  ser  es- 
clavo el  que  se  halle  bajo  la  protección  de  sus  leyes. 

Art.  28.  Todo  costaricense  puede  trasladarse  á  cualquier  punto 
de  la  república  ó  fuera  de  ella,  siempre  que  se  halle  libre  de  toda 
responsabilidad,  i  volver  cuando  le  ronvenga. 

Art.  29.  La  propiedad  es  inviolable  :  á  ninguno  puede  privarse 
de  la  suya,  sino  es  por  interés  público  legalmente  comprobado,  i 
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Ipriii  indctiiniuicioii  ajusta  tasación  de  peñtos  nombrados  por  las 
¡tes,  (iiiienes  no  sólo  deben  estimar  el  valor  de  lo  cosa  que  su 
pe,  sino  también  el  dn  los  daños  consiguientes  que  se  acrediten. 
I  caso  de  guerra  6  conmoción  interior,  no  es  indispensable  que  la 
lemnizacion  sea  previa. 
Art.  30,  El  domicilio  de  los  habitantes  de  la  república,  es  invio- 
lable, i  no  puede  allanarse  sino  en  los  casos  i  con  las  Tornialida- 
des  que  la  leí  prescribe. 

Art.  M.  En  ningún  caso  sepodrfin  ocupar,  ni  menos  eiaminar 
los  papeles  privados  de  los  habitantes  de  la  república. 

Art.  52.  Es  inviolable  el  secreto  de  In  coirespondencia  escrita  6 
lelegráíica,  i  la  que  fuere  sustrsida  no  producirá  efecto  legal. 

Arl.  55.  Todos  los  habitantes  de  la  república  tienen  el  derecho 
de  reunirse  paciUcamente  i  sin  armas,  ya  sea  con  el  objeto  de  ocu- 
parse de  negocios  privados,  6  ya  con  el  de  discutir  asuntos  poli- 
lieos  i  examinar  la  conducta  pública  de  los  funcionarios. 

Art.  34.  Ninguna  persona  &  reunión  de  personas,  puede  tomar 
el  titulo  6  representación  del  pueblo,  arrogarse  sus  dei-echos,  ni 
hacer  peticiones  á  su  nombre.  La  infracción  de  este  articulo  es  se- 
dición. 

Arl.  35.  El  derecha  de  petición  puede  ejercerse  individual  ó 
colectivamente. 

Art.  36.  Ninguno  puede  ser  inquietado  ni  perseguido  por  aclo 
alguno  eu  que  no  infrinja  la  leí,  ni  por  la  manifestación  du  sua 
opiniones  políticas. 

Art.  57.  Todos  pueden  comunicar  sm  pensamientos  de  palabra 
ó  por  escrito,  i  publicarlos  por  medio  de  la  imprenta,  sin  previa 
censura,  quedando  responsables  ;ior  los  abusos  uue  cometan  en  el 
i'jercicio  de  este  derecho,  en  los  casos  i  del  modo  que  la  leí  esta- 
blezca. 

Art.  38.  El  conocimiento  de  las  causas  civiles  i  criminales  es 
privativo  de  las  autoridades  establecidas  por  la  lei.  No  se  creará 
comisión,  tribunal  ó  juez,  para  causas  determinadas,  ni  se  suje- 
tara A  la  jurisdicción  militar,  sino  h  los  individuos  del  ejército, 
solo  por  los  delitos  de  sedición  i  rebelión,  por  los  que  se  cometan 
estando  en  servicio,  ó  requeridos  para  que  lu  presten,  contra  la 
disciplina,  i  cualesquiera  otros  en  campaña,  en  cuyos  casos  serán 
juzgados  con  arreglo  á  ordenanza. 

Art.  39.  En  materia  criminal  nadie  está  obligado  á  declarar  con- 
Ira  íi  mismo ;  ni  en  calidad  de  testigo  puede  hacerlo  coiili'a  su 
consorte,  ascendientes,  descendientes  ú  otros  parientes  dentro  del 
tercer  grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

Art.  10.  Ninguno  puede  ser  detenido  sin  un  indicio  comprobado 
de  haber  cometido  deli  o,  i  sín  mandato  escrito  de  juez  6  autori- 
dad encargada  del  orden  público,  cscepto  que  sea  reo  declarado 
prófugo  ó  delincuente  ¡nrraganli;  pero   en   todo  caso  debe  ser 
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pnealo  i  diiposieioii  de  jnei  comprante  dentro  dol  ténúiio  pereo* 
lorio  de  TeJBtiemtro  hont. 

Art.  41.  Todo  habiümle  de  la  rqiAbliea  tiene  el  derecho  de  flo- 
VMf  eotvMM. 

Art.  «.  A  nadie  u  barft  sotrir  pena  alguna,  ain  haber  ñdo  oido 
i  eonrancido  en  inicio,  i  lin  qne  le  haya  sido  impueal»  por  aeo- 
toieiB  ejeeirtoriada  da  joei  A  auloríilad  competente.  EBceptúanse 
d  apranio  corporal,  la  rebeldU  i  otras  de  eUa  naluralen  en  ma- 
teria eifil,  i  Im  de  mnlta  6  arresto  en  materia  de  policía. 

Art.  45  A  nadie  puede  imponerse  pena  qne  por  lei  preeiistente 
.  --'-'-'inideiitoArtlta  qne  cometa. 


Art.  44.  Ifinguna  peniHia  pnede  ser  reducida  i  prisión  por  deuda, 
ñno  lolamenle  en  a  oaso  de  fraude  legalmente  comprobado. 
Art.  45.  Le  pena  de  muerte  solo  se  impondrA  en  la  república  en 


..     ■  aiguienles  : 

i  ■■  En  el  delito  de  bomicidio  premeditado  i  seguro,  ó  preme- 
ditado i  alevoso ; 

8.*  En  los  delHoa  de  alta  traidmi;  i 
S.*  En  los  de  piratería. 
Art.  46.  El  delito  de  alta  traición  consiste  en  invadir  el  terri- 
torio de  la  repAblica  con  fuerza  armada,  ó  adherirse  á  los  encnii- 
f'os  de  ella,  dándoles  auxilio  ó  ajruda.  Incurrirán  en  la  pena  scña- 
ada  6  este  delito  los  costaricenses  ó  los  estranjeros  al  servicio  Uc 
la  nación,  siempre  que  la  invasioa  llegare  á  efectuarse;  i  de  pira, 
teria  en  robar  en  alta  mar,  ejecutando  actos  depredatorios  ó  derio- 
lencia  contra  las  personas  ó  cosas  sin  autoriíacion  lejitima. 

Art.  47.  Todo  coslaricense  A  estranjero,  ocurriendo  &  las  leyes, 
debe  encontrar  remedio  para  las  injurias  ó  daños  que  haya  reci- 
bido en  su  persona,  propiedad  ú  lionra.  Debe  hacérsele  justicia 
pronta,  cumplidamenle  i  sin  denegación  i  en  estricta  conformidad 
con  las  leyes. 

Art.  48.  Todos  los  costaricenses  ó  estranjeros  tienen  el  derecho 
de  terminar  sus  diferencias  en  materia  civil  por  medio  de   Arbi- 
tros, ya  sea  antes  ó  ya  después  de  iniciado  el  pleito. 
^  Art.  4U.  Un  mismo  juez  no  puede  serlo  en  diversas  inatanciaa, 
siempre  que  se  trate  de  la  decisión  del  mismu  punto. 

Art.  50.  Las  acciones  privadas  que  no  loquen  con  el  Arden  A  la 
moralidad  pálilica,  ó  que  no  producen  daño  ó  perjuicio  de  tercero, 
están  fuera  de  la  acción  dé  la  lei. 
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TITULO  IV 

DE  LA  RELNION 


Art.  til.  ha  rdijinn  católica,  aposlúlica,  rDrtiana,  es  la  de  la  re- 
)blica  :  el  gobierno  la  proUje  i  no  contribuye  con  sus  rentas  a 
«  gastos  de  otros  cultos,  cuyo  ejcrcinio,  sin  embargo,  tolera. 


TITULO  V 

OE  LA  ENSEÑANZA 


Art.  53.  I.a  i^nseñanza  primaria  de  /jralms  sexos  es  obligaloriii, 
'  gratuita  i  costeada  por  In  nación.  —  La  dirüccion  inmediata  de  ella 
coirespoade  i  las  municipalidades,  i   al  poder  ejeculivo  la  sp- 
prema  inspección. 

Art.  53.  Todo  costaricense  ó  estranjem  es  libre  para  dar  ó  rcci- 
Úr  la  instrucción  que  &  bien  tenga,  en  los  establecimientos  que  no 
^an  costeados  con  fondos  públicos. 


SECCIÓN   I 
D«l  aoItBjIo, 


Art.  54.  El  sufrajio  tiene  dos  grados. 

Art.  55.  El  derecho  de  sufragar  en  el  primero  corresponde  a 
^todus  los  ciudadanos  en  ejercicio.  £1  de  sufragar  en  el  segundo  el 
privativo  de  los  electores  que  aquéllos  nombren. 

Art.  56.  Los  primeros  lo  ejercen  en  juntas  populares,  los  segun- 
dos en  asiimlileas  eluclorates. 

Art.  57.  El  objeto  de  éstas  es  el  nombramiento  de  eieclorps  que 
wrrespundan  al  distrito  ú  raxon  de  tres  propietarios  i  un  !)npleiite 
Mr  cada  mil  individuos  de  problacion;  mas  el  üisliito  que  no  los 
tonga,  nombrará,  sin  embargo,  los  cuatro  electores  dichos. 


404  REPüBLia  DE  COSTA-Ria 


SECCIÓN  n 

Délas  ■■nmhinafi  etootocales. 


Art.  58.  Estas  se  componen  de  los  electores  nombrados  en  las 
juntas  populares. 

Art.  59.  Para  ser  elector  se  requiere  : 
1.®  Ser  ciudadano  en  ejercicio; 
2.<^  Tener  veintiún  años  cumplidos ; 
Z.^  Saber  leer  i  escribir; 

A.^  Ser  vecino  de  la  provincia  á  que  pertenece  el  distrito  que 
le  nombre ;  i 

5.®  Ser  propietario  de  cantidad  que  no  baje  de  quinientos  pe- 
sos,  ó  tener  una  renta  anual  de  doscientos. 

Art.  60.  Ño  pueden  ser  electores,  el  presidente  de  la  república,  el 
obispo,  ios  secretarios  de  estado,  los  majistrados  de  la  corte  de  jus- 
ticia i  los  gobernadores. 

Art.  61.  El  encardo  de  elector  es  obligatorio  conforme  á  la  lei ; 
dura  cuatro  años,  i  los  que  lo  ejerzan  son  reelejibles  indefinida- 
mente. 
Art.  62.  Son  atribuciones  de  las  asambleas  electorales : 
1  .*  Sufragar  para  presidente  de  la  república ; 
2.'  Hacer  las  elecciones  de  diputados  que  á  cada  provincia 
corresponde,  á  razón  de  un  propietario  por  cada  ocho  mil  habitan- 
tes, i  por  un  residuo  que  esceda  de  cuatro  rail.  —  La  provincia  de 
Guanacaste  elejirá,  sin  embargo,  dos  diputados  propietarios  i  un 
suplente,  i  la  comarca  de  Puntarenas  un  propietario  i  un  suplente. 
3."  Elejir  los  individuos  que  deben  componer  las  municipali- 
dades, i  hacer  las  demás  elecciones  que  les  atribuya  la  lei. 

Art.  65.  Una  lei  particular  arreglará  sobre  estas  bases  la  califi- 
cación de  los  ciudadanos,  i  las  eleccionis  como  mejor  convenga  á 
la  legalidad,  libertad  i  orden  del  sufrajio  en  sus  dos  grados. 


TITULO  Vil 

DEL    GOBIERNO 


Alt.  64.  El  gobierno  de  la  república  es  popular,  representativo, 
alternativo  i  responsable,  i  lo  ejercen  tres  poderes  distintos  que  se 
denominan  lejislativo,  ejecutivo  i  judicial. 


riEPDi!UC\  DE  cosrA-nic.\ 


DEL  PODER  LEJISLATIVO 


tal 


OniBiilzBcloii  del  congreao  e 


Art.  Gti.  El  poder  lejislalivo  es  delegado  por  el  pueblo  en  una 
iCorporacioii  que  se  denomina  congreso  constiluctonal. 

Arl.  66.  El  congreso  constitucional  se  forma  de  diputados  eleji- 
dos  por  las  asambleas  electorales,  en  la  proporción  que  se  esta- 
blece en  U  fracción  'i.',  arl.  62  de  esta  constitución. 

Art.  67.  Los  djpuiados  duraran  en  sus  destinos  cuatro  años,  de- 
biendo ser  renovados  cada  dos  años  por  mitades,  i  pudiendo  &er 
Kelt'L'los  iiidcfinidamenle.  La  suerte  dusígnarú  en  el  primer 
iperiodo  de  la  renovación,  los  individuos  que  deben  dejar  sus 
asientos. 

Art.  68.  Los  miemijros  del  congreso  son  absolutamente  irrespon- 
sables por  las  opiniones  i  votos  que  emitan  en  él,  i  gnzün  de  in- 
munidad en  sus  personas  desde  que  han  sido  declaradas  electos 
hasta  diez  días  después  de  terminadas  las  sesiones.  La  lei  delermi- 
nard  el  modo  de  proceder  contra  ellos  durante  este  tiempo. 

g  único.  Esta  inmunidad  consiíte  en  no  poder  ser  demanda- 
dos civilmente  ni  detenidos  tt  presos  por  motivo  criminal,  sin  que 
previamente  hayan  sido  suspensos  por  el  congieso  constitucional, 
eacepto  el  caso  de  infraganti  delito. 

Arl.  6^.  El  congreso  se  reunirá  cada  año  el  dia  I ."  de  mayo,  aun 
cuando  no  haya  sido  convocado,  i  sus  sesiones  ordinarias  durarán 
sesenta  dias,  prorogablea  hasta  nóvenla  en  caso  necesario. 

Art.  70,  También  se  reunirá  e>traor Ünariamente,  cuando  al 
efecto  sea  convocado  por  el  pnder  ejecutivo.  En  el  decrelo  de  con- 
vocsloria  se  determinarán  los  asuntos  de  que  esclusivamenle  debe 
ocuparse  el  congreso. 

Art.  71 .  Los  diputados  del  congreso  no  podrán  admitir  empleos 

I  poder  ejecutivo  durante  las  sesiones.  Podrán  soLimenle  acep- 
ir  las  secretarías  de  estado  i  los  cargos  diplomáticos,  dejando  va- 
cante su  puesto  en  el  congreso.  No  podrán  tampoco  ser  miembros 
lidel  municipio. 

Arl.  72.  Pi<ra  ser  diimlado  se  requiere : 

l.'Ser  coslaricense  de   nacimiento  ú  naturalizado,  con  una 


406  REPÚBLICA  DE  G0STA-Ria4 

residencia  de  cuatro  años  después  de  haber  adquirido  la  carta  de 
naturaleza ; 

2.^  Reunir  las  calidades  que  se  exijen  para  ser  elector,  es- 
cepto  la4.« 


SECCIÓN  U 

AitrlboolonM  del  oongreao. 

Art.  75.  Son  atribuciones  esclusivas  del  congreso  : 

1.*  Abrir  i  cerrar  sus  sesiones  en  el  tiempo  designado  por  la 
lei,  i  suspenderlas  cuando  lo  tuviere  á  bien,  para  continuarlas  den- 
tro del  año,  dejando  entre  tanto  si  fuere  necesario,  una  comisión 
de  redacción ; 

2.*  Hacer  la  aperlura  de  las  actas  electorales,  la  calificación  i 
escrutinio  de  los  sufrajios  para  presidente  de  la  república,  i  de- 
clarar la  elección  de  éste,  cuando  resulte  por  mayoría  absoluta ;  i 
no  habiéndola,  hacer  la  elección  entre  los  dos  individuos  que  ha- 
yan obtenido  mayor  número  de  sufrajios;  pero  en  el  caso  de  que 
dos  ó  más  tuvieren  igual  número,  i  al<!;un  otro  mayor  número  que 
éstos,  el  congreso  elejirá  entre  ellos  el  presidente  de  la  república; 

3.*  Nombrar  los  individuos  que  deben  componer  la  corte 
suprema  de  justicia,  i  los  conjueces  de  que  habla  el  art.  128,  sec- 
ción 2.*,  tít.  X,  de  esta  constitución ;  recibir  á  aquéllos  i  al  pre- 
sidente de  la  república,  el  juramento  que  deben  prestar;  admitir 
ó  no  las  renuncias  de  los  individuos  de  los  supremos  poderes  ;  i 
resolver  las  dudas  que  ocurran,  en  el  caso  de  incapacidad  fisica  ó 
moral  del  presidente  de  la  r»'pública,  declarando  si  debe  ó  no  pro- 
cederse  á  nueva  elección.  En  este  último  caso,  los  secretarios  de 
estado  darán  cuenta  al  presidente  del  congreso,  para  que  lo  con- 
voque estraordinariamente  con  el  fín  indicado ; 

4."  Aprobar  ó  desechar  los  convenios,  concordatos  i  tratados 
públicos. 

5.*  Prestar  ó  negar  su  consentimiento  para  el  ingreso  de  tro- 
pas estranjeras  en  la  república  i  para  la  estación  de  escuadras  en 
sus  puertos. 

6.'  Autorizar  al  poder  ejecutivo  para  declarar  la  guerra ; 

7.»  Suspender,  por  tres  cuartas  partes  de  votos  presentes  el 
orden  constitucional,  en  caso  de  conmoción  interior  ó  de  agresión 
estranjera  ;  siempre  que  la  suspensión  se  juzgue  indispensable  para 
salvar  la  república.  Esta  suspensión  durará  por  el  tiempo  que  lo 
exijan  las  circunstancias  que  la  motivan,  no  pudiendo  en  ningún 
caso  esceder  de  sesenta  dias  sin  nueva  declaratoria  del  congreso. 
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§  Único.  La  suspensión  de  que  habla  esta  atribución,  jsmas. 
comprenderá  la  ^ranlin  consignada  en  el  art.  45,  lil.  111,  sec- 
ción '2*  (le  eala  constitución  ; 

S.'  Designar  en  cada  reunión  ordinaria  dos  individuos  de 
entre  los  miembros  del  congreso,  ú  Tucrade  íl,  con  la  elasiricacion 
de  primeri)  i  segundo,  para  ejerwr  por  su  orden  el  noder  ejecutivo 
en  las  faltas  tem|>orales  6  abíulntus  del' presidente  ae  la  república, 
debiendo  tener  ambos  las  calidudes  eiijidas  para  ésle.  Fallando  el 
presidente  i  los  designados,  loa  secretarios  de  estado  procederán 
se^'un  queda  prevenido  en  el  línal  de  la  atribución  5.'  de  este  ar- 
ticulo ; 

O.*  Admitir  las  acusaciones  que  se  interpougan  contra  el  pre- 
sidente de  la  república,  individuos  de  los  supremos  poderes,  secré- 
tanos de  eílado  i  ministros  diplomáticos  de  la  república,  i  d'clarar 
por  dos  terceras  pailes  de  votos  si  lia  ú  no  lu^^ar  á  formación  de 
causa  contra  ellos,  poniéndolos  en  caso  afirmativo,  á  disposición 
de  U  corte  suprema  de  justicia,  para  que  sean  juzgados  conforme 
¿  derecho; 

10.  Decretar  l.i  suspensión  de  cualquiera  de  los  individuos  que 
se  mencionan  en  la  atribución  precedente,  cuando  hap  de  proce- 
t\fne  conira  ellos  por  delitos  comunes; 

11.  Examinar  los  informes  anuales  que  deben  presentar  los 
si'cretirios  de  estado,  la  cuenta  do  gíistos  de  hacienda,  i  volar  el 
presupuesto  ieneral,  i  en  la  misma  reunión  ó  en  las  sesiones  eslra- 
ordinarias,  decretar  los  gallos  ostra  ordinarios  que  sea  necesario 
hacer. 

15.  Fijar,  también  anualmente,  el  máximum  de  la  fuerza  ar- 
mada de  mar  í  tierra  que  en  tiempo  de  paz  pueda  el  ejecutivo 
mantener  en  servicio  activo ;  i  entonces,  6  en  las  sesiones  estia- 
ordiuarias,  señ'dnr  el  aumento  que  pueda  darse  á  dicha  fnería,  en 
los  casos  ih  guerra  estertor  ó  de  insurrección  A  mano  armadi ; 

13.  Dar  las  leyes,  reformarlas,  inlerpret^jrlas  i  derogarlas: 
■        14.  Establecer  los  impuestos  i  contribuciones  nacionales:; 
B        t5.  Decretar  la  enajenación  ó  aplicación  á  usos  públicos  de 
[Í«  bienes  propios  de  la  n.icion  ; 

16.  Autorizar  especialmente  al  poder  ejecutivo  pnm  negociar 
empréstitos  íi  celebrar  otroi  contratos,  pudiendo  liipolecar  á  su 
seguridad  las  rentas  nacionales; 

17.  Conferir  grados  militares  desde  coronel  inclusive  ar- 
riba; 

18.  Conceder  premios  personales  ihonorificos  á  los  que  hayan 
hrcbo  grandes  é  importantes  servicios  á  la  república  i  decretar  lio- 

I  uores  a  su  memoria ; 

III.  Determinar  la  lei,  tipo,  forma  i  denominación  de  las 
I,  i  las  pesas  i  medidas; 

il}.  Promover  el  progreso  de  las  ciencias  i  de  las  ai 
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«eganir  por  liempo  ümilado  á  los  autores  ó  inTenlores  el  esdu- 
SITO  derecho  de  sus  respectiios  eseritos  ó  descobrimientos ; 

21.  Crear  establecimientos  para  la  enseñanza  i  progreso  de  las 
ciencias  í  de  las  artes,  señalándoles  renta  para  so  sostenimiento,  i 
procurando  con  particularidad  jeneralizar  la  enseñanza  primaría; 

22.  Crear  los  tríbunales  i  juzgados  i  los  demás  empleos  nece* 
saríos  para  el  serfido 


seoioxm 


Art.  74.  No  pueden  ser  electos  diputados : 

1  .*  El  presidente  de  la  república  i  los  secrétanos  de  estado ; 
2.*  Los  majistrados  propietarios  de  la  corte  suprema  de  jus- 
ticia : 

5.*  Los  que  ejerzan  jurisdicción  ó  autoridad  estensíva  á  toda 
una  provincia. 

Art.  75.  Es  incompatible  la  calidad  de  dtpuudo  con  la  de  em- 
pleado subalterno  de  los  otros  supremos  poderes. 

Art.  76.  El  congreso  no  podrá  abrir  sos  sesiones,  ni  ejercer  las 
funciones  que  le  competen,  sin  la  concurrencia  de  dos  tercios  de 
sus  miembros. 

Art  77.  Cuando  llegado  el  dia  señalado  para  abrir  sus  sesiones, 
no  pueda  Terifícarlo,  ó  que  abiertas  no  pueda  continuarlas  por  fal- 
tar el  quorum  que  requiere  el  articulo  precedente,  los  miembros 
presentes  en  cualquiera  número  que  sea,  apremiarán  á  los  ausen- 
tes bajo  las  penas  establecidas  por  la  lei  para  que  concurran,  i 
abrirá  ó  contmuará  las  sesiones  lue<:o  que  haya  competente  numero. 

Art.  78.  El  presidente  del  congreso  presentará  ante  éslc  el  jura- 
mento de  lei  i  los  diputados  en  manos  del  presidente. 

Art.  79.  El  congreso  residirá  en  la  capital  de  la  república,  i 
lanto  para  trasladar  su  residencia  á  otro  lugar,  como  para  suspen- 
der sus  sesiones  por  tiempo  determinado,  se  necesitan  dos  tercios 
de  votos. 

Art.  80.  Las  sesiones  del  congreso  serán  públicas,  escepto  el 
caso  de  que  haya  motivo  para  tratar  algún  negocio  en  sesión 
secreta. 

Art.  81.  El  congreso  se  dará  el  reglamento  necesario  para  el 
orden  i  dirección  de  sus  trabajos,  i  para  lo  relativo  a  su  policia 
interior. 

§  único.  Conforme  a  dicho  reglamento,  puede  correjir  á  sus 
miembros  con  las  penas  correcionales  que  en  él  se  establezcan, 
cuando  éstos  lo  quebranten. 


SECCIÓN  IV 
Da  U  tnrmaolon  de  )m  leyes. 
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Arl.  82.  Corresponde  si  con^so  verificar  los  poderes  de  sus 
miembros,  i  decidir  sobre  las  reclamaciones  que  se  hagan  por  nu- 
lidad i'o  las  elemoiies  (le  ellos. 

Art.  83.  Las  vacantes  que  resulten  en  el  congreso  se  llenaran 
cou  los  re8[)ectivos  suplentes ;  i  si  el  número  ile  éstos  no  alcanzare 
&  llenarlas,  se  nombrarán  oíros  nuevos  para  aquel  periodo. 

Art .  84.  Los  diputados  tienen  este  carácter  por  la  nación  i  no  por 
ts  provincia  que  los  ha  nombrado. 

^V  Art  85.  Las  leyes  i  demás  actos  lejislalivos  pueden  teuor  oiíjen 
en  el  congreso,  a  propuesta  de  cualquiera  de  sus  miembros,  i  en 
el  poder  ejeculivo  por  medio  de  los  secretarios  de  estado. 

Art.  86.  Ningún  proyecto  de  lei  se  aprobará  en  el  congreso,  sin 

haber  sufrido  previaiUfnle  In^s  debales,  i  cada  uno  en  ilisLinto  diíj. 

Art.  87.  Núi'funpi'Oyeclo  de  lei,  aunque  esté  aprobado  por  el 

congreso,  tendrá  fuerza  de  la  lei,  sin  la  sanción  del  poder  ejeculivo. 

Si  éste  tuviere  á  bien  dársela,  lo  hará  mandándolo  ejecutar  i  pu- 

^^^licar;  pero  si  se  la  rehusare,  lo  objetará  i  devolverá  al  congreso 

^^b^n  ti>s  objeciones  que  le  haga. 

^^K  Art.  88.  El  poder  ejenulivo  puede  objetar  cualquier  proyecto  de 
^^Hñ,  bien  sea  ponjue  lo  juzgue  riel  lodo  inconveniente,  ó  bien  por- 
^^*ijue  crea  necesario  hacerle  variaciones  á  reformas,  i  en  esle  caso 
las  propondrá. 

Arl  89.  Heconsiderado  el  proyecto  por  el  congreso  con  Uts  ob- 
servaciones del  poder  ejecutivo,  si  el  congreso  las  desechare  i  el 
proyecto  fuere  nuevamente  aprobado  pur  dos  terceras  parles  de 
votos,  quedará  sanción  idii  i  se  mandará  ejecutar  como  lei  de  la 
república.  Si  se  adoptaren  las  modiiícaciones,  se  devolverá  el  pro- 
yecto al  poder  ejecutivo,  quien  no  podrá  ya  negarle  la  sanción.  En 
el  caso  de  ser  desechadas,  i  de  no  reunirse  los  dos  tercios  de  vo- 
tos para  resellarlo,  se  archivará  i  no  podrá  ser  considerado  sino 
hasta  la  sigitiente  lejislaLura  ordinaria. 
Art.  90.  Para  que  se  considere  objetado  por  el  poder  ejecutivo 
n  proyecto  de  b-i,  es  indispensable  que  sea  devuelto  á  la  secreta- 
a  del  congreso,  dentro  del  preciso  término  de  díei>  di-is  hábiles. 
i  así  no  se  verifícarc,  se  tendrá  por  lei  de  la  república. 

Art.  91.  La  sanción  del  poder  ojeculivn  es  necesari.1  en  todas  las 
"Bsoluciones  del  poder  lejislalivo,  esceptu  las  siguientes  : 

I.*  Li^que  tengan  por  objeto  las  elecciones  que  deba  hacer, 
s  renuncias  ü  escusas  que  se  le  presenten  ; 
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2.'  Los  acuerdos  del  congreso  para  trasladar  su  residencia  i 
olro  lugar,  para  suspender  sus  sesiones  no  para  prorogar  las  ordi- 
narias por  lodo  el  lieinpü  que  permite  esla  constitución ; 

3."  Los  decretos  que  se  emitan  declarando  si  Itat  ó  no  lugar  á 
formación  de  causa  contra  alguno  de  los  individuos  de  los  supre- 
mos poderes,  á  virlud  de  acusación  interpuesta ; 

4.*  El  reglamento  que  acordare  el  congreso  para  &u  réjimeo 
iaterior. 

Art.  9'i.  El  congreso  iniciará  todas  las  l'>yes  í  actos  lejislaüvos 
con  esla  fórmula  :  e  El  congreso  constitucional  de  la  república  de 
Costa-Rica  etc.  » 


Ds  Ib,  aomlsioQ  permanonts  ■ 

Art.  93.  Durante  el  receso  del  poder  lejislativo,  habrá  una  co- 
misión permanente  compuesta  de  cinco  individuos  de  su  propio 
seno  i  nombradas  por  el  congreso  al  terminar  sus  sesiones  ordi- 
naria'. 

g  único.  La  comisión  de  que  habla  este  articulo  nombrará  de 
entre  sus  individuos  un  presidenle  i  un  secretario  el  día  de  su  ins- 
talación', tendrá  para  su  servicio  á  los  empleados  de  la  secretaria 
del  congreso,  i  á  su  disposición  los  archivos  del  mismo. 
Art.  94.  Son  atribuciones  de  la  comisión  permanente  : 

!.■  Interpretar  la  lei  en  los  casos  en  que,  ocurriendo  alguna 
duda  sobre  ella,  sea  consultada  por  autoridad  competente  ; 

3.*  Preparar  los  negocios  que  hubieren  quedado  pendientes  en 
el  poder  lejislalivo  al  entrar  en  receso,  poniéndolos  en  estado  de 
que  puedan  ser  resuellos  por  É 1  en  sus  próximas  sesiones ; 

o.'Sn-'pi'nder  el  orden  conslitui:ioual,dG  acuerdo  con  el  poder 
ejecutivo  i  á  solicitud  de  éste,  en  los  casos  i  bajo  lasniismas  r^las 
que  establece  el  inriso  7.°,  art.  73  de  esta  constitución  ; 

4.°  Emitir,  á  propuesta  del  poder  ejecutivo,  decretos  urjoii- 
tes  ;  debiendo  someterlos  al  congreso  en  su  próxima  reunión  pare 
que  los  apruebe,  reforme  ó  derogue ; 

5.'  Formar  parle  del  consejo  de  gobierno,  cuando  el  poder 
ejecutivo  lo  solicite,  p¡ira  tratar  de  algún  asunto  importante  ó  de 
gravedad;  en  cuyo  caso  el  parecer  de  la  comisión  es  puramente 
de  carácter  consultivo  ; 

6.'  Formular  los  proyectos  de  lei  que  juzgue  convenientes, 
para  someterlos  ¿  las  deliberaciones  del  congreso  en  sus  sesiones 
inmediatas ; 

7."  Darse  el  reglamento  qus convenga  para  su  réjimen  interior. 


[IKI'l'ULlUAÜEliOSTA-RIÜi 

TITULO  IX 

DEL  PODER  EJECUTIVO 

SECCIÓN  I 
Del  prMldenU  da  larepubllca. 


1^ 


Art.  95.  HaLrd  en  Costa-Rica  un  presidente,  que  con  el  caríicter 

I  jeíe  de  la  nadon.  ejercerá  el  poder  ejfculivo. 

Arl.  {16.  Para  ser  presidente  de  la  república  se  requiere  : 
I .°  Ser  coBtaricense  por  nacimienlo  ; 
"i."  Del  estado  seglar; 

3.°  Haber  cumplido  la  ed»d  de  treinta  años; 
4.»  Iteunir  las  calidades  quo  se  tuijoii  para  ser  elector. 

Arl.  97.  El  periodo  del  p^e^idcnle  de  la  república,  será  de  cus- 
ir» años ;  i  no  podr&  ser  reelecto,  sin  que  haya  trascurrido  olro 
periodo  igual  después  de  su  separación  del  mando. 

Art,  U8.  El  presidente  de  la  república  lomará  posesión  de  su  des- 
lino el  día  8  de  mayo ;  i  terminado  el  periodo  constitucional, 
"  isa  por  el  mismo  becno  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Arl.  39.  Si  el  presidente  electo  no  pudiere  prestar  el  juramento 

nstilucional  ante  el  congieso  el  día  pretljado  en  el  articulo  an- 
terior, ó  durante  las  sesiones  ordinarias  del  mismo,  lo  hará  ante 
el  encargado  del  poder  ejecutivo  con  la  solemnidad  correspon* 
diente. 

Art.  10(1.  Cuando  por  moerlc,  renuncia  ú  otra  causa  \acare  el 
destino  de  presidente  de  la  república,  se  procederá  &  eleicion  es- 
Iraordinaria,  siempre  que  falte  mas  do  un  año  para  cumplir  el 
periodo  constitucional. 

Art.  101.  Kl  presidente  de  la  república  no  puede  salir  del  larri- 
torío  de  Cnsla-líica  mientras  dure  en  su  dei^lino,  ni  dentro  da  un 
qAo  después  de  haber  dejado  el  mando,  sino  es  con  el  permiso  del 
congreso. 
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SEGCIOxN  n 

De  los  dabert*  i  atrOmoionM  del  podar  ejeouü^o. 


Art.  102.  Son  deberes  i  atribociones  del  poder  ejecutivo : 

1.*  Nombrar  i  remover  libremente  ¿  los  secretarios  de  estado, 
i  á  cualquiera  de  los  otros  empleados  de  su  dependencia  ; 

2.*  Mantener  el  orden  i  tranquilidad  de  la  república,  i  repeler 
todo  ataque  ó  agresión  esterior ; 

3.*  En  los  recesos  del  congreso  puede  hacer  uso  de  la  facultad 
concedida  al  poder  lejislativo,  en  el  inciso  7.*»,  art.  73,  de  esta 
constitución,  de  acuerdo  con  la  comisión  permanente,  en  los  mis- 
mos casos  i  con  la  misma  limitación  que  allí  se  establece  res- 
pecto del  tiempo  que  puede  dumr  la  suspensión ; 

4.*  Cumplir  i  ejecutar  i  hacer  que  se  cumplan  i  ejecuten  por 
sus  ajenies  i  por  los  empleados  que  le  están  subordinados,  la  cons- 
titución i  las  leyes  en  la  parte  que  les  corresponda  ; 

5.*  Cuidar  de  que  los  demás  empleados  públicos  que  no  le 
están  subordinados,  las  cumplan  i  ejecuten,  ocurriendo  al  efecto  á 
sus  inmediatos  superiores; 

6.*  Disponer  de  la  fuerza  armada  de  mar  i  tierra  para  la  de- 
fensa i  seguridad  de  la  república,  para  mantener  el  orden  i  tran- 
quilidad de  ella,  i  para  todos  los  cfemás  objetos  que  exije  el  ser- 
vicio público ; 

7."  Disponer  de  la  hacienda  pública  con  arreglo  á  las  leyes ; 

8."  Convocar  al  congreso  para  sus  reuniones  ordinarias  ;  i  es- 
traordinariamenle  cuando  asi  lo  exija  algún  grave  motivo  de  con- 
veniencia pública,  cumpliendo  en  este  úllimo  caso  con  lo  dispuesto 
en  el  final  del  art.  70  de  esta  constitución ; 

9."  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas,  celebrar  tratados  i 
convenios  públicos  con  los  gobiernos  de  las  otras  naciones,  i  can- 
jearlos, previa  la  aprobación  i  ratificación  del  congreso  ; 

10.  Nombrar,  de  acuerdo  con  el  consejo  de  gobierno,  los  mi- 
nistros plenipotenciarios  enviados  estraordinarios  i  cónsules  de  la 
república ; 

11.  Recibir  á  los  ministros  diplomáticos  i  admitir  á  los  cón- 
sules de  otras  naciones ; 

12.  Ejercer  el  patronato  con  arreglo  á  las  leyes,  hacer  las 

fíresentaciones  i  nombramientos  que  éstas  le  cometan  i  ejercer 
os  demás  actos  á  que  las   mismas  le  llamen  en  los  asuntos  de  la 
Iglesia  ; 

ir».  Conceder  ó  negar  el  pase  á  los  decretos  conciliares,  bulas. 


hepdblica  de  costa-rica  ii:; 

revés  i  rescriptos  pontificios,  i  cualesquiera  oíros  dúspiíchos  de  la 
Ritoridad  eclesiástica ; 

14.  Ueclarar  la  guerra  á  otra  potencia  ó  nación,  cuando  para 
ello  le  haya  autorizado  el  poder  lejislalivo,  i  hacer  la  pai  cuanao  lo 
estime  conveniente : 

15.  Librar  toa  títulos  re^peclivos  'i  los  individuos  a  quienes  el 
rcongreso  hubiere  investido  de  alguno  de  los  grados  mililares  que 
^^  corresponde  conferir ; 

16.  Conferir  {grados  militares  hasta  el  du  teniente  coronel  in- 
clusive, i  proveer  cual  esiju  i  era  empleos,  cuya  provisión  no  reserve 
la  tei  á  oira  autoridad; 

17.  Conceder  retro  á  los  jefes  i  oficiales  del  ejército  i  admitir 
Ó  nó  las  dimisiones  (|ue  los  mismos  hagan  de  sus  destinos; 

18-  Conceder  cartas  de  naturaleza  con  arreglo  &  la  lei ; 
19.  Conmutar,  de  acuerdo   con  el  consejo  de  gobierno,  la 
ína  de  muerte  con  la  inmediala ;  i  las  de  presidio,  obras  públicas, 
^sion  ó  reclusión,  con  destierro  ó  confinamiento,  oyendo  previa- 
lenlepara  toda  conmutación  á  la  corte  suprema  de  justicia  ; 
SO.  Conceder  amnistías  é  indultos  jenerales  ó  particulares 
r  delitos  políticos; 
31 .  Espt:dir  patentes  de  navegación  i  da  corso  ;  estas  líltimaB 
IPIo  en  tiempo  de  guerra  i  por  via  de  represalias ; 
_         2!2.  Dar  cuanta  por  escrito  al  congreso,  al  abrir  sus  sesiones, 
d«l  estado  político  de  la  república,  i  del  que  tienen  en  jenoral  los 
diversos  ramos  de  la  admmistracion,  indicando  las  medidas  que 
juzgue  convenientes  para  su  mejora  ; 

23.  Habilitar  á  los  menores  de  edad,  conforme  á  las  leyes, 
^^jara  que  puedan  administrar  sus  bienes ; 

^^^     24.  Ilehubilítar  conforme  h  \a  leí  ¿  los  que  hayan  peidído  la 
^^Bidadania  ú  estén  suspensos  del  ejercicio  de  ella  ; 
^^B     S5.  Suplir  el  conscnlimírnto  para  contraer  matrimonio  á  los 
^^■Qe  por  la  leí  lo  necesiten,  esce^to  el  de  padre  ó  madre. 
^^F      26.  Nombrar  los  gubernadores  de  las  provincias  i  comarcas 
^B^Oino  ajentes  suyos ; 

^P  27.  fiarse  el  reglamento  que  convenga  para  el  rí'jímeii  inte- 
rior de  sus  despachos,  i  espedir  los  demás  reglumenlos  i  ordenan- 
zas necesarias  para  la  pronta  ejecución  de  las  leyes. 


SECCIÓN  III 
Dé  la  rtBponaabUldad  dol  ijue  «Jero«  el  poder  cjeaatlvo. 


Art.  !ü3.  El  que  ejerced  poder  ejiculivo 
abusos  que  cometa  en  su  conduela  oficial 


s  responsable  por  los 


l.«  Cuando  tensan  por  objeto  favorecer  los  inftereset  <k una 

nación  estriña,  contra  la  inde^deccia,  integridad  i  libertad  de 
Costa-Rica; 

S.*  Cuando  tiendan  á  impedir  directa  6  indirectamoite  las 
elecciones  prevenidas  en  esfa  constitución,  ó  coartar  la  libertad 
electoral  de  que  deben  ^ozan  los  qoe  las  baC'^n  ; 

3.*  Ciando  tengan  por  objeto  impedir  que  el  congreso  » 
renna  ó  continúe  sus  sesiones  en  las  épocas  que  conforme  á  esü 
constitución  deben  bacerio,  d  coartar  la  libertad  é  inilependencia 
de  que  él  debe  goiar  en  todíos  sus  actos  ó  deliberaciones ; 

4.*  Cuando  se  niegue  á  mandar  poblicar  i  ejecutar  las  leyes  i 
artos  lejislatiTos,  en  los  casos  en  que,  según  esta  constitución,  no 
pnode  rehusarlo: 

5.*  Cuando  impida  que  los  tribunales  i  juzgados  conozcan  de 
los  negocios  que  son  de  la  competencia  del  poder  judicial,  ó  les 
coarte  la  libertad  con  que  dt*ben  juzgar; 

6.*  En  todos  los  demás  casos  en  que  por  un  acto  ú  omisión 
TÍole  el  ejecutivo  alguna  lei  espresa. 

Art.  104.  El  presidente  de  la  república  mientras  dure  en  su  des- 
in  o,  ó  el  encargado  del  poder  ejecutivo,  no  podrá  ser  perseguido 
nijuzgado  por  delitos  comunes,  sino  después  que  á  virtud  de  acu- 
sación interpuesta,  haya  declarado  el  congreso  haber  lugar  á  for- 
mación de  causa. 


SECCIÓN  IV 

I>«]os  secretarios  de  estado. 

Art.  105.  Para  el  despacho  de  los  negocios  que  corresponde  al 
poder  ejecutivo,  habrá  las  secretarias  de  estado  que  determine 
la  leí. 

Art.  i  06.  Cada  una  de  estas  secretarías  estará  á  cargo  de  un 
secretario  de  estado ;  más  el  poder  ejecutivo  podrá  encargar  dos 
ó  más  de  ellas  á  un  solo  secretarío. 
Art.  107.  Para  ser  secretario  de  estado  se  requiere : 

!.•  Ser  Cüslaricense  por  nacimiento,  ó  naturalizado ;  pero  en 
este  último  caso  deberá  tener,  por  lo  menos,  diez  años  de   resi- 
dencia en  el  país,  i  ser  casado  ó  viudo  con  descendencia  lejitima ; 
2,^  Ciudadano  en  ejercicio; 
5.®  Del  estado  seglar ; 

4.**  Ser  mayor  de  veinticinco  ;»nos,  de  notoria  instrucción  i 
reunir  las  demás  calidades  que  se  exijen  para  ser  elector. 

Art.  i08.  Los  acuerdos,  resoluciones  i  órdenes  del  presidente  de 
la  república,  serán  firmados  por  cada  secretario  en  los  ramos  que 
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e  cslán  encomendados,  sin  cuyo  requisílo  no  serán  vúlidoe,  i  por 
Consi^uienle,  no  producirán  efecto  legal. 

Arl.  109.  Son  nulos  i  de  ningún  valor  los  acuerdos,  resoluciones, 
órdenes  i  cualesquiera  otras  disrosíriones  que  comuniquen  los 
secretarios  de  estado,  sin  haber  sido  antes  nibiicadas  por  el  prcsi- 
denle  de  la  república  en  el  libro  correspondiente;  i  aquello»  fun- 
cionarios serán  responsables  de  sus  resultados,  incurriendo  además 
en  el  delito  de  suplantación,  por  el  cual  quedan  sujetos  A  las  penas 
que  establezcan  las  leyes. 

Art.  1 10.  Los  secretarios  de  estado  presentarán  al  congreso  cada 
aüo,  dentro  de  los  primeros  quince  dias  de  st^siones  ordinarias, 
memoria  sobre  el  estado  de  sus' respectivos  rumos,  i  en  cualquier 
tiempo  los  proyectos  de  Ici  que  juaguen  convenientes  ¡  los  inlurmes 
que  se  les  pidan.  El  secretario  de  hacienda  acompañará  a  su  me- 
moria la  cuenta  de  gastos  del  año  anterior  i  el  presupuesto  de  los 
del  siguiente. 

Art.  II).  Los  secretarios  de  estada  pueden  concurrir  á  los  de- 
lel  congreso  i  tomar  parte  en  ellos,  sin  tolo. 


SECCIÓN  V 
Del  oonseto  de  gobierno. 

[  Art.  112.  El  presidente  de  la  república  tendrá  un  consejo  de 
nbierno,  compuesto  de  los  secretarios  de  estado,  para  discutir  i 
leliberar  sobre  los  negocios  que  el  mismo  presidente  le  someta. 
I  Art.  lio.  Cuando  la  gravedad  de  algún  asunto  lo  eiijiere,  podrá 
biRenlarse  el  consejo  de  gobierno  con  los  miembros  de  lu  coiní- 
K>n  permanente,  i  con  las  di'más  individuos  que  el  presidente  de 
"  república  tenga  á  bien  invitar. 


TITULO    X 

SECCIÓN  I 
el  podar  indloli 


Art.  iU,  El  poder  judicial  de  la  república  se  ejerce  por  la  corte 
^rema  de  justicia,  i  por  los  demás  tiibunalcs  i  juzgados  que  la 

fl  eetableEca. 

¡Art.  115.  Ningún  poder  ni  autoridad  puede  avocar,  eí  no  es  a4 
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efectum  videtidi  i  en  los  casos  de  la  lei,  causas  pendientes  ante 
otro  poder  ó  autoridad  ni  abrir  procesos  fenecidos. 

Art.  ii6.  A  los  funcionarios  que  administren  justicia»  no  podrá 
suspendérseles  de  sus  destinos,  sin  que  preceda  declaratoria  de 
haber  lugar  á  formación  de  causa :  ni  deponérseles,  si  no  en  TÍrtod 
de  sentencia  ejecutoriada. 

Art.  117.  Todos  los  tribunales  i  juzgados  en  el  ramo  de  justicia 
que  la  lei  establezca  bajo  cualquiera  denominación,  dependen  de 
la  corte  suprema. 

Art.  118.  Corresponde  al  supremo  tribunal  hacer  el  nombra- 
miento de  sus  respectivos  secretarios,  jueces  de  primera  instancia  i 
dianas  funcionarios  que  designe  lá  lei:  conocer  de  las  renuncias 
de  éstos  i  concederles  licencias  cuando  las  soliciten. 

Art.  119.  La  lei  demarcará  la  jurisdicción,  el  número  i  la  dura- 
ción de  los  tribunales  i  juzgados  establecidos  ó  que  deban  estable- 
cerse en  la  república,  sus  atribuciones,  los  principios  á  que  deben 
arreglar  sus  actos  i  la  manera  de  eiijirles  la  responsabilidad. 


SECCIÓN  11 

Da  la  orgaDlBadon  de  la  oort«  saprema  de  Jnstiola. 

Art.  120.  La  corte  suprema  de  justicia  se  compondrá  de  un  pre- 
sidente, sie:e  majislrados  i  un  físcal ;  i  para  ios  asuntos  qut'  no  in- 
cumban á  la  corte  plena,  se  dividirá  en  dos  salas,  bajo  las  denomi- 
naciones de  l.*i  2.»  El  presidente  de  la  corle  suprema  de  justicia, 
presidirá  aquélla,  i  ésta  el  majistrado  que  el  congreso  designe. 

Art.  121.  Cada  sala  se  compondrá  de  su  presidente  i  dedos  ma- 
jislrados; mas  cuando  alguna  ae  ellas  conozca  en  tercera  instancia  de 
juicio  escrito,  se  compondrá  de  cinco  miembros,  aumentándose  con 
los  dos  majistrados  que  con  tal  objeto  se  nombren. 

Art.  122.  Ambas  salas  i  losmajistradosde  tercera  instancia,  cono- 
cerán en  corte  plena  de  lodos  los  asuntos  que  la  lei  señale.  El 
majistrado  fiscal  tendrá  asiento  en  las  sesiones  de  ésta  i  voto  con- 
forme á  la  lei. 
Art.  123.  Para  ser  majistrado  se  requiere: 

1.°  Ser  costaricense  por  nacimiento; 

2.®  Ciudadano  en  ejercicio  ; 

3.<^  Del  estado  seglar; 

4.°  Ser  mayor  de  treinta  años ; 

5.°  Tener  el  título  de  abogado  de  la  república  ; 

6.°  Poseer  un  capital  propio  de  tres  mil  pesos,  ó  en  su  defecto, 
rendir  fianza  equivalente. 
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Art.  lli.  No  podrá  recaer  el  nombramienlo  ile  majislrndos  m 
persunas  que  eslén  ligadas  con  pnreiilesco  de  consanguinidad  ó 
alinidnd  hasta  el  segundo  grado  inclusive. 

Arl.  195.  El  periodo  de  la  corle  suprema  será  de  cualro  años, 
pudii'iido  sus  individuos  ser  reeleclos  indcnnidamenle. 

Art.  láC.  £s  incorapalible  la  calidad  de  niajistrado  con  la  de 
empleado  de  los  otros  supremos  poderes. 

Art.  127-  Para  llenar  las  f.dlas  de  los  majÍ>lrados  de  la  corle  en 
cada  una  de  las  salas  i  del  migíslrudo  fiscal,  se  sortearán  en  calidad 
de  conjueees  natos  entre  los  abogados  que  reúnan  las  mismas  cali- 
dades, que  no  sean  empleados  de  los  oíros  supremos  poderes,  ni 
suballernos  de  la  misma  corle  i  que  no  residan  A  más  de  cuatro 
leguas  déla  capital. 

Art.  128.  El  congreso  al  elejir  los  majistrados  de  la  corte  su^ 

prema,  nombrará  ademAs  seis  conjueces  que  reúnan  las  calidades 

I  de  ios  propietarios,  escepto  la  de  abogado,  quienes  serán  llamados 

i  suplir  las  fullas  de  los  conjneces  natos. 


TITULO  XI 

DEL  RÉJItVIEN  triUNlCIPA 


Arl.  129.  Kl  terrilorio  de  la  república  continuará  dividido  en 
rovincias  para  los  efectos  de  la  aun linist ración  jeneral  de  los  ne- 
kíüs  nacionales,  las  provincias  en  cantones  i  éslos  en  distrilos.  — 
isla  división  pue'Jo  variarse  pura  los  erectos  fiscales  políticos  i  judi- 
Soles,  por  las  leyes  jentrules  de  la  reptiblÍL-a  ;  i  para  los  efectos  de 
taadministracion  muniripal,  porlp?  ordenanzas  municipales. 

Arl.  150.  Habrá  en  la  capital  de  cada  provincia  una  municipali- 
dad á  quien  coiresnondií  ln  admínisírainon,  cuidado  i  fomento  de 
losinterescs  i  estnbleclm teñios  de  la  proúncia,  la  formación  i  cus- 
.lodia  del  rejisiro  cívico  i  del  censo  de  población;  i  esclusivameule 
Is  adminiíitracion  é  inversión  de  los  fondos  municipales,  todo  con- 
forme Á  las  leyes  refpectivas. 
Arl.  131.  dabrá  en  cada  provincia  un  gobernador  aji'nte  del 
>dcr  ejecutivo,  i  de  nonibrjroicnlo  de  ésti',  con  las  calidades  i 
atribuciones  que  la  lei  le  señale 
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DE  LA  OBSERVANOA  DE  LA  CONSTITUCIOli»  JURAMENTO 

I    REFORMAS 


y^'W  I 


I 


Aii.  133.  El  congreso  en  sos  primens  sesiones  onfinarias  ob- 
senrará  si  la  constitiicion  ha  sido  iofrinjida,  i  si  se  ha  hecho  eCee» 
tifa  la  responsabilidad  de  los  inCracloreSv  para  pro? eer  en  oonse- 
coencia  lo  conTeniente. 


SECaON  n 


Art.  153.  El  jaramento  que  deben  prestar  los  funcionarios  pú- 
blicos se^n  lodispuesto  en  el  art.  21,  sección  1.*,  tit.  III  de  esta 
constitución  —  será  bajo  la  fórmula  siguiente:  ^Juráis  á  Dios  i 
prometéis  á  ¡a  patria,  observar  i  defen'fer  la  constitución  i  la^  leues 
de  la  república  i  cumplir  fielmente  los  deberes  de  vuestro  destino  f— 
Si  JOBO.  —  Si  así  b  hiciereis  Dios  os  ayude  ^  i  sino  Él  ila  Patria  os  lo 
demanden. 


SEcaox  m 

Do  íam  mUnmiM  dt  la  oonstitociaii. 

Art.  134.  El  poder  lejisiatívo  podrá  reformar  parcialmente  esta 
constitución,  con  absointo  arreglo  á  las  disposiciones  siguientes: 

1."  La  proposición  en  que  se  pida  la  reforma  de  uno  ó  más 
artículos,  podrá  presentarse  al  congreso  firmada  al  menos  por  un 
tercio  de  sus  miembros  presentes  ; 

2.»  Esta  proposición  será  leida  por  tres  veces,  con  intervalo 
de  seis  dias,para  resolver  si  se  admile  ó  no  á  discusión ; 

3.'  En  caso  aflrmativo,  pasará  á  una  comisión  nombrada  por 
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mayoría  absoluta  del  congreso,  para  que  en  el  término  de  ocho  días 
presente  su  dictamen ; 

4.*  Presentado  éste,  se  procederá  á  la  discusión  por  los  mismos 
trámites  establecidos  pura  la  formación  de  las  luyos  :  dicha  re- 
forma no  podrá  acordarse  sin  la  concurrencia  de  dos  tercios  de 
Totos  del  conRi'eso ; 

b.'  Acordado  que  debe  hacerse  la  reforma,  el  congreso  formarA 
el  correspondiente  proyecto  por  medio  de  una  comisión,  bastando 
en  este  caso  para  su  aprobación  la  mayoría  absoluta ; 

6.*  El  mencionado  proyecto  se  pasiirá  al  poder  ejecutivo, 
quien,  después  de  haber  oido  al  consejo  de  gobierno,  lo  prL'sentará 
con  su  mensaje  al  congreso  en  su  prútiina  reunión  ordinaria  ; 

7.*  El  congreso  en  sus  primeras  sesiones  discutirá  el  pruyectOi 
i  lo  que  resoivierii  por  dos  tercios  de  volos,  formará  parle  de  la 
constitución,  comunicándose  al  poder  ejecutivo  para  su  publicación 
i  observancia ; 

8."  También  podrá  precederse  &  reformar  la  constitución,  por 
iniciativa  unánime  de  las  municipalidades  de  la  república,  cuando 
ellas  convengan  en  la  necesidad  de  hacerlo  respecto  á  las  mismas 
disposiciones  que  se  indiquen. 

Arl.  135.  La  reforma  joneral  de  esta  constitución,  una  vez  acor- 
dado el  proyecto  por  los  trámites  de  que  habla  el  articulo  anterior, 
no  podrá  hacerse,  sino  por  una  constituyente  convocada  al  efecto. 
Art.  1.'6.  Quedan  derogadas  por  la  presente,  todas  las  constitu- 
ciones anteriores,  i  ninguna  otra  rejirá  desde  el  día  de  la  publica- 
ción deésl.1. 

Dada  en  la  ciudad  de  San  José,  á  los  siete  días  del  mes  de  di- 
ciembre de  mil  ochocionlos  setenta  i  uno,  L.  de  la  independencia. 
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ANTECEDENTES  I  COMENTARIOS 


Aunque  dividido  hoi  ea  cinco  estados  independientes,  el  ter- 
ritorio que  ocupan  Guatemala,  el  Salvador,  Honduras,  Nicara- 
gua i  Costa-rica,  formó  una  colonia  bajo  el  gobierno  español,  á 
lo  menos  desde  cierta  época  ;  hizo  también  una  sola  nacioa  al 
separarse  de  España,  ó  poco  después,  i  está  llamada  á  compo- 
nerla nuevamente,  ya  se  mire  la  cuestión  bajo  el  aspecto  jeográ- 
íico,  ctnolójico,  histórico,  político  ó  económico.  Hé  ahí  por  qué 
trataremos  conjuntamente  á  esa  iulcrcsante  rejion,  en  lo  que  de 
ella  ó  sus  partes  nos  ocurriere  decir,  que  no  será  mucho,  habida 
consideración  á  que  tendríamos  que  repetir  observaciones  ya 
hechas  en  el  curso  de  los  precedentes  estudios. 

Fué  descubierta  su  parte  litoral  más  avanzada  al  Norte,  ó  sea 
la  costa  setcntrional  de  Nicaragua  i  Honduras,  por  Colon  en  su 
cuarto  viaje  (1502);  pero  no  se  cspedicionó  sobre  ella  sino 
algunos  años  después.  Dividido  en  dos  partes  por  el  rci  Fernan- 
do el  Católico  lodo  el  territorio  costeado  por  Colon  en  aquel 
viaje,  comprendió  la  occidental,  desde  el  medio  del  golfo  de 
Urabá  hasta  el  cabo  Camarón,  i  con  la  denominación  de  Tierra 
Firme  tuvo  por  gobernador  nombrado  á  Diego  de  Nicuesa,  quien 
pereció  (1505)  por  naufrajio  en  el  cabo  Gracias  á  Dios.  Pero 
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cuando  se  formalizó  la  colonización  del  Darien  i  Panamá  bajo 
Balboa  Í  Tedrarias,  los  paiscs  al  occidente  de  Chíriquí  se  con- 
sideraron cosa  aparte,  i  Tueron  sucesivamente  invadidos  i  pobla- 
dos por  varios  ospedicionarios,  procedentes  unos  de  Santo  Do- 
mingo, otros  de  fanamú,  otros  de  Méjico. 

(ionzáloz  de  Avila,  i'edrarias,  Francisco  Fernándeü  de  Córdo- 
ba, Cristóbal  de  Olid,  francisco  de  Las  Gasas,  Alvarado  i  algunos 
otros  invadieron  el  país,  fundaron  ciudades,  sometieron  á  los  in- 
dijcnaa,  i  lo  que  es  más.  sostuvÍi>ron  untrc  sí  no  pocas  i  encarni- 
zadas guerras  civiles,  anuncio  muí  anticipado  de  las  que  habrían 
de  ensangrentar  esa  hermosa  rejion  en  siglos  por  venir.  El  mismo 
Cortés,  como  lo  vimos  antes,  hizo  á  ella  un  viaje,  en  que  empicó 
dos  años,  i  en  que  se  hizo  acompañür  por  Guatimocín,  sacrilica- 
do  en  el  camino. 

Numerosas  tribus  encontraron  allí  los  españoles,  unas  bastan- 
te civilizadas,  rudas  ú  bárbaras  las  otias.  Procedían  las  primeras 
de  los  loltecas,  quienes,  según  todas  las  apariencias,  hablan  ori- 
jinado  en  Yucatán,  i  de  alli  emigrado,  parle  al  norte,  ocupando 
á  Méjico,  parte  al  sur  hasta  Nicaragua  ;  i  éstas  formaban,  á  la 
época  del  descubrimiento,  los  charoleganos  i  tos  [liquiranos  prin- 
cipalmente. Las  bárbaras,  ó  tribus  aborljenes,  estaban,  entre 
otrss.  re  prese  ni.!  das  por  los  chontales  i  los  caribiri,  i  aún  más 
propiamente  por  los  últimos,  que  consideraban  á  los  oti'os  como 
estranjeros. 

Más  adelantados  por  ventura  que  los  aztecas  mejicanos,  los 

indijenas  civilizados  de  la  América  Central  tenian  libros  i  blhlio- 

!cas,   formados   aquéllos   de  ciertas  hojas   vejetales,  i  aun  de 

ina  especie  de  papel  fabricüdo  di'  plantas  textiles ;  i  conocían 

ir   consiguiente  la  escrilura,  aunque  joroglilica.  Pero  todavía 

lubo,  i  lo  que  parece,  en  tiempos  remolos,  civilización  anterior 

[i  superior  ú  la  suya,  puesto  i]ue  no  les  pertenecen  ni  aun  espli- 

m  algunas  grandes  ruinas  arquitectónicas  que  se  conservan. 

£a  cuanto  á  los  gt>b¡ernos.  eran  muchas  las  divisiones  bajo  otros 

tantos  caciques  ;  i  sólo  una  aglomeración  rcr^petablc  se  encontró 

occidente,  formando  el  reino  de  Quiche,  que  comprendía,  al 
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parecer*  los  actuales  estados  de  Guatemala,  Salvador  i  parle  ds 
Honduras. 

Juagando  Cortés  que  el  territorio  al  oriente  de  Yucatán  se  h- 
'  Haba  comprendido  dentro  de  su  jurisdicción,  i  seducido  por  iio> 
ticias  de  grandes  riquezas,  envió  una  doble  eapedicion  maritiini 
i  terrestre  á  posesionarse  de  dicho  territorio,  sin  peijuicio  de 
otras  posteriores  menos  afortunadas.  Encomendó  la  terrestre  i 
Pedro  de  Alvarado,  su  segundo,  famoso  adalid  en  la  oonquiíti 
de  Méjico,  que  no  rió  sin  gran  satisfacción  la  oportunidad  de 
desplegar  por  cuenta  propia  las  alas  de  su  jenio  i  llegar  a  k 
condición  de  primer  jefe,  á  que  sin  duda  estaba  llamado.  Si 
hemos  de  creer  todo  lo  que  de  él  se  refiere,  sus  proezas  en  Qui- 
che no  fueron  inferiores  á  las  del  mismo  Cortés  en  el  Anahuac. 
Con  300  infantes  españoles  i  una  división  ausiliar  de  tlascalte- 
cas,  algunos  caballos  i  unos  pocos  cañones  de  campaña,  se  le  re- 
presenta combatiendo  un  ejército  de  hasta  243.000  indijenas  (i), 
biyo  el  cacique  Tecum  ünam  ;  i  después  de  muchos,  reñidísi- 
mos i  por  demás  sangrientos  combates,  sometiendo  á  lodos  los 
moradores.  Por  premio  de  esa  conquista  obtuvo  la  gobernación 
de  la  comarca. 

Empezó  á  regularizarse  la  administración  de  aquellos  países 
por  los  años  de  1530,  época  en  que  se  hallaba  repartido  el  terri- 
torio entre  dos  colonias ;  una  al  noroeste,  que  comprendía  á 
Chíapas,  Guatemala,  Salvador  i  parte  de  Honduras  ;  otra  al  sud- 
este, compuesta  de  Nicaragua,  sur  i  oriente  de  Honduras  i  Costa- 
rica.  Dominó  en  la  primera  Alvarado,  hasta  su  muerte  en  1541; 
en  la  segunda  Pedradas,  sin  más  titulo  que  su  audacia,  hasta  que 
falleció  en  1531.  Pero  dependían  respectivamente,  la  primera  de 
Méjico,  i  la  segunda  de  Panamá  ó  Santo  Domingo,  hasta  el  esta- 
blecimiento de  la  Audiencia  en  1542,  la  cual  estendió  su  auto- 
ridad sobre  las  dos  secciones  unidas  desde  entonces,  i  gobema- 


(1)  Juzgamos  mui  exajerada  esta  cifra.  Cuando  Pizarro,  en  el  Perü,  se  avistó 
con  Atahualpa,  que  le  aguardaba,  i  que  se  hallaba  rccícn  victorios  o  de  Huáscar, 
el  inca  no  tenia  en  Gajamarca  40  000  houibi'es  de  guerra,  i  ademas  de  esto  ejér- 
cito no  se  habla  sino  de  autro  en  Jauja,  computado  en  25,000. 
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■  por  el  presidente  de  nquel  tribunal,  que  era  t^inibiGn  capi- 
tán jenoral  del  reino  de  Guatemala.  Bnjo  osle  nombre  continuó 
la  colonin  con  una  depcndencín  nominal  del  vÍrE<nato  de  Méjico, 
i  fiólo  efectiva  de  la  corte  de  Knpnña. 

Dívidi^áela  en  cinco  gobernaciones  (subdividiis  en  provincias), 
({lie  no  correspondían  exaclamcnle  á  los  actuales  estados,  puesto 
(|ue  Chinpas  hacia  parte  del  reino,  bajo  el  nombre  de  Soconusco. 
i  el  Salvador  se  bailaba  comprendido  en  Honduras  ;  pero  esas 
dos  eran  las  únicas  diferencias.  Fueron  gobernadas  las  colonias 
centro-americanas,  según  los  principios  de  la  raza  conquislado- 
ra  i  aun  más  despóticamente  quizás  que  ninguna  otra  colonia 
española.  Tales  Tueron  las  atrocidades  allí  cometidas,  que  la  po- 
blación, numerosa  al  principio,  i  aciso  no  menor  de  cuatro  mi- 
liónos  de  indíjcnas.  se  redujo  á  la  cuarta  parte. 

Un  hecho,  más  curioso  que  Irascendental,  pero  muí  caracte- 
rMico,  fué  h  rebelión  de  los  Contreras.  A  la  muorte  de  Pedra- 
das, gobernó  en  las  provincias  orientales  del  reino  guatemalteco 
su  yerno,  Rodrígo  de  Contreras.  quien  se  habla  enriquecido  prin- 
cipalmente por  el  trabajo  de  esclavos  indijtnas.  que  poseía  en 
número  considerable.  Cuando  se  estableció  la  dudiencia,  se  er 
pidieron  por  lu  cóile  de  Espiiña  leyes  protectoras  de  los  indios, 
las  que  prohibían  su  reducción  á  esclavitud.  Fueron  conliscados 
los  siervos  de  Cuntreras,  á  pesar  de  cierta  tentativa  fntudulenta 
suya  para  evadirse.  Ocurrió  sin  buen  éxito  al  Consejo  de  indias, 
pidiendo  la  revisión  del  acto  conden-itorio,  i  durante  su  ausencia 
en  España,  trasladóse  lu  audiencia  de  Gracias  á  Guatemala.  Apro- 
vechando de  esta  circunstancia,  que  alejaba  el  centro  del  gobier- 
no colonial,  los  hijos  de  Contri-ras,  dos  jóvenes  atolondrados, 
ganaron  á  al^'unos  descontentos,  i  se  insurreccionaron  (1548), 
proclamando  la  independencia  de  la  América  española,  bnjo  el 
cetro  de  uno  de  ellos  como  principe  Contrerai !  Asesinaron  en 
Leonul  obispo  Valdivieso,  cuyo  denuncio  había  caucado  la  con- 
Gscacion  de  los  esclavos  ;  i  después  de  dominar  sin  resistencia 
casi  toda  la  comarca,  marcharon  sobre  Panamá,  de  que  lograron 
apoderarse.  Has  al  seguir  para  Nombre  de  Dios,  los  de  Panamá 
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les  persiguieron  i  veiicieron,  hallando  en  sa  fogn  trialisiiBa 
mnerte  los  cabecillas  de  la  insurrección  (1). 

Era  demasiado  temprano.  La  independencia  no  bahía  de  ^enir 
hasta  el  siglo  xn,  i  en  esto  Guatemala  siguió  eEactameole  las 
huellas  de  Nuera  España.  Favorecida  la  idea  por  el  capitán  jcneial 
Gainsa,  prodamóse  la  independencia,  sin  efosion  de  sangre, 
el  15  de  Setiembre  de  1821.  Fué  además  arrastrado  d  reino  ea 
el  moTÍmienlo  mejicano,  hasta  el  punto  de  ser  incorporado  es 
el  imperio  de  Iturbide,  sobre  lo  que  habia  dos  partidos,  de  los 
cuales  el  anexionista  fué  mas  poderoso,  ayudado  como  estabs 
por  la  fuerza  militar  i  la  apariencia  deslumbradora  del  nadeo* 
te  imperio.  Timos  antes  cómo,  al  caer  Iturbide  i  su  rrájíl  cons- 
trucción, Centro-América  aproTechó  de  la  oportunidad  para  sepa- 
rarse, aunque  perdiendo  su  provincia  más  occidental,  Chiapas, 
que  continuó  incorporada  á  la  república  mejicana.  Posteriores 
reclamaciones  de  Guatemala  sobre  aquel  territorio  se  ajustaron 
en  1854,  recibiendo  esta  república  de  la  primera  S  4:20.000, 
como  indonnizacíon  i  por  la  renuncia  de  sus  derechos. 

Al  asumir  su  posición  independiente,  Centro-América  debía 
cumplir  la  leí  jeneral  á  que  el  destino  sujetaba  todos  los  rompi- 
mieotos  de  las  colonias  españolas  con  la  madre  patria  ;  la  leí 
de  la  lucha  seguida  de  la  victoria.  «  Los  realistas  pretenden  en- 
tonces reconquistar  el  territorio  de  Centro-América  á  la  monar- 
quía española,  i  mediante  los  auxilios  del  clero,  logran  apode- 
rarse de  Cartago,  León  i  otras  poblaciones.  Atacadas  al  fin  por 
los  jenerales  D.  Gregorio  Ramírez  i  D.  Cayetano  Cerda,  que  man- 
daban las  tropas  del  San  José  i  del  Salvador,  sellaron  con  so 
derrota  la  completa  independencia  de  la  república  el  5  de  Abril 
de  1823  (2).  » 

Pero  la  verdadera  proclamación  no  se  hizo  sino  algunos  meses 
después.  En  29  de  marzo  se  convocó  á  un  congreso  jeneral  cons- 
tituyente, que  se  instaló  en  Guatemala  el  24  de  junio,  i  cambió 

^1)    Algunos  escritores  solo  mencionan  un  hijo  de  Rodrigo  de  Contreras,  lla- 
mado Hernando,  único  cabecilla  del  movimiento,  según  esa  versión. 
(S)    La  América ,  por  don  Miguel  de  la  Barra,  segunda  edición '.  t.  II,  pig.  143. 
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lui'de  aquel  nombre  por  el  de  atamblea  nacional  cotislilH- 
yente.  Proclamó  la  independencia  el  1."  de  julio,  denominando 
iu  iiui?va  naciiin  Provincias  Unidas  de  Centro-América,  \  se 
procedió  B  consliluirU.  Previas  unas  bases  publicadas  el  17  de 
octubre  sk  acordó  i  promul),'ij  la  conslitiiciün  el  22  ile  noviembre 
de  18'2i.  Antes  de  eso  (el  17  de  abril),  la  asamblea  abolió  la 
esclavitud,  mudiunte  el  principio  do  indemnización  á  los  propie- 
de  esclavos,  cuyo  número  en  todo  el  país  no  pastiba  de 
il,  i  eran  en  su  mayor  parle  sirvientes  domésUcus. 
Según  el  art.  2ü4  de  la  constitución,  debia  sancionarse  (es 
decir,  aprobarseí,  por  el  primer  congreso  ordinario  ó  asamblea 
lejií-lativa  que  ella  creaba;  Í  despuei  de  jurada  el  15  de  abril 
1825,  cumplióse  con  aquella  formalidad  el  1."  de  selíenibro 
mismo  ano.  No  careciendo  de  orijinilldad  e»to  malhadado 
Islramento,  haremos  notar  aquellos  de  sus  rasgos  ijue  lian  tla- 
madi)  nuestra  atención. 

Creó  una  república  con  gobierno  popular,  representativo,  fe- 
deral, denominada  Federación  de  Cenlro-Américu.   (Arts.  8.' 
,")  Sentó  en  el  art.  Í0  el  verdadero  principio  fedentivo,  es- 
isado  así  :  n  Cada  uno  de  los  estados  que  la  componen  (la  fe- 
)  es  libre  é  independiente  en  su  gobierno  i  administra- 
in  interior,  i  les  corresponde  lodo  el  poder  que  por  la  crnsti- 
:ion  QO  estuviese  conferido  á  la«  autoridades  federales.  »  Poro 
fué  bastante  consecuente  al  señalar  bases  de  constitución  á 
estados,  como  lo  bizo  en  el  titulo  \ii,  obligándoles  á  eslable- 
todos  sus  poderes  públicos  sobre  el  modelo  de  la  organización 
ional,  jungada  según  eso  el  non  plus  uUra  de  la  perfección, 
ú  fe  que  no  lo  era.  especialmente  en  materia  eleccionaria, 
ando  por  norma  la  constitución  de  Cádit,  exijió  para  la  de- 
[nacion  del  personal  gubernativo  (lit.   111),  además  del  ciui/o- 
íno.  electores  de  distrito   {apoderados  suyos|  i  electores  depar- 
ntales,  elejidos   por  éstos  ;  de  suerte  que  babia  tres  grados 
Ilación,  complicada  con  el  principio  de  mayoría  absoluta, 
lo  era  tanto,  sin  embargo,  como  en  la  constitui-lon  española, 
entableció,  á  más  de  juntas  electorales  de  parroquia,  com- 
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paestM  de  los  ciudadanos,  compromisarios,  que  designaban  eleD> 
tores  de  partido,  encargados  de  apoderar  electores  de  provineit, 
fundando  asi  una  elección  á  cuatro  grados,  que  agradada  coi 
mucbisimas  é  inútiles  formalidades,  ha  debido  hacer  de  mni  di* 
ficil  ejecución  el  instrumento  de  19  de  mano  de  1813,  Tijcote 
en  Guatemala  en  i  820. 

Sujeto  á  tres  operaciones  (tft.  Y)  la  función  lejislatín; 
espedicion  ó  adopción  de  la  lei  por  un  congreao  ó  asamblea  da 
diputados,  sanción^  nombre  que  dio  á  la  aprobación  ó  conlh^ 
macion  por  un  senado  mui  poco  numeroso,  i  promulgación  i 
publicación,  por  el  poder  ejecutivo,  á  cargo  de  on  presidente.  El 
Iqislatito  reiidia,  pues,  en  el  congreso,  compuesto  de  nna  cá- 
mara ;  pero  el  senado,  en  que  entraban  dos  miembros  por  esta» 
do,  i  por  consiguiente,  diez  senadores,  tenia  k  faculted  de  hacer 
obserraciones  á  los  proyectos,  ni  más  ni  menos  como  lo  hace  el 
poder  ejecutivo  en  todas  las  otras  constituciones  americanas. 

Pedia,  es  verdad,  dictamen  al  presidente  de  la  rqpública; 
pero  á  esto  se  reducia  la  participación  del  ejecutivo  en  la  for- 
mación de  la  lei,  que  estaba  simplemente  obligado  á  promulgar 
i  cumplir.  Era,  por  consiguiente,  el  senado  un  cuerpo  interme- 
dio entre  los  poderes  Icjislatívo  i  ejecutivo,  tonto  más  cuanto 
según  otras  atribuciones  suyas,  se  asemejaba  á  los  consejos 
de  estedo  ó  diputaciones  permanentes  que  reconocen  otras  con:i- 
tituciones,  i  tienen  por  encargo  :  velar  por  la  observancia  de  la 
constitución,  suplir  á  la  lejislatura  en  ciertas  funciones  electora- 
les ó  administrativas,  aprobar  nombramientos,  dicteminar  al 
ejecutivo  etc. 

Bajo  de  otro  respecto,  pedia  considerarse  aquella  inusiteda 
institocíon  como  un  paso  transitorio  entre  la  dualidad  i  la  uni- 
dad lejislativa,  puesto  que,  si  bien  no  iniciaba  proyectos  de  lei, 
los  discutía,  i  votaba  sobre  ellos,  dándoles  ó  negándoles  su  apro- 
bación dentro  de  diez  dias ;  i  era  tel  la  fuerza  de  su  negativa, 
que  para  insistir  el  congreso  en  un  proyecto  objetedo,  reque- 
ríanse los  dos  tercios,  i  en  ocasiones  aun  los  tres  cuartos  de  sus 
votos.  Si  no  temiéramos  pasar  por  sistemáticos,  diríamos  que  el 
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senado  centro-americmo  era  la  alta  cámara,  relírámlose  aote  la 
cámara  popular,  en  fuerza  de  la  evolución  política,  í  cu  vía  tic 
reducirse  nuevamente  á  su  primitiva  condición  de  mero  consejo 
administrativo,  para  dejar  enteramente  el  campo  lejislalivo  á  la 
asamblea  única  democrática,  cuando  el  estado  social  i  la  simpli- 
ficación de  los  negociados  le  permitían  asimilarse  at  directorio 
de  una  compañía  anónima.  No  de  otro  modo  la  anatomía  compa- 
rada muestra  en  jéneros  ,  especies  ó  familias  de  animales  supe- 
riores, óri^anos  rudimentarios  o  atrofiados,  que  tuvieron  desar- 
rollo i  usu  en  los  animales  inferiores,  pero  que  han  perdido  ya 
uno  i  otra,  hasta  el  punto  de  aparecer  como  meras  supereroga- 
ciones, ¡nesplicables  para  todo  naturalista  que  no  sea  evolucio- 
narlo. Es  una  de  las  leyes  de  la  creación,  leyes  cuya  universali- 
dad se  palpa  más  i  más,  á  medida  que  con  mayor  cuidado  se  es- 
tudian en  todos  los  ramos  del  cosmos. 

Mimdo  como  cuerpo  lejislativo,  el  senado  que  nos  ocupa  per- 
dió en  su  retirada;  pero  invadió  la  esfera  del  poder  ejecutivo, 
que  bajo  de  éste  i  otros  respectos  sufrió  minoración  en  sus  facul- 
tades. Todos  los  nombramientos  que  le  son  propios  eran  hechos 
a  propuesta,  ya  del  senado,  ya  de  la  corte  suprema,  ó  ya  de  los 
superiores  respectivos  en  cada  ramo  de  la  administración  (ar- 
ticulo 117).  Sólo  podia  separar  libremente  á  los  secretarios  del 
despacho  ;  i  en  cuanto  á  los  otros  empleados,  suspenderlos  por 
seis  moses,  ú  de[H)ncrto8  en  virtud  de  pruebas  justificativas  de 
ineptitud  ó  desobediencia,  previo  acuerdo  del  senado  por  mayo- 
ría de  dos  tercios  (art.  122).  Érale  potestativo  usar  de  la  fuerza 
para  repeler  invasiones  ó  contener  insurreccionas,  dando  cuenta 
inmediatamente  al  coni-reso  ó  en  su  recesa  al  senado  (arl.  1 20). 
i  por  toda  atribución  estraordinaria  tenia,  en  casos  de  traición 
ó  conspiración,  la  de^arrestar  é  interrogar  á  los  presuntos  reos, 
poniéndoloü  precisamente  dentro  de  tres  dias  á  disposición  del 
juez  respectivo  (art.  127). 

A  fm  de  que  se  forme  cabal  idea  de  la  posición  creada  al 
poder  ejecutivo  por  la  constitución  que  examinamos,  cabe  tras- 
^ibir  el  art.  114  asi  coscebído  :  a  Consultará  al  coojírcso  sobre 


4ül  AlÉaiCA  cccnuL 

la  inielijencia  de  ia  lei,  i  al  senado  sobre  las  dadas  i  düdb- 
des  que  ofrftica  sa  ejecodon.  Debe  en  este  caso  oonfiMnane  os 
su  dictamen,  i  cesa  su  responsabilidad.  »  Por  manera  qv  a 
una  lei,  i  juicio  del  senado,  ofrecia  dificultades  ea  sa 
podía  ser  suspendida,  ó  lo  que  es  lo  miamo,  reducida  i  la 
dad.  Un  ejecutivo  asi  organizado,  apenas  podía  oomspondcr  i 
su  objeto.  Dijérase  que  los  constituyentes  de  la  federación  ceoln- 
americana  vislumbraron  i  quisieron  plantear  las  teorias  política 
de  los  radicales  franceses,  como  Luis  Blanc,  Madi«r  de  Maojii, 
Nacquet,  Beaure,  etc.,  quienes  rechasan  la  dimion  del  poder 
público  en  tres  ramas,  i  sólo  admiten  uno,  á  cai^  de  ana  asa» 
blea  lejislativa,  de  quien  el  ejecutivo  es  mero  ájente  sabordiai- 
do.  Pero  para  desarrollar  ese  principio,  menester  fuera  saprímir 
el  senado,  bacer  directa  la  elección  del  congreso,  i  por  éste  b 
del  presidente  de  la  república.  Era,  por  consiguiente»  la  cosí- 
bínadon  centro-americana  un  pensamiento  atft  generi»^  de  qv 
en  vano  se  buscaría  la  base  en  ninguno  de  los  sistemas  polítieoí 
reconocidos. 

Para  las  causas  de  responsabilidad  babia  un  tribunal  especial, 
compuesto  de  cinco  individuos  nombrados  por  el  senado,  entre 
sus  suplentes,  ó  los  del  congreso  que  no  bubiesen  funciona- 
do (art.  147),  i  cuyas  funciones  eran  :  conocer  en  apelación  de 
la  corte  suprema,  cuando  se  juzgaba  al  presidente  de  la  repú- 
blica, i  juzgar  á  los  majistrados  de  dicha  corte  (sin  apelación) 
una  vez  declarado  por  el  congreso  haber  lugar  á  formacron  de 
causa  (arts.  199  i  150).  Concedíase,  pues,  apelación  en  unas 
causas  i  no  en  otras ;  pero  las  había  aun  con  tres  instancias,  á 
saber  :  aquéllas  en  que  era  parte  la  república,  ó  uno  ó  más  es- 
tados, con  alguno  ó  algunos  otros,  ó  con  estranjeros  ó  habitantes 
del  país.  Juzgaban  en  primera  instancia  arbitros,  en  segunda,  la 
corte  suprema,  i  en  tercera,  por  revisión  de  la  sentencia,  no 
consentida,  el  senado  (art.  137).  ¿Por  qué  tanta  variedad  de 
principios?  Acaso  porque  no  se  tenían  ideas  fíjas  sobre  organi- 
zación judicial. 

Terminaremos  esta  crítica  copiando  una  parte  del  art.  175. 


AMERICA  CEKTRAI,  *-B 

ser  enlendida  lilcralmcnte,  relrasuria  muciio  la  fecha  i 
(;aml)iar¡!>  las  Dociones  ndmitidas  ?obre  palerniílad,  del  gran 
principio  de  la  absoluta  libertad  de  la  palabra  hablada,  escrita  é 
impresa.  Dice  asi :  «  No  podrán  el  congreso,  las  asambleas,  ni 
las  (Iciiiiis  autoridades  :  1.  Coartar  en  ningon  caso,  ni  por  pre- 
tcsto  alguno  la  libertad  del  pensamiento,  la  de  la  escritura  i  la 
de  la  iinj>rcnLa.  u  ¿l:^i'a  la  libertad  irresponsable  ante  la  Ici? 
Mucbo  dudomos  que  tal  hubiese  sido  la  intención;  pero  es  la 
deducción  lojitima  del  loxlo  constitucional. 

No  obstante,  la  aprobación  (llamada  sanción)  i[ue  el  congreso 
de  1825,  debía  dar,  i  díú,  el  nuevo  instrumento  era  exequible 
de»de  el  momento  de  publiuirse,  como  lo  dispaso  el  art.  21)  ;  i 
consiguientemenle  se  surtieron  las  elecciones  en  él  prevenidas. 
Bslalta  ala  sazón  d<!  presidente  provisorio  dun  Pedro  Molina,  Í  elec- 
to presidente  constitucional  el  jeneral  Manuel  J,  Arce,  guateraal- 
luco  i  conservador,  entró  en  el  ejercicio  de  sus  Tunciones  hacia  fin 
de  18'24.  Encabezado  por  el  obispo  de  León  i  patrocinado  por  el 
presidente,  protestó  ai(nel  partido  contra  cierta  lei  del  congreso 
de  1825,  que  sujetó  al  pago  de  contribuciones  al  clero  i  utias 
clase»  privilcjiadas,  exentas  antes  por  la  lejislacion  española.  Fué 
aquello  el  principio  de  medidas  opresivas,  á  que  siguió  la  prisión 
del  gobernador  de  Guatemala,  [tarruadia,  decretada  por  el  presi- 
dente a  inüliu'acion  del  clero,  i  que  causó  grandísima  escitacion 
en  lodo  el  paÍ3,  cspecialmento  en  Quesallenango,  cuya  población 
:»e  puso  en  armas.  Aunque  sofocado  este  movimienlo,  siguiéronle 
olios  en  Uonduras  í  Nicaragua,  cuyos  estados  se  pronunciaron 
contro  la  autoridad  de  Arce,  é  hicieron  las  primer.is  dejnostra- 
ciom-s  de  independencia  o  rompimiento  del  pacto  federal.  Cre- 
ciendo el  desorden,  vino  .i  dar  en  abierta  guerra  entie  Guatemala 
i  el  Salvdilor.  Derrotado  en  varios  encuentros  el  presidente  Arce, 
celebróse  un  armisticio  en  enero  de  1829;  pero  un  nuevo  ■  po- 
deroso caudillo  liberal,  Murazan,  revivió  el  conflicto,  rompicmlo 
el  armisticio;  tomó  la  capilal  de  Guatemala  el  15  de  abril,  apo- 
deróse de  todo  ol  personal  gubernativo,  varios  prulados  i  mag- 
nates del  partido  coDícrvador,  espulsó  del  país  al  presidente  Arce, 
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ti  anobiq»  i  otros  indmdnoB  dd  alio  dÍMO»  i  ñonifart  prwihh 
promisorio  á  Barrandia, 

Con  gran  popularidad  fué  electo  presidettia  pon  el  paUi 
que  debia  anpezar  á  fin  de  1833.  En  el  jeneml  Frmciseoln- 
can»  natural  de  Honduras,  hombre  de  taleotOv  mdor  i  finiEB, 
que  desde  1824  se  había  distinguido  como  seeretario  jenend  p 
merOf  i  después  oomo  gobernador  del  mismo  estaMlo,  en  cijv 
puestos  mostró  grandes  aptitudes  para  el  mmdo.  A  le  apariÓBi 
del  cólera  en  1836,  el  partido  clerical  hiio  creer  á  lea  poUacisaB 
ignorantes,  de  indios  principalmente,  que  la  epidemia  era  éfiseU 
del  envenenamiento  de  los  manantiales  de  agua  por  loa  Uancaí, 
los  liberales  i  los  estranjeros.  De  aquí  lefantamientoe  oonservak 
res,  en  que  salió  á  luz,  como  uno  de  sus  jefes,  Rafael  Garren, 
mestizo  guatemalteco,  ignorantísimo,  pero  qae  á  pesar  de  sahs- 
mílde  condición,  mostró  en  adelante  verdadero  jenio.  Vencido  jm 
M orazan  en  los  primeros  encuentros,  triunfó  de  él  al  6a  «i  19  di 
marzo  de  i  839. 

Consecuencia  de  esta  victoria  fué  la  disolución  oficial  del  pacto 
federal  decretada  por  el  congreso  á  instigación  de  Carrera ,  annqae 
de  hecho  la  Union  habia  dejado  de  existir  desde  algunos  ajkn 
airas.  Morazan,  que  se  habia  refujiado,  primero  en  David,  po- 
blación de  Nueva  Granada,  en  el  istmo  de  Panamá,  i  después  en 
Chile,  se  presentó  con  algunos  secuaces  en  Costa-rica  en  1843. 
Recibiósele  con  entusiasmo,  i  aunTué  elevado  por  aclamación  al 
gobierno  del  estado.  Considerándose  presidente  legal  de  la  difunta 
federación  centro-americana,  empezó  á  preparar  un  ejército  pan 
recobrar  por  las  armas  su  poder  nacional,  usando  para  ello  de 
medidas  violentas;  i  tanto  por  eso,  como  porque  la  idea  misma  no 
gozaba  de  favor  en  Costa-rica,  sus  enemigos,  esplotando  ambas 
circunstancias,  conspiraron  contra  el  i  sus  pocos  adherenles. 

De  un  modo  tan  sijiloso  como  eficaz  atacáronle  en  su  palacio, 
i  no  obstante  una  brillante  defensa,  fué  vencido  i  capturado. 
«Júzgasele  en  consejo  de  guerra,  i  ejecútesele  el  i 5  de  setiembre 
del  citado  año  de  1842.  En  su  testamento,  para  el  cual  se  le  con- 
cedió el  término  de  una  hora,  espresó :  «  Que  moria  en  elani- 
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i  de  la  iadependencia  de  su  país,  cuja  integridad  habia 

Wurado  mantener,  sin  dejar  enemigos  i  perdonando  ú  sus  ase- 

.»  En  suma,  pudiera  decirse  que  la  disolución  del  pacto 

íderal  centroamericano  pasó  por  tres  fases :  pacific»  ¡  de  hecho, 

"'tiácia  1853  ó  antes  quizás;  Cormal  i  de  mutuo  consentimiento, 

por  acto  lejisIfltiTO  de  1$3S;  violenta  i  reaccionaria,  por  la  ten: 

tativa  de  Morazaii  en  1842. 


Persistiendo  en  sus  planes  ambiciosos  sobre  el  estado  de  Gua- 
temala, Carrera  llegó  ú  apoderarse  del  mando  enlSií,  I  organi- 
zar allí  un  gobierno,  que  ejerció,  con  esrasa  interrupción,  hasta 
Hu  muerte,  primero  da  hecho,  después  con  un  viso  do  legalidad. 
La  república  do  Guatemala  no  se  declaró,  sin  embargo,  de  un 
modo  formal  independiente,  sino  en  21  de  marzo  de  1847.  To- 
davía en  1851  sostuvo  una  guerra  con  los  estados  de  Salvador  i 
Honduras,  en  que  éstos  aparecían  patrocinando  la  causa  de  la 
Union  cenlro-americana;  pero  iuese  ó  no  esa  en  el  fondo  la 
causa  di'  aquella  contienda,  una  victoria  completa  de  las  armas 
de  Guatemala,  al  mando  de  Carrera,  enterró  la  ¡ilea,  A  lo  menos 
en  cuanto  se  quisiese  hacerla  prevalecer  por  medio  de  la  fuerza. 
Alirmó  entonces  su  poder  Carrera.  Un  acia  constitutiva  de  la 
república  de  Guatemala,  sancionada  en  aquel  año  por  una  asarn* 
blea constituyente,  organizó  de  nuevo  el  goliicrno  de  una  manera 
sencilla.  Carrera  fué  electo  presidente  por  la  misma  asamblea,  i 
reelecto  en  1854  por  el  resto  de  sus  dias. 

Fué  un  verdadero  dictador,  especialmente  desde  1853,  en  que 
la  cámara  de  representantes  reformó  el  acta  constitutiva  por  otra 
de  2!)  de  enero,  ejecutada  en  4  de  abril,  que  dio  á  Carrera  las 
más  cslrañas  facultades  sobre  las  elecciones,  la  leJisUtura  i  aun 
loü  tribunales.  Falleció  el  14  de  abril  de  1865.  i  le  sucedió  en  el 
gobierno  don  Vicente  Cerna.  hombre  de  ideas  algo  más  conformes 
á  las  rcítiatites  en  América.  Reelijiósele  en  18G0;  pero  en  mayo 
de  1871  derrocóle  por  una  insurrección  Manuel  García  Granados, 
LOne  como  presidente  provisorio  se  instaló  en  diciembre  de  1872. 
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Tuyo  que  sofocar  conatos  de  reacción  en  favor  de  Cema,  qoe 
representaba  ideas  más  conservadoras  ó  clericales,  i  pmlegilmr 
su  autoridad  convocó  á  una  asamblea  representativa,  la  cual  elijió 
de  presidente  en  1870  al  jeneral  don  Rufino  Barrios. 

Dos  tentativas  infructuosas  se  han  hecho  después  de  la  muerte 
de  Carrera  para  reconstituir  la  república,  una  durante  elgobiono 
de  Cerna,  i  otra  recientemente  bajo  la  administración  de  Barrios. 
Una  asa^Aiblea  constituyente  reunida  por  éste  en  el  mes  de  agosto 
de  1876,  resolvió  diferir  la  obra  de  la  constitución,  i  en  fo 
lugar  espidió  el  singular  decreto  de  23  de  octubre,  que  con  pena 
dejamos  consignado  al  frente  de  este  estudio,  i  por  el  cual  se 
crea  una  dictadura  de  cuatro  años,  que  ejercerá  el  jeneral  presi- 
dente don  J.  Rufmo  Barrios.  Posteriormente,  en  21  de  noviembre, 
se  organizó  un  consejo  de  estado,  instituido  por  la  misma  asam- 
blea, el  cual  se  compone  de  los  secretarios  del  despacho  i  las 
demás  personas  que  el  gobierno  tenga  á  bien  nombrar.  Es  so 
principal  atribución  dictaminar  al  gobierno,  cuando  le  pida  su 
concepto,  i  puede  nombrar  su  presidente  i  reglamentar  sus  sesio- 
nes i  trabajos. 

No  intentamos  discurrir  sobre  las  constituciones  más  ó  menos 
efímeras  de  los  estados  centro-americanos,  llevados  como  somos 
en  parte  por  una  remota  esperanza  de  que  ellos  recompongan  su 
nacionalidad.  Pero  no  podemos  resistir  al  deseo  de  comentar, 
siquiera  brevemente,  la  institución  dictatorial  (]ue  por  toda  cons- 
titución rije  hoi  en  Guatemala.  ¿Cuál  es  su  causa?  ¿Cuál  su 
objeto,  i  cuál  será  su  duración?  Juzgando  por  las  publicaciones 
en  su  apoyo,  que  hemos  visto,  fúndase  la  medida  eu  el  atraso 
político  del  país,  que  hace  ilusorio  el  principio  representativo, 
mientras  que  de  él  se  aprovechan  solamente  el  clericalismo  i  en 
jeneral  los  partidos  retrógrados,  usando  i  abusando  de  las  pobla- 
ciones ignorantes.  Tiene  por  objeto  la  dictadura  ilustrar  esas 
masas  i  prepararlas  al  verdadero  gobierno  representativo,  para 
lo  cual  se  considera  mui  competente  el  jeneral  Barrios.  Su  dura- 
ción debería  ser  de  cuatro  anos,  se^^un  el  decreto  que  la  erijió; 
pero  como  la  obra  emprendida  por  el  jeneral  es   harto  larga 


i  (liiicil.  imajiíiamos  que  apenas  se  hallará  pniicipí  cda  al  teiini 
nar  aquel  periodo,  lo  que  obligan't  á  prorogarlo,  estendiéndolo  de 
un  modo  ó  de  otro  al  que  tenga  la  vida  del  dictador. 

Hallamos,  pues,  aquí  mas  ó  menos  disrrazada  una  dictidura 
vitalicia  liberal,  ni  más  ni  menos,  como  forma  de  gobierno,  que 
laa  de  Carrera,  Rusas  i  el  doctor  Frmicia,  llamadas  conservado- 
ras. Pero  ¿hai  dictaduras  liberales?  I  si  las  hai,  ¿son  más  acep- 
tables que  las  «onservadoras?  Sobre  lud",  ¿quién  es  el  juez  sobre 
elección  ó  preferencia  entre  las  dictaduras?  No  hai  para  qué  hablar 
do  intenciones  en  el  dictador.  No-'Olros  tenemos  profunda  i  sincera 
coiiTiccion  de  que  las  miras  del  jeneral  Barrios  son  nuhilisimas,  i 
de  i|ue  sus  esfuerzos  para  ilustrar  i  liberalizar  á  Guatemala  serán 
decididos.  Pero  en  ello  no  le  hacemos  gran  concesión.  Siempre 
hemos  creído  que  la  buena  fe  en  los  hombres  de  estado  es  un 
sentimiento  mucho  más  común  de  lo  que  ordinariamente  se  cree, 
entendiendo  por  buena  fe  el  deseo  i  la  Intención  de  hacür  el 
bien  publico,  tal  como  se  concibe.  Besta  por  lo  niismu  averiguar 
solamente  :  i."  Si  la  dictadura  es  el  mejor  raodo  de  realizar  el 
objeto  que  se  propone;  3.°  Cómo  i  por  quién  se  escojerA  entre 
dictaduras  diversamente ca lineadas. 

Como  ninguna  se  propone,  á  lo  menos  ostensiblemente,  retra- 
s.tr  la  marcha  del  país  aun  en  el  sentido  político,  casi  no  se  difc- 
rcncian  sino  on  el  grado  de  libertad  que  creen  útil  establecer 
I)  desarrollar.  Todas  ó  la  mayor  parle  se  han  propuesto  educar 
al  pueblo  para  que,  asi  preparado,  tome  luego  en*  sus  manos  la 
dirección  de  sus  asuntos  colectivos.  ¿Cuál  ha  sido  el  resultado? 
Aun  en  los  casos  en  que  el  poder  se  hallaba  un  lanto  modenido 
por  otras  instituciones,  como  en  las  dictaduras  napoleónicas,  en 
las  de  Sauta  Cruz,  Santa  Ana  i  otros  varios  gobernantes  hispano- 
americanos,  U  causa  de  la  libertad  i  de  sólida  ilustración  no  lia 
adelantado  un  solo  paso  bajo  su  imperio. 

Podrá  dvcirsunus  que  ellos  no  la  lomaron  por  su  cuenta,  Í  que 
una  dictadura  vcrdadei-amenle  liberal,  como  la  del  jeneral  Bar- 
rios, es  cosa  distinla,  i  |)odría  añndirse,  cosa  nueva.  Napoleón  III 
■proponia  educar  á  los  franceses  para  el  gobierno  propio.  ¡  en- 
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tendemos  que  Santa  Cruz  trabajaba  eo  el 
respecto  del  Perú  i  BolÍTÍa.  Pero  no  L 
sin  regati^o  al  jeneral  Barrios  la  orijinalidad  de  m 
¿Cuáles  son  las  probabilidades  de  buen  éxito? 

Sería  ya  mucho  si  los  conspiradores,  biea  ó  mal 
le  dejaran  tranquilamente  concluir  el  ensayo.  La  fortmu  deCir- 
rcra  i  del  doctor  Francia,  fortuna  de  morir  ó  descender  natonL 
mente,  ha  sido  escepcional  desde  César  hasta  Goardiola.  Afmt 
instalado  como  dictador  el  señor  Barrios,  una  fomikbble  cobs- 
pi  ración  contra  su  persona  i  su  autoridad  le  ha  obligado  en  dí>- 
▼icmbre  de  1877,  i  por  ventura  contra  sa<«  sentimientos  honu. 
nidrios,  á  ajusticiar  diez  i  siete  de  los  comprometidos  :  pri- 
mera lección  de  liberalismo.  I  no  se  argup  qne  los  planes  de 
estos  infortunados  eran  proditorios.  No  lo  cuestionaremos ;  ni 
aun  remotamente  escusaremos  su  conducta.  Lo  que  tratamos 
de  mostrar  es  que  la  dictadura  produce  de  suyo  la  resistencia,  i 
que  aunque  entre  los  conjurados  haya  muchos  espíritus  perrersos 
que  buscan  satisfacciones  distintas  de  la  de  hacer  triunfar  oo 
principio  político,  los  principales  (ya  sea  que  aparezcan  ó  no) 
tienen  otras  miras. 

Habrá  por  lo  mismo  do  prever  las  conjuraciones  un  dictador, 
i  empleará  para  ello  todas  esas  precauciones  de  espionaje  i  de 
represión,  que  se  avienen  mal  con  la  libertad  i  la  docfrina  libe* 
ral.  Pero  aun  cuando  no  las  prevea :  todo  poder  discrecional 
tiende  al  abuso ;  llámese  el  dictador  César,  Cromweil  ó  Barrios. 
Es  una  leí  política  natural,  contra  la  que  nada  pueden  la  simpatía, 
la  sinceridad  ni  la  declamación.  La  moderación  de  un  poder 
político  no  se  obtiene  sino  por  la  acción  de  otro  poder  político, 
asi  como  en  el  sistema  planetario  la  fuerza  centrifuga  no  se  cqui. 
libra  sino  por  la  centrípeta  ó  gravitación.  Si  el  ejercicio  de  una 
autoridad  no  se  contiene  por  el  ejercicio  de  otra  autoridad  (que 
es  en  resumen  la  teoría  conslilucional),  se  rechazará  por  el  pue- 
blo (conspiración  )  ó  se  deleitará  ensanchándose  ilimitadamente 
hasta  arruinarla  libertad  (despotismo). 

Dictadura  liberal  es,  pues,  una  paradoja,  una  contradicción. 


Jomo  lü  es  en  economía  pulílica,  para  los  jiueblos  antiguos,  alza 
ác  salarios  i  aumento  de  población,  ó  en  teolojía  moral  imponer 
ul  sacerdocio  el  celibato  i  la  liislidail.  Mientras  más  se  prolon- 
gue una  dirladura,  más  se  modilicarán  las  ideas  liberales  del 
dictador,  aun(|ue  quizás  no  se  dé  él  mismo  cuenta  de  la  altera- 
ción. El  jencral  Barrios  de  hoÍ  no  será  ya  el  jenerat  Barrios  de 
ayer,  i  si  su  dictadura  cumple  diez  años,  no  se  diferenciará  sus- 
tencialmente  de  la  de  Carrera.  Es  mui  posible  que  no  se  haga 
tirano;  pero  es  imposible  que  no  sl-  baga  conservador. 

Quéditnos  pendiente  el  problema  que  ha  sigerido  la  creación 
de  una  dictadura  liberal,  ¿Cómo  gobernar  un  pueblo  ttlrasado. 
GS  decir,  ignorante  i  Tanático.  que  no  admite  un  sistema  repre- 
sentativo Jcnuino?  Formulada  asi  ta  cuestión,  snpune  que  á  falta 
de  este  sistema  nu  queda  otro  recurso  que  prepararla  por  la  dicta- 
dura. 1  entro  tanto,  segobernará  por  la  dicladura.  O  lo  que  es  lo 
mismo,  n)íénlras  un  pueblo  selibcraliza,  habrá  (|ue  com[ir¡mirlo. 
['ero  no  hai  tal  dilema,  cuyo  absurdo  por  lo  demás  es  patente. 
Contrayéndonos  á  la  América  hispana,  no  bni  una  sola  sección, 
sin  escepluar  el  Paraguai  ó  Guatemala,  que  no  admita  un  go- 
bierno constitucional  representativo,  sin  dar  entrada  en  los  comi- 
cios á  sufragantes  incapaces.  Para  organizar  un  gobierno  repre- 
scnL-itivo  i  obtener  en  mayor  ó  menor  grado  sus  benelicios,  no 
hai  que  considerar  proporción  alguna  indispensable  entre  repre- 
Benlante?  i  re  presen  Uidoa,  ni  entre  estos  i  los  sufragantes.  Va  se 
considere  que  los  sufragantes  asumen  la  representación  de  todo 
el  pueblo,  ya  que  ios  representantes  no  lo  so[i  sino  del  cuerpo 
de  los  ciudadanos  activos,  que  podríaroos  llamar  la  sociedad  po. 
litica.  por  limitada  que  ésta  sea.  con  motivo  de  una  escrupulosa 
restricción  del  sufrajio,  siempre  será  bastante  numerosa  para 
elojir  miembros  de  una  asamblea  representativa,  í  directamenic 
ó  por  medio  de  ella,  un  majístradu  tcmiioral  que  asuma  las 
funciones  ejecutivas. 

Aunque  la  población  du  California  en  1850  se  componía  prin- 
cipalmente de  varones  adultos,  su  cuerpo  electoral  no  paso  de  la 
i^artn  parto.  En  Fraacia  no  lia  pasado  de  la  quinta,  á  pesar  del 
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sufimjio  universal.  En  Inglaterra  no  es  probablemente  mayor  de 
la  décima^  ni  sería  sino  de  la  décima  quinta  antes  de  1832.  Aún 
es  inferior  en  el  reino  de  Italia,  i  con  mucho  en  el  Brasil.  Todos 
esos  estados  tienen,  sin  embargo,  verdadero  sistema  represenU- 
tivo,  i  puede  concebirse  aún  mayor  desproporción  entre  ciuda- 
danos i  representantes,  sin  que  pierda  el  sistema  su  índole  esen- 
cial. No  admite  duda  que  á  mayor  número  de  sufragantes  aptos, 
mayor  garantía  de  alianza  entre  los  intereses  de  representantes  i 
representados.  Pero  en  esto,  como  en  todo  lo  demás,  hai  que 
resignarse  á  lo  posible,  i  aguardar  la  evolución,  que  marcha  con 
el  tiempo,  i  se  llama  progreso. 

Constituya,  pues,  Guatemala  su  gobierno  representativo,  aun 
cuando  no  pueda  hoi  su  cuerpo  electoral  depositar  en  las  urnas 
mas  de  diez  mil  votos  competentes,  i  ayude  á  ese  fin  el  jenenl 
Barrios  con  sus  sentimientos  patrióticos  i  sus  opiniones  liberales. 
De  allí  resultará  un  gobierno  mejor  contrapesado  que  la  dicta- 
dura^  más  anjelical.  Habrá  todavía  quizás  revoluciones,  como  las 
hai  entre  sus  vecinos,  como  las  hai  en  España  i  como  son  i  han 
sido  hasta  ayer  posibles  en  Francia.  Pero  no  se  olvide  que  las 
causas  de  este  mal  endémico  son  otras,  i  no  dependen  principal- 
mente sino  de  causas  distintas  de  las  ¡Dbtituciones. 

Aqui  nos  salen  al  encuentro  los  clamores  del  partido  liberal 
guatemalteco,  que,  según  lodas  las  apariencias,  es  mui  reducido 
en  aquella  rejion  americana.  Él  no  (juiore  arriesgar  en  la  prác- 
tica del  gobierno  representativo;  no  quiere  esponer  el  pais  á  que 
caiga  en  manos  del  oscurantismo,  en  donde  le  pondrian  proba- 
blemente los  sufrajios  de  un  pueblo  atrasado.  Ese  peligro  dismi- 
nuye mucho,  medíante  la  reducción  del  sufiajio  á  las  personas 
que  tienen  algunos  conocimientos.  Pero  admitiéndolo  en  toda  su 
eslcnsion,  i  aunque  nuestros  votos  más  sinceros  son  en  favor  de 
la  causa  liberal,  reconocemos  que  los  parí  idos,  como  las  nacio- 
nes, sólo  tienen  nn  lejílimo  juez,  el  derecho,  que  afortunada  i 
rectamente  se  traduce  entre  los  partidos  por  la  mayoría  electoral. 
Cuando  los  partidos  ó  las  naciones  recusan  ese  juez,  no  les  queda 
sino  otro,  severfsiino  i  arbitrario,  que  se  llama  fuerza.  Some- 
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I      tetse  á  Alia  fnllos  ea  abandonar  capricbosametite  la  senda  de  la 
^Kivilizacion  |};ira  marchar  ilercrho  á  los  düminios  ile  la  barbarie. 
^^f  Henunciomus  á  h  Im|iaciencÍa  Ae  lealizar  en  la  época  que  nos 
j^Hbs  tocado  las  maraviUns  t\uc  con  más  ó  menos  fundamento  con- 
ciba nuestra  imajinacion,  i  que.  aun<|ue  vislumbradas  con  verda- 
dera presciencia,  correspondan  á  épocas  futuras.  La  marcha  na- 
ml  del  progreso  es  lenta  para  animales  efímeros,  como  lo  es 
Hin  el  hombre  en  el  seno  de  los  siglos  incontables.  Pero  s¡  bien 
e  observa,  no  ha¡  un  solo  diu  que  no  se  agre^^ue  un  útgmo  á  la 
treeientc  conjerie.  I.a  muerte  dp  un  respetable,  pero  débil  an- 
Riano,  es  ít  menudo,  ¡  puede  ser  cu  estos  momentos,  el  principio 
TÍt  un  cambio  mui  favorable  para  las  sociedades  cristianas  i  espe- 
cialmente cali^lii^as.  Al  prif^ionero  voluntario  i  preocupado  del 
Vaticano  sucede  un  Pontífice  ilustrado  i  Grmc;  i  do  seria  portento 
que  Antes  de  tres  años  la  política  relíjiosa  de  León  Xlt)  pusiera, 
denodada.  Feliz  término  j  esas  cuestiones  ardientes  i  á  esos  funes- 
tos conti-aprincipios  que  traen,  há  más  de  un  cuarto  de  siglo, 
Iirturbada  la  acción  de  los  gobiernos,  sobrescitado  su  poder  i 
armadas  con  ello  las  conciencias. 
La  república  del  Salvador  fué  probablemente  la  más  adversa 
la  incorporación  de  Centro-América  al  imperio  mejicano;  i  en 
odio  i  para  evitar  la  semiviolencia  de  aquel  acto,  decretó  en  di- 
ciembre de  1 822  su  anexión  á  los  Esttdos  Unidos  del  Norte,  Pero 
antes  de  (¡iie  las  autoridades  de  Washington  espresasen  concepto, 
A  á  lo  menos  Lomaseu  resolución  alguna  sobre  aquella  declaración, 
quedó  sin  efecto  por  la  caida  del  imperio  ¡  la  subsiguiente  orga- 
izacion  de  la  federación  centi-o -americana,  de  que  el  Salvador 
'  siempre  uno  de  los  más  fervorosos  partidarios.  Ha  sido  üim- 
lien  en  su  mayorfa  tan  favorable  á  las  ideas  liberales,  como  la  de 
Guatemala  ha  sido  conservadora  i  separatista.  Desde  24  de  junio 
de  1824  se  habia  dado  una  constitución,  cuando  no  estaba  acor^ 
¡ada  la  de  In  Union  centm-ainericana.  Rota  la  federación  cons- 
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iituyósc  independieniomente  en  18  de  febrero  de  1841;  pero  por 
el  art.  95  i  último  del  nuevo  instrumento^  declaró  su  intención 
«  de  contribuir  con  todas  sus  capacidades  i  esfuerzos  á  la  reor- 
ganización de  la  república  de  Centro-América,  i  ofreció  formar 
parte  de  ella  una  vez  constituida,  modificándose  al  efecto  su 
constitución  particular. )».  Añadió  que,  si  agotados  sus  empe- 
ños ^  no  se  consiguiese  aquella  reorganización,  continuaría  en  el 
pleno  ejercicio  de  su  absoluta  independencia  i  soberanía  estema. 
En  cumplimiento  de  esta  segunda  parte,  tomó  el  título  de  repú- 
blica independiente  en  1856,  i  dióse  otra  constitución  en  24  de 
junio  de  1859.  En  ambas  estableció  la  libertad  de  cultos  i  la  elec- 
ción directa  de  los  altos  funcionarios.  Fué  elejido  presidente  en 
1  .*  de  febrero  de  1 860  el  jeneral  Jerardo  Barrios,  quien  der- 
rocado por  una  revuelta  en  1863,  i  refujiado  más  tarde  en  Nica- 
ragua, fué  entregado  al  nuevo  gobierno  del  Salvador,  juzgado  i 
ejecutado  en  agosto  de  1865.  Sucedióle  don  Francisco  Dueñas, 
elejido  en  abril  del  mismo  año. 


Uno  de  los  primeros  en  separarse  de  hecho  de  la  federación 
ccnlro-americann,  el  estado  de  Honduras,  procuró  después,  junto 
con  Nicaragua  ¡  el  Salvador,  restablecer  la  Union.  Marchó  largo 
tiempo  con  su  constitución  primitiva  de  estado  federal,  i  no  se 
dio  otra  como  república  independiente,  sino  mucho  después. 
Aquella  especie  de  liga  se  rehizo  en  1854  por  el  Salvador  i  Ni- 
caragua, sustituyendo  á  Honduras  Guatemala;  no  tenia  ya  por 
objeto  el  restablecimiento  de  la  Union  federal,  sino  mutuo  ausi- 
lio  para  la  guerra.  La  influencia  de  Guatemala  se  hizo  sentir 
ahora  sobre  Honduras;  i  su  presidente,  jeneral  Trinidad  Cabanas, 
que  habia  militado  contra  aquella  república,  fue  derrocado  por 
una  rebelión  i  espulsado  del  país.  Tuvo  por  sucesor  al  jeneral 
Santos  Guardiola,  apellidado  el  tigre  de  Honduras,  quien  se 
apresuró  á  tratar  con  Guatemala,  i  durante  seis  años  ejerció  en 
su  patria  un  poder  semejante  al  de  Carrera  en  la  vecina  repú 
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^icn.  Asosinndo  en  1862,  clijiúse  de  presidente  en  1864  al  je- 
I  J.  M.  Medina.  Duranle  algunos  nños  Iloadurns  vió  aniena- 
I  su  independencia   por  la  protección  que  la  Gran  Bretaña 
b  á  un  indio  titulado  rei  de  Monquitia,  larga  sección  de  la  ma- 
rina selentrional  del  estado.  Pero  esta  proleccion,  orijínada  eo 
alguna  mira  sobre  ai]uella  co.^ta,  se  ha  desvanecido,  acaso  por- 
que no  se  ha  encontrado  de  suücienti:  valor  el  territorio  codi- 
ado;  i  la  Gran  Bretaña  parece  üatisfecha> con  su  antiguo  esta- 
blecimiento de  Belice. 
La  situación  politiza  de  Honduras  en  la  actualidad  (1877)  se 
asiente  de  la  últíraa  guerra  entre  Guatemala  i  el  Salvador.  No 
a  súlo  sobre  ésta  sino  sobre  la  primera  de  dichas  repúblicas  se 
srciú   la  influencia  del  victorioso  jeneral  Barrios,   á  la  cual 
•  debió  la  instalación  de   un   {{obierno   dictatorial  á  cargo  del 
Mñor  Marco  Aurelio  Solo,  inaugurado  el  27  de  agosto  de  1S76. 
Bajo  de  él  se  surtieron  unas  elecciones  cuyo  resultado  Tué  la  re> 
unión  en  37  de  mayo  de  1877  de  un  congreso  estraordinario,  que 
ci'lebrú  sesiones  hasta  el  5  de  junio,  declaró  electo  presidente  de 
la  república  al  mismo  Soto,  i  dio  una  tei  que  restablece  la  vijen- 
cin  interrumpida  de  una  constitución  sancionada  en  1865.  IVro 
por  otra  leí  faculta  al  poder  ejecutivo   o  para  que  cuando  to  juz- 
gue opurtunu,  convoque  á  elecciones  de  representantes  para  una 
asamblea  constituyente  que  emila  la  cirta  fundamental,  en  ar- 
lonia  con  las  necesidades  i  los  intereses  del  pais.  n 


Apenas  disuelta  en  1838  la  federación  centro-americana,  el 
tsdo  de  Nicaragua  se  declaró  independiente  en  el  mes  de 
íbiil.  i  80  dio  una  constitución  en  el  mes  de  noviembre  del  mis- 
.  A  principios  de  1855  estalló  una  guerra  tivil  entre  los 
los  ¡lartidos  |iolit¡cos,  que  allí  más  quizás  que  en  oíngun  oiro 
estado,  se  han  hecho  siempre  crudísima  guerra.  Posesionado  de 
la  capit.ll.  Granada,  el  presidente  Chamorro  tenia  por  competidor 
al  jefe  délos  demócratas,  Castellón,  que  se  había  apoderado  de  la 
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ciudad  de  León,  desde  donde  le  hostilizaba.  Llegó  el  segundo eo 
su  despecho,  á  solicitar  la  ayuda  de  un  aventurero  norte-amóri. 
cano,  William  Walker,  quien  de  California  partió  al  llamamiento, 
i  desembarcó  en  Realejo  el  28  de  junio  á  la  cabeza  de  68  filibus- 
teros. Unido  al  coronel  Kinney,  tomó  á  Granada  por  sorpresa, 
fusiló  al  ministro  Mayorga,  al  jeneral  Corral,  i  estableció  un  reina- 
do de  terror.  Apoderóse  del  gobierno  del  estado,  sin  que  faltase 
la  comedia  electoral,  tan  fácil  á  todos  los  usurpadores.  Declaróle 
la  guerra  Costa-rica  en  28  de  febrero  de  1856,  i  los  demás  esta- 
dos centro-americanos  siguieron  su  ejemplo,  empeñándose  una 
guerra  á  muerte,  que  duró  hasta  mayo  de  1857.  Obligado  á  ren- 
dirse después  de  haber  incendiado  á  Granada,  Walker  salió  de 
país  bajo  la  protección  de  un  oficial  de  la  marina  norte-ameri- 
cana. Dos  tentativas  más,  no  obstante  sus  promesas  i  su  pei*don 
obtenido,  llevaron  por  final  resultado  su  captura,  su  entrega  al 
gobierno  de  Honduras,  su  juicio  i  ejecución  el  12  de  setiembre  de 
1860.  Trastornada  por  entero  la  administración  del  país  á  con- 
secuencia de  esta  guerra,  Nicaragua  creyó  necesario  reorgani- 
zarse, empezando  por  darse  una  nueva  constitución,  reformatoria 
de  la  primera;  i  así  lo  hizo  en  19  de  agosto  de  1858,  clijiendo 
presidente  en  1859  á  don  T.  Martincz. 


Asumió  su  independencia  propia  el  estado  de  Costa-nca  desde 
1858;  pero  no  se  constituyó  como  lepública  aparte  sino  ea  21 
de  enero  de  1847.  Hizo  grandes  progresos,  bajo  el  presidente  don 
Juan  Rafael  Mora,  que  gobernó  el  país  por  muchos  años;  pero 
fue  derribado  por  una  insurrección  en  14  de  marzo  de  1859. 
Una  tentativa  de  restauración  le  arrastró  al  cadalso  algunos  nie- 
ses  después.  Sucedióle  en  la  presidencia  elDr.  José  Montealegre. 
Otras  revueltas  ocurrieron  con  posterioridad,  hasta  que  en  7  de 
diciembre  de  18G1  se  espidió  una  nueva  constitución,  i  se  elijió 
presidente  al  jeneral  Tomas  Guardia. 

No  obstante  su  escasa  población  (que  no  llega  probablemente 


á  150,000  habiUinles),  Coslu-rica  se  ha  liculio  notaltlu  oiilre  los 
esUidoj  centro-americanos  por  haberse  orgnni/ado  cumpletnmcnle 
desde  los  primeros  nnus  poítocioros  al  i-onipiniiento  del  Inzn  le- 
dcrnl.  i  además  jior  hu  ¡nduatria  !  por  la  ciitriia  desplegada  en 
ouisioiics  de  prueba.  Elevado  al  poder  por  un  movimiento  revo- 
lucionario en  1858  don  Braulio  Carrillo.  hi/.o  en  poco  tiempo 
sancionar  los  códigos  de  leJt^lacion  civil  i  criminal,  organizó  ta 
hacienda  pública,  i  previa  liquidación  de  la  parte  que  cupiera  á 
Coí>la-ríca  en  la  deuda  esleriorde  la  Confederación  por  emprésli- 
■  tos  en  íti;;  1.1  (erra,  paj;ó  capital  é  intereses.  Cuando  Walkcrse  apo- 
^Ul6r6  de  Nicaragua,  Costa-rica,  con  un  ejército  de  9.000  hombres, 
^*dirijido  por  su  activo  presidente,  don  Juan  Rafael  Mora,  contri- 
buyó mui  cñcazmente  al  vencimiento  de  aquel  lilibustero. 

Pero  su  marcha  en  estos  úUimos  años  no  ha  sido  edificante, 
ni  en  Bnanxas  ni  polflica  jeneral.  Onerosos  empréstitos  para  fer- 
ro-carriles, de  dudosa  terminación,  han  comprometido  su  ánlcs 
próspero  erario  i  afectado  su  crédito  bien  puesto.  Tcrminndo  el 
periodo  del  jennral  Guardia,  le  sucedió  en  la  presidencia  el  doc- 
tor Vicente  Herrera,  cuya  administración  se  hizonotalilecn  1876 
por  algunos  decretos  atentatorios  A  las  garantías  individuales,  i 
1  eapecialtiienle  á  la  libertad  de  imprenta,  que  suprimió,  sujetando 
■ÉRM  escritos  á  censura  previa.  Era  designado  ó  sostituto  suyo  en  - 
^W^77  el  jeneral  Tomas  Guardia:  i  «eparrfnrfose  Herrera  del  gn- 
Itiemo  en  11  de  setiembre,  llamó  á  aquel  para  subrogarle.  Kn 
seguida  las  municipalidades  i  algunos  grupos  de  ciudadanos 
llnmados  notables,  por  actas  que  no  pueden  apellidarse  sino  con 
el  fumoso  nombre  español  de  pronunciamientos,  inviatiei-oii  á 
Guardia  del  carácter  de  presidente  provisorio  i  de  facultades  es- 
traordiiiarias,  en  uso  de  las  cuales  convocó  á  una  asamblea 
constituyen  le  paro  que  decretase  la  carta  fundamental  de  la  re- 
pública, como  si  ésta  no  se  halln^e  constituida  de  aiilíf^ua  i  Je 
moderna  data.  ¿Qm-  causa  i  qué  oliji'to  ha  tenido  esta  revolución, 
pacifica  en  el  sentido  de  que  no  ha  derramado  sangre  humana, 
pero  no  menos  perturbadora  del  orden  con9litucion.il?  No  lo 
aiiipreudemoN.  Para  osplicnrla  hahria  que  suponer  dcbílidadi-s 
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culpables,  ambiciones  pertinaces,  influencias  perniciosas,  que  no 
serian  nuevas  en  la  política  hispano-amerícana,  pero  que  abando- 
namos á  la  historia  escudriñar  sí  de  ello  se  cuida. 

Caso  que  la  asamblea  convoéada  decretase  la  constitución  que 
se  le  ha  encomendado  para  aumentar  el  catálago  de  estos  cuado^ 
nos,  i  siempre  que  nos  llegue  oportunamente,  la  insertaremos  en 
el  lugar  que  le  corresponde,  con  nuestro  buen  deseo  de  que 
tenga  más  larga  vida  que  su  antecesora,  dado  que  organice 
tolerablemente  los  poderes  públicos,  que  ofrezca  garantías  poli- 
ticas  é  individuales,  i  sobre  todo,  que  sea  escrupulosamente  cum- 
plida. 


Tan  manifiesta  es  la  necesidad  de  una  confederación  entre  los 
estados  de  la  América  central,  que  varias  veces,  después  de  la 
disolución  oficial  en  1838,  i  de  las  tentativas  inútiles  para  resta- 
blacerla  por  las  armas,  se  ha  promovido,  ya  por  uno,  ya  por  ofro 
de  los  estados,  invitando  á  los  demás  para  constituir  represen- 
tantes i  discutir  bases  de  unión.  Pero  todas  estas  manifestacio- 
nes han  abortailo  por  los  celos  i  rivalidades  entre  los  mismos 
estados,  i  por  las  ambiciones  lugareñas  de  sus  prohombres,  más 
fáciles  de  ser  satisfechas  en  un  pequeño  circulo  que  en  un  teatro 
vasto,  donde  mayor  mérito  se  requiere  para  atraer  la  atención  i 
los  sufrajios. 

No  haremos  especial  mención  sino  del  último  de  tales  proyec- 
tos, iniciado  esta  vez  por  Guatemala,  cuyo  secretario  de  relacio- 
nes esteriores  señor  Marco  A.  Soto,  en  despacho  de  15  de  se- 
tiembre de  1875,  se  dirijió  á  nombre  del  presidente  de  aquella 
república,  á  iguales  funcionarios  de  las  demás  convecinas,  espo- 
niendo la  consabida  necesidad  de  la  unión,  é  indicando  los 
medios,  conducentes  según  su  gobierno,  al  logro  de  las  miras 
comunes. 

Considerando  que  después  de  una  larga  separación,  i  de  la 
estrañeza  creada  entre  las   cinco  repúblicas,  tan  á  menudo  en- 


1 


vuellns  en  guerra  rratricida,  sena  poco  mrnos  que  imposible 
Uparse  repenlinninente  para  fonnar  una  sola  nación,  proponía  el 
^ubicnio  guatemalteco  un  procedimiento  gradual,  cuya  primera 
parle  cflnsistiria  en  la  celebración  de  un  tratado  sobre  uniformi- 
dad de  KU  politiui  interna  i  esterna,  que  luia  vez  obtenida  voii- 
dria  á  ser  la  mejor  preparación  para  la  unión  definitiva  en  un 
misino  gobierno  jcneral.  Sin  perjuicio  de  otros  punios  que  los 
plenipotenciarios  bailasen  oportuno  concertar,  sujiere  algunos  en 
ci  fragnienlD  que  vamos  á  trascribir. 

«I  En  sentir  de  mi  gobierno  (dice  el  scíiorSoto),  é  insistiendo 
en  las  ideas  espuestas,  cd  el  tratado  debenan  consignarse  los 
puntos  siguientes:  1."  (Jue  las  cinco  repúblicas  deben  mantener 
siempre  su  independencia  i  la  integridad  del  territorio  centro- 
americano; 2."  Que  igualmente  deben  mantener  la  forma  de  go- 
bierno democrática  i  sua  consiguientes  instituciones  liberales; 
5.°  Que  debe  conscrvnrse  la  paz  entre  las  cinco  repúblicas,  i  para 
i'l  evento  de  cuestionas,  establecer  medios  pacíficos  de  arreglo; 
-i."  (Jue  se  uniforme  la  representación  diplomática  i  consular  «ai 
i'l  t'steriur:  5.°  Que  las  cinco  repúblicas  deben  unirse  en  todo^ 
I  os  caaos  en  que  cualquiera  de  ellas  tenga  que  lincer  reclamos  á 
alguna  potencia  estranjera  ó  viceversa;  6.°  Que  deben  unirse 
pai-a  contratar  lineas  de  vapores  i  lolegrálicas,  para  la  compra 
de  buques  que  gu.irden  las  costas  centro-americanas,  i  para  cual- 
quiera empresa  de  mutua  utilidad;  7."  Que  las  cinco  repúblicas 
deben  estar  unidas  por  carreteras  i  por  alambre  telegrálito;  8." 
Que  por  nu'dio  de  una  convención  postal  se  f.icilite  todo  jénero 
>\e  correspondencia  de  la  manera  más  seguía  i  módica;  'J.°  Que 
deben  uniformar  su  dereclio  internacional,  celebrando  tratados 
i^íuales  con  las  naciones  vstranjeras;  10  Que  en  las  cinco  repú- 
idícas  rija  la  misma  lejisbicioii  civil  i  comercial,  el  mismo  siste- 
ma aduaoero,  de  impuestos  de  esportacion  6  Ímj>ortacion  i  de 
|>esos  i  medidiis;  11  Que  la  instrucción  pública  se  organice  de 
la  iiii^nia  manera  en  todas  ellas,  i  se  ausilieu  en  el  fomento  de 
ese  ramo,  comunica iidosc  toda  clase  de  textos,  publicaciones  etc. 
1  'i  Que  los  títulos  literarios  i  profesionales  se  reconozcan  en  las  cin- 


444  AXERICA  CENTRAL 

co  repúblicas,  sin  otro  requisito  que  la  constancia  de  su  autenti- 
cidad; 13  Que  los  hijos  de  estas  repúblicas  en  cualquiera  de  ellas 
en  que  se  encuentren,  tengan  los  derechos  de  ciudadanía;  i  i4 
Que  la  estradicion  de  reos  comprenda  mayor  número  de  casos 
que  el  establecido  en  los  tratados  con  potencias  estrañas,  por 
demandarlo  así  la  vecindad  i  la  consideración  de  reputarse  como 
un  sólo  territorio  el  de  las  cinco  repúblicas.  » 

De  antemano  era  conocido  el  espíritu  de  la  respuesta  que  da- 
rían las  repúblicas  invitadas,  i  que  no  se  hizo  aguardar.  Todas 
cuatro  aceptaron  entusiastas  el  plan  iniciado,  i  asi  lo  espusíeron 
en  despachos  de  sus  gobiernos,  datados  en  el  mes  de  octubre. 

Aceptaron  también  la  designación  de  lugar  de  reunión  pro- 
puesta por  el  gobierno  de  Guatemala,  á  saber,  la  ciudad  de  este 
nombre.  Consiguientemente,  por  otro  despacho  de  4  de  noviem- 
bre, señaló  el  15  de  enero  como  la  fecha  en  que  los  plenipoten- 
ciarios podrian  canjear  sus  poderes;  i  en  efecto,  concurrieron  ala 
cita.  Mas,  ¿  ilusión !  No  era  tan  fácil  ajustar  un  tratado  como  ac- 
ceder á  discutirlo;  i  menos  fácil  fuera  cumplirlo,  si  la  celebración 
hubiera  sido  posible. 

Pronto  comprendieron  los  plenipotenciarios  que  no  llegarian  á 
resultado  alguno  provechoso,  i  se  despidieron  sin  hacer  otra  cosn 
que  un  tratado  de  paz  en  28  de  febrero.  Verdad  es  que  á  sus 
puertas  sonaba  el  clarin  guerrero,  i  que  en  vano  hubieran  queri- 
do desentenderse  de  sus  fatídicos  ecos.  Guatemala  i  el  Salvador 
se  encaraban  una  vez  más,  para  venir  á  las  manos,  i  dar  una 
nueva  edición  de  esos  oseándolos,  que  la  unión  nacional  i 
solo  ella,  podría  conjurar.  Lucha  sangrienta  se  siguió,  sin  que 
nada  pudiera  esquivarla ;  i  ella  fué  prueba  adicional  de  la  necesidad 
como  también  de  la  dificultad  de  la  Union. 

Brillaba  en  las  comunicaciont'S  cambiadas  iniciando  i  aceptan- 
do el  pacto  preparatorio,  la  más  clara  demostración  de  aquella 
necesidad.  Guatemala  decía:  «  Es  fuera  de  dada  que  las  cinco 
repúblicas  del  centro  por  su  identid  id  de  oríjen  i  por  la  solidari- 
dad de  sus  intereses  están  llamadas  á  formar  una  sola  nación, 
que  puede  llegar  á  ser  de  las  más  importantes  del  mundo.  \ 
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ello  ('stán  deslHiados  lú:>  piicblits  que  se  sientan  en  el  islmo  de 
Ccnlro-Aniérica.  cujas  playas  bañan  los  grandes  océanos,  que 
ynrn  bien  de  su  comercio  i  cultura,  la  comunican  fácílmeolo 
con  todas  I.1S  rcjioncs  del  globo.  La  unión  es  nuestro  porvenir,  i 
lA  patriotismo  de  todos  los  cfnli-a-amcrícanos  debe  empeñarse 
en  su  IDUS  cercano  cumplíuiíeato,  para  que  csIh  patria,  que  a 
todos  nos  es  común,  l'raternalnicnte  unida  i  disfrutando  de  pai 
cíilable,  desarrolle  sus  prudijiosos  eirmenlos  naturales,  que  han 
de  darle  creciente  progreso,  riquezas  sin  número,  prosperida- 
des de  lodo  jénero.  » 

Custa-rica  haciendo  eco,  prorumpia  :  «  HoÍ  que  las  distancias 
desaparecen,  que  los  intereses  se  confunden,  i  que  las  naciones 
df.  todo  el  globo,  olvidando  antiguos  celos  i  prevenciones,  se 
acercan  i  se  agrupan  para  proveer  al  bien  común,  no  puede  sub- 
sistir el  escándalo  tic  estas  diminutas  nacionalidades,  sin  respeta- 
bilidad, sin  crédito  i  sin  nombre  en  el  esterior,  i  recelándoselas 
unas  de  Lis  otras  como  pueblos  absolutamente  estraños.  n 

Hubo  quien  llevase  el  entusiasmo  patriótico  liaste  el  sacrificio. 
Don  Tomas  Ayon  decia:  «  l'ara  el  señor |)rcs¡dei)te  ile  nicaragua, 
que  se  baila  animado  de  los  mismos  sentimientos  que  el  de  Gua- 
lemala,  sería  un  acto  el  uj  js  glorioso  que  pudiera  aj>€tecer,  el  de 
■cgar  el  poder  de  esta  república  al  jel'e  de  la  nación  Centro- 
americana, [lero  ya  que  no  le  es  dado  por  aliora,  ya  que  la  política 
aconseja  consideraciones  al  orden  de  cosas  rreado  en  el  aisla- 
miento; que  es  necesaiio  restablecer  poco  á  poco  las  asimilacio- 
nes perdidas  en  el  vacio  de  más  de  treinta  años  de  separación, 
evitar  colisiones  entre  los  partidos  opuestos,  i  dar  al  tiempo  la 
parte  que  le  corresponde  en  la  gi'ande  obra  de  h  reconslruccion, 
su  adhiere  gustoso  al  pensamiento  del  gobierno  de  esa  república, 
reconociendo  todo  el  patriotismo  que  en  él  se  encierra.  » 

Con  tales  disposiciones  vn  todos  los  interesados,  ¿  qni^r  faltaba 
para  llevar  á  buen  término  el  objeto  del  común  deseo  ?  No 
cUrtaincnto  sinceridad  :  la  concedemos  aun  al  heroico  presi- 
dente de  Nicaragua.  Con  un  poco  del  nosce  Ic-  i¡i»um,  de  anti- 
.gua  celebridad,  aquellas  niagnílicns  demos  trae  iones  i  protestas 
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se  habrían  dejado  para  cuando  pudiesen  tener  realización^  si  al- 
guna vez  llegare  el  caso.  Al  reconocer  la  conTeaiencia^  la  im- 
penosa  necesidad  de  la  unión,  los  patriotas  cenlro-americanos 
se  asemejan  á  los  dipsomaniacos,  que  discurren  admirablemoite 
contra  la  embriaguez  momentos  antes  de  alzar  el  codo.  A  sa 
tumo,  los  patriotas  que  ofrecen  endosar  su  autoridad  secdonal  á 
la  gran  autoridad  de  la  nación  futura,  proceden  candorosamoite 
como  los  guapetones  andaluces,  invencibles  hasta  el  momeólo 
en  que  comienza  el  peligro. 

Sólo  dos  potencias  tendrian  á  nuestro  modo  de  yer,  suficiente 
eficacia  para  reorganizar  la  unión  cenlro*americana  :  la  ambición 
superior  de  un  hombre  de  jenio,  que  emprendiese  sobreponerse 
por  las  armas ;  ó  el  desprendimiento  de  los  aspirantes  al  poder 
en  los  estados.  Desprendimiento  dijimos,  usando  de  la  yoz  con- 
sagrada ;  pero  no  es  sino  interefi  bien  entendido  :  porque  ¿  cuál 
mayor  que  pertenecer  auna  gran  patria  en  vez  de  una  liliputiense? 
Es  un  nuevo  ejemplo  de  cálculos  erróneos,  obra  de  la  pasión  pre- 
ponderante :  el  interés  mayorfuturo,  sacrificado  al  interés  menor 
presente  ;  la  ambición  lugareña  supeditando  el  interés  nacional. 

Siempre  que  la  cuestión  federativa  se  ha  promovido  en  alguna 
de  las  repúblicas  hispano-americaiias,  el  fraccionamiento  de  la 
América  central  se  ha  traido  á  cuenta,  para  demostrar  los  funes- 
tos efectos  del  sistema  en  nuestra  raza  discola  i  turbulenta. 
Hubo  tiempo  en  que  se  adujo  igualmente,  i  para  los  mismos 
fines,  el  ejemplo  de  las  provincias  desunidas  del  Rio  de  la 
Plata.  El  patriotismo  de  los  llamados  unitarios  ha  impuesto  si- 
lencio por  su  parle  á  los  adversarios  del  sistema  federativo,  riva- 
lizando á  los  norte-americanos  de  1787  por  la  reconstrucción 
de  una  gran  entidad  nacional  con  las  ruinas  de  columnas  que- 
brantadas i  dispersas.  La  prodijiosa  marcha  de  la  República  Ar- 
jentina  en  solos  veinticinco  años  de  verdadera  unión  federativa, 
es  una  elocuente  lección,  un  solemne  llamamiento  á  los  patrio- 
tas centro-americanos.  ¿  Oirán  esa  lección  ?  ¿  responderán  á  ese 
llamamiento  ?  Como  los  parlidos  políticos,  en  sus  apasionadas 
discusiones,  improvisan  sofismas  donde  quiera  que  pueden  re- 
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cojerlos,  no  hii  fulUido  quieii  presente  la  prosperiiiad  cum[)ani- 
tiv»  da  alguiins  est^idos  cetitro-nmericiinos  como  prueba  de  que 
ni  h  numerosn  |ioblnc¡on,  iií  la  gian  ustctisíun  territorini,  son 
ractoms  nectarios  en  <>l  bienestar  ije  los  pueblos;  i  que  por 
tanto,  la  unJou  de  aquéllos  6  de  otros  pequeños  estados  para 
componer  una  ;;ran  niicíoii ,  es  un  bien  cuestionable,  piínci- 
pn luiente  si  se  consideran  las  dificultades  que  preceden  i  que 
si|;ueu  á  tales  aglonierjicioiies. 

No  nos  disimularemos  que  la  comuna,  o  sociedad  política  de 
cada  ciudad  i  sus  inmediatas  dependencias  es,  según  todos  los 
indirios,  el  Etlado  ¡  la  Nación  del  porvenir,  siu  el  signílicado 
de  estas  voces  ni  la  trascendencia  de  las  ideas. que  encierran. 
Ante»  bien,  serán  miembros  6  individuos  de  la  sociedad  univer- 
sul,  ligados,  no  por  vínculos  políticos,  sino  por  los  de  la  moral, 
la  ccononiia  política,  la  ciencia,  esto  es,  la  gran  lei  de  la  ar- 
monía de  los  intereses,  foro  es<i  conilicíoii.  ñ  que  se  acercan 
los  estados  de  la  América  Central,  es  la  condición  futura  de  la 
colei'liviilad  Iminaiin.  Adelantarla  á  su  época,  como  lo  ha  pre- 
tendido el  socialismo  francés,  es  condenar^^e  á  los  desabrimien- 
tos i  al  fracaso  de  todas  las  obras  estemporáneas.  Estados  peque- 
ños i  atrasados  juegan  mal  en  presencia  de  estados  grandes, 
ilustrados  i  poderosos.  Aún  tenemos  que  contar  por  niuclio  con 
la  fuerza  física,  i  hasta  con  el  espíritu  uraño  de  las  nacionalí- 
dailes,  como  medios  de  protección  contra  la  injusticia,  armada 
déla  violencia.  Aún  necesitamos  de  la  unión  cstrei-ba,  produ- 
cida por  el  ente  nacional,  para  acometer  con  buen  éxito  obras 
de  jeneral  interés  que  demandan  ludia  contra  grandes  obstácu- 
los natundcsó  económicos.  Aún  habernos  menester  de  la  razón 
suprema,  imparcial  i  fuerte  de  la  autoridad  nacional,  reconocida 
por  grandes  aglomeraciones,  para  sosegar  sus  miembros  com- 
ponente», tan  propensos,  como  los  lioi  indejiendienlcs  estados 
centro-amiTÍcanos,  á  las  rencillas  í  guerras  que  lo-  debilitan  i 
retrasan.  En  suma,  la  unión  política,  la  nación  lan  grande 
como  sea  posible,  es  todavía,  i  será  por  larguisimoa  años,  ele- 
iBcnto  Dccesano  de  civilización  i  prosperidad. 
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Mas  aun  para  reconocer  estas  verdades,  cuando  la  unión  ha  de 
venir  por  la  voluntad  de  los  interesados,  i  lo  que  es  más,  pan 
dominarlas  pasiones  engañosas  que  se  interponen  en  la  viade 
su  plantifícacion,  requiérese  un  gi*ado  de  adelanto  intelectual  i 
moral,  que   deseamos   vivamente   alcancen   pronto  los  estados 
centro-americanos.  Bueno  seria  que  no  se  engañasen  otra  to 
sobre  la  practicabilidad  i  medios  de  cumplimiento  de  la  preten- 
dida unión.  Cuando  e>tén  persuadidos,  i  no  antes,  de  que  sos 
esperanzas  tienen  tanto  fundamento  como  sus  buenas  intencio- 
nes, habrá  llegado  el  momento  de  una  final  tentativa,  euyo  éxito 
favorable  será  comparativamente  fácil.  Juzgamos  ilusorio  pensar 
que  un  tratado  de  mera  uniformidad  en  la  politica  interna  i  es- 
torna de  los  estados  sea  una  preparación  conducente  al  resultado 
ulterior  que  se  persigue.  Convenir  en  artículos  tales  como  los 
que  ha  indicado  en  1875  el  gobierno  de  Guatemala,  i  se  han 
propuesto  antes,  si  mal  no  recordamos,  por  el  de  Costa-rica,  no 
seria  á  la  verdad  mu  i  difícil.  Lo  seria  cumplir  fielmente  lo  pac- 
tado, cuando  no  hubiera  otra  sanción  que  el  sentimiento  del 
deber,  tan  débil  en  los  pueblos  i  más  aún  en  los  gobiernos  de 
oríjcn  hispano.  Tomemos  unos  pocos  ejemplos.  Por  el  art.  5.' 
dil  plan  gualemalleco,  uno  de  los  objetos  del  tratado  seria  «  con- 
servar la  paz  entre  las  cinco  repúblicas  ;  i  para  el  evento  de 
cuestiones,  establecer   medios  pacíficos  de  arreglo.  »  ¿  Ilabní 
(juien  se  alucine  hasta  el  estremo  de  creer  que  la   guerra  entre 
pueblos  i  gobiernos  dispuestos  á  ella,  se  conjure  por  una  estipu- 
lación <|ue  prescriba  el  empleo  de  medios  pacíficos  para  termi- 
nar las  cuestiones  ?  ¿No  es  el  interés  de  la  paz  una  considera- 
ción mayor  que  la  simple  promesa  de  guardarla  ?  I  si  hoi  no 
basta  eso  interés  ¿cómo  bastaría  la  promesa,  consideración  tan 
secundaria  delante  de  aquél,  i  tan  impotente  cuando  hubiera  de 
luchar  con  pasiones  desencadenadas  ?  El  art.  5.°  sujiere  un  pro- 
cedimiento,   que  si  no  toma  las  proporciones  do  una   alianza 
ofensiva  i  defensiva,  nada  significa.  Así   traducido,  su  impracti- 
cabilidad se  demuestra  por  razonaiinentos  análogos  á  los  ante- 
riores. En  lodos  los  casos  en  que  uno  ó  más  estados  crevesen 
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r  poco  o  ningún  ¡nterea  directo  en  una  lecluinacion,  i  en  la 
guerm  cjue  como  lértninu  pudiera  sobrevcuir,  se  abslendrian, 
Cüii  cualquier  pretesto,  de  cooperar  en  la  acción  común,  cual- 
quiera [|uc  fuese  el  Irnor  do  sus  compromisos.  Para  convenirse 
en  las  sumas  imputables  á  cada  estado,  á  fin  de  costear  las  obras 
;Í  que  se  rtfieicn  los  punios  6."  i  7.°,  i  para  pagar  las  cuotas 
(aun  dado  concierto  sobre  la  ejecución  de  las  mismas  obras) 
¡  cuántas  diÜcultadcs,  cuántas  cuestiones  !  En  (in,  ¿  cómo  unifor- 
mar los  tratados,  i  sobre  todo,  la  lejislacíon  civil  i  comercial 
de  las  cinco  repúblicas  (arts.  9.°  i  10),  sin  un  gobierno  co- 
mún? ¿  Copiando  instrumentos  Í  códigos  1  ¿I  cuál  seria  el  pri- 
mer modelo  ?  l'ara  esperar  tanta  modestia  en  los  copiantes,  pre- 
ciso es  olvidar  los  defectos  de  nuestra  raza. 

Si  semejante  tratado  pudiera  celebrarse  i  cumplirse,  el  hecho 
demostraria  un  adelantamiento  moral,  un  conocimiento  de  lo8 
verdaderos  intereses,  una  disciplina  de  las  pasiones,  que  permí- 
lirian  desde  luego  pasar  á  la  construcción  del  ^'ran  edificio  polí- 
tico, á  la  organización  nacional,  sin  engañosos  preparativos, 
impracticables  é  inconducentes  cuando  aquella  ¿poca  de  civiliza- 
ción no  ha  llegado.  Trabajar  en  su  advcniniícnlo  es  la  única  i 
verdadera  preparación  de  la  obra  redentora  :  es  la  tarea  encomen- 
dada li  \ospatriolas  centro-a  mericano^.  Después  que  las  ambicio- 
nes lugareñas  han  fistinado,  perturbando,  la  evolución  natural, 
^■Auni{>le  á  mayores  ó  mejores  ambiciones  moderarla,  anudando 
Hhs  lazos  de  la  unión  nacional,  prenda  de  grandiosos  destinos. 
^V  Para  facilitarla,  i  más  aún,  para  hacer  duradera  la  confedera- 
tion  de  los  estados  centro-americanos,  seria  por  ventura  necesaria 
condición,  dividir  en  dos  ó  tres  el  actual  do  Guatemala,  que, 
demasiadrí  populoso,  comparado  con  los  demás,  tendría  como 
luvo  decisiva  inRuencia  en  el  gobierno  jencral.  Su  población  es 
aproximadamente  igual  ú  la  de  los  otros  cuatro  estados  reunidos; 
(le  manera  que  en  la  elección  de  los  majlstrados  federales  (1),  i 


In  cumiti)  á  iiXos,  pudieri  evitnrse  el  lunl  n 
Miue  uiiilui  el  rolo  de  In  inayoiln  popular  en 
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en  la  elección  de  la  cámara  popular  del  congreeOt  Gaatemala 
ahogaría  fácilmente  la  toz  de  los  otros  estados,  lo  que  ésloe  no 
conscntirian  largo  tiempo.  Tenemos  una  ilustración  en  el  número 
de  diputados  que  suscribieron  la  constitución  de  i  834.  Eran  53; 
i  de  ellos  correspondían  exactamente,  la  mitad  (36)  i  Gaate- 
mala, i  la  otra  mitad  á  Costarica  (4),  Nicaragua  (8),  Eonduras 
(11),  i  Salvador  (13).  ¿Aceptariau  los  patriotas  guatemaltecos  el 
sacríflcío  de  dividir  su  estado,  para  hacer  posible  i  duradera  la 
unión  nacional  con  sus  iiermanas  ?  Si  desean  la  unión,  la  medida 
dejarla  de  ser  sacrificio.  Si  no  la  desean,  la  condición  queda  por 
el  mismo  hecho  suprimida.  Todo  considerado,  la  cuestión  ver- 
dadera es  cuestión  de  deseo ^  ó  más  bien  de  propósito  :  ¿existe 
ó  nó  ?  allí  está  todo  el  problema. 

en  los  Estados  Unidos  de  Colombia;  pero  este  arbitrio  produce  males  de  otro  dr- 
den ,  i  no  peqaeffot,  de  que  aquella  república  es  teatro  á  cada  elaccioii  preá- 
dencial. 


CONSTITUCIÓN 

DE    LA 

REPÚBLICA  DE  IIAITI 

{TnADUCiD.l  DKI.  FHANCÉS) 


El  ptBBLo  HAITIANO  priiclaiiia,  en  presencia  del  Sf.r 
Sl'preho,  la  prrsente  Cunstitifciun  de  la  república  de 
Haití  para  establecer  sus  dererlios ,  sus  garantías  civiles 
'  Dollticas,  3u  soberanía  i  su  independencia. 


TITULO  I 

DEL  TERRITORIO    DE    LA  REPÚBLICA 


Ípol 
An.  1."  La  repi'iblica  de  Haití  es   una  i;   intlivisílile,  osencial- 
etile  libre,  soberana  é  independit'nle. 
Art.  2.°  Su  territorio  i  las  islas  adyacentes  que  le  perleneuen  son 
violables,  i  no  pueden  enajenarse  por  ningún  tratado  ú  conven- 
ción. 
Dichas  islas  ndyacentes  son  : 

La  Tortuo.  la  r.onave,  rile-iÍ-Vaclie,  las  Cayennitlcs,   la  Navose, 
U  (¡rosse-Caillc  i  lodas  las  demás  que  se  hallan  dentro  del  radio 

E  limites  admitido  por  el  derecho  internacional. 
Art.  3."  Kl  lerritorio   de  la  república,  que  tiene  por  limites 
mterizos  todas  las  posiciones  actualmente  ocupadas  por  los  hai- 
nos,  se  divide  en  cinco  departamentos:  oda  ilepai tomento  ae 
«ubdivide  en  disintos,  i  cida  disidió  en  comunas. 

El  número  i  los  limites  de  estas  divisiones  i  subdivisiones  se 
determinan  por  la  lei.  • 


prést«te  á  b  rvpóMra 

La  i  fvmulidadr^  de  esta  mtmiizacMW  se  dctermiiian  por 
bW. 

Todo  baílíjfio  qiK  (rc<Qre  iiato*alinrs«  en  el  pais  ant  *  do  re- 
preMnlanUr  <:e  aacioa  estrarjera.  i  bra  cíxitra  el  den-chu  común  de 
bs  nacíoiMs,  i  esta  pivtrDdida  naturalizacioo  qneda  Bola  é  iosub- 
M«teat»'. 

Ningún  liailíino  que  >e  naturalice  debídan»te  en  pais  eslran- 
jero  |XMÍrá  regresar  al  pais  sino  después  de  trascurridos  cinco 
afio». 


>Ecao^  11 


De  k» 


Art.  8.*  Es  sagrado  é  inviobble  el  derecho  de  asilo  en  b  repú- 
blica, salvas  las  escepcíones  previstas  por  la  lei. 

Art.  9.*  La  calidad  de  ciudadano  ^e  constituye  por  la  reunión  de 
los  derechos  tanto  civiles  como  politices. 
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El  ejercicio  du  los  derechos  civiles  es  independionttí  del  de  los 
derechos  polflicos. 

Art,  10.  La  \>i  arregla  el  ejercicio  de  los  derechos  c 

An.  i  1 .  Kjen.e  los  lierechos  polilicos  lodo  ciudadano  mayor  da  I 
veinliuii  años,  siempre  tjut.-  reunu  además  las  otras  c<;iidkiotiesei¡- 
jidas  por  la  conMílucíon. 

Pero  los  e§lranjefos  que  se  linn  hecho  haitianos  necesitan,  para 
ejercer  aquel  di-recho,  un  año  de  residencia  en  la  república, 

Art.  12.  Piérdese  la  calidad  de  ciudadano: 
"  Por  natura  I  izacinn  en  paísestranjeru; 
2.°   Por  abandono  de  la  patria  en  monnento  de  un  ^ran  pe- 

°  Por  aceplacion,  sin  pcriniso,  de  funciones  públicas  ú  de 
inaiones  concedidas  por  un  gobierno  estranjero ; 

4.'  Por  servicios  prestados,  sin  previo  permiso,  ya  en  el  ejép- 
ya  en  la  marina  de  guerra  de  una  potencia  eslranjera-, 
i!"  Por  cundenaciim  judicial,  en  debida  forma,  &  penas  per- 
is,  allíclivas  é  inramantes. 
\  Ai'l.  1.^.  Suspéndese  el  ejercicio  de  Ins  derechos  políticos  : 
I."  Por  quiebra  siniple  ú  fraudulenta; 
"  '  Por  hallarse  bajo  interdicción  judicial,  acusación  ú  con- 
Ei ; 

°  Por  comlenaciones  judiciales  que  lleven  consigo  la  sus- 
1  de  los  derechos  civiles  ; 
4.'  Por  denegación,  declarada  enjuicio,  &  servir  en  la  guar- 
dia nacional  6  en  el  jurado. 
Ceso  la  suspensión  con  las  causas  que  U  determinaron. 

I  Art.  14.  No  se  pi<'rde  ni  se  suspende  el  ejercicio  de  los  derechos 
liticos,  sino  en  los  cusos  e^prisados  en  los  articulus  prece- 
ntes 
Art. 
idei 
Art. 


vArl.  15,  La  leí  determina  los  casos  en  que  pueden  r''cuperai'se 
B  derei'hns  p'iKticos,  asi  como  los  Irúmites  i  las  condiciones  que 
'  B  ello  se  requieren. 


SECCIÓN  ni 


Del  der«obo  pAbllco, 


'  Art.  Itl.   1,09  haitianos  son  iguales  ante  la  lei, 

TodoN  ellcs  tienen  acceso  á  los  empleos  civiles  i  milil^res,  sin 
otra  consideración  de  preferencia  que  el  mérilo  i  la  capacidad,  i 
guardándose  el  orden  jerárquico. 

Art.  17.  Carantliane  la  libertad  individual. 
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Nadie  puede  ser  preso  ó  detenido,  sino  en  los  casos  i  en  la  mi- 
nera delenninados  por  la  lei. 

Art.  18.  Para  que  pueda  cumplirse  la  orden  de  arresto  de  mu 
persona,  se  requiere  : 

1  ,^  Que  ^sprese  claramente  el  motivo  del  arresto  i  los  artia- 
los  de  la  lei  en  virtud  de  la  cual  se  dicta ; 

2,^  Que  emane  de  un  funcionario  debidamente  aatorizado  pan 
ello  por  la  lei ; 

5.**  Que  se  notifique  á  la  persona  arrestada,  i  que  se  le  deje  copia. 

Todo  arresto  dictado  fuera  de  los  casos  previstos  por  la  lei  i  sin 
las  formalidades  que  ella  prescribe,  asi  como  toda  violencia  ó  ^ 
veridad  empleada  en  la  ejecución  de  una  orden,  son  actos  arbitra- 
rios, contra  los  que  cualquiera  puede  protestar,  i  de  que  pueden 
las  partes  perjudicadas  quejarse  ante  los  tribunales  competentes, 
sea  contra  ios  autores  6  contra  los  ejecutantes. 

Art.  i9.  Nadie  puede  ser  dislraido  de  los  jueces  que  le  dan  la 
constitución  ó  la  lei. 

Art.  20.  La  casa  de  toda  persona  que  habite  el  territorio  hai- 
tiano es  un  asilo  inviolable. 

No  pueden  ejecutarse  allanamientos  de  casas  ó  papeles,  sino  eo 
los  casos  i  del  modo  que  la  lei  ordena. 

Art.  21.  Ninguna  lei  puede  tener  efecto  retroactivo. 

Art.  22.  Ninguna  pena  puede  establecei*se  sino  por  la  lei,  ni 
aplicarse  en  otros  casos  que  los  por  ella  determinados. 

Art.  25.  La  constitución  garantiza  la  inviolabilidad  de  las  pro- 
piedades. 

Art.  24.  Asimismo  p:arantiza  la  constitución  la  enajenación  de 
las  tierras  de  propiedad  nacional ;  i  las  concesiones  hechas  por  el 
gobierno,  sea  como  gratificación  nacional,  ó  de  otro  modo. 

Art.  25.  Nadie  puede  sor  privado  de  su  propiedad,  sino  por  causa 
de  utilidad  pública,  en  los  casos  i  la  manera  establecidos  por  la 
lei,  i  mediante  justa  i  previa  indemnización. 

Art.  2().  Prohibes»»  la  pena  de  confiscación. 

Art.  27.  Todo  ciudadano  debe  presiar  sus  servicios  á  la  patria,  i 
al  mantenimiento  de  la  libertad,  do.  la  igualdad  i  de  la  propiedad, 
siempre  que  la  lei  le  llame  á  su  defensa. 

Art.  28.  En  toda  materia,  la  pena  de  muerte  se  restrinjirá  á  cier- 
tos casos  que  la  lei  debe  determinar. 

Art.  29.  Cada  cual  tiene  derecho  á  espresar  sus  opiniones  sobro 
todo  asunto,  á  escribir,  imprimir  i  publicar  sus  pensamientos. 

No  pueden  sujetarse  los  escritos  á  ninguna  censura  previa. 

La  lei  define  i  casli|2:a  los  abusos  en  el  ejercicio  de  este  derecho, 
sin  afectar  la  libertad  de  la  prensa. 

Art.  50.  Todos  los  cultos  son  igualmente  libres. 

Cada  cual  tiene  derecho  de  profesar  su  relijion  i  de  ejercer  su 
culto,  ron  fal  que  no  turbe  el  orden  público. 
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(Art.  31.  Puede  la  leí  ileterminnr  el  (>sUblecimÍento  de  una  igle- 
Fi  ú  <](?  un  lemplo.  i  el  ejercicio  público  de  un  cullo. 
Art,  ".'2.  Cuando  el  golneriio  emplee  á  los  minislros  de  lo  reli- 
jion  calúlica,  aposlúlicn,  füniana,  (¡ue  profesa  la  mayoría  de  los 
,     liuiliatios,  aquéllos  recibitiln  un  estipenain  fijndo  por  la  li;i. 
^^  Dichos  ministros  serán  prolcjidos  especÍHlraente. 
^hArl.  3.1.  Es  libre  la  enst-ñanza. 
^^PLa  instrucción  primaria  es  gratuita  i  obligaloria. 
^^pLas  escuelas  primarias  se  fundarán  gradual men le,  según  la  ini- 
|i     portancia  de  las  pobluuiones. 

Art.  34.  La  libertad  de  la  enseñanza  se  ejercita  según  las  con- 
dicinnes  de  capacidad  i  moralidad  determinadas  por  la  lei,  con 
el  permiso  i  bajo  la  inspección  del  t^obierno. 

Esla  inspección  se  estiende  ú  lodos  tos  eslabtecimientos  de  edu- 
cación i  de  enseñimza,  sin  disiincion  alguna. 

Habrá  en  cada  cabecera  de  departamento  unn  escuela  de  artes  i 
oficios. 

Art.  55.  Establécese  el  jurado  en  materia  criminal,  i  no  Iiabrá 
ri'curso  contra  sus  decisiones.  Sin  embargo,  sp  juzgarán  por  los 
Iributiales  del  crimen,  sin  intervención  de  jurado,  los  delitos  de 
iniendio,  i  lus  de  falsillcacioii  de  moneda,  sello  del  eslsdo,  bille- 
les  de  banco,  títulos  de  la  deuda  pública,  punzones,  estampillas  i 
mari'.l  MUIOS. 

Corresponde  fi  los  tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  to- 
dos los  delitos  politicos  i  de  imprenta. 

Art.  31).  Tiinen  los  haitianos  el  derecho  de  reunirse  i  asociar- 
se; el  cual  no  puede  som-tei-si'  i  ninguna  medida  preventiva, 
salvo  p|  deber  que  tiene  la  aiiloridutl  de  vijílar  i  persiguir  toda  re- 
unión íi  asociación  cuyo  objeto  sen  contrario  al  urden  público. 

Art  37.  El  derecha  de  petición  se  ejerce  personalmente  por  uno 
I  varios  individuos,  pero  nunca  á  nombre  de  un  cuerpo. 

Pueden  serdirijidas  las  petii  iones,  ya  al  poder  ejecutivo,  ya  á 
cualquiera  de  las  cámaras  [ejislaliv.is. 
Art.  38.  Es  inviolable  el  sijilo  de  la  corresponden<Ma. 
La  lei  determinará  quiénes   son   los  empleados  responsables  de 
la  violación  del  sijilo  de  la  correspondencia  puesta  en  et  correo. 

Art.  39.  Es  facultativo  el  uso  de  los  idiomas  acostumbiados  en 
Haití,  no  puede  ser  regulado  sino  por  la  lei,  i  tan  sólo  para  los 
acloB  de  la  autoridad  ú  los  negocios  judiciales. 
^  Art.  40.  Carantizanse  las  deudas  públicas  eontrnidas  en  el  inte* 
r  ó  el  eslcriur. 

conatitucion  los  pone  bajo  la  salvaguardia  i  la  lealtad  de  la 
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TITULO  m 

DE  LA  soberanía  I  DEL  EJERCICIO  DE  LOS  PODERES 

QUE  DE  ELLA  SE  DERIVAN 

Art.  41.  La  soberanía  nacional  reside  en  la  mÜTersalidid  dek 
ciudadanos. 

Art.  42.  El  ejercicio  de  esta  soberanía  se  delega  A  trespodoa, 
que  son  :  el  poder  lejislativo,  el  poder  ejecutivo  i  el  poaerjoáh 
cíal. 

Art.  43.  Cada  poder  es  independiente  de  los  otros  dos  en  as 
atribuciones,  que  ejerce  separadamente. 

Ninguno  de  ellos  puede  delegarlos,  ni  salir  de  los  limites  que 
le  están  fijados. 

Cada  uno  de  los  actos  de  los  tres  poderes  induce  resDonsabi 
lidad.  ^^ 

Art.  44.  El  poder  lejislativo  se  ejerce  colectivamente  por  A 
jefe  del  poder  ejecutivo  i  por  dos  cámaras  representativas.  La  d- 
mará  de  representantes  i  el  senado  forman  el  cuerpo  Icgisktiio. 

Art.  45.  Delég^ase  el  poder  ejecutivo  á  un  ciudadano  que  tona 
el  titulo  de  presidente  ae  Haiti. 

Art.  46.  El  poder  judicial  se  ejerce  por  un  tribunal  de  casaeiofl, 
tribunales  civiles,  tribunales  de  comercio  i  tribunales  de  pai. 

Cuando  lo  permita  el  estado  del  país,  se  establecerá  un  tribu- 
nal de  apelación  en  cada  deparlamento. 

Art.  47.  Toda  función  pública  lleva  consigo  necesariamenle  la 
responsabilidad  individual  de  su  ejercicio. 

Una  lei  establecerá  el  procedimiento  en  los  casos  de  atsusacion 
contra  los  funcionarios  públicos  por  hechos  relativos  á  su  con- 
ducta oficial. 


CAPITULO  I 
Del  poder  lejislativo. 

SECCIÓN  I 
De  la  cámara  de  repreaentantea. 


Art.  48.  La  cámara  de  representantes  se  compone  de  los  re- 
presentantes de  las  comunas  ae  la  república. 


itKPiiiii.ii:v  bi-  iiiiTi  i:>7 

L>i  lijarii  el  número  de  los  represenlantes. 

a  romuna  tendrá  S  lo  menos  un  representante. 

¡Art,  i9.  Mientras  la  lei  fija  el  nilmerude  los  representantes  que 

"n  de  dejirse,  dicho  núintíro  será  como  sigue  : 

Tres  por    la  capital,  dos  por  c.idu  cabecera  de  departamento, 

I  por  cada  una  de  las  ciudades  de  Jacrnel  i  de  Jeremie,  i  uno 

r  cada  una  de  las  Ires  comunas. 

ki'l.  50.  Los  represen  tan  les  son  elejidos  del  modo  que  va  a  es- 
, resarse  : 

Cada  tres  años,  del  10  ai  ^0  de  febrero,  se  reunirán  las  asam- 
bleas primarias  de  las  comunas  de  conformidad  con  la  lei  electoral, 
i  eli'jirá  cada  una  cinco  eleclores. 

Art,  51.  Del  1."  al  10  de  lebrero,  los  electores  de  las  comunas 
de  cada  distrito  se  reunirán  en  la  c.ibecera  para  formar  un  colejio 
<^- lee  lo  ral. 

El  enlejío  nombrará,  por  escrutinio  secreto  i  mayoría  absoluta 
de  votos,  el  número  de  los  re  presen  tan  les  (¡ue  corresponden  al 
distrito. 

Nombrará  asimismo  otros  tantos  suplentes. 

Art.  53.  Estos  suplentes,  por  el  orden  de  su  nombramiento, 
reemplazaran  /i  los  representantes  de  sus  respectivas  comunas  en 
casos  de  muerte,  renuncia,  destitución,  ú  en  el  previsto  por  el 
articulo  58. 

Art.  53.  La  mitad  por  lo  menos  de  los  representantes  i  de  los 
suplentes  será  escojida  entre  los  ciudadanos  que  tienen  en  el  dis- 
trito su  domicilio  político. 

Art.  54.    Para  ser  elejído  representante  ú  suplente  se  requiere  : 

■  1.'  Ser  mavor  de  veinticinco  años; 

■  3.' Gozar ac  los  dcre'hos civiles  i  políticos; 

H      5.°  Ser  propietario  de  bienes  inmuebles  en  Haití. 
1     Art.  55.  El  eslranjero  naturaliíado  necesita,  para  ser  elejido  re- 
presentante ú  suplente,  adema»  de  las  condiciones  prescritas  por 
.  el  artículo   que  antecede,  haber  residido  tres  años  en  la  repú- 
blica. 

Art.  56.  Las  funciones  de  representante  son  incompatibles  con 
las  de  todo  empleo  fiscal. 

Un  representante  que  ejerce  otro  empleo  retribuido  por  el  es- 
tado, no  puede  reunir  dos  estipendios  durante  las  sesiones. 

Art-  57.  Los  miembros  de  los  tribunales  civiles,  ni  los  ajenies 
del  ministerio  público  que  ante  ellos  funcionan  ,  podran  ser 
elejidos  representantes  en  el  territorio  que  dichos  tribunales  com- 
prenden, 

Ia)S  miembros  del  tribunal  de  cnsnr.ion,  asi  como  los  ajenies 
respccliviis  d-'l  ministerio  público,  no  podrán  ser  elejidos  repre- 
ícnlautes  dentro  de  los  limites  jurísdicionales  di>l  tribunal  civil 
de  Puerto-Príncipe. 


4:>8  RKPrEMCA  DE  flAin 

Los  comandantes  de  distrífo  i  sus  adjuntos,  ni  los  conantel 
délas  ooiiiimas  ni  los  ayudantes  de  plaza,  podrán  serem 
represcntanlcs  en  el  territorio  ¿  que  esliendeii  re8pectiniMÉ| 
sus  funciones.  I 

Ari.  58.  Cesa  en  su  encargo  de  representante  todo  fp&m 
acepte,  durante  su  fieríodo,  un  empleo  retribuido  por  el  esbdil 

Art.  59.  Los  representantes  son  elejidos  para  durar  tres  idk:| 
i  se  renuevan  |ior  entero. 

Son  reelijibles  indefinidamente. 

Art.  60.  Cada  representante  recibe  del  tesoro  público  iiocÁ-| 
pendió  de  trescientos  pesos  al  mes  durante  las  sesiones. 


SECCIÓN  u 
Del  senado  . 

Art.  61 .  El  senado  se  compone  de  treinta  miembros,  que  dum 
seis  »ños  en  su  destino. 

Arl.  62.  El  prebidenle  de  la  república  que  cesa  en  susfimci»- 
nes,  sen  por  renuncia  ó  por  terminación  de  su  periodo,  es  de  de 
recho  miembro  del  senado,  con  la  duración  lijada  en  el  articulo 
anierior. 

Al  t.  65.  Los  sonadores  son  elejidos  por  la  cámara  de  represa* 
tnnics,  h  propuesta  del  presidente  de  Haití,  del  modo  que  vaáer 
pre-arse  : 

Ln  la  lejislatura  prpcodenle  Ala  épocí  de  la  n^novacion  semlo- 
rial,  el  prtí>iiienlo  de  Ilaili  Forma  una  lista  jeneral  dt»  fres  can«iida- 
los  por  cada  senador  (|nedcba  eleJTse,  i  la  envía  á  la  cáfuara. 

Art.  Ci.  La  cámara  de  re[»resenlanles  elije,  ciifre  los  candidatos 
propuestos  en  la  lista  jeneral,  un  ninnoro  de  senadores  ic'ualalde 
aquéllos  qne  ban  de  reomp'azarse. 

Esta  elección  debe  liacerse  por  escrutinio  secreto  i  mayoría  ab- 
soluta de  votos. 

Los  senadores  se  escojorán  en  cada  departamento  como  va  á 
espresarse  : 

Siete  Sí'nadnres  en  el  departamento  d'l  oeste  ; 
Siete  senadores  en  el  deparlftmriito  del  sur ; 
Sirte  senadores  en  el  departamento  del  norte  ; 
Cinco  senadon-s  en  el  departamento  del  Arlibonite; 
Cuatro  senadoras  en  el  departamento  del  noroeste. 

Arl.  05.  La  cámara  de  reprebcntanies  dirijirá  al  senado  las  actas 
en  que  conste  el  noinbramienio  de  los  senadores,  i  dará  cuenta  al 
presidente  de  Haití  del  mismo  nombramiento. 
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citará  ü  los  sensdo  es  el  j  io  p  a  que  coni- 
Itcan  li  prestar  juramento  ;  i  llenada  f  n  al  1  d  lo'parti- 
MTú  al  presidente  dellailí. 

1  casos  de  muerte,  renuncia  ú  desl  tu  I  se  ado¡inror- 

j  igualmente  al  presidente  de  Haití     Al      \  n    a  de  repre- 
ÜMcs  sobre  los  reemplazos  que  en  aquél  deben  erectnarse. 
Art.  67.  Nunca  harán  parle  los  represt-ntantes,  que  no  han  ce- 
sado en  sus  funníones,  de  las  lisias  enviadas  A  la  cámara  por  el 
bidente  de  Haiii. 

,  68.  Para  ser  senador  se  requiere : 
°  Haber  cumplido  treinta  i  cinco  años ; 
"  Goiar  de  lo*  derechos  civiles  i  polilicos  ; 
^S."  Ser  propieiario  de  bienes  ¡umucljles  en  Dailí. 
9  militares  puedr-n  ser  elejidos  senadores,  cesando  en  el  ejer- 
toda  función  milílnr. 
^^^      19.  Kl  eslranj-ro  naiuralizado  en  Haiii  neresita.   para  ser 
elejídu  senador,  además  de  las  condiciones  prescritas  en  el  ar- 
lii'uio  que  precede,  hnber  residido  cuatro  anos  en  la  república. 

Arl.  70.  Cada  senador  disfruta  del  tesoro  público  una  asignación 
mi'usual  de  ciento  cincuenta  pe^-os. 

Art.  7t.  El  sinado  es  permanente;  pero  puedi'  ponerse  en  re- 
ce-o,  como  no  sea  en  la  época  de  las  sesiones  lejisluivas. 

Cuando  asi  lo  haga,  dejará  funcionando  una  romision  de  su  seno; 
pero  éila  no  podrá  lomar  ninguna  resolución,  esceplo  la  de  con- 
vocar al  senado. 

Art.  73.  El  car^o  de  senador  es  incompatible  con  cualesquiera 
otras  funciones  públicas, 
ifiin  embargo,  un  senador  podrá  aceptar  el  nombramiento  de  se- 
lario  de  estado  ó  ajenie  de  la  república  en  el   eslranjero,  ce- 
*o  por  el  mi^mo  hecho  en  sus  funciones  senatoriales 


SECCIÓN  in 
Dal  •Jarcíalo  dol  podar  loJUallTO. 


^rt.  75.  El  lugar  de  residencia  del  cuerpo  lejislativo  será  la  cn- 
'«1  de  la  república. 
Eada  cámara  li-ndrá  su  loinl  separado. 

.  T\.   U  cámara  de  npresenranies  se  reunirá  el  primer  lu- 
e  cada  año. 
1  apertura  de  las  sesiones  podrá  hacerse  por  el  presidente  de 
'  en  pcr.'^oiia. 
.  75.   Las  sesiones  lejislalivas  durarán  tres  meses;  pero  en 


arto 


^-wwu^  ¥H  >^  fT»a  t/jcn^satan-e.  i  ;^c<im!^  de  tres 
1^  4'li'i^in^^-va  ÍAvAk  «£  c<«dsK<i  ««s^r^  se  h;a^  púMici,  á 
\n,  H7f.  íj  po4»r  IqiUst^H»  di  VeT««  K-brv  t»i«5  Iíh  objHos  de 
f^  ímtuftítz  á*:  i»  ley^  ^^^rrespooie  á  cada  un  de  las  ik» 

Sin  éítn\fitr¿tt^  Vfát  \A  relativa  á  las  rentas  ó  á  los  gastos  públicos. 
Á  \if%  íift¡fiHtiá/n  ó  iy#ntríbucíon<s.  dfbe  Totarse  prímeno  por  la  cá- 
mara éUí  r^pní%tmUnie%, 

Xri.  Hi.  Solo  al  poder  lejísiaüvo  corresponde  la  interprelacioD 
tU*  la»  l#fv<'S, 

Art  M«^.  >'ín(pjna  de  las  dos  cámara,  puede  instalarse,  sino  con 
\h  mavoría  at^s^iluta  de  sus  miembros  determinados  por  los  arlico- 
lonitf/ifil. 

Art.  Hñ  Salvos  Im  casos  previstos  por  la  constitución,  todo 
ariiifrdo  debe  dictarse  por  mayoría  absoluta  de  votos. 


nEPUBUCA  DE  HAITÍ 


I  Los  sul'rujios  sl'  nnilcii  poniéndose  de  pié  ú  coiiscj'vunilu  su 
ieiito.  Cqsu  de  dud^i,  se  tuiíiarán  itomiaaliDetile,  espresuutloso  los 
los  por  íi  i  por  ná. 
Art.  S7.  Cada  cúinara  licnc  el  derecho  de  mvesligacion  sobre 
i  objetos  i  con  motivo  de  los  asuntos  soraelidos  A  sus  deliberu- 
Z 
1. 


Un  proyecto  de  la  Wi  no  puede  ser  adoptado  por  iitia 
las  cámaras,  sino  después  de  volarse  ariiculo  porarliculo. 

l^ada  cámara  tiene  el  derecho  de  ailerar  i  de  dividir 
srticutos  i  las  modiricaciories  propuestas. 
.a  modificación  acordad»  por  nna  cámara  no  puede  hacer  parle 
los  arliculos  de  la  leí,  á  menos  que  también  se  apruebe  por  la 
cámara. 

Los  árganos  del  poder  ejeculivo  tienen  la  facullad  de  proponer 
modificaciones  á  los  provéelos  que  ae  disculan  en  virtud  de  la  ini- 
ciativa de  las  cámaras 

Art.  90.  Toda  lei  adoptada  por  las  dos  cámaras  se  pasará  in- 
niedifltamenlc  al  poder  eji-cuUvo,  quien  tendrá  dürccho  de  obje- 

t:Mla. 

Cuando  use  de  él,  devolverá  la  lei  con  las  objeciones  á  la  cántara 
de  su  orljen. 

Sí  fueren  aceptadas  por  las  dos  cámaras,  la  leí  así  modificada 
se  promulgará  por  el  poder  ejeculivo. 

.\rl.  91.  Si  el  poder  ejecutivo  objetare  una  leí  adoptada  por 
las  dos  cámaras,  i  éstas  oo  aceptaren  las  objeciones,  el  poder 
ejecutivo  podrá  rehusar  su  sanción  á  la  lui. 

Con  todo ,  si  ocurricro  una  disoludon  de  la  cámara  de  repre- 
Bcntanles,  i  la  misma  lei  se  aprobare  de  nuevo  por  las  dos  cá- 
maras, el  poder  ejeculivo  estará  obligado  á  promulgarla. 

An.  92.  La  acepiacioQ  de  las  objeciones  i  las  modificaciones 
que  ellas  puedan  sujerir,  requieren  el  voto  de  la  mayoría  abso- 
luta, conlorme  al  art.  86. 

Art,  95-  El  derecho  de  objeción  debe  ejercerse  denlro  de  los 
lúrminos  siguientes  : 

1."    Do  ocho   dias  para  las  leyes  urjunles ,  sin  que  pueda 
nunca  versar  la  objeción  sobre  la  urjencio ; 
2  *■  De  quince  dias  para  las  otras  leyes. 

l'cro  si  las  sesiones  concluyereu  untes  de  espirar  el  último 
término,  quedará  diferida  la  léi. 

Art.  Uí.  Si  ol  poder  ejeculivo  no  presentare  objeciones  denlro 
de  los  términos  señalados  en  el  artículo  anierior,  la  lei  será  pro- 
mulgada sin  demora. 

Art.  95.  Rechazado  un  proyecto  de  lei  por  alguna  de  las  cá- 
maras, no  podrá  reproducir-'o  en  la  misma  lejislaiura. 

Art.  96.  Convi^rtonse  en  netos  oliciales  las  leyes  i  demás  re- 
«oluciones  del  cuerpo  lejislati\o,  por  su  publicación  un  un  bole- 


Ll  :ini>Teso  .  i.u:i.«'fcC('  -rn^  m  titulirá  Boiehm  ée  iat  lepa,  ix| 
fc'^  :i:-Vr';ior  ei.  -.  Ikarto  oficial. 

At:    ^T.  La  ff'.Lb  i^  .¡i :«  e«  k  dd  dú  de  su  fVtkZBTil^icix. 

Art.  I***.  Las  '.¿n^ui:.^  Mr  C'i'niimicaii  con  el  presidente  d¿  IIí::| 
parh  :'>jo  >j  qu^  ]i.l^re^  ¿  Ii  aáiciiiistncion  de  jo<  sepas  | 
püi.-cj? :  j-rr.'  t.at  hj  j.-isaeii,  en  ca*^  ai^so,  hacerle  cob»I 
rec^r  ¿  ^.:'rí:ril■,:•  j.LTft  ksnnio  que  solo  ooncíema  á  li  afaÍB>| 
:rtiL-:on  prtsicfL'.itl. 

Art.  ^.  T&miiez  «e  comunican  las  cáznmns  con  JossecRfir! 
rloi  i*:  e>^lad.'i  ^Ltre  «-i  nsismas,  en  loe  cssck:  preristos  pw^ 
c«.»nsUluci  L. 

^rt.  1(N>  Es  dfñbucion  esciasiTa  del  senado  iKMnbnral  pR» 
denif:  df:  Ilail.'. 

Ei^te  n:'iLbran3Íentr*  «^e  •'fectoará  al  abrirse  las  sesiones  deJ  li: 
on  que  <re  CuiLiiIan  los  ocho  añoa  de  la  presidencia^  por  escmtí» 
s<^cre'o  i  nuyoria  d:;  dos  tercias  de  los  miembros  presentes  en  I 
as<irrjbiea. 

Si  después  de  un^  primerd  votación  ningnn  candidato  obd- 
viere  ti  número  de  suírtiji'.s  arñba  espresado,  se  procedería 
Lu-va  Tolacion:  i  si  e:i  eLa  tampoco  se  obtuviere  la  mayoritik 
dos  it-rcios  lequehda,  la  elecdon  se  contraerá  á  los  tres  candidi- 
tos  que  bay^n  reunido  m<iyor  número  de  sufrajios. 

Sj  ejecutadas  tres  votaci>»ne>  ninjziino  de  los  tres  candidato 
reuiiiero  Ja  mayoría  de  los  dos  tercios,  se  contraerá  de  nuevo  li 
elección  á  los  dos  que  bayan  recibido  mayor  número  de  sufn- 
jios,  i  el  que  o!>teD;:a  la  mayoría  absoluta  será  proclamado  pr^ 
sid»'nte  tle  la  r«qM'iijíicií 

C?j>o  de  i::'¡al«Jbd  «ie  sufrajios  entre  los  dos  candidatos,  :í 
huert'f  de  .idirj  de  ia  elección. 

Art.  tOl.  <Juando  vacare  el  destino  de  presidente  de  Haití  ha- 
JJ/indo'^e  en  receso  el  st-nado,  su  cumibion  permanente  le  cooto- 
cará  sin  demora. 

Arl.  Myl.  Ojiresponde  al  senado  aprobar  ó  rechazar  los  trata- 
dos de  paz,  de  alianza,  ae  neutralidad,  de  comercio,  i  las  denw? 
convenciones  ¡nlernacionales  celebradas  por  el  poder  ejecut¡\o. 

Sin  embargo,  todo  tratado  que  estipule  alguna  erogación  del 
tí'soro  de  l.'i  república,  debe  someterse  también  á  la  consideración 
de  la  cúmara  de  representantes. 

Art.  \i)T}.  Es  propio  del  senado  dar  ó  rehusar  su  aprobación  á 
los  proyectos  de  declaración  de  guerra  que  le  someta  el  poder  eje- 
cutivo. 

También  lo  es,  en  circunstancias  graves  i  á  propuesta  del  po- 
der cjí'cutivo,  autorizar  la  traslación  pasajera  de  la  residencia  del 
gobierno  á  otro  lugar  distinto  de  la  capital. 

Art.  tí>4.  Nadie  puede  presentar  personalmente  solicitudes  á 
las  cámaras. 


1II!I>IÍ1IUU  DE  MAITI 


kCada  cámara  tifne  el  ili-ruclio  tle  ilcvolver  á  los  secretarios  de 
Ltdo  las  peticiones  que  se  le  dirijan.  Los  secretarios,  por  bu 
fie.  deben  dar  e^plicaciuiies  subre  su  conleuido,  si  la  cámara 
wstini'ire  c^iivenienre. 
¡Srt.  105.  Lü3  miembros  del  cuerpo  lejislativo  no  pueden  ser 
cluidus  de  la  cámarH  ú  qno  pertenecen;  ni  en  líenipo  alguno 
?or  perseguidoí,  acu^ado^  ni  juzgados  por  las  opiniones  ó  los  vo- 
lvía einilidüs  piir  ellos  en  el  ejercicio  de  sus  lunciones. 

Att.  106.  Nin^n  spreinin  corporal  es  licito  contra  un  miem- 
bro del  cuerpo  lijislativo  mientras  dure  en  su  destino. 

Arl  ÍÜ7.  Si  un  reprcsentunle  ejerciere  función  pública  des- 
loes (te  las  sesiones,  p»dn\  ser  acu-ado  ante  los  Lribunules  i  en  lu 
toima  ordinaria,  por  los  dclilos  en  qu>-haya  ocurrido. 

Arl.  J08.  Síilvo  el  caso  de  fragante  delito,  ningún  miembro  del 
cuerpo  lejislalivi)  j>uedu  ser  perseguido  ni  arr-stado  en  materia 
irimina),  correccional  ó  de  policía,  sino  mediante  la  aulorizacion 
de  la  cámara  á  que  pert^nei».  En  caso  de  fragante  delito  dobe 
avisarse  ÍRmodiamenle  á  dícba  c&uiara. 

I  Pi-ro  ningún  miembro  del  cuerpo  lejislativo,  persei^uido  por 
ijctos  de  otro  epiipleo  público,  podrá  ale>,'ar  la  inviolabdidad  ni 
ninguna  de  íus  prerogaiivas  como  lejislador. 

Art  lOd.  En  los  hi'cbos  criminosos  que  aparejen  pena  atlic- 
tiva  ó  infamante,  todo  miembro  del  cuerpo  lejislativo  es  acusado 
por  la  cámara  de  que  hace  parte. 

Art.  110.  El  senado  se  convierte  en  alta  corto  de  justicia  para 
juzgar  las  acusaciones  admitidas,  sea  contra  los  miembros  del 
cuerpo  lejislativo,  sea  contra  los  secretarios  de  estada  ó  cuales- 
quiera otros  grandes  funcionarios  públicos. 

lina  lei  delerminarA  el  modo  de  proceder  ante  la  alta  corte  de 
justicia. 

Art.  111.  Cada  cámara  establece  por  reglamento  su  disciplina 
iulerior,  i  determina  el  modo  de  ejercer  sus  atríbi 


CAPITULO  II 
Del  poder  eiacutivo. 

sEl;clO^  I 
Sel  pT«aldaiits  da  Baltl. 


►  Arl.  lis.   El  presidente  de  Haití  oh  nombrado  para  durar  ochu 
LUntra  h  ejercer  sus  funciones  tan   luego  como  es  juramentado. 
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Art.  113.   Nadie  puede  ser  leelecto  praaidMle  de  ■■i.i 
pasado  un  térmiiio  de  ocho  años. 

Aii.  114.  Para  ser  elejido  presidente  de  lüuU  ne  mpkn: 
1  .•  Haber  nacido  haitiano ; 
3.*  Ser  mayor  de  cuarenta  años; 
3.*  Ser  propietario  de  bienes  innmdilen  en  Baili. 
Art.  Ii5«  Eii  caso  de  Tacante  defimtim  del  áes¿útm  dtp»! 
dente  de  Haiti,  los  secretarios  de  estado,  reunidos 
ejercerán  bajo  su  responsabilidad  el  poder  eiecutivo* 

Si  el  presidente  se  hallare  en  imposibilioed  de  qeicflr  svi»! 
clones,  el  consejo  de  los  secretarios  de  estado  ae  cneaifsriéilii 
autoridad  ejecutiva  por  el  tiempo  que  dore  el  impedineolo.     • 

Art.  116.  Ames  de  empatar  á  ejercer  aoa  fimcioaes  dp^n*' 
dente  de  Uaiti,  debe  prestar  ante  el  senado  joremenio  en  hstíF 
minos  que  siguen : 

c  Juro  á  la  nación  desempeñar  fielmente  el  encargo  de  jra* 
dente  de  Haití,  sostener  con  todas  mis  fuerzas  la  conatitacisn  i  la 
leyes  del  puenlo  haitiano,  i  bacer  respetar  la  ioi 
cional  i  la  integridad  del  territorio,  i 

Art.  117.  El  presidente  de  Haili  manda  sellar  las  leyes  i 
petos  del  cuerpo  lejislativo  con  el  sello  de  la  república,  i  las  hie 
sromulgar  de>pue8  de  los  plazos  fijados  por  loa  arts.  90  i  94. 

Art  118.  La  promulgación  de  las  leyes  i  deuiás  actos  delcacipi 
lejislatiTO  se  Tcrífica  en  tos  términos  que  yan  A  espresarse  : 

EN  EL  NOMBRE  DE  LA  REPÚBLICA 

c  El  presidente  de  Haití  ordena  que  (el  acto  tal)  del  cuerpo  le- 
jislativo sea  marcado  con  el  sello  de  la  república  ,  publicado  i 
ejecutado.» 

Art.  119.  El  presidente  de  Haití  hace  ejecutarlas  leyes  ú  otros 
actos  del  cuerpo  lejislativo  promulgados  por  él. 

Dicta  todos  los  reglamentos,  decretos  i  ordenanzas  necesarias  al 
efecto. 

Art.  120.  El  presidente  de  Haití  nombra  i  remueve  á  los  secreta- 
rios de  estado. 

Del  mismo  modo  nombra  i  remueve  á  los  ajenies  de  la  repú- 
blica acreditados  ante  las  potencias  ó  gobiernos  estranjeros. 

Art.  it2i.  Nombra  todos  los  funcionarios  civiles  i  militares^  i  se- 
ñala el  lugar  de  su  residencia  si  la  lei  no  lo  tiene  señalado. 

Remueve  los  empleados  amovibles. 

Art.  l!22.  El  presidente  de  Haití  mándalas  fuerzas  de  tierral 
de  mar,  i  confiere  los  grados  en  el  ejéicito  de  conformidad  con 
la  lei. 

Art.  123.  Celebra  los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  neutrali- 
dad, de  comercio,  i  las  demás  convenciones  internacionales,  salva 


f. 


[lEf'UUUa  [i£  ll\ITI  tik-< 

rsancion  det  senado  ó  dd  cuerpo  lejislalivo  en  hm  cjíds  ilulur- 
pnadospor  b  i'iin§titucioti(art.  lUi!). 

■  Propone  ni  senado  las  decía i-nciones  de  guerrn,  cuando  asi  lo 
^Ijan  las  circunstancias  1  i  si  lates  provéelos  fueren  aprobados, 
jctnrará  laRuerra. 

■Atl.  I'i4.  i'.\  presidenk'  do  Haití  provee,  según  la  leí,  á  la  sitgu- 
Tad  interior  i  eslerior  dfl  estado, 
l'odas  las  medidas  que  loma  el  presidente  de  Haiti  se  deliberan 
iQviamenle  en  consejo  de  los  secreiarios  de  estado. 
{ Art.  I  ^5.  t)l  presidente  de  ilaili  tiene  el  derecho  de  perdonar  i 
mular  las  penas.  El  ejercicio  de  este  derecho  se  reglamentará 
una  lei. 

'ambien  puede  ejercer  el  derecho  de  amnistía,  pero  solo  para 
delitos  políticos. 

Art.  l'J6.  .\  escepoon  del  decreto  sobre  nombramiento  6  remo- 

rion  de  los  secretarios  de  estado  ningún  aclo  del  presidenti;  será 

i'xequible  si  nova  autorizado  por  un  secretario  de  estado,  que 

por  el   mismo  hei^bo  se  hace  responsnble  del  acto. 

Art.  127.  Al  principiar  cada  lejislatura  el  presidente  de   Duiti, 

Íor  el  árgano  ile  los  secretarios  de  estado,  presentará  al  cuerpo 
í■jislaIi^o  un  cuadro  de  la  situación  de  la  república,  asi  en  el  in- 
terior como  en  el  eslerior. 

Art.   128.  El  presidente  de  Haili  reside  en  el  palacio  nacional 
de  la  capital. 
Recibe  anualmente  del  tesoro  público  un  estipendio  de  veinlí- 
il  petos,  i  además  doce  mil  pesot  para  gastos  jenerales 
representación. 


Art.  l'id.  Habrá  de  cuatro  Ji  s'ís  aecrelarios  de  eslado,  según 
lo  juziine  oportuno  el  preüideule  de  Haití. 

En  el  decreto  en  que  se  k-a  nombre,  se  esprcsarán  sus  deparln- 
racnlos. 

La  lei  determinará   las  atribuciones  de  cada  deparlamento. 

Art.  ISü,  Los  secretarios  de  estado  se  reúnen  en  consejo,  presi- 


didos por  el  presidente  de  Haiti,  ó  por  uno  de  t 

Todas  las  deliberaciones  deben  hacerse  constar  er 
ser  firmadas  por  los  miembros  del  consejo. 

Arl.  131.  Los  secreiarios  tienen  entrada  á  las  can 


mediante  de- 
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tener  los  proyectos  de  lei  i  las  objeciones  del  poder  ejecutivo,  i 
para  cualquiera  otro  objeto  conexionado  con  el  gobierno. 

Art.  132.  Pueden  las  cámaras  hacer  comparecer  á  los  secreU- 
rios  de  estado,  é  interpelarlos  sobre  todos  los  hechos  de  su  ad- 
ministración. 

Los  secretarios  interpelados  deben  dar  las  esplicaciones  que  se 
les  pidan,  á  menos  que  las  consideren  adversas  al  ínteres  detes- 
tado, en  cuyo  caso  solicitarán  sesión  secreta. 

Art.  i 55.  Los  secretarios  de  estado  son  individualmente  respoi- 
sables,  a^^i  de  los  aclos  del  presidente  de  llaiti  que  cada  cual  auto- 
riza, como  de  los  internos  de  sus  deparlamentos.  También  lo  sod 
de  la  falta  de  cumplimiento  de  las  leyes. 

En  ningún  caso  se  libra  de  la  responsabilidad  un  secretario  de 
estado  por  la  orden  verbal  ó  escrita  del  presidente  de  Haiii. 

Art.  154.  Toca  á  la  cámara  de  representantes  acusar  ante  el  se- 
nado á  los  secretarios  de  estado  por  delitos  de  traición,  abuso  ó 
usurpación  de  facultades,  i  cualesquiera  otros  hechos  criminosos 
ejecutados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

El  senado  pronuncia  la  destitución,  i,  en  su  caso ,  los  demás 
castigos  conforme  á  las  leyes  penales. 

Si  hubiere  lugar  á  acción  ciwl,  deberá  instaurarse  ante  los  tri- 
bunales ordinarios,  ya  sea  como  efecto  de  la  acusación  admitida 
por  lal  cámara  popular,  ó  ya  por  jestion  de  las  partes  interesadas. 

Tanto  la  admisión  de  una  acusación  como  la  declaración  de 
culpabilidad,  deberán  pronunciarse  en  cada  cámara  por  mayorit 
absoluta  de  votos. 

Art.  i 55.  Cada  secretario  de  estado  recibe  del  tesoro  público 
un  estipendio  anual  de  ocho  mil  pesos,  inclusos  alli  todos  los  gas- 
tos estraordinarios. 


SECCIÓN  ui 
1>«1  consejo  de  estado. 

# 

Art.  i 56.  Establécese  un  consejo  de  estado,  compuesto  de  doce 
miembros  nombrados  por  el  presidente  de  Haití. 

La  lei  estatuirá  sobre  su  organización  i  atribuciones. 

Cada  consejero  recibirá  del  erario  público  una  asignación  de 
trescientos  pesos  por  mes.  La  duración  de  sus  funciones  es  de 
tres  años. 
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De  laa  liutltaaloneB  dlatrltorlBlssIcamniiBleB 


Arl.  137.  Eslablécese : 

1."  Un  consejo  en  cada  distrito ; 

2.°  Un  conseja  en  cada  comuna. 
Los  miembros  de  estos  consejos  son  nombrados  por  el  presidente 
de  Haití. 

Una  lei  duturmínará  sus  atribuciones. 


CAPITULO  in 
Oal  poder  jadicUI. 


Art.  15$-  Son  esclusivamente  de  la  competencia  áe  los  tribunfr- 
lea,  las  controversias  relativas  i  derechos  civiles. 

Arl.  13fl.  También  lo  son  las  controversias  relativas  á  derechos 
políticos,  pero  con  las  escepciones  establecidas  por  la  lei. 

Arl.  litl.  Ningún  tribunal  ni  jurisdicción  contenciosa  pueden 
establecerse  sino  A  virtud  dn  una  lei. 

No  podrá  crearse  comisión  ni  tribunales  estraordinarios,  b^o 
ningún  nombre,  j  especialnienle  bajo  e\  de  cortes  marciales. 

Art.  I  il .  Habrá  para  loda  la  república  un  tribunal  de  casación, 
cuya  organización  i  atribuciones  serán  determinadas  por  la  lei. 

El  tribunal  de  casación  residirá  en  la  capitni. 

En  adelante,  nadie  podrá  ser  majistrado  del  tribunal  de  casa- 
ción, si  no  ha  í^ido,  por  cinco  años,  á  lo  menos,  juez,  empleado  ju- 
dicial ü  abogado  en  un  tribunal  civil. 

Art,  iil.  La  lei  determinará  la  organización  i  las  atribuciones 
de  los  demás  tribunales. 

Art.  14j.  Lo§  jueces  no  pueden  ser  destituidos  sino  por  Juicio 
i  sentencia,  ni  suspendidos  sino  á  virtud  de  acusicion  admitida. 

Con  todo  eso,  el  juez  que,  sin  impedimento  lejitimamente  acre- 
ditado ni  licencia,  rallarte  á  tres  audiencias  consecutivas,  se  repu- 
tará dimisionario,  i  será  reemplazado. 

Loa  jueces  de  paz  son  amovibles, 

Arl.  IW.  Todo  juez  tiene  derecho  á  jubilación,  si  reúne  la» 
condiciones  exijidas  por  las  leyes  de  la  materia. 

Art.  li'i.  Nadie  puede  ser  nombrado  juez  b  funcionario  del  mi* 
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nisterio  público,  si  no  ha  cumplido  treinta  años  respecto  iáíé-\ 
bunal  de  casücion  i  veinticinco  respecto  de  los  otros  tríbunaln. 

Art.  i  46.  Corresponde  al  presidente  de  Haití  nombrar  i  rop 
á  los  funcionarios  del  ministerio  público  que  sinren  anteeltrli! 
nal  de  casación  i  los  demás  tribunales. 

Art.  147.  Las  funcione»  de  juei  son  incompatibles  con  todiilR 
función  pública,  escepto  la  de  representante  ó  de  miemkoi 
una  comisión  de  la  instrucción  pública.  i 

La  ircompalibilidad  por  razón  de  parentesco  será  detemiinb 
por  la  lei. 

Art.  148.  Las  asignaciones  de  los  miembros  del  cuerpo  jii- 
cial  se  (¡jarán  por  la  lei. 

Art.  i 49.  Establécense  tribunales  de  comercio.  La  lei  aneglv 
su  organización,  sus  atribuciones  i  el  periodo  de  las  funciones <ie 
sus  miembros. 

Art.  150.  Leyes  especiales  arreglarán  la  organización  i  1>$ 
atribuciones  de  los  tribunales  militares,  los  derechos,  las  obliga- 
ciones i  la  duración  de  sus  miembros. 

Art.  151.  Las  audiencias  de  los  tribunales  serán  públicas,  á 
menos  que  la  publi<ndad  perjudique  al  orden  ó  á  las  buenas  cos- 
tumbres ;  en  cuyo  caso  el  tribunal  lo  declarará  por  un  decreto. 

Art.  152.  La  lei  determinará  el  procedimiento  contra  los  jue- 
ces en  todo  caso  de  hecho  criminoso,  ejecutado  en  ejercicio  de 
sus  funciones  como  particulares. 


aPITULO  IV 

De  las  asambleas  primarias  en  las  comunas,  i  de  los  colejios  electorales 

de  distrito. 


Art.  loo.  Todo  ciudadano  mayor  de  veintiún  años  tiene  derecho  de 
votar  en  las  asambleas  primarias,  si  es  demás  propietario  de  bienes 
raices,  6  cultiva  una  heredad,  ó  ejerce  una  profesión,  uu  empleo 
ó  una  industria  cualquiera. 

Art.  154.  Para  poder  ingresar  en  los  colejios  electorales  se  re- 
quiere ser  mayor  de  viMnlicinco  años,  i  reunir  además  alguna  de 
las  otras  condiciones  previstas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  155.  Las  asambleas  primarias  se  reúnen  de  pleno  dererho 
en  virtud  del  art.  50  de  la  constitución,  ó  por  convocatoria  del 
presidente  de  Haili  en  el  caso  previsto  en  el  art.  78. 

Art.  156.  Los  colejios  electorales  se  reúnen  igualmente  de  pleno 
derecho  en  virtud  del  art.  51  de  la  constitución,  ó  por  convócalo- 
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1  presidente  de  Haití  en  el  caso  previsto  también  en  el  ar 
78. 
lllos  tienen  ¡lor  atribución  elejir  los  representantes  i  sus   su- 
ites. 

rt.  157.  Un  colejio  electoral  se  constituye  por  la  reunión  de 
s  dos  tercios  de  los  electores  de  un  distrito,  i  todas  lus  decrjo- 
'S  se  ejecutan  por  mayoría  absoluta  de  votos  de  los  miembros 
présenles  i  por  escrutinio  secreto. 

Art.  IÜ8.  Las  asambleas  primarías  i  los  colejins  electorales  no 
pueden  ocuparse  en  ntngun  otro  asunto  que  las  elecciones  á  ellos 
atribuidas  por  la  constitución. 

Llenando  ese  objeto,  tienen  la  obligación  de  disolverse.' 


DE  LA  HACIENDA 


Ail.  159.  Solo  la  lei  puede  estabterer  impuestos  ú  favor  del 
eslado. 

Las  leyes  que  los  establezcan  no  rejiráu  sino  por  un  año  ;  pero 
puede  reproducirse  sn  vijeiicia. 

Arl.  160.  Ninguna  caiga  ó  imposición,  sea  comunal,  sea  dj»- 
tritorial,  puede  establecerse  sino  por  la  lei,  de  acuerdo  con  el  con- 
sejo de  distrito  ó  de  la  comuna  respectivamente. 

Art.  Ifll.  No  puede  haber  privilejios  en  materia  de  impuesto; 
ni  este  admite  esericion  6  moderación  sino  por  la  lei. 

Art.  162.  Fuera  de  los  casos  formalmente  esceptuados  por  la 
tei.  ningirna  contribución  puede  ser  exijida  de  los  ciudadanos  sino 
U  titulo  de  impuesto   !i  favor  del  estado,  del  distrito  ó  de  la  co- 

ÍiAi't.  163-   Ninguna  pensión,  liberación  li  subvención  íi  cargo 
u  tesoro  pi'ibliiro  puede  acordarse  sino  ¡t  virtud  de  una  lei. 
'Arl.  164.  Prohibese  Tnrmalmenle  la  acumulación  de  sueldos  ú 
Blipendios. 
Art.  16r>.  El  presupuesto  de  cada  secretario  de  estado  se  divide 
en  capítulos. 

Una  suma  concedida  para  un  capitulo  no  puede  trasladarse  a) 
crAdilo  de  otro  capitulo,  ni  emplearse  en  otros  gastos  sin  que  lo 
autorice  una  lei. 

El  eocrrlario  de  hacienda  pi-esentará,  en  cada  lejislafura,    las 
cuentas  jenerali-s  de  las  rentas  i  de  los  gastos  dü  la  lepúblíca,  con 
larire  de  rada  eño  administrativo. 

!i  lei  esp«<*ial  delerminaiñ  el  modo  de  llevar  la  contabilidad 
;8l  de  )a  repi'ihlic». 
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El  año  administrativo  comienza  el  i.^  de  octubre,  i  tenninae! 
50  de  setiembre  del  año  siguiente  : 

Art.  166.  Güda  año  las  cámaras  fijan  : 
1  .^  La  cuenta  de  las  rentas  i  de  los  gastos  del  año  ó  de  bi 
años  precedentes,  revestida  de  comprobantes; 

2.<^  El  presupuesto  jeneral,  con  estimación  de  las  rentas  i 
designación  de  los  fondos  destinados  para  el  año  á  cada  seo^ 
río  de  estado. 

Sin  embargo,  no  podrá  adoptarse  proposición  ó  modificaden 
alguna  en  el  presupuesto,  que  tenga  por  objeto  reducir  ni  aumea- 
tar  el  estipendio  de  los  funcionarios  públicos  ó  el  sueldo  delosmifi- 
tares,  fijados  de  antemano  por  las  leyes  especiales. 

Art.  167.  Las  cuentas  jenerales  i  el  presupuesto  de  que  hablan 
los  artículos  precedentes  deben  someterse  a  las  cámaras  por  el 
secretario  de  nacienda,  á  más  tardar,  dentro  de  los  diez  pnmeros 
dias  de  las  sesiones. 

Las  cámaras  ne$?arán  el  finiquito  á  los  secretarios  de  estado  i 
aún  la  votación  del  presupuesto,  hasta  quedar  satisfechas,  si  ks 
cuentas  presentadas  no  ofrecen  por  si  mismas  ó  por  sus  compro- 
bantes todos  los  elementos  necesarios  de  veriGcacion  i  aprecia- 
ción. 

Art.  i 68.  La  oficina  de  cuentas  se  compone  de  cierto  número  de 
miembros,  nombrados  por  el  presidente  de  Haiti,  para  tres  años 
con  calidad  de  reelijibles. 

Su  organización,  el  número  de  sus  miembros  i  sus  atribuciones 
serán  determinadas  por  la  lei. 

Art.  i69.  La  /et,  el  peso,  el  valor,  el  sello  i  la  denominación  de 
la  moneda  se  determinarán  lejislalivamente. 

La  efíjie  no  puede  ser  sino  la  do  la  república. 


TITULO  VI 

DE  LA  FUERZA   PUBLICA 


Art.  170.  Las  fuerza  pública  tiene  por  objeto  defender  el  estado 
contra  los  enemigos  esleriores,  i  asegurar  en  el  interior  el  mante- 
nimiento del  orden  i  la  ejecución  de  las  leyes. 

Art.  171.  La  lei  determinará  la  or«(an¡zac¡on  de  la  fuerza  pú- 
blica, el  modo  de  conscripción  del  ejército,  los  ascensos,  los  de- 
rechos i  las  obligaciones  de  los  militares,  asi  como  los  casos  i  la 
forma  en  que  pueden  ser  destituidos  de  sus  grados,  honores  i  pen- 
siones. 

Queda  subsistente  la  guardia  parlicular  del  presidente  de  Haití ; 
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Bontinúa  sujebí  al  mismo  réjimen  militar  que  los  otros  cuerpos 

i!  ejército. 

Arl.  17S.  El  ejército  es  esencialmente  obediente  ;  ningún 
cuerpo  liene  Taciiltad  He  deliberar. 

Art.  175.  La  guardia  nacional  será  organizada  por  una  lei  espe 
cial,  i  su  estado  mayor  se  nombrará  por  el  presidente  do  Haili.  A 
excepción  de  los  casos  previstos  por  la  lei  que  la  organice,  ella 
no  podrá  ser  movilizada  eo  todo  ni  en  parte, 

Art.  171.  En  lo  Tuturo  nadie  podrá  ser  promovido  á  grado  mili- 
tar alguno,  si  no  ba  sido  antes  mdividuo  de  tropa. 

Art.  175.  Serán  obji^to  de  una  lei  la  organización  i  las  atribu- 
ciones da  la  policía  de  las  ciudades. 


^jRnrfl. 


DISPOSICIONES  JENERALES 


r76.  Los  colores  nacionales  son  el  azul  i  el  rojo,  colocados 
hori  zonta  I  mente. 

Las  armas  de  la  república  son  :  la  palmera  coronada  por  el 
gorro  de  la  libertad  i  adornada  de  un  trufeode  armas,  con  et  lema  : 
(  La  utiion  hace  la  fuerza,  n 

Art.  177.  La  ciudad  de  Puerto. Príncipe  es  la  capital  de  la  repú- 
blica i  la  reñdeiK-ia  del  ^^obierno. 
^-_  Art.  178.  Ningún  juramento  puede  imponerse  sino  por  la  leí, 
^^pe  al  hacerlo  di^teiminará  su  Tórmula. 

^K~Art.  179.  Todo  extranjero  dentro  de  la  república  goza  de  la 
^nroteecion  concedida  ít  las  personas,  salvas  las  esc<.>pciones  esta- 
tlecidas  por  la  lei. 

Nadie  puede,  auncuandosea  estranjero,  re  el  amar  indemnización 
depérdidasocasionadas  por  conmociones  civiles!  políticas.  Pero  las 

fnrtes  perjudit^das  podrán  pi'rseguiratite  los  tribunales,  sesun  las 
eyes,  á  los  aulores  c'>no(  idos  de  los  daños  (|iic  se  les  huyan  necho, 
á  tm  de  obtener  justicia  i  reparación  b'gal.  Si  hubiere  lugar  á  ello, 
la  invealigacion  podrá  ser  ordenada  oficia linenle. 
Art.  180.  La  Iei  establecerá  un  sistema  de  pesos  i  medidas. 

ÍArt.  181.  Son  fiestas  nacionales  : 
1.*  La  de  la  independencia  de  Haili  i  de  sus  héroes  ell."  deenero; 
2.°  L'i  de  la  agriculliira  el  1.°  de  iriayo. 
Las  fiestas  legales  serán  itelerminadas  |>or  la  le¡. 
Art.  183.  Mn^na  lei,  ni  ningún  decreto  6  r>>ghmen(o  de  admL 
niatracion  pública  íoa  obligatorios,  sino  después  de  publicados  cit 
la  forma  legal. 
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Arl.  185.  La  constitución  no  puede  ser  suspendida  en  todo  ni 
en  parle. 

Art.  i  84.  El  territorio  de  la  república  puede  ser  declarado,  to- 
tal ó  parcialmente,  en  estado  de  sitio  en  los  casos  de  revueltas  ci- 
viles, ó  en  ei  de  invasión  inminente  ó  efectuada  por  una  fuerza 
estranjera. 

Esta  declaración  se  hará  por  el  presidente  de  Haití,  i  debe 
autorizarse  por  todos  los  secretarios  de  estado. 

De  ella  informará  el  poder  ejecutivo  á  las  cámaras  al  abrir  sus 
sesiones. 

Art.  185.  Se  espedirá  una  lei,  conforme  á  la  cual  se  acuerden 
distinciones  honorifícas  i  decoraciones  puramente  personales  á  los 
que  hayan  hecho  servicios  al  estado,  ó  se  hayan  distinguido  en  un 
ramo  cualquiera  de  los  conocimientos  humanos;  sin  constituir 
por  eso  en  el  estado  una  distinción  de  clase,  ni  atacar  los  princi- 
pios de  igualdad  consignados  en  la  constitución. 

Art.  186.  Fundárase  inmediatamente  un  Banco  principal  enPort- 
au-Princc,  con  dependencias  en  las  ciudades  importantes  de  la 
república. 

Asimismo  se  fundará  un  establecimiento  de  crédito  terriloriaU 
para  favorecer  el  desarrollo  de  la  agricultura.  La  lei'determinará 
la  organización  de  tales  bancos. 

Art.  187.  Constituiráse  la  renta  sobre  el  estado;  solo  habrá  un 
libro  de  inscripción  de  la  deuda  nacional  para  toda  la  república. 


TITULO  vm 

DE  LA  REFORMA  DE   LA  CONSTITUCIÓN 


Arl.  188.  Si  después  de  dos  años  de  práctica,  aparecierejnece- 
saria  la  reforma  de  la  constitución,  la  propuesta  de  reforma  po- 
drá hacerse  por  una  de  las  dos  cámaras  ó  por  el  poder  ejecutivo. 
Pero  tratándose  de  una  reforma  parcial,  que  se  juzgare  útil,  po- 
drán proponerse  alteraciones  por  el  poder  ejecutivo  ó  por  una  de 
las  cámaras  durante  la  lejislatura,  para  ser  discutidas  i  aproba- 
das por  el  cuerpo  lejislativo. 

Si  en  la  siguiente  lejislatura  el  poder  ejecutivo  i  las  dos  cámaras 
estuvieren  de  acuerdo  sobre  la  reforma,  s»í  pasará  el  proyecto  á 
una  comisión  compuesta  de  senadores  i  de  representantes  del 
•pueblo  para  que  informe. 

Si  se  adoptaren  por  la  comisión  de  revisión  las  nuevas  disposi- 
ciones propuestas,  se  discutirán  por  las  dos  cámaras,  hallándose 
presentes  los  secrelarios  de  estado ;  i  so  votarán  i  publicarán  en 
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ÍT3 


a  lonma  ordinaiiu  de  las  leves  como  arliculos  He  ta  constituujoñ. 
Arl.  1^9.  Ninguna  proposición  deieronna  ni  ninguna  allerscion 
wnsIJIucional  podrá  udoplarse  sino  por  mayoría  de  los  das  tercios 
Me  votos. 


TITULO  IX 
DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 


Ai1,  190.  El  eclual  prfBÍdente  de  la  ropiiblica  prestará  jura- 
pnento  A  la  présenle  coiistíhicion  ante  la  asamblea  nacional  consti- 
(DT^nte. 

tlabiendo  comenzado  su  período  el  1 1  de  junio  este  año,  ternii- 
pardel  U  de  junio  de  188'2. 

Art,  191,  Déjase  por  un  año  al  presidente  de  Haití  la  facultad 
le  remover  &  los  jueces,  caso  necesario,  h  Rn  de  levantar  la  majis- 
ralura  al  nivel  de  su  elevado  objeto. 

Art.  i9'i.  PiTa  mejor  conciliar  los  Intereses  del  pueblo  con  lus 
^1  culto  católico,  aposli'ilico,  romano,  que  él  profesa,  i  por  cuanto 
'O  satisfaire  á  etlo  el  achual  concordato,  se  autoriza  al  gobierno  para 
ue  proponga  su  modificación,  con  el  lin  de  crear,  lo  más  pronto 
posible,  un  clero  nacional. 

Entre  tanto,  sdlo  al  gobierno  se  confiere  el  derecho  de  trazar  la 
circunsrnprion  territorial  de  las  parroquias  i  los  obispados,  i  de 
nombrar  los  administradores  superiores  de  la  Iglesia  en  Haití,  los 
cuales  en  adelante  deben  ser  haitianos. 

Art.  193.  La  asamblea  nacional  constituyente  ejercerá  el  poder 
Ipjislativo  durante  el  tiempo  necesario,  á  contar  desde  la  adopción 
definitiva  de  la  constitución  ,  hasta  la  reunión  de  la  cémara  de  re- 
presentantes de  las  comunas. 

Art.  194.  La  presente  conslitucion  será  publicada  j  ejecutada  en 
lodu  1h  estension  de  la  república. 
~  Art.  195.  Los  códigos  de  leyes  civilfs,  comerciales,  penales  i  de 
istrucciion  criminal,  asi  como  todas  las  demás  leyes,  estarán  vi- 
wles  hasta  que  se  las  derogue  en  debida  forma. 
'■  Quedan  abrogadas  todas  las  disposiciones  legales,  todos  los  de- 
Bretos,  resoluciones,  reglamentos  i  otros  actos  contraríos  á  la  pre- 
cito conítitucioi). 

;  Dada  en  el  palacio  de  la  asamblea  nacional  constituyente,  en 
^rt-an-Prince.  á  6  de  agosto  de  1871,  71  de    la  independencia. 

(firmas  de  los  diputados). 


HAITÍ  O  SANTO-DOMINGO 


ANTECEDENTES  I  COMENTARIOS 


En  su  primer  viaje,  i  á  6  de  diciembre  de  1492,  Colon  des- 
cubrió la  segunda  de  las  islas  Antillas  en  estension  é  importancia, 
que  los  naturales  llamaban  Haití  (país  montañoso),  i  que  él 
denominó  Española.  Estaba  dividida  en  cinco  soberanías  ó  caci- 
cazgos independientes,  i  eran  los  aboríjenes  mansos,  sencillos  i 
tímidos  ;  pero  no  por  eso  dejaron  de  recibir  de  los  descubridores 
un  tratamiento  abusivo,  desde  que  éstos  intentaron  su  primer  es- 
tablecimiento en  Navidad. 

Este  i  otro  en  Isabela  fueron  abandonados,  i  no  hubo  funda- 
ción definitiva  sino  en  1498,  la  de  Santo-Domingo^  por  Barto- 
lomé Colon,  cuya  ciudad  dio  nombre  á  toda  la  isla  en  el  curso 
del  tiempo.  Fué  gobernada  la  colonia  por  el  mismo  descubridor, 
i  en  ausencia  suya  por  Bartolomé  su  hermano,  llevando  aquél  les 
títulos  de  almirante,  adelantado  i  aun  virei. 

Desde  1495,  i  pasada  una  guerra  promovida  á  los  indios,  en 
quienes  hicieron  los  españoles  una  gran  matanza,  sin  perder  ellos 
un  solo  hombre,  redujeron  á  esclavitud  los  prisioneros,  i  á  poco 
inició  el  mismo  almirante  el  sistema  de  tributo  i  de  reparti- 
miento de  los  indíjenas,  que  perfeccionado  luego  por  Ovando, 
fué  establecido  en  todas  las  colonias  españolas  posteriores.  A  este 
elemento  de  opresión  i  de  sacudimientos  reaccionarios,  agregóse 
otro  de  desorden  en  el  tercer  viaje  de  Colon,  quien  trajo  de 
España,  para  suplir  á  la  falta  de  europeos  que  resistiesen  el 
clima,  muchos  criminales  sacados  de  las  cárceles,  cuyo  número 
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se  auinentA  adrede  por  loa  jueces  en  In  Península,  multiplicando 
las  condennciones  A  la  deporEacion.  Numerosa  al  principio  la 
población  de  naturales,  quedó  en  pocos  años  tan  disminuida 
por  el  trabajo  forzado  ¡  los  malos  tratamientos,  que  se  les  susti- 
tuyó por  esclavos  arricinos,  trayendo  asi  ese  torcer  elemento,  de 
degradación  primero,  de  insurrección  después. 

Sucedió  á  Colon  en  el  gobierno  de  Santo  Domingo,  Francisco 
áe  Bobadilla,  quien  le  residenció  i  envió  á  España  cargado  de 
cadenas.  Como  se  hubiese  escedido  en  su  comisión,  fué  depuesto 
por  la  corte,  quien  nombró  gobernador  en  su  lugar  á  Nicolás 
Orando,  el  mismo  á  quien  hicimos  untes  alusión,  i  que  aunque 
duro  en  demasía,  no  careció  de  dotes  administrativas.  Con  me- 
noscabo de  los  indios,  pérlida  i  cruelmente  tratados,  desarrollóse 
la  producción  de  la  colonia,  i  adquirió  esa  Fugaz  prosperidad  que 
ge  funda  en  la  violencia,  instrumchto  de  bienestar  de  los  pocos 
^mediante  el  sncriiiuíu  de  los  muchos.  Fué  entonces  cuando  el 
Tecimiento  de  la  población  nativa,  indujo  primero  al  bárbaro 
«alto  de  lucayos  en  número  de  hasta  40.0ÜO,  i  después  .i   la 
introducción  de  los  africanos.  También  por  sus  crueldades  toé 
depuesto  Ovando,  i  nombrado  para  sucederle  don  Diego  Colon, 
hijo  del  descubridor,  como  resultado  de  una  sentencia  del  consejo 
Indias,  dictada  contra  el  rei  Fernando,  i  á  favor  de  don  Diego, 
lien  habia  ocurrido  á  aquel  tribunal  alegando  su  dei-eclio,  des- 
les  de  largas  é  inútiles  reclamaciones  directas  al  monarca.  Pero 
nuevo  gobernador  no  fué  mucho  más  humano  que  los  anterto- 
;  pues  dejó  subsistir  todos  los  vicios  do  organización  social 
lue  aflijian  la  colonia,  Í  tuvo  buen  cuidado  de  consultar  ante  todo 
IB  intereses  personales  i  los  de  sus  parientes,  de  los  que  llevó 
rcnnsigo.  no  escaso  número,  á  pai'ticípar  en  la  esplotarion  de  los 
infelices  naturales. 

Durante  algunos  años  Santo  Domingo  fué  el  centro  de  las  colo- 

D¡as  españolas  del  Nuevo  Mundo,  i   su  audiencia  i  gobernador  ó 

'lantado  estendían  su  autoridad  al  contininle  ;  pero  perdió  su 

pniportancia  por  el  descubrimiento  i  la  colonización  de  Méjico, 

Guatemala  i  el  Perú.  Mñs  aún:  rn  vez  de  cabeza  del  gobierno. 
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vino  á  ser  dependencia  del  vireinato  de  Mrjico,  luego  que  éste  se 
organizó  formalmente.  I  llegó  á  oscurecerse  todavía  más,  en  el 
siglo  XMi,  por  el  rápido  desarrollo  de  una  colonia  francesa  enU 
costa  occidental  de  la  isla,  cuyo  singular  orijen  i  esirañas  cuanto 
espantosas  vicisitudes,  hacen  uno  de  los  más  notables  si  bien 
lúgubres  capítulos  de  la  historia  de  América. 


Como  castigo  de  la  piratería  terrestre  de  los  españoles  en  el 
Nuevo  Mundo,  los  ingleses  i  franceses,  protejidos  encubiertamente 
por  sus  respectivos  gobiernos,  organizaron  en  grande  escala 
piraterías  marítimas  en  el  siglo  xvii.  De  esta  clase  eran  los  buca- 
neros, piratas  franceses,  algunos  de  los  cuales  se  situaron  en  la 
isla  de  Tortuga,  á  dos  leguas  noroeste  de  la  de  Santo  Domingo. 
Aumentóse  su  número  con  emigrados  de  Martinica  i  Guadalupe, 
i  puestos  bajo  la  protección  del  rei  de  Francia,  recibieron  por 
primer  gobernador  al  caballero  Bertrand  d'Ogeron.  Tuvieron 
desde  el  principio  establecimientos  volantes  en  la  isla  mayor, 
sobre  la  costa  del  Cabo  Francés,  que  vinieron  á  ser  los  principa- 
les desde  1666,  en  que,  consultando  su  seguridad,  d'Ogeron  tras 
lado  á  ella  el  asiento  del  gobierno.  Creció  rápidamente  la  colonia, 
que  sin  renunciará  sus  depredaciones  por  la  mar,  empleóse  pri- 
mero en  la  caza  de  ganado  montes,  i  más  tarde  en  la  agricul- 
tura, fomentada  con  la  introducción  de  muchos  esclavos  afri- 
canos. 

Pronto  se  encontró  bastante  fuerte  para  hostilizar,  como  lo 
hizo,  á  la  parte  española,  llegando  hasta  concebir  el  pensamiento 
de  espetera  sus  habitantes.  Bajo  Puancey,  Cussy,  Ducasse  etc., 
gobernadores  sucesivos,  la  colonia  del  Cabo  siguió  siendo  guarida 
de  piratas,  no  obstante  que  habia  allí  agricultores  i  comercian, 
tes.  Siguieron  las  espediciones  devastando  los  establecimientos 
españoles  en  ambos  océanos  hasta  1697,  en  que  una  saqueó  á 
Cartajena,  i  sus  buques  fueron  á  su  vez  apresados  i  destruidos 
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11  mayor  parte  por  una  esi'uadru  combinada  tle  Inglaterra  ¡ 

l'Hülanda.  Pero  si  bien  tciminaton  su  odiosa  carrera,  el  tratado 

i  de  Ryswick,  en  aquel  año,  ijuti  puso  término  á  la  guerra  entre 

L<(]ucllas  naciones   i   Kspañu  con   Francia,   reconoció  lambifn 

Loficialmente  la  colonia  francesa  de  Santo  Üomingo,   que  desde 

rcntónres  procuró  desarrollar  principalmente  sus  recursos  agrico- 

"las.   I  tanto  prosperó,  que  á  jiesar  de  utia  primera  insurrección 

de  esclavos  aTricanos  en   Iti78,  seguida  inmediatamente  de  su 

fuga  i  dispersión,  ya  en  t7!)Ü  la  población  total  montaliaú  medio 

millón  de  babitanlcs.  entre  ellos  38.560  oriundos  de  Europa; 

|,38.57U  de  color  libres,  i  el  resto  de  negros  esclavos.  En  igual 

I  proporción  liabia  decaido  la  parte  española  de  la  isla,  aunque 

tocupaba  c^si  las  tres  cuartas  partes  del  área,  con  fiírtilea  Ierre. 

Bns,  minas  de  diferentes  metales  i  buenas  praderas  para  la  crin 

■de  ganados. 

La  mayor  parte  de  la  población  de  color  libre  se  componía  de 

lolatos,  educaduj  muchos  en  Fenicia,  i  dueños  de  grandes  fun- 

l'dos;  pero  se  hallaban  privados  de  todo  derecho  político,  tenidos 

ften  menos  por  los  blancos,  í  conceptuados  por  si  mismos  como 

llfnui  superiores  á  los  negros  esclavos.  Üeahi  la  terrible  i  encar- 

I^DÍzada  rivalidad  entre  las  tres  casias,  que  los  acontecimienlos 

políticos  iban  á  impeler  unas  contra  otras,  sín  discernimiento,  é 

instigadas  por  las  más  furiosas  pasiones.  Para  mejor  comprender 

BU  situación  i  sus  actos  respectivos,  tenemos  necesidad  de  sei- 

Ivirnos  de  loscalílicalivos  usuales  que  distinguen  las  razas  i  sus 
mezclas,  sin  atribuirles  ningún  sentido  favorable  ú  odioso. 
La  revolución  francesa  de  Santo  Domingo  tuvo  principio  iron 
la  de  la  metrópoli  en  1789,  i  pudiera  decirse  que  terminó  lani- 
bicn  con  ella,  si  consideramos  como  parte  i  6n  de  la  europea  el 
primer  imperio  Bonapartc.  Pero  al  paso  que  ésta  era  más  poli- 
Üca  que  social,  la  americana  era  más  social  que  política  á  todas 
luces.  Los  primeros  movimientos  du  París  en  el  citado  año  tuvie- 
ron eco  en  la  colonia  francesa,  alistando  culi'e  los  partidarios  de 
lus  nuevos  principios  a  los  blancos,  divididos  más  tarde  allj,  como 
€n  la  metrópoli,  en  republicanos  i  realistas:  división  máspeü- 
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grosa  en  la  colonia,  que  tenia  otros  elementos  de  disturbio,  muí 
propios  para  complicar  sobremanera  la  situación. 

Sin  pretensiones,  á  lo  menos  aparentes,  de  independencia,  la 
población  blanca  libercU  tomó  cierto  movimiento  político,  que  se 
hubiera  llamado  insurreccional,  si  lo  que  pasaba  en  ]a  metrópoli, 
poco  atenta  además  entonces  á  sus  posesiones  de  ultramar,  no  lo 
hubiera  escusado.  Ello  es  que  se  hicieron  ciertos  cambios  guber- 
nativos, i  aun  llegaron  á  echarse  las  bases  de  una  constitución 
colonial.  Hallábase  dividida  la  colonia  en  tres  provincias,  en  cada 
una  de  las  cuales  babia  una  asamblea  administrativa,  i  renun- 
ciando éstas  á  su  existencia  separada,  se  refundieron  en  una  sola, 
que  se  reunió  en  San  Marcos  á  15  de  abril  de  1790,  i  pretendió 
tomar  sobre  si  el  gobierno  de  toda  la  colonia.  Pero  su  poder  real 
no  llegó  á  formalizarse,  contrariado  como  estaba  por  el  goberna- 
dor Peynier,  quien  la  disolvió  á  solicitud  de  los  colonos,  alarma- 
dos con  la  tendencia  del  movimiento  por  ellos  iniciado,  i  persua- 
didos ahora  de  la  necesidad  de  unión  con  las  autoridades  france- 
sas, para  oponerse  á  las  capas  sociales  inferiores  que  se  desper- 
taban. 

Al  invocar  los  colonos  blancos  los  principios  de  libertad, 
igualdad,  fraternidad,  que  se  habian  proclamado  por  los  inicia- 
dores de  la  revolución  europea,  escluian  de  su  goce,  no  tan  solo 
á  la  parte  esclava  de  la  población  oriunda  de  Árrica,  sino  tam- 
bién á  los  mulatos  libres  educados  i  ricos.  De  esta  pretensión 
insensata  reclamaron  los  interesados;  pero  su  reclamación  fué 
rechazada  con  indignación  i  aun  desprecio.  Un  mulato,  Lacombe, 
fue  ahorcado  por  haber  presentado  á  la  asamblea  colonial  un 
escrito  en  que  su  clase  solicitaba  la  concesión  de  los  derechos  de 
ciudadano  ;  i  un  plantador  blanco,  M.  Beaudicre,  fué  destrozado 
por  la  muchedumbre,  con  motivo  de  haber  hecho  una  solicitud 
análoga  en  favor  de  los  mulatos. 

Esas  iniquidades  dieron  la  señal  para  la  primera  insurrección 
de  esta  época  luctuosa.  Uno  de  los  más  distinguidos  mulatos, 
Vicente  Ogé,  educado  en  Paris,  donde  se  habia  asociado  de  igual 
á  igual  con  hombres  tales  como  Lafayette,  Brissot,  Gregoire  i 
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otros  eminentes  patriotas,  levantó  la  enseña  de  b  rebelión  á  la 
cabez.-!  de  unos  300  copnrtidarioB  en  orlubi-e  de  1 790.  Derrotado 
i  aprehendido,  fueron  el  í  su  hermano  Santiago  drscuartiiíadu?, 
i  '21  de  susseruaecs  ¡lueslüs  li  la  horca,  se^uu  las  ideas  predomi- 
nantes de  represión  Í  castigo. 

Mucha  animadversión  runtru  los  L'olonos  (1)  se  manifestó  en 
Parifi  al  recibirse  la  notícín  do  aquL'Uas  ejecuciones ;  í  por  influen- 
cia de  la  sociedad  llamada  con  toda  csactilud  Los  amii/o»  de  lo» 
negros,  la  asamblea  constituyente  dictó  un  decreto  en  15  de  mayo 
de  17t)l,  en  ()ue  declan'i  que  los  hombres  de  color  nacidos  de 
padres  libres  tenían  todos  los  derechos  de  ciudadanos  frauceses. 
No  locaba  esta  rei^olucion  la  cuestión  de  esclavitud,  i  sin  em- 
bargo, fué  niui  mal  recibida  do  los  plantadores  ó  dueños  de 
ierras  i  esclavos,  quienes  poseídos  de  irritación  i  alarma  lograron 
¡ue  el  gobernador  suspendiese  la  ejecución  de  la  medida,  hasta 
irrif  nuevamente  al  gobierno  de  la  metrópoli  reclamando  con- 
ella. 
Semejante  denegación  de  un  derecho  asegurado  ya  [>or  la  leí, 
ID8Ó  grande  escitaciun  entre  los  mulatos  ;  i  la  guerra  civil  entre 
los  i  los  blancos  parecia  inevitable,  cuando  un  tercer  partido, 
quien  ni  unos  ni  oíros  contahan,  se  presentó  en  la  arena.  Los 
ilavot)  de  las  plantaciones  se  insurreccionaron  en  la  noche  del 
de  agosto  del  mismo  año  1791,  cometiendo  las  mayores  atro- 
idudes;  i  espantados  los  blancos,  se  prestaron  en  1 1  de  setiem- 
bre á  que  los  mulatos  ejerciesen  los  derechos  de  que  la  leí  los 
había  investido,  con  lo  cual  vino  otra  vez  la  perspeciiva  du  paz. 

ÍPero  íué  de  corta  duración.  Mal  inspirada  la  asamblea  coasti  • 
yenle,  i  a  virtud  de  las  reclamaciones  de  los  colonos,  revocó  á 
\  de  setiembre  el  decreto  de  15  de  mayo ;  i  no  bien  llegó  á  la 
a  semejante  noticia,  Ins  mulatos  volaron  á  tomar  las  annas. 
^iósc  por  varios  años  una  guerra,  encarnizada  i  furon  por 
ibas  parles,  complicada  con  la  divii^ion  de  los  blancos,  según 

(I]  Frt  el  naiidire  que  w d«l>a  Mpeciatinentc  ■  loa  blincos  propieUrios,  eniu- 
rwmanoiHliallalN  el  gobierno  de  Ucolonia,  ú  que  influúp  enéldecisivuiieiile. 
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SUS  opiniones  políticas,  la  unión  de  mulatos  i  negros  diríjid<^ 
por  hábiles  jefes  i  situados  en  fuertes  posiciones  de  las  montañas, 
i  por  último,  la  invasión  de  la  colonia  por  fuerzas  de  Inglaterra  i 
España,  en  guerra  con  Francia  entonces. 

Habia  enviado  la  madre  patria  comisionados  especiales  para 
conciliar  los  ánimos  i  pacificar  la  colonia ;  pero  nada  habían 
conseguido,  hasta  que  preocupados  con  la  situación,  i  temerosos 
de  una  invasión  inglesa  (que  en  efecto  se  realizó  en  el  siguiente 
mes),  creyeron  conveniente  atraerse  á  los  negros,  i  en  agosto  de 
1793  decretaron  la  libertad  de  todos  los  esclavos.  En  febrero 
de  1794  la  medida  fué  aprobada  por  la  convención  nacional  de 
Paris,  que  garantizó  de  la  manera  más  formal  la  libertad  política 
i  civil  de  los  habitantes  de  la  colonia. 

Entre  tanto  los  ingleses,  con  un  poderoso  ejército  i  una  respe- 
table escuadra,  conquistaron  toda  la  costa  setentrional,  i  aun  se 
apoderaron  de  Puerto-Principe,  capital  de  la  colonia.  A  punto  de 
retirarse  i  abandonar  el  campo  á  los  ingleses,  el  jeneral  de 
Laveaux,  reducido  á  la  mayor  estremidad,  halló  su  salvación  i  la 
de  su  causa  en  un  ausilio  verdaderamente  estraordinario  :  el  de 
los  libertos ,  capitaneados  por  el  famoso  Taussaint-Louverture. 
Esclavo  durante  cuarenta  años  en  la  hacienda  Breda,  cerca  de  la 
ciudad  del  Cabo,  i  bien  tratado  por  el  administrador  M.  Brou, 
halló  tiempo  para  instruirse,  aprendiendo  á  leer,  escribir  i  rudi- 
mentos de  matemáticas.  Conocia  también  i  aplicaba  la  virtud 
medicinal  de  las  plantas,  i  empezó  su  carrera  pública  como  mé- 
dico de  una  de  las  numerosas  bandas,  armadas  de  hombres  de 
su  raza,  que  militaron  poco  antes  de  la  época  que  ha  de  ocupar- 
nos^ en  los  numerosos  episodios  de  aquella  complicada  guerra 
civil.  Uabia  sido  también  subjefe  militar,  i  mostrado  aptitudes 
para  la  guerra.  Era  inlelijente,  calmoso,  justiciero  i  benévolo, 
todo  lo  cual  le  hacia  mui  superior  á  los  demás  libertos,  sobre  los 
cuales  tenia  por  consiguiente  grande  influjo. 

Tal  fué  el  hombre  que,  conocido  del  gobernador  de  Laveaux, 
ofreció  sus  servicios,  que  fueron  aceptados,  contra  el  estranjero 
posesionado  del  territorio.  Nombrado  jeneral  de  brigada  primero 


1 


^ 


ItEPI  IIMCA  DB  IU1II  )&1 

i  en  jefe  Jespues,  so  puio  en  campnñi  el  25  de  juiíiu  ile  I7^j: 
i  tan  activo  anduvo  en  allegarse  jenle  de  guerra,  tan  arciLado  en 
sus  operaciones,  que  no  tardó  la  autoridad  riancosa  en  hallarse 
restablecida  en  casi  toda  la  cstension  del  país  antes  ocupada  pnr 
los  ¡n^floea.  Habla  combatido  Í¡;;ualmenle  contra  los  españoles; 
pero  el  tratado  de  Baxilea,  Pirmado  el  22  de  julio  de  aquel  año. 
i  que  cedió  ú  Francia  toda  la  parte  española  de  Santo  Domingo, 
le  quitó  aquel  enemigo,  i  aumenti'i  al  mismo  tiempo  !>us  Tuerza 
con  algunas  partidas  de  negros  que  les  habian  servido  de  ausi- 
liares. 

Acabó  Taussaint  (lor  vencer  il  los  ingleses,  i  hacerles  abando- 
nar en  17ÍI7  ti'dos  los  puntos  ocupados.  Rerrenó  insurrecciones 
de  muíalos,  que  no  podían  conllevar  la  evidente  superioridad 
del  jefe  ucgro.  Fué  nombrado  teniente  gobernador  por  Lavcaus: 
cslendiú  su  autoridad  á  la  parte  española  cedida.  Hohre  la  cual 
espedicioiiú  ;  i  en  1801  había  paciücado  toda  la  isla,  gozando  dd 
poder  ¿  influjo  de  verdadero  goliernador.  i  dando  completa  segu- 
ridad á  la  población  blanca,  aun  con  modidas  de  rigor  tomadas 
EOlire  sus  altegadus.  Urgauizó  ademas  la  hacienda  í  el  servicio 
público,  fomeutó  el  trabajo,  reparó  los  caminos.  reediTicó  las 
ciudades  arruinadas  por  la  guerra,  i  restableció  en  gran  p»rle  la 
anterior  prosperidad  de  la  isla  (1).  Pasó  adelante  en  su  justa 
ambición,  constituyendo  en  julio  del  eita>lo  año,  i  nii'dianto  la 
sanción  de  la  asamblea  de  los  representantes  comunales  un  go- 
Iñerno  colonial,  que  nominalmenle  dependía  de  Francia,  í  á  cuya 
tab^i»  se  puso  él  mismo  como  gobernador  i  presidente  vitalicio, 
con  facullnd  de  designar  sucesor  i  nombrar  á  todos  los  emplea- 
dos. Según  la  misma  constitución,  el  nuevo  estado  de  Santo- 
Domingo  debía  Toiniar  sus  leyes,  ¡  a  su  propio  nombre  adminis- 
trar la  juglicia. 

Si  hubiera  podido  entonces  ieei-se  en  lo  porvenir  tan  elaia- 

(1}  Tnt  aoitÚKiicfOT  el  Cumulado  trancos,  en  1.' de  j'ilio  del  riiisniu  silo 
^dB  IMOI ,  frobemidor  liinlicio  de  Santo  Uomingo;  pero  luego  lemjú  el  gobierno 
nlittuio  que  TiiissBini  in Je(>Fiidiiue  la  Ula  .  i  eso  vn  purte  motivA  Is  espe- 
ielon  de  que  en  teguide  heblimoi. 
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mente  como  en  lo  pasado,  nada  más  sabio  de  parte  del  gobierno 
francés  que  dar  al  hombre  de  estado  producido  por  su  colonia 
oportunidad  i  tiempo  de  coronar  la  obra  tan  felizmente  comen- 
zada. Bastaba  para  que  fundase  con  humildes  elementos  una 
nueva  é  interesante  sociedad,  dejarle  consolidar  los  diques  pues- 
tos al  turbión  que  con  tanta  lijereza  hizo  saltar  la  espirante 
asamblea  constituyente. 

Desgraciadamente  Napoleón  Bonaparte,  primer  cónsul  en  1801, 
quiso  revivir  el  antiguo  orden  de  cosas,  sin  comprender  t)ue 
hai  restauraciones  imposibles.  Bajo  su  inspiración,  el  cuerpo 
lejislativo  decretó  el  restablecimiento  de  la  esclavitud  ;  i  una 
cspedicion  compuesta  de  36  buques  de  guerra  i  30.000  vete- 
ranos, al  mando  del  jeneral  Leclerc,  fué  enviada  á  Santo  Do- 
mingo para  llevaí*  á  efecto  aquella  medida.  Desembarcó  el  ejér- 
cito en  Samaná  en  febrero  de  1802  ;  opusósele  Taussaint  con 
sus  huestes,  i  después  de  una  ruda  campaña,  las  fuerzas  euro- 
peas por  enfermedades  i  las  nativas  por  defecciones  quedaron 
sumamente  reducidas.  No  teniendo  Leclerc  esperanza  de  termi- 
nar la  guerra  combatiendo,  celebró  con  Toussaint  un  armisticio, 
durante  el  cual,  usando  de  la  más  odiosa  perfidia,  se  apoderó 
brutalmente  de  la  persona  de  Toussaint,  i  le  envió  á  Francia, 
donde  encerrado  en  un  calabozo  murió  en  abril  de  1803.  El 
prisionero  de  Santa  Helena  hizo  harto  ruido  i  ganó  sobrada 
simpatía  doce  años  despuos,  aunque  era  reo  de  lesa  humanidad; 
i  el  de  Bessanzon  se  consumió  en  la  oscura  soledad,  bien  que 
benefactor  de  todos  sus  conciudadanos  :  tan  pervertidas  asi  se 
hallaban,  i  se  hallan  aún,  las  nociones  de  moral  que  rijen  á  las 
sociedades  humanas. 

Como  natural  consecuencia  del  atentado  de  Leclerc,  pusié- 
ronse de  nuevo  en  armas  i  renovaron  las  hostilidades  lo:»  negros, 
capitaneados  por  Dessalines,  quien  continuó  la  guerra  con  acti- 
vidad i  buen  éxito,  hasta  que  la  fiebre  amarilla  ,  aún  más  que 
los  combates,  redujo  á  un  puñado  de  hombres  el  ejérciio  de 
Leclerc.  Muerto  éste,  le  sucedió  Rochambeau,  quien  después 
de  grandes  atrocidades  retaliadas  por  su  adversario,  se  apresuró 


'  i  reI1o^a^  el  armisticio;  pero  foco  ó  nada  le  aprovechó;  pues 
no  súlo  recibió  aumento  la  fuerza  de  su  enemigo,  mientras  que 
la  suya  disminuyó  aún  por  la  fiebre,  sino  (|ue  una  escuadra 
inglesa  «e  presentó  en  la  costa,  i  virtnalmente  cooperó  con  los 
insurrectos.  Estrechiido  en  el  Cabo,  por  Dessalines  del  lado  de 
tierra,  i  por  los  ingleses  en  el  puerto,  capituló  con  éstos  en  50 
de  noviembre  de  1h05,  caliendo  del  país  en  consecuencia.  Que- 
daban, pues,  los  liombtes  de  color  en  quieta  posesión  de  la  colo- 
nia, que  no  tuvieron  necesidad  en  adulante  de  dercnder  contra 

.  fuerzas  cateriores,   pero  que  fué   presa   de  las   discusiones  cí- 


A  1."  de  enero  de  1804  los  jefes  del  ejército  vencedor  pro- 

raamaron  la  independencia  de  la  colonia,  dando  al  nuevo  estado 

Lti  nombre  primitivo  de  la  isla,  üaiti.  Fue  el  jcneral  Dessalines 

Lltombrado  gobernador  vitalicio,  con   la  facultad  de  dar  leyes  i 

mbrif  su  sucesor.  Pero  siendo  este  liornbre  el    revei'so  de 

Voussaint  Louverture,  emprendió  la  más  feroz  persecución  coii- 

rin  la  población  blanca,   qne  degolló  en  grande  escala  i  con  la 

B^jor  sangre  fría.  No  habiendo  hasta  entonces  sido  la  unión 

i  la  prU-  española  sino  casi   nominal,  pretendió  hncerla  efec- 

jtÍTB,  espedicionando  sobre  ella  ron  un  grande  ejército  ;  pero  fué 

irgonzosamonte  recliaiado  por  una  fuerza  infínitamente  menor 

B  españoles  i  franceses  europeos.  Regresó  al  occidente,  i  á  8 

a  octubre  de  1HU4  dió  en  la  ridiculez  de  asumir  el  titulo  de  em- 

Vperador,  b.ijo  el  nombre  de  Jacobo  1.  á  imitación  de  Bonaparle. 

B^e  cinco  meses  antes  habia  ejecutado  la  misma  evolución  en 

l'Francia. 

No  pudieron  los'tiaitianos  sufrir  largo  tiempo  las  crueldades  i 
il  gobirrno  de  [lessalincs,  cuyo  reinado  terminó  por  una  cons- 
piración militar  en  17  de  octubre  de  1806.  Dividióse  entonces 
el  lerritorio  entre  varios  jefes,  principalmente  dos,  Cliristophe  en 
el  noroexte,  Pction  en  el  sudeste,  situados  respectivamente  en 
lasdusprincipalesciudades.elOiboi  Puerto  Principe.  Cbristúpbc, 
caudillo  de  los  mulatos,  fué  nombra.lo  jefe  vitalicio  en  1807  ¡ 
pero  en  1811,  no  contento  con  su  modesto  título  'le  presidente. 
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Enríqee  L  Piélxoo.  jefe  <k  Its 
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eo  octubre  de  1820,  dejaiido  en  pos  de  mí  teoto  odio 

fe  boba  gruijeodo  su  rhal. 

Boyer,  soccsor  de  Pélioo,  unió  hs  dos  socciosws  co  nmos- 
bre  de  oqoel  año  ;  i  aproTerbsDdo  h  dimioo  en  pórfidos  it  h 
parle  española  (  re4ita¡da  i  España  en  1814  é  índencndiadb 
eo  1821  K  l>  aoexó  en  1822  i  la  repúblico  hoilioiio,  qoedaoib 
así  nnef  ámenle  toda  la  isla  bajo  de  nn  s^  gobiomo.  Por  b  ici 
primera,  en  1825,  Francia  reconoció  fonnobnente  lo  indepca- 
dencia  de  Haití,  después  de  una  postrimera  inümocion  de  ofce 
diencia  en  1814  ( con  motÍTO  de  la  restanrocioo  borbóoio) 
que  rcsislida  por  los  baitianos,  pasó  sin  conseciieneios.  Póme 
ahora  como  condición  del  reconocimienlOy  que  Hoíti  pagan 
130.000.000  (reducidos  posteriormente  i  90.000.000)  de 
francos,  psra  indemniíar  las  pérdidas  de  los  colonos  ó  propie* 
taríos  terríioríales. 

Mantúvose  en  el  poder  Boyer  hasta  1842,  es  decir,  más  de 
veinte  años,  mostrando  por  una  parte  no  escasas  dotas  de  go- 
t)emante,  i  por  otra,  poquísimo  respeto  por  la  independencia  del 
cuerpo  Irjislativo,  que  atacó  más  de  una  vez.  Derribóle  en  aquel 
año  una  sublevación,  i  vió^  obligado  á  emprender  la  fuga.  Si- 
guióse casi  inmediatamente  la  insurrección  de  la  parte  oriental 
ó  española,  que  se  declaró  inde|)endicnte,  i  no  podiendo  ser  so- 
metida, se  constituyó  aparte  en  1844.  Riviére  i  demás  sucesores 
delioycr  intentaron  inútilmente  sojuzgar  aquella  parte  de  la  isla, 
que  conceptuaban  provincia   sublevada,  empleando    al  efecto 
fuer/as  considerables  i  desproporcionadas  á  bis  de  los  insurrec- 
tos, vencedores  siempre.  Consecuencia  importante  de  la  caída 
de  Boyer  fue  la  cspcdiciun  en  1843  de  una  constitución  po« 
litica   republicana,  i  la  adopción   por   Haití  de  los   códigos 
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inceses  redaclatlus  primiUvameiite   bajo   el  ( 
polcon. 

Notuble  enlrc  los  sud'íores  de  aijuül  fuó  Fuiísliiio  Souiouque, 
(|incii  asumió  et  [luüiT  i'ii  1846,  é  iiilenló  nuevHtneotc  rccon- 
qiiislar  la  nntigua  cnlonia  cspiíñulii,  cs{ii'dic¡on:m(lo  áobrc  ella 
con  5.000  solilados.  que  fucrun  dorrotadoa  coin|>letanienle  por 
Santa  Ana.  jefe  di;  los  conlrarios,  ii  lii  c^ibpxn  de  solos  4('0  liom- 
brc3  de  líuerra.  en  el  eíIío  Ibmado  l^s  Cancrois,  á  21  de  ubril 
de  1819.  — Hombre  aslulo,  Smilouque.  de  regreso,  consiguió 
(.'xouci'i'rse  de  res|ioiis.ibilidnd  pi>i-  el  Tracaso  ;  i  Jo  que  vs  más, 
(iiiieentrar  en  sus  manos  toiiu  el  ptider  pi'iblico,  ganarse  par- 
tidarios, i  últimamente,  en  "26  de  a;joslo  de  aquel  año.  repetir 
la  farsa  iniperi.-il,  subiendo  al  trono  bajo  el  nombre  de  Faus- 
tino 1.  Esta  vez,  sin  embargo  duró  ilie?.  años,  l'ero  su.s  eslrava- 
gandas,  despolismu,  peculado,  gaslos  enormes,  ridicula  pompa 
i  mal.i  adiuinialracion,  agotaron  la  paciencia  itc  los  subditos  hai- 
tianos ;  i  apoyado  por  el  sentimiento  de  la  gran  mayoría  popular, 
uno  de  sus  jenerales,  Géfrard,  se  rebeló  contra  su  gobierno  ea 
cni-ro  de  185!),  lo  que  le  obligó,  abandonado  de  todos,  á  refu- 
giaise  en  un  bu'pie  inglés  i]ue  le  Irai-porló  á  Jamaica. 

Ciido  Sou)üU<|ue,  restablecióse  la  constitución  republicana  de 
184.^.  i  Géíraid  asumió  la  previdencia.  Conforme  á  esa  coiisli- 
tuciun,  la  soberanía  reside  en  el  pueblo  de  color,  (pues  loa  blan- 
cos no  son  ciudadanos)  ;  i  se  ejerce  por  los  poderes  públicos, 
encargados  á  un  presidente  electivo,  á  una  lejislatura  í  á  varios 
tribunales.  Divídese  la  lejislaliira  en  dos  rama»,  senado  i  cámara 
de  representantes,  cuyos  miembron  son  elejidos.  los  primeros  en 
los  dfpartami  nlu:j.  á  razün  de  scís  por  cada  uno  i  con  duración 
de  seis  años ;  los  segundos  en  las  comunns,  á  ra¿on  de  uno  ó 
más  por  cada  una  de  ellas  i  con  duración  de  tres  años.  Ejercen 
el  poder  judicial  una  corte  suprema  de  casación,  cortes  supi  ño- 
res ea  los  depai turne iit(H,  i  tribunales  inferiores  en  los  circui- 
to» i  distritos.  l'tTO  en  el  bccbo  etítus  divisiones  del  jtoder  públi- 
co CD  lliiili  bau  sido  casi  siempre  nominales  ;  pues  el  presidente 
ba  ejercido  de  lieobo  facnltides  ouniiinodas.  Insblado  el  imperio 
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de  Soulouque,  sufrió  aquella  cooBtitucioD  la  neoesuria  enmienda 
para  acomodarse  ¿  la  nueva  forma  de  gobierno ;  i  se  la  arre- 
gló á  imitación  de  las  monarquías  europeas. 

No  obstante  varias  tentativas  de  Soulouque  para  reducir  pcnr 
las  armas  la  parte  oriental  española  de  Santo  Domingo,  nones 
obtuvo  sino  tristes  derrotas,  que  fueron  una  de  las  causas  de  so 
caida.  Aprovechando  de  cierta^  circunstancias  i  con  mediación  de 
potencias  europeas,  ajustó  el  presidente  Gófrard  con  sus  vecinos 
un  armisticio  destinado  á  durar  cinco  años. 

A  su  turno,  i  por  la  misma  senda  revolucionaria,  Géfirard  fué 
derrocado,  después  de  algunas  revueltas  suprimidas,  por  una 
que  no  pudo  serlo,  i  terminó  por  su  destierro  en  1867.  Sucedióle 
Salnave  en  27  de  marzo,  i  en  junio  se  espidió  una  nueva  cons- 
titución. Después  de  sofocar  con  harta  severidad  varias  insurrec- 
ciones* Salnave  se  declaró  emperador  en  agosto  de  1868.  Ven- 
cido al  fin  por  una  de  ellas,  refujióse  á  los  bosques  en  18  de 
diciembre,  i  capturado,  se  le  juzgó  i  condenó,  sufiriendo  el  últi- 
mo suplicio  en  45  de  enero  de  1870.  Elijióse  presidente  al 
jeneral  Nissage  Saget  en  13  de  marzo,  para  Henar  un  periodo  de 
cuatro  años,  que  comenzarian  á  contarse  eM5  de  mayo  siguiente; 
i  la  causa  republicana  no  ha  sido  después  objeto  de  asechanzas, 
bien  que  la  paz  pública  tampoco  se  haya  cimentado. 

¡  I  qué  mucho,  si  tampoco  lo  está  en  otras  repúblicas,  que  pro- 
bablemente miran  con  desden  la  de  los  libertos  haitianos !  Re- 
dimidos de  la  esclavitud  civil  i  convertidos  de  colonos  en  ciudada- 
nos de  un  estado  independiente,  por  si  mismos,  de  súbito  i  sin 
preparación,  recorren  lenta  i  penosamente  la  escala  de  la  edu- 
cación propia.  Tarea  inmensa  i  difícil,  que  debemos  admitirles 
en  cuenta  para  no  juzgarlos  con  precipitada  injusticia.  Porque 
la  situación  de  los  haitianos  ha  sido  aún  más  desfavorable  que 
la  de  los  libertos  del  sur  en  la  Union  Norteamericana.  Luchan 
éstos,  es  verdad,  con  la  desventaja  de  hallarse  en  contacto  con 
una  raza,  que  apenas  empieza  á  mirarlos  como  iguales,  i  de  la 
que  una  buena  parte  los  odia  i  persigue.  Pero  estas  reminis- 
cencias de  un  orden  social  estinguido  pasarán ;  i  entonces  esa 
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misma  raxn  hlunca.  Iioi  on  |iugna  ron  los  libertus  ile  color,  será 
su  modelo  i  EU  mi'ia  en  la  marelia  por  el  sendero  de  h  civilización. 
Los  haitianos,  O'i  el  freiicsi  de  la  pasión  reaccionaria,  se  tian 
privado  de  aquellos  coiillictos  pasajeros  i  á  la  rez  de  aquellos 
benelicios  permanentes. 

¡  Cuan  distinta  fuera  su  suerte,  si  su  libertad  se  hubiese  prepa- 
rado, como  lo  fué  la'  de  loa  esclavos  en  Colombia  por  la  Tamosa 
lei  de  1821  !  Nacidos  libres,  i  educados  porsus  amos  los  bijos 
de  esclavos,  aumentóse  de  un  Lidn  la  población  civilizadora,  el 
cuerpo  de  los  ciudadanos,  i  disminuyi)  de  otro  eonsiderablemenle 
el  número  de  los  esclavos,  insignilicaiite  ya  cuando  ellos  mismos 
Tucron  directamente  munumilidos  por  la  lei  años  después.  Los 
resultados  de  esta  sabia  medida  son  lioi  palpables  ;  i  demuestran 
en  primer  lugar,  la  posibilidad  de  civilizar  la  raza  aTricana  tanto 
como  la  caucásea,  bajo  la  influencia  Í  buena  voluntad  de  ésta  ;  i 
tn  Segundo,  la  posibilidad  de  que  ambas  vivan  juntas  i  en  pa^. 
bajo  los  principios  de  igualdad  i  jusliria  que  constituyen  la  esen- 
cia del  cristianismo,  pero  que  tan  á  menudo  infrinjen  los  crís- 
tianot. 

Pecaríamos,  sin  embargo,  contra  esa*  misma  justicia,  sino  con- 
sideriisemos  lo  que  cada  época  puede  dar  de  si  en  ideas,  senti- 
mientos, opinión  jeneral,  que  domina  lodos  ó  la  mayor  parte  de 
(os  espíritus.  A  principios  del  siglo  picdominaban  aún  las  Tuncs- 
Us  d'iclrinas  de  que  ni  la  agricultura  tropical  podía  pasarse  sin 
la  esclavitud  de  los  negros,  ni  esa  institución  era  injusta,  puesto 
fluc  mejoraba  la  condición  del  africano,  Sea  como  Turre,  la  li- 
bertad civil  i  la  independencia  politici  de  Uaili  se  lian  jeocrado 
por  causas  i  caminos  distintos  que  la  libcrta<l  denlos  esclavos  i 
ta  independencia  de  las  repúblicas  hispano-americanas  del  conti- 
nente. Henos  preparados  ú  h  viiW  del  ciudadano,  á  la  responsa- 
bilidad personal,  los  haitianos  aa  hallan  algo  más  rezagados  en 
la  evolución  social ;   |iero    es  cuestión  de  grados  i  de  tiem))0. 

mbicn  lo  es  dn  modo  ;  porque  si  el  porvenir  los  pusiere  en 

iiyor  contarlo  con  poblaciones  m.is  adelantadas,  sus  progresos 
'fian  mocho  más  rápidos  que  hasla  ahora  lo  han  sido.  Aquí  es 
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el  aislamiento  particular  una  desventaja ,  pues  la  raza  africana^ 
más  que  otras,  necesita  impulso  estiTÍor,  emulación,  ejemplos  á 
su  natural  i  provechoso  espíritu  de  imitación. 


Terminemos  nuestra  breve  esposicion  de  la  marcha  politica  de 
Haiti,  aludiendo  á  su  actual  constitución,  sancionada  en  6  de 
agosto  de  1874,  i  cuyos  principales  fundamentos,  junio  con  otros 
datos  importantes  sobre  la  época  que  la  precedió,  se  espresan 
bien  en  la  alocuncion  dirijida  al  pueblo  haijliano  por  la  asamblea 
constituyente  el  dia  7,  que  en  su  mayor  parte  damos  aquí  tradu- 
cida : 

«  Haitianos  :  Recibisteis  una  constitución  de  las  más  avanzadas, 
i  que  no  podia  convenir  á  ninguna  nación  europea,  sin  esceptuar 
esa  vieja  Francia,  cuya  educación  moral  i  política  data  de  siglos, 
puesto  que  no  há  mucho  pedia  ella  por  boca  del  hombre  que 
hoi  dirijo  sus  destinos  el  gobierno  de  la  fuerza  i  de  la  estabili- 
dad ;  una  constitución  formada  por  motivos  personales  referen- 
tes á  un  hombre,  que  bajo  ningún  aspecto  podria  gnnar   la  con- 
Ganza  pública,  i  antes  bien  todo  conspiraba  á  alejarle  de  la  prime- 
ra majistratura.  Hecha  para  refrenar  i  reducir  á  sus  justos  lími- 
tes las  fuertes  pasiones  do  ese  hombre,  á  quien  iban  á  encomen- 
darse los  destinos  del  país,  no  tardó  en  ser  infrinjida  i  pisoteada. 
Mientras  más  se  esforzaban  por  hacerla  cumplir  aquellos  que  la 
habian  preparado  como  dique  para  contener  lus  desbordes  jenia- 
^es  de  aquel  hombre,  como  barrera  que  no  pudiese  salvar,  más 
se  irritaba  aquel  poder  sombrío.  De  ahí  esos  sacudimientos,  re- 
novados sin  cesar,  que  terminaron  por  traer  la  más  terrible  di- 
sensión  doméstica,  los  acontecimientos  más  deplorables    que 
recordemos.  En  efecto,  durante  dos  años  la  familia  haitiana  per- 
maneció dividida  en  dos  campos,  i  por  todo  ese  tiempo  olas  de 
sangre  inundaron  este  suelo  que  nuestros  projcnitores  nos  lega- 
ron para  esplotar  sus  riquezas  i  no  para  teatro  de  matanzas. 

»  Después  de  semejante  lucha, mantenida  con  igual  encarniza- 
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mienlú  por  una  i  otra  parte,  el  pueblo  cansado,  debilitado,  nece- 
sitaba  reposo.  Cuido  estaba  el  hombre  i[ue  alropeiluba  cuanto  se 
Ic  poiiia  delante.  Ilenacia  el  Arde»;  Í  á  ese  gobierno  tempestuoso 
sucedió  pronto  un  gobierno  sereno,  Rioderiido,  i  persuadido  de 
que,  para  tiacer  olvidar  un  pasado  demasiado  odioso,  era  preciso 
adoptar  una  política  pacificadora.  En  vano,  después  de  ejercer 
dos  años  el  poder,  propuso  reformas  á  la  constitución,  cuya  ne- 
cesidad habla  demostrado  la  esperiencia.  Ko  se  hizo  caso  ;  i  de 
allí  nacieron  nuevas  ajitacioncs,  profundo  disentimiento  entre 
los  mandatüríos,  administración  desordenada  de  los  negocios  pú- 
blicos, i  en  fin,  la  situación  más  difícil  de  cuantas  hubiese  alra- 
Tcsadocl  país.  Ni  hubiera  salido  de  ella  sin  giandcs conmociones, 
sin  nuevo  derramamiento  de  sangre,  si  e\  ¡pneraiNingage  Saget, 
en  vei  de  seguir  las  inspiraciones  del  más  puro  patriotismo,  del 
más  noble  dcRprendimi'iito,  hubiera  escuchado  los  consejos  de 
aquellos  que  nún  meditaban  nuevas  desgracias  para  nuestra 
querida  patria. 

»  ¡Haitianos!  Ved  el  electo  del  ensayo  de  la  constitución  de 
1867,  cuya  impraclicabilidad  se  ha  reconocido  hace  largo  tiem- 
po. ¿I  podria  ser  de  otro  modo?  ¿Mácese  una  constitución  para 
IUJl  pueblo,  ó  un  pueblo  para  una  constitución?  Ahora  bien,  ¿de- 
Uamos  permanecer  mas  largo  tiempo  bajo  una  situación  que 
kn  seriamente  conqirometia  la  suerte  futura  del  pafs,  dete- 
iiendo  su  marcha  progresiva  i  ul  desarrollo  de  su  prospi'ridad 
paterial?  Nó,  haitianos,  dende  que  se  reconoció  la  imposibilidad 
n  constituirse  la  cámara  de  representantes  i  unirse  al  senado 
para  formar  la  asamblea  nacional,  encargada  de  nombrar  el  pre- 
sidente de  la  i-epública;  di'sdc  ({ue  por  coiisei'ueiicia  el  jenersi 
Nissage  Sagel  renunció  i  trasmilió  el  poder  ejecutivo  al  consejo 
B  los  secretarios  de  estado,  este  consejo  creyó  de  su  deber 
ivocar  al  pueblo,  que  desde  entonces  liabia  reasumido  su  so- 
ranía,  para  que  se  pronunciara  sobre  la  designación  dul  jefe 
i  estad'i,  i  se  di-'se  una  constitución  conforme  á  í>us  aspíracío- 
I  i'a  sus  costumbres. 
■  Por  efecto  de  este  llamaniicnlo  se  rcuniú  en  la  capital  U 
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bpE'Ocurarlo),  l'undarou  uiiaculuiiia  norecienle,  cuya  existencia 
|al  i  sumisión  á  Francia  Alé  rcconoci<la  espresa  mente  [idi-  nque- 
11  en  el  tratado  de  ñjswíck,  celobrudo  en  16tt7.   Vimos 
jtaalnieiile.  que  no  ttTininaron  aqiii  las  condescendencias  del 
a  español ;  sino  i{iie  reinando  Carlos  IV,  Ijajo  la  inlluen- 
■  de  su  Taforito  Godoi,  otro  trnladu  ile  pm,  concluido  en  1 795, 
^edió  á  Fmicia  toda  la  isla  de  Santo  Domingo,  Nmniniíl,  sin  em- 
bargo, la  posesión  al  principio,  hizose  real  por  la  expedición  de 
Toussaint-Loiiverture.  quien  hizo  tremolar  el  pabellón  tricolor 
sobre  la  rortaleza  de  la  capital  el  2  de  febrero  de   ISOl-  Poca  ó 
ninguna  resistencia  lucieron  entonces  al  traspaso  los  colonos  es- 
pañoles, quizás  porque,  viniendo  A  serlo  de  Francia,  aceptaban 
gustosos  la  nueva  situación,  ó  juzgaban   imposible    conlrares- 
tarla. 

No  asi  tres  años  después,  cuando  declarada  ya  |>or  la  colunia 
francesa  la  ¡ndepr'ndencia  i  rormacioii  del  nue^o  estado  Haití, 
Devsalinfs,  estimando  probablemente  nccosarío  ascf^rarse  de  la 
aceptación  por  la  parte  oriental  del  nuevo  réjimen  proclamado, 
cspedicionó  sobre  rila  en )  S04-  Iteslos  del  ejércilo  de  l.ccierc  allí 
rcfujiados  i  alanos  pocos  blancos  españoles  de  orijen.  rcchazaroD 
i  obligaron  á  desistir  de  su  intcnlo  al  invasor  hniliano,  manifestan- 
do Hí'l  claramente  que  no  asenlian  á  su  incorporación  en  la  nueva 
república.  En  esta  posición  equivoca  permanecieron  lo"  orienta- 
les, hasln  que  por  los  tratados  de  1814  fué  restituida  á  ICspañasu 
antigua  colonia  sobre  la  base  de  1697  i  traLidos  de  limites  poste- 
riores. No  que  España  tuviese  entóiiccs  ningún  particular  deseo 
i  reivindicar  aquella  posesión;  sino  que  te  tcnian  todas  las  na- 
s  vencedoras  de  Napoleón  de  reducir  la  Francia,  en  ambos 
lUndos,  ásus  limites  anteriores  á  la  revolución,  comenzada  en 
1789.  Aun  se  da  por  seguro  qito  aquella  medida  fué  tomada  á 
iOBtígarion  de  Inglaterra ,  lo  cual  esplica  la  indiferencia  de  España 
nbrc  la  suerte  de  Santo  Domingo,  á  que  no  estendió  entonces 
)  una  autoríd.id  nominal,  mal  consentida  por  los  colonos. 
Conliados  quizás  en  esa  incuria,  i  siguiendo  el  ejemplo  de  sus 
lermanos  en  el  eontiucntc,  pro<'lamaron  aquéllos  su  independen- 
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cia  de  la  madre  patria  en  30  de  noviembre  de  1821 ,  con  cír^ 
cunstancías  cmúosas,  según  el  siguiente  reíalo,  que  damos  por 
lo  que  valga  (1).  «  El  abogado  José  Nufiez  de  Cáceres  tuvo  la  sin- 
gular idea  de  enarbolar  en  Santo  Domingo  la  bandera  colombia- 
na;  i  no  hallando  ninguna  oposición  en  aquella  población  adorme- 
cida, constituyóse  la  república  con  Cáceres  de  presideute.  Blas  los 
habitantes  de  Santiago  (2)  no  fueron  del  mismo  parecer;  i  juz- 
gando que  valia  más  formar  parte  de  la  república  vecina  que  in- 
corporarse á  Colombia,  hicieron  proposiciones  al  gobierno  haitia- 
no, el  cual  envió  un  cuerpo  de  3.000  hombres  á  Sanio  Domin- 
go. No  88  necesitó  más  para  dar  en  tierra  con  la  pret^idencia  im- 
provisada de  Cáceres,  que  se  retiró  tranquilamente,  i  el  21  de 
enero  de  1822  el  estandarte  de  la  república  haitiana  flotaba  en 
toda  fa  isla  de  Santo  Domingo.  » 

Ocurrió  esta  anexión  bajo  el  presidente  vitalicio  Boyer,  i  duró 
poco  más  ó  menos  lo  que  su  permanencia  en  el  poder;  pues 
<»ido  en  1842,  hfzosepor  entonces  ó  poco  después,  independien- 
te,  i  constituyóse  apártela  colonia  española  en  noviembre,  1844, 
llevando  por  denominación  república  doiumcana,  i  teniendo  por 
presidente  al  jeneral  Pedro  Santa  Ana,  rico  propietario  i  hombre 
resuelto,  que  en  las  siguientes  disensiones  civiles  de  la  nueva  re- 
pública vino  á  representar  las  ideas  liberales,  ó  más  exacta- 
tamente  hablando,  las  ideas  anticlericales.  Trataron  repetidas 
veces  los  jefes  haitianos  de  someterla,  pero  siempre  fueron  ven- 
cidos ó  rechazados.  Ya  en  9  de  abril  del  mismo  año  1844  Santa 
Ana,  apellidado  Libertador,  derrotaba  á  Riviére,  uno  de  los  suce- 
sores de  Boyer;  i  considerándose  asi  realizada  la  independencia  de 
los  dominicanos,  sin  oposición  manifiesta  de  España,  fué  recono- 
cida por  Francia  i  la  Gran  Bretaña,  que  ajustaron  con  su  gobier- 
no tratados  en  octubre  de  1848  i  mayo  de  1850  respectivamente. 
También  vino  á  serlo  por  España  de  un  modo  espreso  en  185B. 

No  difería  mucho  la  constitución  dominicana,  en  su  tenor, 

(1)  Mesa  i  Leompart:  Compendio  de  la  Historia  de  América  ^  toI.  11,  pajinas 
86ÍS7. 

(2)  La  segunda  ciudad  de  la  colonia  en  importancia. 
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■  de  las  que  rijcii  ú  lian  rt'Jido  en  la  miiyor  parte  Je  las  repúblicas 
his|>ano-ainerii.-anu!;.  Ejcrt-ian  el  poder  púhlicu  :  un  cuerpo  lejis- 
liilivo,  dividido  en  dos  ramas,  senado  con  cinco  miembros,  i  cá- 
mara de  re  prese  [ilunUrs  coa  15;  un  presidente  electivo,  que  du- 
raba cuatro  años,  i  tribunales  supremo,  superiores  i  de  primera 
instancia.  Daba  facilidades  para  b  onturaiizacíon  de  estranjeros, 
sin  favures  especiales  para  las  personas  de  color  como  en  ilaití.  I 
ella  ó  las  leyes  posteriores  fomentaron  la  inmigración,  concedien- 
do franquicias  i  aun  primas  á  los  nuevos  pobladores.  Dividida  en 
cinco  provincias  la  república,  se  3ubdividi>in  aquéllas  en  muni- 
ripulidadcs,  que  tenían  gubieroo  propio  para  todo  Jo  que  fuese  de 
carácter  local. 

Kl  enninado  el  periodo  de  Santa  Ana  en  1 8i9.  fué  elejido  para 
cderle  Jiménez,  quien  á  pesar  de  ser  de  raza  caucásea,  entró 
sccrt'lüs  manejus  con  Soulouque,  jefe  entonces  del  vecino  es- 
tado, para  entregarle  la  repiiblica  dominicana.  Invadida  por  di- 
cho jefe,  d  la  c^ibeza  de  20.000  hombres  de  guerra,  tuvo  el  inva- 
sor at  principio  algunas  ventajas  sobre  los  invadidos,  quienes  en 
tal  GStremidad  ocurrieron  nuevamente  di  la  pericia  de  Santa  Ana. 
1  no  on  vano ;  pues  el  S'S  de  abril  hizo  sufrir  tal  descalabro  á  las 
fuerzas  ínva>oras,  que  túvose  entonces  la  guerra  por  concluida. 
Iterujiado  Jiménez  en  el  imperio  de  Soulouque.  que  le  hizo 
uno  do  sus  du'iiies,  i  depuesta  por  Sania  Ana  su  momentánea 
dictadura,  elijióse  presidente  á  don  liuenavenlura  Baez,  quien 
por  haiier  favorecido  en  los  últimos  años  de  su  piriodo  al  parti- 
do clericial,  fué  depuesto  popularmente  on  1855,  rcelijiéndose 
en  su  lugar  ú  Santa  Ana.  lli^o  éste  que  el  arzobispo  jurase  obe- 
diencia á  la  constitución,  i  entró  con  los  distados  Unidos  en  tra- 
tados, de  que  algunas  cláusulas  secretas,  se  supone,  estipulaban 
la  ccKiun  ú  esta  república  de  la  baiiia  de  Samaná.  Pero  el  tratado 
no  se  ratificó,  ni  los  Estados  Unidos  han  reconocido  csprcsamentc 
la  iiidepondeiK'ía  de  la  ítepública  Dominicana. 

Triunfate  oti-a  vez  en  1857  el  partido  servil  ó  clerical,  Bucz 
volvió  á  la  presidencia,  en  el  mes  de  febrero;  pero  con  tan  poca 
la,  que  pronto  perdió  el  favor  popular,  i  en  setiembre  pudo 
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Santa  Ana,  por  un  movimiento  reyolucionarío,  deponerlo  i  subir 
nuevamente  al  poder.  A  la  caida  de  Soulouque  en  1859,  Santa 
Ana  felicitó  al  sucesor  Géfrard;  i  fué  entonces  cuando  se  ajustó 
entre  las  dos  repúblicas  el  armisticio  por  cinco  años,  de  que  an- 
tes hemos  dado  conocimiento. 

Propiamente  hablando,  la  independencia  de  la  República  Do- 
minicana no  existió  sino  desde  1844,  en  que  se  proclamó  de 
Haití,  como  en  1821  se  habia  proclamado  de  España.  Los  do- 
minicanos hallaron  sin  duda,  por  un  lado,  que  no  podian  man* 
tener  su  independencia,  i  por  otro,  que  el  yugo  de  sus  vecinos 
era  más  duro  que  el  de  otra  nación,  aunque  hubieran  de  volver 
á  la  condición  de  colonos.  Ello  es  quo,  según  parece,  no  pasó 
mucho  tiempo  después  de  su  absoluta  independencia,  sin  que 
algunos  de  sus  jefes  solicitasen  la  incorporación  del  estado  á 
ciertas  naciones  (España,  Francia,  Estados  Unidos),  sin  nin- 
gún resultado  definitivo  hasta  1860.  Renovada  por  entonces  la 
jestion  con  España,  á  tiempo  de  gobernar  Santa  Ana  la  pequeña 
república,  i  temeroso  por  ventura  de  nuevos  conflictos  con  sus 
vecinos  al  espirar  el  armisticio  ajustado  con  Géfrard,  obtuvo  la 
aceptación  del  gabinete  presidido  por  O'Donell,  i  Santo  Dumingo 
español  volvió  á  contarse  entre  las  pocas  colonias  hispanoame- 
ricanas. Del  libro  antes  citado  (1)  copiamos  los  principales  do- 
cumentos de  la  incorporación,  aconipañados  de  algunas  reflexio- 
nes del  autor  : 

a  En  la  mui  noble  i  mui  leal  ciudad  de  Santo  Domingo,  á 
18  de  marzo  de  1861,  los  abajo  firmados,  reunidos  en  el 
salón  del  palacio  de  justicia  de  esta  capital,  declaramos  que 
por  nuestra  libre  i  espontánea  voluntad,  en  nuestro  propio  nom- 
bre, así  como  en  el  de  los  que  nos  han  conferido  el  poder  de 
hacerlo,  proclamamos  solemnemente  por  nuestra  reina  i  sobe- 
rana la  altísima  princesa  doña  Isabel  II,  deponiendo  en  sus  ma- 
nos la  soberanía  que  hasta  ahora  hemos  ejercido  en  calidad  de 
miembros  déla  República  Dominicana.  Declaramos  además,  que 

(i)     C^mitendio  de  la  Historia   de  America.  \\^\.\\.  p;i¡<,  Tm'í  i  sijniionU'N. 
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es  nuestra  libra  i  esponldnea  voluntad,  a^i  como  lii  del  pueblo 
de  quien  somos  los  repre>enliiiiles,  igiie  ludo  el  terrilorio  de  la 
república  sea  .inexíonado  á  la  corona  do  Castilla,  á  la  cual  peí- 
lenecia  antes  del  tratado  de  ISJ6,  en  virtud  del  cuul  S.  M.  Cató- 
lica recoDocia  como  independiente  el  estado  que  lioi,  de  su  pro- 
pia voluntad  i  esponüineanicnle  la  reconoce  de  nuevo  como  su 
Icjttima  soberana.  » — «  Esta  manifestación  iba  seguida  de  multi- 
tud de  firmas,  figurando  a  ta  cabeza  de  ellas  la  del  jeneral  Santa 
Ana.  Varios  proniinciainicnlos,  on  i^ual  sentido,  Í  tan  es/ionlá- 
neos  como  esta  declaración,  tupieron  lugar  el  mismo  dia  i  á  la 
niiama  born  en  varios  puntos  de  la  repiibtii:a.' 

n  Tan  liiog"  como  v\  capitán  jeneral  de  la  isla  de  Cuba  redbiú 
las  actas  de  anexión  para  trasmitirlas  al  gobierno  de  la  reina 
Isabel,  envió  algunos  buques  con  t)  opas  de  desembarco  á  la  costa 
dominicana,  so  preteslo  de  mantener  el  orden  Í  la  libertad  de  la 
poblacioa.  Pero  nada  habia  i'e>ueltü  hasta  tanto  quü  el  gabinete 
df  Madrid  aceptase.  I  no  habría  acoplado,  ni  aun  las  actas  se  ha- 
brian  cstendido,  si  los  Estados  Unidos  del  Noiie  no  se  hulderan 
lialliido  entúuces  más  que  atareados  con  sus  propios  asuntos  ínter' 
nos,  i  en  mni  mala  disposición  pura  recordar  á  S.  M.  Católica  la 
lamosa  doctrina  de  Monroe,  gentada  en  ISS'i.con  motivo  de  la 
Santa  Alianza,  i  aplicable  ahora  como  antes,  puesto  que  se  tra- 
taba de  un  nuevo  e>tableciniienlo  vn  América  por  una  potencia 
Poiirnpea.  Sin  que  valga  alegar  que  Santo  Domingo  había  sido 
lia  española  ;  porque  independizada,  i  reconocida  su  inde- 
encia  por  Es|>añii,  babía  asumido  la  condición  de  territorio 
.  i  se  hallaba  en  igual  predicamento  quL>  cualquiera  otro 
ncano,  en  que  Europa  se  propusiera  colonizar. 
I'ei-o  los  Eíilados  luidos  callaron,  Í  el  19  de  mayo  de  1S61 
apareció  cji  Madrid  un  real  doureio,  fechado  en  Aranjuc;í,  i  con- 
cebido en  los  lérmiuos  siguiíntes  :  n  El  ten  ilorio  que  constituía 
ia  ItepúblicH  Dominicana  queda  incorporado  á  la  monarquía.  » 
—  a  En  el  preámbulo  de  este  ilecreto  el  gobierno  español  acep- 
[  taba  uiui  de  las  condiciones  lácilamente  impuestas  por  los  dumi- 
Vicanus  acerca  de    la  eaclatitud,  abolida  mucho  tiempo  ha- 
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cia  (1)  en  toda  la  isla  de  Santo  Domii^ ;  coo  lo  cual  el  pü- 
nete  de  Madrid  daba  aatisfaceion  á  los  dominkaiías,  i  qoiiisie 
esforzaba  al  minno  tiempo  en  desarmar  las  sosoeptibilidafo 

inglesas. 

a  Pero  tan  greyes  acontecimientos  no  podían  roalinne  na 
que  la  república  de  Haití  íntenriniese  de  nn  modo  coalqoida,  i 
no  podía  peí  manecer  indiferente  ante  un  hecho  que  conatiUní  li 
enajenación  de  una  parte  de  la  isla.  Asf  fué  que  el  presidoile 
Géfrard  protestó  yiyamente  en  un  maniGesto  dirqido  i  lodK 
las  potencias.  Otros  estados  de  la  América  del  sur  prolMlaroa 
igualmente  contra  la  manera  como  la  anezioa  se  había  hecho ;  i 
este  paso  impolitico  de  los  ministros  de  Isabel  fué  el  or^en  de 
una  serie  de  complicaciones  i  desastres,  que  no  sólo  eompitMoe- 
tieron  en  alto  grado  la  influencia  española  i  los  intereses  de  esU 
nación  en  toda  la  América,  sino  que  sentaron  para  ei  porreair  on 
antecedente  que  habia  de  ser  funesto  para  la  conserYadon  de  las 
últimas  colonias  que  España  conserva  aún  en  el  Nuevo  Mando.  > 

Si  esta  postrera  observación  alude  á  la  dificultad  de  reducir 
por  la  fuerxa  las  colonias,  una  ves  rebeladas,  pensamos  entera- 
mente como  el  autor ;  i  para  justificar  esa  opinión  basta  simple- 
mente continuar  la  liisloria  de  la  malhadada  reincorporación  de 
Santo  Domingo  á  la  corona  de  España.  Que  ella  fué  obra  de  un 
solo  partido,  i  de  un  partido  cuando  más ,  infiérese  del  modo 
como  se  manifestó  el  deseo  por  ios  dominicanos.  Una  resolución 
unánime  del  cuerpo  lejislativo  habría  mostrado  algo  mejoría 
voluntad  real  de  la  parte  sensata  de  la  población,  sin  diferencia 
de  bandas  ó  parcialidades.  Porque  actas  cubiertas  con  firmas 
que  nadie  veritica,  i  que  pueden  ser  supuestas,  ó  arrancadas 
por  intimidación,  ó  cuando  más  la  cspiesion  de  la  voluntad  mo- 
mentánea de  una  sola  bandería,  vengándose  asi  quizá  de  las 
contrarias,  no  pueden  inspirar  confianza  á  quien  busque  en  es- 
tas proclamaciones  algo  más  que  un  medio  decente  de  llenar  las 
apariencias. 

(1)    Desde  que  se  proclamó  la  independencia  de  España  en  1821 ,  í  ¿un  tít- 
tualmente  desde  la  incorporación  á  Francia  en  1795. 
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Como  quiera  que  sea,  dos  años  después  de  h  ocupación,  un 
levan Inmíeiito  contra  la  autoridad  i  soljcr.inia  del  gobierno  espa- 
ñol estalló  en  Sanio  Domingo  ú  18  de  ngosto  de  1865.  Eni  el 
cnso  crilonces  de  investigar  con  calma  i  circunspección  hasta 
dónde  podía  haber  sido  popular  i  espontáneo  el  movimiento 
anexionista  do  1861 .  Pero  el  orgullo  español,  qn-?  nnnca  escaí^ 
míenla  ní  razona,  miró  la  cuestión  por  ei  ladu  de  la  dignidad, 
el  decoro,  las  prcrogativas  i  todos  esos  pueriles  i  engañosos  sen* 
timientos  que  tantas  veces  tian  convertido  los  gobiernos  en  ver- 
dugos i  en  suicidas.  Sin  recordar  el  desastroso  paradero  de  la 
espedicion  Lederc  al  principio  del  siglo,  envió  España  fuerzas 
para  someter  á,  los  rebeldes,  las  que  obtuvieron  como  las  de 
Napoleón  triunfos  pirricos,  trasloa  cuales  se  hallaron  consumi- 
dos por  el  clima,  i  ahora  como  antes  hubo  al  fin  que  desistir  del 
iutenlo.  ¿No  habrá  sido  este  ejemplo  un  poderoso  incentivo  para 
la  revolución  de  Culia  ? 

Después  de  enormes  gnstos  en  sangre  i  dinero,  convencido  a] 
fin  el  gobierno  español  de  que  se  li-ibia  metido  en  una  aventura 
qne  no  le  reportaria  ni  aun  gloria  militar,  abandonó  en  mayo  de 
1865  los  dominicanos  á  su  propia  suerte,  es  decir,  á  las  sempi- 
ternas luchas  de  los  Landos  (que  no  partidos),  i  ú  los  continuos 
cambios  de  gobiernos  personales,  que  forman  por  la  mayor  la 
triste  historia,  no  sólo  de  Santo  Domingo,  sino  de  otras  repúbli- 
cas  aún  m:'<s  pretenciosas. 

Recobrada  la  independencia  del  territorio,  reapareció  la  Repii- 
Mica  Dominicana,  i  á  su  cabeza  como  presidente  provisorio  el 
Sneral  José  Marta  Cabral  en  setiembre  del  mismo  año  de  1805; 
Ej^ero  se  elijiú  presidente  propietario  á  Bucz  en  14  de  no- 
^emhre. 

Emitióse  por  entonces,  il  lo  que  parece,  otra  constitución,  se- 
sgan la  cual  el  cuerpo  lejislatívo  constaba  de  un  senado  consul- 
tor, compuesto  de  nueve  miembros,  dos  |inr  cada  unn  de  las 
ciudades  de  Santo  Domingo  i  Santiago,  i  uno  por  cada  una  de 
las  cinro  provincias  en  que  íc  divide  el  estado.  También  se  va- 
rió el  ¡eModo  de  duración  para  el  presidente  i  el  vicprcsiden- 
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te,  que  se  fijó  en  seis  años,  elijíéadose  á  cada  uno  de  taies 
funcionarios  tres  años  después  que  al  otro. 

Una  rebelión  que  ostalló  en  la  provincia  de  Cibao  i  se  estendió 
hasta  la  capital  de  la  república,  derrocó  al  jeneral  Baez  en  el 
año  de  \Si)6^  i  le  sostituyó  con  un  triunvirato  compuesto  de 
PimenteL  García  i  Luperon.  Elijiósc  luego  presidente  al  jenenl 
José  María  Cabral,  quien  propuso  arrendar  á  los  Estados  Unidos 
la  bahía  de  Samanú,  sin  que  su  propuesta  fuese   aceptada.  No 
duró  sino  hasta  1868,  año  en  que  fué  elejido  de  nuevo  presi- 
dente Baez,  manteniéndose  en  el  poder  hasta  1873.   Entreoirás 
cosas  notables  de  esta  éj)Oca  figura  la  proyectada  anexión  á  los 
Estados  Unidos,  sujcrida  al  mismo  Baez  desde  1850 ;  pero  re- 
chazada entonces  por  él  en  odio  á  la  esclavitud,  que  aún  existia 
en  la  Union  Norte-anicricana,  al  sur  de  la  linca  trazada  por  el 
compromiso  llamado  dp  Missouri,  i  que  el  funcionario  doniinícaDO 
tcmiavcr  restablecida  en  su  patria.  Consintió  ahora  en  la  idea, 
patrocinada  por  el  presidente  Grant,  quien  envió  una  comisión 
en  1871  á  examinar  la  condición  del  país,  su  clima,  sus  recur- 
sos, la  opinión  de  los  habitantes,  etc.,  todo  lo  cual  fué  materia 
de  un  inforine  ravorablo.  Pero  aunque  mui  recomendada  la  ideaá 
las  cámariís  de  Washington,  fracasó,  debido  principalmonte  á  la 
cnérjica  ojxísicion  del  senador  Sumner.  Como  débil  reemplazo 
del  proyecto,  se  arrendó  por  el  gobierno  dominicano  al  de  los 
Kstiidos  Unidos  la  bahía  de  Sanianá  por  150.000  pesos  anuales, 
i  duró  el  contrato  dos  años,  después  de  los  cuales  una  compañía 
the  Samana  fíaij  C.\  se  sostiluyó  en  él ;   pero   no  lo  guardó 
sino  un  año,  por  haber  quebrado  a(|uélla. 

Ko  escasearon  en  esta  época  los  disturbios,  hasta  que  al  íin 
Baez  fué  á  su  turno  derrocado  en  1873  por  el  jeneral  Ignacio 
González,  uno  de  sus  más  adictos  partidarios,  que  era  á  la  sa- 
zón gobernador  de  Puerto  Plata.  (  ansado  el  país  de  luchas  i  per- 
secuciones, aceptó  gustoso  á  González ,  quien  por  otra  parle 
adoptó  algunas  medidas  mui  laudables,  como  la  libertad  de  im- 
prenta, i  la  abolición  de  los  grillos^  instrumento  ignominioso 
de  prisión,  que  simbóliciiniente  se  arrojó  al  mar.    Fué  luego 
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según  las  fórmulus,  el  20  <1g  tlicíembrc  del  mismo  año. 
i  coiivunciun  nacionnl  decretó,  ñ  12  de  abril  de  1875,  una 
constitución  que  en  punto  ¡í  lieclaraciones,  principios  Í  aun 
redaccioD,  poco  ó  nada  dejó  <|tie  desear,  i  que  fijó  de  nuevo  en 
cuali'o  años  el  período  presidencial. 

Celebró  González  tratados  con  España  i  Uaití,  é  intentó  algu- 
^Tomins,  que  bien  se  necesitaban;  pero  su  administración 
é  corta,  pues  los  baecist^s,  que  se  llamaban  partido  nacional, 
Hagradados  por  la  preferencia  qtic  el  gobernante  daba  á  sus 
'mnigos  en  la  provisión  de  los  empleos,  se  insurreccionaron. 
Procuró  González  soFocar  la  rebelión ;  pero  cundió  ésta  de  tal 
mudii,  que  considerando  inútil  la  resistencia,  regresó  á  Santo 
Domingo,  de  donde  habia  salido  ú  batir  los  sublevados,  i  abdicó 
el  mando. 

Después  de  un  breve  gobierno  provisorio,  organizada  por  los 
ministros  de  (¡onzález,  elijióse  regular  i  casi  unánimemente  á  don 
Ulises  Egpaillat;  más  no  permaneció  en  el  poder  sino  seis  me- 
ses, durante  los  cuales  una  leí  redujo  á  dos  años  el  término  pre- 
sidencial, que  recobró  muí  luego  la  anterior  duración  al  cam- 
r  como  va  á  verse  la  escena  política.  Una  insurrección  en  el 
>rtc  aclamó  a  González,  i  aunque  batida  allí,  fué  mui  eficaz- 
mente secundada  por  el  gobernador  i  el  comandante  de  armas  de 
la  capital,  Santo  Domingo,  lo  que  dio  en  tierra  con  la  adminis- 

ftcion  Espailtat.  Mandóse  por  el  pariido  victorioso  una  comi- 
W  3  Puerto  Rico  cu  solicitud  de  González,  emigrado  alli ;  vino, 
tbió  á  la  presidencia,  i  dos  meses  después  regresaba  á  su  re- 
ijio  de  Puerto  Hico,  supeditado  por  la  influencia  baecista,  qu{> 
Kvaleció . 
Comprcnderáse  que  aludimos  á  una  de  esas  revueltas  lla- 
madas revoluciones  i  que  lo  son  en  el  («or sentido.  Elévase  Baez, 
i  confirmasclc  en  la  presidencia  por  una  convención  nacional  el 
12  da  marzo  de  1877.  Dase  en  el  mismo  año  una  nueva  consti- 
tución ;  i  no  bien  promulgada,  brota  una  insurrección  gonza- 
lista,  próxima  á  trionfur,  según  aparecía  la  situación  á  principios 
Aa  1878.  Seguirá  otra  presidente  i  otra  constitución,  Í  no  por 
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eso  habri  ni  eonstítoeioD  ni  wriliJMu  flnMmiu,  tUMo  aam 
de  b  pn  i  de  b  seguridad,  Ins  be  cuales  iricncn  b  MhIiíi, 
b  ilustración,  b  libertad,  i  en  fin,  d  pragreM»  na  «^^J^  sub 
mas.  La  gangrena  social  noae  cnm  eoa  nooilms  ni  papda^fi- 
mo  b  gangrena  indifídnal  no  se  con  con  ü»HMliiyf  ¡Qnédn- 
mos !  La  rotadón  Tertijinaia  de  eooatitacioiies  que  no  ^'^^ifHr- 
yen,  i  de  gobiernos  qne  no  gobiemao,  es  uno  de  be  atalSMi 
de  la  enfermedad  que  se  espresa  en   estes  dos  pebbns :  mw- 
raiidad  polüiea.  Conocer  el  mal  no  sme  poco ;  mas  cnrailoa 
obra  de  bfluencías  indefinibles,  no  de  enabicioiies,  eofo  do- 
borde  reagrava  el  mal  i  que  ofrecen  aqoélles  poner  remedio  (i). 
A  lo  que  se  nos  alcanza,  dos  premiosas  necesidades  tiene  b 
República  Dominicana  :  b  primera,  que  aonqoe  no  peculiar  e 
mayor  allí  que  en  cualquiera  otra  de  sos  hermanes  en  el  eonti- 
nentCt  es  pobbcion ;  b  segunda,  común  i  cesi  todas,  es  hacer 
su  educación  politice.  Al  establecerse  los  espsñobs  en  Sanio 
Domingo  la  población  indíjena  se  computaba  en  nn  millón  de 
almas,  i  pocos  años  después  estaba  reducida  i  menos  de  b  dé- 
cima parte.  Hoi  se  le  calculan  136.000  habitantes,  de  que  oa 
décimo  se  considera  pertenecer  á  la  raza  caucásea,  i  el  resto  á  la 
africana  ó  á  los  diversos  matices  que  da  la  mezeb  de  las  dos. 
Para  una  área  de  17.500  millas  cuadradas  i  esceleotes  condicio- 
nes, la  población  es  mui  reducida ;  i  sin  contar  con  los  peli;nY>s 
estemos  (acaso  los  menores),  el  de  ser  agredida  por  los  haitianos 
es  para  la  pequeña  república  suficiente  para  que  procure  repo- 
blarsc,  llenando  si  posible  fuere,  el  cupo  que  la  codicia  i  cruel- 
dad de  los  conquistadores  hizo  casi  desaparecer. 

Pero  la  inmigración  europea  no  tomará  esa  dirección,  ni  otra 
alguna  hacia  los  trópicos,  mientras  haya  fuera  de  ellos  tierras, 
salubridad  i  paz;  i  mucho  menos  después  de  los  malhadados  es- 
perímentos  hechos  con  pobladores  ingleses  en  el  Brasil  i  el  Pa- 
'raguai  por  los  años  de  1872,  i  con  alemanes  en  el  estado  colom* 


(1)    No  garantizamos  alguno  ^  aiuique  pocos,  de  los  datos  secunlarios  emplea- 
dos cu  este  estudio ,  i  que  hemos  recojido  en  esposiciones  un  tanto  desscOTdes. 


^ 
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%!nno  del  Magilaleiia  algunos  años  antes.  A  la  invei-sa,  los  muí 
felices  i-esullados  obtenidos  con  agricultores  asialícoü  en  Culia, 
lo  Guajniia  inglesa,  el  Pen'i  i  loa  estados  uieridionüles  de  la 
Union  Norte-amerifaiía,  señalarían  bien  la  población  que  con- 
viene nlriier  á  las  rejiones  tropicales  de  América,  si  ya  no  lo 
dijeran  su  Indubitable  analojia  con  la  raza  americana  primitiva, 
la  lie  sus  climas  en  la  China  i  el  Indoslan  con  los  ardientes  del  otro 
hemisrci'io,  i  la  inagotable  íuenle  de  donde  puede  siicarse  este 
elemento  productor.  Sabemos  que  bai  gran  prevención  en  Amé- 
rica como  en  Europa  contra  los  individuos  de  aquella  raza,  que 
sin  ser  bastante  fuertes  para  ciertos  trabnjos,  tienen,  según  se 
dice,  vicios  repugnantes.  Sin  controvertir  estos  puntos,  que  bien 
se  prestan  ú  ello,  sólo  observaremos  que  ta  condición  física  í 
moral  de  los  chinos  especialmente  (pues  á  los  índúes  no  se  hacen 
í/^uales  objeciones),  nace  principalmente  de  la  superabundancia 
de  población  í  de  la  tiranía  del  gobierno,  características  del  Celeste 
Imperio.  Pronto,  bajo  las  inÜuencias  de  holgura  material  i  libertad 
política,  la  raza  mejorana;  i  antes  de  tres  jeneíaciones  se  baila- 
ría tan  adecuada  al  medio  ambiente,  tan  propia  para  los  trabajos 
del  campo,  como  si  se  hubiera  allf  desarrollado  con  los  siglos 
bajo  las  leyes  de  la  selección  natural  «  i  supervivencia  de  los 
más  apios,  n  Pi'ro  aquí  nu  hacemos  sino  meras  indicaciones  sobre 
una  materia  sobrado  importante  Í  no  poco  estensa  para  tratarse 

K  escrito  especial. 
Poblada  í  rica  la  República  Dominicana,  habría  dado  ya  un 
10  jigantesco  en  el  sentido  de  su  educación  política,  queremos 
decir,  del  espíritu  de  orden  i  de  legalidad  i  de  justicia,  prendas 
de  la  verdadera  libertad,  i  objetos  de  esa  educación.  Desde  que 
nos  vemos  obligados  á  buscar  los  medios  de  lograrla,  prescin- 
diendo de  causas  í  poderes  estemos,  hallánionos  en  presencia 
del  temeroso  problema  de  la  educación  de  si  mismo,  tan  inlrin- 
rudo  para  los  pueblos  como  para  los  individuos,  con  la  única 
ventaja  para  los  primeros  de  que  viven  más,  i  el  tiempo  es  un 
gran  elemento  de  civilización.  Puede  infundirse  también  por 
Ipmbres  superiores  sobre  pueblos  dóciles,  a  h  inanera  de  los 
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Incas  peruanos  ó  de  Pedro  el  Grande  aobre  los  rosos.  Fas  m 
medio,  que  los  Bonapartes  quisieron  emplesr  eoo  el  pueblo  Ins- 
cés,  no  es  ya  da  estos  tiempos;  i  como  el  espirita  de  iimniiMá>M« 
^  tan  lejos  cuanto  puede  estenderse  el  despotismo,  por  ¡Instnli 
que  se  le  suponga,  no  tiende  en  ikltínio  resoltado  sino  i  fonsv 
pueblos  abyectos. 


Si,  como  es  posible,  la  República  Dominicana,  aum^itada  la 
población,  hiciese  mas  rápidos  progresos  que  la  TeciDa  de  Haití, 
iieria  llegada  la  ocasión  de  que  ejerciese  sobre  ella  una  influen- 
cia lejftima,  al  par  que  mutuamente  provechosa.  No  temerii 
entonces  que  hordas  semibirbaris*>'ls  asaltasen  por  yia  de  con- 
quiste, sino  Tendría  con  aquélla  á  termines  de  acomodamiento 
para,  unidas,  formar  sobre  bases  de  absoluto  igualdad  i  tenden- 
cias fusionistos,  un  solo  estado  libre  i  republicano,  bajo  la  salva- 
guardia del  orden  legal.  Pero  no  demos  rienda  á  la  imajinacion, 
ni  resbalemos  de  una  disertación  filosófica  á  una  oda  heroica;  de 
miedo  de  fraguar  hasta  una  gran  Confederación  de  las  Antillas, 
donde  el  estado  de  Haiti  ó  Santo  Domingo ^  la  república  franco- 
hispana,  figurase  como  uno  de  los  más  distinguidos  miembit)s. 
Guardémonos  de  tocar  con  mano  irreverente  al; velo  que  cubre 
el  insondable  porvenir ;  que  bastante  da  el  presente  para  ejerci- 
tar la  buena  voluntad  á  cuantos  deseemos  consagrarla  al  ser- 
vicio de  nuestra  especie. 


Nota.  Como  lo  habíamos  presumido,  la  revolución  ó  revuel- 
ta dominicana,  pendiente  al  cerrarse  la  noticia  histórica  res- 
pectiva, triunfó  á  mediados  de  marzo,  1878;  i  á  consecuencia  se 
instaló  de  presidente  provisorio  el  jencral  Guillermo,  jefe  osten- 
sible de  aquélla.  Pero  entendiendo  el  jeneral  González  que  habia 
sido  hecha  á  su  favor,  se  restituyó  á  su  patria,  de  donde  estaba 
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ausente,  i  se  declaró  también  presidente  provisorio  en  otro  luf;ar. 
No  cedieron  uno  ni  olro  de  sus  jiretensioncs ;  pero  se  convinieron 
en  someterse  al  veredicto  popular,  quien  se  pronunció  por  Gon- 
zález. Convocó  éste  á  una  convención  consliluycnte,  cuyos  traba- 
jos ignoramos  á  la  fecha  en  que  escribimos.  Si  restableciere  la 
constitución  espedida  durante  la  última  administración  del  mismo 
jenerat,  en  1875,  ó  si  sancionare  otra  i  la  obtuviéremos  oportu- 
namente, la  agregaremos  á  este  volumen  por  via  de  Apéndice. 


CONCLUSIÓN 


Si  considerásemos  la  similitud  de  antecedentes  i  de  situación 
en  todas  las  rej  iones  latino-americanas,  á  la  época  de  su  inde- 
pendencia, ó  principios  de  este  siglo,  deberíamos  concluir  que, 
según  la  evolución  política  natural,  sus  instituciones  habrían  de 
haber  tomado  una  forma,  si  no  idéntica,  poco  desemejante. 
Hemos  visto,  al  contrario,  que  las  constituciones  de  los  nuevos 
estados  difieren  notablemente,  i  que  á  la  verdad,  si  se  esceptúao 
los  dos  estremos  conocidos  de  la  cadena,  autocracia  rusa  i  repú- 
blica suiza,  todas  las  formas  políticas  se  lian  planteado  allí,  des- 
de la  monar(|uía  moderada  en  el  Brasil  hasta  la  república  exajc- 
rada  en  Colombia.  La  razón,  que  hemos  espresado  más  de  una 
vez,  consislc  |)recisamcnte  en  que  no  se  ha  consultado  la  evo- 
lución, sino  teorías  fundadas  sobre  la  imajinacion  de  políticos, 
eslraños  á  una  ciencia  que  en  realidad  apenas  comienza  á  for- 
marse. 

¿Cuales  han  sido  los  resultados  obtenidos  de  sus  instituciones 
por  los  estados  latino-americanos?  Con  escepcion  del  Brasil  i 
Chile,  ninguno  ha  logrado  por  completo,  i  la  mayor  parte  de 
ellos  distan  mucho  aún  de  realizar,  el  gran  consorcio  de  la  liber- 
tad i  del  orden.  El  que  más  próximo  se  halla  á  esa  envidiable 
situación,  después  de  los  dos  citados,  es,  si  no  nos  engañamos, 
la  República  Arjcntina. 

Causas  espec'alcs  favorecieron  la  organización  del  Brasil.  Su 
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bien  la   nniistoisa   (1ps)>e{lida   liul   Iiijr) 

pndrcí^,  ijuc  la  fugn  i  la  obstinada  rc- 


inde|iendenria  l'iiú   r 
adulto  ampnrado  por 

sisteiicia  del  mozo  imberbe  Í  robusto,  pero  mal  educado,  que  so 
suslrue  vioIcnUimentede  iiiin  tiránica  palria  potestad.  L.1  iiionar- 
({ula,  liberalizada  hasta  donde  puode  serlo,  se  trasplaulú  tan  id- 
!«L-nstbtemenle  al  Diasil,  qtic  apenas  puede  concebirse  de  dónde 
hubiera  brobdo  ni  cómo  ao  hubiera  soslcViido  una  foiTual  resis- 
tencia del  pueblo  brasilerü.  No  hubo,  pues,  guerra  de  indepen- 
dencia (]ue  predispusiese  al  desorden,  ni  era  el  carácter  portu- 
gucs  exactamente  igual,  aunque  si  fuese  anidólo,  al  carácter 
español. 

Otro  fué  el  destino  de  los  pueblos  bispano-americanos.  Aun- 
que siempre  se  ha  vislumbrado  la  trasmisión  hereditaria  de  las 
cualidades,  asi  ealos  individuo»  como  en  las  razas,  nunca  como 
en  la  actualidad  se  habia  observado  atentamente  ni  demostrado 
,  por  la  ciencia  el  fenumenD  ¡  su  alcance.  Decir,  pues,  que  los 
I  bíjos  de  españoles  en  América  tienen  las  disposiciones  mentales 
F  de  sus  projeuilures,   no  es  ú  la  verdad  esponer  ningún  liecbo 
t  recientemente  descubierto ;  pero  si  bien  se  observa,  convendráse 
I  que  hasta  pocos  años  «tras  la  tspresion  hubiera  pasado  más 
n  como  una  metáfora,  mientras  que  hoÍ  se  emplea  en  scn- 
L>  rigorosamente  literal. 
Tiene,  pues,  la  población  hlspauo-americana  las  cualidades  de 
I  raza  española,   más  las  cualidades  de  las  razas  nativa  Í  afrí- 
pBtia  ca  aquellos  individuos  (la  mayoría  ciertamente}  que  pnrii- 
eipan  de  dos  ó  más  de  las  tres  razas.  No  intentamos,  ni  podría- 
mos competcntcuieute  acometer  aqui  un  análisis  etnolójico  de 
aquellas  razas ;  i  bastará  á  nuestro  propósito  llamar  la  atención 
_  á  aus  más  conspicuos  distintivos  e»  relación  con  la  soeiolojia  i  el 
[Obienio. 

Tomados  en  conjunto,  puede  resumírseles  en  un  marcado  pre- 

lORiiuio  del  sentimiento  sobre  la  ráion  i  de  la  imajinacioa  sobre 

rfll  estudio  de  los  hechos.  De  aquí  el  espíritu  vindicativo,  guer- 

I  rero,  controversista  ;  lu  intolerancia,  el  soGsma  i  por  ventura  el 

f  fiTiude.  En  suma,  si  examinamos  su  grado  de  eivilizacion  cu  cu,in- 
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to  se  refiere  á  la  mentalidad  (1),  la  raza  ibera  i  más  aún  la  his- 
pano-americana  distan  menos  del  punto  de  partida  que  otras  ra- 
zas europeas. 

Recuerde  ahora  el  lector  la  manera  como  se  hizo  la  indepen- 
dencia liispano-amerícana,  la  prolongada  guerra  á  muerte  i  los 
odios  engendrados  entre  peninsulares  i  colonos.  Dos  resultados  fu- 
nestos para  la  paz  ulterior  i  sumisión  á  la  lei  tuvo  aquella  guer- 
ra :  primero,  el  triunfo  de  los  sublevados  contra  el  gobierno ; 
segundo,  las  animosidades  entre  los  partidos  coatendientes,  que 
no  desaparecieron,  sino  que  se  trasformaron,  acomodándose  á  las 
sucesivas  situaciones.  Una  vez  perdido  el  prcstijio  de  la  primitiva 
lejitimidad  i  admitido  el  principio  de  que  la  fuerza  por  la  guerra 
afortunada  puede  inaugurar  otra  lejitimidad,  los  caudillos  mili- 
tares, aguijoneados  por  la  ambición  i  conocedores  de  la  senda 
que  llevaria  al  poder,  no  percibieron  diferencia  entre  gobierno 
antiguo  i  nuevo  gobierno.  Volvieron  sus  espadas  contra  el  se- 
gundo como  antes  las   ensayaran  contra  el  primero,  en  virtud 
de  un  fenómeno  moral  bien  conocido,  que  un  adajio  francés 
describe  con  tanto  laconismo  como  exactitud  :  c'est  le  premier 
pas  qui  coúte,  1  encalleciéndose  más  mientras  más  contundido 
el  sentimiento-  de  respeto  á  la  lei  i  á  la  autoridad,  multiplicá- 
ronse las  insurrecciones,  hasta  pasar  el  contajio  de  los  militares 
al  pueblo,  tanto  más  cuanto  sirviendo  de  grado  ó  por  fuerza  en 
las  primeras,  se  habia  militarizado  en  cierto  modo. 

No  habiendo  habido  tiempo  para  que  los  nuevos  gobiernos  in- 
dependientes se  afirmasen  i  se  erijiesen  en  protectores  de  la 
libertad,  ocurrieron  para  sostenerse  á  todo  linaje  de  violencia,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  provocaron  contra  ellos  la  sublevación,  que 
tuvo  luego  nuevas  causas  ó  pretestos  para  reproducirse.  En  este 
circulo  vicioso  consumen  sus  fuerzas  las  repúblicas  hispano- 
americanas. Podria  argíiírsenos  que  no  todas  tuvieron  necesidad 
de  hacer  la  guerra  de  independencia,  sin  que  las  esceptuadas  de 


(1)    Tomamos  osla  voz  en  su  más  lala  acepción,  comprendiendo  todas  las  fa- 
cultades encefálicas,  i  por  tanto  los  sentimientos  como  la  intelectualidad. 
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esa  luclm  lo  liayim  sido  de  revueltas,  itesponiletoirios  (|i]0  sólo  la 
AmcricB  central  i  el  Paraguai  ne  liallaljan  en  ese  caso ;  que  ambas 
pasaron  por  el  roiiipimienlo  del  nexo  colonial;  que  la  primei-a 
tuvo  malas  ejemplos  a  uno  i  otro  lado,  en  Méjico  ¡  Colombia,  i 
i|ue  el  segundo,  eslraño  pur  su  aíalamieiitü  á  los  ejemplos  conta- 
jiosofl,  eücapó  de  la  aiiarcjiíía,  para  ener,  por  eircunsUincias  sin- 
glares, en  el  lUiis  degradante  despotismo. 

Si  se  observare  además  que  los    norte-americanos  cortaron 

imltien  por  la  guerra  su  de|)endencia  de  la  (irán  Brelafia,  sin 

iber  contraido  el  hábito  funesto  de  las  sublevaciones  contra  el 

ibicrnn,  replícaiemos  que  aquí  tiene  cumplida  aplitacion  el 

incipio  de  razas  i  su  diversa  educwion  política  durante  el 

iloniaje.  No  predomina  en  la  nnglo-sajona  como  en  la  hispana 

pasión  sobre  el  razonamiento,  ni  se  hallaban  los  angloameri- 

las,  como  los  desrendientes  de  Ibrria,  en  un  lamcntablc'eslado 

educación  política.  Al  contrario,  siendo  los  emigrados  de  In- 

laterra  justamente  aquellos  subditos  que  menos  se  avenían  con 

tirantez  política  í  relijiosa  de  una  mehópoli,  más  avanzada 

su  torno  que  España,  en  orden  í  libertad,  eran  el  mejor  núcleo 

ira  formarlo  que  han  realizado,  — unaj;rande  i  verdadera  repú- 

lllica,    en   que  ailmirablemenle  se    combinan  la   libertad]  Í  el 

orden. 

Vimos  las  causas  particulares  por  qué  el  Brasil  ha  realizado 

lejor  que  la  mayor  parle  de  las  repúblicas  hispano-americaaas 

deseado  consorcio  de  la  libertad  (1)  i  el  orden,  causas  en  que 

10  Qgura  la  forma  de  gobierno  que  se  dio.  Chile,  como  el  resto 

de  sus  hermanas,  tuvo  su  época  de  disturbios ;  pero  en  el  estudio 

respectivo  tuvimos  ocasión  de  anotar  las  especíales  circimstincias 

que  han  facilitado  alli  la  tarea  del  gobierno  en  cuanto  al  cirden 

fiere;  i  una  ^ez  el  orden  eríjido  en  principio  cardinal,  la 

ilibertad,  con  tal  que  la  atmósfera  no  le  sea  contraria,  jermína 

ibre  aquel  suelo  propicio.  Viene  en  su  seguimiento  la  Itepú- 


(1)    La  ujicUviluit  (luiiiíitLcD.  que  ii'iii  es  un  E3lL|;rna  pira  el  imperio,  i 
buliits  gradúa  I  riiuiik-  ixir  Ici  diclnda  ni  efcolo  en  scticmlirG  úf  iS'ii. 
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blica  Arjeoiina,  que  aunque  no  se  organiíó  fonnalmente '  sino 
muchos  años  después  que  Chile,  ha  hecho  ya  grandisimos  pro- 
gresos en  la  senda  de  lo  que  llamarfamos  la  dyüiíacion  poli- 
tica. 

Hai  en  estas  dos  repúblicas  algo  que  especialmente  favorece  su 
ciiiiizacion,  aparte  las  condiciones  que  respecto  de  Chile  men- 
cionamos en  su  propio  lugar.  Aludimos  ahora  al  clima,  que  eo 
sólo  tiene  una  influencia  relativa  sobre  las  pasiones,  si  se  le  com- 
para con  el  mucho  más  ardiente  de  las  rejiones  intertropicales^ 
sino  que  atrae  población  europea,  cuya  mezcla  mejora  la  pobla- 
ción orijinaria  para  los  efectos  políticos,  morales  é  industriales. 
Sea  como  fuere,  aquellas  dos  repúblicas  se  ?an  colocando  eo 
una  condición  de  que  no  gozan  las  otras  de  igual  procedencia, 
i  que  tal  vez  nuestros  deseos  mas  que  los  actuales  iDdicios  nos 
hacen  eq>erar  alcancen  algún  dia  no  remoto. 

Pero  obsérvese,  i  es  lo  que  más  conduce  á  nuestro  propósito, 
que  á  pesar  de  sus  mui  Tañadas  instituciones,  la  condición  polí- 
tica de  tales  repúblicas  es  con  escasa  diferencia  una  misma ;  lo 
que  demuestra  que  las  constituciones  escritas,  si  no  se  acomo- 
dan á  la  situación  social,  lejos  de  corresponder  á  su  objeto  sue- 
len más  bien  contrariarlo.  Tales  constituciones,  que  los  ingleses 
llaman  de  papel,  producen  efectos  mui  distintos  de  los  que  sus 
autores  se  proponen,  i  tienen  la  suerte  de  todas  las  leyes  inade- 
cuadas, á  saber;  que  no  se  cumplen.  Como  tal  considera  la  prensa 
liberal  de  Inglaterra  la  constitución  espedida  por  el  sultán  de 
Turquía  en  diciembre  de  1876,  constante,  por  decirlo  asi,  de  dos 
partes :  una  que  consiste  en  declaraciones  de  derechos,  cuyo  des- 
arrollo, sanción,  i  por  consiguiente,  garanlia^  se  refieren  á  leyes 
ulteriores ;  i  otra  que  organiza  un  parlamento,  compuesto  de  dos 
cámaras,  ante  el  cual  son  responsables  los  ministros,  pero  no  el 
gran  visir,  que  es  la  verdadera  cabeza  del  gobierno  (1).  Mil  veces 
declarados  antes  por  actos  del  mismo  gobierno  los  derechos  iii- 


(1)    La  plaza  de  gran  visir  se  ha  suprimido  en  febrero  de  1S78,  para  adecuar 
el  ministerio  al  réjimen  parlamentario. 
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dividitales  <i  favor  du  sus  súbdilus  ciislianus,  linri  stilü  oti  as  tañías 
nugatorios  por  la  mala  volunlad  de  los  turcos,  á  quienes  estuvo 
encargada  su  verificación.  No  lo  serán  menos  ahora,  cuando 
deben  complementarse  por  leyes,  cuya  espedicion  corresponde  á 
un  cuerpo  lojislativo,  compuesto  necesariamente  de  los  bajaes, 
oligarcas  que  manejan  los  ne^jocios  públicos,  i  á  quienes  se  im- 
puta rl  desgoliienio  de  Turquía. 

Después  de  acomodarse  á  la  situación  social,  deben  evitarse 
en  la  constitución  todas  las  cláusulas  que  en  cualquier  modo 
favoretcan  la  arbitrariedad  ó  el  desorden,  i  de  ellas  liemos  adu- 
cido algunas  en  el  curso  de  estos  estudios.  Porque  aquí,  como 
en  la  lejislacíon  secundaria,  es  aplicable  aquella  máxima  de 
Bentham  :  n  Cuidar  de  no  Fomentar  el  delito.  »  Ejemplo  do  las 
primeras  cláusulas  son  aquéllas  que  con  facilidad  autorizan  el 
ejercicio  de  grandes  facultades  cslraordinarías,  i  de  las  segundas 
las  que,  después  de  baber  creado  un  ejecutivo  poderoso,  organi- 
zan su  elección  de  manera  que  los  partidos  conviertan  el  campo 
electoral  en  verdadero  campo  de  batalla. 

Últimamente,  hai  principios  ó  atribuciones  que  se  prestan  á 
los  mns  deplorables  abusos,  i  que  deben  por  lo  mismo  estable- 
cerse con  suma  parsimonia  ó  mui  estudiadas  precauciones.  Entre 
^to9  colocamos  la  facultad  corruptora  de  remover  libremente  á 
empleados  públicos,  i  la  de  conceder  amnistías  por  delitos 
políticos,  vírtualmcnte  borrados  del  código  penal,  aunque  bajo 
aquel  nombre  no  sean  amcniido  sino  salvajes  atentados  contra 
las  pcraonas  i  las  propiedades.  ¡  las  más  veces  dejen  tras  sí  de- 
solación i  ruina. 

En  verdad  casi  no  hai  disposición  constitucional  di>  que  no 
pueda  abusarse,  ni  liai  constitución  que  parapete  á  un  pueblo, 
si  la  moralidad  política  no  ha  calado  hasta  convertirse  en  re- 
gla suprema  de  conducta.  1  In  s.incÍon  moral,  no  lo  olvidemos, 
es  la  eaprc.«ion  de  la  opinión  pública  uniforme,  recta,  severa. 
Las  injcniusus  cimibinscioncs  constilucioiíaks  que  no  cstiin  sos> 
tenidas  por  una  opinión  adornada  de  aquellos  requisitos,  son 
£01)10  las  máquinas  inventadas  para  obtener  el  movimiento  |)er- 
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petuo,  ó  sea  para  producir  su  fuerza  motriz,  que  en  física  como 
en  moral,  tiene  que  venir  de  fuera.  Por  eso  es  tan  difícil,  por  no 
decir  imposible,  la  educación  de  si  mismo  tomada  en  todo  sa 
rigor.  Por  eso  lo  es  el  progreso  moral,  en  asuntos  políticos,  de 
las  repúblicas  hispano-americanas,  donde  la  pasión  impide  el 
nacimiento  de  la  opinión  pública  imparcial,  reguladora ;  pues  no 
lo  es  la  de  cada  partido  que  aprueba  á  sus  adeptos  i  condena  á 
sus  adversarios,  sin  examen  ni  juicio,  del  que  son  incapaces  por 
ceguedad. 

Hai  en  Inglaterra,  i  aun  más  en  los  Estados  Unidos  de  América, 
una  parte  selecta  de  los  ciudadanos,  que  no  gusta  de  la  política 
militante,  i  ordinariamente  se  abstiene  de  participar  en  sus  ar- 
dientes debates,  conservando  por  tomismo  calma  i  rectitud.  Sólo 
en  las  grandes  ocasiones,  cuando  los  partidos  se  apasionan  i  enca- 
ran, i  no  hai  al  parecer  juez  entre  ellos,  aparece   la  reservar 
digámoslo  asi,  del  buen  sentido,  la  verdadera  opinión  pública 
representada  por  aquella  parte  sana  i  sensata  de  la  población, 
que  decide  con  todo  el  peso  de  su  imparcialidad,  i  á  quien  los 
partidos  refrenados  se  someten. 

Aun  los  mismos  partidos  no  llevan  su  saña  sino  hasta  cierto 
punto,  en  que  se  detienen  espantados  de  las  calamidades  que 
traerían  á  su  patria  común  si  traspasasen  aquellos  linderos,  más 
acá  de  los  cuales  niin  se  pisa  el  suelo  de  la  libertad,  más  allá 
la  anarquía  con  todos  sus  horrores.  En  enero  de  1877  dieron 
los  dos  pueblos  citados  mu¡  notables  ejemplos  de  su  moderación 
i  de  su  re>pclo  á  la  sanción  pública  en  las  ocasiones  solemnes. 
Tratando  «la  cuestión  de  Oriente»  el  gobierno  conservador  de  lord 
Beaconsíield,  preocupado  con  el  temor  de  aumentar  la  prepon- 
derancia rusa,  se  oponia  á  toda  presión  ejercida  sobre  Turquía, 
en  favor  de  sus  provincias  cristianas,  que  pudiera  menoscabar  la 
integridad  ó  la  independencia  de  dicho  imperio.  Representaba 
en  Constantinopla  esas  ideas  del  gobierno  británico  su  ministro, 
Sir  II.  Elliot,  cuando  la  opinión  libre  del  pueblo  ingles  se  dejó 
oir  en  numerosos  meetings,  que  las  condenaban  é  indicaban  la 
necesidad  de  una  política  opuesta.  Cediendo  á  esto  voluntad  so- 


bernna,  que  es  b  norma  de  conduela  en  loü  gnbiei'nos  rcpreseii- 
lativus,  euvió  ol  inglés  como  su  mandalario  en  la  courcrencín 
europea  reunida  para  procurar  el  arregla  de  la  cuestión  álord 
Suli'<l>it['y,  ipie  partieipab.i,  según  lo  inostn'i,  de  la  opinión  pre- 
ponderante en  la  Gran  Bretaña;  i  díó  el  tono  á  la  conFerencia, 
i|ue  ;i  sus  insligacioncs,  ac  disolvió  tras  de  pacientes  é  ¡aúliles 
tentativas  de  acomodamiento  con  el  gobiurno  otomano. 

Con  motivo  de  la  eluccion  presidrncial  en  los  Estados  Unidor, 
i  hallándose  los  suTrajios  de  los  eloclores  casi  igualmente  dtvi- 
ilidüs  entre  los  dos  candidatos  rivales,  .Mr.  lldyes  i  Mr.  Tilden; 
firmes  los  pailidoa,  que  siniiduineamente  alegaban  la  víeluria,  i 
uno  de  los  cuales  tenia   la  manirn'sta  protección  del  poder  eje- 
cutivo ;  exaltados  i  casi  i  punto  de  venir  á  las  manos,  fe  apos- 
troran  patrióticamente  asi :  uNo  mej ¿can kcmos  iiüCstio  gobier- 
no, acordemos  una  regla  legal  que  decida  nuestra  cuestión  sobre 
el  modo  de  comjiiitar  los  auTrajios.  »  1  la  lei  se  dicta,  i  la  cues- 
I  tion  se  resuelve  jiacflica  i  tiourosamciitc,  i  la  causa  republicana 
L  Se  salva,  ahorrando  ú  aquel  put'bto  sensato   los  inmensos  males 
I  que  en  pos  de  si  llevan  las  guerras  civiles.  Observaremos  de  paso, 
K^ue  la  alusión  ú  Méjico  de  los  partidos  norte-nmcricanos,  proce- 
Vie,  no  ciertamente  de  que  Méjico  se  halle  en  peor  condición  ¡miK- 
LUco-moral  que  todas  sus  hermanas,  sino  de  que  teniéndole  mas 
I  cerca,  le  conocen  mejor;  i  acaso  tjunbíen  de  que  los  demás  es- 
■iados  del  continente  les  inspiren  menor  interés  que  aquél,   nui- 
j^ho  nii*H  poblado,  i  como  colonia,  la  más  importante  que  jamas 
■tuviera  España. 

ItebicionaJas  entre  si,  como  lo  están  las  ciencias,  i  en  especial 

s  que  pertenecen  á  un  mismo  orden,  tocamos  necesariamente 

!  la  moral  cuando  de  la  jiolittca  tratamos.  I,  en  electo,  seria 

Kíncompleto  un  comentario  sobre  la  marcha  constitucional  de  un 

lais,  si  no  su  mostrase  al  propio  tiempo  cómo  la  ausencia  de  la 

ftmnrfll  política  puede  frustrar  los  efectos  de  las  instituciones  que 

eo  son  ni  pueden  serle  Bstraiijems.  Un  país,  cnjo  gobierno  se 

lalla   regularmcnli!  conslilnidú,  puede  encontrarse  en  una  de 

Htaí  condicioucs  polilico*morales : 
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1/  Quedan  las  leyes  sin  cumplimiento,  i  son,  p(^fanlo,imi 
hipócrita  ó  impotanie  manifestación,  á  falta  de  opinión  páblia 
que  las  sostenga.  I  esto  puede  nacer  de  incuria  ó  de  atonia  moni, 
fruto  de  un  largo  despotismo,  ó  de  la  multiplicación  de  raflu  i 
do  sectas  que  no  alcanzan  á  formar  una  opinión  nacional  uni- 
forme sobre  los  pocos  asuntos  que  á  todas  conciemen  indistinta- 
mente. 

2.*  Cúmplcnse  las  leyes  por  punto  jeneral ;  pero  cuando  afec- 
tan intereses  parciales  de  secta  ó  de  partido,  se  las  tuerce  en  m 
aplicación,  dándoles  el  sentido  que  favorezca  á  la  parte  domi- 
nante, ó  son  infrinjidas  abiertamente,  alegándose  suprema  nece- 
sidad, ó  se  las  elude  con  fraude  aparentando  cumplirlas. 

3.*  En  la  espaciosa  rejion  política  sobre  que  la  administración 
pública  se  ejerce,  dentro  de  la  lei,  con  una  gran  libertad  de 
acción,  cúmplese  la  lei  literalmente,  pero  con  impericia  ó  coa 
miras  de  favor  á  individuos,  compañías,,  sectas,  partidos  ó  loca- 
lidades, sacrificando  en  proporción  los  intereses  comunes. 

Salidos  ya  del  primer  periodo  los  estados  latino-americanos, 
sólo  quedan  vestijios  suyos  en  la  inobservancia  de  algunas  leyes, 
cuya  ejecución  es  difícil  ó  que  han  sido  sostituidas  de  hecho  por 
costumbres  mas  populares.  Hállanse  dichos  estados  en  la  pleni- 
tud de  los  otros  dos  períodos,  aunque  es  mui  posible  que  medie 
entre  aquellos  diversidad  de  grados  en  las  situaciones  respecti- 
vas. Entraren  esa  disquisición  seria  temerario  de  nuestra  parte. 
Baste  la  observación  jeneral,  i  la  espresion  del  ferviente  deseo 
que  nos  anima,  de  ver  á  todas  aquellas  rojiones   tomar  deci- 
didamente la  única   senda   de  salud  para  individuos  i  nacio- 
nes, —  la  de  la  moralidad,  definida  de  antemano,  practicada  sio 
vacilación,  sobrepuesta  á  todos   los  sentimientos  ó  intereses  per- 
turbadores. 

Desgraciadamente  no  es  asunto  que  pueda  despachante  con 
manifestar  un  deseo.  La  escala  de  la  civilización  tiene  que  recor- 
rerse por  los  pueblos,  subiendo  todas  sus  gradas,  sin  que  la 
impaciencia  mejor  intencionada  pueda  acelerar  la  ascensión. 
¡  Pues  dichosos  ya  los  que  no  pertenecen  á  La  gran  mayoría,  con- 
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denada  á  fatídico  estancamiento,  cuando  no  á  la  absorción  por 
la  conquista.  ¿Si  estará  destinada  la  América  tropical  á  idéntica 
condición  que  las  rejiones  similares  del  anticuo  mundo?  Al 
contemplar  la  posibilidad  de  tamaño  infortunio  para  nuestra 
patria,  el  espíritu  se  anubla  i  el  corazón  se  oprime.  Plegué  á 
Dios  que  antes  de  cerrar  los  párpados  al  sueño  eterno  veamos 
algunos  hechos  incontrovertibles  que  disipen  nuestras  tristes 
preocupaciones. 


FIN 


T.  II. 
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ADVERTENCIA 

En  los  diez  años  trascurridos  desde  que  se  publicó  1 
edición  de  esta  obra  bau  tíobrevenido,  como  es  de  suponerse, 
algunos  moviiiiieutos  políticos  en  los  países  cuya  marcha  se  ha 
historiado  y  cuya  organización  gubernativa  se  ha  descrito  en 
ta  misma.  No  han  sido  tales,  sin  embargo,  que  merezcan 
expresarse,  sino  los  relativos  á  las  Repiiblicas  que  pasamos 
á  mencionar  por  el  mismo  orden  en  que  se  dispusieron  primiti- 
vameule  los  respectivos  Estudios.  Ni  nos  ocuparán  principal- 
mente sino  aquellos  sucesos  que  hayan  traído  consigo  altera- 
ciones constitucionales,  siquiera  fuesen  pasajeras.  Aun  asi  no 
habrá  para  qué  descender  á  muchos  pormenores  á  íiu  de 
formar  cabal  idea  de  la  situación  actual,  restituyendo  &  la 
obra  la  oportunidad  que  el  lapso  de  una  década  pudiera 
haberlo  escatiuiado. 


SOLIVIA 


No  arraigó  por  cierto  el  gobierno  de  Daza  (véase  la  páj.  554 
del  tomo  1);  pues  que  i  fines  de  1879  fué  á  su  turno  derrocado 
por  el  Dr.  general  E.  Camacho.  Muy  poco  después  se  proclamó 
al  general  \arciso  Campero,  uno  de  los  militares  más  cultos 
de  Bolivia,  y  el  congreso  regularizó  su  elección  en  1880.  No 
mucho  después  fué  restablecida  la  constitución  de  3(i  de  octu- 
bre de  isyy,  que  recibió  algunas  reformas  sobre  elecciones, 

(1)  Auiiqun  [tiii  profinrodo  nríi^inai-iam 
Looiwti*lHcioiM)/M  oítu  apÚDdloe.Hiia  odilor 
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reunión  del  congreso,  y  duración  del  periodo  preaidendiL 
Terminado  el  del  general  Campero  en  aquel  afio,  le  sucedió 
legalmente  Dn.  Gregorio  Pacheco,  minero  acaudalado,  que 
terminará  en  1888,  para  cuyo  tiempo  se  anuncia  que  seri 
electo  otro  ciudadano  de  la  misma  categoría.  Plegué  que  no 
venga  ningún  general  trepador  á  intenrumpir  esta  marcha  de 
gobiernos  civiles  y  civilizados. 

Subsiste  aun  la  constitución  de  1889,  expedida,  como  se 
dijo  en  lapáj.  349  del  tomo  I,  cuando  cayó  Santa-Cruz  y  sa 
confederación  Perú-Boliviana.  A  este  código  ha  sido  bas- 
tante consecuente  el  partido  liberal  de  Bolivia ;  y  en  efecto  es 
liberal  esa  constitución.  Por  lo  que  toca  á  religión,  no  se  reco- 
noce sino  el  catolicismo.  De  un  modo  general,  esta  constitución 
se  asemeja  mucho  á  la  neo-granadina  de  1833,  y  apenas  puede 
dudarse  que  se  la  tuvo  presente  al  redactarla,  pues  muchas  de 
las  disposiciones  de  una  y  otra  son  casi  textualmente  iguales. 

Hállanse  los  poderes  públicos  muy  bien  deslindados,  y 
tiene  cada  uno,  con  su  necesaria  independencia,  un  origen  más 
ó  menos  popular.  Está  el  legislativo  encargado  á  dos  Cáma- 
ras, eligiéndose  directamente  á  los  representantes  por  el  sufra- 
gio popular,  y  á  los  senadores  por  compromisarios  electos  de 
igual  modo.  Más  celosa  en  esto  que  todas  las  demás  constitu- 
ciones americanas,  la  de  Bolivia  prohibe  en  general  que  los 
empleados  públicos  á  sueldo  fijo  ó  eventual  sean  electos  para 
la  legislatura,  y  que  sus  miembros  reciban  empleo  alguno  pú- 
blico (art°  4'i)  «  durante  su  diputación  ni  dos  años  después.  > 
Prohibe  asimismo  la  reelección  inmediata  del  Presidente 
(art^TS)  y  aun  la  reforma  de  este  articulo,  sino  es  para  regir 
después  del  período  en  curso.  Lleva  su  cautela  contra  las 
usurpaciones  hasta  declarar  traidor  i  la  patria  (art**  74)  al 
Presidente  que  no  se  retira  al  terminar  su  periodo,  y  á  las 
autoridades  militares  (art"  14á)  que  no  obedezcan  exclusiva- 
mente al  sucesor  legal. 

Pero  tiene,  á  nuestro  ver,  defectos,  algunos  de  los  cuales 
son  debidos  probablemente  á  descuido  en  la  redacción.  Asi, 


t 


por  ejemplo,  el  art"  1 1  dice  :  <  En  los  natiu'aies  lie  las  seccio- 
nes de  la  América  antes  espailola  sólo  se  exige,  para  ser 
ciudadano,  la  residencia  de  cuatro  años  si  son  solteros,  y  la 

de  dos  9i  son  casados  con  boliviana  » A  nada  provee  para 

cuando  el  casado  no  lo  es  con  boliviana.  Segundo  ejemplo  :  el 
art*  47  autoriza  la  reelección  de  los  senadores  y  represen- 
tantes, añadiendo  que  <  en  tal  caso,  tendrán  el  derecho  de 
renunciar  ».  ¿  Quiérese  prohibir  la  renuncia  en  la  primera  elec- 
ción,y  hacer  el  empleo  de  aceptación  forzosa?  No  es  probable. 
Tercero  :  Según  el  arf  14,  inciso  y%  el  derecho  de  ciudadanía 
se  pierde  «  por  haber  sufriiio  pena  corporal  6  infamiinte  en  vi  r- 
tud  de  condenación  judicial.  Tomada  literalmente  la  cláusula, 
DO  se  perderla  aquel  derecho  sino  después  de  trascurrido  el 
término  de  la  condena  y  no  antes,  siendo  asi  que  la  intención 
debe  de  haber  sido  producir  el  electo  desde  ijne  se  hizo  la 
oondena. 

Extrafiaraos  un  poco  que  después  de  establecer  los  requi- 
sitos de  la  ciudadanía  política  (art"  80),  exija  otros  adicionales 
(art"  l*2í  para  ejercer  el  derecho  de  sufragio.  La  ciudadanía  no 
consiste  sino  en  el  derecho  de  elegir  y  ser  elegible,  si^gun  se 
aproximadamente  en  el  arl"  25  de  la  constitución  de 
1871,  páj.  ;id8  del  1"  volumen;  y  no  es  fácil  comprender  qué 
significa  la  definida  en  el  art°  80,  ni  qué  derechos  conceda,  si 
itto  es  solo  el  de  elegibilidad,  á  que  se  reSeie  el  art°  IG,  el  cual, 
por  su  tenor,  supone  ya  la  condición  de  ciudadanía.  Todo  se 
tUanaria  reuniendo  los  dos  artículos  8"  y  13,  en  cuyo  caso  la 
ciudadanía  consistiria  :  <  1"  en  ser  i3olivÍano,  casado  ó  mayor 
deíü  artos,  y  estar  inscrito  en  el  registro  cívico;  2"  en  saber 
leer  y  escribir,  y  tener  un  capital  de  400  pesos,  ó  ejercer  alguna 
ciencia,  arte  ú  oficio,  que  proporcione  la  subsistencia  sin  suje- 
ción a  otro  en  clase  de  sirviente  doméstico,  i  Es,  poco  mas  ó 
menos,  lo  que  establecen  otras  constituciones  americanas,  y 
no  seria  fuera  de  propósito  decir  que  hay  aquí  otro  defecto  de 
redacción  en  la  de  Rolivia. 

ue  la  legisl.itura  se  halla  dividida  en  dos  cámaras,  que 
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obran  por  separado,  se  reúnen  en  un  solo  cuerpo  (art^  88),  aui 
para  objetos  estrictamente  legislativos  (incisos  5*  y  6*),  como 
son  el  examen  de  los  tratados  públicos  y  la  reconsideración  de 
las  leyes  objetadas  por  el  P.  E.  —  Es  una  inconsecuencia,  como 
lo  fué  en  la  constitución  neo-granadina  de  1853;  pues  si  la 
división,  para  legislar  es  una  buena  precaución,  lo  será  en 
todos  los  casos,  y  no  se  ve  fundamento  para  establecer  excep- 
ciones. 

No  tiene  el  Ejecutivo  facultad  de  remover  libremente  á  los 
empleados  de  su  ramo,  excepto  á los  Secretarios  del  despacho, 
sino  solo  de  suspenderlos,  para  ser  sometidos  ajuicio  (art®  77, 
inciso  17)  por  infracción  de  las  leyes  6  decretos  ú  órdenes  del 
mismo  Ejecutivo.  Tal  vez  hay  tanto  que  objetar  á  la  privación 
absoluta  de  remover,  como  á  la  facultad  de  remover  sin  expre- 
sión de  causa,  y  por  lo  mismo  ad  libitum. 

Tampoco  se  establece  propiamente  en  la  constitución  boli- 
viana lo  que  se  llama  el  juicio  político  para  el  Presidente,  ni 
aun  para  su  ministerio, no  obstante  que  por  el  art**  31  c  corres- 
ponde al  Senado  oir  las  acusaciones  hechas  por  la  Cámara  de 
Representantes  contra  uno  y  otro.  Respecto  del  primero 
(art<»32),  la  Cámara  se  limita  á  declarar  si  ha  6  no  lugar  á  for- 
mación de  causa,  suspendiendo,  en  el  primer  caso,  y  some- 
tiendo al  juicio  de  la  corte  suprema  al  funcionario  acusado;  y 
en  cuanto  á  los  Ministros  de  Estado  (art^  33),  el  Senado  los 
juzga  definitivamente  por  delitos  oficiales,  como  si  aquel  fuese 
tribunal  de  derecho,  lo  que  tiene  todas  las  objeciones  de  que 
se  habló  comentando  una  disposición  análoga  de  la  constitu- 
ción neocolombiana  de  1863. 

Aunque  no  es  prolija  en  la  definición  de  garantías,  sí  lo  es 
en  su  enumeración,  como  se  ve  en  los  art"'113  á  119  y  148  álü4. 
Llama  la  atención  el  113  por  cuanto  deja  subsistir  la  pena 
capital  en  delito  político,  cual  lo  es  la  rebelión.  Demasiado  se 
sabe  cuánto  se  presta  eso  al  abuso,  no  diremos  en  los  casos  de 
actos  verdaderamente  criminales  que  acompañen  ala  rebelión, 
sino  auu  en  aquellos  que  no  han  pasado  de  mero  levantamiento 


6  desacato  contra  la  autoridad,  que  acaso  deba  3U  misma  exis- 
tencia &  una  rebelión  triunfante. 
En  fin,  la  manerade  reformarse  este  código  político  fart°*  143 

á  145)  no  es  fácil;  pero  tampoco  artiüciosamente  dificil,  como 
en  tantas  otras  constituciones,  cuyos  autores  las  han  amado 
hasta  el  punto  de  at)roquelarlaa  contra  futuros  enfímígus. 


PERÚ 


Siendo  Presidente  el  general  Mariano  Prado,  sucesor  en  1876 
•do  Dn.  Manuel  Pardo,  declaró  Chile  la  guerra  al  Perú  y  á 
Bollvia,  hacia  fines  de  18/9.  Como  un  año  después,  Prado  se 
ausentó  furtivamente  del  país,  á  solicitar,  según  dijo,  rerursos 
pecuniarios  en  el  extranjero,  y  quedó  el  gobierno  ejecutivo  á 
L'argo  del  vice-presidente,  general  La  Puerta  Dn.  Nicolás  Pié- 
rola,  que  durante  muchos  años  habia  pretendido  subir,  aun  de 
bocho,  ni  poder,  acaudillando  incesantes  aunque  infructuosas 

I  revueltas,  ofreció  sus  servicios  á  La  Puerta,  quien  le  nombró 
coronel  provisional,  y  le  dio  el  mando  de  un  batallón,  cuya 
Aflcialidad  vino  á  componerse  de  los  secuaces  de  Piérola.  Con 
■Bta  base  hizo,  en  21  de  diciembre  del  año  citado,  otra 
«■vuelta,  que  por  esta  vez  tuvo  buen  éxito,  despuesde  allegar- 
'Seie  algunas  fuerzas  del  Gobierno  constitucional,  y  de  un  san- 
griento combate  en  las  calles  de  Lima. 
En  el  estado  de  alarma  en  que  el  país  se  encontraba,  y  juz- 

Íg&ndose  &  La-Puerta,  por  razón  de  su  avanzada  edad,  inade- 
cuado para  la  situación,  Piérola  encontró  á  lo  menos  tolerancia, 
y  por  lo  mismo,  lacilidades  para  una  eficaz  defensa.  Al  efecto 
se  declaró  Jefe  supremo  y  Protector  de  los  indígenos,  es  decir, 
dictador,  y  en  el  hecho  obró  discrecionalmente  basta  que, 
terminada  la  guerra  internacional  por  la  batalla  de  Miratlores 
í  entrada  de  los  Chilenos  en  Lima  en  enero  de  1881,  Piérola 
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se  retiró  al  interior  del  país  con  unos  cuantos  amigos,  reunió 
en  Ayacucho  una  Asamblea,  cuyos  actos  no  fueron  acatados,  y 
al  ñn,  sintiendo  que  su  papel  se  extinguía,  se  marchó  al 
extranjero. 

Gobernó,  por  lo  menos  de  hecho,  sobre  la  parte  central  det 
Perú  el  general  en  jefe  del  ejército  chileno,  que  ocupó  el  país 
por  largo  tiempo,  mientras  se  organizaba  un  gobierno  peruano 
con  quien  ajustar  la  paz.  Promovió  Chile  la  reunión  de  una 
Asamblea,  que  confirió  provisionalmente  el  gobierno  ejecutivo 
al  Dr.  Francisco  García  Calderón,  siendo  sustituto  suyo  á  vice- 
presidente el  contra-almirante  M.  Montero.  No  prestándose 
Calderón  á  todas  las  exigencias  del  vencedor,  éste  mismo  el 
aprisionó  y  deportó.  Quiso  Montero  funcionar  en  el  Sur;  mas 
Dn.  Miguel  Iglesias  le  desconoció,  y  proclamándose  en  Caja- 
marca  Jefe  supremo,  reunió  una  Asamblea  que  le  invistió  de 
las  necesarias  facultades.  Funcionó  como  Gobierno,  aunque  no 
era  obedecido  en  todo  el  país,  por   tiempo  bastante  para 
ajustar  en  Ancón  la  paz  con  Chile,  y  se  estableció  en  Lima,  la 
capital.  Mas  el  general  Andrés  Avelino  Cáceres  desconoció 
sus  actos,  negándole  la  autoridad  ó  poderes  que  de  la  nación 
necesitaba ;  hízole  la  guerra,  que  se  prolongó,  y  al  fin  terminó 
por  el  triunfo  de  Cáceres  en  2  de  diciembre  de  1885.  Formóse 
en  seguida  un  gobierno  provisorio  de  cinco  ciudadanos,  cada 
uno  délos  cuales  desempeñaba  un  Ministerio,   á  estilo  suizo. 
Convocó  á  elecciones  este  Gobierno,  y  por  unanimidad  fué 
electo  Presidente  el  general   Cáceres,  declarado  tal  por  el 
Congreso,  ante  quien  se  posesionó  el  3  de  junio  de  188G.  Res- 
tablecióse el  régimen  constitucional  bajo  el  imperio  del  código 
político  de  1860,  que  no  ha  recibido  alteración  escrita  ninguna, 
sino  las  interrupciones,  gravísimas  por  cierto,  que  los  aconte- 
cimientos dictaron,  según  se  ha  visto. 


I 


ECUADOR 


Según  se  expresó  en  la  páj.  550  del  primer  volumen,  el 
general  Dn.  Ignacio  Veintinilla  fué  electo  Presidente  de  la 
República  el  -M  de  marzo  de  1878  por  la  Asamblea  nacional 
que  expidió  la  constitución  inserta  en  las  pajinas  559  y 
siguientes.  Conforme  al  art°  73,  el  periodo  de  duración  era  de 
cuatro  anos,  y  se  prohibía  reelección  iumediata.  Hombres 
superiores  &  Veintinilla,  mero  sargento  en  la  realidad,  no  han 
resistido  á  la  tentación  de  prorogarse  eu  el  mando  ú  pesar  de 
las  constituciones,  y  él  no  pudo  sobreponerse.  Asi  es  que, 
cuando  terminaba  su  periodo  en  188*^,  suspendió  la  constitu- 
ción, fuente  de  su  poder  legal,  y  se  iiizo  dictador,  gobernando 
(despóticamente.  La  insurrección  no  se  bizo  esperar,  y  después 
de  una  cruda  guerra,  prolongada  por  varios  meses,  hubo  de 
refugiarse  Veintinilla  en  la  ciudad  de  Guayaquil,  de  donde 
también  salió,  escapándose  al  extranjero,  con  lo  que  terminó 
U  contienda. 
Una  asamblea  nacional  reunida  en  188:í,  eligió  Presidente 
provisorio  &  Dn.  José  María  Plácido  Caamaiio,  y  expidió  á  4de 
febrero  una  nueva  constitución,  que  reemplazó  la  de  1878,  y 
so  mandó  ejecutar  el  13  del  mismo  febrero.  Conforme  á  ella, 
fué  electo  Presidente  constitucional  el  mismo  Sr.  Caamaño. 
—  Por  ley  especial  de  á5  de  julio  de  1887,  se  reformaron 
algunos  artículos  de  la  constitución,  y  por  otra  de  4  de  agosto 
B  aclaró  el  art"  06. 

•  Noint.üdujo  muchas  novedades,  y  BÜn  puede  decirse  que, 
Bromada  en  conjunto  con  sus  posteriores  reformas,  casi  no 
Tdiliere,  sustaucialmente  de  la  constituciou  de  1878.  Haremos 
laotar  sólo  estos  puntos  ;  1°  La  reunión  del  congreso,  que  era 
Kbienal,  por  ésta,  se  hizo  anual  por  la  de  8'i  (arf  42),  refor- 


-lo- 
mada á  su  turno  por  la  ley  de  87  en  el  primer  sentido: 
2*  Sustituyen  al  Presidente,  no  ya  tres  Designados,  sino  m 
Vicepresidente,  y  los  presidentes  de  las  cámaras  legislativas 
(art*  81) :  3**  No  pueden  ser  reelectos  el  Presidente  ni  el  Mee, 
sino  €  después  de  dos  periodos  »,  frase  que  estimamos 
ambigua,  pero  que  entendemos  significa  c  pasados  los  dos 
siguientes  períodos  » ;  y  es  una  gran  novedad  en  América,  pnes 
hasta  aliora  sólo  se  habia  extendido  la  prohibición  á  un 
periodo,  que  aun  asi  es  duro  de  tragar  por  ambiciosos  apro- 
piados del  mando  :  4"*  La  orden  que  por  el  art*"  96  (consL* 
de  84)  se  requiere  para  que  los  gobernadores  de  las  provincias 
puedan  expatriar  ó  confinar  á  los  indiciados  de  favorecer  una 
invasión  exterior  ó  conmoción  interior,  no  es  individual  para 
cada  caso,  sino  c  autorización  del  P.  E.,  de  acuerdo  con  el 
consejo  de  Estado,  p*"  ejercer  esa  atribución  especial,  que  no 
se  comprende  en  la  delegación  general  de  las  facultades 
extraordinarias.  »  Es  el  tenor  de  la  ley  de  4  de  agosto,  antes 
citada  :  5^*  Según  la  constitución  de  78,  habia  para  la  adminis- 
tración de  los  intereses  seccionales,  cámaras  provinciales 

y  municipalidades;  pero  según  el  art<>  118  de  la  de  84,  no  halará 
sino  las  últimas  corporaciones,  cantonales,  y  quedan  por  lo 
mismo  suprimidas  las  primeras,  provinciales.  Es  un  paso 
retrógrado  en  el  sentido  del  centralismo,  que  ha  sido  siempre 
muy  pronunciado  en  el  Ecuador,  como  en  todas  las  demás 
Repúblicas  al  sur  en  el  Pacífico  :  6°  Conforme  el  art®  126  de  la 
última  constitución,  no  gozarán  de  sueldo  los  militares  que  no 
estén  en  servicio  activo ;  y  se  prohiben  por  tanto  las  letras  de 
cuartel  y  de  retiro.  »  Es  una  disposición  notable,  que  acaso  no 
exista  en  ningún  otro  país  donde  haya  ejército  permanente. 
En  resumen,  si  el  Ecuador  no  marcha  en  adelante  por  la  senda 
del  orden  legal  y  de  la  industria  á  la  meta  de  la  libertad  poli- 
tica  y  civil,  que  hoy  anhela  toda  sociedad  civilizada,  no  será 
culpa  de  sus  instituciones,  que,  bastantes  ya  para  asegurar 
tales  beneficios,  aun  pueden  mejorarse  por  los  fáciles  medios 
que  ellos  mismos  conceden. 


COLOMBIA 


t 


A  pesar  de  no  pocos  disturbios  (la  mayor  parte  locales  en  liis 
diversas  secciones'),  mantúvose  en  vigor  en  la  Union  Colom- 
biana la  consiitucíon  de  18fi3,  hasta  1885,  en  que  ya  liabia 
suficiente  opinión  en  favor  de  su  reforma,  y  pudo  por  consi- 
guiente efectuarse  de  acuerdo  con  sus  trámites.  Desde  18r>4, 
y  por  diez  años,  se  sucedieron  sin  interrupción  ui  dificultad 
los  pre&identcs  bienales  por  ella  establecidos.  En  1875  se 
dividirt  el  partido  liberal,  tomando  los  independíenles  por 
candidato  alDr.  Rafael  Nuflez,  y  los  radicales  al  Dr.  Aquiles 
Parra,  que  fué  declarado  electo.  Sucedióle  el  general  Trujillo 
0878),  como  se  expuso  en  la  páj,  60  de  este  voliimen,  por  el 
TOto  unánime  de  los  liberales,  momentáneamente  reunidos 
(turante  la  guerra  de  187(5.  Para  1880  fue  electo  presidente  el 
Dr.  Rafael  Nuñez,  como  en  desagravio  de  su  anterior  exclusión 
por  antiguos  copartid arios.  Masía  división  del  partido  liberal 
se  acentuó  durante  esa  administración,  y  la  siguiente  que  en- 
cabezó el  Dr.  Francisco  J.  Zaldua,  Sin  embargo,  para  1884,  y 
á  falta  de  concierto  en  otro  candidato,  los  liberales  reeligieron 
al  Dr.  R.  Kuñez  ,si  bien  muchos  radicales  desconfiaban  de  él, 
atribuyéndole  deserción  de  su  antigua  bandera,  esto  es,  dis- 
posición á  favorecer  al  partido  conservador. 

En  noviembre  de  aquel  año  hubo  desórdenes  en  el  Estado 
4e  Santander,  que  apaciguados,  con  la  intervención  del  go- 
bieruo  nacional,  renacieron  inmediatamente,  tomando  un 
carácter,  nacional  también,  y  extendiéndose  á  varios  Estados. 
No  era  bastante  claro  el  objeto  de  esta  insensata  rebelión;  pero 
iertamente  no  se  dirigía  contra  las  instituciones :  al  con- 

rio,  sus  corifeos,  radicales  en  la  mayor  parte,  aseguraban 

lese  proponían  defenderlas  contra  supuestas  asechanzas 
|el  presidente  Señor  Nuñez.  Como  quiera  que  sea,  la  rebelión 
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fué  vencida  por  el  gobierno  de  la  Union,  después  de  no  pocos 
esfuerzos  y  sacrificios.  Por  mayo  de  1885  estaba  yaconcretadt 
á  una  pequeña  región  del  bajo  Magdalena,  y  por  el  mes 
de  setiembre  se  habia  afianzado  enteramente  la  paz.  Pudo, 
por  consiguiente,  reunirse  el  Congreso  (cuya  reunión  ordi- 
naria en  febrero  no  ocurrió,  aunque  no  era  imposible) ,  y  pudo 
efectuarse  hasta  el  31  de  enero  de  1886,  en  que  expiraban  sus 
poderoso  convocarse  á  elecciones  para  el  nuevo.  Pero  las  ten- 
dencias del  poder  llevaban  otro  camino. 

Durante  la  guerra,  el  Presidente  habia  nombrado  jeles 
civiles  y  militares,  agentes  suyos,  en  aquellos  Estados  de  la 
Union  (y  eran  acaso  la  mayor  parte)  cuyos  jefes  propios  no  le 
eran  adictos,  y  sometió  la  República  entera  á  la  ley  marcial : 
providencias  ambas  que  la  constitución,  ya  arrinconada  de 
hecho,  no  autorizaba.  Luego  que  hubo  terminado  la  guerra, 
manifestó  el  Presidente  (constitucional  délos  Estados  Unidos 
de  Colombia)  en  discursos  y  notas  oficiales,  aunque  por  inci- 
dencia, que  la  rebelión  habia  destruido  la  constitución  de 
1863,  fuente  de  sus  poderes,  y  que  era  necesario  proveer  al 
restablecimiento  del  régimen  constitucional  interrumpido,  por 
medio  de  reformas  acertadas. 

Por  decreto  de  10  de  setiembre  1885,  acompañado  de  una 
alocución,  «  el  Presidente  de  tos  Estados  Unidos  de  Colomlña, 
considerando  que  la  constitución  habia  sido  destruida  por  el 
espiritu  de  rebelión,  y  que  el  mismo  instrumento  era  res- 
ponsable del  desorden,»  excitó  á  los  Gobiernos  de  los  Estados 
para  que  enviasen  Delegatarios,  a  razón  de  dos  por  cada  Es- 
tado, aun  Consejo  Nacional,  que  se  reuniria  el  11  de  noviem- 
bre en  la  capital  de  la  Union,  t  para  deliberar  sobre  los 
términos  con  que  deberla  precederse  á  la  reíor7na  de  la  cons- 
titución, >  destruida.  Hizose  el  nombramiento  en  personas 
indicadas  por  el  Sr.  Nuñez  en  su  correspondencia  privada,  y 
algunas  de  las  cuales,  residentes  en  la  capital,  ni  siquiera 
habian  pisado  jamas  el  territorio  del  Estado,  cuyo  gobierno 
iban  á  representar. 


—  l;j  — 

Ya  jiara  entonces,  bien  deslindadas  las  parcialidades  polí- 
ticas, contaba  el  Sr.  Nuñez  con  la  mayor  parte  do  los  con- 
servadores, ansiosos  de  recobrar,  y  con  la  mayoría  de 
los  independientes  6  regvneradures,  deseosos  de  conservar 
intluencia  política  á  todo  trance.  Vinieron  pues  Iss  Delega- 
ciones, compuestas  de  un  conservador  y  nn  ex-libeial  cada 
una,  á  formar  el  decretado  consejo,  que  se  instaló  en  la  fecha 
señalada,  recibiendo  del  Presidente  un  largo  mensaje  expli- 
catorio  de  su  origen  y  de  su  objeto. 

A  ¡íl)  del  mismo  noviembre  el  consejo  acordó  unas  bases  de 
organización  constitucional,  bastante  diminutas,  que  se  so- 
meterían al  voto  del  pueblo  coUmiMann  :  y  una  vez  aprobadas, 
el  mismo  consejo,  que  en  ellas  se  declaraba  Cuerpo  cons- 
tituyente, expediria  la  (^in-ia  fundamental  o  constitución  de  la 
Repiiblica.  Autorizó  al  Poder  Ejecutivo  (es  decir,  al  antigim 
derogado)  para  determinar  el  modo  de  consultar  al  pueblo 
sobre  las  Bases,  y  el  Presidente  decretó  que  las  Municipa- 
lidades, cuyos  miembros  Ineron  al  efecto  nombrados  en  gran 
narte  por  los  jofeB  civiles  y  militares,  diesen  su  voto,  á  guisa 
Be  plebiscito  napoleónico,  por  si  ó  nu  verbal  de  cada  miembro, 
púsose  el  documento  á  la  votación  el  20  de  febrero  de  ISSíi;  y 
lomo  se  comprende,  fué  casi  unánimemente  afirmativa.  Ni 
toas  ni  menos  babian  sido  aprobado  popularmente  los  actos 
|íe  Napoleón  III,  sometidos  alexiimen  de  las  comunas,  loque 
mo  impidió  que  la  pérdida  de  una  sola  batalla,  es  decir,  la  au- 
lencia  de  la  fuerza  material  que  le  sostenía,  diese  en  tierra, 
¡Do  menos  popularmente,  con  su  imperio. 

Habían  dispuesto  las  Bases  que  la  elección  de  Presidente 

(  hiciera  por  el  Consejo,  después  de  sancionada  la  consti- 
||ucion;mas  se  acordó  posteriormente  que  la  elección  se  hi- 
Idese  antes  y  se  sometiera,  junto  con  aquéllas,  al  voto  de  las 
tiunicípalidudes.  Estos  expedientes  son  fáciles  &  los  cuerpos 
teuya  investidura  ó  autoridad  les  viene  de  si  mismos,  ó  de  un 
[potentado  que  ordena  ó  aprueba  con  un  movimiento  de  cabe- 

.  La  eleccionde  Presidente,  no  hay  para  qué  decir,  fué  una- 
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nime  en  favor  del  Doctor  Rafael  Ñoñez,  y  aprobada  popu- 
larmente, como  las  Bases  constitadonales,  por  las  Mom- 
cipalidades  c  representantes  del  pueblo  CSolombiano  >. 

Procedió  en  seguida  el  Consejo  i  acordar  una  ooostitudon 
que  se  expidió  en  4  de  agosto,  constante  de  210  artículos,  y 
diferia  no  poco  de  las  Bases ;  por  lo  que,  prescindiendo  de 
otras  objeciones  á  la  aprobación  de  éstas,  es  bien  daro  que 
no  tuvo  aquélla  ni  ese  pobre  simulacro.  Sobre  el  papel  se  o^ 
ganizaron  los  poderes  públicos ;  pero  el  más  importante  en  hs 
presentes  circunstancias,  el  legislativo  que,  mediante  elec- 
ciones tal  cual  verídicas,  hubiera  podido  mostrar  el  estado 
de  la  opinión,  se  quedará  escrito,  pues  el  Consejo,  que  des- 
pués de  constituyente  se  declaró  legislador  y  expidió  numero- 
sísimas leyes,  suspendió  sus  tareas  de  veintidós  meses  sin 
emitir  la  ley  de  elecciones,  por  lo  cual  el  Congreso  aplazado  ya 
para  1888,  morirá  antes  de  nacer. 

Privado  de  este  auxiliar,  ¿qué  podra  hacer  el  patriota 
Presidente,  sino  asumir  ex-profeso  la  dictadura? 

Esta  circunstancia  por  sí  sola  nos  excusaria  de  analizar  un 
instrumento,  cual  la  constitución  de  4  de  agosto,  cuya  índole, 
por  lo  demás,  puede  fácilmente  imaginarse,  y  de  que  bastará 
hablar  muy  brevemente  en  obsequio  de  la  historia.  Ne- 
cesitando el  promotor  de  la  revolución  oficial  el  concurso  de 
los  conservadores,  y  contando  con  la  indulgencia  de  sus  ami- 
gos exliberales,  puede  colegirse  que  la  reforma  lo  seria  en  el 
sentido  conservador.  Siendo  ademas  una  reacción  contra  las 
exageraciones  de  la  constitución  suplantada,  había  de  ser 
exagerada  ella  misma;  y  lo  es  en  efecto,  llevando  el  espíritu 
conservador  ó  autoritario  hasta  donde  nunca  había  ido  en 
aquella  tierra,  ni  aun  en  los  tiempos  reaccionarios  de  1843. 

Centraliza  rigurosamente  el  gobierno  de  la  República,  su- 
primiendo los  Estados  federales  con  el  mismo  derecho  con  que 
hubiera  podido  someter  la  nación  entera  al  coloniaje  de 
Alemania  ó  do  Rusia:  pues  que  dichos  Estados  carecían  de 
representación  propia,  y  no  habían  renunciado  su  autonomía. 


si  ea  que  ella  puede  renunciarse. Siiitetií^a  ese  mismo  gobierno 
cii  el  Poder  Ejecutivo,  que  entrega  á  un  Presidente  llamado 
(7  (iijbierno,  con  período  de  seis  años,  y  casi  ninguna  res- 
Iiunsabilidad.  Pone  bajo  su  entera  dependencia  los  goberna- 
dores ó  jefes  de  lat!  nuevas  secciones  ó  suprimidos  Estados, 
renovando  el  satrapismo  de  la  antigua  Colombia.  Concédele 
facultades  omnímodas  en  casos  de  giierra  exterior  ú  de  cou- 
;iuciQn  interior,  tant  fácil  de  inventar  ó  de  proraoveradrede; 
y.  con  la  anuencia  del  Congreso  ciertas  facultades  extraordina- 
rias, aun  en  tiempo  de  paz,  por  causas  de  conveniencia  pu- 
blica. Atribuyele  el  nombramiento  de  los  magistrados  de  las 
cortes  suprema  y  superiores,  que,  por  primera  vez  en  la  his- 
toria constitucional  do  la  República,  lo  reciben  de  por  vida. 
Permite  la  elección  para  el  Congreso  de  los  empleados  ejecu- 
tivos, lo  que  unido  al  veto,  mus  eficaz  ahora  que  antes,  da  al 
Presidente  una  influeocia  preponderante  en  la  acción  legisla- 
tiva. Itestablece,  en  fin,  el  consorcio  de  la  Iglesia  y  del  Estado, 
y  vuelve  á  dar  (Art°4i)  á  la  juventud  la  educación  religiosa. 
No  omitió  ciertamente  declarar  y  definir  garantías,  retroce- 
iendonopoco  en  el  camino  andadodela  autonomía  individual, 
eomo  cuando  restablece  la  pena  capital,  que  sin  retraer,  man- 
tiene la  índole  de  la  barbarie,  y  el  crimen  resultado  suyo ;  y 
como  cuando  sujeta  de  nuevo  la  imprenta  al  capricho  de  au- 
toridades ó  de  jueces  incompetentes,  ahogando  asi  la  única 
voz  segura  de  la  opinión.  Si  á  lo  menos  hubiera  medianadis- 
posicion  en  el  nuevo  Gobierno  á  respetar  las  garantías  decla- 
radas, tendría  el  derecho  de  alegar  buena  fi5.  Pero  la  pronta 
suspensión  impuesta  á  los  periódicos  que  no  elogian  A  ese 
Gobierno,  y  la  dejiortacion,  sin  juicio  previo,  de  notables 
lUdadauos  disidentes,  bastarían  pura  calificar  de  mero  ludí- 
.0  la  llamada  Uegeneracion  colombiana. 


—  i6  — 


VENEZUELA 


Siete  años  después  de  expedida  la  constitución  inserta  á  la 
páj.  103  y  siguientes,  recibió  no  pocas  reformas,  contenidas 
en  un  nuevo  instrumento  derogatorio  del  primero,  que  se 
acordó  en  4  y  se  mandó  ejecutar  en  27  de  abril  de  1881. 

He  aquí  los  puntos  principales  de  la  reforma  :  lo  Los  20  Es- 
tados federales  que  formaban  la  Union  Venezolana  y  cuyos 
nombres  se  mencionan  en  las  dos  precedentes  constituciones, 
se  reducen  &  nueve,  compuestos  cada  uno,  en  su  mayor  parte, 
de  dos  ó  mas,  de  los  primeros,  y  se  denominan  ahora  :  de 
Oriente,  Guzman  Blanco,  Carabobo,  Sur  de  Occidente,  Norte 
de  Occidente,  los  Andes,  Bolívar,  Zulia,  y  Falcon.  Estos  dos 
últimos  no  han  sufrido  alteración  alguna.  Los  antiguos  Estados 
forman  secciones  de  los  nuevos,  los  cuales  tienen  cierto  rango 
político  especial,  arbitrio  ideado  para  acallar  los  clamores  de 
los  Estados  que  se  consideraban  suprimidos. 

2<^Comp()nese  ahora  el  Senado  de  tres  miembros  por  cada 
nuevo  Estado,  en  vez  de  dos  por  cada  uno  de  los  anteriores. 

3o  Consta  el  Poder  Ejecutivo  de  un  Consejo  Federal  y  de  un 
Presidente  con  su  Ministerio.  Fórmase  el  Consejo  de  un 
Senador  y  un  Diputado  por  cada  una  de  las  entidades  políticas, 
es  decir,  los  Estados  y  el  Distrito  federal.  Pudiera  decirse  que 
las  funciones  propias  del  Ejecutivo  están  divididas  en  dos 
categorías  :  las  de  la  la ,  que  son  las  principales,  requieren  el 
voto  afirmativo  del  Consejo;  las  de  la 2*,  de  orden  inferior,  se 
ejercen  por  el  Presidente  solo,  mediante  la  refrendación  del 
respectivo  Ministro.  Tanto  el  Consejo  como  el  Presidente 
tienen  la  duración  de  dos  años. 

4o  Ademas  de  la  Alta  Corte  Federal,  se  establece  una  Corte 
de  Casación  compuesta  cada  una  de  siete  plazas.  Los  miem- 
bros déla  U  son  elegidos  por  el  Congreso,  mediante  propues- 
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tas  de  las  agrupaciones  que  formen  en  él  los  senadores 
diputados  de  cada  Estado,  y  losmiembrosdela  2iSon elegidos 
por  el  Consejo  federal,  mediante  propuestas  de  las  Legislaturas 
délos  Estados.  —  Tiene  laCorte  de  (.lasacion,  á  más  délas 
ftmciones  propias  de  estos  tribunales  de  última  Instancia,  las 
de  conouerde  las  causas  de  responsabilidad  que  se  promuevan 
contra  los  altos  funcionarios  do  los  Estados,  aplicando  las 
leyes  de  éstos  en  materia  de  responsabilidad,  y  las  de  dirimir 
las  competencias  que  se  susciten  entre  los  empleados,  ó  fun- 
cionarios, del  orden  judicial,  en  Ins  distintos  Estados,  ó  en  los 
de  uno  mismo  sí  uo  hubiese  enél  quien  lo  hagn. 

Pretenden  los  autores  o  promovedores  de  esla  reforma  que. 
lio  menos  en  la  organización  del  Poder  Ejecutivo,  se 
asimila  boy  t  la  de  Suiza.  Pero  quizá  en  la  sustancia  se  acer- 
caba más  antes,  se^^un  se  expuso  enlapáj.  172,  pues  que  ahora, 
idel  consejo  federal  suizo,  no  tiene  el  venezolano  sino  el 
lombre.  En  efecto,  el  primero  ejerce  el  Poder  Ejecutivo  por 

itero,  como  se  expuso  también  en  la  pi^j.  citada,  uo  sólo  en 

aato  al  cúmulo  de  lasfitnciones,  sino  en  cuanto  á  la  indepeu- 

iQcia  en  su  desempeño;  mientras  que  el  segundo,  esto  es,  el 
le  Venezuela,  súlo  ejerce  ciertas  funciones,  liJen  que  las  piás 
importantes.  Y  no  lo  hace  sino  cooperando  con  el  Presidente, 
qae  en  Suiza  es  un  mero  agente  del  Consejo,  Por  manera  que 
él  Consejo  federal  venezolano  es  en  el  fondo  lo  que  en  el 

lismo  pais  y  otros  sollama  consejo  de  Estado,  pero  cuyo 
Aclamen  no  es  de  mera  consulta,  sino  requerido  afirmativa- 
mente como  condición  necesaria.  Y  habiendo  tamlñen  allí 
Consejo  de  Estado,  mero  consultor,  juzgamos  que  es  una 
entidad  supererogatoria,  toda  vez  que  el  otro  puede  asumir 
esa  categoría  en  los  actos  que  no  desempeña  por  derecho 

■opio. 

Otra  diferencia  notable  en  la  presente  organizacioa  cons- 
titucional de  las  dos  Repúblicas  es,  que  en  Suiza  hay  un  Chan- 
ciller nacional  para  la  refrendación  de  todos  los  actos,  asi 
ejecutivos  como  legislativos  (páj.  1781,  mientras  que  en  Vene- 
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zuela  hay  Ministros  que  refrendan  los  actos  ejecutivos^  y  secre- 
tarios de  las  cámaras  para  refrendar  los  legislativos. 

Si  el  Consejo  de  Estado  es  supererogatorio,  no  lo  es  menos, 
á  nuestro  parecer,  la  Corte  de  Casación,  cuyas  atribuciones  po- 
drían bien  desempeñarse  por  la  A.lta  Corte  federal,  como  se 
habia  hecho  antes,  pues  no  alcanzamos  la  necesidad  especial 
de  la  nueva  institución.  Por  lo  demás,  se  comprende  que  tam- 
bién la  nueva  podría  ejercer  las  atribuciones  déla  Alta  Corte, 
y  la  cuestión  sería  de  nombres,  como  lo  prueba  el  hecho  de 
que  la  corte  suprema  (ó  Alta  Corte)  en  alguna  otra  República 
se  denomina  Corte  de  Casación.  Tal  era  el  caso,  por  ejemplo, 
en  Bolivia,  por  su  constitución  de  1871,  cuyo  art.  82  (páj. 
338, 1. 1)  especifica  tales  atribuciones,  cuales  tendrían  reunidas 
las  dos  cortes  de  Venezuela,  ó  sea,  las  mismas  que  tenia  su 
Alta  Corte  federal  por  la  constitución  de  1874,  art.  89,  páj.  130 
del  presente  volumen. 

De  todas  las  reformas  introducidas  por  la  novísima  cons- 
titución, la  más  importante  es  sin  duda  la  que  consiste  en 
reducir  á  nueve  los  veinte  Estados  de  que  antes  constaba  la 
Union  :  cosa  que  ya  se  habia  indicado  en  esta  obra,  á  la  páj. 
158,  t.  II  Y  á  fe  que  no  son  las  otras  reformas  condiciones 
precisas  ni  aun  conducentes  á  la  marcha  ordenada  ni  á  la 
buena  administración  pública,  que  ha  gozado  aquella  inte- 
resante región  suramericana  en  los  últimos  años.  De  la  buena 
administración  depende  mucho  el  orden,  porque  todos  los 
hombres,  nacionales  y  extranjeros,  que  no  se  preocupan  (y 
son  los  más)  con  las  altas  cuestiones  políticas  ó  financieras,  ni 
son  muy  exigentes  en  materia  de  amplia  libertad,  se  interesan 
en  el  mantenimiento  de  una  situación  que  hallan  muy  tole- 
rable, comparada  con  las  dudosas  que  se  buscan  por  medios 
violentos,  ya  en  sí  mismos  desastrosos. 

Dicen  con  el  adagio  ingles  :  let  icell  enoiígh  alofir. 


MÉJICO 


I 


Vencido  el  período  presidencial  del  general  Porfirio  Díaz, 
que  comenzó  en  1877,  Tué  electo  Presidente  el  general  Gonzá- 
lez; y  transcurrido  su  periodo,  recayó  segunda  vez  la  elección 
en  el  mismo  general  Díaz.  Recuérdese  (páj.  278  y  siguientes) 
que,  cuando  en  1876  se  reeligió  al  presidente  Lerdo  de  Tejada, 
hubo  una  revolución  fundada  en  manejos  eleccionarios  im- 
propios, que  falseaban  los  trámites  y  bacian  espúrea  la  elec- 
oion  de  Lerdo.  Triunrante  la  revolución,  dio  por  resultado  la 
elección  de  Díaz,  y  la  reforma  constitucional  (páj.  370),  pro- 
puesta por  él,  que  prohibió  la  reelección  del  Presidente,  lo 
^e  se  avenía  con  el  tenor  de  la  mayor  parte  de  las  constitu- 
«iODes  bispano-americanas. 

Pues  bien,  en  1887  se  lia  becbo  la  opuesta  reforma,  que, 
qirobada  por  los  dos  tercios  de  las  legislaturas  de  los  Estados, 
««declaró  consumada  porel  Congreso  en  el  mes  de  octubre, 
con  el  lin  maitifícsto  de  que  el  presidente  Díaz  sea  candidato 
para  la  reelección.  Con  este  motivo  el  Ncir  Vorli  Times, 
de  6  dei  mismo  mes,  cuando  ya  se  conocía  en  ios  Estados  Uni- 
dos la  acción  de  las  legislaturas,  se  expresó  de  este  modo: 
<  Al  lin  Méjico  parece  baber  comprendido  la  insensatez  de 
iocApacitar  á  un  administrador  para  servir  á  su  país  en  un 
momento  de  suprema  necesidad  ;  y  en  adelante  la  ambición 
de  obtener  la  recompensa  de  un  voto  popular  de  confianza  se 
Agregará  á  los  otros  estímulos  para  hacer  verdaderos  patrio- 
tas á  los  Presidentes  mejicanos.  El  becbo  de  haberse  obtenido 
los  dos  tercios  de  listados  para  la  reforma  es  una  buena 
prueba  de  la  fuer/a  relativa  en  amigos  y  enemigos  del  presi- 
dente Diaz.  Herá  el  primer  Ejecutivo  que  pueda  aprovecbar  la 
au«va  leyi  ó  mejor  dicho,  es  claro  que  ella  ba  tenido  por  objeto 
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asegurar  su  elección  par%  un  segundo  periodo.  Semejante  voto 
demuestra,  á  no  dudarlo,  que  su  administración  progresista 
tiene  el  apoyo  de  una  mayoría  de  los  Estados  mejicanos,  ¿ 
indica  que  al  terminar  su  actual  periodo  será  reelecto,  á  menos 
que,  en  el  entre  tanto,  pierda  por  algún  error  garrafal  la  con- 
fianza de  sus  conciudadanos.  > 

Un  amigo  fervoroso  del  general  Diaz,  que  tuviese  al  propio 
tiempo  cierta  dosis  de  sensatez,  habria  fundado  la  conyeníencia 
de  la  reforma,  que  permite  su  reelección  en  consideraciones 
de  otro  orden.  Habría  manifestado  que  no  habiendo  al  presente 
ningún  candidato  para  suceder  á  Diaz,  que  inspire  la  misma 
confianza  al  país  en  general,  sería  imprudente  privarse  de  sus 
relevantes  dotes  administrativas,  de  que  tiene  dadas  pruebas 
prácticas,  aunque  no  sea  hombre  de  refinada  educación  política. 
Ante  estos  beneficios,  inestimables  en  un  país  victima  fre- 
cuente de  la  malversación  fiscal  y  de  la  corrupción  política 
y  que  apenas  convalece  de  seríDS  desastres,  puede  muy  bien 
disimularse  que,  para  extender  algo  más  la  actual  situación 
favorable,  se  ocurra  á  ejecutar  una  reforma,  grave  en  lo  or- 
dinario y  como  institución  permanente,  pero  que  podría  ser 
pasajera  en  obsequio  de  circunstancias  transitorias. 

Sobre  los  razonamientos  del  X.  Y,  Tinics  el  amigo  sensato 
de  Diaz,  como  todo  hispano-americano  sincero,  sabría  bien  á 
qué  atenerse,  y  adniiraria,  sOnriendose,  la  simplicidad  del 
diario.  Sus  argumentos  para  la  reelección  no  la  limitan  de 
modo  alguno  ;  y  como  la  influencia  oficial  crece  con  el  tiempo 
que  duran  los  titulares  en  su  puesto,  la  reelección  podria  con- 
vertirse en  indefinida,  lo  que  equivale  á  perpetuidad  en  el 
mando,  que  nadie  consentiría.  Suponer  que  el  aliciente  de  la 
reelección  estimula  á  bien  conducirse  y  á  engendrar  ó  robuste- 
cer el  patriotismo  de  los  administradores  presidenciales,  es 
sumamente  pueril.  La  experiencia  de  que  el  amor  desen- 
frenado al  podoi"  y  á  la  explotación  abusiva  del  tesoro  pú- 
blico incita  de  ordinario  á  los  Presidentes  hispano-america- 
nos  para  ejercitar  su  desmedida  influencia,  haciéndose  elegir 


—  31  — 

I  euando  es  permitido,  y  aun  á  veces  cuando  no  lo  es,  ha  pro- 
ducido ia  casi  unánime  probibicion  en  las  constituciones  de 
ísquellos  países  de  reelegir  sHs  Presidentes,  sino  es 
in  periodo,  en  el  quü  no  tienen  la  ínlluencía  úliuial. 
En  mucho  menor  grado,  aun  en  los  Estados  unidos  se  ba 
Itemido  y  se  teme  la  grande  Inlluencia  que  el  Presidente 
I  •tiene  en  las  elecciones,  y  hay  mucho  celo    en  que  no    se  per- 
I  petue  ningún  Presidente,  invocándose,  basta  ahora  con  buen 
*  éxito,  el  ejemplo  de  Wasliington,  que  no  consintió  en  una 
segunda  reelección.  Ni  ha  faltado  opinión  para  una  reforma 
constitucional    que  prohibiese  la   primera,  aunque  para  ello 
hubiese  de  extenderse  un  poco  el  término,  v.  g.  á  seis  años  ; 
.  y  ésa,  entre  otras  reformas,  se  discutía  en  la  prensa  por  el 
[  tiempo  en  que  ocurrió  la  guerra  de  separación  en IStil, Fueron 
rilas  adoptadas  en  la  constitución  de  la  Confederación  del 
Bur,  cuyo  Presidente  estaba  destinado  1  durar  seis  años, 
Mro  no  era  reeligible. 

I  Fácilmente  se  concibe  que  la  odiosidad  producida  entre 
s  vencedores  contra  todo  lo  perteneciente  á  los  vencidos, 
LStaria  para  matar  la  idea,  que  por  lo  tanto  ha  quedado 
reducida  á  punto  bistórico  muy  subalterno.  Lenta  como  es  la 
lisposicion  á  reformas  políticas  en  los  Estados  Unidos,  viene 
'además  en  apoyo  de  aquella  mala  voluntad ;  más,  con  lodo,  el 
peligro  de  los  abusos  eleccionarios  es  tan  verdadero,  que 
apenas  un  Presidente,  más  ambicioso  que  la  generalidad,  se 
esfuerce  con  sus  medios  poderosos  para  hacerse  reeligir,  ese 
pueblo  sensato  abrirá  los  ojos,  y  sacudirá  su  tendencia  funser- 
I  Vadora  ú  de  statu  quit  tan  propia  de  la  raza  anglo-sajona, 
adoptando  en  la  constitución /rmn/aníe  la  reforma  delacoos- 
ntucion  (/ejrcjíaiírt  enl8(i5. 


•» 


SALVADOR 


Entendemos  qne  la  eonsiitacion  de  esta  República  ha  reci- 
bido ana  reforma  en  cnanto  al  periodo  presidencial,  punto 
de    supremo    interés   en  los   Estados    centro-americanos. 


HONDURAS 


Protegido  por  el  presidente  Barrios,  de  Guatemala,  fuélo 
de  Honduras  en  1876  el  Dr.  Aurelio  Soto,  joven  abogado 
de  talento,  bajo  cuyos  auspicios  se  dio  en  1878,  una  consti- 
tucion,que  no  hemos  podido  obtener.  Soto  se  ausentó  en  1883 
á  California  de  donde  envió  su  renuncia,  que  atribuimos 
al  deseo  de  no  ser  considerado  por  más  largo  tiempo  como 
favorecedor  de  Barrios. 


GUATEMALA 


No  cumplió  la  dictadura  autorizada  por  la  Asamblea  de 
1870  (páj.  4']2)  los  cuatro  años  fijados  por  su  decreto  de  23 
octubre.  El  general  Presidente  J.  Rufino  Barrios  convocó  á 
otra  Asamblea  nacional  constituyente  en  1879,  y  ésta  dio  á  11 
de  diciembre  una  ley  constitutiva,  que  se  mandó  ejecutar  el 
dia  siguiente,  y  que  insertamos  á  continuación.  Llamamos  la 
atención  del  lector  ú  varios  puntos  : 

1°  Declara  guatemaltecos  naturales  á  los  hijos  de  las  demás 
Repúblicas  centro-americanas,  que  no  se  reserven  su  naciona- 


^F  lidad  (art. 


I; 


lidad  (art.  ti"),  y  aun  los  hace  elegibles  para  la  ProFiideiicia 
(art»  65,  in.  1').  Kacilita  mucho  la  naturuli /.ación  de  los  extran- 
jeros (art"  10),  en  los  casos  en  que  sean  nombrados  para  el 
ejercicio  de  funciones  que  suponen  la  calidad  de  ciudadano 
I  i(Dacional  quiso  decir),  y  acepten  el  nombramiento.  Pero  no 
I  comprendemos  por  qué,  exigiendo  la  edad  de21  años  para  la 
ciudadanía  política  (art»  8,  in.ln),se  contenta  con  la  de  18  piira 
los  guatemaltecos  que  pertenecen  al  ejército. 

Son  do  notar  las  disposiciones  siguientes  :  1"  la  que  pro- 
hibe toda  institución  á  favor  de  manos  muertas  (art"  2); 
2"  la  del  art"  24,  quo  establece  tolerancia  de  todos  los  cultos, 
dentro  de  los  templos,  sin  ningunapreferencia;  3'' la  que  pro- 
hibe (art"  25)  el  establecimiento  de  congregaciones  conven- 
}  tuales  é  instituciones  monásticas;  y  4"  la  que  por  el  art"  30 
premune  contra  ser  detenido  ¿  preso,  sino  por  causa  de 
delito  ó  culpa,  lo  que  en  rigor  prohibe  la  prisión  por  deudas 
y  aun  la  conscripción  forzada  para  el  servicio  militar,  Pero 
^^^odas  estas  novedades  quedan  comprometidas  por  el  art"  30, 
^^■pae  autoriza  al  Presidente  para  suspender  las  garantías  indt- 
^^■liduales,  c  si  el  territorio  de  la  nación  fuere  invadido  ó  ata- 
^Hsado,  ó  estuviese  por  algún  motivo  amenazada  la  tranqui- 
^VUdad  pública.  » 

^P       3"  Confiere  el  Poder  Legislativo  (art'  40)  á  una  sola  Asam- 
blea, lo  que  se  halla  sujeto  á  un  triste  dilema  :  el  apasiona- 
miento de  los  miembros, como  eu  la  célebre  Convención  francesa 
del  siglo  pasado ;  ó  su  sometimiento  al  Poder  Ejecutivo,  como 
■    sucedió  alguna  vez  en  el  Ecuador.  Ya  veremos  que  en  üuate- 
^B  mala  mismo  la  unidad  de  cAmara  tiene  amenazada  de  muerte 
^■<la  constitución. 

^^p  4'  No  menos  peligrosa,  en  otro  sentido,  era  la  duración  del 
^^■Presidente,  quo  se  extendía  áseis  años  (art"  fS(j)  sin  prohibición 
^^BUe  ser  reelegido',  lo  que  equivalía  (enGuatemala  tan  acostum- 
^^brada  á  Presidentes  vitalicios)  á  duración  indelinida,  y  á 
^^Mespotismo,  conspiraciones  é  intranquilidad. 

^^^V  *  1.  Itofnniiaila  en  enlit  (lurlu  iilliioamantQ. 
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5^  En  tin,  para  cada  sección  política  ó  departamento  (divi- 
siones del  Estado)  nombra  libremente  el  Poder  Ejecntifo 
nacional  un  jefe  político  á  su  entera  devociofi.  Ni  lo  están 
menos  las  Municipalidades  (art^97  y  98),  no  obstante  su  elec- 
ción popular  directa.  Y  puede  inferirse  aquella  devoción  del 
calificativo  dado  por  un  periódico  á  ciertos  Municipios  : «  gru- 
pos de  indios  que  no  saben  leer  ni  escribir.  > 

Continuaría  el  general  Barrios  ejerciendo  el  mando  supre- 
mo de  la  República,  hasta  que  tomase  posesión  el  Presidente 
electo  para  el  I*""  período  constitucional,  que  habia  de  comen- 
zar el  15  de  marzo  de  1880  (disposiciones  transitorias)  y  no  se 
sorprenderá  el  lector  de  saber  que  la  elección  recayó  en  el 
mismo  general,  cuya  tiranía  llegó  á  hacerle  famoso.  — 
Apesar  de  lo  dicho  en  la  páj.  424  de  este  volumen.  Barrios 
habia  revi\ido  la  cuestión  de  límites  con  Méjico,;  pero  bien 
persuadido  de  que  no  podia  resolverla  decorosamente  de  otro 
modo,  solicitó  la  mediación  del  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos,  y  aun  se  trasladó  á  Washington  en  1884  para  facilitar 
la  solución.  Seguramente,  aconsejado  por  el  mediador,  terminó 
la  dificultad  abandonando  su  pretensión,  y  reconociendo  explí- 
citamente la  soberanía  de  Méjico  sobre  el  territorio  disputado, 
de  Ghiapas,  lo  cual  llamó  arreglo. 

Según  rumores  fundados,  Barrios  acordó conlos Presidentes 
del  Salvador  y  de  Honduras  restablecer  de  hecho  la  Union 
rentro-americana;  y  al  efecto  movió  fuerzas  considerables,  que 
debían  obrar  de  concierto  con  las  del  Salvador.  Mas  ambos 
cooperadores  se  arrepintieron  de  su  intento,  si  es  que  alguna 
vez  lo  tuvieron  en  realidad.  Sea  lo  que  fuere  de  estos  an- 
tecedentes, el  Dr.  Rafael  Zaldívar,  presidente  del  Salvador, 
lejos  de  cooperar,  se  manifestó  hostil  al  pensamiento  de  la 
Union ;  púsose  en  campaña  contra  Barrios,  é  invocó  la  inter- 
vención de  Méjico  y  de  los  Estados  Unidos  en  los  momentos 
en  que  Barrios  se  había  ya  lanzado  proclamando  la  empresa. 
Juzgándose  éste  bastante  fuerte,  revolvió  empezar  por  la  con- 
quista del  Salvador  que  invadió.  Resistióle  Zaldívar,  y  en  la 


«talla  de  Chalchuapa  murió  Barrios  el  2  de  abril  1880,  per- 
jtiéndola  por  consiguiente,  con  lo  que  terminó  la  guerra.  En- 
irgóse  de  la  Presidencia  de  Guatemala,  como  2°  Designado, 
jf  por  renuncia  del  i°  el  6  del  mismo  mes,  el  general  Manuel 
¡Sandro  Barillas,  uno  de  los  corifeos  de  la  revolución  liberal 
jpQtra  Ceraaen  1871,  que  encabezó  Dn,  Manuel  Garcia  Grána- 
los (p^.  tól). 

f  A  20  de  octubre  del  mismo  aflo  1885,  se  adoptaron  por  la 
gfislatura  reformas  constitucionales  que  se  suponían  hostiles 
jt  Presidente.  Creció  el  clamor  de  sus  adeptos  contra  los  actos 
e  la  Asamblea  en  188(),  que  se  consideraban,  no  sólo  hostiles 
I  Barillas,  sino  refractarios  délos  principios  Uberates  déla 
icuela  de  Barriosy  del  mismo  Barillas,  Hubo  con  este  mo- 
Kvo  muchas     manifestaciones    populares  de  municipios  y 
recindarios,  en  que  se  condenaba  la  conducta  déla  mayoría 
ela  Asamblea,  tal  vez  exagerada  por  falta  de  coutrapeso,  se 
a  caliñcaba  de  sediciosa  y  retrógrada,  se  encomiaba  al  pre- 
ídente  Barillas,  y  se  manifestaba  en  él  la  más  absoluta  cor- 
knza,  estimulándole  á  tomar  cualquier    medida  necesaria, 
]|lpor  extrema  que   pareciese,  i  para  mejorar  la  situación. 
Era    mal  principio,    que    tendria  su   natural    desarrollo. 
Empezó  el  Presidente  á  temer  por  la  tranquilidad  pública 
y  usando  de  una  de  sus  más  peligrosas  atribuciones,  sus- 
pendió por  decreto  de  setiembre,  n"  376,  algunas  de  las  ga- 
rantías   individuales.    Crecieron    sus  temores,  y  no  seria 
mucho  que  ahora  fuesen  fundados,  porque  habia  iniciado  la 
famosa  ley /"üía/oria  :  t  se  conspira  porque   se  oprime,   y   se 
oprime  porque  se  conspira.  >  Ocurrió,  pues,  á  expulsiones  de 
varios  ciudadanos  sindicados  de  conspiración  contra  el  orden, 
B  decir,  contra  ei  Gobierno.  Beunida  la  Asamblea  legislativa 
)  1887,  fué  objeto  su  mayoría  de  las  mismas  acusaciones  que 
icibiera  la  anterior,  y  la  pasión  política  se  enardecía.  Dio  al 
D  el  presidente  Barillas  un  paso  más  serio,  que  ya  no  estaba 
1  aun  dentro  de  sus  más  amplias  atribuciones.  Por  decreto 
I*88Ü,  de  2U  de  junio,  y  á  la  vuelta  de  muchos  considerandos. 
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€  asumió  el  Poder  Supremo  de  la  Nación,  quedando  enew- 
secuencia  suspenso  el  régimen  constitucional ;  y  se  con?M6 
á  una  asamblea  constituyente,  que  se  instalarla  el  1*'  deo^ 
tubre.  >  Versaban  los  considerandos,  en  resumen,  sobre  estos 
dos  puntos  :  1^  Las  reformas  constitucionales  de  1885  limi- 
taban la  acción  benéfica  del  Presidente  ;  2*  Las  Asambleas  de 
86  y  87  habían  dado  muchas  leyes,  algunas  de    las  cuales 
eran  inconstitucionales,  que  también  obstruían  la    marcha 
del  Poder  Ejecutivo,   aun  privándole    de  recursos  fiscales, 
y  para  proveer  á  las  necesidades  públicas,  que  así  lo  deman- 
daban, se  ocurría  al  expediente  de  la  Dictadura,  etc.  Pero  el 
objeto  de  la  convocatoria  déla  nueva  Asamblea  no   era  otro, 
según  el   decreto  citado,  que  revisar    las  reformas  consti- 
tucionales de  85. 

Agravóse  la  situación  con  el  extrañamiento  del  Arzobispo  de 
Guatemala,  decretada  en  3  de  setiembre,  por  descome- 
dimiento al  Gobierno  en  una  nota  del  2,  en  que  se  oponia  á 
someterle  sus  actos  para  obtener  el  pase  requerido  por  la 
autoridad  civil.  Y  más  aun  todavía,  con  ciertas  ejecuciones 
ó  fusilamientos,  ocurridos  en  octubre,  de  rebeldes  que  se 
consideraban  ligados  con  otros  revolucionarios  del  Salvador 
y  de  Honduras  contra  sus  respectivos  gobiernos,  hallándose 
entre  los  primeros  el  vice-presidente  de  Guatemala,  Castañeda. 

Reunióse  la  Asamblea  el  !•  de  octubre,  conforme  al  decreto 
de  convocatoria;  y  ocupóse  sin  tardanza  en  la  revisión  de  las 
reformas  constitucionales  de  1885,  que  consistían  sustan- 
cialmente:  1°  en  reducirá  cuatro  años  el  período  presidencial; 
2"  en  establecer  la  sostitucion  del  Presidente  por  medio  de 
un  Vice,  eliminando  los  Designados  de  que  habla  el  art.°  69 
(instrumento  primitivo).  Ahora  bien,  la  Asamblea  de  1887  ha 
restaurado  en  un  todo  este  artículo,  y  también  el  06,  que 
fijaba  en  seis  años  el  período  presidencial,prohibiéndose  ahora 
la  reelección  inmediata.  En  resumidas  cuentas,  el  golpe  de 
estado  de  Barillas,  y  la  convocatoria  de  la  asamblea  consti- 
tuyente, y  la  revisión  de  las  reformas  primeras,  no  han  tenido 
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otro  objeto  que  suprimir  al  Vice-Presidente,  y  extender  el 
periodo  presidencial.  Si  la  rebelión  y  ejecución  de  Castañeda 
hubieran  precedido  á  la  supresión  de  su  empleo,podria  decirse 
que  ésta  originaba  en  la  rebelión ; -pero  las  apariencias  son  de 
lo  contrario,  á  saber,  que  la  insurrección  provino  de  la  pre- 
meditada alteración  constitucional.  En  uno  y  otro  caso,  lo 
presumible  es  que  Badilas  y  Castañeda  pertenecían  á  dis- 
tintos círculos  políticos,  y  que  no  cabían  ambos  en  el  Gobierno. 
Otra  presunción,  autorizada  por  los  hechos,  es  que  el  espí- 
ritu liberal  en  Guatemala  se  reduce  á  contrariar  el  catoli- 
cismo. 


I 


i; 


LEY   CONSTITUTIVA 

DE  LA 

REPÚBLICA     DE     GUATEMALA 

DBG  RETADA  POR  LA 

ASAMBLEA  NACIONAL   CONSTITUYENTE 

KN    11   DE   DICIEMBRE    DE     1879 


NOSOTROS  los  Representantes  del  Pueblo  Soberano  de 
Guatemala  :  convocados  lejitimamente  para  dar  la  ley 
fundamental  de  la  República ;  reunidos  en  suficiente 
número,  decretamos  y  sancionamos  la  Constitución 
que  sigue : 

TITULO  I. 

DE  LA  NACIÓN  Y    SOS   HABITANTES 

ART.  1.  —  Guatemala  es  una  Nación  libre,  soberana  é 
independiente.  Delega  el  ejercicio  déla  soberanía  en  las  au- 
toridades que  establece  la  Constitución. 

ART.  2.  —  Mantendrá  y  cultivará  con  las  demás  repú- 
blicas de  Centro-América,  Intimas  relaciones  de  familia  y 
reciprocidad.  Y  siempre  que  se  proponga  la  nacionalidad 
Centro-Americana  de  una  manera  estable,  justa,  popular  y 
conveniente,  la  República  de  Guatemala  estará  pronta  á  rein- 
corporarse en  ella. 

ART.  3.  —  El  Poder  supremo  de  la  Nación  es  republi- 
cano, democrático  y  representativo,  y  se  divide  para  su  ejer- 
cicio en  Lejislativo,  Ejecutivo  y  Judicial  y  habrá  en  sus  fun- 
ciones entera  independencia. 

ART.  4.  —  Los  guatemaltecos  se  dividen  en  naturales  y 
naturalizados. 

ART.  5.  —  Son  naturales  : 
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1*  —  Todas  las  personas  nacidas  ó  que  nazcan  en  Isri* 
torio  de  la  República,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  U 
padre,  con  excepción  de  los  hijos  de  los  ajenies  diplomátictt; 

2*  —  Los  hijos  de  padre  guatemalteco,  ó  l^jos  ilejitimosde 
madre  guatemalteca,  nacidos  en  el  extraiyero  desde  el  mo- 
mento en  que  residan  en  la  República,  y  aun  sin  esta  condidoa, 
cuando  conforme  á  las  leyes  del  pais  del  nacimiento  taviereB 
derecho  á  elejir  nacionalidad  y  optaren  por  la  guatemalteca. 

ART.  6.  —  Se  consideran  también  como  guatemaltecos 
naturales,  los  hijos  de  las  otras  repúblicas  de  Centro -América, 
por  el  hecho  de  encontrarse  en  cualquier  punto  del  territorio 
de  Guatemala,  á  no  ser  que  ante  la  autoridad  correspondiente 
manifiesten  el  propósito  de  conservar  su  nacionalidad. 

ART.  7.  —  Son  naturalizados  : 

1*  Los  Hispano- Americanos  domiciliados  en  la  Repúbli- 
ca, si  no  se  reservan  su  nacionalidad. 

2"  —  Los  demás  extranjeros  que  hayan  sido  naturaliza- 
dos conforme  á  las  leyes  anteriores. 

•S'  —  Los  que  obtengan  carta  de  naturaleza  con  arreglo  i 
la  ley. 

ART.  8.  — Son  ciudadanos  : 

1'  —  Los  guatemaltecos  mayores  de  21  anos  que  tengan 
renta,  oficio,  industria  ó  profesión  que  les  proporcione  me- 
dios de  subsistencia; 

2"  —  Todos  los  que  pertenecen  al  ejército  siendo  mayo- 
res de  18  años. 

ART.  9.  —  Los  derechos  inherentes  á  la  ciudadanía  son: 

1'  —  El  derecho  electoral; 

2"  —  El  de  opción  á  los  cargos  públicos  para  los  cuales  la 
ley  exija  esa  calidad. 

ART.  10.  —  En  los  casos  en  que  la  ley  exija  la  calidad 
de  ciudadano  para  el  ejercicio  de  alguna  función  pública, 
podrá  confiarse  á  extranjeros  que  reúnan  las  demás  calidades 
(íue  la  misma  ley  requiera  :  quedando  naturalizados  y  ciuda- 
danos por  el  hecho  de  su  aceptación. 


-  31  - 

ART.  11.  —  La  calidad  de  ciudadano  se  suspende,  se 
pierde  y  se  recobra  con  arreglo  á  la  ley. 

ART.  12.  —  Son  obligaciones  de  los  guatemaltecos  : 

1*  —  Servir  y  defender  á  la  patria  ; 

2»  —  Obedecer  las  leyes,  respetar  á  las  autoridades  y  ob- 
servar los  reglamentos  de  policía ; 

3*  —  Contribuir  de  la  manera  que  establezca  la  ley  á  los 
gastos  públicos. 

.ART.  13.  —  Los  extranjeros  desde  el  instante  en  que 
lleguen  al  territorio  de  la  República,  están  estrictamente 
obligados  á  respetar  á  las  autoridades  y  observar  las  leyes, 
y  adquieren  derecho  á  ser  protejidos  por  ellas. 

ART.  14.  —  Ni  los  guatemaltecos  ni  los  extranjeros  po- 
drán en  ningún  caso,  reclamar  al  Gobierno  indemnización 
alguna,  por  daños  y  perjuicios  que  á  sus  personas  ó  á  sus 
bienes  causaren  las  facciones. 

ART.  15.  —  Los  extranjeros  están  obligados  á  la  obser- 
vancia de  las  disposiciones  y  reglamentos  de  policía  y  á 
pagar  los  impuestos  locales  y  las  contribuciones  estable- 
cidas por  razón  de  comercio,  industria,  profesión,  propie- 
dad ó  posesión  de  bienes,  y  las  que  por  la  misma  razón  se 
establezcan  en  lo  sucesivo,  aunque  sea  aumentando  ó  dis- 
minuyendo las  anteriores. 


TITULO  II. 

DE  LAS   garantías. 

ART.  16.  —  Las  autoridades  de  la  República  están  ins- 
tituidas para  mantener  á  los  habitantes  en  el  goce  de  sus 
derechos,  que  son  :  la  libertad,  la  igualdad  y  la  seguridad 
de  la  persona,  de  la  honra  y  de  los  bienes. 

ART.  17.    —  Todo  poder    reside    originariamente  en  la 
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Nación:  los  funcionarios  no  son  dueños,  sino  depositins 
de  la  autoridad,  sujetos  y  jamás  superio  res  á  la  ley  y  aa- 
pre  responsables  por  su  conducta  oficial. 

ART.  18.  —  La  instrucción  primaria  es  obligatoria;  li 
sostenida  por  la  Nación,  es  laica  y  gratuita. 

ART.  19.  —  Toda  persona  es  libre  para  entrar,  penni- 
necer  en  el  territorio  de  la  República  y  salir  de  él;  salw 
los  casos  que  la  ley  determina. 

ART.  20.  —  La  industria  es  libre. 

El  autor  ó  inventor  goza  de  la  propiedad  de  su  obra  é 
invento  por  el  tiempo  que  señale  la  ley;  mas  la  propie- 
dad literaria  es  perpetua. 

ART.  21.  —  Todos  pueden  libremente  disponer  de  sos 
bienes,  siempre  que  al  hacerlo  no  contravengan  á  la  ley. 

Las  vinculaciones,  sin  embargo,  quedan  absolutamente 
prohibidas  y  toda  institución  á  favor  de  manos  muertas, 
exceptuándose  solamente  las  que  se  destinen  á  favor  de 
Establecimientos  de  Beneficencia. 

ART.  22.  —  Los  habitantes  de  la  República,  naciona- 
les ó  extranjeros,  pueden  dirijir  sus  peticiones  á  la  autoridad. 

La  fuerza  armada  no  puede  deliberar  ni  ejercer  el  de- 
recho de  petición. 

AIIT.  23.  —  Los  habitantes  de  la  República  tienen  asi- 
mismo libre  acceso  ante  los  Tribunales  del  país,  para  ejer- 
citar sus  acciones  en  la  forma  que  prescriben  las  leyes.  Los 
extranjeros  no  podrán  ocurrir  a  la  via  diplomática  sino  en 
los  casos  de  denegación  de  justicia.  Para  este  efecto,  no 
se  entiende  por  denegación  de  justicia,  el  que  un  fallo 
ejecutoriado  no  sea  favorable  al  reclamante. 

ART.  2't.  —  El  ejercicio  de  todas  las  relijiones,  sin  pre 
eminencia  alguna,  queda  garantizado  en  el  interior  de  los 
templos;  pero  ese  libre  ejercicio  no  podrá  estenderse  has- 
ta ejecutar  actos  subversivos  ó  prácticas  incompatibles  con 
la  paz  y  el  orden  público,  ni  da  derecho  para  oponerse 
al  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles  y  políticas. 
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ART.  25.  —  Se  garantiza  el  derecho  de  asociación  y  de 
reunirse  pacificamente  y  sin  armas ;  pero  se  prohibe  el  esta- 
blecimiento de  congregaciones  conventuales  y  de  toda  especie 
de  instituciones  ó  asociaciones  monásticas. 

ART.  26.  —  Es  libre  la  emisión  del  pensamiento  por  la 
palabra,  por  escrito  y  también  por  la  prensa,  sin  previa 
censura. 

Ante  la  ley  es  responsable  el  que  abuse  de  ese  derecho. 

Un  jurado  conoce  de  las  faltas  y  delitos  de  imprenta. 

ART.  27.  —  Todos  los  habitantes  de  la  República  son 
libres  para  dar  ó  recibir  la  instrucción  que  les  parezca  mejor 
en  los  establecimientos  que  no  sean  sostenidos  con  fondos  de 
la  Nación. 

ART.  28.  —  La  propiedad  es  inviolable  :  solo  por  causa 
de  interés  público  legalmente  comprobado,  puede  decretarse 
la  expropiación ;  y  en  este  caso,  el  dueño,  antes  de  que  su 
propiedad  sea  ocupada,  recibirá  en  moneda  efectiva  su  justo 
valor. 

En  caso  de  guerra,  la  indemnización  puede  no  ser  previa. 

ART.  29.  -  Todo  servicio  que  no  deba  prestarse  de  un 
modo  gratuito  en  virtud  de  la  ley,  ó  de  sentencia  fundada  en 
ley,  debe  ser  justamente  remunerado. 

ART.  30.  —  Ninguno  puede  ser  detenido  ó  preso,  sino 
por  causa  de  delito  ó  falta. 

La  ley  determina  los  casos  y  las  formalidades  para  proceder 
á  la  detención  ó  arresto. 

ART.  31.  —  Todo  detenido  debe  ser  interrogado  dentro 
de  cuarenta  y  ocho  horas;  la  detención  no  podrá  exceder  de 
cinco  dias ;  y  dentro  de  este  término,  deberá  la  autoridad  que 
la  haya  ordenado,  motivar  el  auto  de  prisión  ó  decretar  la 
libertad  del  prevenido. 

ART.  32.  —  A  ninguno  puede  ponerse  incomunicado 
8Íno  en  los  casos,  por  el  término  y  con  las  formalidades  que  la 
ley  establece ;  ni  sujetársele  á  restricciones  que  no  sean  indis- 
pensables para  su  seguridad. 
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ART.  33.  —  No  podrá  diciarse  aato  de  prisión,  sin  fK 
preceda  informadoo  sumaria  de  haberse  cometido  un  defili 
que  merezca  pena  corporal  ó  pecuniaria,  y  sin  que  concomí 
motivos  suficientes  según  la  ley,  para  creerse  qae  la  per»» 
detenida  es  la  delincuente. 

ART.  34.  —  La  Constitución  reconoce  el  deredio  de 
^Habeos  Corpus**  ó  sea  la  exhibición  personal. 

ART.  35.  —  Ninguno  puede  ser  obligado  á  declarar  en 
causa  criminal  contra  si  mismo,  contra  su  consorte,  ascen- 
dientes, descendientes  y  hermanos. 

ART.  36.  —  Es  inviolable  en  juicio  la  defensa  de  la  per- 
sona y  de  los  derechos,  y  ninguno  podrá  ser  juzgado  por 
Tribunales  especiales. 

ART.  37.  —  La  correspondencia  de  toda  persona  y  sns 
papeles  privados  son  inviolables.  Sólo  por  auto  de  Juez  com- 
petente podrá  detenerse  la  primera  y  aun  abrirse,  y  ocuparse 
los  segundos,  en  los  casos  y  con  las  formalidades  que  la  ley 
exije. 

ART.  38.  —  El  domicilio  es  inviolable.  La  lev  determi- 
na  las  formalidades  y  los  casos  en  que  únicamente  puede  pro- 
cederse  alallauamiento. 

ART.  'D^K  —  Si  el  territorio  de  la  Nación  fuere  invadido 
o  atacado.  •  estuviese  por  algún  motivo  amenazada  la  tranqui- 
lidad publica,  el  Presidente,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  podrá  suspender  por  un  decreto,  las  ganintias 
individuales  á  que  se  refiere  este  titulo,  espresando  si  la  sus- 
pensión comprende  á  toda  la  República  o  á  uno  ó  varios 
departamentos  de  la  misma  y  dando  cuenta  á  la  Asamblea  en 
sus  pruximas  sesiones. 
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TITULO  III. 

DEL   PODER  LEJISLATIVO 

SECCIÓN  I. 
Organización  del  Poder  Lefislativo. 

ART.  40.  —  El  Poder  Lejislativo  reside  en  la  Asamblea 
Nacional. 

ART.  41.  —  Se  reunirá  cada  año,  el  primero  de  Marzo, 
aun  cuando  no  haya  sido  convocada.  Sus  sesiones  ordinarias 
durarán  dos  meses  y  podrán  prorogarse  á  un  mes  mas. 

ART.  42.  —  La  Asamblea  no  puede  tener  sesiones  sin  la 
concurrencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  de  que 
se  compone. 

ART.  48.  —  Se  reunirá  extraordinariamente  cuando  haya 
sido  convocada  por  el  Poder  Ejecutivo  6  por  la  Comisión  per- 
manente, y  en  estos  casos  sólo  se  podrá  ocupar  de  aquellos 
asuntos  que  hayan  sido  objeto  de  la  convocatoria. 

ART.  44.  —  Los  Diputados,  desde  el  dia  de  su  elección, 
gozarán  de  las  siguientes  prerogativas. 

1*  -'  Inmunidad  personal  para  no  ser  acusados  ni  juz- 
gados si  la  Asamblea  no  autoriza  previamente  el  enjuicia- 
miento, declarando  haber  lugar  á  formación  de  causa,  pero  en 
el  caso  de  delito  infragantiy  podrán  ser  arrestados  : 

2*  —  Irresponsabilidad  por  todas  sus  opiniones,  por  su 
iniciativa  parlamentaria  y  por  la  manera  de  tratar  los  negocios 
en  el  desempeño  de  su  cargo  : 

Estas  prerogativas  no  autorizan  la  arbitrariedad  ó  excesos 
de  iniciativa  personal  de  los  representantes  : 

El  Reglamento  interior  establece  la  manera  de  reprimir  los 
abusos  que  puedan  cometerse. 
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ART.  45.  —  Hecha  la  declaración  á  que  se  refiere  el  i&- 
ciso  1*  del  articulo  anterior,  los  acusados  quedan  sujetos  ú 
Juez  competente  y  suspensos  en  sus  funciones  lejislativas, 
que  no  podrán  ejercer  sino  en  el  caso  de  ser  absueltos.  Si 
fueren  condenados,  quedarán  vacantes  los  asientos  y  se  man- 
dará proceder  á  nuevas  elecciones. 

ART.  46.  —  Si  la  Asamblea  no  estuviere  reunida,  la 
Comisión  permanente  declarará  si  há  ó  no  lugar  á  formación 
de  causa  contra  el  Diputado. 

ART.  47.  —  Si  algún  Diputado  fuere  aprehendido  infra- 
ganti,  será  puesto  inmediatamente  á  disposición  de  la  Asam- 
blea; y  en  su  receso,  de  la  Comisión  permanente. 

ART.  48.  —  La  Asamblea  se  compondrá  de  un  Diputado 
por  cada  ^.OOü  habitantes,  ó  por  cada  fracción  que  pase  de 
10.000. 

La  ley  designará  la  manera  de  hacerlas  elecciones ;  pero 
sin  modificar  el  principio  de  la  elección  popular  directa. 

ART.  40.  —  Para  ser  electo  Diputado  se  requiere  estar 
en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  y  tener  mas  de 
veintiún  años. 

ART.  50.  —  No  podrán  ser  electos  diputados  los  con- 
tratistas de  obras  6  servicios  públicos  de  cualquiera  clase,  que 
se  costeen  con  fondos  del  Estado,  y  los  que  de  resultas  de 
tales  contratas,  tengan  pendientes  reclamaciones  de  interés 
propio. 

Tampoco  podrán  serlo  los  Secretarios  de  Estado ;  y  por  el 
Departamento  ó  distrito  electoral  en  que  ejercen  sus  fun- 
ciones, los  Jefes  Políticos,  Comandantes  de  Armas,  Jueces  de 

1.  Instancia,  Administradores  de  rentas  públicas  y  Minis- 
tros de  los  cultos. 

ART.  51.  —  Los  diputados  durarán  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  cuatro  años ;  pero  la  Asamblea  se  renovará  por 
mitad  cada  dos  años.  Al  efecto,  antes  de  cerrar  sus  sesiones 
del  primer  año  constitucional,  hará  el  sorteo  de  los  diputados 
que  deban  salir  después  del  primer  biennio. 
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SECCIÓN  II. 
A  iribicciones  del  Poder  Lejislaíivo. 

ART.  52.   —  Corresponde  al  Poder  Lejislativo  : 

1*  —  Abrir  y  cerrar  las  sesiones  ordinarias  y  extraordi- 
narias ; 

2*  —  Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presidente  de  la 
República  y  proclamar  popularmente  electo  al  ciudadano  que 
hubiere  obtenido  mayoría  absoluta  de  votos ; 

3*  —  Elejir  Presidente  entre  los  tres  candidatos  que  ha- 
yan obtenido  el  mayor  número  de  sufrajios  en  el  caso  en  que 
no  hubiere  elección  popular  por  falta  de  mayoría  absoluta  de 
votos ; 

4*  Nombrar  los  designados  en  las  últimas  sesiones  de 
cada  año  : 

5»  —  Dar  posesión  al  Presidente  de  la  República  y  re- 
cibirle la  protesta  de  ley  : 

6*  —  Admitir  6  no,  según  lo  estime  conveniente,  la  re- 
nuncia que  haga  el  Presidente  de  la  República  : 

7*  —  Conceder  ó  no  permiso  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  ausentarse  del  territorio  de  Centro-América  y 
designar  en  este  caso  la  persona  que  deba  subrogarlo  du- 
rante  su  ausencia. 

ART.  53.  —  También  es  atribución  de  la  Asamblea,  de- 
clarar si  ha  lugar  ó  no  á  formación  de  causa  contra  el  Pre- 
sidente de  la  República,  Ministros  del  Despacho,  Conse- 
jeros de  Estado,  Majistrados,  Fiscales  de  los  Tribunales 
Superiores  y  Fiscales  del  Gobierno. 

La  ley  de  responsabilidades  determina  la  forma  del  pro- 
cedimiento, y  el  Tribunal  que  deba  conocer  en  la  causa. 

ART.  54.  —  Son  también  atribuciones  del  Poder  Lejis- 
lativo : 
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1«  —  Decretar,  interpretar,  reformar  y  derogar  las  le- 
yes que  deben  rejir  en  todos  los  ramos  de  la  Administra- 
ción: 

2o  _  Fijar  cada  año  los  gastos  de  la  Administración  pú- 
blica, aprobando  ó  reprobando  el  presupuesto  que  debe 
presentar  el  Poder  Ejecutivo  : 

3«  —  Decretar  las  contribuciones  ó  impuestos  ordinarios 
que  se  necesiten  para  cubrir  el  presupuesto  de  los  gastos  de 
la  Administración  y  los  créditos  reconocidos  : 

4'  Aprobar  ó  nó  anualmente  la  cuenta  que  debe  pre- 
sentar el  Ejecutivo,  de  los  fondos  invertidos  en  la  Admi- 
nistración pública,  así  como  de  ios  gastos  imprevistos  que 
hayan  sido  necesarios  : 

5*  Decretar  impuestos  extraordinarios  cuando  la  nece- 
sidad lo  exija  : 

6"  —  Autorizar  al  Poder  Ejecutivo  para  celebrar  contra- 
tos y  negociar  empréstitos  en  el  interior  ó  en  el  extranjero  y 
garantizar  el  pago  con  las  rentas  de  la  Nación : 

T  —  Examinar  las  reclamaciones  contra  el  erario  públi- 
co y  reconocidas  señalar  fondos  para  su  amortización  : 

go  —  Fijar  la  ley,  el  peso  y  el  tipo  de  la  moneda  nacio- 
nal y  fijar  también  el  sistema  de  pesas  y  medidas  : 

Qo  —  Aprobar  ó  reprobar  antes  de  su  ratiñcacion,  los 
tratados  y  las  convenciones  que  el  Ejecutivo  celebrare  con  los 
demás  países  : 

10'  —  Decretar  pensiones  y  honores  públicos  por  gran- 
des servicios  prestados  á  la  Nación  ; 

lio  —  Autorizar  al  Ejecutivo  para  que  emita  aquellas 
leyes,  que  por  su  estencion  no  puedan  ser  expedidas  por  el 
Poder  Lejislativo,  al  que  deberá  dar  cuenta  de  ellas  en  su 
oportunidad  ; 

12°  —  Conceder  facultades  extraordinarias  al  Ejecutivo 
cuando  lo  demande  la  necesidad  ó  el  interés  de  la  República; 
determinando  en  el  Decreto  cuáles  son  las  facultades  : 

13'  —  Aprobar  ó  reprobar  los  actos    que  hubiere   prac- 
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ticado  el  Poder  Ejecutivo  en  ejercicio  de  las  facultades  que  se 
le  hayan  concedido  : 

14"  —  Nombrar  al  Presidente,  Majistrados  y  Fiscales  de 
los  Tribunales  de  Justicia.  En  los  períodos  subsiguientes  la 
elección  será  popular  directa  : 

15»  —  Conferir  los  grados  de  Brigadier  y  Jeneral  de  Di- 
visión á  propuesta  del  Ejecutivo  : 

16'  —  Declarar  la  guerra  y  hacer  la  paz : 

17*  —  Decretar  los  indultos  jenerales  cuando  lo  exijiere  la 
conveniencia  pública. 

ART.  55.  —  Corresponde  asimismo  á  la  Asamblea : 

1*  —  Elejir  en  la  apertura  de  sus  sesiones,  el  Presidente, 
vice-Presidente  y  demás  funcionarios  que  componen  la  mesa, 
conforme  al  Reglamento  inlerior; 

2*  —  Calificar  las  elecciones  de  sus  respectivos  miembros, 
y  aprobar  ó  reprobar  sus  credenciales  ; 

3*  —  Admitir  ó  no  las  renuncias  que  presenten  y  mandar 
que  se  proceda  á  nuevas  elecciones,  para  llenar  las  vacantes 
que  ocurran  por  el  motivo  expresado  6  por  otro  alguno  : 

4«  --  Formar  el  Reglamento  de  su  régimen  interior: 

5"  —  Hacer  concurrir  á  los  diputados  ausentes  y  correjir 
las  faltas  ú  omisiones  de  los  presentes. 

SECCIÓN  III. 
De  la  formación  y  sanción  de  la  ley. 

ART.  56.  —  Las  leyes  pueden  tener  oríjen  en  la  Asam- 
blea, por  proposición  de  alguno  de  sus  miembros,  por  ini- 
ciativa del  Poder  Ejecutivo  ó  del  Judicial,  en  materia  de  su 
competencia. 

ART.  57.  —  La  Asemblea  para  ejercer  las  atribuciones  de 
que  hablan  los  artículos  54  y  55,  pondrá  á  discusión  el  asunto 
de  que  se  trate  en  tres  sesiones  diferentes,  celebradas  en  dis- 
tintos dias  y  no  podrá  votarse  hasta  que  se  tenga  por  suficien- 
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temente  discutido  en  la  tercera  sesión.  En  todas  las  demás 
ritualidades  de  procedimiento  observará  lo  todo  que  prescriba 
el  Reglamento  interior. 

ART.  58.  —  Aprobado  un  proyecto  de  ley,  pasará  al 
Ejecutivo  para  su  sanción. 

ART.  59.  —  El  Presidente  sancionará  y  mandará  pro- 
mulgar la  ley  votada  por  la  Asamblea,  pero  si  se  le  encontrare 
inconveniente,  podrá,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 
negar  su  sanción  y  devolverla  á  la  Asamblea,  dentro  de  diez 
dias  y  con  las  observaciones  que  estime  oportunas.  La  Asam- 
blea podrá  reconsiderar  desde  luego  el  proyecto  de  ley  ó 
dejarlo  para  las  sesiones  del  año  siguiente,  si  no  fueren  acep- 
tadas las  observaciones  hechas  por  el  Ejecutivo.  En  este  úl- 
timo caso,  si  la  Asamblea  ratificare  el  proyecto  con  las  dos 
terceras  partes  de  votos,  el  Ejecutivo  deberá  sancionar  y 
promulgar  la  ley. 

ART.  60.  —  Si  el  Ejecutivo  no  devolviere  el  proyecto  de 
ley,  después  del  término  de  diez  dias  contados  desde  su  re- 
misión, se  tendrá  por  sancionado  y  deberá  promulgarse  como 
ley.  Si  la  Asamblea  cerrare  sus  sesiones  antes  de  los  diez  dias 
en  que  puede  verificarse  la  devolución,  el  Ejecutivo  deberá 
hacerlo  dentro  de  los  ocho  primeros  dias  de  las  sesiones  or- 
dinarias del  año  siguiente. 

ART.  61.  — No  necesitan  de  la  sanción  del  Ejecutivo  las 
disposiciones  de  la  Asamblea,  relativas  á  su  réjimen  interior, 
á)a  calificación  de  elecciones  y  renuncia  de  los  elejidos,  á  la 
declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  formación  de  causa  contra 
los  funcionarios  públicos  que  expresan  los  artículos  44  y  oí], 
y  las  demás  disposiciones  consignadas  en  los  artículos  52y  55. 

SECCIÓN  IV. 
De  la  cornision  permanente, 

ART.  02.  —  La  Asamblea  antes  de  cerrar  sus  sesiones, 
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elejira  siete  de  sus  miembros,  para  que  formen  la  Comisión 
permanente,  debiendo  ésta,  en  su  primera  sesión,  designar  la 
persona  que  la  presida. 

ART.  63.  —Son  atribuciones  de  la  Comisión  permanente 
en  receso  de  la  Asamblea : 

1*  —  Declarar  si  ha  ó  no  lugar  á  formación  de  causa 
contra  los  diputados  en  los  casos  que  expresan  los  artículos 
44y53: 

2*  —  Dar  trámite  á  los  negocios  que  hubieren  quedado 
pendientes  para  que  pueden  ser  considerados ;  y 

3'  —Convocar  á  la  Asamblea  á  sesiones  extraordinarias 
cuando  la  exijencia  del  caso  lo  demande. 

La  comisión  permanente  se  reunirá  siempre  que  fuere  con- 
vocada por  el  que  la  presida. 


TITULO  IV. 

DEL  EJECUTIVO  Y  SUS  ATRIBUCIONES. 
SECCIÓN   I. 

Organización  del  Ejecutivo. 

ART.  64.  —  ün  ciudadano  con  el  titulo  de  Presidente  de 
la  república,  ejerce  el  Poder  Ejecutivo,  y  será  elejido  popular 
y  directamente. 

ART.  65.  —  Para  ser  elejido  Presidente  se  requiere  : 

1«  —  Ser  natural  de  Guatemala,  ó  de  cualesquiera  de  las 
otras  Repúblicas  de  Centro-América  : 

2*  —  Ser  mayor  de  veintiún  años : 

8*  —  Estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano ;  y 

4*  —  Ser  del  estado  seglar. 

ART.  66.  —  El  período  de  la  Presidencia  será  de  seis 
años. 
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Ar.I.  "'.  —  r.-  r"rr>:ÍT«:c  If  .i  Rrrabiioa  tendrá  para  el 
i-r^ri  i:  ir  *.:>  :it^  :•:.:>,  f.  -\:.zir::  ie  Secretarios  que  la  ley 
¿e:erzi:-i.    ^-  -  :-:-:riz::r-::   y  se;  iracion  corresponde  al 

AKT.  ^'^  —  í'í:-5.  ><^-  Se^rTUri:  .ie  Estado  se  requiere 
:e::fr  zuv5   i-?  vrinu.:-:  i':sv  estaren  ejercicio  de   los  de- 
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AHT.T?.  —  L:5  ^r.r-rUiirs  de  Lstado.  en  su  respectivo 
derartaüie::::.  i  :::rL:i:i::  las  proviieaoiasdel  Presidente. 

Todas  las  ^rienes  y  deni.ls  disposiciones  del  Poder  Ejecu- 
tivo delerár.  r.rdarse  y  con.urdcaxse  por  el  Secretario  del 
departameiito  á  que  corresiondan. 

ART.  7*.  —    La  responsabilidad  de    los    Secretarios  de 
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Estado  es  solidaria  con  la  del  Presidente  por  todos  los  actos 
de  éste  que  autoricen  con  su  firma. 

ART.  75.  —  Los  Secretarios  de  Estado  deberán,  en  los 
primeros  dias  de  las  sesiones  ordinarias  de  la  Asamblea,  pre- 
sentarle una  memoria  detallada  de  la  situación  de  los  negocios 
en  sus  respectivos  despachos. 

ART.  76.  —  Los  Secretarios  de  Estado  pueden  con- 
currir á  las  sesiones  de  la  Asamblea,  y  tomar  parte  en  sus 
deliberaciones.  Tienen  el  deber  de  darle  todos  los  informes 
que  se  le  pidan  y  el  de  contestar  alas  interpelaciones  que  se 
les  dirijan  sobre  los  negocios  de  la  Administración,  salvo 
aquellos  referentes  á  asuntos  diplomáticos  ú  operaciones 
militares  pendientes. 


SECCIÓN  II. 
De  los  deberes  y  alrihuciones  del  Poder  Ejecutivo. 

ART.  77.  —  Son  deberes  y  atribuciones  del  Poder  Eje- 
cutivo : 

1*  —-  Defender  la  independencia  y  el  honor  de  la  Nación 
y  la  inviolabilidad  de  su  territorio  : 

2*  —  Observar  y  hacer  que  se  observe  la  Constitución  y 
las  demás  leves : 

3o  —  Velar  por  la  pronta  y  cumplida  administración  de 
justicia: 

4*—  Velar  por  la  conservación  del  orden  público : 

5*  — Dar  á  los  funcionarios  del  Poder  Judicial  los  auxilios 
y  fuerza  que  necesiten,  para  hacer  efectivas  sus  providen- 
cias: 

6*  —  Dirijir  la  Instrucción  Pública,  crear  establecimien- 
tos de  enseñanza,  y  reglamentar  los  sostenidos  con  fondos 
nacionales. 

Tiene  también  la  suprema  inspección  sobre  las  escuelas  y 
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demás  establecimientos  de  enseñanza,  aun  cuando  no  sean 
sostenidos  por  los  fondos  nacionales  : 

7.  —  Cuidar  de  la  recaudación  y  administración  de  las 
rentas  nacionales  y  decretar  su  inversión  con  arreglo  á  las 
leyes  : 

8.  —  Nombrar  á  los  Secretarios  de  Estado,  admitir  su  re- 
nuncia y  separarlos  del  servicio : 

9.  —  Nombrar  á  los  Jueces  de  1*  Instancia  á  propuesta  en 
terna  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia : 

10.  —  Nombrar  á  los  funcionarios  del  orden  gubernativo 
y  militar;  trasladarlos  de  un  punto  á  otro  cuando  así  convenga 
al  buen  servicio  público : 

11.  Conferir  grados  militares  hasta  el  de  Coronel  inclusive: 

12.  Dirijir  la  fuerza  armada,  organizaría  y  distribuirla 
según  sea  conveniente : 

13.  -—  Levantar  la  fuerza  que  sea  necesaria  para  contener 
una  invasión  extranjera,  6  para  impedir  6  sofocar  las  insur- 
recciones interiores: 

14.  —  Nombrar  Ministros  Plenipotenciarios,  Residentes, 
Encargados  de  Negocios  y  Cónsules  para  el  servicio  de  la 
República  en  el  extranjero  : 

15.  —  Recibir  á  los  Ministros  y  demás  Enviados  de  otras  na- 
ciones y  dar  el  exequátur  á  las  Patentes  de  los  Cónsules  ex- 
tranjeros : 

16.  —  Expedir  pasaporte  á  los  Ministros  y  demás  Envia- 
dosde  las  otras  nacionesyretirarelexequaturálaspatentesde 
los  Cónsules  en  los  casos  prescritos  por  el  derecho  interna- 
cional : 

17.  —  Expedir  las  Ordenanzas  y  reglamentos  que  sean 
necesarios  para  facilitar  y  asegurar  la  ejecución  de  las  leyes  en 
todos  los  ramos  de  la  administración  : 

18.  —  Suspender  las  garantías  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros,  cuando  lo  exija  el  orden  público: 

19.  —  Someter  á  la  Asamblea  para  su  aprobación  los 
tratados  que  liubiere  celebrado; 
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20.  —  Convocar  á  la  Asamblea  á  sesiones  extraordinarias 
cuando  hubiere  asuntos  graves  y  urgentes;  y 

21.  —  Sancionar  las  leyes  y  promulgar  aquellas  dispo- 
siciones lejislativas  que  no  necesiten  de  la  sanción  del  Eje- 
cutivo. 

ART.  78.  -.—  El  Presidente  de  la  República  tiene  la  fa- 
cultad de  conmutar  la  pena  que  sea  mayor  en  la  escala  je- 
neral  de  la  penalidad,  en  la  inmediata  inferior ;  y  de  conceder 
indultos  por  delitos  políticos  y  aun  por  los  comunes  cuando 
la  conveniencia  pública  lo  exija  ó  el  peticionario  tenga  á  su 
favor  servicios  relevantes  prestados  á  la  Nación.  Una  ley 
reglamenta  el  ejercicio  de  esta  facultad. 

SECCIÓN  III. 
Del  Consejo  de  Estado. 

ART.  79.  —  El  Presidente  de  la  República  tendrá  un 
Consejo  de  Estado,  compuesto  de  los  Secretarios  del  Des- 
pacho y  de  nueve  Consejeros,  de  los  cuales,  cinco  serán  nom- 
brados por  la  Asamblea  y  cuatro  por  el  mismo  Presidente  de 
la  República. 

ART.  80.  —  El  Presidente  de  la  República  puede  nom- 
brar Consejeros  interinos  durante  el  receso  de  la  Asamblea 
para  llenar  las  vacantes  que  ocurran. 

ART.  81.  Para  ser  electo  Consejero,  se  requiere  tener 
mas  de  vientiun  años  de  edad  y  estar  en  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  ciudadano. 

ART.  82.  —  Los  Consejeros  durarán  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  dos  años. 

ART.  83.  —  Son  atribuciones  del  Consejo  : 

1*  — Formar  su  Reglamento  de  régimen  interior;  y 

2*  —  Dar  su  dictamen  al  Presidente  de  la  República  en 
todos  los  negocios  que  le  consultare; 

ART.  84.  —  Los  Consejeros  de  Estado  son  responsables 
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de  los  acuerdos  que  dieren  contrarios  á  la  Constitución  y  i 
las  demás  leyes. 


TITULO  V. 

DEL   PODER  JUDICIAL. 

ART.  85.  —  El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  los  Jueces  y 
Tribunales  de  la  República ;  á  ellos  corresponde  exclusiva- 
mente la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y 
criminales. 

ART.  86.  —  Para  ser  electo  Magistrado  ó  Fiscal  se  ne- 
cesita estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano,  ser  mayor 
de  veintiún  años,  abogado  y  del  estado  seglar. 

ART.  87.  —  Los  funcionarios  de  los  Tribunales  Supe- 
riores de  Justicia  y  los  Jueces  de  l.e^  Instancia,  durarán 
cuatro  años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

ART.  88.  —  Es  también  atribución  esclusiva  de  los  Tri- 
bunales,  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado. 

ART.  89.  Las  leyes  señalan  el  orden  y  formalidades  de  los 
juicios. 

ART.  90.  —  Todos  los  habitantes  de  la  República  es- 
tarán sujetos  al  orden  de  procedimientos  que  determinan  las 
leyes. 

ART.  91.  —  En  ningún  juicio  puede  haber  mas  de  tres 
instancias  y  unos  mismos  jueces  no  pueden  conocer  en  diver- 
sas instancias. 

ART.  92.  —  Los  Jueces  cualquiera  que  sea  su  denomi- 
nación ó  categoría,  son  responsables  personalmente  de  toda 
infracción  de  ley,  con  arreglo  á  la  responsabilidad  del  Poder 
Judicial. 

ART.  93.  —  La  ley  constitutiva  del  Poder  Judicial  esta- 
blecerá todo  lo  demás  que  á  él  concierne. 
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TITULO  VI. 

DEL   GOBIERNO   DE   LOS  DEPARTAMENTOS  Y  DE  LAS  MUNICI- 
PALIDADES 

ART.  94.  —  La  ley  divide  el  territorio  nacional  en  de- 
partamentos para  su  mejor  administración. 

ART.  95.  —  El  Presidente  de  la  República  nombrará 
para  el  Gobierno  de  cada  departamento  un  Jefe  Político,  cuyas 
calidades  y  atribuciones  fijará  la  ley. 

ART.  96.  —  La  ley  organiza  las  Municipalidades  sin  al- 
terar el  principio  de  elección  popular  directa  y  designa  las 
facultades  que  les  corresponden. 

ART.  97.  —  Las  Municipalidades  podrán  establecer  con 
la  aprobación  del  Gobierno  los  arbitrios  que  juzguen  ne- 
cesarios para  atender  al  objeto  de  su  institución. 

ART.  98.  —  El  Gobierno,  cuando  lo  creyere  conveniente, 
ó  á  solicitud  de  las  Municipalidades,  puede  reformar  las  orde- 
nanzas de  cada  pueblo  y  darlas  á  los  que  no  las  tuvieren. 

TITULO  VIL 

DE   LA  REFORMA  DE  LA   CONSTITUCIÓN 

ART.  99.  —  La  Asamblea,  con  las  dos  terceras  partes  de 
sus  votos,  podrá  acordar  la  reforma  de  la  Constitución,  seña- 
lando al  efecto  el  artículo  ó  artículos  que  hayan  de  alterarse. 

ART,  100.  —  Decretada  la  reforma,  el  Poder  Ejecutivo 
convocará  una  Asamblea  Constituyente,  que  debe  estar  ins- 
talada dentro  de  los  tres  meses  siguientes.En  la  convocatoria 
se  insertará  la  resolución  de  que  habla  el  articulo  que  precede. 

ART.  101.  —  La  Asamblea  se  compondrá  de  un  represen- 
tante por  cada  quince  mil  habitantes,  debiendo  reunir  las 
calidades  requeridas  para  ser  Diputado. 
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'  que  debe  reformarse  la  Constitución,  cerrara  sus  i 
declarándose  disuella. 

ART.  KKl.  —  Verificada  la  reforma,  se  convocu 
clones  de  Diputados  para  la  Lejislatura  oMiuaria- 

AHT.  104.  —  Esta  Constitucioo  no  perderá  su  ^ 
Tigor,  aun  cuando  por  alguna  rebelión  se  intemiinn 
servancia. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

AlíT.  1.  —  La  presente  Constitución  comenzará"* 
el  1-  de  Marzo  de  i«80. 

AKT.  2.  —  El  Jeiieral  Don  J.  Rufino  Barrios  oontlj 
ejerciendo  el  mando  supremo  de  la  Repi'iblica  hastaj 
en  que  tome  poaesiuii  el  Presidente  electo  para  el| 
perfodocoiistitucioual. 

AHT.  3.  —  Se  faculta  al  Poder  Ejecutivo  para  i] 
VOque  á  los  pueblos  &  elecciones  de  Diputados  ¿  [ft| 
bles  I.ejislativa  y  de  Presidente  de  la  República  pal 
primer  periodo  constitucional;  y  para  que  emita  I 
electorales  qne  corresponden,  bajo  las  basea  establee 
la  Constitución. 

ART.  4.  —  La  Asamblea  Lejislativa  se  instalará  ell. 
Marzo  de  1880 ;  y  el  Presidente  electo  tomará  posesión  e 
15  del  mismo  mes  y  año. 

ART.  5.  —  El  periodo  constitucional  de  los  Majistt 
y  Fiscales  comenzará  también  el  15  de  Marzo  de  1880. 

Dada  en  el  tíalon  de  Sesiones,  en  Guatemala, 
de  Diciembre  de  1879,  quincuajésimo  octavo  de  la  J 
deocia  de  Centro-América. 
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